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En sesión celebrada el día 22 de mayo de
2006, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó, entre
otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Darse por enterada del Informe anual de la
gestión realizada por la Defensora del Pueblo de
Navarra durante el año 2005.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

3.º Disponer que la exposición del mencionado
informe se celebre en una próxima sesión de la
Comisión de Régimen Foral.

Pamplona, 22 de mayo de 2006

El Presidente: Rafael Gurrea Induráin

Informe anual de la gestión realizada
por la Defensora del Pueblo de 
Navarra durante el año 2005
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1 PRESENTACIÓN

La institución de la Defensora del Pueblo des-
arrolla su función de defensa de los derechos ciu-
dadanos mediante la atención directa a las quejas
y la realización de informes especiales, iniciativas
de impulso de los derechos ciudadanos, para
informar y sensibilizar a la opinión pública, y activi-
dades de mediación, que para ser verdaderamen-
te eficaces exigen discreción.

La defensa del menor ha sido una de nuestras
principales ocupaciones durante el año 2005
constituyendo el mejor ejemplo de esta concep-
ción transversal y proactiva de la defensa de los
derechos ciudadanos que caracteriza a nuestra
Institución. La atención prioritaria a las quejas que
hacen referencia a los menores, el seguimiento
del informe especial de la educación infantil de 0 a
3 años, el inicio de un nuevo informe especial para
“evaluar las actuaciones de la administración en
materia de protección de la infancia”, las actuacio-
nes de mediación con motivo de la tramitación de
la “Ley Foral 15/2005 de promoción, atención y
protección a la infancia y a la adolescencia” o las
actividades de impulso en educación en valores,
protección del menor en Internet y sobre todo la
iniciativa de coordinación social para promover la
implicación de toda la sociedad en la educación
en la convivencia, dan buena muestra de ello.

Tal como refleja el Informe Anual hemos aco-
metido actividades de defensa e impulso de los
derechos de otros colectivos vulnerables con esta
misma concepción. La Presentación al Parlamento
de los informes especiales sobre “La dependencia
de las personas mayores” y sobre “Los Derechos
Humanos y la Prostitución, el seguimiento del
informe especial de Salud Mental, el inicio de un
nuevo informe especial sobre “Accesibilidad y
barreras arquitectónicas”, o la organización y parti-
cipación en foros y talleres sobre Pobreza y Exclu-
sión Social son algunos ejemplos al respecto.

El número de nuevas quejas abiertas en el
2005 ha sido prácticamente idéntico al del 2004,
que fue un año atípico ya que en él se experimen-
tó un incremento cercano al 40% con relación al
año precedente.

Por materias, las quejas relativas a Sanidad
han pasado a ocupar el primer puesto seguidas
por Urbanismo y Vivienda y por Educación. Ha
sido precisamente el área de Educación (80%) la
que se ha experimentado el mayor incremento
porcentual de quejas con respecto al año anterior,
seguido por Medio Ambiente (57%), y por Justicia
y Sanidad con incrementos en torno al 40%.

En el año 2005 el Plan de Calidad nos ha per-
mitido elaborar y poner en marcha un Plan de
Mejora de la Atención al Ciudadano y reducir en
más de un treinta por ciento los Tiempos Medios
de Tramitación de las quejas. Evaluar la satisfac-
ción de los ciudadanos con los servicios que pres-
tamos nos ha permitido conocer cómo un 75,6%
de las personas que nos han tramitado una queja,
recomendarían a otras personas acudir a la insti-
tución de la Defensora del Pueblo de Navarra.

Defender los derechos requiere asimismo pro-
mover que las Administraciones Públicas desarro-
llen mecanismos y sistemas generales de transpa-
rencia y buena conducta administrativa para lograr
la mejora continua de los sistemas de garantía y
evaluación de sus obligaciones para con sus ciu-
dadanos. Como se recordará esta Institución ela-
boró la Carta de los Derechos Ciudadanos de la
Comunidad Foral y lanzó el reto a las Administra-
ciones Públicas de Navarra para que desarrollaran
sus propias Cartas de Derechos y se comprome-
tieran a elaborar Cartas de Servicios específicas
con compromisos concretos de calidad para los
distintos servicios sectoriales que prestan. Hoy
podemos mostrar nuestra satisfacción porque en
Navarra en el último año han visto la luz diversas
e importantes iniciativas al respecto.

Siguiendo con esta línea de impulso de la
transparencia y garantía de los derechos ciudada-
nos hemos puesto en marcha también un nuevo
Plan Local de Derechos Ciudadanos para promo-
ver que los Ayuntamientos se incorporen a esta
estrategia de mejora continua y a dicho fin hemos
suscrito convenios de colaboración con los Ayun-
tamientos de Tudela, Estella, Burlada y Zizur
Mayor. En virtud de dicho acuerdos hemos aco-
metido la realización de un informe de evaluación
inicial sobre la percepción de los ciudadanos, de
cada uno de dichos municipios, sobre el grado en
que su Ayuntamiento respeta los principios y valo-
res recogidos en los códigos de buena conducta y
sobre el grado de satisfacción con los servicios
municipales.

También con el objetivo de garantizar de
manera más efectiva los derechos sociales, y en
coordinación con otros Defensores Autonómicos,
presentamos ante el Parlamento de Navarra un
importante informe propuesta en el que recomen-
dábamos aprovechar la eventual modificación de
la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento
del Régimen Foral de Navarra, para hacer referen-
cia expresa en nuestra Ley Fundamental a los
derechos y libertades que las instituciones forales
se comprometen a garantizar a los ciudadanos y
ciudadanas navarros. En concreto proponíamos
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incorporar un nuevo Título de “Derechos, liberta-
des y deberes de los ciudadanos y ciudadanas de
Navarra” y aportamos incluso un posible borrador
de texto articulado.

En esta breve reseña relativa al año 2005
debemos hacer mención igualmente a dos deci-
siones del Parlamento Foral que tendrán una
extraordinaria importancia para el devenir de la
Institución y que afectan por una parte al propio
sistema de elección del Defensor del Pueblo y por
otra al Reglamento de Organización y Funciona-
miento de nuestra Institución.

Por último no quisiera dejar de hacer referencia
en estas líneas a mi agradecimiento a todo el per-
sonal de la oficina, sin cuya colaboración no
hubiera sido posible acometer todas estas iniciati-
vas. Gracias de corazón.

Mª Jesús Aranda Lasheras

Defensora del Pueblo de Navarra

2 RESUMEN EJECUTIVO

La institución de la Defensora del Pueblo des-
arrolla su función en defensa de los derechos ciu-
dadanos frente a posibles abusos y negligencias
de las Administraciones Públicas fundamental-
mente mediante cuatro tipos de instrumentos,
desde los más reactivos hasta los más proactivos:

• La Atención a las Quejas formuladas por los
ciudadanos que constituye el núcleo central de la
actividad cotidiana de la Institución.

• La Realización de Informes Especiales en
áreas de especial relevancia y que por lo general
se centran en los colectivos más vulnerables.

• Las Actividades de Mediación, cada día más
frecuentes, y que en muchas ocasiones, para ser
verdaderamente eficaces, precisan pasar desaper-
cibidas a los ojos de la opinión pública.

• Las Iniciativas de Impulso de los Derechos
Ciudadanos que tratan de impulsar los derechos
ciudadanos en el conjunto del la Sociedad a tra-
vés de la sensibilización e información a la opinión
pública.

2.1. ESTADÍSTICA GENERAL DE QUEJAS
ATENDIDAS.

El número de nuevas quejas abiertas ha sido
de 415, cifra muy similar a la del año 2004 (416)
que fue el año con mayor número de quejas
desde la puesta en marcha de la Institución. No
obstante el número total de quejas gestionadas ha
sido de 508, un 10% menos que el año preceden-
te, como consecuencia del periodo de transición
producido por determinados relevos de personal
asesor en la Institución.

El 44% de las quejas se formularon frente a
actuaciones de la Administración Autonómica
(182), el 27% iban dirigidas contra actuaciones de
Entidades Locales de Navarra (112), el 15% frente
a la Administración del Estado (64), mientras que
el 14% restante hacía referencia a actuaciones de
otros organismos en los que se incluyen el Judicial
(10), entes privados (14), otros (14) y sin determi-
nar (19). En el ámbito de las entidades locales de
Navarra, el Ayuntamiento de Pamplona, con 38
quejas es el que mayor número de quejas ha
generado.

Del total de quejas tramitadas el 65,3% han
sido admitidas a trámite, el 9,1% se remitieron a
otros Defensores del Pueblo, en función del ámbi-
to competencial sobre el que versaba la queja y el
25,6% no han podido ser admitidas a trámite, por
incumplirse alguno de los requisitos legales o bien
por una manifiesta inexistencia de irregularidad,
en tales casos siempre con la debida explicación
e información al ciudadano sobre las causas y
posibilidades de actuación. Debemos así mismo
destacar que además de las 130 quejas (25,6%
del total de gestionadas) que no son inicialmente
admitidas a trámite, en 51 quejas más (10,0% del
total de gestionadas) se ha acabado desestiman-
do la razón del reclamante tras efectuar el corres-
pondiente estudio de los datos aportados por el
autor de la queja y la información recibida de la
Administración con ocasión de la tramitación del
expediente. En consecuencia el total de quejas
desestimadas asciende al 35,6%% sobre el total
de quejas gestionadas.
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Si comparamos el número de quejas por áreas

del 2005 con las presentadas el año anterior com-

probamos que el mayor incremento porcentual se

detecta en Educación con un 83%, le sigue Medio

Ambiente con un 57% y a continuación Justicia y

Sanidad con incrementos en torno al 40%.

Aproximadamente el 70% de las quejas que se
presentan frente al Gobierno de Navarra se con-
centran en tres Departamentos. El Departamento
de Salud con un 27% de todas las quejas, seguido
por el Departamento de Educación, con el 25%, y
por el Departamento de Medio Ambiente, Ordena-
ción del Territorio y Vivienda con el 16%.
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Si analizamos las quejas por áreas observa-
mos como las quejas relativas a Sanidad han
pasado a ocupar el primer puesto en el ranking de
quejas por materias representando el 12,8% (53)
del total de quejas presentadas. Le sigue Urbanis-
mo y Vivienda con un 12,5% (52), y Educación

con un 10,6% (44), Trabajo y Seguridad Social con

un 8,7% (36), Medio Ambiente con un 7,95% (33)

del total de quejas presentadas en el año 2004 y

finalmente Interior y Bienestar Social con un 7,5%

(31) y 7,2% (30) respectivamente.



La reducción significativa en Interior obedece a
que han ido disminuyendo las quejas relativas a
sanciones de tráfico, al ir mejorando el conoci-
miento de las funciones de nuestra institución, y

por su parte la reducción en materia de bilingüis-
mo obedece a un cúmulo inicial de quejas relati-
vas a los procesos de selección de personal.
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Si observamos la evolución por áreas de las
quejas presentadas en los últimos cuatro años
mediante su Tendencia Lineal comprobamos que
Urbanismo y Vivienda, Sanidad, Educación, Traba-
jo Seg. Social y Extranjería, Obras y Servicios

Públicos y Medio Ambiente muestran una clara
tendencia creciente. Interior, Cultura y Bilingüismo
muestra una tendencia nítidamente descendente
en tanto que el resto de áreas se mantienen más
o menos estables.



Cuando se decide admitir una queja, por
entender que puede estar justificada, se pide infor-
mación por escrito a la Administración Pública
competente. En muchos casos el simple hecho de
que la Defensora demande información y justifica-
ción sobre el modo de proceder hace que la admi-
nistración reconozca la razón al ciudadano y recti-
fique su decisión inicial. En otras ocasiones esto
no es así y la Administración emite un informe en
el que justifica por qué no acepta la petición del
ciudadano. En tales casos la Institución estudia

las razones de las partes y la Defensora acaba
dictando una Resolución a través de la cual emite
su dictamen al respecto; si se considera que la
Administración no tiene razón se realizan las
Recomendaciones pertinentes. En el año 2005 por
uno y otro camino las Administraciones han aca-
bado aceptando al menos en un 76% las reco-
mendaciones de la Defensora; en un 11% de los
casos la Administración no ha aceptado y un 13%
de casos están pendientes de contestar.
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Por lo que se refiere específicamente a los
casos en los que la Defensora se ha visto obligada
a emitir Resoluciones con Recomendaciones,
Sugerencias o Recordatorios de Deberes Legales
a una determinada Administración, ésta la acepta
en un porcentaje aproximado del 64%, porcentaje
que puede elevarse si tenemos en cuenta las 19
resoluciones aún pendientes de obtener respuesta.

2.2. MEJORA DE LA CALIDAD Y EVALUA-
CIÓN DE LA SATISFACCIÓN

El año 2005 ha supuesto dar un paso adelante
respecto del Plan de Calidad con la elaboración y
puesta en marcha de un Plan de Acciones Mejora
de la Atención al Ciudadano, la aprobación del
Manual de Acogida del Becario, la puesta en mar-
cha de un Sistema de Noticias y Comunicación
Interna, concebido desde la óptica del conoci-
miento compartido, y se ha iniciado la elaboración
de la Carta de Servicios de la Institución.

Se han reducido en un 31% los tiempos
medios de tramitación de las quejas cerradas en
el año 2005, con respecto a 2004. En concreto el
tiempo medio desde el Inicio hasta el fin del Expe-
diente fue de 77,3 días.

Tal como estaba previsto, y con el objetivo de
evaluar la satisfacción de los ciudadanos con los
servicios que reciben por parte de la Institución,
se diseñaron encuestas que se remitieron a todas
las personas o colectivos que presentaron una
queja y también a quienes han sido atendidas por
la Oficina de Información. Los resultados obteni-
dos de dicha evaluación muestran que:

• El 98,2% de las personas que han acudido a
la Oficina de Información recomendarían a otros
utilizar este servicio.

• La mitad (50,9%) de quienes han acudido a
la Oficina de Información han ampliado la idea
previa que tenían sobre las posibilidades de
actuación de la Defensora del Pueblo de Navarra
en tanto que a un 12,7% les ha ocurrido lo contra-
rio.

• El 79,8% de las personas que han tramitado
una queja ante la Defensora del Pueblo conside-
ran el trato personal y el interés demostrado por la
oficina de la Defensora del Pueblo como “Bueno o
Muy Bueno” este porcentaje alcanza el 100% en el
caso de las personas que han acudido personal-
mente a la Oficina de Información.

• El 56,5% de los ciudadanos consideran
“Razonable” el tiempo de tramitación de su expe-
diente de queja. Un 25,2% lo consideran “Corto o

Muy corto”, en tanto que en un 16,8% lo entienden
“Largo o Muy largo”.

• Los ciudadanos atendidos en la Oficina de
Información asignaron una puntuación media de
8,2 puntos. Esta puntación alcanza el 6,8 puntos
en el caso de los ciudadanos en los que se ha lle-
gado a tramitar un Expediente de Queja. Resulta
comprensible este hecho por la menor satisfacción
que manifiestan aquellos ciudadanos a los cuales
la resolución final de la Defensora no acaba dán-
doles la razón a su pretensión.

• Dos de cada tres ciudadanos que han pre-
sentado una queja manifiestan que la intervención
de la institución de la Defensora les ha sido final-
mente “Bastante útil o Muy Útil”

• Un 75,6% de las personas que han presenta-
do una Queja recomendarían a otras personas
acudir a la Defensora del Pueblo de Navarra en
tanto que un 21,4% no lo harían. Lógicamente
esta última valoración está muy vinculada a aque-
llos a quienes no se les ha dado la razón.

2.3. DEFENSA TRANSVERSAL DE LOS
DERECHOS DE LOS MÁS VULNERABLES

El enfoque transversal de este Capítulo del
Informe Anual pretende reflejar de una manera
integral el abordaje que desde nuestra Institución
se realiza frente a estos colectivos más vulnera-
bles.

2.3.1. “EN DEFENSA DEL MENOR”

La defensa del menor ha sido la prioridad
máxima del año 2005. Bajo el slogan “En defensa
del Menor” se han dado los primeros pasos para
configurar un ámbito propio de actuación en esta
importante materia.

De manera esquemática las actuaciones lleva-
das a cabo a lo largo del 2005 en defensa de los
derechos del menor han sido las siguientes:

• Atención prioritaria a quejas relacionadas

con los Menores, centradas sobre todo en el
área educativa (alumnos con necesidades educa-
tivas especiales, educación infantil, instalaciones
escolares, planificación educativa, funcionamiento
de los centros, problemas de convivencia, etc) y
en área de protección social (adopción internacio-
nal, protección de menores, situaciones de des-
amparo, etc.)

• Inicio de un nuevo Informe Especial para

“Evaluar las actuaciones de la Administración

en materia de Protección de la Infancia y la Ado-

lescencia”. El objetivo general que persigue el
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nuevo Informe Especial iniciado es “Evaluar cómo
se ejerce la función pública de protección de meno-
res y cómo se garantiza la atención a menores con
medidas judiciales penales en Navarra”. Como
Objetivos Específicos el Informe pretende evaluar si
las Administraciones Públicas de Navarra:

– Realizan de forma adecuada las actividades
de prevención y detección precoz de las situacio-
nes de conculcación de derechos de los menores 

– Desarrolla de la forma adecuada y con las
debidas garantías los procedimientos de protec-
ción.

– Prestan la atención adecuada a los menores
con medidas judiciales penales, a la adopción
internacional o a los menores extranjeros no
acompañados.

• Seguimiento del Informe Especial de 0 a 3

años. A lo largo del año 2005 se ha realizado un
seguimiento de “La atención a la educación infantil
entre 0 y 3 años en Navarra”, materia que fue obje-
to de un Informe Especial en octubre de 2004, y
se ha podido constatar la persistencia de la pro-
blemática social planteada por colectivos y plata-
formas ciudadanas con respecto a las carencias
en materia de educación infantil de 0 a 3 años, lo
que ha llevado incluso a la presentación al Parla-
mento Foral de una Iniciativa Legislativa Popular
apoyada por más de 14.000 firmas y por 67 Ayun-
tamientos y que fue rechazada, por la Mesa del
Parlamento de Navarra.

La insuficiencia de plazas públicas persiste sin
que hasta el momento el Departamento de Educa-
ción haya cumplido nuestra Recomendación de
hacer público el mapa solicitado y las lista de
espera. Baste como muestra la situación de Pam-
plona donde en el año 2005 la oferta de plazas
fue de 540 y el número de solicitudes ascendió a
1701.

En el Informe Anual se deja constancia del
conjunto de quejas presentadas a finales del 2005
en las que los interesados nos instan a que super-
visemos la actividad desarrollada por la Adminis-
tración en relación con los distintos centros de
Navarra que atienden a niños y niñas menores de
3 años, especialmente en materias que tienen que
ver con las exigencias mínimas que estos deben
cumplir y el control que se viene ejerciendo sobre
las mismas durante el desarrollo de la actividad
por parte de estos centros. En estas quejas se
pone de manifiesto una vez más la actual situa-
ción de transitoriedad, que genera un vacío nor-
mativo que impide el control adecuado sobre las
condiciones en que están siendo atendidos los
niños y niñas menores de 3 años en la Comuni-

dad Foral, lo que supone un grave riesgo en una
etapa del desarrollo del niño que todos los exper-
tos consideran de máxima vulnerabilidad.

• Actuaciones de mediación e Informe Pro-

puesta con motivo de la tramitación de la “Ley

Foral 15/2005 de promoción, atención y protec-

ción a la infancia y a la adolescencia”. Debe-
mos hacer mención a la iniciativa de la Defensora
con motivo de la tramitación del Proyecto de Ley
de Protección del Menor que finalmente dio lugar
a la aprobación de la Ley Foral 15/2005 de promo-
ción, atención y protección a la infancia y a la ado-
lescencia”. Dada la trascendencia del Proyecto de
Ley, la Defensora consideró oportuno manifestar
la posición de la institución y solicitó la interven-
ción directa del Presidente del Parlamento de
Navarra para que se realizara un último esfuerzo
para tratar de acercar las posturas de los distintos
Grupos Parlamentarios a fin de lograr la mejor Ley
del Menor posible. Como ya hemos dicho velare-
mos por que se cumplan los compromisos adquiri-
dos y en el plazo previsto tanto en materia de
recursos como en el desarrollo reglamentario.

• Taller de Educación en Valores. El 17 de
junio tuvo lugar un Taller de debate sobre “Estrate-
gias de incorporación de valores y derechos en la
educación secundaria” Este acto se enmarcó en el
Convenio de Colaboración suscrito entre la Defen-
sora del Pueblo y la Universidad Pública de Nava-
rra para la realización de Talleres conjuntos sobre
Derechos Sociales, y se celebró en el contexto del
“Año Europeo de la Ciudadanía a través de la Edu-
cación”, mediante el cual el Consejo de Europa
deseba poner de relieve que la educación juega
un papel crucial en el desarrollo de la ciudadanía.
En el Informe se recogen las principales ideas
expuestas en el Taller que dieron lugar a una
publicación editada por nuestra Institución.

• Iniciativa Social en Educación por la Con-

vivencia. La creciente preocupación social por el
incremento de actos violentos en los que se ven
envueltos jóvenes y adolescentes pone en eviden-
cia la necesidad de que las distintas instituciones
realicen actuaciones coordinadas para crear el
clima social adecuado para que la Sociedad en su
conjunto asuma su responsabilidad educativa.

Consciente de esa necesidad la Defensora del
Pueblo propuso personalmente al Presidente del
Parlamento, al Consejero de Educación, al Rector
de la Universidad Pública y a los presidentes de la
Federación de Municipios, de la Asociación de la
Prensa, de las Asociaciones de Padres y Madres,
de los Directores de Instituto, del Consejo Escolar
y del Consejo de la Juventud, desarrollar una ini-
ciativa conjunta para trata de implicar a toda la
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sociedad en un Proyecto Social de Educación
para la Convivencia.

• Campaña de protección del menor en

Internet. El Consejo de Europa ha mostrado su
preocupación por la situación de desprotección en
que se encuentra los menores frente a Internet, y
nos recuerda la responsabilidad que todos tene-
mos en esta materia. También en su reunión de
Alicante 2005 los Defensores del Pueblo de las
Comunidades Autónomas y el Defensor del Pue-
blo de España recomendaron adoptar medidas
para mejorar la protección de los menores frente a
los riesgos de las nuevas tecnologías y de forma
específica ante los riesgos de Internet

Un 10% de los niños/as de 10 años encuesta-
dos afirma haber acudido a una “cita a ciegas” con
personas que han conocido a través de Internet.
Un 44% de los menores que navega por Internet
con regularidad, se ha sentido acosado/a sexual-
mente en alguna ocasión.

Por todo ello, en el último trimestre del 2005 la
institución de la Defensora del Pueblo, en colabo-
ración con la Asociación Protégeles, puso en mar-
cha una Campaña Publicitaria de Sensibilización,
mediante cuñas de Radio y la edición de 120.000
dípticos informativos con “Consejos para padres
sobre medidas de protección” que fueron distribui-
dos a modo de encarte en la prensa local y que
en el año 2006 han tenido continuidad en la Orga-
nización de diversas Charlas Divulgativas para
Alumnos y Padres en Centros Docentes.

• Publicación de nuevas Unidades Didácti-

cas sobre Derechos para Enseñanza Primaria.

Siguiendo con la iniciativa realizada en años ante-
riores en el 2005 se procedió a la edición de nue-
vas unidades didácticas destinadas a la Centros
de Enseñanza Primaria.

2.3.2. “EN DEFENSA DE LA MUJER”

La defensa de los derechos de la mujer ha sido
otra prioridad constante de la Defensora del Pue-
blo. Las actuaciones que a lo largo del año 2005
se han llevado a cabo en esta materia han sido las
siguientes:

• Atención prioritaria a las quejas relaciona-

das con los derechos de la mujer. La primera
área de queja de las mujeres es la Sanidad y las
causas específicas que las motivan hacen referen-
cia a la Atención a la Salud Mental, los Tratamien-
tos de Infertilidad, la situación de las Listas de
Espera, en Consultas de Ginecología, y en las
Revisiones de cáncer de mama, etc. Adquieren
igualmente importancia las quejas motivadas por

Reconocimientos de derechos a prestación, Pen-
siones Mínimas y/o pensiones asistenciales y se
relacionan en muchos casos con una situación
social reiteradamente denunciada por esta Defen-
sora; nos estamos refiriendo a la situación de
muchas mujeres mayores que malviven con una
pensión de viudedad manifiestamente insuficiente.

Las quejas interpuestas por mujeres hacen
referencia con frecuencia a las deficiencias que
detecta la mujer en su condición de cuidadora
principal es decir quejas por Atención domiciliaria,
Atención sociosanitaria en salud mental, Alumnos
con necesidades educativas especiales, Ciclo
Educativo de 0-3 años, Ayudas a la familia, etc.

• Presentación al Parlamento del Informe

Especial de Prostitución. El día 13 abril de 2005,
la Defensora del Pueblo presentó ante la Comisión
de Régimen Foral del Parlamento el Informe Espe-
cial sobre los “Derechos Humanos y la Prostitu-
ción en Navarra”. La presentación del Informe tuvo
un gran eco en los medios de comunicación.

• Actividades de impulso de los derechos

de la Mujer. Como viene siendo tradicional, tam-
bién en el año 2005 la Defensora del Pueblo ha
prestado una atención prioritaria al impulso de los
derechos de la mujer, dando continuación a las
iniciativas de años anteriores, y en cuantos foros
ha participado ha sumado su voz a los de las res-
tantes instituciones y organizaciones, particular-
mente en el ámbito de la lucha contra la violencia
de género.

En su Informe la Defensora del Pueblo recuer-
da que a pesar de los avances en el 2005 todavía
en España 62 mujeres murieron asesinadas, 3 de
ellas en Navarra. Queda mucho por hacer en
materia de prevención: Las campañas de concien-
ciación siguen siendo insuficientes, la cultura
dominante y posesiva sigue presente en muchas
capas de la sociedad y al modelo educativo de las
escuelas todavía le hace falta madurar para llegar
a alcanzar una auténtica coeducación.

En Navarra hay que seguir reforzando los
medios para la asistencia a las víctimas y corregir
las importantes insuficiencias en materia de pro-
tección que todavía se detectan: La falta un Juzga-
do específico de Violencia de Género, los escasos
medios con los que se cuenta en los juzgados
impiden lograr la agilidad y eficacia requerida y
constituyen por tanto una prioridad de interven-
ción.

Por otra parte la conciliación entre la vida fami-
liar, personal y profesional es una asignatura pen-
diente. La distribución de las tareas del hogar
sigue siendo muy desigual. La mujer se ha incor-
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porado al mundo del trabajo remunerado, sin
embargo el hombre no ha aumentado su participa-
ción en el ámbito privado. Ello conduce a que la
mujer se vea obligada a realizar una doble jornada
laboral.

La discriminación en el mundo laboral persiste.
El acceso a niveles superiores de responsabilidad
es otro de los campos en los que la discriminación
persiste. Las mujeres representan solo el 24% de
los Altos Cargos del Gobierno de Navarra, y el 32%
de los Parlamentarios Forales y solo hay una mujer
entre los Consejeros del Gobierno de Navarra.

La mujer sigue siendo la cuidadora de los
hijos, y esta sociedad continúa cargando funda-
mentalmente sobre los hombres de la mujer la
atención y cuidado de los familiares dependientes:
ancianos, enfermos mentales, discapacitados, etc.

Preocupa especialmente la doble discrimina-
ción que llega a padecer la mujer inmigrante en
nuestra Sociedad, sometida a los trabajos más
precarios y enfrentada a un dilema entre los valo-
res de su cultura de origen y los de la sociedad de
acogida. Las Administraciones Públicas deben
preocuparse de garantizar el acceso a la forma-
ción a todas las inmigrantes para evitar que esta
situación de discriminación persista y de velar por
que se garanticen, en todo caso, sus derechos
constitucionales que han de ser entendidos como
valores mínimos de consenso, y ello con indepen-
dencia de sus propios valores culturales.

2.3.3. “EN DEFENSA DEL MAYOR”

Otra área de intervención prioritaria para la ins-
titución de la Defensora es la defensa de los dere-
chos de los Mayores, ámbito en el que hemos
desarrollado la siguiente actividad.

• Atención prioritaria a las quejas referidas

a los derechos del Mayor. Si bien nuestro siste-
ma de información no permite cuantificar de forma
optima las quejas atendidas referentes al colectivo
de mayores si nos permite detectar los ámbitos
principales de problemas que en concreto y por
orden de frecuencia se refieren a materias como:
el reconocimiento de derecho a prestación, pen-
siones mínimas, pensiones asistenciales y de viu-
dedad, atención domiciliaria, listas de espera en
sanidad, atención médica, condiciones de estan-
cia en residencias de la tercera edad, procesos de
declaración de incapacidades.

• Presentación al Parlamento del Informe

Especial sobre “La atención a la dependencia

de las personas mayores en Navarra” y segui-

miento del Informe. El día 19 abril de 2005 la

Defensora del Pueblo compareció ante la Comi-
sión de Régimen Foral para presentar el Informe
Especial sobre “La atención a la dependencia de
las personas mayores en Navarra” Evitaremos rei-
terar nuevamente lo ya expuesto en su compare-
cencia, y que ya se recogía en el Informe Anual
del 2004, y nos limitaremos a señalar lo esencial.

Transcurrido un año desde la presentación del
Informe Especial todo indica que, a corto plazo, va
a ser una realidad nuestra recomendación de que
la atención a la dependencia deje de tener carác-
ter benéfico y se transforme en un auténtico dere-
cho exigible. El alto grado de consenso social
detectado tras la presentación del Proyecto de Ley
de “Promoción de la autonomía personal y la aten-
ción a las situaciones de dependencia” y sobre
todo la razonable voluntad de cooperación demos-
trada por las distintas Administraciones Públicas
hace concebir esperanzas al respecto.

No podemos decir lo mismo sobre las actua-
ciones realizadas hasta el momento en materia de
prevención de la dependencia, cuya urgente nece-
sidad reiteramos.

Hasta el momento tampoco hemos apreciado
cambios significativos en la política de atención
domiciliaria, que consideramos debe incrementar-
se de forma sustancial, ni se ha logrado estable-
cer una normativa de mínimos que garantice la
equidad territorial en la prestación de este servicio
considerado por el expertos como de máxima
prioridad. Siempre se destaca el hecho de que la
atención social domiciliaria es manifiestamente
insuficiente pero se olvida que también la atención
sanitaria a domicilio requiere ser mejorada. A este
respecto también queremos denunciar el hecho de
que sigan sin darse pasos significativos para
garantizar la coordinación sociosanitaria en el
ámbito primario entre los Centros de Salud y los
Servicios Sociales de Base. La carencia de pla-
nes, programas y protocolos de coordinación a
nivel primario impide la prevista gestión de casos
y la aplicación de Planes de Cuidados Personali-
zados y auténticamente integrales.

• Actividades de impulso de los derechos

del Mayor. “La Carta de Derechos del Mayor” A lo
largo del año la Defensora ha tenido oportunidad
de participar en diversos encuentros con colecti-
vos y asociaciones de Mayores. Estas reuniones
nos han permitido captar una vez más las princi-
pales preocupaciones del colectivo, puestas de
manifiesto en el proceso de elaboración de la
Carta de Derechos Ciudadanos y lo que es más
importante nos ha permitido constatar la situación
de resignación con la que se enfrentan a la pérdi-
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da de protagonismo familiar y social que, cada día
más, padecen los mayores.

En la Sociedad actual los mayores han ido per-
diendo protagonismo social y sus derechos no
siempre se respetan. No es nada infrecuente que
los mayores sean tratados como menores de edad
y pierdan incluso la libre elección de sus propias
opciones vitales y que los demás decidan por
ellos: el lugar en el que va a vivir, los muebles de
su habitación, etc. y a veces incluso el destino de
sus recursos económicos.

Por eso, y siguiendo la pauta marcada por
otras organizaciones, desde finales del año 2005
venimos trabajando en el proyecto de promover la
elaboración de una “Carta de Derechos del Mayor”
e impulsar una “Campaña contra la discriminación
por Edad” que se pretende desarrollar a lo largo
del 2006.

2.3.4. “EN DEFENSA DEL ENFERMO MENTAL”

Como ya es bien conocido la Defensora del
Pueblo se ha implicado muy activamente en la
defensa de los derechos de los enfermos menta-
les graves a los que en el 2004 dedicó un Informe
Especial. Las actuaciones realizadas en el 2005
dirigidas a este importante colectivo han sido las
siguientes:

• Atención prioritaria a las quejas referidas

a los derechos de los Enfermos Mentales. Las
quejas en materia de Salud Mental son cada día
más frecuentes; se centran sobre todo en la falta
de recursos de internamiento de larga duración
para casos graves y en la carencia de alternativas
terapéuticas adecuadas para los trastornos de
personalidad. Son relativamente frecuentes las
demandas de recursos de rehabil i tación, y
comienzan a llegar con cierta regularidad quejas
de ciudadanos que conviven con vecinos que pre-
sentan importantes problemas sociales y de com-
portamiento, situaciones que con frecuencia
esconden importantes problemas de salud mental
unidos al desamparo o exclusión social.

Por lo que hace referencia a la demanda
urgente de plazas residenciales de larga estancia,
en el presente Informe Anual se reproduce la res-
puesta de la Administración a una queja tipo, ya
que nada refleja mejor la situación de desamparo
en la que se encuentran los familiares de estos
pacientes. La enferma se halla en lista de espera
desde hace dos años sin que en todo ese tiempo
la administración foral haya buscado y encontrado
alguna solución razonable a los graves problemas
denunciados. Pero es aún más preocupante cono-
cer que esas listas de espera la forman “gran

número de solicitudes”, como dice el informe rubri-
cado por el propio Consejero de Bienestar Social,
que precisan una atención especializada en régi-
men de asistidos por graves problemas de enfer-
medad mental, y que, conociendo tales datos, la
Administración Pública responsable de los Servi-
cios Sociales no haya planteado, al menos, solu-
ciones parciales, incluso aunque fueran puramen-
te económicas, que pudieran paliar en parte la
situación de los enfermos y sus familias. Sin
embargo nos dice que no hay residencias suficien-
tes ni suficiente consignación presupuestaria a
tales efectos. Es decir, se reconoce que hay défi-
cits de plazas residenciales, propias o concerta-
das, para acoger a estos enfermos, y, además,
que no existen ayudas económicas suficientes
para que las familias puedan arbitrar otras solucio-
nes.

• Seguimiento del Informe Especial de

Salud Mental. Analizamos con algún detalle el
grado de cumplimiento de las Recomendaciones
realizadas por la Defensora del Pueblo hace dos
años con motivo de la presentación del Informe
Especial sobre “La atención a la Salud Mental en
Navarra” y se aprecian luces y sombras.

Como consecuencia del Programa de Atención
a Personas con Trastorno Mental Grave a lo largo
del año ha comenzado la puesta en marcha pro-
gresiva de nuevos recursos sociosanitarios, lo que
supone sin duda un gran avance. Sin embargo la
puesta en marcha de los nuevos recursos sociosa-
nitarios no ha estado exenta de polémica, en parti-
cular por la externalización de los servicios, por la
dependencia de Bienestar Social y sobre todo por
el anuncio de que los pacientes iban a tener que
hacer frente al copago de determinados servicios,
lo que nos obligó a tramitar un expediente de
queja. Acogimos muy favorablemente el cambio de
criterio de la Administración, que finalmente garan-
tizó la gratuidad de la prestación de rehabilitación
psicosocial. No obstante persisten importantes
diferencias de criterio en relación con dichos cen-
tros:

– En comparación con otros dispositivos de
rehabilitación de la red de salud mental, la estruc-
tura organizativa elegida para los nuevos centros,
es claramente insuficiente para que pueda cumplir
con los niveles de calidad exigibles, 

– El Departamento de Salud no debe inhibirse
de su responsabilidad de garantizar la dirección
técnica ni la continuidad de cuidados, ya que por
si solo el Plan acometido por Bienestar Social no
asegura la coordinación e integración de los distin-
tos dispositivos asistenciales.
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– Es imprescindible que se definan con mucha
más precisión los mecanismos de evaluación y
control de calidad de los servicios, tanto públicos
como privados concertados, sin olvidar nunca que
la “responsabilidad pública” es indelegable.

El hecho de que en los últimos años las reivin-
dicaciones de la atención a los enfermos mentales
se hayan centrado preferentemente en los aspec-
tos sociales no quiere decir que la atención sanita-
ria que reciben los enfermos mentales graves no
necesite también ser mejorada en muchos aspec-
tos. A este respecto, de acuerdo con las recomen-
daciones de nuestro Informe Especial seguimos
creyendo necesario que:

– Navarra se dote un Plan de Salud Mental
Integral, que no debe fragmentarse ni mucho
menos dejarse a la exclusiva responsabilidad del
Departamento de Bienestar Social.

– Se cree un equipo multidisciplinar para aque-
llos pacientes graves, sin conciencia de enferme-
dad, que en cuanto salen del hospital abandonan
los tratamientos y vuelven a recaer. La atención
domiciliaria integral a este colectivo resulta igual-
mente necesaria.

– Desde el Departamento de Salud se dé una
respuesta adecuada al grave problema de aten-
ción en las crisis agudas que facilite la coordina-
ción entre jueces, policía, y la red de salud mental.
Volvemos a insistir una vez más en la necesidad
de acometer sin más demora la realización del
Protocolo de Internamiento Involuntario.

– La problemática que plantean los pacientes
con trastornos de personalidad, los pacientes toxi-
cómanos con patología dual, etc., etc. constituyen
también importantes ámbitos de mejora.

2.3.5. “EN DEFENSA DE LOS DISCAPACITADOS
FÍSICOS Y SENSORIALES”

No solo la salud mental ocupa la atención de
nuestra institución, otro tanto ocurre con otras dis-
capacidades físicas y sensoriales a las que en el
año 2005 se prestó una atención significativa. Las
actuaciones dirigidas a este colectivo han sido las
siguientes:

• Atención prioritaria a las quejas en mate-

ria de discapacidad. Como es habitual en colecti-
vos en situación de especial vulnerabilidad el
número de quejas que se presentan en relación
con discapacidades físicas y sensoriales es toda-
vía demasiado pequeño y se refieren fundamen-
talmente a: Necesidades educativas especiales,
accesibilidad y eliminación de barreras, ayudas

sociales, transporte a centros sociales, centros
ocupacionales y especiales de empleo, etc.

La situación de los alumnos/as con necesida-
des educativas especiales ocupa cada día más la
atención de la Defensora, tanto por lo que hace
referencia a los servicios complementarios que
precisan como por la necesidad de armonizar los
principios de integración e individualización con
una mayor flexibilidad de la que viene mostrando
el Departamento de Educación. La situación de la
Educación Especial en Navarra exige una impor-
tante revisión y por ello pretendemos ahondar en
el tema a lo largo del año 2006.

Este año hemos analizado también la labor de
supervisión y control que realiza la Administración
del funcionamiento de los sistemas de acceso a
los Centros Ocupacionales y Especiales de
Empleo y hemos podido constatar la carencia de
los Equipos Multiprofesionales previstos y hemos
denunciado que la concurrencia de funciones de
control asignadas a distintos Departamentos con-
tribuye a que en ocasiones “unos por otros” no
asuman las funciones atribuidas con la plenitud
requerida.

• Informe Especial de Accesibilidad. Media-
do el año 2005 se acometió la realización de un
Informe Especial sobre “La accesibilidad física y
sensorial a los centros y servicios de uso público
en Navarra”. A pesar de que han transcurrido casi
20 años desde la promulgación de la Ley Foral
4/1988 se percibe que su cumplimiento es bastan-
te irregular y por ello se consideró necesario eva-
luar como se ejerce por las distintas Administra-
ciones de la Comunidad Foral su obligación de
evitar la creación de nuevas barreras físicas o
sensoriales y como se fomenta la supresión de las
barreras preexistentes a fin de favorecer el acceso
universal a los distintos espacios, centros y servi-
cios de utilización pública.

Para la realización del Informe se ha redactado
un completo Informe Jurídico, encargado a la Uni-
versidad de Navarra y un cuestionario que incluye
36 preguntas y que ha sido cumplimentado por un
total de 164 Ayuntamientos de Navarra y por todos
los Departamentos del Gobierno de Navarra.

El Informe Especial, que se encuentra en fase
de elaboración, será presentado al Parlamento
Foral antes del verano.

• Queja de oficio en relación con las sub-

venciones a Asociaciones. También en el año
2005 se procedió a la apertura de una queja de
oficio en relación con la situación de falta de liqui-
dez por la que atraviesan las asociaciones sin
ánimo de lucro que desarrollan su labor en el
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campo de la discapacidad y que achacan a la
demora y cuantía de las subvenciones públicas.

2.3.6. “EN DEFENSA DE LOS EXCLUIDOS SOCIA-
LES”

En el año 2005 finalizó el período de vigencia
del Plan de Lucha contra la Exclusión 1998-2005
puesto en marcha por el Gobierno de Navarra y
por ello se han comenzado a hacer públicas las
primeras valoraciones sobre el mismo, singular-
mente la realizada por la Red de Exclusión Social,
si bien a la hora de redactar este Informe todavía
no se dispone de la evaluación realizada por el
propio Gobierno.

• Organización y participación y en foros y

talleres sobre Exclusión. El interés por el tema
nos ha llevado no solo a participar sino también a
organizar diversos foros y encuentros para sensi-
bilizar a la opinión publica y debatir las mejoras
necesarias. En concreto en junio del 2005 la
Defensora del Pueblo participó en Barcelona en
unas Jornadas sobre derechos ciudadanos orga-
nizadas por el Síndic de Greuges de Cataluña y
presentó una ponencia titulada “Las Nuevas For-
mas de Pobreza”. La Institución organizó asimismo,
en colaboración de la Universidad Pública, un
Taller sobre “La Exclusión Social y el Sistema de
Garantía de Mínimos, que por razones de agenda
hubo de retrasarse y finalmente se llevó a cabo el
día 9 de febrero de 2006. Estos encuentros han
permitido recoger las opiniones de un nutrido
grupo de expertos y contrastar y complementar
las posiciones de la Institución sobre el tema. Tal
como se recoge en este Informe Anual se insiste
en la necesidad de abordar este problema desde
la perspectiva de la vulneración de los derechos
individuales de cada uno de los excluidos.

• Seguimiento del Plan de Lucha contra la

Exclusión 1998-2005. La participación en los dis-
tintos foros ha permitido también dar a conocer la
valoración sobre la situación de la pobreza y
exclusión en Navarra.

“Es cierto que en términos comparativos la
situación en Navarra puede calificarse de satisfac-
toria; pero no debemos olvidar lo qué nuestra
sociedad entiende por una situación satisfactoria.
Unos niveles muy reducidos de pobreza significan
que en nuestra opulenta Navarra entre 10.000 y
40.000 personas viven en condiciones de pobreza
relativa. Personas con nombre y apellidos a los
que no estamos sabiendo garantizar los derechos
constitucionales.

Se valora muy positivamente el hecho de que
en Navarra exista un Plan Integral y que sus indi-

cadores sean publicados de forma periódica, pero
se lamenta que su ejecución no parezca estar
cumpliendo las expectativas previstas, ni se esté
logrando superar las tradicionales barreras depar-
tamentales, de salud, educación, bienestar social,
etc. La previsión de acompañamiento social perso-
nalizado, elemento clave del Plan, no parece que
haya llegado tampoco a generalizarse como esta-
ba previsto.

Inquieta en particular el escaso desarrollo de
las acciones de prevención de la exclusión, sobre
las cuales la Defensora ha venido insistiendo rei-
teradamente y a los que se han dedicado diversos
Informes Especiales (enfermos mentales, mujeres
víctimas de abusos, inmigrantes, discapacitados,
etc). Parecen aceptarse como inevitables los facto-
res que conducen a una sociedad dual e insolida-
ria con las minorías marginales. La sociedad conti-
núa generando personas excluidas y los servicios
sociales siguen tratando de paliar parcialmente y
a posteriori sus efectos. Siempre a lo largo de la
historia la pobreza ha conducido a la exclusión
social, pero hoy en día es más bien la exclusión
social la que conduce a la pobreza”.

Intranquiliza la situación de los menores, ya
que la mayoría de las veces, la exclusión empieza
en los primeros años de vida. Parece especial-
mente preocupante que el sistema educativo no
haya logrado reducir en mayor medida los índices
de fracaso escolar en determinados ámbitos
sociales. En coherencia con el moderno concepto
de pobreza, resulta evidente que la prioridad máxi-
ma en el ámbito de la exclusión social debe cen-
trarse en garantizar que todos los menores tengan
acceso a una formación básica que les habilite
social y personalmente para enfrentarse al mundo
actual en condiciones de igualdad real de oportu-
nidades”. Resulta necesario profundizar en la dis-
tribución territorial y en los factores causales aso-
ciados al fracaso y abandono escolar a fin de
elaborar un auténtico Plan de Prevención realmen-
te focalizado a los colectivos y centros donde se
detecte una mayor problemática. Cerrar los ojos a
la realidad nunca es la solución”.

Confiamos en que por el Gobierno de Navarra
se realice una rigurosa evaluación del desarrollo
del Plan para corregir las deficiencias detectadas
recomendando que a la mayor brevedad posible
se lleve a cabo un nuevo Plan que tome en consi-
deración los cambios experimentados en la reali-
dad social, en particular a los derivados del
“boom” migratorio, y en el que se incluyan unos
mejores sistemas de control para garantizar la
efectiva aplicación de la medidas contempladas
en el mismo.
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2.4. IMPULSO DE LA TRANSPARENCIA Y DE
LOS DERECHOS CIUDADANOS.

La responsabilidad en la defensa de los dere-
chos ciudadanos por los Defensores del Pueblo
no puede limitarse a una acción reactiva frente a
las quejas recibidas. Garantizar los derechos ciu-
dadanos requiere también fomentar que se esta-
blezcan mecanismos y sistemas que garanticen el
respeto general de los derechos ciudadanos, eva-
luando su efectiva aplicación y cumplimiento.

En esta línea, en el año 2001 ya el Parlamento
Europeo aprobó el “Código Europeo de Buena
Conducta Administrativa, y encomendó al Defen-
sor del Pueblo Europeo, y por extensión a los dis-
tintos Defensores Territoriales, la evaluación de su
grado de cumplimiento y el impulso de las iniciati-
vas necesarias para que sus valores y principios
sean incorporados por las distintas Administracio-
nes Públicas.

2.4.1. SEGUIMIENTO DEL CARTA DE DERECHOS
CIUDADANOS

Como se recordará en cumplimiento de dicho
mandato la institución de la Defensora del Pueblo
impulsó la elaboración de una Carta de los Dere-
chos Ciudadanos de la Comunidad Foral y lanzó
el reto a las Administraciones Públicas de Navarra
para que desarrollaran sus propias Cartas de
Derechos y se comprometieran a elaborar Cartas
de Servicios específicas con compromisos concre-
tos de calidad para los distintos servicios sectoria-
les que prestan. Hoy podemos mostrar nuestra
satisfacción porque han visto la luz diversas inicia-
tivas en esta línea: La Ley Foral 15/2004 de la
Administración de la Comunidad Foral, cuyo Título
II se dedica al reconocimiento de los derechos de
los ciudadanos en sus relaciones con dicha Admi-
nistración, la Ley Foral 21/2005, de evaluación de
las políticas públicas y de la calidad de los servi-
cios públicos, el Decreto Foral 72/2005 por el que
se regulan las Cartas de Servicios, la aprobación
por el Ayuntamiento de Pamplona de su Carta de
Derechos y de sus primeras Cartas de Servicios
son solo algunas de las iniciativas que se recogen
en nuestro Informe Anual y que demuestran que
las Administraciones Públicas de Navarra han asu-
mido el reto y han comenzado a implicarse de
forma activa en una estrategia de mejora continua
y orientación al ciudadano.

2.4.2. PLAN LOCAL DE DERECHOS CIUDADANOS.

En el último trimestre del 2005, y en línea con
las actividades de fomento de la transparencia e
impulso de los derechos ciudadanos, nuestra Ins-

titución acometió un nuevo proyecto, centrado en
el ámbito municipal, el llamado “Plan Local de
Derechos Ciudadanos” cuyo objetivo general es:

“Lograr que los Ayuntamientos incorporen una
estrategia de mejora continua en sus relaciones
con los ciudadanos para garantizar su derecho a
una buena administración, establecido en la Carta
de Derechos Fundamentales de la Unión Europea”.

El papel de la institución de la Defensora del
Pueblo de Navarra consiste básicamente en poner
en marcha “la rueda”, asumiendo la elaboración de
un Informe Especial en el que se recoja una eva-
luación inicial y la detección de áreas de mejora
basado en la percepción de los ciudadanos del
municipio sobre el grado en que se respetan por
parte de su Ayuntamiento los principios y valores
recogidos en los códigos de buena conducta y en
la Carta de Derechos Ciudadanos basadas en el
grado de satisfacción con los servicios que ofrece
el municipio.

La evaluación inicial se realiza mediante una
metodología predefinida que además de entrevis-
tar a los responsables municipales, incluye la rea-
lización de una Encuesta telefónica a una muestra
significativa y aleatoria de Ciudadanos y la realiza-
ción de una Encuesta a Informadores Clave de
todas las Organizaciones y Asociaciones radica-
das en el municipio.

La participación en esta iniciativa es totalmente
voluntaria y exige la previa formalización del opor-
tuno Convenio. El día 21 de diciembre de 2005
tuvo lugar la firma de los correspondientes Conve-
nios de Colaboración con los Ayuntamientos de
Tudela, Estella, Burlada y Zizur Mayor

La labor de campo se desarrolló a lo largo del
mes de diciembre de 2005. Se celebraron reunio-
nes en cada una de las cuatro localidades objeto
de Convenio a las que se invitó a todas las Aso-
ciaciones y Colectivos Ciudadanos de la localidad.
En total 91 Asociaciones participaron activamente
en la iniciativa y cumplimentaron los dos cuestio-
narios solicitados. Por otra parte se procedió a la
contratación externa de los servicio de la empresa
ERYBA para la realización de la Encuesta Telefó-
nica y se efectuaron un mínimo de 400 encuestas
de cada uno de los Municipios. Los informes se
hallan en fase de elaboración.

2.4.3.APUESTA POR LA TRANSPARENCIA PÚBLICA

En el marco de los Cursos de Verano 2005
organizados por la Universidad Complutense la
Defensora del Pueblo impartió una conferencia
sobre la Transparencia en la Gestión Pública, cuyo
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resumen se incluye en este Informe Anual y en el
cual se recogen de manera sintética los principios
esenciales de la transparencia pública y del impul-
so de los derechos ciudadanos que constituyen
uno de los pilares esenciales del trabajo de nues-
tra Institución y sirven de sustento a los distintos
proyectos previstos en esté ámbito de acción.

Una concepción democrática del ejercicio del
poder en todas las esferas de la sociedad debe
estar basada en la transparencia informativa y en
la participación activa en la toma de decisiones,
en cualquier ámbito de la vida pública.

La transparencia es no solo una obligación
legal sino que constituye una necesidad para la
mejora continua y una oportunidad como factor de
diferenciación para lograr la confianza de los ciu-
dadanos. El incremento del nivel cultural, y el
acceso globalizado a la información hace que la
transparencia sea cada día más un requisito.

Un sistema administrativo transparente no
puede asentarse únicamente en una regulación
legal, dirigida fundamentalmente a prevenir los
abusos y los conflictos de intereses, sino que
debe tratar de incorporar principios y herramientas
de calidad como:

• Transparencia en la toma de decisiones.

• Transparencia en los procedimientos de con-
tratación.

• Códigos de buena conducta administrativa.

• Sistemas de control interno de los procedi-
mientos.

• Objetivos y metas definidas y públicas.

• Cartas de Derechos y Cartas de Servicios
con compromisos concretos de calidad.

• Autoevaluación y rendición pública de cuen-
tas.

• Libre acceso a la información pública.

• Auditoría externa mediante órganos de con-
trol independientes.

En la actualidad las instituciones del Defensor
del Pueblo tienen un marcado carácter jurídico, lo
que condiciona en buena medida el perfil de las
Evaluaciones e Informes Especiales que realizan.
En el futuro, las instituciones del Ombudsman
adquirirán un perfil más multidisciplinar para poder
asumir una auténtica auditoría externa del grado
en el que las administraciones cumplen las obliga-
ciones legales y garantizan de forma adecuada
las prestaciones a que tienen derecho los ciuda-
danos.

Este nuevo enfoque de instituciones orientadas
a la auditoría externa de los derechos ciudadanos,
requiere:

• Impulsar políticas activas de calidad y trans-
parencia en las Administraciones Públicas.

• Desarrollar nuevas metodologías de evalua-
ción externa y auditoría de derechos. “No solo se
debe poder auditar los aspectos económicos”

• Fomentar la puesta en marcha de sistemas
de garantía que otorguen un mayor poder al ciu-
dadano para exigir el cumplimiento de sus dere-
chos (“empowerment”).

• Construir sistemas de información compara-
da entre Comunidades Autónomas, con indicado-
res básicos.

• Exigir a las Administraciones Públicas que
cuenten con políticas bien definidas, formuladas
en el Plan correspondiente, con compromisos pre-
supuestarios y metas e indicadores de seguimien-
to bien definidos y públicos.

2.5. QUEJAS POR ÁREAS Y DEPARTAMEN-
TOS

En el Capítulo 5 “Valoración General de las
Quejas” se realiza un exhaustivo repaso de los
principales motivos de queja que los ciudadanos
plantean en las distintas áreas y departamentos.
El resumen que sigue se centra principalmente en
aquellas materias de interés general y evita en lo
posible reiterar lo ya manifestado en el Capítulo 4
“Defensa transversal de los derechos de los más
vulnerables”.

BIENESTAR SOCIAL

En Bienestar Social en el 2005 no ha variado
de manera sustancial ni el número ni los temas
objeto de queja en comparación con el año ante-
rior. Lógicamente la mayoría de las quejas en este
área hacen referencia a lo ya manifestado en el
Capítulo 4 en relación a los colectivos más vulne-
rables de menores, mayores, mujeres, discapacita-
dos, enfermos mentales, etc. que no consideramos
necesario repartir en este Resumen Ejecutivo. Nos
limitaremos, por tanto, únicamente a insistir en la
necesidad de revisar la actual política de concier-
tos y subvenciones y mejorar los actuales sistemas
de evaluación y control de calidad de los distintos
centros concertados y subvencionados por Bienes-
tar Social Ingresos mínimos viudas, etc.

En este ámbito el Informe Anual recoge la pro-
puesta que esta Institución presentó ante el Parla-
mento de Navarra en abril de 2005 en torno a una
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posible reforma de la Ley Orgánica de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Nava-
rra. En nuestro informe proponíamos que, si final-
mente se decidía acometer la reforma del
Amejoramiento, se aprovechara la oportunidad
para incorporar en su texto un nuevo capítulo de
Derechos Sociales, como mecanismo para lograr
que los poderes públicos adquieran un mayor
grado de vinculación en el cumplimiento de sus
obligaciones a la hora de garantizar de manera
efectiva los citados derechos sociales.

Otro tanto puede decirse con respecto al Docu-
mento Base para una Ley de Servicios Sociales
en la Comunidad Foral de Navarra, con el que se
pretende iniciar el debate y reflexión sobre los
principios y contenidos que debe contemplar la
nueva Ley Foral de Servicios Sociales que venga
sustituir a la anterior Ley sobre esta materia y que
a juicio de esta Institución no debe ser una mera
enumeración o habilitación de servicios o presta-
ciones, sino que cabe exigir a los poderes públi-
cos el esfuerzo de fijar estándares y compromisos
concretos de prestaciones, en cantidad y calidad,
capaces de garantizar un nivel mínimo de dere-
chos sociales exigibles en todo el territorio lo cual
exige además consensuar la financiación con los
entes locales directamente implicados en la ges-
tión de dichas prestaciones.

En otro orden de cosas consideramos necesa-
rio recordar la necesidad de proceder a la revisión
inmediata del tiempo y forma en que se desarrolla
el proceso que se sigue ante el Departamento de
Bienestar Social para la obtención del certificado
de idoneidad necesario para optar a la adopción
internacional, así como sobre la actuación de las
Entidades Colaboradoras en estos procesos
(ECAI), 

EDUCACIÓN

Como ya se ha indicado las quejas recibidas a
lo largo del año 2005 en materia de Educación
prácticamente han duplicado a las del año anterior
y este hecho está muy vinculado a las reiteradas
denuncias por la situación de inadecuación de las
instalaciones que cada día presentan más insufi-
ciencias, derivados de una parte de una manifies-
ta insuficiencia presupuestaria y por otra de la
inadecuada determinación de criterios técnicos de
mantenimiento preventivo y de amortización y
remodelación de las instalaciones, lo cual suscita
indefiniciones competenciales que lleva a que los
unos por los otros la casa quede sin barrer.

Así mismo en el año 2005 hemos asistido a un
incremento notable de quejas relacionadas con la

atención a los alumnos con necesidades educati-
vas especiales que pretendemos analizar este
año, y por primera vez han comenzado a aflorar
quejas relativas a problemas de convivencia y apli-
cación de medidas de tipo disciplinario en los
Centros Escolares.

Otros muchos temas de educación ya han sido
tratados en anteriores informes anuales pero se
siguen dando, tales como el acceso a los centros,
la concentración de alumnos inmigrantes en deter-
minados centros, la planificación educativa ante
las nuevas necesidades, en particular las relacio-
nadas con la implantación de una línea del mode-
lo “D”, o con la construcción de nuevas instalacio-
nes y centros, como ocurría en el caso del Colegio
Público Patxi Larrainzar de Pamplona, o con el
traslado de alumnos del Colegio Público Arturo
Kanpion al Colegio Público García Galdeano.

Como ya ha sido comentado en el año 2005
han vuelto a reiterarse un buen número de quejas
por la situación de la educación infantil de 0 a 3
años.

Por último, la demora en la construcción de
centros docentes en los nuevos barrios plantea la
necesidad de reconsiderar la coherencia temporal
en la planificación y ejecución de los nuevos des-
arrollos urbanísticos y de las nuevas infraestructu-
ras y servicios públicos requeridos y aconsejaría
que la autorización de los nuevos planes urbanísti-
cos fuera simultanea a la aprobación de la planifi-
cación de los nuevos centros y servicios públicos
necesarios. Como es bien sabido esta problemáti-
ca no es exclusiva del sistema educativo sino que
es extensiva a todo tipo de centros y servicios
públicos: sanidad, transporte público, etc, 

SALUD

Por primera vez el número más elevado de
quejas se ha centrado en el área de Salud y ello
obedece al incremento de quejas en materia de
salud mental, atención médica en general, la pres-
tación farmacéutica, las listas de espera, etc.

Por lo que se refiere a la casuística de las que-
jas, las relacionadas con la atención a la salud
mental han sido las más numerosas. En este sen-
tido, y si bien en el capítulo anterior ya hemos
hecho referencia a la atención socio-sanitaria en
este caso las quejas estaban relacionadas con la
falta de tratamiento y atención a las personas
afectadas por una enfermedad mental por parte
del Servicio Navarro de Salud, en particular por la
situación de los enfermos diagnosticados de tras-
torno de personalidad.
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Por primera vez la demora en la atención, deri-
vada de la existencia de importantes listas de
espera en determinadas especialidades, ha cons-
tituido un grupo relevante de quejas. La carencia
en la Comunidad Foral de una norma que regule
los tiempos máximos de espera en el ámbito de
las consultas médicas y exploraciones ambulato-
rias genera una completa indefensión del paciente
y una falta absoluta de garantías en el ejercicio de
su derecho a una adecuada atención sanitaria,
por ello formulamos una recomendación en tal
sentido al Departamento de Salud que hasta el
momento ha sido desoída.

Debemos dar cuenta de una queja formulada
por una ciudadana diagnosticada de una grave
malformación fetal que hubo de recurrir a la inte-
rrupción voluntaria de embarazo. La paciente
cuestionaba el haberse visto obligada a salir de
Navarra, y consideraba una ofensa el que además
se le denegara el abono de 130 euros por gastos
de viaje, dietas de acompañante y medicamentos
expedidos en la Clínica a la que acudió derivada
desde Navarra. Se le abonaran exclusivamente los
gastos de viaje propios por importe de 22,66
euros, pese a tener que ingresar en dicho centro
el día anterior a la intervención, fijada para las 9
de la mañana, y dársele el alta al día siguiente a
las 20 horas, y no se le permitió que estuviera
acompañada por la noche ya que, según las nor-
mas internas del centro, no se admitían terceras
personas, lo que motivó que su acompañante
tuviera que alojarse esa noche fuera del mismo.

Como es obvio cuestionamos el modo de pro-
ceder del Departamento y por otro lado, y dado
que el motivo de la derivación a un centro de fuera
de Navarra estaba originado, según se le exponía
porque “existe objeción de conciencia por parte de
ginecólogos del Servicio Navarro de Salud-Osa-
sunbidea” recomendamos al Departamento de
Salud que adopte las medidas precisas para cons-
tatar si en la actualidad persiste la situación de
objeción de conciencia, a la que alude, en todo o
parte del personal sanitario que debe intervenir en
el proceso. Por último recomendamos que además
de asumirse en estos casos los gastos relaciona-
dos con el transporte y dietas, se debieran esta-
blecer los acuerdos oportunos con los centro aje-
nos para que se permita la presencia de
acompañantes a estos pacientes, dada la especial
situación por la que atraviesan. Frente a ello la
contestación que recibimos del citado Departa-
mento se limitó a manifestar que en Navarra se
garantiza el derecho de las mujeres navarras a la
interrupción voluntaria del embarazo en los
supuestos legalmente establecidos y que, en lo
que respecta a dietas por desplazamiento, hospe-

daje y manutención, se limitaba a aplicar el Decre-
to Foral 212/2001, de 30 de julio.

Este modo de proceder no es más que un sim-
ple ejemplo de la manifiesta parquedad de los
informes y escasa sensibilidad ante nuestras reco-
mendaciones puesta de manifiesto por el Departa-
mento de Salud en el 2005.

A lo largo del año hemos asistido también a
diversas denuncias públicas derivadas de situacio-
nes de colapso de los servicios de urgencia hospi-
talarios que pueden calificarse de puntuales pero
que se asientan sobre un sistema manifiestamen-
te mejorable con instalaciones insuficientes e
inadecuadas en las que demasiados pacientes
permanecen largas horas en camillas en los pasi-
llos y lo peor es que no se vislumbra un horizonte
planificado a medio y largo plazo.

Así mismo a lo largo del 2005 han tenido reflejo
en los medios de comunicación las demandas de
los profesionales de Atención Primaria y sus recla-
maciones han llegado incluso al propio Parlamento
y han conducido al Departamento a comprometer
determinados incrementos de recursos. No parece
oportuno volver a reiterar los argumentos tantas
veces expuestos y por ello nos limitaremos a recor-
dar que las limitaciones de recursos acaban reper-
cutiendo en los derechos ciudadanos.

CULTURA, DEPORTE Y BILINGÜISMO

En el ámbito Cultural las pocas quejas existen-
tes hacen referencia a la conservación del patri-
monio histórico, y en Deporte a las condiciones de
utilización de instalaciones deportivas municipa-
les. En lo que se refiere al Bilingüismo, hacíamos
referencia en nuestro anterior informe anual a dos
circunstancias concretas que consideramos deben
ser nuevamente mencionadas. De un lado, a la
ausencia de pautas y criterios homogéneos y defi-
nidos por la Administración en el ámbito de sus
relaciones con los ciudadanos, especialmente en
la zona mixta, y de otro a la existencia de un buen
número de pronunciamientos judiciales de diversa
índole y contenido, lo cual decíamos, y volvemos a
reiterar, no contribuye precisamente a dotar de
seguridad y certidumbre a esta materia. Destacá-
bamos en nuestro anterior informe la oportunidad
que representaba en este sentido la ponencia
constituida en el Parlamento de Navarra, que
lamentablemente no dio los frutos esperados. Rei-
teramos la opinión de esta Institución de la que la
sociedad Navarra está necesitada de alcanzar un
consenso en esta materia y no solo para clarificar
de manera inequívoca los derechos que asisten a
los ciudadanos sino también por lo que ello
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supondría de normalización de la convivencia
entre todos los navarros. Todos coincidimos en la
necesidad de educar a nuestros menores en la
convivencia; pues no debemos olvidar que se
educa con el ejemplo.

Específicamente y por lo que se refiere al tema
de la señalización viaria, y tras analizar las dispo-
siciones de aplicación en el caso de las localida-
des que cuentan con denominación oficial, ade-
más de en castellano, en vascuence, formulamos
una recomendación para que, dicha señalización
se realice con las dos denominaciones oficiales
con que cuentan las mismas, conforme a la topo-
nimia oficial aprobada por propio Gobierno de
Navarra.

HACIENDA

Por lo que hace referencia al área de Hacienda
debemos hacer mención a la necesidad de mejo-
rar el régimen sancionador en el Impuesto sobre
la Renta ya que en determinados casos se detec-
tan situaciones manifiestamente injustas en las
cuales se produce una evidente desproporción
entre la infracción cometida por el sujeto pasivo y
la sanción impuesta por no declarar o por hacerlo
de manera incompleta. Otro tanto ocurre con las
deducciones por mínimo familiar (por ascendiente
y por minusvalía) cuando cambian a lo largo del
año las circunstancias personales y familiares de
los contribuyentes lo cual provoca por ejemplo que
si el ascendiente convive con la familia 364 días y
fallece el día anterior a la fecha de devengo no se
desgrave cantidad alguna en tanto que sí puede
hacerlo, y además íntegramente, quién acoge en
su domicilio a un ascendiente el día anterior a la
fecha citada, habiendo convivido por tanto tan solo
un solo día. Por ello se considera oportuno estu-
diar y adoptar medidas para lograr un tratamiento
fiscal más equitativo, tomando en consideración
los efectos de la imputación de las mismas al
momento del devengo.

Otras causas de queja en el área de Hacienda
hacen referencia a la información tributaria, a las
demoras en la resolución de reclamaciones ante
el tribunal económico administrativo foral y sobre
todo a los bruscos incrementos de las cuantías de
los tributos locales.

URBANISMO Y VIVIENDA

Las quejas sobre Urbanismo hacen referencia
tanto a la falta de disciplina urbanística como a la
falta de transparencia de los propios procesos de
planificación urbanística. En esta materia, debe-
mos insistir una vez más en que las administracio-

nes urbanísticas están obligadas a asegurar la
participación de los interesados en los procesos
de formulación, tramitación y gestión del planea-
miento urbanístico, y a respetar sus derechos, en
particular, sus derechos de iniciativa e informa-
ción.

No cabe duda que los problemas y dificultades
existentes para el acceso a la Vivienda constituye
una de las mayores preocupaciones de nuestra
sociedad.

Por lo que hace referencia a los criterios y
baremos establecidos para la adjudicación de
viviendas de protección pública y su correcta valo-
ración debemos manifestar que siguen constitu-
yendo una fuente continúa de quejas. En ellas se
cuestiona que queden excluidas de este tipo de
promociones aquellas personas que no disponen
de unos ingresos mínimos, cuando esta clase de
viviendas están reservadas precisamente para
aquéllas personas con dificultades de acceso a
una vivienda digna. Se discute el tener que acredi-
tar el cumplimiento del mínimo de ingresos en
cada uno de los dos últimos períodos impositivos
y sobre todo se manifiesta la oposición al empa-
dronamiento ininterrumpido en Navarra como con-
secuencia de la posición en que quedan en estos
procesos aquellos ciudadanos y ciudadanas de
Navarra que por determinadas circunstancias, se
vieron obligados a trasladarse transitoriamente
fuera de Navarra.

Debemos asimismo dejar constancia de los
problemas que se nos hacen llegar en relación a
las incidencias surgidas tanto en la propia relación
contractual como en lo referido a las condiciones
de utilización y convivencia que se producen en
las viviendas de protección pública de alquiler.

Recordaremos una vez más que las adminis-
traciones públicas no deben limitarse en exclusiva
a la promoción de viviendas de protección pública
ya que si bien esta medida ayuda a solventar la
situación de un buen número de ciudadanos, se
demuestra todavía muy insuficiente y además por
si sola no contribuye a frenar la escalada de pre-
cios en el sector. Es necesario insistir en que las
distintas Administraciones competentes debieran
agotar todas y cada una de las distintas posibilida-
des de actuación de que disponen a la hora de
diseñar e implementar los instrumentos de inter-
vención pública en materia de suelo y vivienda y
ante todo han de evitar realizar actuaciones que
contribuyan a incrementar el precio del suelo. Tal
es el caso de la subasta de ocho solares munici-
pales realizada por el Ayuntamiento de Pamplona
para la construcción de 258 viviendas, cuyo precio
superior a los 45 millones de euros, supuso que

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-1 / 13 de junio de 2006

20



solo el coste de repercusión del suelo por cada
vivienda ascendiera a más de 180.000 euros y dio
origen a una queja de oficio. Recordamos al Ayun-
tamiento que en las XVIII Jornadas de Coordina-
ción de los Defensores del Pueblo se propuso que
se eliminara el sistema de pública subasta para la
enajenación de los “Patrimonios Municipales del
Suelo”, pues no parece compatible con el destino
propio de este suelo que debiera destinarse de
forma prioritaria a la promoción de vivienda prote-
gida, sin desviaciones a otros fines que, aunque
puedan considerarse de interés público, pueden
financiarse por otras vías.

FUNCIÓN PÚBLICA

Las quejas relacionadas con los procedimien-
tos de ingreso y provisión de puestos en la Admi-
nistración Pública, la movilidad de los funcionarios
y sus Derechos y deberes son las principales cau-
sas de queja en el área de Función Pública.

TRABAJO, SEGURIDAD SOCIAL Y EXTRANJERÍA

En el ámbito de Trabajo y Seguridad Social se
nos ha puesto de manifiesto por parte de algunas
viudas perceptoras de pensiones de viudedad su
total disconformidad con las consecuencias y apli-
cación que el Gobierno de Navarra está realizan-
do en base a lo establecido en la Ley Foral
1/2004, de 17 de febrero, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, que regula la
deducción por pensiones de viudedad. Para com-
prender esta situación basta referirse a uno de los
casos. En el año 2005 el incremento de las pen-
siones mínimas del Estado fue del 6,5%, sin
embargo, y como consecuencia del tope máximo
establecido en el importe del complemento previs-
to en la Ley Foral 1/2004, referido al IPREM, el
complemento que le abonaba el Gobierno de
Navarra se le redujo de 53 a 29 euros mensuales,
con lo que su percepción total ha pasado de los
469 euros mensuales en 2004 a los 472 euros de
2005, es decir, se ha incrementado tan en solo en
3 euros de un año a otro.

En el área de Extranjería se ha experimentado
un importante incremento del número de quejas.
En primer lugar destacaremos la denuncia en rela-
ción con los acontecimientos de la frontera entre
Marruecos y España, en los que se produjo la
muerte de cinco inmigrantes. Al respecto traslada-
mos inmediatamente, tanto al Ministro de Asuntos
Exteriores como al Defensor del Pueblo, dicha
queja junto a la postura de la Institución. No pare-
cía razonable, cuando ya habían pasado varios
días, que los Gobiernos de España y Marruecos
no hubieran ni desmentido las preocupantes infor-

maciones, ni dado explicaciones razonables sobre
los hechos acaecidos, ni hubieran informado
sobre las razones que llevaron a trasladar a los
inmigrantes a unos emplazamientos tan inapropia-
dos. Solicitamos que se adoptaran con urgencia
las medidas oportunas para poner fin a tan deni-
grante situación, al considerar que el Gobierno
Español y la Unión Europea no pueden en ningún
caso desentenderse de la suerte de unos seres
humanos a los que se les cierra la puerta y aban-
dona en una situación de grave riesgo. Similares
consideraciones fueron posteriormente asumidas
por los distintos Defensores del Pueblo tanto Auto-
nómicos como el de España al aprobarse en tal
sentido una Declaración conjunta.

Son frecuentes las quejas por la deficiente
atención y retraso en los distintos trámites de
obtención de visados que se viene produciendo
en algunas Oficinas Consulares de España. A este
respecto se han realizado distintas gestiones de
mediación con resultado satisfactorio, en especial
con el Consulado de España en Ecuador y con el
Consulado de España en Colombia.

MEDIO AMBIENTE

Las quejas relativas a Medio Ambiente han
experimentado un notable incremento cercano al
60%. Un año más, las quejas más numerosas en
esta materia son las relacionadas con los ruidos y
otras emisiones molestas. Percibimos una inefi-
ciente intervención de las Administraciones com-
petentes en esta materia, bien porque minusvalo-
ran el problema (“meras molestias” tolerables) o
porque “olvidan” sus obligaciones legales, su
alcance y significación. A este respecto debemos
recordar que la más reciente doctrina jurispruden-
cial, considera cada vez más que las intromisio-
nes sonoras constituyen una invasión del ámbito
de la privacidad, que toda persona tiene derecho a
considerar como propio e inviolable. Todo ello nos
ha llevado a acometer la realización de un Informe
Especial al respecto que se encuentra en fase de
elaboración.

Como segundo grupo significativo de quejas
medioambientales están aquéllas que tienen que
ver con el ejercicio del derecho de acceso a la
información en materia de medio ambiente por
parte de los ciudadanos. Un caso de especial inte-
rés es el que nos llevó a recomendar al Departa-
mento de Medio Ambiente, que se arbitrasen los
mecanismos que garanticen la difusión adecuada,
en especial a la población vulnerable, de la infor-
mación sobre concentraciones de ozono troposfé-
rico en el aire, especialmente en la zona de la
Ribera, tal como establece la normativa vigente.
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Un año más las estaciones base de telefonía
móvil continúan siendo causa de quejas. Pese a
que en Navarra se aprobó la Ley Foral 10/2002,
de 6 de mayo, para la ordenación de las estacio-
nes base de telefonía móvil, casi cuatro años des-
pués nos encontramos con que todavía no han
sido aprobados los Planes Territoriales de Infraes-
tructuras, necesarios para la autorización de estas
instalaciones. Además, en la citada Ley Foral se
contemplaban otras medidas tales como la revi-
sión periódica de las instalaciones y el control e
inspección de los niveles de emisión de las mis-
mas, o a la investigación epidemiológica. Por todo
ello hemos iniciado una actuación de oficio en
relación con esta cuestión, estando a la espera de
recibir la información solicitada.

OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS

Las principales causas de queja en Obras
Públicas son las que tienen que ver con los efec-
tos indeseables producidos a terceros por la eje-
cución de obras de infraestructura, a la inadecua-
da conservación y mantenimiento de las mismas,
y a los procesos de expropiación forzosa.

En el 2005 se han planteado diversas quejas
relacionadas con los Servicios Públicos. La mayo-
ría de ellas son referidas a la prestación del servi-
cio básico de telefonía fija y también a las dificulta-
des que los usuarios de este servicio padecen por
la ausencia de oficinas abiertas al público, falta de
indicación de la dirección donde presentar recla-
maciones escritas, y al hecho de que éstas se
hagan de forma telefónica, con la ausencia de
constancia que esto supone. Todo ello lleva a que
el sector de la telefonía sea con diferencia el que
más reclamaciones recibe por parte de los consu-
midores y que esta tendencia además no haya
sido posible corregirla en los últimos años.

INTERIOR

En Interior el mayor número de quejas hacen
referencia a la tramitación de expedientes sancio-
nadores relacionadas con el tráfico, aunque este
año se han reducido prácticamente a la mitad. Al
margen de la actividad propiamente sancionadora
de esta clase de procedimientos y estrechamente
relacionado con ellos, aunque no de forma exclu-
siva, continúan siendo frecuentes las quejas en
relación a lo que se consideran comportamientos
incorrectos o inadecuados de los Agentes de la
Autoridad. Por ello a finales de año se decidió ela-
borar una recomendación de carácter general diri-
gida a las distintas Administraciones Públicas de
Navarra que cuentan con cuerpos policiales en
relación a esta cuestión, insistiendo en la necesi-

dad de que se mejoren los sistemas de control
frente a eventuales actuaciones irregulares de los
Agentes.

Otra causa frecuente de queja son las dificulta-
des con que se encuentran, sobre todo las perso-
nas de nacionalidad extranjera que desean efec-
tuar el canje o reconocimiento de permisos de
circulación expedidos por terceros países.

JUSTICIA

Los retrasos en la tramitación y resolución de
los diferentes expedientes que se siguen en el
Registro Civil y los problemas de dilación en los
procedimientos judiciales son dos de las causas
principales de queja en el área de Justicia, ámbito
en el que el número de quejas se ha incrementa-
do en cerca del 40%.

Si bien parece que afortunadamente están
dando su fruto las gestiones efectuadas para sol-
ventar los problemas del Registro Civil en Navarra
no puede decirse que ocurra lo mismo con el
Registro Civil Central, al cual iban referidas una
buena parte de las quejas. En todo caso la modifi-
cación legal establecida por la Ley 4/2005, de 18
de noviembre, que afecta a las reglas de compe-
tencia para distribuir las funciones tradicionales
del Registro Civil Central y los Registros Civiles
Municipales, otorgando un mayor protagonismo a
estos últimos, puede suponer en lo sucesivo una
cierta corrección en esta dinámica.

2.6. ACTIVIDADES DE DIVULGACIÓN Y
DIFUSIÓN 

La institución del Defensora del Pueblo es
todavía joven y precisa por tanto seguir reforzando
las actividades de divulgación orientadas a dar a
conocer a la población sus funciones y límites
para que los ciudadanos hagan un uso adecuado
de este nuevo servicio público. Aunque la institu-
ción es bastante conocida sus funciones no lo son
tanto.

El 91% de la población manifiesta haber oído
hablar de la institución de la Defensora del Pueblo
de Navarra, pero solo un 63% de los ciudadanos
encuestados manifiesta conocer sus funciones.

La presencia habitual en los Medios de Comu-
nicación de la Defensora del Pueblo se ha visto
complementada por primera vez desde la puesta
en funcionamiento de la Institución, se ha visto
complementada con una nueva línea de colabora-
ción con los medios locales ya que la Defensora
del Pueblo participa de forma regular y con perio-
dicidad mensual en dos espacios radiofónicos.
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Asimismo, a fin de reforzar la campaña realiza-
da en años precedentes para dar a conocer el
teléfono gratuito 900- 702 -900 de la Institución se
puso en marcha una Campaña Publicitaria, bajo el
eslogan de “Actúa”

La normativa vigente exige a todas las Admi-
nistraciones Públicas adaptar sus Páginas Web
para cumplir los estándares de accesibilidad antes
del 31 de diciembre del 2005. La institución del
Defensora del Pueblo no podía ser ajena a esta
obligación y por ello procedió a la contratación de
una empresa externa para la adaptación de su
página Web a dichos requerimientos técnicos.

La Defensora del Pueblo de Navarra participó
como ponente invitada en el II Master sobre Pro-
tección de Derechos Humanos que viene organi-
zando la Universidad de Alcalá y ha impartido
Charlas y Conferencias Públicas sobre diversos
temas y en distintos foros.

2.7. ACTIVIDADES DE COLABORACIÓN INS-
TITUCIONAL.

Las actividades de colaboración institucional
constituyen una seña de identidad de la Defenso-
ra del Pueblo. Ello ha sido así muy especialmente
a lo largo del año 2005 en el que se han incre-
mentado las actividades conjuntas con las institu-
ciones afines , se ha mantenido la colaboración
con las dos principales Universidades de nuestra
Comunidad, y se ha continuado con la labor de
coordinación con los entes locales de Navarra,
Asociaciones, etc.

Un año más las XX Jornadas de Coordinación
de los Defensores del Pueblo, celebradas en Ali-
cante los días 17 a 19 de octubre de 2005, sirvie-
ron de foro de encuentro entre los titulares y el
personal asesor de las distintas de las institucio-
nes y por primera vez, unas Jornadas de Coordi-
nación se dedicaron monográficamente a tratar los
problemas que atenazan a un colectivo en particu-
lar, el de los niños y jóvenes, colectivo especial-
mente vulnerable y por tanto, objeto de atención
preferente por parte de los Defensores. Los temas
abordados fueron los siguientes:

• “Los menores y las nuevas realidades tecno-
lógicas y mediáticas”.

• “Administración de justicia y menores”.

• “Nuevos retos para la salud de los jóvenes”

• “Contenidos delictivos y contenidos nocivos
en Internet”

• “Violencia escolar y familiar”

• “El sistema de protección de menores y la
prevención de la violencia”, 

• “Tribus urbanas y violencia”

• “Juventud y violencia de género”

La participación de la institución de la Defenso-
ra del Pueblo de Navarra fue como siempre muy
activa tanto en la formulación de propuestas a los
distintos talleres como, sobre todo, a lo largo de
las Jornadas donde la propia Defensora del Pue-
blo intervino como la ponencia titulada “La violen-
cia escolar y familiar”. Esta ponencia y el debate
posterior a la misma dieron lugar con posteriori-
dad a la iniciativa de “Implicación Social en Edu-
cación por la Convivencia”

Los días 5 y 6 de mayo se celebraron en la
localidad de Baeza una Jornadas Extraordinarias
de Coordinación sobre “Reformas Estatutarias,
Derechos Sociales y Defensores del Pueblo Auto-
nómicos” que sirvieron para contrastar las visio-
nes de los distintos Defensores Autonómicos y de
diversos expertos en Derecho Constitucional y
estuvieron centradas en dos grandes líneas:

• La figura de los Defensores del Pueblo Auto-
nómico en el marco de las Reformas Estatutarias.

• La Reforma Estatutaria como vía para afian-
zar las garantías de los derechos sociales.

Por lo que se refiere a la aportación realizada
por la Defensora del Pueblo de Navarra cabe
remitirse al documento que se entregó durante el
desarrollo de la propia jornada y que fue la base
del Informe Propuesta a la Ponencia de Autogo-
bierno sobre la reforma de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra en materias relacionadas con el ámbi-
to competencial de la Defensora del Pueblo de
Navarra que desarrollamos ampliamente en el
Capítulo 10.2 del presente Informe anual.

A lo largo del año 2005 los Defensores cele-
braron diversas Reuniones Ordinarias de Coordi-
nación, elaboraron una declaración conjunta en
materia de pobreza e inmigración, y procedieron a
la edición y publicación de la Revista “Derechos
Ciudadanos” como órgano de expresión de los
Defensores del Pueblo Autonómico y mantuvieron
una reunión conjunta con el Presidente del Gobier-
no de España.

Del día 14 al 17 de noviembre del 2005 la
Defensora del Pueblo participó como representan-
te de los Defensores del Pueblo Autonómicos de
España en el X Congreso y Asamblea de la Fede-
ración Iberoamericana de Ombudsman (FIO) cele-
brada en la ciudad de la Asunción, Paraguay.
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El 14 de septiembre de 2005 la Defensora del
Pueblo de Navarra intervino, invitada por la Junta
General del Principado de Asturias, en una sesión
de trabajo con la Comisión Parlamentaria encar-
gada de estudiar el Proyecto de Ley del Procura-
dor General del Principado de Asturias.

En línea con lo previsto en el Acuerdo Marco
entre la Universidad Pública de Navarra y la
Defensora del Pueblo ambas instituciones progra-
maron para el año 2005 la organización y celebra-
ción conjunta de tres Talleres sobre Derechos Ciu-
dadanos dirigidos a la promoción y defensa de los
derechos ciudadanos.

También siguiendo la tónica establecida en
años anteriores a lo largo del 2005 se formalizaron
13 nuevos Convenios de Colaboración con Entida-
des Locales de Navarra, que se sumaron a los pre-
viamente suscritos hasta alcanzar la cifra de 94.

2.8. LA PRESENCIA EN EL PARLAMENTO
DE NAVARRA

La Defensora del Pueblo da cuenta anualmen-
te al Parlamento de Navarra de la gestión realiza-
da mediante el denominado Informe Anual que
presenta al mismo en el periodo ordinario de
sesiones. Cuando la importancia o gravedad de
determinadas materias lo aconsejen puede pre-
sentar también Informes Especiales, extraordina-
rios o monográficos. En concreto en el año 2005 la
Defensora compareció en tres ocasiones en el
Parlamento para presentar el Informe Anual 2004
y los Informes Especiales de Prostitución y de Ter-
cera Edad.

Así mismo en el año 2005 la Defensora del
Pueblo promovió una importante iniciativa que
tuvo como destinatario al Parlamento Foral. Se
reunió con el Presidente del Gobierno de Navarra
con el Presidente del Parlamento y con los porta-
voces representantes de los distintos Grupos Par-
lamentarios a los que hizo entrega de un Informe
Propuesta sobre la reforma de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra en materias relacionadas con el ámbi-
to competencial de la Defensora del Pueblo de
Navarra. Las propuestas formuladas, que incluían
un borrador de Texto Articulado y un informe justi-
ficativo, pueden resumirse en dos aspectos esen-
ciales:

• La oportunidad de hacer referencia expresa
en nuestra Ley Fundamental a los Derechos y
Libertades que las instituciones forales se com-
prometen a garantizar a los ciudadanos y ciudada-
nas navarros, para complementar, con la profundi-
dad que se considere oportuna, las genéricas

disposiciones contenidas en el texto Constitucio-
nal, en particular en lo referente a los denomina-
dos Derechos Sociales.

• La conveniencia de reflejar en dicho texto
legal la propia figura del Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra y su ámbito compe-
tencial.

Por otra parte, y como ya se ha señalado, con
motivo de la tramitación de la Ley de Protección
del Menor la Defensora realizó un Informe Pro-
puesta. Dada la trascendencia del Proyecto de Ley
la Defensora consideró oportuno manifestar la
posición de la institución al respecto y solicitó la
intervención directa del Presidente del Parlamento
de Navarra para que se realizara un último esfuer-
zo para tratar de acercar las posturas de los distin-
tos Grupos Parlamentarios a fin de lograr la mejor
Ley del Menor posible.

El año 2005 dos decisiones adoptadas por el
Parlamento Foral tendrán una extraordinaria
importancia para el devenir de la Institución debi-
do a la relevancia de las modificaciones legales y
reglamentarias aprobadas y que afecta a las
siguientes materias:

• Promulgación de la Ley Foral 3/2005 que
modifica de manera sustancial el sistema de elec-
ción del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral. Hasta el presente se exigía para su nombra-
miento una mayoría de tres quintas partes de los
miembros del Parlamento en tanto que tras la
modificación introducida por esta nueva Ley Foral
se exigirá tan solo la mayoría absoluta en la pri-
mera votación. En caso de precisarse una segun-
da votación bastará con la mayoría simple, caso
de existir un único candidato, o el mayor número
de votos de haber dos candidatos.

• Aprobación del Reglamento de Régimen de

Organización y Funcionamiento de la Institución
cuyas principales novedades son las siguientes:

– La Defensora expondrá un resumen del Infor-
me Anual ante el Pleno del Parlamento.

– Se establece una Junta de Coordinación y
Régimen Interno que se configura como órgano
de consulta y asesoramiento.

– Se definen con más precisión la forma que
revestirán los distintos tipos de resoluciones de la
Defensora del Pueblo.

– Se reconoce la posibilidad de proponer for-
mulas de conciliación o acuerdo que faciliten una
resolución positiva y rápida de las quejas, y la de
poder desempeñar funciones de mediación 
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– Se regulan determinadas materias referidas
al personal y al régimen económico y se establece
una delegación por parte del Parlamento de Nava-
rra para los procesos de selección y nombramien-
to del personal de plantilla.

2.9. INFORMACIÓN ECONÓMICA

2.9.1. LIQUIDACIÓN PRESUPUESTARIA.

La liquidación del presupuesto del la Institución
depara un superávit de financiación de 196.594,71
euros. El presupuesto de gastos (obligaciones
reconocidas netas) asciende a 810.861,71 euros,
lo que supone un grado de cumplimiento del
80,75%.

En el ejercicio 2005 el grado de ejecución pre-
supuestaria de las operaciones corrientes (Capítu-
lo I a V del estado de gastos) supone el 87,89%;
en tanto que la ejecución de las operaciones de
capital asciende al 27,96%.

El porcentaje de créditos comprometidos de
las operaciones corrientes supone el 99,99%;
alcanzando este porcentaje el 100% en el caso de
las operaciones de capital.

El presupuesto consolidado de personal supo-
ne el 65,23% del estado de gastos.

Por otra parte el Informe de la Cámara de
Comptos acredita la adecuación de los estados
contables y de la actividad económica de la Insti-
tución:

• “El estado de liquidación del presupuesto
para 2005 refleja adecuadamente la actividad rea-
lizada en dicho ejercicio”.

• “El Balance de situación refleja de una mane-
ra razonable la situación financiera y patrimonial a
31 de diciembre de 2005”.

• “La actividad económico-financiera del Defen-
sor del Pueblo se desarrolla, en general, de acuer-
do con el principio de legalidad”.

2.9.2. PRESUPUESTO DE 2006

El Proyecto de Presupuesto del 2006 recoge
un incremento de gasto del 4,3% con respecto al
Presupuesto consolidado de 2005, motivado por la
previsión que se incluye en el Capítulo VI “Inver-
siones Reales” de 42.000.000 euros para hacer
frente a las obras de adecuación de la climatiza-
ción del edificio que alberga la sede de la Institu-
ción, al haberlo acordado así el Gobierno de
Navarra como propietario del mismo, en concreto
a través del Departamento de Administración
Local.

En este sentido, si excluyéramos dicho importe
del Proyecto de Presupuestos que ahora se pre-
senta, continuaría con similar dinámica a la del
presupuesto de este año 2005 en el que no se
produjo incremento alguno de gasto con respecto
al presupuesto consolidado del año 2004, y se
mantiene el mismo número de personas que pres-
tan servicio en la Institución.

2.10. INFORMACIÓN DE PERSONAL

La Plantilla Orgánica del año 2005 de la Ofici-
na de la Defensora del Pueblo de Navarra viene
manteniendo la configuración de años anteriores,
compuesta por 4 Asesores y un puesto en la
Secretaría de la propia Defensora, todos ellos de
libre designación, siendo los puestos reservados a
funcionarios los de un Técnico de Gestión Admi-
nistrativa, dos Administrativos y un Ujier.

La Plantilla Orgánica correspondiente al año
2005 fue aprobada mediante Acuerdo de la Mesa
del Parlamento de Navarra en sesión celebrada el
día 24 de enero de 2005 y publicada en el Boletín
Oficial del Parlamento de Navarra número 4 de 26
de enero de 2005.
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PUESTO DE TRABAJO RÉGIMEN LIBRE INCOMPATI- PUESTO COMPLEMENTO
NÚMERO JURÍDICO NIVEL DESIGNACIÓN BILIDAD TRABAJO NIVEL

Asesor Responsable Área 2 C - X - - -

Asesor Técnico 2 C - X - - -

Secretaría del Defensor del Pueblo 1 G - X - - -

Técnico de Gestión Administrativa 1 F B - 35 24 -

Administrativo 2 F C - - 36,68 12

Ujier 1 F D - - 27 15

F: Funcionario
C: Cargo Eventual de la Oficina del Defensor del Pueblo - Libre Designación
G: Eventual de Gabinete - Libre designación



2.11. PLANIFICACIÓN Y OBJETIVOS 2006 

A lo largo del 2006 se pretende desarrollar un
conjunto de acciones y objetivos, coherentes con
las líneas estratégicas establecidas en el Plan
Trienal.

A la hora de elaborar los Objetivos del 2006 se
ha tomado en consideración el hecho de que el
mandato de la actual titular de la Institución finali-
za en el mes de febrero del 2007. Por dicha razón
los objetivos que se han formulado han sido calcu-
lados de tal manera que se prevé que su ejecu-
ción se prolongue hasta mediados del año 2007,
garantizando con ello la plena continuidad y nor-
malidad institucional.

Los principales Objetivos que se pretenden
alcanzar en el año 2006 son los siguientes:

1.º Mejora de calidad de la atención a las

quejas.

• Puesta en marcha de medidas de mejora
para la atención inicial en las dependencias de la
Institución:

• Reducción de los tiempos de tramitación de
las quejas, que aspiramos a reducir al menos en
un 10%.

• Normalización de procedimientos

• Incremento de la accesibilidad a la institución

• Elaboración de la Carta de Servicios de la
Institución, en la que se regulen los compromisos
de calidad ante el ciudadano.

• Evaluación de la satisfacción de los ciudada-
nos y de su percepción de utilidad.

2.º Informes Especiales

En concreto para el año 2006 pretendemos
abordar los siguientes Informes:

• Informe Especial de Accesibilidad.

• Informe Especial de Ruidos

• Informe Especial de Protección del Menor

• Informes de oficio sobre:

– Derecho de Acceso a la Información
Medioambiental.

– Radiaciones y Telefonía Móvil

– Sistemas de Garantía en la Protección de los
Derechos en Materia de Salud

3.º Impulso y divulgación de derechos ciu-

dadanos.

• Iniciativas en Educación en la Convivencia.

• Elaborar la Carta de Derechos del Mayor 

• Iniciativas por la Transparencia Pública.

• Plan Local de Derechos Ciudadanos. Los
objetivos previstos, en esta materia, para este año
son los siguientes:

– Formalizar el oportuno Convenio con los
Ayuntamientos de más de 10.000 habitantes.
Hasta el momento ya se ha formalizado el conve-
nio con los Ayuntamientos de Tudela, Estella, Bur-
lada y Zizur Mayor .

– Finalizar en el presente año los Informes de
Evaluación al menos de seis de los Municipios.

– Organización de unas Jornadas de Cartas de
Servicios dirigidas a Ayuntamientos y en los que
participen expertos en la materia junto a los repre-
sentantes de las instituciones.

4.º Divulgación Derechos al Ciudadano.

• Folleto: Derechos generales del ciudadano
ante las Administraciones Públicas.

• Folleto: Derechos en el acceso a los servicios
de salud.

2.12. INCUMPLIMIENTOS DE LA OBLIGA-
CIÓN DE COLABORACIÓN

La experiencia adquirida en estos años, nos
permite afirmar que la colaboración de las Admi-
nistraciones con la Institución de la Defensora del
Pueblos es todavía manifiestamente mejorable,
tanto por la tardanza en la remisión de los infor-
mes solicitados como en algunos casos por la
calidad de los mismos.

Tal como recoge el Art. 31 de la Ley Foral
4/2000, la Defensora del Pueblo viene obligada a
destacar en su Informe Anual las actitudes entor-
pecedoras de la labor de investigación en que
haya podido incurrir cualquier Administración. A
estos efectos consideramos como actitud entorpe-
cedora la reiterada falta de respuesta a las solici-
tudes de información o a las resoluciones formula-
das por la Defensora en los correspondientes
expedientes de queja, y reflejamos en el Informe
Anual aquellas Administraciones que han incum-
plido tal obligación después de habernos dirigido
a ellas en tres o más ocasiones.

En 2005 en un 48% de los casos hemos tenido
que realizar un primer reitero de nuestra solicitud
de información a diferentes organismo y entidades
por incumplirse el plazo de respuesta, en el 12%
de los expedientes hemos tenido que efectuar un
segundo reitero, y en el 7% nos hemos visto obli-
gados a efectuar una advertencia expresa de acti-
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tud entorpecedora al tener que reiterar la petición
por tercera vez, aunque es preciso señalar que
finalmente ninguna Administración se ha negado a
facilitar la información solicitada para la investiga-
ción de un expediente.

Los casos en los que hemos tenido que reite-
rar la petición en tres o más ocasiones son los
siguientes:

• Departamento de Salud: Expediente sobre
retraso en entrega de resultados de scanner prac-
ticado en Hospital Virgen del Camino de Pamplo-
na.

• Departamento de Educación: Expediente
sobre criterios complementarios de admisión de
alumnos en Centros Escolares.

• Dpto. de Cultura y Turismo-Institución Prínci-
pe de Viana: Expediente sobre rotulación Baluarte,
folletos y programas.

• Departamento de M. Ambiente, Ordenación
del Territorio y Vivienda: Expediente sobre condi-
ciones de celebración de las “Fiestas del Gallo” en
Elizondo.

• Ayuntamiento de Tudela: Expediente sobre
molestias ocasionadas por funcionamiento de
puerta de garaje de viviendas.

• Ayuntamiento de Villava: Expediente sobre
molestias ocasionadas por funcionamiento de
puertas metálicas en pasadizo y Expediente sobre
deficiente información en relación a plusvalía
municipal y expediente de apremio.

• Ayuntamiento de Leitza: Expediente sobre
reclamación daños por incorrecto funcionamiento
de colectores municipales.

• Ayuntamiento de Romanzado: Expediente
sobre destino ingresos aprovechamiento coto de
caza.

• Ayuntamiento de Puente La Reina: Expedien-
te sobre ejecución de obras de un edificio sin ajus-
tarse a licencia municipal.

• Ayuntamiento de Baztán: Expediente sobre
contenido y alineaciones de Estudio de Detalle.

• Ayuntamiento de Corella: Expediente sobre
molestias ocasionadas por funcionamiento local
de asociación juvenil.

• Ayuntamiento de Andosilla: Expediente sobre
consecuencias ejecución obras renovación trave-
sía en viviendas de la misma.

• Ayuntamiento de San Martín de Unx: Expe-
diente sobre condiciones de trazado de vial o calle
en la localidad.

• Ayuntamiento de Andosilla: Expediente sobre
consecuencias ejecución obras renovación trave-
sía en viviendas de la misma.

• Ayuntamiento del Valle de Ollo: Expediente
sobre solicitud de información de contribuyente.

• Ayuntamiento de Lumbier: Expediente sobre
deficiencias en servicio de alumbrado público.

• Ayuntamiento de Murchante: Expediente
sobre molestias ocasionadas por funcionamiento
local de reunión de jóvenes.

• Ayuntamiento de Berriozar: Expediente sobre
condiciones funcionamiento estación base de tele-
fonía móvil.

• Concejo de Arlegui: Expediente sobre infor-
mación que se viene facilitando a Concejante.

Por otra parte nos vemos obligados a resaltar
en este informe la escasa colaboración puesta de
manifiesto tanto por el Departamento de Salud
como por el Área de Protección Ciudadana del
Ayuntamiento de Pamplona, que contrasta clara-
mente con la favorable actitud que demuestran
otros Departamentos o Áreas del Gobierno de
Navarra o del Ayuntamiento de Pamplona.

3 IMPULSO DE LA TRANSPARENCIA Y DE

LOS DERECHOS CIUDADANOS

La institución de la Defensora del Pueblo des-
arrolla su función de defensa de los derechos ciu-
dadanos frente a los abusos y negligencias de las
Administraciones Públicas fundamentalmente
mediante cuatro tipos de instrumentos, desde los
más reactivos hasta los más proactivos:

• La Atención a las Quejas. Constituye sin duda
el núcleo central de la actividad cotidiana de la
Institución ya que mediante dicho mecanismo se
garantiza a los ciudadanos un canal efectivo de
revisión de los actos de la Administración por un
órgano externo cuando entienden que sus dere-
chos han sido vulnerados.

• La Realización de Informes Especiales en
áreas de especial relevancia constituye el meca-
nismo idóneo para evaluar la adecuación general
de la actuación de la Administración e implica la
realización de una investigación exhaustiva de los
procedimientos a fin de formular recomendaciones
generales. Por lo general dichos Informes se cen-
tran en los colectivos más vulnerables: Mayores,
Niños, Discapacitados, etc. cuyas necesidades no
siempre se hallan suficientemente cubiertas y
cuya vulnerabilidad les dificulta incluso el acudir
en queja ante la Institución.
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• Las Actividades de Mediación, cada día más
frecuentes, y que con frecuencia, para ser verda-
deramente eficaces, precisan pasar desapercibi-
das a los ojos de la opinión pública.

• Las Iniciativas de Impulso de los Derechos
Ciudadanos. Constituyen todo un conjunto de ini-
ciativas que, como su propio nombre indica, tratan
de impulsar los derechos ciudadanos en el con-
junto de la Sociedad, sensibilizando e informando
a la opinión pública y a los líderes sociales sobre
la necesidad de reconocer tal o cual derecho
emergente, promover la no discriminación, con-
cienciar a la Administraciones Públicas de la nece-
sidad de aplicar códigos de buena conducta y
principios de transparencia, etc.

Como puede comprenderse fácilmente las Ini-
ciativas de Impulso constituyen un compromiso de
nuestra Institución a favor de los ciudadanos y
responde a la firme convicción de que la mejor
defensa de los derechos ciudadanos se logra
mediante aquellas actuaciones que consiguen
modificar la conciencia social y facilitan que los
valores y principios de transparencia y buena con-
ducta administrativa se incorporen a la cultura de
las Administraciones Públicas.

En este capítulo recogeremos únicamente
aquellas iniciativas de carácter general que pre-
tende el impulso de la transparencia y de los dere-
chos ciudadanos en el conjunto de las Administra-
ciones Públicas. Las actuaciones de impulso
específicamente dirigidas a colectivo sociales
determinados, como Mayores, Niños, etc. serán
incluidas en el Capítulo 5 “Defensa transversal de
los derechos ciudadanos”.

Abordaremos en primer lugar los aspectos
conceptuales en los que se asientan las distintas
iniciativas promovidas para pasar a continuación a
detallar las primeras actuaciones acometidas en
esta línea estratégica de nuestra Institución.

3.1. BASES CONCEPTUALES DE LAS INICIA-
TIVAS DE IMPULSO DE LA TRANSPARENCIA Y
DE LOS DERECHOS CIUDADANOS.

3.1.1. EL CÓDIGO EUROPEO DE BUENA CONDUC-
TA ADMINISTRATIVA.

La responsabilidad de la defensa de los dere-
chos ciudadanos por parte de los Defensores del
Pueblo no puede limitarse a una acción reactiva
frente a las quejas recibidas. Garantizar los dere-
chos ciudadanos requiere también fomentar que
se establezcan mecanismos y sistemas que
garanticen el respeto general de los derechos ciu-

dadanos y evaluar su efectiva aplicación y cumpli-
miento.

En esta línea el Defensor del Pueblo Europeo
(Ombudsman Europeo) ha venido trabajando en
tratar de definir el concepto de “buena administra-
ción”, sobre la base de la jurisprudencia del Tribu-
nal de Justicia y los principios del Derecho admi-
nistrativo europeo. Bajo dichas premisas el
ejercicio del poder público requiere no solo una
alta responsabilidad en la administración eficiente
de los bienes públicos sino que implica unos
determinados modos y actitudes de servicio, res-
peto y convicción democrática.

La labor del Defensor Europeo dio su fruto con
la aprobación por el Parlamento Europeo, en sep-
tiembre de 2001, del “Código Europeo de Buena
Conducta Administrativa”.

www.euro–ombudsman.eu.int/code/pdf/es/cod
e_es.pdf

En el Código se concreta en la práctica lo que
significa el “derecho a una buena administración”
establecido en la Carta de Derechos Fundamenta-
les de la Unión Europea, proclamada en la cum-
bre de Niza en diciembre de 2000, y que reciente-
mente ha sido incorporado también en el proyecto
de Constitución Europea. En dicho código se infor-
ma a los ciudadanos de sus derechos respecto a
la administración y se establecen los principios
que ésta debe observar en el ejercicio de sus fun-
ciones.

Conjuntamente con la aprobación del “Código
Europeo de Buena Conducta Administrativa” el
Parlamento Europeo adoptó una resolución por la
cual se encomendaba al Defensor del Pueblo
Europeo, y por extensión a los distintos Defenso-
res Territoriales, la evaluación de su grado de
cumplimiento y el impulso de las iniciativas nece-
sarias para que sus valores y principios sean
incorporados por las distintas Administraciones
Públicas.

Resulta coherente la encomienda a las institu-
ciones de los Defensores del Pueblo de la respon-
sabilidad de impulsar y evaluar el “Código Euro-
peo de Buena Conducta Administrativa” ya que en
definitiva dicho “Código” recoge compromisos diri-
gidos a garantizar el derecho de los ciudadanos a
una buena administración.

3.1.2. ANTECEDENTES EN NAVARRA. LA CARTA
DE DERECHOS CIUDADANOS.

Una de las primeras acciones planteadas por
la institución de la Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral, en su estrategia de difusión e
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impulso de los derechos fundamentales y liberta-
des públicas, fue la puesta en marcha de un pro-
ceso de consulta pública para la elaboración de
una Carta de los Derechos Ciudadanos de la
Comunidad Foral de Navarra, en línea con la ini-
ciativa del Defensor del Pueblo Europeo.

Para ello la Institución puso en marcha un
ambicioso proceso participativo de acercamiento a
los colectivos sociales y asociaciones ciudadanas,
lo cual brindó la oportunidad de recoger, mediante
los oportunos cuestionarios, las opiniones, per-
cepciones y expectativas de dichos colectivos
sobre la realidad Navarra. Las más de 40 localida-
des visitadas, y las más de 300 asociaciones par-
ticipantes dan idea del esfuerzo desplegado a fin
de implicar a la ciudadanía en su elaboración.

El resultado del proceso fue la elaboración de
una detallada Carta de Derechos con dos capítu-
los bien diferenciados.

www.defensora-navarra.com/espanol/publica-
ciones.html

• Un capítulo de “Derechos de una atención
adecuada a los ciudadanos y ciudadanas en sus
relaciones con las administraciones públicas” (tipo
de contacto, tramitación, administrativa, eficacia
administrativa, sistemas de comunicación, etc.).

• Un segundo capítulo de cuestiones vincula-
das al impulso y desarrollo de los “Derechos fun-
damentales de carácter sectorial” (educación,
vivienda, servicios sociales, salud; derechos de
los colectivos más vulnerables, como personas
mayores, menores, mujeres, inmigrantes y perso-
nas con discapacidad, etc)

El primer capítulo, relativo a los Derechos de
atención adecuada, incorpora los principios del
“Código Europeo de Buena Conducta Administrati-
va”, desarrollándolos y complementándolos gracias
a las aportaciones obtenidas tras el proceso parti-
cipativo.

La institución de la Defensora del Pueblo asu-
mió el reto de desarrollar la primera Carta de
Derechos de nuestra comunidad y lanzó el reto a
las Administraciones Públicas de Navarra para
que siguieran su ejemplo y se comprometieran a
garantizar su cumplimiento o bien optaran por
desarrollar sus propias Cartas de Derechos.

Por lo que hace referencia al segundo capítulo
de “Derechos fundamentales de carácter sectorial”
(educación, vivienda, servicios sociales, salud,
etc) la Defensora del Pueblo propuso a la Adminis-
traciones Públicas que se comprometieran a ela-
borar Cartas de Servicios específicas con compro-
misos concretos de calidad.

Afortunadamente esta iniciativa ha comenzado
a dar sus frutos, tanto a nivel del Gobierno de
Navarra como a nivel municipal. (Ver apartado 3.2
Carta de Derechos)

3.1.3. TRANSPARENCIA Y CONTROL DE LA GES-
TIÓN PÚBLICA. CONFERENCIA IMPARTIDA POR LA
DEFENSORA DEL PUEBLO EN LA UNIVERSIDAD
COMPLUTENSE 

Transcribimos íntegramente en este Capítulo la
Conferencia impartida por la Defensora del Pueblo
de Navarra el día 27 de julio en San Lorenzo del
Escorial en el marco de los Cursos de Verano 2005
organizados por la Universidad Complutense.

Entendemos que en este texto se recogen de
manera sintética los principios esenciales de las
iniciativas a favor de la transparencia pública y del
impulso de los derechos ciudadanos que constitu-
yen uno de los pilares esenciales del trabajo de
nuestra Institución y sirven de sustento a los dis-
tintos proyectos previstos en esté ámbito de
acción.

Muy buenas tardes:

Es para mi un honor participar en este intere-
sante Curso de Verano de la Universidad Complu-
tense con un tema como el de la “Transparencia
de la vida pública”, por el que cualquier Defensor
del Pueblo profesa una especial devoción. Por
ello quiero agradecer su invitación a los organiza-
dores. Gracias Antonio (Díaz).

No puedo negarles que cuando tuve conoci-
miento del título general del Curso,“La Administra-
ción Pública Inteligente”, me invadió una sensa-
ción de atrevimiento por mi parte, al pretender
arrogarme la autoridad y capacidad precisa para
participar en este foro.

No obstante, enseguida comprendí la “inteli-
gencia” de los organizadores al apostar por un
título en apariencia tan ambicioso, puesto que la
transparencia es a la vez requisito y resultado de
una administración inteligente al servicio de los
ciudadanos, (tal y como trataré de argumentar a
lo largo de mi intervención).

POR QUÉ ES NECESARIA LA TRANSPAREN-
CIA.

Obligación legal

Tal como muy bien ha expuesto el profesor
Miguel Sánchez la normativa legal obliga a las
Administraciones públicas a actuar de conformi-
dad con los principios de transparencia y partici-
pación.
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Por mandato legal la actuación de la adminis-
tración debe servir con objetividad a los intereses
generales y actuar de acuerdo con los principios
de eficacia, eficiencia y, como no puede ser de
otra manera, con sometimiento pleno al Derecho.

El servicio al ciudadano, la equidad, la buena
fe y la confianza legítima, deben impregnar el
quehacer de los servidores públicos que además
deben actuar con imparcialidad e independencia,
debiendo motivar de forma adecuada sus resolu-
ciones.

Los ciudadanos tienen derecho a conocer, en
cualquier momento, el estado de la tramitación y
el contenido del procedimiento en el que tienen la
condición de interesados, y a identificar a las
autoridades y al personal bajo cuya responsabili-
dad se tramite así, y en su caso a exigir responsa-
bilidades.

Pero además la administración viene obligada
a facilitar a todos los ciudadanos información
general sobre los procedimientos, servicios y
prestaciones públicas, así como información
sobre el funcionamiento de la propia Administra-
ción, en su conjunto, sin necesidad de acreditar
legitimación alguna. La propia normativa exige
que se utilicen para ello los medios de difusión
más adecuados que los avances tecnológicos
permitan.

En el caso de Navarra, recientemente, estos
principios legales se han visto reforzados y
ampliados en virtud de la Ley Foral 15/2004, de 3
de diciembre, de la Administración de la Comuni-
dad Foral, que presta especial atención al princi-
pio de publicidad y el derecho a una buena admi-
nistración (trasunto del correspondiente derecho
establecido en el todavía proyecto de Constitu-
ción Europea). Tal como expresamente se afirma
en el preámbulo, se considera que estos princi-
pios contribuyen al desarrollo de una buena prác-
tica administrativa, dado que es el servicio a los
ciudadanos el que debe presidir su entera activi-
dad y el que en definitiva justifica la propia exis-
tencia de la Administración Pública.

Resulta de especial interés la nueva regula-
ción sobre el derecho a la información que contie-
ne dicha norma. Los ciudadanos tienen derecho a
solicitar y obtener información sobre la utilización
de los bienes y servicios públicos y además la
Administración viene obligada a facilitar la infor-
mación solicitada, de manera clara y comprensi-
ble. El Gobierno de Navarra se compromete a
desarrollar reglamentariamente el ejercicio de
este derecho.

Valentía democrática

En el caso de los servicios públicos la trans-
parencia es, además de una obligación legal, un
compromiso ético y político, que no debe contra-
ponerse únicamente a la corrupción o el enrique-
cimiento indebido, sino que debe ampliarse a
toda forma de uso inadecuado del poder otorga-
do por los ciudadanos en cualquiera de sus for-
mas. El abuso de poder, el uso ineficaz o ineficien-
te de los recursos, etc.

El ejercicio del poder público implica por una
parte una alta responsabilidad en la administra-
ción eficiente de los bienes públicos y por otra
unos determinados modos y actitudes de servi-
cio, respeto y convicción democrática.

El ciudadano actual, mejor formado, desea
participar más activamente en la toma de decisio-
nes en asuntos que le afectan de manera directa,
y exige un mayor acceso a la información.

Una concepción democrática del ejercicio del
poder en todas las esferas de la sociedad debe
estar basada en la transparencia informativa y en
la participación activa en la toma de decisiones,
en cualquier ámbito de la vida pública.

¿Quién puede sorprenderse hoy en día de
que los ciudadanos de un pueblo en el que va a
instalarse una incineradora reclamen la máxima
transparencia informativa, o que incluso demande
que se tomen en consideración sus opiniones en
el proceso de toma de la decisión?

Sin embargo, cada día son más frecuentes las
voces que alertan del creciente distanciamiento
entre administradores y administrados. El crecien-
te absentismo electoral o los recientes resultados
electorales de Francia, Holanda etc. no son sino
meros ejemplos ello.

Esta preocupación se refleja en los programas
electorales de todos los partidos políticos, y resul-
ta evidente que los políticos son conscientes de
la necesidad de incrementar su credibilidad y
legitimidad.

Todos ellos abogan, con mayor o menor con-
creción, por establecer fórmulas para lograr una
mayor cercanía entre representantes y represen-
tados. Parece por tanto que implicar a los ciuda-
danos de forma más activa en el proceso de pro-
fundización democrática sigue siendo una
asignatura pendiente.

Todos ellos manifiestan su compromiso en pro
de la transparencia de la vida pública, de la obli-
gación de rendir cuentas de la administración de
los bienes públicos, de garantizar mecanismos
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efectivos de control, y medidas relativas al com-
portamiento de los cargos públicos en el desarro-
llo de su actividad, como fórmulas para fortalecer
y legitimar la democracia.

Asumen la importancia de reforzar el papel de
los Tribunales de Cuentas dotándolos de los
medios precisos, hacen referencia al régimen de
incompatibilidades, se comprometen a formular
declaraciones de actividades y bienes, e incluso
apuestan por comisiones de investigación y por
la reforma de la Ley de Financiación de los Parti-
dos Políticos.

Creo que podemos afirmar, que hoy en día, al
menos desde el punto de vista conceptual, todos
ellos son conscientes de que los ciudadanos exi-
gen una política informativa transparente, y unos
mecanismos de control que actúen como contra-
peso de los poderes públicos.

Sin embargo, lamentablemente, con frecuencia
estas declaraciones programáticas no se corres-
ponden demasiado con la realidad de los
hechos. A nadie se le olvida la importancia de la
transparencia cuando elabora su programa elec-
toral, ni cuando está en la oposición, pero no
suele ocurrir lo mismo cuando se asumen la res-
ponsabilidad de gobierno. Ello obedece al temor
a que la transparencia haga al gobierno más vul-
nerable a la crítica.

Sir Anthony Jay, autor de la popular serie de la
televisión británica, Yes, Minister (Sí, señor minis-
tro) refleja con humor, en su decálogo para la
supervivencia de la burocracia, algunas de las
claves que explican el pavor que sienten la mayo-
ría de los servidores públicos por la transparen-
cia.

• “Mantenga el secreto. Si las personas no
saben lo que está haciendo, no se darán cuenta
de que lo hace mal”.

• “Nada daña más una carrera burocrática que
una denuncia pública, de manera que el secreto
es vital”.

• “Evite establecer parámetros. Si existen crite-
rios objetivos para medir su éxito, las personas
podrían también comprobar que ha fracasado.
Imponga parámetros para los demás, pero
demuestre que ninguno de ellos puede aplicarse
en su caso”.

Con una concepción negativa tan generaliza-
da, no es de extrañar que la decisión de apostar
de manera decidida por la transparencia sea
considerada, todavía hoy en día, como un induda-
ble gesto de valentía democrática.

Siendo ello cierto, trataré de argumentar por
qué entiendo sin embargo que la transparencia
es más bien un signo de inteligencia política.

Necesidad y oportunidad

En un mundo en el que se perciben tantas
amenazas y se busca desesperadamente la
seguridad, la credibilidad es, y seguirá siendo
cada día más, un valor en alza.Y no puede haber
credibilidad sin transparencia.

El incremento del nivel cultural, y el acceso
globalizado a la información hace que la transpa-
rencia sea cada día más un requisito. No solo en
política sino también en el mundo financiero o
incluso en la Organizaciones No Gubernamenta-
les.

En efecto, muchas ONG’s están entendiendo
que la imagen de transparencia llega a constituir
un factor de supervivencia dado que resulta clave
para ganarse la confianza de los ciudadanos a la
hora de persuadirles para que contribuyan con su
financiación. Son ya más de 100 las organizacio-
nes de este tipo que voluntariamente se someten
a una evaluación externa de su funcionamiento y
forma de gobierno, transparencia en su financia-
ción, control en la utilización de fondos, códigos
de conducta, rendición de cuentas anuales etc.

En la misma línea, se observa que de forma
progresiva las empresas líderes del sector finan-
ciero vienen adoptando, por iniciativa propia,
medidas de buen gobierno y transparencia, ya
que entienden que los propios mercados y los
accionistas les reclaman mayores cotas de efica-
cia, agilidad, responsabilidad y transparencia en
el gobierno de las sociedades para una mejor
defensa de sus intereses.

Se trata de un movimiento de reforma cuyo ori-
gen puede encontrarse en el mundo anglosajón,
pero que en razón de la globalización se extiende
de manera imparable por todo el mundo, ya que
la imagen pública de una compañía es decisiva
para ganar la confianza de los inversores y de los
clientes. Pero es que además la transparencia y el
comportamiento ético se han demostrado renta-
bles a largo plazo.

Consciente de que perder el carro de la trans-
parencia pone en peligro la competitividad de las
grandes empresas españolas el propio Gobierno
acordó la creación de Comisiones Especiales
para el Estudio de un Código Ético de los Conse-
jos de Administración y el Fomento de la Transpa-
rencia y la Seguridad en los Mercados Financie-
ros.
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Muchas de las reflexiones que se recogen en
dichos informes son de estricta aplicación en el
caso de la administración pública.

No hay que olvidar, por otra parte, que las
grandes empresas que cotizan en Bolsa están
obligadas legalmente a realizar anualmente audi-
torías externas y a publicar sus memorias para
garantizar la transparencia frente a sus accionis-
tas.

Resulta sorprendente que dicha exigencia no
se haya generalizado en el campo de la propia
Administración Pública de la que somos “accio-
nistas”o “contribuyentes”todos los ciudadanos.

Vemos por tanto que en el competitivo mundo
financiero la transparencia se asocia a moderni-
dad y empresas líderes dado que se considera
como un factor de diferenciación clave para
ganar la confianza de los inversores.

Cambio cultural. La cultura de calidad

Este modo de proceder no es casual sino que
enlaza con la moderna concepción de la Calidad
Total que considera que “la sostenibilidad de la
organización depende de que se logre que sal-
gan ganando todos los agentes implicados en la
organización: clientes, empleados, accionistas,
etc”.

El control, y la autoevaluación constituyen los
instrumentos esenciales de la calidad, y la trans-
parencia a la hora de rendir cuentas es el requisi-
to para lograr la confianza mutua elemento clave
para lograr una auténtica implicación de todos los
agentes en el proceso.

Esta concepción implica un auténtico cambio
cultural. La organización se orienta a la mejora
continua de los resultados, y para ello basa sus
decisiones en datos, se compara y aprende de
los mejores, la voz del cliente o ciudadano es
escuchada para conocer sus necesidades y
expectativas reales y los problemas no se ocultan
sino que se buscan activamente para poder solu-
cionarlos.

En definitiva podemos concluir que la transpa-
rencia es no solo una obligación legal sino que
constituye una necesidad para la mejora continua
y una oportunidad como factor de diferenciación
para lograr la confianza de los ciudadanos.

La verdadera democracia exige el voto infor-
mado y el ciudadano, como “contribuyente” que
es de los servicios públicos, tiene pleno derecho
a ser informado de cómo se administran los
recursos que aporta a la comunidad.

LOS PILARES DE LA TRANSPARENCIA

Tal como señala la organización Transparency
Internacional: “La integridad moral del Sistema
está sostenida por una serie de pilares: la división
de poderes, el control judicial y parlamentario, la
existencia de órganos de fiscalización auténtica-
mente independientes y de unos medios de
comunicación libres, y una sociedad civil con un
espacio legal para poder organizarse y llevar a
cabo sus tareas”.

Pero es en definitiva la conciencia pública y
los valores de la sociedad los que determinan la
base sobre la que dichos pilares se asientan. Si la
conciencia pública es alta y los valores son fuer-
tes, sostendrán los pilares fortaleciéndolos.

Aunque, como ya he comentado, no debemos
limitar la concepción de la transparencia a la
faceta de la corrupción, existe sin embargo una
indudable relación entre ambos conceptos.

LOS MECANISMOS DE LA TRANSPAREN-
CIA.“LAS HERRAMIENTAS PARA CREAR CON-
TRAPESOS”

En el ámbito de la transparencia, quizá más
que en ningún otro, es preciso pasar de las pala-
bras a los hechos.

Los gobiernos modernos incorporan sistemas,
mecanismos y reglas de control interno y de ren-
dición de cuentas y se someten a la evaluación
externa de órganos independientes configurados
como sistemas de contrapeso y equilibrio de
poder a fin de impulsar la mejora de la calidad y
limitar las situaciones que favorecen las conduc-
tas abusivas o ineficientes.

A mi entender, y en línea con lo expuesto a lo
largo de mi exposición, un sistema administrativo
transparente no puede asentarse únicamente en
una regulación legal, dirigida fundamentalmente a
prevenir los abusos y los conflictos de intereses,
sino que debe tratar de incorporar principios y
herramientas de calidad como:

• Transparencia en la toma de decisiones.

• Transparencia en los procedimientos de con-
tratación.

• Códigos de buena conducta administrativa.

• Sistemas de control interno de los procedi-
mientos.

• Objetivos y metas definidas y públicas.

• Cartas de Derechos y Cartas de Servicios
con compromisos concretos de calidad.
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• Autoevaluación y rendición pública de cuen-
tas.

• Libre acceso a la información pública.

• Auditoría externa mediante órganos de con-
trol independientes.

Permítanme que haga una breve referencia a
cada uno de los aspectos enunciados, para pos-
teriormente centrarme en los órganos de control
externo y en particular en el papel que considero
juega en la actualidad, y debiera jugar en el futu-
ro, la Institución de la Defensora del Pueblo que
actualmente presido.

La transparencia en la toma de decisiones

La transparencia en la toma de decisiones
implica superar actitudes de prepotencia y oscu-
rantismo, frecuentes en política, y abogar por un
espíritu de mayor apertura y convicción democrá-
tica. Los servidores públicos deben estar abiertos
a escuchar las demandas ciudadanas, incluidas
las de los colectivos minoritarios, y asumir la obli-
gación de motivar sus decisiones y restringir la
información sólo cuando sea estrictamente nece-
sario.

A este respecto resulta muy significativa la
Convención de Aarhus (Dinamarca), ratificada por
España, sobre información y participación del
público en la toma de decisiones en materia de
medio ambiente. En la misma se reconoce la
necesidad de que la opinión del público pueda
ejercer una influencia real en la toma de decisio-
nes sobre proyectos con impacto ambiental por lo
que recomienda someterlos a exposición pública,
para la presentación de alegaciones, cuando
todas las opciones sean aún posibles.

Sin embargo la elevada frecuencia de quejas
por silencio administrativo, en esta y en otras
materias, nos muestra que todavía queda un gran
camino por recorrer para lograr un ejercicio del
poder orientado realmente al servicio del ciuda-
dano.

A pesar de ello, algunos seguimos creyendo
que todavía es posible desarrollar una democra-
cia participativa avanzada, cuyo espíritu impregna
la Constitución y cuyo desarrollo ha sido sin
embargo hasta el momento muy exiguo.

Transparencia y actitud ejemplificadora en los
procedimientos de contratación

La transparencia en los procedimientos de
contratación es un requisito legal e implica garan-
tizar la libre concurrencia, y la efectiva igualdad
de oportunidades.

En esta materia el riesgo es tan elevado que
toda prudencia es poca. No debe olvidarse la
“responsabilidad in vigilando” en la que pueden
incurrir los altos servidores públicos. Por ello
resulta especialmente recomendable trasladar
mensajes inequívocos a toda la estructura mos-
trando un comportamiento ejemplar. La credibili-
dad depende en gran parte de ello.

Códigos de buena conducta en el sector
público

Promover la elaboración de códigos de con-
ducta puede ser una de las formas más eficaces
de demostrar esa voluntad inequívoca de apostar
por la transparencia. Dichos códigos adquieren
un papel cada vez mayor en el desarrollo de sis-
temas de transparencia e integridad tanto en el
sector público como en el privado.

Existen actitudes y comportamientos de la
Administración que, sin ser jurídicamente exigi-
bles, tienen una directa incidencia en la transpa-
rencia y calidad del servicio al ciudadano en
tanto que facilitan información sobre el tipo de
conducta que se puede esperar y exigir en el
trato con las diversas administraciones públicas.

La elaboración de un Código de buena con-
ducta administrativa es también una iniciativa útil
para los propios funcionarios, en la medida que
les informa sobre el modo en que deben actuar
en sus relaciones con el público, siendo aconse-
jable que los propios funcionarios participen en
su elaboración para lograr su plena identificación
con los valores establecidos.

Nuestra experiencia en esta materia ha sido
muy positiva ya que en el año 2002 elaboramos
nuestro “Código de Buena Conducta Administrati-
va”.

Pero, por otra parte, creo que una Institución
como la nuestra no debe contentarse con elabo-
rar su propio Código de Conducta sino que debe
asumir la responsabilidad de impulsar o fomentar
que las distintas Administraciones Públicas sigan
su ejemplo y hagan públicos sus Códigos pro-
pios.

Sistemas de control interno de los procedi-
mientos

Garantizar la calidad y transparencia de los
procedimientos implica además la puesta en mar-
cha de sistemas de control interno de los procedi-
mientos, tanto para detectar la corrupción, afortu-
nadamente infrecuente, como sobre todo para
prevenir y detectar precozmente los errores, sin
duda mucho más habituales.
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A mi entender en muchas administraciones se
hace necesario establecer un modelo claro de
control interno. Los sistemas de intervención y
auditoría interna, la separación de funciones que
evite conflictos de intereses entre la gestión, la
contabilidad y el control contable, la realización
de informes jurídicos preceptivos, etc.

El personal es humano y por tanto tiene dere-
cho a equivocarse.Tenemos que contar con ello y
establecer mecanismos para que el fallo no lle-
gue a afectar al ciudadano.

Las organizaciones líderes lo son en buena
parte porque en lugar de ocultar sus errores los
buscan activamente y aprenden de ellos.“Si te
equivocas, dilo y analiza las causas”.

No hay que buscar culpables pero si las cau-
sas últimas de los problemas.

Objetivos y metas definidas y públicas

En mi opinión una de las principales carencias
que se observan en la transparencia de las Admi-
nistraciones públicas es la ausencia de presu-
puestos por programas que debieran ser el ins-
trumento básico de gestión pública. Presupuestos
con objetivos y metas, responsables e indicado-
res definidos y públicos.

Los compromisos públicos son el principal
motor y estímulo del sistema y demuestran una
inequívoca voluntad de transparencia. Por el con-
trario su carencia impide toda objetivación.

La existencia de sistemas de información que
permitan observar la evolución de indicadores, y
comprobar el cumplimiento o no de los objetivos
y metas previstos, es sin lugar a dudas un ele-
mento crítico en cualquier sistema de rendición
pública de cuentas. No solo en los aspectos eco-
nómicos.

Cartas de Derechos y Cartas de Servicios con
compromisos concretos de calidad

En la misma línea, pero con un interés más
directo para el ciudadano, está la elaboración y
divulgación de Cartas de Derechos y Cartas de
Servicios con compromisos concretos de calidad.

Las Cartas de Derechos y las Cartas de Servi-
cios representan hoy en día la forma más avanza-
da mediante la cual las instituciones adquieren
compromisos concretos respecto a los intereses y
derechos de los ciudadanos.

Informar con equidad a todos los ciudadanos
sobre sus derechos y sobre los niveles de calidad
comprometidos, les otorga elementos de juicio
para poder de exigir su cumplimiento y, así

mismo, permite la evaluación interna y externa de
su grado de cumplimiento.

En su forma más desarrollada Las Cartas de
Servicio se complementan incluso con cláusulas
de garantía para casos de incumplimiento.

Buena parte de los llamados derechos socia-
les por ejemplo tienen carácter graciable y care-
cen por tanto de una regulación que determine
los niveles de exigibilidad. Incluso en un derecho
tan regulado como la sanidad el ciudadano care-
ce con frecuencia de normas de garantía sobre
tiempos máximos de espera, niveles exigibles de
calidad de la atención, etc.

En esta línea nuestra institución asumió el reto
de desarrollar la primera carta de derechos de
nuestra comunidad y lanzó el reto a las Adminis-
traciones Públicas de Navarra para que siguieran
su ejemplo.

Afortunadamente esta iniciativa comienza a
dar sus frutos. El propio Gobierno de Navarra ha
publicado un Decreto por el que se regulan las
Cartas de Servicios, y el Ayuntamiento de Pamplo-
na ha aprobado su Carta de Derechos y Deberes
Ciudadanos.

Para abordar la elaboración de la Carta de
Derechos nuestra institución puso en marcha un
ambicioso proceso participativo de acercamiento
a los colectivos y asociaciones ciudadanas supu-
so el fortalecimiento de la institución en sus rela-
ciones con el movimiento asociativo de Navarra y
nos brindó la oportunidad de recoger, mediante
los oportunos cuestionarios, las opiniones, per-
cepciones y expectativas de los distintos colecti-
vos sociales sobre la realidad Navarra.

Las más de 40 localidades visitadas, y las más
de 300 asociaciones participantes dan idea del
esfuerzo desplegado a fin de implicar a la ciuda-
danía en su elaboración.

Autoevaluación y rendición de cuentas

Por otra parte la mejora continua solo es posi-
ble si se objetivan los resultados. Ello requiere la
puesta en marcha de un sistema de autoevalua-
ción y rendición de cuentas, dotado de los indica-
dores oportunos, incluidos los estados financieros
y la contabilidad de costes.

A mi modo de ver la presentación de la memo-
ria anual debiera ser obligatoria, en cualquier ser-
vicio y administración pública, y la misma debiera
mostrar el grado de cumplimiento de los distintos
objetivos y metas de cada uno de los programas
presupuestarios.
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Igualmente en toda memoria se debiera refle-
jar el grado de calidad del servicio prestado, el
cumplimiento de los derechos y compromisos
incluidos en las Cartas de Servicio y el nivel de
satisfacción alcanzado. Lamentablemente aún
estamos lejos de lograr que esta práctica se
generalice en las administraciones públicas.

Libre acceso a la información pública

La transparencia exige así mismo un cambio
de actitud frente a las demandas de información
procedentes de los ciudadanos, que con dema-
siada frecuencia se tienden a considerar impro-
cedentes. La propia Comisión Europea ha adop-
tado medidas en este sentido ya que considera el
libre acceso a la información como una contribu-
ción decisiva a la consolidación de los principios
de libertad y democracia de un Estado de Dere-
cho.

Con carácter general, y de manera predetermi-
nada, la información debiera tener carácter públi-
co, y las restricciones en el acceso a la misma
deben estar adecuadamente motivadas y basa-
das únicamente en fundamentos legales o en
intereses legítimos de terceros. Hemos de susti-
tuir la “cultura del secreto” que aún prevalece en
el servicio público por la “cultura de la apertura”.

A este respecto no debemos olvidar que en el
caso de la información medioambiental la norma-
tiva vigente ya obliga a facilitar la información soli-
citada sin necesidad de declarar ni acreditar nin-
gún tipo de interés o legitimidad.

La auditoría externa y los órganos de control

Si la adopción de las medidas expuestas
refleja una voluntad de transparencia pública, es
sobre todo la decisión de someterse al control de
sistemas y organismos de auditoría externa inde-
pendiente la que se considera máxima como
expresión de la valentía democrática.

Buen ejemplo de ello es la creación y funcio-
namiento de órganos cómo los Tribunales de
Cuentas o como el Ombudsman o Defensor del
Pueblo. Estas instituciones, comisionadas del Par-
lamento y por tanto independientes del poder eje-
cutivo, se establecen como contrapeso del poder
del mismo y su existencia contribuye por si sola a
que los servidores públicos extremen su rigor.

En el caso de Navarra el Tribunal de Cuentas
adquiere el nombre de Cámara de Comptos y su
función es la fiscalización de la gestión económi-
co financiera de los fondos públicos el control de
la responsabilidad contable, control de procedi-
mientos de contratación, modificaciones presu-
puestarias, etc 

Por su parte, la institución de la Defensora del
Pueblo fue creada por el Parlamento hace tan
solo cuatro años para la defensa y mejora del
nivel de protección de los derechos y libertades, y
cuenta como función primordial la de salvaguar-
dar a los ciudadanos y ciudadanas frente a los
posibles abusos y negligencias de la Administra-
ción.

Para que estas instituciones ejerzan realmente
su función, y no se conviertan en simples coarta-
das del poder político, deben ser concebidas
como instrumentos de mejora y resulta esencial
cumplir determinados requisitos como:

• Plena independencia sustentada sobre la
base de un sistema de elección por mayoría
reforzada etc.

• Reconocimiento legal de la autonomía orga-
nizativa y de funcionamiento.

• Imparcialidad y apariencia de imparcialidad.

• Régimen estricto de incompatibilidades.

• Rigor técnico y competencia profesional del
personal de la institución.

• Dotación de medios suficientes.

• Publicidad de sus informes ante el Parla-
mento, y mediante su publicación en el Boletín
Oficial y su remisión sistemática a los medios de
comunicación.

EL PAPEL DE LOS DEFENSORES DEL PUE-
BLO EN EL CONTROL PÚBLICO

En el caso de los Defensores del Pueblo de
nuestro país se cumplen plenamente los criterios
de independencia ya que desempeñamos nues-
tras funciones con plena autonomía dado que,
por ley, no estamos sujetos a mandato imperativo
alguno ni podemos recibir instrucciones de nin-
guna autoridad. Además hemos sido elegidos por
mayoría reforzada, aunque lamentablemente un
reciente cambio normativo permitirá que en el
futuro la elección del Defensor del Pueblo de
Navarra se realice por simple mayoría.

La figura de la Defensora del Pueblo goza de
garantías de inviolabilidad e inmunidad y cumple
un estricto régimen de incompatibilidades y su
mandato se prolonga por seis años lo que añade
un punto más de autonomía.

Ejerce potestades de investigación en relación
con todas las instituciones de la Comunidad Foral
incluidas las Entidades Locales, sus organismos
autónomos, sociedades públicas y demás entes
públicos que de ella dependan, así sí como sobre
los servicios gestionados por entidades que
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actúe en un servicio público cualquiera que sea
su régimen.

Todos los poderes públicos y organismos de
la Comunidad Foral están obligados a auxiliar,
con carácter preferente y urgente, al Defensor del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra en sus
investigaciones e inspecciones y no se podrá
negar el acceso a ningún expediente o documen-
tación administrativa o que se encuentre relacio-
nada con el objeto de la investigación. Quienes
se negaran a colaborar o no lo hicieran pueden
llegar a incurrir incluso en un delito penal.

Como fruto de sus actuaciones la Defensora
del Pueblo emite recomendaciones, sugerencias
o recordatorios de los deberes legales a los órga-
nos competentes e inclusive formula recomenda-
ciones de modificación legislativa. Su carácter no
es ejecutivo sino que se trata de una magistratura
de persuasión que basa su eficacia por tanto en
el propio prestigio y credibilidad de la Institución
y en la fuerza que le da la divulgación pública de
sus informes, que por sistema son elevados al
Parlamento y hechos públicos a través de los
medios de comunicación.

A pesar de su carácter no ejecutivo la eficacia
de las Instituciones de los Defensores del Pueblo
en la atención a las quejas se ha venido demos-
trando razonablemente eficaz. En el caso de
Navarra las Administraciones públicas acaban
aceptando nuestras resoluciones o recomenda-
ciones en un 70% de los casos.

Sin embargo el control caso a caso no es sufi-
ciente para asegurar la eficacia de nuestra
misión. Los marginados sociales, los menores, los
enfermos mentales, los ancianos dependientes,
etc. difícilmente formulan quejas ante el Defensor
del Pueblo. Garantizar los derechos ciudadanos
requiere por tanto, además un carácter proactivo
que se anticipe a la reclamación e indague en
profundidad sobre la situación de determinados
problemas; aspecto éste que abordamos a través
de los llamados Informes Especiales.

Así hemos realizado diversos Informes Espe-
ciales sobre los enfermos mentales, sobre las
mujeres víctimas de explotación sexual, abusos y
malos tratos, sobre la inmigración, sobre las per-
sonas en situación de dependencia, y nos ha pre-
ocupado muy especialmente la situación de los
menores, a los hemos dedicado varios informes
especiales, etc.

En la actualidad las instituciones del Defensor
del Pueblo tienen un marcado carácter jurídico, lo
que condiciona en buena medida el perfil de los
citados Informes Especiales. En mi opinión, en el

futuro, las instituciones del Ombudsman adquiri-
rán un perfil más multidisciplinar para poder asu-
mir una auténtica auditoría externa del grado en
el que las administraciones cumplen las obliga-
ciones legales y garantizan de forma adecuada
las prestaciones a que tienen derecho los ciuda-
danos.

Este nuevo enfoque de instituciones orienta-
das a la auditoría externa de los derechos ciuda-
danos, requiere:

• Impulsar políticas activas de calidad y trans-
parencia en las Administraciones Públicas.

• Desarrollar nuevas metodologías de evalua-
ción externa y auditoría de derechos.

• Fomentar la puesta en marcha de sistemas
de garantía que otorguen un mayor poder al ciu-
dadano para exigir el cumplimiento de sus dere-
chos. (“empowerment”).

• Construir sistemas de información compara-
da entre Comunidades Autónomas, con indicado-
res básicos.

• Exigir a las Administraciones Públicas que
cuenten con políticas bien definidas, formuladas
en el Plan correspondiente, con compromisos
presupuestarios y metas e indicadores de segui-
miento bien definidos y públicos.

Nuestra experiencia en esta materia es todavía
bastante limitada si bien ya estamos poniendo en
marcha un nuevo procedimiento de evaluación
para el seguimiento periódico, mediante los indi-
cadores oportunos, del grado de avance logrado
en determinadas materias de profundo calado
social.

Por otra parte la colaboración institucional es,
afortunadamente, una de las señas de identidad
de los Defensores Autonómicos que anualmente
organizamos jornadas y eventos conjuntos y cola-
boramos de forma habitual con Universidades y
Organizaciones No Gubernamentales. Ello nos
permitirá sin duda profundizar en el desarrollo
concertado de instrumentos de evaluación cada
día más eficaces.

TRANSPARENCIA Y PRIVATIZACIÓN DE SER-
VICIOS.

No quisiera terminar mi intervención sin hacer
referencia a una circunstancia que suscita la
máxima preocupación en los distintos Defensores
del Pueblo Autonómicos.“Nos preocupa la falta
de control de los derechos de los ciudadanos
gestionados por empresas o sociedades públi-
cas”.
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La necesidad, compartida por todos, de
encontrar fórmulas de gestión pública cada día
más eficaces está dando lugar a la creación de
múltiples entes instrumentales de diverso tipo, en
un fenómeno que se ha dado en llamar “huida del
derecho administrativo”. Son entes que se rigen
en mayor o menor grado por normas de derecho
privado pero que han sido creados, controlados y
regidos por la administración; cuentan con
medios, capital o patrimonio público y satisfacen
necesidades o servicios de interés general y
cumplen por tanto una función pública.

Esta práctica, necesaria sin duda en cierto
grado, suscita sin embargo múltiples incertidum-
bres y cuestiones:

• ¿Por qué se crean este tipo de organismos
en unos casos y no en otros similares y con qué
criterios?

• ¿Por qué si son formas más eficaces de ges-
tión no se generalizan para toda la administración?

• ¿Cómo se aplican en las mismas los princi-
pios generales de la buena administración públi-
ca de igualdad de oportunidades frente a los ter-
ceros que se relacionan con ellas, respeto de los
principios de merito y capacidad, libre concurren-
cia y objetividad en la contratación y motivación
de sus actuaciones?

• ¿Cuales sus obligaciones de publicidad,
rendición de cuentas, responsabilidad y transpa-
rencia en su gestión?

• Y sobre todo, ¿Cómo se garantiza el pleno
respeto de los derechos ciudadanos? 

Pero para mí lo más importante es que “dema-
siadas veces la creación de empresas públicas
se acompaña de la irresponsabilidad en su con-
trol público”.

Lo que en ningún caso debemos olvidar es
que la responsabilidad pública es indelegable y
en modo alguno decae por el hecho de que el
organismo prestador se halle sujeto a normas jurí-
dicas de Derecho Privado. Es más, en este tipo de
organismos debieran incrementarse los mecanis-
mos para el control público a fin de garantizar
que el régimen aplicable no sea incompatible con
la observancia de los principios, normas y caute-
las garantizadores de los derechos de los ciuda-
danos frente a la actuación de la Administración.

Es especialmente importante por tanto que se
regulen los principios de transparencia aplicables
a este tipo de Organismos autónomos, consor-
cios, sociedades públicas, fundaciones promovi-
das por las Administraciones Públicas.

DESPEDIDA

Administrar una sociedad de hombres y muje-
res cultos que reclaman sus derechos es sin
duda más complejo y requiere de servidores
públicos con una gran convicción y una concep-
ción más democrática del ejercicio del poder en
todas las esferas.

Lamentablemente no es fácil lograr la motiva-
ción e implicación para el impulsar el cambio
necesario, ni en los servidores públicos ni en los
propios ciudadanos que también con frecuencia
presentan actitudes inmaduras.

Nos encontramos ante un círculo vicioso, que
solo puede romperse impulsando un nuevo
modelo de confianza mutua, alcanzado por ciuda-
danos responsables que se relacionan en pie de
igualdad y que debe asentarse sobre la transpa-
rencia informativa.

Controlar e informar con honestidad es nues-
tra responsabilidad e implica un profundo respeto
por el ciudadano.

3.2. PLAN LOCAL DE DERECHOS CIUDADA-
NOS. “POR TUS DERECHOS”

En línea con los principios expuestos en el
apartado 3.1 “Bases conceptuales de las iniciati-
vas de impulso de la transparencia y de los dere-
chos ciudadanos”, el último trimestre del 2005
nuestra Institución acometió una nueva línea de
impulso de los derechos, centrada en el ámbito
municipal, que hemos dado en llamar “Plan Local
de Derechos Ciudadanos” cuyo objetivo último es
lograr una mayor implicación de los Ayuntamientos
en el impulso de los derechos ciudadanos.

La acción iniciada trata de impulsar la asun-
ción por los distintos Ayuntamientos de los valores
y principios recogidos tanto la Carta de Derechos
de Navarra como en el Código Europeo de Buena
Conducta dando con ello cumplimiento al mandato
realizado por el Parlamento Europeo que enco-
mendó al Defensor del Pueblo Europeo, y por
extensión a los distintos Defensores Territoriales,
la evaluación de su grado de cumplimiento y el
impulso de las iniciativas necesarias para que sus
valores y principios sean incorporados por las dis-
tintas Administraciones Públicas.

Como se ha señalado, en los últimos tiempos
se está produciendo un cambio social de enorme
trascendencia. El ciudadano actual, mejor forma-
do, desea participar más activamente en la toma
de decisiones en asuntos que le afectan de mane-
ra directa, y sobre todo exige un mayor acceso a
la información, ello implica un auténtico cambio
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cultural y el establecimiento de nuevos modos de
relación con el ciudadano.

Lograr cambios culturales y modificación de las
actitudes no es tarea fácil y exige una labor previa
de concienciación o sensibilización y un firme
compromiso, asentado en profundas convicciones
democráticas.

Como ha quedado expuesto en los apartados
anteriores los sistemas modernos de gobierno
deben incorporar diversos mecanismos y reglas
para la mejora continua, que permitan aprender
de los mejores. Los problemas no deben ocultarse
sino que se deben buscar activamente para poder
solucionarlos. Los servidores públicos deben estar
abiertos a escuchar la voz del ciudadano para
conocer sus necesidades y expectativas reales,
incluidas las de los colectivos minoritarios, para lo
cual es preciso establecer cauces de participación
directa de la ciudadanía como los existentes en
los países socialmente más avanzados.

La “Estrategia de mejora continua” es sin duda
la opción más pertinente para aquellas Administra-
ciones que realmente deseen comprometerse a
impulsar de forma activa los derechos ciudadanos.
Se parte de la premisa de que el análisis de la
situación inicial, mediante herramientas de evalua-
ción normalizadas es el mejor método para sensi-
bilizar a la Administración sobre las insuficiencias
actuales y para concienciar a los servidores públi-
cos, sean funcionarios o no, de la conveniencia de
acometer planes de mejora.

Pero como ocurre con todas las estrategias de
progreso, el primer paso en el ciclo de la mejora
continua es el tomar conciencia de las propias
carencias, mediante la detección de áreas de
mejora. El mejor método para ello es someterse
de forma voluntaria a una evaluación de la situa-
ción inicial en la que se encuentra la organización
en esta materia.

Consideramos por tanto que ofertar a las auto-
ridades la realización por parte de la Institución
del Defensor del Pueblo de una evaluación inicial
voluntaria, gratuita, consensuada, y con un enfo-
que positivo puede ser la estrategia de colabora-
ción más eficaz para el impulso de los derechos
ciudadanos.

Esta labor de concienciación debe centrar sus
esfuerzos en convencer a las autoridades de que
“es rentable invertir en el impulso de los derechos
ciudadanos y en la transparencia pública” como
mecanismo de mejora continua y sobre todo como
oportunidad de diferenciación para lograr la con-
fianza de los ciudadanos. Persuadirles de que
merece la pena asumir el riesgo de someterse de

forma voluntaria a una evaluación externa por parte
de la institución del Defensor del Pueblo ya que con
ello trasladan un mensaje inequívoco a la sociedad
de valentía democrática y transparencia pública.

Hasta ahora es muy limitada la experiencia en
materia de evaluación de las distintas instituciones
de Ombudsman ya que se ha visto coartada por
sus escasos recursos y sobre todo por la carencia
de instrumentos de evaluación que cuenten con
una metodología a la vez rigurosa y factible de
aplicar con los medios disponibles.

3.2.1. OBJETIVOS Y METODOLOGÍA DEL PROYECTO.

El Objetivo General perseguido es “Lograr que
los Ayuntamientos incorporen una estrategia de
mejora continua en sus relaciones con los ciuda-
danos para garantizar su derecho a una buena
administración, establecido en la Carta de Dere-
chos Fundamentales de la Unión Europea”

Los Objetivos Específicos a lograr son los
siguientes:

• Lograr que los Ayuntamientos establezcan
códigos de buena conducta o iniciativas similares
orientadas a garantizar el escrupuloso respeto de
los derechos ciudadanos.

• Lograr que los Ayuntamientos desarrollen
cartas de derechos, cartas de servicios o iniciati-
vas similares con compromisos públicos de cali-
dad y transparencia en los servicios públicos.

• Lograr que los Ayuntamientos apliquen nue-
vas estrategias de comunicación orientadas a
mejorar la información pública que ofrecen a los
ciudadanos.

• Lograr que los Ayuntamientos establezcan
nuevos modos y cauces de relación con el ciuda-
dano para que su voz adquiera el protagonismo
que le corresponde en una sociedad democrática
avanzada.

¿QUÉ ES? 

A la hora de embarcarse en un proceso como
el que se propone es importante delimitar con pre-
cisión en que consiste el Proyecto. En definitiva se
ha de concretar qué es lo que se propone.

• Es un proyecto que tiene por objeto sensibili-
zar a las Administraciones sobre las oportunidades
de mejora en sus relaciones con los ciudadanos.

• Es un proyecto que permite acercar las insti-
tuciones a los ciudadanos.

• Es un proyecto centrado en los derechos.
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• Es un proyecto realista que exige un esfuerzo
asumible.

• Permite desarrollar instrumentos estandariza-
dos de evaluación.

¿QUÉ NO ES?

Tan importante como comprender qué es y qué
pretende el “Proyecto de Impulso de los derechos
en el ámbito municipal” es comprender qué no es.

• No pretende ser una evaluación integral sino
que se limita al ámbito de los derechos.

• No tiene finalidad Fiscalizadora.

• No se centra en la calidad de los servicios.

• No exige acometer un Plan de Calidad.

ENFOQUE POSITIVO ORIENTADO A LA MEJORA.

Precisamente porque se trata de un proyecto
de impulso de los derechos enfocado a la mejora
y no de una actividad de fiscalización, el plan que
se propone tiene un carácter totalmente voluntario
y se enmarca, por tanto, en el ámbito de la colabo-
ración institucional.

Garantizar que el proyecto se desarrolle en un
clima de cooperación y confianza mutua exige
garantizar el cumplimiento de determinados princi-
pios y requisitos de lealtad institucional.

• Voluntariedad.

• Consenso.

• Flexibilidad.

• Gratuidad.

• Lealtad institucional y compromisos por
ambas partes.

• Enfoque positivo orientado a la mejora.

METODOLOGÍA

Como método principal para el impulso del
derecho a una buena administración se decidió
aplicar en cada uno de los Ayuntamientos, el
método del “ciclo de mejora continua”, que básica-
mente consiste en evaluar la situación actual,
detectar áreas de mejora, priorizar y planificar
acciones de mejora, ejecutarlas, y nuevamente
volver a evaluar.

El papel de la institución de la Defensora del
Pueblo de Navarra consiste básicamente en poner
en marcha “la rueda”, asumiendo la evaluación ini-
cial y la detección de áreas de mejora, y el aseso-

ramiento inicial a la Corporación en la formulación
de propuestas de mejora.

Para la evaluación inicial se emplearon cues-
tionarios y formularios predefinidos desarrollados
en colaboración del Observatorio para la Calidad
de los Servicios Públicos (OCSP), y la Fundación
Internacional para los Compromisos de Calidad
(IFQA).

• La evaluación inicial incluye las siguientes
actividades:

– Entrevista semiestructurada a los responsa-
bles municipales.

– Cuestionario a Informadores Clave.

– Encuesta telefónica a una muestra de Ciuda-
danos.

Entrevista semiestructurada a responsables

municipales.

Las entrevistas con responsables municipales
tienen por objeto evaluar el grado de desarrollo
actual de los sistemas de buena administración y
así mismo permitirán conocer las actuaciones que
viene realizando o tiene previsto realizar el Ayun-
tamiento y las propuestas de mejora que se consi-
derarían más factibles en relación con los objeti-
vos del Proyecto.

Cuestionarios a Asociaciones e Informado-

res Clave.

Los cuestionarios a Informadores Clave, tienen
por objeto conocer la opinión de distintos líderes
sociales, ajenos a la corporación, sobre el grado
de desarrollo en el municipio de los valores y prin-
cipios de buena administración y su satisfacción
con los servicios municipales.

Así mismo permitirán recabar propuestas de
mejora en relación con los objetivos del Proyecto.

Encuesta telefónica a una muestra de Ciu-

dadanos del Municipio.

La encuesta telefónica a Ciudadanos tiene por
objeto conocer la percepción de los ciudadanos
sobre el grado de desarrollo en el municipio de los
valores y principios de buena administración y su
opinión sobre la calidad de los servicios municipales.

La Encuesta es anónima y se realiza sobre
una muestra, representativa y aleatoriamente ele-
gida, de ciudadanos del municipio estratificada por
edad y sexo con una significación del 95% y con
un error del 5%.
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ATRIBUTOS A EVALUAR 

La evaluación hace referencia a dos tipos de
aspectos:

• Valores de la Carta de Derechos Ciudadanos
de Navarra. Centrado en el análisis de la situación
en que se cumplen en el Municipio los valores y
principios de transparencia informativa y buena
conducta administrativa y orientado a la detección
de áreas de mejora en las relaciones con los ciu-
dadanos.

• Satisfacción de los ciudadanos con los servi-
cios municipales. Centrado en la valoración de la
satisfacción de los ciudadanos con los distintos
servicios municipales, como paso previo a la ela-
boración de Cartas de Servicios específicas con
compromisos concretos de calidad.

Como ya se ha mencionado, los Valores que
se trata de impulsar y evaluar son los contenidos
en la “Carta de Derechos Ciudadanos de la Comu-
nidad Foral de Navarra” que, incluyen tanto los
contenidos en el “Código Europeo de Buena Con-
ducta Administrativa” como aquellos valores que
figuran en nuestra legislación como principios
democráticos de transparencia y participación.

De Buena Conducta Administrativa:

– Amabilidad y asesoramiento personalizado.

– Acuse de recibo e identificación del funciona-
rio responsable del procedimiento.

– Derecho a obtener siempre una respuesta.
No silencio administrativo.

– Remisión al servicio competente.

– Consistencia de las actuaciones y respeto a
las legítimas expectativas.

– Derecho de expresión y reciprocidad en las
lenguas oficiales.

– Derecho a ser oído y a hacer observaciones.
Escuchar la voz del ciudadano.

– Respuesta en plazo razonable y agilidad
para resolver los trámites y procedimientos.

– Acceso del ciudadano a la información sobre
expedientes que le afectan.

– Motivación de las decisiones.

– Ajuste a la legalidad y cumplimiento de la
normativa.

– Justicia, objetividad, proporcionalidad, impar-
cialidad, igualdad de trato y ausencia de toda
forma de discriminación o abuso de poder.

– Notificación adecuada de las decisiones.

– Indicación de las posibilidades de apelación.
Facilidad para presentar quejas.

– Confidencialidad y protección de datos.

– Mantenimiento adecuado de archivos.

Otros Principios y Valores democráticos.

– Derecho al acceso efectivo a los servicios
públicos sin barreras (cercanía, horarios amplios,
sin barreras arquitectónicas ni exclusiones, etc.).

– Derecho a recibir información pública sobre
los distintos procedimientos, servicios y prestacio-
nes.

– Derecho a conocer los niveles de calidad exi-
gibles en los servicios públicos. Cartas de Servi-
cios con compromisos públicos de calidad.

– Derecho a participar en los servicios públi-
cos.

– Derecho a ser consultados regularmente
sobre su satisfacción con los servicios recibidos.

– Acceso público a documentos siempre que
no se vulneren derechos de terceros.

– Derecho de los ciudadanos a que la Adminis-
tración les informe y rinda cuentas de sus actua-
ciones.

No es conveniente que la evaluación de los
derechos se centre en exclusiva en aspectos
generales y eluda por completo cualquier referen-
cia a la satisfacción con los servicios prestados,
es preciso también escuchar la voz de los usua-
rios, midiendo regularmente su satisfacción con
los servicios recibidos es sin duda la mejor mane-
ra de cumplir los principios de transparencia y par-
ticipación a que está obligada la Administración.

Hacer factible un sistema de evaluación gene-
ral de los servicios obliga a simplificar la relación
de los mismos a aquellos más significativos y fácil-
mente comprensibles y reconocibles por todos los
ciudadanos, es por ello que la relación de servi-
cios sobre los que se evalua el grado de satisfac-
ción es el siguiente:

Satisfacción con los Servicios Municipales:

– Políticas de Atención a la Mujer.

– Servicios de Atención a Domicilio.

– Residencias, Centros sociales y Centros de
Día para la Tercera Edad.

– Protección y Atención a la Infancia.

– Integración Social de Inmigrantes y Minorías
étnicas.
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– Atención a los Discapacitados.

– Pobreza y Marginación Social.

– Guarderías y Escuelas Infantiles.

– Grado de interés por la mejora de la Educa-
ción que se presta en el municipio y colaboración
directa con los Centros Educativos.

– Grado de interés por la mejora de la Atención
Sanitaria que se presta en el municipio y colabora-
ción directa con los Centros Sanitarios.

– Política de Vivienda.

– Desarrollo Económico de la localidad (turis-
mo, comercio, e industria).

– Seguridad Ciudadana.

– Ordenación general del Tráfico, aparcamien-
tos, señalización, etc.

– Vigilancia del Tráfico por la Policía Municipal.

– Urbanismo y licencias.

– Parques y Jardines.

– Asfaltado de calles, cuidado de aceras, faro-
las, bancos, etc.

– Limpieza de las calles.

– Agua y Basuras.

– Control medioambiental de ruidos, vertidos,
humos, etc.

– Instalaciones y actividades deportivas.

– Instalaciones y actividades culturales.

– Instalaciones y actividades para jóvenes.

– Parques infantiles y actividades para niños.

– Atención a los barrios periféricos.

– Contribución urbana e impuestos municipales.

El Informe Final será entregado al Ayuntamien-
to y se publicará en la Página Web de la Institu-
ción de la Defensora del Pueblo, y una copia del
mismo será remitida al Parlamento Foral y sus
conclusiones constarán en el Informe Anual de la
Institución.

La presentación a la opinión pública del Infor-
me Final se realizará conjuntamente por parte del
Alcalde/Alcaldesa y por la Defensora del Pueblo.

3.2.2. FIRMA CONVENIOS CON LOS AYUNTA-
MIENTOS DE TUDELA, ESTELLA, BURLADA Y ZIZUR
MAYOR

La realización material del trabajo de campo y
del subsiguiente informe requiere un indudable

esfuerzo para nuestra Institución y por ello nos
vemos obligados a limitar el número de Ayunta-
mientos en los que podemos intervenir. Por ello,
en primera instancia, se ofertó la posibilidad de
formalizar un Convenio a cuatro de los principales
Ayuntamientos de Navarra de más de 10.000 habi-
tantes. La respuesta recibida fue magnífica y todos
ellos accedieron finalmente a participar en la
experiencia.

El día 21 de diciembre de 2005 tuvo lugar la
firma de los correspondientes Convenios de Cola-
boración con los Ayuntamientos de Tudela, Estella,
Burlada y Zizur Mayor (ver Anexo) y de la misma
se dio cuenta a los distintos Medios de Comunica-
ción mediante sendas Ruedas de Prensa celebra-
das en Pamplona y Tudela.

La intención de nuestra Institución es extender-
se de forma progresiva esta iniciativa a los restan-
tes Ayuntamientos mayores de 10.000 habitantes y
posteriormente a un número significativo de Ayun-
tamientos de Navarra de menor tamaño.

3.2.3. ENCUESTAS TELEFÓNICAS Y A ASOCIACIO-
NES. REALIZADA LA LABOR DE CAMPO.

Como ha quedado expuesto al comentar la
metodología, la evaluación de la situación de par-
tida exigía una importante labor de campo que se
desarrolló a lo largo del mes de diciembre de
2005.

Concretamente se celebraron reuniones en
cada una de las cuatro localidades objeto de Con-
venio a las que se invitó a todas las Asociaciones
y Colectivos Ciudadanos de la localidad.

Las reuniones tuvieron lugar en los días
siguientes:

• El 13/12/2005 en la localidad de Zizur Mayor.

• El 15/12/2005 en la localidad de Burlada.

• El 21/12/2005 en la localidad de Estella.

• El 22/12/2005 en la localidad de Tudela.

En dicha reunión se solicitó la colaboración de
todas la Asociaciones y se les invitó a cumplimen-
tar dos formularios de encuesta:

• Encuesta de Opinión sobre “El grado de res-
peto del derecho a una Buena Conducta Adminis-
trativa”

– Consta de 22 preguntas que valoran aspec-
tos específicos y 2 preguntas generales que valo-
ran por una parte “El grado en el que el Ayunta-
miento impulsa y respeta globalmente los valores
y principios de buena conducta administrativa” y
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por otra “La utilidad del Ayuntamiento para resol-
ver los problemas de sus ciudadanos”.

– Incluye un apartado para formular un máxi-
mo de 10 Propuestas de Mejora.

• Encuesta de Opinión sobre Satisfacción con
las Actividades y Servicios Municipales:

– Consta de 28 preguntas que valoran la satis-
facción con servicios municipales específicos y 2
preguntas generales que valoran por una parte
“La satisfacción global” y por otra “Los tres princi-
pales problemas en los servicio municipales”.

– Incluye igualmente un apartado para formu-
lar un máximo de 10 Propuestas de Mejora.

En total 91 Asociaciones participaron activa-
mente en la iniciativa y cumplimentaron los dos
cuestionarios solicitados.

Por otra parte se procedió a la contratación
externa de los servicio de la empresa ERYBA para
la realización de la Encuesta Telefónica sobre “La
calidad de los servicios y buena conducta admi-
nistrativa”.

La labor de campo de la encuesta se realizó a
lo largo del mes de diciembre y se efectuaron un
mínimo de 400 encuestas de cada uno de los
Municipios.

• Consta de un total de 28 preguntas que valo-
ran tanto aspectos específicos como generales de
“la satisfacción con los servicios municipales” y de
“el grado de respeto del derecho a una Buena
Conducta Administrativa” y recoge también la opi-
nión sobre “Los tres principales problemas del
municipio”.

El análisis de los datos y la elaboración de los
correspondientes Informes se realizarán a lo largo
del primer trimestre del 2006 y sus resultados figu-
rarán por tanto en el Informe Anual correspondien-
te a dicho año.

3.3. SEGUIMIENTO DE INICIATIVAS DE
CARTA DE DERECHOS CIUDADANOS DE
NAVARRA.

Como señalábamos anteriormente la institu-
ción de la Defensora del Pueblo desarrolló la pri-
mera Carta de Derechos de nuestra comunidad y
lanzó el reto a las Administraciones Públicas de
Navarra para que desarrollaran sus propias Cartas
de Derechos y les propuso que se comprometie-
ran a elaborar Cartas de Servicios específicas con
compromisos concretos de calidad para los distin-
tos servicios sectoriales que prestan.

Sin ánimo de ser exhaustivos recogemos a
continuación diversas iniciativas que demuestran
que las Administraciones Públicas de Navarra han
asumido el reto y han comenzado a implicarse de
forma activa en una estrategia de mejora continua
y orientación al ciudadano. Confiemos en que
estas iniciativas representen una auténtica volun-
tad de transparencia y participación pública y ten-
gan la continuidad y profundidad necesaria. La ins-
titución de la Defensora velará porque realmente
se cumplan los compromisos públicos adquiridos.

• LEY FORAL 15/2004, de 3 de diciembre de la
Administración de la Comunidad Foral de Navarra,
cuyo Título II se dedica al reconocimiento de los
derechos de los ciudadanos en sus relaciones con
la Administración de la Comunidad Foral y recoge
los siguientes derechos:

– Derecho a una atención adecuada.

– Derecho a una buena administración.

– Principio de publicidad.

– Derecho de confianza legítima y del derecho
de información.

– Derechos de los ciudadanos a la hora de
presentar escritos y documentos.

– Derecho de acceso a expedientes adminis-
trativos, archivos y registros.

– Derecho de petición.

– Derecho de acceso igualitario a los servicios
públicos.

– Derecho a un trato personalizado y adecuado.

– Derecho a que la prestación de los servicios
públicos se efectúe con un nivel de calidad sufi-
ciente.

– Derecho a expresar sugerencias, reclamacio-
nes.

– Derecho de información clara y comprensible.

– Derecho de información sobre la utilización
de los bienes y servicios públicos, con garantía de
confidencialidad sobre su identidad.

– Derecho de información sobre el estado o el
contenido de los procedimientos en tramitación.

– Derecho a la identificación de las autoridades
y funcionarios bajo cuya responsabilidad se trami-
ten los procedimientos.

• LEY FORAL 21/2005, de 29 de diciembre, de
evaluación de las políticas públicas y de la calidad
de los servicios públicos.
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• DECRETO FORAL 72/2005, de 9 de mayo,
por el que se regulan las Cartas de Servicios de la
Administración de la Comunidad Foral de Navarra
y de sus organismos autónomos

• ORDEN FORAL 46/2004, de 15 de julio, por
la que se aprobó el Código Orientativo de Buenas
Prácticas Administrativas de la Administración de
la Comunidad Foral de Navarra y de sus organis-
mos autónomos, en sus relaciones con los ciuda-
danos dirigida a mejorar el nivel de prestación de
los servicios públicos a los ciudadanos de nuestra
Comunidad.

• ORDEN FORAL 119/2005, de 11 de octubre,
del Consejero de Presidencia, Justicia e Interior,
por la que se regula el diseño y la estructura de
las Cartas de Servicios de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra y de sus organismos
autónomos.

• ORDEN FORAL 151/2005, de 15 de noviem-
bre, del Consejero de Presidencia, Justicia e Inte-
rior, por la que se da publicidad al inventario de
procedimientos administrativos competencia de la
Administración de la Comunidad Foral de Navarra
y sus Organismos Autónomos.

• ORDEN FORAL 38/2006, de 23 de febrero,
del Consejero de Presidencia, Justicia e Interior,
por la que se aprueba la Carta de Servicios del
Cuerpo de la Policía Foral de Navarra.

• CARTA DE DERECHOS Y DEBERES de los
Ciudadanos aprobada por el Ayuntamiento de
Pamplona.

• CARTAS DE SERVICIOS aprobadas por el
Ayuntamiento de Pamplona correspondientes a 18
distintos ámbitos municipales y que informan de
las actividades ofrecidas y en las que se recogen
determinados compromisos evaluación y mejora
de calidad de los servicios públicos que ofrece.

• GUÍA DE SERVICIOS publicada por el Ayun-
tamiento de Pamplona.

• Inicio del desarrollo de las Cartas de Servi-
cios al menos en los Ayuntamientos de Tudela,
Barañain, Burlada, Villava.

• Desarrollo progresivo de sistemas de atención
e información al ciudadano, boletines de informa-
ción municipal, páginas Web. Teléfono Infolocal.

• Incipientes iniciativas de participación ciuda-
dana e impulso a los diferentes Consejos Munici-
pales de Participación en materias como Mujer,
Salud, Educación, Inmigración, Juventud y Vivien-
da que está potenciando la participación vecinal.

4 DEFENSA TRANSVERSAL DE LOS DERE-

CHOS CIUDADANOS

El enfoque transversal con el que abordamos
este Capítulo del Informe Anual pone el foco en
los sujetos más vulnerables de nuestra sociedad,
niños, mayores, discapacitados, etc y pretende
reflejar de una manera integral el abordaje que
desde nuestra Institución se realiza en defensa de
los derechos de estos colectivos.

Como ya se ha comentado la institución de la
Defensora del Pueblo desarrolla su función
mediante cuatro tipos de instrumentos: La Aten-
ción a las Quejas, la realización de Informes Espe-
ciales, las actividades de Mediación, las Iniciativas
de Impulso de los derechos ciudadanos.

Trataremos por tanto de reflejar las actuacio-
nes que hemos llevado a cabo a lo largo del año
2005, para cada uno de los colectivos prioritarios
y mediante cada uno de estos instrumentos.

4.1. MENORES: “EN DEFENSA DEL MENOR”

La defensa del menor ha sido sin lugar a
dudas la prioridad máxima del año 2005.

Por razones de eficacia y eficiencia, y debido a
su limitado número de habitantes, en Navarra, no
resulta aconsejable la creación de una figura
específica de Defensor del Menor, ello no obstante
si resulta necesario configurar un ámbito específi-
co de trabajo centrado en este colectivo, cuya pro-
tección ha de constituir, sin duda, la máxima prio-
ridad para cualquier Defensor del Pueblo.

Velar por que se cumplan sus derechos, garan-
tizar la priorización constante de las actuaciones
dirigidas a este colectivo y hacer más accesible la
institución a los menores constituyen sin duda
razones suficientes para aspirar a que a medio
plazo la Institución cuente al menos con un Asesor
específicamente dedicado a la protección de
menores.

Es por ello que bajo el slogan “En defensa del
Menor” se han dado los primeros pasos para con-
figurar un ámbito propio de actuación.

De manera esquemática las actuaciones lleva-
das a cabo a lo largo del 2005 en defensa de los
derechos del menor han sido las siguientes:

• Atención de quejas referentes a Menores.

• Informes Especiales.

– Inicio de nuevo Informe Especial sobre “Eva-
luación de las actuaciones de las Administracio-
nes Públicas de Navarra en materia de Protección
de la Infancia y la Adolescencia”.
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– Seguimiento del Informe Especial de 0 a 3
años.

• Actuaciones de mediación.

– Informe Propuesta Ley de Protección del
Menor.

• Iniciativas de Impulso.

– Taller de Educación en Valores.

– Iniciativa Social en Educación por la Convi-
vencia.

– Campaña de protección del menor en Internet.

Detallaremos a continuación cada una de
estas actividades.

4.1.1. ATENCIÓN DE QUEJAS REFERENTES A
MENORES

Las quejas atendidas referentes al colectivo de
menores representan el 12% del total de quejas y
como es lógico se centran principalmente en el
Área de Educación. En concreto por orden de fre-
cuencia las quejas se refieren a las siguientes
materias:

• Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales.

• Educación Infantil de 0 a 3 años.

• Situación de los edificios e instalaciones
escolares.

• Sistemas de acceso a centros educativos.

• Planificación educativa.

• Funcionamiento de los centros y problemas
de convivencia.

• Adopción internacional.

• Protección de menores y situaciones de des-
amparo.

El análisis general de las quejas se recoge en
el Capítulo 5, denominado “Valoración general de
las materias objeto de queja durante el año 2005”
y para evitar la reiteración nos remitimos a dicho
apartado de este Informe Anual.

4.1.2. INICIO DE UN NUEVO INFORME ESPECIAL
SOBRE EVALUACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LAS
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE NAVARRA EN
MATERIA DE PROTECCIÓN DE LA INFANCIA Y LA
ADOLESCENCIA

Como señalábamos, la protección de la infan-
cia y la adolescencia ha sido siempre una priori-
dad de nuestra Institución. Entre las actuaciones

más significativas que cabe enmarcar en dicho
ámbito pueden citarse:

• La elaboración en el año 2003 de una Reco-
mendación “sobre la atención, procedimiento y
seguimiento de los casos de abusos sexuales o
malos tratos a menores” en la que se instaba al
Gobierno de Navarra para que promoviera la pre-
sentación urgente de un protocolo de actuación en
esta materia.

• La elaboración igualmente en el año 2003 de
una propuesta en la que se recomendaba a los
poderes públicos de Navarra la elaboración de
una Ley Foral de Atención al Menor, que refundie-
ra en un único texto las diferentes regulaciones
que actualmente se encuentran dispersas bajo
distintas normas de ámbito inferior.

• La presentación en el año 2004 de un infor-
me especial al Parlamento de Navarra titulado
“Una identidad para la Infancia (la atención a la
educación infantil entre 0 y 3 años en Navarra).

• La edición también en ese mismo año 2004
de una publicación divulgativa que esta Institución
elaboró en colaboración con la Universidad de
Navarra bajo el título “Los Derechos de la Infancia”.

Estas actuaciones iniciales, que ponían el
énfasis en determinados aspectos relacionados
con la atención y protección que desde las Admi-
nistraciones Públicas debe de prestarse a los
menores, necesariamente debían de completarse
en un momento posterior con la debida evaluación
y estudio del funcionamiento del sistema de pro-
tección de menores en el ámbito de nuestra
Comunidad Foral.

El funcionamiento del sistema de protección
constituye el indicador más importante de cara a
determinar el grado de efectividad y garantía de
los derechos reconocidos a los menores así como
de la asunción de los deberes y obligaciones que
en esta materia corresponde asumir a la Adminis-
tración.

Pero además tras la aprobación por el Parla-
mento Foral de Navarra de la Ley Foral 15/2005,
de 5 de diciembre, de promoción, atención y pro-
tección a la infancia y a la adolescencia de la
mencionada Ley Foral 15/2005 nuestra institución
adquiere un protagonismo mayor si cabe en la
defensa y tutela de los derechos de la infancia y la
adolescencia.

La aprobación de la Ley Foral 15/2005 ha vuel-
to a poner de actualidad un tema tan sensible e
importante en estos momentos que, en el ámbito
nacional tuvo su plasmación en lo que refiere a
protección y reforma, respectivamente, en la Ley
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Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección
Jurídica del Menor y en la Ley Orgánica 5/2000,
de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad
penal de los menores.

Todas estas iniciativas no son sino el reflejo de
la nueva visión que en nuestra sociedad se tiene
de los menores como sujetos activos, participati-
vos y creativos, con capacidad de modificar su
propio medio personal y social; de participar en la
búsqueda y satisfacción de sus necesidades que,
en definitiva, constituyen el eje de sus derechos y
de su protección.

De otra parte la realidad del incremento a lo
largo de los últimos años de los distintos casos en
que se ven implicados menores, la progresiva con-
cienciación ante esta realidad social y la consi-
guiente necesidad de proteger al sujeto jurídico
más vulnerable, refuerzan la conveniencia de
abordar un trabajo de estas características.

Finalmente el hecho de que en Navarra se
cuente con un “Plan de Atención a la Infancia y
Adolescencia en Dificultad Social”, aprobado por el
Gobierno de Navarra el 19 de noviembre de 2001
y por la Comisión de Asuntos Sociales del Parla-
mento de Navarra el 17 de septiembre de 2002,
aconseja que cualquier estudio general sobre
nuestro sistema público de protección del menor
se centre de manera destacada en el análisis del
grado de cumplimiento de los diferentes progra-
mas y actuaciones que se contemplan en el citado
Plan.

Por todas estas razones a finales del año 2005
consideramos oportuno acometer la realización de
un nuevo Informe Especial sobre “Evaluación de
las actuaciones de las Administraciones Públicas
de Navarra en materia de Protección de la Infancia
y la Adolescencia”.

Objetivos y alcance del Informe.

El Objetivo General del Informe Especial inicia-
do, es evaluar como se ejerce la función pública
de protección de menores y como se garantiza la
atención a menores con medidas judiciales pena-
les sobre la base de los distintos programas en
que se estructura el “Plan de Atención a la Infan-
cia y Adolescencia en Navarra”.

Los Objetivos Específicos son:

• Evaluar si las Administraciones Públicas de
Navarra realizan de forma adecuada las activida-
des necesarias de prevención y detección de las
situaciones en que se produce una conculcación
de derechos de los menores (violencia física,
abandono físico o emocional, etc.).

– Existencia y adecuación de los procedimien-
tos, instrucciones o protocolos de actuación a
seguir en estos casos.

– Adecuada coordinación de los diferentes ser-
vicios o estamentos que pueden verse implicados
(servicios sociales, educativos, sanitarios, policia-
les, etc.).

– Sistema de información estadísticos, control
y evaluación.

– Dotación y suficiencia de medios.

• Evaluar la actividad desarrolla por las Admi-
nistraciones Públicas de Navarra a lo largo del
procedimiento de protección.

– Fase investigadora y de instrucción, sistema
de adopción de decisiones, etc.

– Existencia de criterios técnicos, protocolos,
etc. para toma decisiones.

– Planificación en la aplicación y ejecución de
las medidas de protección.

– Seguimiento de las medidas, apoyo técnico,
medios y planes que se llevan a cabo.

=> Intervención familiar.

=> Acogimiento familiar.

=> Acogimiento residencial.

=> Acogimiento pre-adoptivo.

=> Control y evaluación de los servicios.

• Evaluar la actividad desarrollada por las
Administraciones Públicas de Navarra en la aten-
ción a menores con medidas judiciales penales.

– Medidas adoptadas.

– Recursos para la ejecución de las medidas.

• Otras situaciones especiales a tener en cuen-
ta a la hora de evaluar y analizar la actividad des-
arrollada por las Administraciones Públicas de
Navarra en la atención a menores.

– Menores extranjeros no acompañados.

– Adopción Internacional.

4.1.3. SEGUIMIENTO DEL INFORME ESPECIAL DE
EDUCACIÓN DE 0 A 3 AÑOS

Como se recordará ya en octubre de 2004 la
Defensora del Pueblo de Navarra presentó al Par-
lamento Foral su Informe Especial sobre “La aten-
ción a la educación infantil entre 0 y 3 años en
Navarra”.
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En dicho informe se ponía el acento en que el
derecho a la educación, aunque fuera voluntaria
en ese periodo de la infancia, debería primar
sobre cualquiera otra consideración de carácter
económico o coyuntural y por ello se demandaba
una mejora sustancial en la oferta y calidad de la
atención a los aspectos educativos de la infancia
por parte de las Administraciones Públicas.

La Recomendaciones principales del Informe
Especial fueron las siguientes:

• Elaborar un mapa escolar de la oferta de pla-
zas de educación infantil en centros públicos y pri-
vados en el grupo de edad de 0 a 3 años, desglo-
sada por edades individuales y por municipios.

• Realizar un análisis de la demanda real y
latente de servicios para la primera infancia.

• Publicar las listas de espera (preinscripciones
no satisfechas) en los centros de titularidad públi-
ca.

• Incrementar Compromisos Financieros Públi-
cos destinados a la Educación Infantil de 0 a 3
años.

• Aumentar el límite de renta familiar para favo-
recer el acceso a la educación infantil de 0 a 3
años a los hijos de madres con trabajos remunera-
dos.

A lo largo del año 2005 se ha podido constatar
la persistencia de la problemática social planteada
por muchos colectivos y plataformas ciudadanas
con respecto a las carencias en materia de educa-
ción infantil de 0 a 3 años, lo que ha llevado inclu-
so a la presentación al Parlamento Foral de una
Iniciativa Legislativa Popular apoyada por más de
14.000 firmas y por 67 Ayuntamientos. Esta inicia-
tiva fue rechazada, por la Mesa del Parlamento de
Navarra en sesión celebrada el día 11 de abril de
2005, basándose en un Acuerdo de Gobierno que
manifestaba su oposición a la misma por implicar
un incremento de los créditos presupuestarios.

La insuficiencia de plazas públicas continúa sin
que hasta el momento el Departamento de Educa-
ción haya hecho público el mapa solicitado y las
lista de espera. Baste como muestra la situación
de Pamplona donde en el año 2005 la oferta de
plazas fue de 540 y el número de solicitudes
ascendió a 1701.

La Defensora del Pueblo ha mantenido diver-
sos encuentros con la Plataforma de Profesionales
de la Educación Infantil que reclama la necesidad
de regular y aplicar criterios técnicos de control de
calidad a los centros de educación infantil, y en la
misma línea queremos dejar constancia del con-

junto de quejas presentadas a finales del 2005 en
las que los interesados solicitan nuestra interven-
ción para que supervisemos la actividad desarro-
llada por la Administración en relación con los dis-
tintos centros de Navarra que atienden a niños y
niñas menores de 3 años, especialmente en mate-
rias que tienen que ver con las exigencias míni-
mas que estos deben cumplir y el control que se
viene ejerciendo sobre las mismas durante el des-
arrollo de la actividad por parte de estos centros.

Agrupadas sistemáticamente las quejas por los
temas en ellas planteados para su tratamiento uni-
tario, se cuestiona en las mismas la actividad de
la Administración en relación con:

• La regulación unitaria para todo tipo de cen-
tros de unas exigencias mínimas que estos deben
cumplir.

• El control que inicialmente debe realizarse
sobre esos mínimos para autorizar la apertura y
funcionamiento de los centros que atiendan a
menores de 3 años.

• La inspección y supervisión del mantenimien-
to de los mínimos exigidos durante el desarrollo
posterior de la actividad.

En estas quejas se viene a poner de manifiesto
la actual situación de transitoriedad normativa en
que se encuentra especialmente este tema ante la
posible promulgación de una nueva Ley Orgánica
de Educación, y las consecuencias que la ausen-
cia de normas que regulen la materia de forma
unitaria pueden acarrear.

Ciertamente no desconocemos la parquedad
normativa que en el momento actual existe sobre
el ciclo educativo 0-3 años, en buena medida
motivada por la modificación y derogación sucesi-
va de las Leyes Orgánicas reguladoras del siste-
ma educativo. La regulación existente es fragmen-
taria sin que se haya abordado de modo unitario y,
en consecuencia, de forma más adecuada y cohe-
rente.

La Ley Orgánica reguladora del Derecho a la
Educación (LODE) de 1985, reconoció a los cen-
tros de Educación Preescolar como centros docen-
tes y el Real Decreto 1004/2001 reguló los requisi-
tos mínimos que habrían de cumplir dichos
centros. La derogación de la LODE por la nueva
Ley Orgánica de Calidad de la Educación (LOCE)
supuso que la educación preescolar no se incluye-
ra entre las enseñanzas de régimen general, por lo
que a los centros de educación preescolar no les
es ya de aplicación el mencionado Real Decreto.

En nuestra Comunidad Foral la regulación en
esta materia se limita a la Resolución 3086/2001
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del Director Gerente del Instituto Navarro de Bien-
estar Social que se ha seguido de la Orden Foral
41/2005 del Consejero de Educación en las que
se establecen las bases para la suscripción de
convenios con las Entidades Locales, y en la que
se exigen ciertos requisitos para este tipo de cen-
tros, criterios de mínimos que a juicio de los técni-
cos resultan manifiestamente insuficientes y no se
corresponden en modo alguno con los exigibles
para una etapa crítica del desarrollo del niño.

Nos preocupa que ante la promulgación de la
nueva Ley Orgánica de Educación pueda prolon-
garse en exceso la situación de transitoriedad nor-
mativa y ello impida llevar a cabo un control ade-
cuado sobre las condiciones en que están siendo
atendidos los niños y niñas menores de 3 años en
la Comunidad Foral.

4.1.4. INFORME PROPUESTA LEY DE PROTEC-
CIÓN DEL MENOR

Ya en el año 2004 nuestra institución recomen-
dó la elaboración de una Ley Foral de Atención al
Menor, y formulamos una propuesta concreta con
las líneas básicas que a nuestro entender debía
de ser recogidas en dicho texto legal.

El mismo año 2004, de forma simultánea a
estas iniciativas, y como contestación a nuestra
propuesta en tal sentido, la entonces Consejera
del Departamento de Bienestar Social nos remitió
un Anteproyecto de Ley Foral de Protección del
Menor y nos anunció la próxima aprobación por el
Gobierno de Navarra del correspondiente Proyecto
de Ley.

Finalmente, en este año 2005 el Gobierno ha
dado un importante paso al remitir al Parlamento
de Navarra el definitivo Proyecto de Ley Foral, que
se halla en fase de tramitación, y frente al cual
varios Grupos Parlamentarios habían formulado
enmiendas a la totalidad, al entender que no da
respuesta adecuada a la problemática del menor.

Asimismo determinados colectivos y asociacio-
nes, relacionados con el ámbito del menor, se
habían dirigido a nuestra Institución denunciando
diversos problemas, carencias y dificultades que,
según ellos, presenta dicho Proyecto de Ley Foral.

La Defensora del Pueblo a la vista de la tras-
cendental importancia que el Proyecto de Ley
podía y debía tener para la defensa de los dere-
chos del menor y a la vista de las discrepancias
existentes sobre la idoneidad del texto propuesto
por el Gobierno, consideró oportuno manifestar la
posición de nuestra institución al respecto y reali-
zó gestiones para lograr el máximo grado de con-

senso en la aprobación del Proyecto de Ley de
Protección del Menor que en esos momentos se
encontraba en fase de tramitación.

En su informe la Defensora mostró su satisfac-
ción porque finalmente se dispusiera de un texto
legal que pretendía regular globalmente el ámbito
de protección del menor y, en coherencia con la
recomendación formulada por esta Institución en
el año 2004, puso de manifiesto entre otras las
siguientes consideraciones:

• Que en el Proyecto de Ley existen aspectos
importantes susceptibles de mejora, algunos de
los cuales han sido puestos de manifiesto ante la
opinión pública, tales como: la necesidad de
garantizar el carácter integral, la responsabilidad
indelegable de la Administración en ciertas mate-
rias, y sobre todo que la aprobación de la Ley con-
lleve la necesaria dotación de recursos y un rápido
desarrollo reglamentario para que la Administra-
ción cuente con los instrumentos precisos para
lograr la transformación real de las condiciones de
vida de los niños y adolescentes más desprotegi-
dos.

• Consideramos que tal vez sería más adecua-
do establecer con rango de Ley determinados cri-
terios generales de actuación en lugar de reser-
varlos al posterior desarrollo reglamentario. Así
recordamos como el propio Anteproyecto de Ley
Foral que el Departamento de Bienestar Social
elaboró en el año 2004 contaba con 169 artículos,
frente a los 102 del Proyecto de Ley Foral actual,
lo cual tiene como consecuencia que aspectos
contemplados en el primero de los documentos no
aparezcan ahora en el remitido al Parlamento de
Navarra para su aprobación, o bien lo hagan de
una forma menos extensa.

• En la misma línea entendemos que pueden
mejorarse otros aspectos como las garantías jurí-
dicas en los procedimientos de desamparo, las
ayudas a familias de acogida, la atención a los
menores inmigrantes no acompañados, el fomento
de la iniciativa social, etc. Igualmente creemos que
sería aconsejable que la Ley hiciera alguna refe-
rencia a la protección de los derechos del menor
ante las nuevas tecnologías, la publicidad y los
medios audiovisuales.

• Consideramos que estamos ante una oportu-
nidad irrepetible de desarrollar un sistema efectivo
de protección del menor que constituya el núcleo
de un auténtico sistema de protección social avan-
zado.

• Entendemos que, cuando de lo que se trata
es de proteger a nuestros niños y adolescentes,
no pueden ni deben ser insalvables las respeta-
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bles diferencias de criterio existentes hasta el
momento entre los diversos actores sociales y
políticos.

• Todos tenemos la obligación de lograr la
mejor Ley del Menor posible. Difícilmente podrá
encontrarse otro ámbito de acción donde sea más
exigible que todas las partes realicen un máximo
esfuerzo para lograr el más amplio consenso.

En razón de lo expuesto el 11 de octubre de
2005 la Defensora del Pueblo remitió un escrito al
Excmo. Sr. D. Rafael Gurrea Induráin, Presidente
del Parlamento de Navarra en el que solicitó su
intervención directa para que se realizara un últi-
mo esfuerzo para tratar de acercar las posturas de
los distintos Grupos Parlamentarios a fin de lograr
la mejor Ley del Menor posible.

En su escrito la Defensora aclaró también:
“Como no puede ser de otra manera la Defensora
no pretende inmiscuirse en las legítimas posicio-
nes de los distintos Grupos Parlamentarios en
relación con la continuidad de la tramitación del
Proyecto de Ley ni de la eventual aprobación o
rechazo de las distintas enmiendas a la totalidad.
Simplemente me limito a constatar que todas las
propuestas que están sobre la mesa contienen
aportaciones significativas que no deben ser
minusvaloradas, únicamente en razón de quién las
promueve”.

Finalmente el día 5 de diciembre se procedió a
la aprobación por el Pleno del Parlamento la “Ley
Foral 15/2005 de promoción, atención y protección
a la infancia y a la adolescencia” que incorporó
diversas enmiendas propuestas por los distintos
Grupos Parlamentarios. Aunque no se logró la
unanimidad deseable para un texto de tal trascen-
dencia al menos el texto articulado no recibió nin-
gún voto en contra, si bien curiosamente hubo
votos en contra frente a la exposición de motivos.

Es de destacar la encomienda al Defensor del
Pueblo que recoge la citada Ley Foral:

Artículo 14.3. El Defensor del Pueblo velará
por la defensa de los derechos de la infancia y
adolescencia arbitrando las medidas oportunas,
entre las cuales estarán las siguientes:

a) Actuar de oficio o a instancia de parte
mediante quejas de vulneración.

b) Requerir a la Administración del Comuni-
dad Foral su actuación en materias relacionadas
con esta ley foral.

c) Valorar la situación de la infancia y adoles-
cencia en la Comunidad Foral en su informe
anual.

d) Requerir a la Administración de la Comuni-
dad Foral para que se cumplan de forma efectiva
los programas y las actuaciones previstos en la
Ley.

Agradecemos la confianza que se deposita en
nuestra institución y asumiremos el reto de velar
aún con más intensidad por los derechos de los
menores. Por ello y como ya hemos comentado,
hemos iniciado un nuevo Informe Especial sobre
“Evaluación de las actuaciones de las Administra-
ciones Públicas de Navarra en materia de Protec-
ción de la Infancia y la Adolescencia” y velaremos
de forma especial para que se evalúe y mejore la
actual dotación de recursos y para que la Adminis-
tración cumplan los compromisos adquiridos y
lleve a cabo un rápido desarrollo reglamentario.

4.1.5. TALLER DE ESTRATEGIAS DE INCORPORA-
CIÓN DE VALORES Y DERECHOS EN LA EDUCACIÓN
SECUNDARIA

El día 17 de junio tuvo lugar un Taller de deba-
te sobre “Estrategias de incorporación de valores y
derechos en la educación secundaria” Este acto
se enmarcó en el Convenio de Colaboración sus-
crito entre la Defensora del Pueblo y la Universi-
dad Pública de Navarra para la realización de
Talleres conjuntos sobre Derechos Sociales.

La organización de esta iniciativa se desarrolló
en el contexto del “Año Europeo de la Ciudadanía
a través de la Educación”, mediante la cual el Con-
sejo de Europa deseba poner de relieve que la
educación juega un papel crucial en el desarrollo
de la ciudadanía.

La Jornada estuvo organizada en forma de un
foro de debate. Fue dirigida por don Jaume Carbo-
nell, Director de la prestigiosa publicación de
“Cuadernos de pedagogía”, que actuó como
ponente principal y también como coordinador del
debate y contó asimismo con la presencia como
ponentes de Doña Isabel Carrillo de la Red de
Educación en Valores de Cataluña y de don Luis
Mª Cifuentes. Presidente de la Sociedad Española
de Filosofía, y Patrono de la Fundación CIVES y
Director de la revista “Paideia”.

Presentaron también sus Comunicaciones al
Taller profesionales de Navarra con acreditada
experiencia en el tema, como: don Germán Gon-
zález Estremad, Jefe de Sección de Innovación
Educativa, don Guillermo Herrero, Director del
Área de Educación MEC, Reyes Berruezo del
Departamento de Pedagogía de la UPNA, Doña
Maria Antonia García Gurria, Asesora de Temas y
Valores Transversales Dpto. de Educación, don
Nicolás Uriz, Director del C.A.P. de Pamplona, don
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Manuel Campillo, Director IES Tudela, don Tomás
Yerro, Profesor del IES Plaza de la Cruz y Doña
Irene Labarta Calvo, Técnico de Orientación Esco-
lar del Departamento de Educación.

El Acto fue presidido por el Rector Magnífico
de la Universidad Pública de Navarra y por la
Defensora del Pueblo de Navarra, instituciones
promotoras del evento, y contó con la presencia
de don Fermín Villanueva Ferreras, Director Gene-
ral de Enseñanzas Escolares y Profesionales, don
Pedro José González Felipe, Jefe de Servicio de
Ordenación e Innovación Escolar y de don Pedro
Antona, Presidente Asociación Directores de Insti-
tuto.

Asistieron también al evento, y participaron
activamente en el debate, los Directores de los
distintos CAP de Navarra así como expertos de
las distintas materias trasversales tales como:
Educación sexual y afectiva, Educación para la
Salud, Educación para la Igualdad, Educación
para la paz y el desarrollo, Educación Medioam-
biental, Educación en Consumo y Educación Vial.

Las intervenciones y el debate posterior tuvie-
ron lugar en una sala especialmente habilitada
para la grabación de debates y foros de discusión,
a fin de posibilitar su transcripción y posterior
divulgación y su contenido ha dado lugar a la
correspondiente publicación.

El debate suscitó un gran interés entre los pro-
fesionales docentes que felicitaron efusivamente a
la Defensora del Pueblo por su iniciativa y convi-
nieron en la necesidad de continuar impulsando el
trabajo conjunto en esta materia.

El debate permitió constatar la existencia de un
elevado grado de consenso sobre la estrecha vin-
culación existente entre la Educación de Valores y
los Derechos Sociales.

“Los derechos y los deberes sociales deben
ser las guías, las luces que nos orientan a la hora
de definir los valores universales y que están reco-
gidos en las diferentes declaraciones de derechos
humanos, etc. que hacen referencia a conceptos
esenciales como libertad, igualdad, justicia, plura-
lismo, tolerancia, etc.”

Las principales ideas expuestas en el Taller
fueron las siguientes:

RESUMEN DE IDEAS EXPUESTAS EN EL TALLER

¿Qué demanda la sociedad de la institución

escolar en materia de educación en valores?

• Los alumnos y alumnas, en sus diversos
entornos y a través de distintos canales, reciben

múltiples impactos de valores y contravalores,
modelos heterogéneos y desvertebrados, cuando
no contradictorios, con el peligro de relativismo
que ello conlleva.

• Frente a esa problemática, la sociedad vuelve
los ojos a la Centros Educativos en demanda de
respuestas e incluso tiende a culparla de la situa-
ción.

• La sociedad espera del sistema educativo
que sepa vertebrar esa educación, que contribuya
a una adecuada preeminencia de los valores y
que combine de forma adecuada objetivos de
carácter instructivo y educativo.

• Es constante y creciente la solicitud, por parte
de familias, administraciones y organizaciones
sociales de formación en nuevas áreas, temas y
valores: coeducación, educación para la salud,
educación vial, medioambiental, etc.

• La propia Unión Europea nos demanda un
firme compromiso con la formación en valores.
Consciente de la necesidad de un nuevo enfoque
educativo que vaya más allá de la formación en
conocimientos, dicha institución ha declarado el
Año 2005 como “el Año de la educación para la
ciudadanía”.

• Se hace necesario por tanto precisar los con-
tenidos de la “Educación en valores” y definir las
estrategias más eficaces para lograr su extensión
y generalización.

¿Hasta qué punto es válido el actual mode-

lo de Educación Secundaria para lograrlo?

• La Centros Educativos son un reflejo de la
sociedad y padecen sus mismos problemas y con-
tradicciones. Se habla de promover la intercultura-
lidad y sin embargo la propia ordenación educati-
va tolera con frecuencia la segregación escolar
según orígenes. Se habla de promover valores
democráticos y sin embargo el régimen de funcio-
namiento interno de muchos centros deja mucho
que desear.

• Nuestro sistema funcionarial, nuestro rol, el
ordenamiento orgánico de centros, nuestra estruc-
tura jerárquica, nuestro sistema de departamentos
didácticos está pensado para instruir y, sólo de
manera marginal, se orienta a educar.

• Los currículos, los programas se van recar-
gando cada vez de más contenidos, y se está per-
diendo la esencia de la educación.

• El gran drama de los centros es que les llega
una cantidad ingente de demandas que no se ven
capaces de gestionar y resolver por falta de com-
petencias, recursos, y capacidades.
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• Del mismo modo la mayoría del profesorado
se siente sobrecargado en temas que debieran
trabajar con sus alumnos y alumnas y para los
que no se sienten preparados. Esta situación pro-
duce una sensación de impotencia y un rechazo
estructural, lo que contribuye a aumentar el senti-
miento de culpa del profesorado.

• El sistema organizativo actual no incentiva la
implicación en proyectos auténticamente educati-
vos. Las iniciativas existentes tienen pequeña inci-
dencia en el conjunto del sistema, ya que depen-
den exclusivamente de la voluntad de algún
profesor o profesora o de la sensibilidad de un
determinado equipo directivo y se asienta de
manera exclusiva en la satisfacción personal que
proporciona su realización.

• Las limitadas iniciativas existentes casi nunca
se evalúan y se desconoce por tanto su eficacia
real para la modificación de ideas y actitudes.

• Hasta el momento las evaluaciones incluidas
en la llamada Gestión de Calidad, aun siendo un
instrumento útil, son insuficientes para valorar los
aspectos más cualitativos de la educación, como
es el caso de la transmisión y el aprendizaje de
valores.

• Ello no obstante es preciso reconocer que ya
estamos educando en valores. Todo medio social,
todo sistema y todos los centros, educan en valo-
res, dado que la educación en valores se produce
siempre a través y fundamentalmente del ejemplo.
El interrogante está en saber qué tipo de valores
transmitimos y si somos conscientes de ello.

¿Podría lograrse dentro de la comunidad

educativa un acuerdo o pacto sobre los conte-

nidos mínimos respecto a los valores que hay

que trabajar?

Consideraciones previas:

Para poder debatir en torno a esta cuestión es
preciso considerar, previamente, ciertos principios
y conceptos generales:

• La educación en valores debe asentarse
sobre la corresponsabilidad social. No debe limi-
tarse a los Centros Educativos sino que debe
impregnar a toda la sociedad.

• El enfoque ha de ser multisectorial. Vínculo
entre políticas educativas sociales, culturales, etc.

• Debe tener una actitud orientadora y en posi-
tivo.

• Debe ser proactiva y planificada y no reactiva
ante coyunturales alarmas sociales (apaga fue-
gos).

• Nunca debe tener carácter de adoctrinamien-
to de ningún tipo.

• No debe estar centrada en los intereses y las
coyunturas políticas de cada momento.

• Debe ser respetuosa con las distintas con-
cepciones religiosas y culturales existentes en la
Sociedad que no se opongan a los derechos
humanos.

• Ha de huir de adjetivaciones y formulaciones
restrictivas, dado que se debe adaptar a la reali-
dad de cada contexto o entorno escolar y social.

• Dicho esto se consideran, sin embargo, nece-
sarios unos mínimos comunes centrados en valo-
res universalmente aceptados. Es preciso definir el
común denominador mediante un gran consenso
social.

Objetivos a lograr:

La educación en valores debiera orientarse al
desarrollo integral de la persona como un todo
integrado. Ello supone promover el desarrollo de la
personalidad moral de alumnas y alumnos y supo-
ne incidir en:

• La construcción reflexiva y consciente de la
autonomía personal.

• El desarrollo de la capacidad de autorregula-
ción de la conducta.

• La comprensión crítica de la realidad.

• La razón dialógica, sensitiva y empática.

• Las competencias sociales que ayudan a vivir
de forma justa y en convivencia democrática.

Valores a impulsar:

A la hora de seleccionar y/o priorizar los valo-
res a impulsar se deben tomar en consideración
entre otros los siguientes criterios:

• Los derechos y los deberes sociales deben
ser las guías, las luces que nos orientan a la hora
de definir los valores universales y que están reco-
gidos en las diferentes declaraciones de derechos
humanos, etc. que hacen referencia a conceptos
esenciales como libertad, igualdad, justicia, plura-
lismo, tolerancia, etc.

• Una educación intercultural que se oriente al
desarrollo de modelos o éticas universalizables
(“Mínimo común ético de toda la ciudadanía).

• Una educación orientada a la convivencia y
en la relación e inserción social con valores tales
como el respeto al otro, la no violencia, la dignidad
de las personas, la colaboración mutua, etc.
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• Una educación que fomente la responsabili-
dad, la cultura del esfuerzo personal, el desarrollo
de la voluntad y la satisfacción del deber cumplido.

• Una educación que forme a la persona en
competencias y capacidades básicas para el des-
arrollo de su autonomía y equilibro personal.

¿Cuál debe ser la presencia de la educa-

ción en valores en el currículo formal de la

Educación Secundaria? 

• La educación en valores debiera contemplar-
se en tres niveles: el nivel curricular, el nivel orga-
nizativo, o institucional, y el nivel personal.

• La educación en valores debe sistematizarse
y programarse de forma adecuada y normalizada.

• La transversalidad sigue siendo necesaria y
debe sistematizarse en forma de objetivos concre-
tos y específicos de currículo, más que como ejes
o temas transversales propiamente dichos.

• Si bien el papel de la tutoría resulta esencial,
la educación en valores ha de ser responsabilidad
de todo el colectivo docente.

• Una asignatura puede ser una condición
necesaria, pero en todo caso no es suficiente. La
educación en valores no puede limitarse a una
asignatura, sino que debe iniciarse desde las pri-
meras edades, continuar después de la educación
obligatoria, y extenderse a todos los ciclos formati-
vos (incluida la educación profesional).

• En caso de implantar una asignatura específi-
ca, se deben establecer normas para evitar que
se convierta en “una maría”, que la imparta el últi-
mo profesor que llega al centro, o cualquier profe-
sor para completar horas.

Metodología

La metodología docente es decisiva para
lograr una educación en valores, dada la estrecha
relación entre profesorado y alumnado y el eleva-
do número de horas que el alumno pasa el aula.

• La metodología docente debe ser activa, par-
ticipativa y constructiva; que promueva el dialogo,
la autonomía, la empatía y la acción e implicación.

• Se ha de ser capaz de combinar de forma
equilibrada razón y emoción, experiencia y conoci-
miento sistemático, vinculando el saber escolar
con el saber de la realidad.

• Se deben explorar nuevos canales para llegar
a los menores y adolescentes: Utilización de los
medios de comunicación (prensa, etc.) y nuevas
tecnologías, la música, las lecturas, etc.

• El aprendizaje de valores y conductas es
siempre contextualizado y se aprende por tanto a
través de modelos de referencia.

• La orientación debe ser positiva y no negati-
va. Felicitar y visualizar ejemplos de valores positi-
vos.

• Es necesario reducir el número de materias.

• Los libros de texto no son suficientes, es
necesario incorporar materiales específicos adap-
tados a los objetivos propuestos.

¿Cuál ha de ser su presencia en el currículo

no formal: proyecto educativo, participación

democrática, relaciones y convivencia?

• En la transmisión de valores son elementos
clave el entorno escolar y la “cultura” democrática
y participativa del centro, ya que actúan como
modelos de referencia del adolescente.

• Se deben evitar al máximo las disonancias
entre el discurso y la práctica y por ello es esen-
cial que la organización y gestión del centro contri-
buya a construir comunidades justas y democráti-
cas y que fomenten espacios de trabajo en
equipo, en detrimento de viejas estructuras exce-
sivamente jerarquizadas.

• El Proyecto Curricular y el Proyecto Educativo
y real son esenciales y se debe implicar en los
mismos desde el principio a las familias y a los
propios alumnos y alumnas.

• El Proyecto Educativo debe priorizar los valo-
res a impulsar y los temas a abordar teniendo en
cuenta el contexto. Es necesario racionalizar la
intervención desde cada centro, priorizando los
temas a abordar y hacerse fuerte en ellos. No pue-
den asumirse cada día nuevas funciones añadidas
y encima sentirse culpables por no saber respon-
der a las demandas que se nos van planteando.

¿Qué requisitos son necesarios para el des-

arrollo de un proyecto educativo concreto a

nivel interno del centro?

• Un modelo integrado, o plan de centro, en el
que estén definidos de forma explícita los valores
que se pretende abordar y los objetivos que se
pretende alcanzar. La institucionalización en el
centro del modelo integrado. Es decir, cómo el
Centro como Institución hace suyo este modelo.
Cómo lo refleja y lo recoge en el Proyecto Educati-
vo, en el Plan de Acción Tutorial, en la Junta de
Delegados y los Delegados de Aula, cómo se
refleja también en el Reglamento de Régimen
Interno o en el Consejo Escolar.
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• Los objetivos del Centro debieran ser cohe-
rentes con el proyecto de ciudad, de barrio o de
comarca. “La Escuela no puede educar sola”.

• Establecer una definición de competencias
educativas coherente con los objetivos, y en torno
a las cuales se organicen las áreas, el profesora-
do, los equipos, etc.

• La organización por tutorías, por equipos
docentes o equipos de curso, en donde el tutor
sea el coordinador de un equipo docente. “Lo
importante es el alumno o la alumna y no la asig-
natura o materia”.

• El compromiso público del Equipo Directivo.

• La implicación en su desarrollo de la Comi-
sión de Coordinación Pedagógica y del Departa-
mento de Acción Tutorial.

• La formación intensiva en técnicas y habilida-
des del equipo directivo, el orientador del centro,
los tutores y profesores.

• La divulgación de los objetivos y la implica-
ción en el proyecto del alumnado y de los padres y
madres.

• Crear espacios para la reflexión y el trabajo
en equipo del profesorado para trabajar los valo-
res de manera integral y para superar además la
inercia del profesorado a trabajar individualmente.

¿Qué cambios son necesarios en el profe-

sorado? 

• El compromiso docente con la educación en
valores de todo el colectivo docente es esencial
por lo que no debe depender del voluntarismo.

• Hasta el momento el profesorado de secun-
daria no han sido educados ni formados para rea-
lizar una función educadora.

• La esencia de la educación es y deberá
seguir siendo la relación alumno-profesor, por lo
cual resulta imprescindible invertir en formación
del profesorado en metodología didáctica y en
habilidades sociales y educativas para lograr:

– Cambios de actitud que favorezcan la escu-
cha activa, el diálogo y la cooperación con los
alumnos y alumnas, alejándonos de modelos
autoritarios.

– Establecer relaciones afectivas, y de acom-
pañamiento, de orientación, de reconocimiento, de
valoración, y no de inculcación ni adoctrinamiento.

– Formación adecuada en pedagogía, psicolo-
gía, resolución de conflictos y actuación ante la
diversidad.

– Que no se olvide que la formación en valores
se sustenta ante todo en el ejemplo y en la emula-
ción de modelos de referencia.

– El profesorado de secundaria se halla en
muy buena disposición para ser formado en valo-
res ya que percibe que cada día la situación de
los centros es más conflictiva y es consciente de
sus carencias en la formación inicial en estas
materias. Esta formación debe incorporarse desde
los estudios iniciales en la Universidad.

– La Universidad debe asumir un papel mucho
más activo en el proceso de formación continuada
del profesorado.

¿En qué sentido debería cambiar el sistema

educativo para hacer posible que el profesora-

do asuma el cambio?

• Los Centros requieren una mayor autonomía
organizativa y de gestión para acomodar el currí-
culum, las competencias educativas y su organi-
zación interna a los objetivos educativos.

• Es necesario modificar el sistema de gestión
de los centros reforzando y apoyando la función
directiva y dotándola de las atribuciones precisas
para poder impulsar el buen hacer profesional y
para poder intervenir en los casos de flagrante
inhibición, cuando no obstrucción, al desarrollo de
los objetivos docentes.

• Es necesario establecer equipos docentes
más reducidos. Un alumno no puede ser educado
con 10 profesores al mismo tiempo.

• El Estatuto de la Función Pública debe con-
templar medidas para la mejora del sistema de
provisión de puestos de trabajo y para posibilitar la
configuración de equipos docentes más estables y
eficaces.

• Se aconseja modificar el actual sistema de
Consejos Escolares a fin de hacerlo más realista y
operativo.

• Para la formación de nuestros futuros y futu-
ras ciudadanas no debieran escatimarse los
medios económicos.

¿Qué sistemas permiten el impulso de las

buenas prácticas?

• Existe una escasísima investigación del
impacto real de los distintos modelos educativos y
de las distintas intervenciones educativas en la
modificación de valores y conductas.

• Resulta necesario invertir en la investigación
de la eficacia de modelos, e intervenciones educa-
tivas etc. Para ello es esencial la cooperación
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entre los Departamentos de Educación y las Uni-
versidades.

• Debe potenciarse el movimiento asociativo de
los profesionales docentes y la estrategia de coo-
peración en red, impulsando foros de encuentro
para el intercambio de experiencias de buenas
prácticas, de materiales, etc.

Propuestas para dar continuidad al encuentro

• Consensuar un currículum de mínimos entre
todas las organizaciones e instituciones de Nava-
rra que estamos acercándonos a los Centros Edu-
cativos con diferentes contenidos relacionados
con la educación en valores, para evitar bombar-
dear constantemente a los Centros Docentes con
nuevos contenidos o con objetivos inasumibles.

• El modelo de “Gestión de la convivencia” que
se viene aplicando de forma piloto en algunos
Centros Educativos de Navarra puede ser una
buena forma de empezar.

4.1.6. ESTRATEGIA DE IMPLICACIÓN SOCIAL EN
EDUCACIÓN PARA LA CONVIVENCIA

En los últimos años es creciente la preocupación
social por el incremento de actos violentos en los
que se ven envueltos jóvenes y adolescentes. Los
conflictos de convivencia y el maltrato han llegado
también a la escuela, constituyendo una honda pre-
ocupación tanto de padres como docentes.

Todos los expertos coinciden en la necesidad
de oponer a la violencia un proyecto educativo
integral, con un enfoque social y preventivo, que
promueva los valores de la convivencia y que
implique a toda la sociedad en el empeño.

La escuela sola no puede completar el proceso
educativo, y por ello los expertos recomiendan reali-
zar actuaciones coordinadas por parte de las distin-
tas instituciones a fin de crear el clima social preci-
so para que la Sociedad en su conjunto asuma su
responsabilidad educativa. Los profesores necesi-
tan sentirse legitimados y apoyados social y moral-
mente. Padres, profesores y medios de comunica-
ción han de emitir mensajes coherentes.

Consciente de esa necesidad la Defensora del
Pueblo y el Rector de la Universidad Pública, pro-
pusieron personalmente al Consejero de Educa-
ción, al Presidente del Parlamento, y a los presi-
dentes de la Federación de Municipios, de la
Asociación de la Prensa, de las Asociaciones de
Padres y Madres, de los Directores de Instituto,
del Consejo Escolar y del Consejo de la Juventud,
desarrollar una iniciativa conjunta para trata de

implicar a toda la sociedad en un Proyecto Social
de Educación para la Convivencia.

Instituciones Participantes en la Iniciativa

• Defensora del Pueblo de Navarra.

• Universidad Pública de Navarra.

• Departamento de Educación del Gobierno de
Navarra.

• Asociación de Directores de Institutos de
Enseñanza Secundaria de Navarra.

• Consejo Escolar de Navarra.

• Confederación de Asociaciones de Padres y
Madres CONCAPA.

• Federación de Padres y Madres HERRIKOA.

• Consejo de la Juventud de Navarra.

• Asociación de la Prensa en Navarra.

• Federación de Municipios y Concejos de
Navarra.

La Defensora del Pueblo solicitó a cada una de
dichas instituciones que se comprometiera a
impulsar diversas iniciativas para lograr que la
sociedad en su conjunto asuma su responsabili-
dad en el fomento de la educación para la convi-
vencia.

Así mismo con dicho objetivo, en noviembre
del 2005, se desarrolló, en la Universidad Pública
de Navarra, un Taller de “Estrategias para la impli-
cación social en Educación para la Convivencia”
con la participación de todos las instituciones cita-
das. De la iniciativa se dio traslado también a los
distintos Grupos Parlamentarios y Medios de
Comunicación cuya colaboración en el proyecto se
consideró necesaria.

El Taller, fue inaugurado por la Defensora del
Pueblo y el Rector de la Universidad Pública y fue
clausurado por el Consejero de Educación del
Gobierno de Navarra. Contó con la participación
activa de los máximos representantes de todas las
instituciones participantes en la iniciativa que
mostraron su apoyo a la estrategia de implicación
social y se comprometieron a desarrollar iniciati-
vas específicas en su ámbito competencial.

El Taller nos permitió así mismo conocer la
experiencias de los Ayuntamientos de Burgos y
Gijón, ciudades que se han destacado por su acti-
va implicación en proyectos de educación ciuda-
dana y convivencia.

Tras las diversas reuniones mantenidas entre
la Defensora del Pueblo y los responsables de las
distintas Instituciones Participantes y tras el deba-
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te producido en el contexto del Taller se pusieron
de manifiesto los siguientes principios de acuerdo:

Iniciativa de coordinación institucional

Se constata la necesidad de desarrollar una
estrategia coordinada y activa dirigida a “Implicar
a la Sociedad en la Educación para la Convivencia
y lograr que los docentes se sientan apoyados
social y moralmente” y por ello se considera nece-
sario:

• La elaboración de una “declaración conjunta”
que promueva la implicación activa de la Sociedad
Navarra en la Educación para la Convivencia y
que sirva de apoyo explícito a la labor del personal
docente e impulsar que el máximo número de ins-
tituciones y organizaciones públicas y privadas se
adhieran a la misma.

• Proponer a los Grupos Parlamentarios que
realicen una declaración pública unánime de
apoyo a la labor del personal docente y a la Estra-
tegia de Educación para la Convivencia.

• Impulsar que los Ayuntamientos se adhieran
a la iniciativa poniendo en marcha “Campañas
municipales de Educación para la convivencia”.

• Solicitar la implicación activa de los medios
de comunicación, cuya colaboración resulta cru-
cial para sensibilizar a la sociedad sobre la res-
ponsabilidad de todos en la educación y para
transmitir de modo positivo y responsable la com-
pleja realidad del proceso educativo, evitando
incurrir en el alarmismo.

• Que se refuerce el “Plan de mejora de la
Convivencia” aprobado por el Departamento de
Educación para prestar el apoyo necesario a los
equipos docentes de manera que se garantice su
extensión y aplicación efectiva en todos los cen-
tros de Navarra.

• Que se refuercen las actividades de forma-
ción pedagógica integral del Profesorado en mate-
ria de convivencia, educación en valores, en habi-
lidades sociales y emocionales y escucha activa; e
impulsar la formación de pregrado de los universi-
tarios en estas materias.

• Impulsar y apoyar las iniciativas sociales de
educación no formal, las actividades de tiempo
libre y la labor de los mediadores juveniles.

• Desarrollar iniciativas para apoyar la labor
educativa de los padres y madres.

• Formular estrategias directas e indirectas
encaminadas a sensibilizar, motivar e implicar a
los Padres y Madres en el proceso educativo.

• Concienciar a la sociedad de la trascenden-
cia de los medios audiovisuales como elementos
trasmisores de valores, contravalores y modelos
de comportamiento y, por tanto, de la necesidad
de acompañar a sus hijos en el uso responsable
de los mismos.

• Fomentar la participación democrática de los
alumnos en la elaboración de normas de convi-
vencia, pactos de aula, pactos personales, etc,
para lograr que las asuman como propias, impul-
sando un modelo integral que incorpore medidas
de tipo relacional y no únicamente punitivo en la
resolución de conflictos.

• Colaborar en la realización de acciones con-
juntas de sensibilización social para promover los
valores de la Educación en la Convivencia, solici-
tando la implicación en el proceso a los principa-
les líderes sociales.

• Impulsar actividades de investigación especí-
fica sobre hábitos y actitudes de convivencia de
niños y adolescentes.

• Realizar un seguimiento anual de la evolución
del proceso y de la eficacia de las medidas adop-
tadas por las distintas organizaciones e institucio-
nes participantes.

Solicitar a cada una de las organizaciones e
instituciones participantes que se comprometa asi-
mismo a poner en marcha acciones específicas
en su ámbito de competencia para el logro de
estos objetivos.

Oportunidad del Taller y situación actual.

Tras la realización del Taller han sido diversas
las iniciativas adoptadas por las distintas Institu-
ciones participantes para activar la conciencia de
la Sociedad en esta materia y para promover su
implicación.

En los últimos meses ha sido constante la pre-
sencia en los medios de comunicación de la pro-
blemática de la mal llamada “violencia escolar” lo
que ha seguido poniendo de manifiesto la oportu-
nidad y vigencia de la iniciativa propuesta por la
Defensora del Pueblo.

Tanto el Departamento de Educación como las
Asociaciones de Padres, el Consejo Escolar, etc
han desarrollado diversos encuentros para promo-
ver los principios y valores de la convivencia y
aunque queda mucho por hacer parece que se
está iniciando el camino adecuado.

A la hora de redactar este Informe Anual se
dispone ya de un borrador de Declaración Institu-
cional que se pretende consensuar y proponer a
los distintos Grupos Parlamentarios y está prevista
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la realización de sendos encuentros entre Medios
de Comunicación y Profesionales de la Docencia
así como entre APYMAS y Ayuntamientos, iniciati-
vas que pretende seguir promoviendo la implica-
ción social en la educación para la convivencia.

RESUMEN DE IDEAS EXPUESTAS EN EL TALLER

La preocupación creciente por el incremento
de la conflictividad escolar que tiende a vincularse
con el incremento de la violencia social está en la
calle, donde escuchamos con frecuencia que
“alguien debiera hacer algo”.

Incremento de la violencia social.

• La violencia social tiene causas complejas
pero su incremento reciente parece fruto del
modelo social en el que vivimos y de los valores o
contravalores que trasmite nuestra sociedad que
no ha sabido o no ha podido sustituir exagerados
principios de autoridad, por otros basados en la
responsabilidad y el respeto individual y colectivo
a los valores humanos.

Por su parte la violencia juvenil tiene lugar en
todos los ámbitos en los que los jóvenes desarro-
llan su proceso vital y de socialización, no solo ni
principalmente en el ámbito escolar. Las causas
que generan la violencia están fuera de la institu-
ción escolar y afectan a un número reducido de
alumnos pero que generan situaciones muy alar-
mantes y por efecto de la concentración se hacen
más visibles en el ámbito escolar.

Frente a esta situación, la sociedad vuelve los
ojos siempre a la escuela, en demanda de res-
puesta, e incluso la culpabiliza de esta situación;
olvidando que los alumnos se educan, no sola-
mente en ese entorno, sino en diversos entornos, y
a través de distintos canales. La escuela realmente
apuesta por la educación en la convivencia pero
con frecuencia se siente sola en este empeño.

La sociedad basada en un modelo único ha
sido sustituida por una sociedad compleja. Los
nuevos tiempos han traído consigo nuevos y posi-
tivos valores de autonomía, libertad e igualdad
que no debemos minusvalorar pero, al mismo
tiempo, la nueva organización de las familias, la
falta de tiempo de cuidado y la crisis de los mode-
los educativos familiares y los contravalores socia-
les que los medios audiovisuales en un entorno
dominado por el relativismo está teniendo como
efecto perverso la impotencia de los padres a la
hora de poner límites a sus hijos.

Educar se ha hecho mucho más difícil en un
mundo tan complejo. Eso explica el desconcierto

que reina en torno a la educación tanto entre
padres como entre profesores.

Conflictividad escolar creciente.

Aunque con carácter general en el medio esco-
lar no puede hablarse propiamente de violencia
sino más bien de una conflictividad e indisciplina
escolar creciente, es cierto que en ocasiones se
producen sucesos más o menos alarmantes que
acaparan la atención de los medios de comunica-
ción, que están obligados a informar de ella.

Los problemas de convivencia y “bullying” en el
entorno educativo han existido siempre, aunque,
afortunadamente en los últimos años, estamos
asistiendo a un proceso de mayor sensibilización
social ante el problema.

Los grandes titulares que acaparan la atención
de los medios de comunicación hacen referencia
sobre todo a hechos excepcionales, pero que
asientan sobre los tradicionales problemas de
convivencia y maltrato entre escolares por posicio-
nes de abuso y dominación, fenómeno sin duda
más generalizado pero que afortunadamente en
los últimos años han dejado de permanecer ocul-
to, y ha pasado a ser considerado como un verda-
dero problema psicológico, educativo y social que
es necesario erradicar.

En todo caso es importantísimo reseñar que
“Los padres y madres consideramos que los cen-
tros educativos son centros de convivencia. Cree-
mos que no se corresponde a la realidad la ima-
gen de los centros educativos como focos de
violencia puesto que, si no, no llevaríamos a nues-
tros hijos e hijas a los mismos”.

La implicación de la sociedad en la educación
en la convivencia, como antídoto de la violencia.

Todos los expertos coinciden en la necesidad
de oponer a la violencia un proyecto educativo
integral, con un enfoque social y preventivo, que
promueva los valores de la convivencia y que
implique a toda la sociedad en el empeño.

Los expertos nos recuerdan que la escuela
sola no basta; y que para educar a un niño hace
falta toda la tribu. Nos insisten en que no sólo con
una activa concienciación e implicación de la
sociedad puede ser posible modificar de forma
significativa valores que hoy transmitimos a nues-
tros niños y adolescentes.

En todo caso, en un clima social de normas
claras, legalmente y democráticamente elegidas y
asumidas por todos, en el que padres y profesores
tienen claro su papel socializador, y la opinión del
menor es tenida en cuenta, cabe esperar que apa-
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rezcan menos problemas de violencia interperso-
nal que en un entorno de reglas arbitrarias, inco-
herentes e injustas.

La puesta en marcha de una estrategia para
implicar a la sociedad en la educación para la con-
vivencia resulta, por tanto, esencial y exige la par-
ticipación de todos los estamentos institucionales,
sociales y económicos, porque todos somos res-
ponsables de la situación que hoy vivimos. Toda-
vía estamos a tiempo de actuar con medidas pre-
ventivas, pero no debemos demorarnos.

La responsabilidad e implicación de los

padres.

Es absolutamente imprescindible que los
padres comprendamos que somos los principales
responsables de la educación de nuestros hijos.
“Son lo que son porque los padres los hemos edu-
cado de determinada manera: bien o mal.” La
labor de los profesores aun siendo muy importante
debe ser complementaria.

Es necesario que eduquemos a nuestros niños
y adolescentes en el respeto al otro, al diferente o
al discapacitado y sobre todo es esencial que
fomentemos la empatía con los sentimientos y el
dolor que provocan en la víctima el abuso de
poder y la humillación.

Debemos poner límites claros a nuestros hijos
y sobre todo ayudarles a comprender por qué
dichos límites son necesarios para convivir con los
otros.

Debemos reforzar en nuestros niños y adoles-
centes el concepto de responsabilidad por sus
propios actos y en ningún caso debemos restar
importancia a los abusos que pudieran realizar
diciendo que “son cosas de chicos”.

Debemos asimismo concienciarles de que
todos y todas somos responsables si permitimos,
con nuestro silencio, que las situaciones de abuso
se sigan produciendo.

Resulta indispensable que la Administración y
la Sociedad en su conjunto apoye de forma decidi-
da la participación de la familia en el proceso edu-
cativo y que los padres seamos conscientes de
que es esencial nuestra participación en los pla-
nes y normas educativas y de convivencia del
centro escolar al que asisten nuestros hijos.

Para lograr una mayor implicación de los
padres es necesario que perciban que el Sistema
Educativo realmente les ayuda a resolver los pro-
blemas educativos, para los que nunca nadie les
ha formado. Las escuelas de padres y madres
pueden ayudar a ello.

Para implicar a los padres debiéramos optar
por estrategias de aproximación indirecta sin crear
alarmismo. Los padres si estamos interesados en
que nos den pautas adecuadas de cómo se
puede utilizar bien la televisión, Internet, o los
videojuegos, o que los profesores se reúnan con
nosotros para explicarnos a principio de curso las
normas del colegio o como participar en el Plan
de Convivencia.

La responsabilidad de los medios audiovi-

suales en la formación de valores.

Los mensajes dominantes y los modelos de
referencia que los medios audiovisuales proponen
a la juventud son los del éxito fácil, la superficiali-
dad, la evasión de la realidad. Sin embargo el
mercado laboral premia y exige una fuerte prepa-
ración, la competitividad y la lucha individual por la
supervivencia. Es decir, se cae en el terrible
absurdo de educar a los jóvenes en la comodidad
y en la falta de esfuerzo para insertarlos en una
sociedad tremendamente competitiva y dura.

El número de horas que pasan al año en el
colegio los niños entre cuatro y doce años es simi-
lar al número de horas que dedican a ver la televi-
sión. De ese tiempo, solo el 25% corresponde a
programas infantiles y además dos de cada tres
padres reconocen abiertamente que no controlan
los programas que ven sus hijos.

La responsabilidad del Sistema Educativo

La escuela se manifiesta como un ámbito
social idóneo para la construcción de una convi-
vencia intercultural y por tanto el Sistema Educati-
vo tiene que poner todos los medios adecuados
para que esa convivencia se produzca.

El Sistema Educativo ya está apostando por la
Educación para la Convivencia, pero hasta ahora
en este empeño la escuela se ha sentido muy
sola. Los docentes manifiestan que con frecuencia
se enfrentan a un continuo pulso con bastantes
padres y madres: un pulso en el que se sienten
desautorizados, presionados y controlados, y
reclaman, por tanto, urgentemente apoyo social y
moral.

La convivencia es una construcción social.
Donde hay roce tiene que haber conflictos y por
tanto en el medio escolar debemos saber afrontar
las situaciones conflictivas que es inevitable que
surjan en algún momento. Y debemos afrontarlas
con un enfoque de mejora y como oportunidad
educativa.

Para afrontar con éxito el problema de la Con-
vivencia en la Escuela debemos desarrollar Pla-
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nes de Convivencia desde una concepción de un
modelo global e integral.

Un Modelo Global en el sentido de que implica
a toda la comunidad educativa: alumnos, padres y
profesores.

Un Modelo Integrado, porque aúna el modelo
tanto los aspectos preventivos, las actividades
relacionales y en última instancia los sistemas
coercitivos.

Afrontar los conflictos con una orientación rela-
cional implica ayudar a las partes en conflicto a
solventar sus diferencias lo que exige formar a los
niños y adolescentes en habilidades sociales y
emocionales lo que sin duda contribuirá a su edu-
cación integral con un indudable efecto preventivo.

Desde el sistema educativo debemos fomentar
una autoridad positiva, que realmente tenga por
objeto ayudar al niño o la niña a desarrollarse
como individuo o como miembro de una comuni-
dad. Pero esto no va a ser posible si la escuela no
se abre al entorno: la idea que debemos reforzar
es que el centro escolar es parte de la comunidad,
y toda ella tiene que participar en el proceso edu-
cativo.

Debemos ayudar a nuestros jóvenes a com-
prender la necesidad de establecer límites y cum-
plir normas de convivencia y debemos enseñarles
a participar en su elaboración mediante procedi-
mientos democráticos y participativos.

El papel de los medios de comunicación en

la sensibilización social.

Una adecuada información sobre el “bullying”
escolar puede ser sin duda socialmente muy posi-
tiva para concienciar a la Sociedad y sobre todo a
los propios alumnos para que no se minusvalore
su importancia y se rechace toda forma de abuso
y dominación.

Para que la información que ofrecen los
medios de comunicación ayude verdaderamente a
la solución del problema es necesario que la
misma sea rigurosa y diferencie de forma adecua-
da la conflictividad e indisciplina escolar, el “bull-
ying escolar” y el incremento de la violencia social,
fenómenos que aunque puedan compartir ciertos
factores causales son manifiestamente diferentes
entre sí.

• Evite el alarmismo.

• No focalice el problema en exclusiva en la
escuela.

• Evite la estigmatización de determinados
centros o colectivos.

• Enfoque el problema del “bullying escolar”
como un fenómeno que hasta el presente ha per-
manecido oculto y con el que debemos acabar
gracias a la mayor sensibilización social ante el
problema.

• Ante los casos de conflictividad o violencia
grave que puedan ocurrir en la escuela evite
extenderse en detalles morbosos que, lejos de
contribuir a la solución del problema, pueden en
ocasiones a desatar el deseo de mimetizar los
actos denunciados, con el único fin de convertirse
en protagonistas de la noticia.

• No olvide resaltar los aspectos positivos y los
esfuerzos realizados para recuperar el clima de
convivencia.

• Trate de implicar y responsabilizar a toda la
sociedad en la adecuada formación en los valores
de la convivencia y respeto al otro.

Los alumnos corresponsables de su propia

educación

Mientras el alumno, el joven, no se sienta, en
función de su edad, corresponsable de su educa-
ción, tendremos poco que hacer.

Es preciso que los alumnos sientan que la con-
vivencia es importante para ellos, que el regla-
mento de régimen interno es también suyo, lo que
obliga a implicarles en el proceso buscando pac-
tos de aula o incluso pactos personales.

No basta con imponerles límites es necesario
además ayudarles a comprender por qué dichos
límites son necesarios.

Ese clima de respeto y de participación entre
alumnado y profesorado es esencial para el éxito
del proyecto.

El papel que pueden jugar los Ayuntamientos 

Tal como pone de manifiesto el preámbulo de
la Carta de Ciudades Educadoras “Hoy más que
nunca la ciudad, grande o pequeña, dispone de
incontables posibilidades educadoras”.

Los ayuntamientos pueden y deben implicarse
en un proyecto de educación por la convivencia
porque son la Administración más cercana al indi-
viduo y cuentan además con importantes compe-
tencias en materias como la seguridad; la presta-
ción de servicios sociales; la promoción y
reinserción social; la cultura, el deporte y la ocupa-
ción del tiempo libre, la promoción de la enseñan-
za, la vigilancia de la escolaridad obligatoria; y tra-
bajan también en programas de empleo,
programas de integración social, la lucha contra la
droga o la dinamización sociocultural.
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Los Ayuntamientos están en condiciones de
desplegar o reforzar sus capacidades para colabo-
rar en la empresa común de erradicar la cultura de
la violencia.

Cuentan para ello con programas culturales,
deportivos y de ocio y en algunos casos incluso
cuentan con Concejalías de Juventud.

Disponen de programas de animación socio-
cultural y de empleo, y de sistemas de apoyo
social para quienes, en un momento dado, necesi-
tan del sistema para salir adelante.

Tienen también capacidad para poner en mar-
cha campañas de sensibilización, de información
o de movilización.

Disponemos también por último de una policía,
que hace de la cercanía, entendida en este senti-
do literal, pero también amplio, un valor añadido
nada despreciable.

Los Ayuntamientos podrían poner en marcha
un programa que podría comenzar por propuesta
a los plenos de la aprobación formal de un com-
promiso para trabajar en el marco de una estrate-
gia foral de implicación social en educación para
la convivencia y que debería llevar aparejado un
proceso reflexivo y de análisis de la realidad muni-
cipal, y la puesta en marcha de algunas actuacio-
nes específicas al respecto.

La propia Federación de Municipios podría estu-
diar y elaborar un elenco de posibles actuaciones
susceptibles de ser asumidas por los ayuntamien-
tos, que decidieran incorporarse a esta iniciativa.

La educación no formal. Ocio y tiempo libre.

Es preciso reconocer el trabajo que ya vienen
realizando algunos centros educativos, algunos
profesores y profesoras, en centros de atención a
la mujer y en centros de salud, en las asociacio-
nes juveniles, en las ONGs, en los equipos pre-
ventivos, infantojuveniles, de asociaciones y de
servicios sociales.

Es necesario apostar de manera decidida por
los equipos infanto juveniles de los barrios, a la
educación en el tiempo libre, a la educación no for-
mal que realiza una labor crucial en los colectivos
de más alto riesgo de desarraigo social, dotándola
de más medios y subvenciones con una política
activa de aprovechamiento de los espacios y los
recursos de la comunidad para los jóvenes.

4.1.7. CAMPAÑA DE PROTECCIÓN DEL MENOR EN
INTERNET

En el último trimestre del 2005 la institución de
la Defensora del Pueblo, en colaboración con la

Asociación Protégeles, puso en marcha diversas
iniciativas para divulgar normas de protección de
los niños frente a los contenidos inadecuados de
Internet y sensibilizar a padres y madres para que
aprovechen de forma segura todo el potencial
educativo que brinda dicho medio.

El propio Consejo de Europa ha mostrado su
preocupación por este asunto y nos recuerda la
responsabilidad que todos tenemos en esta mate-
ria. La de los propios padres que con demasiada
frecuencia hacen dejación de su responsabilidad
ante el consumo mediático de sus hijos. La de la
escuela que no está jugando el papel educativo
que podría y debiera jugar y la de las Administra-
ciones que sin duda han de entrar a regular en
alguna medida este sector.

Igualmente las Jornadas de Coordinación de
los Defensores del Pueblo de las Comunidades
Autónomas y el Defensor del Pueblo de España,
celebradas en Alicante en el mes de octubre, que
estuvieron dedicadas de forma monográfica a la
Protección de los Derechos del Menor, concluye-
ron que era necesario concienciar a la Sociedad
sobre la necesidad de adoptar medidas para
mejorar la protección de los menores frente a los
riesgos de las nuevas tecnologías y de forma
específica ante los riesgos de Internet.

En un mundo globalizado, Internet se ha con-
vertido en un instrumento imprescindible y sus
beneficios educativos y culturales marcan un hito
histórico en la evolución del ser humano, al modifi-
car y ampliar su percepción y comprensión sobre
la realidad que le rodea.

Pero si las ventajas de Internet para lo meno-
res son indiscutibles, también lo son los riesgos
que se derivan de la proliferación de contenidos
inadecuados o peligrosos para su formación. Los
menores se han apuntado al carro de la tecnolo-
gía y navegan “en solitario” por un nuevo mundo
de relaciones y conocimientos que a muchos
padres les es completamente ajeno.

Un 41% de los niños europeos consultados
han accedido, sin buscarlos, a contenidos nocivos
y perjudiciales en “La red”, y no sólo de pornogra-
fía. Abundan las páginas con contenidos violentos,
racistas o xenófobos, las que hacen apología de la
bulimia y la anorexia, etc. La proliferación de la
ciberdelincuencia es también especialmente peli-
grosa para los menores.

Los menores participan con frecuencia en
foros y chats de temática abiertamente sexual,
donde son objeto de acoso o facilitan ingenua-
mente datos personales. Más de un 10% de los
niños/as de 10 años encuestados afirma haber
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acudido a una “cita a ciegas” con personas que
han conocido a través de Internet.

La mayoría de los peligros que existen en
Internet para los menores no son nuevos, lo nuevo
de Internet es que supone un significativo incre-
mento del riesgo, sobre todo cuantitativo ya que
se ha incrementado de forma geométrica el núme-
ro de contactos posibles. Cada día surgen miles
de páginas nuevas, lo que dificulta enormemente
su control.

Internet es una ventana que da a una enorme
plaza pública a través de la cual nuestros hijos e
hijas establecen nuevas relaciones, acceden a
información sobre todo tipo de temas, pueden
conocer a todo tipo de personas, ver todo tipo de
cosas.

Los padres que siempre nos hemos preocupa-
do de educar a nuestros hijos para prevenir situa-
ciones de riesgo en el mundo real y que tanto les
insistimos en que no hablen con extraños, que no
acepten regalos de desconocidos, ni anden solos
por “calles” inseguras descuidamos con frecuencia
los contactos que mantienen a través de Internet.

Hemos de comprender que hoy para nuestros
hijos Internet es el mundo real. Todo lo que está
en la calle se encuentra también en Internet. Todo.
Tanto lo bueno como lo malo. Nuestros hijos acce-
den en muchos casos desde la intimidad de su
propia habitación, sin control o asesoramiento
alguno y a veces desde edades muy tempranas.

Consciente de esta situación la Institución, con
la colaboración de la Asociación “Protégeles”, puso
en marcha una Campaña de Protección del Menor
en Internet con contempló los siguientes objetivos
y acciones:

OBJETIVO GENERAL

• Mejorar el conocimiento de los padres, educa-
dores y de los propios menores de cómo proteger-
se de los riesgos de Internet para que puedan
aprovechar mejor las indudables oportunidades
que ofrece.

ACCIONES:

• Campaña Publicitaria de Sensibilización.

• Mesa Redonda Divulgativa.

• Organización de Charlas Divulgativas para
Alumnos y Padres en Centros Docentes.

• Propuesta de regulación del acceso de meno-
res a Internet en Cibercentros y Bibliotecas Públi-
cas.

CAMPAÑA PUBLICITARIA DE SENSIBILIZACIÓN.

• Coincidiendo con la época navideña, la insti-
tución de la Defensora del Pueblo, puso en mar-
cha una campaña publicitaria bajo el eslogan “Me
vas a dejar sola”, y que se orientaba a los siguien-
tes objetivos:

Objetivos específicos:

Sensibilizar a los padres sobre el potencial
beneficioso de Internet y la necesidad de reducir
la “brecha tecnológica entre padres e hijos”

Divulgar consejos y medios existentes para
proteger a los menores de los contenidos indesea-
bles.

Acciones:

Población diana: padres y madres de menores
de 13 años.

Medios publicitarios:

Emisión de cuñas publicitarias en Emisoras de
Radio con el siguiente guión:

Sonido/ambientación

Familia cenando en la cocina, cubiertos, etc.
Se escucha un comentario: “¡Siéntate bien!”

Personaje 1 [niño/a con voz infantil muy marca-
da]

“Papá, mamá: después de cenar he quedado
con alguien que no conozco para ir a un sitio en el
que me han dicho que hay de todo”.

Personaje 2 [padre o madre ]

“¿Qué?”

Personaje 1 [niño/a con voz infantil muy marca-
da ]

“Sí, voy a navegar por Internet”

Locutor

“Si educas y proteges a tus hijos en el mundo
real, ¿por qué no lo haces en Internet?”

“Comparte con ellos este nuevo mundo y ayú-
deles a navegar seguros”.

Locutora

Defensora del Pueblo de Navarra. En defensa
del menor.

Edición de 120.000 dípticos informativos con
“Consejos para padres sobre medidas de protec-
ción” que fueron distribuidos como un encarte en
la prensa local.
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El díptico aportaba información básica sobre
algunos de los riesgos más frecuentes e incluía
como consejos para una navegación más segura.
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Edición y distribución de 5.000 carteles de la
campaña.

El coste de la campaña publicitaria ascendió a
más 12.000 € y corrió a cargo íntegramente de la
institución de la Defensora del Pueblo de Navarra.



MESA REDONDA DIVULGATIVA

Con el objetivo de profundizar en los conteni-
dos de la campaña se consideró oportuna la reali-
zación de una Mesa Redonda de carácter divulga-
tivo dirigida de forma prioritaria a responsables de
Centros Educativos y de Asociaciones de Padres
y Madres.

Objetivos específicos:

• Sensibilizar a los padres de la necesidad de
profundizar en el conocimiento del tema.

• Dar a conocer los Objetivos y Acciones de la
Campaña.

• Ofertar a Padres y Profesores el Plan de
Acción en Centros Docentes.

La Mesa Redonda tuvo lugar el día 20 de
diciembre en el Hotel Iruña Park de Pamplona y
contó con la presencia de don Guillermo Cánovas
Gaillemin, Presidente de la Asociación Protégeles,
organización especializada en la protección del
Menor frente alos riesgos de las nuevas tecnologí-
as, de don Juan Salom Clotet, Comandante del
Grupo de Delitos Telemáticos de la Guardia Civil,
máximo experto nacional en la persecución de los
delitos telemáticos y de don Manuel Campillo
Meseguer, Profesor y Director IES Benjamín de
Tudela.

En su intervención don Manuel Campillo puso
de manifiesto que la universalización progresiva
de las nuevas tecnologías de la información y la
comunicación está llamada a marcar un hito histó-
rico en la evolución del ser humano, al modificar y
ampliar su percepción y comprensión sobre la rea-
lidad que le rodea y sobre el mundo en el que
vive. Pero esta revolución social inducida por las
nuevas tecnologías no afecta por igual a todos. La
denominada “brecha tecnológica”, separa a quie-
nes han incorporado las nuevas tecnologías a su

realidad personal y profesional de quienes, por su
edad o por su capacidad, están perdiendo ese
tren del futuro.

Desgraciadamente el papel decisivo que las
nuevas tecnologías de comunicación tienen ya
hoy en la formación de la personalidad de nues-
tros menores, parece estar pasando desapercibi-
do para una buena parte de los adultos que care-
cen de la formación y la información necesaria
para utilizar estas nuevas herramientas, tan pre-
sentes en el mundo de sus hijos.

Por su parte don Guillermo Cánovas presentó
diversos estudios recientes que ponen de mani-
fiesto que, si bien las ventajas de Internet para los
menores son indiscutibles, existen importantes
riesgos derivados de la proliferación en este
medio de contenidos perjudiciales, inadecuados o
peligrosos. No sólo la pornografía está presente
en la red sino que también abundan las páginas
con contenidos violentos, racistas o xenófobos, las
que incitan a la drogadicción o la comisión de
actos delictivos, las que fomentan la incorporación
a sectas destructivas o hacen apología de la buli-
mia y la anorexia.

Los riesgos de Internet se incrementan todavía
más cuando los menores hacen uso de las posibi-
lidades de comunicación directa con otras perso-
nas que ofrece la Red a través de foros y chats, y
el mayor riesgo lo afrontan aquellos menores que
inocentemente, facilitan a sus interlocutores en los
chats datos personales, como su teléfono o su
dirección, etc.

Si bien es cierto que no debemos caer en el
alarmismo, tampoco debemos frivolizar ni banali-
zar la realidad.

Algunos de los datos más significativos a los
que hizo alusión Guillermo Cánovas son los
siguientes:
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Don Juan Salom puso de manifiesto que los
delincuentes han aprendido rápidamente a apro-
vechar las posibilidades de anonimato que ofrece
la Red y que existen importantes dificultades téc-
nicas y jurídicas que dificultan la persecución de
delitos que en muchos casos se cometen desde
fuera de nuestras fronteras, y por tanto tienen
carácter transnacional. En su opinión es esencial
lograr que Internet deje de ser un espacio de
impunidad y que los delitos en la Red sean perse-
guidos con la máxima eficacia.

Pero esto no será suficiente ya que en la red
existe un elevado número de sitios que pueden
ser calificados de perjudiciales o inadecuados
para los menores, pero que no son ilegales, lo que
impide que sean objeto de persecución penal. Por
eso es esencial la adopción de medidas que impi-
dan, o cuando menos dificulten el acceso de los
menores a este tipo de contenidos.

La concienciación y la formación de los propios
menores en el uso responsable y seguro de Inter-
net es una tarea ineludible y en la que deben impli-
carse las propias familias y los centros docentes.

PLAN DE ACCIÓN EN CENTROS DOCENTES.

Para divulgar los consejos se consideró así
mismo necesario organizar Charlas Divulgativas
en los propios centros docentes de las distintas
localidades de Navarra.

Objetivos específicos:

• Informar de forma directa a los menores de 2º
y 3º de la ESO sobre la importancia de conocer y
respetar las normas básicas de seguridad.

• Informar de forma directa a Profesores así
como a Asociaciones de Padres y Madres sobre el
potencial de INTERNET y divulgar consejos y
medios existentes para proteger a los menores de
los contenidos indeseables.

En la propia Mesa Redonda y también a través
de correo se ofertó a todos los centros de Navarra
la realización de charlas en los propios centros
escolares.

Las charlas se han celebrado en el primer tri-
mestre del año 2006, y su organización ha corrido
a cargo de la Institución de la Defensora del Pue-
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PRINCIPALES PROBLEMAS DETECTADOS

Acceden a la red sin ningún sistema de filtrado. 86%

Desaprovechan INTERNET como fuente de información 
y formación, solo lo emplean como medio de ocio. 66%

Tienen dificultades para encontrar contenidos específicos 
para menores 60%

No ha recibido ningún tipo de información sobre las normas 
básicas de seguridad y dice tener dificultades en el manejo 
de INTERNET. 55%

Afirma haber sido victima de acoso sexual a través de los Chats. 44%

Realiza copias piratas y otras actividades no legales a través
de Internet. 40%

Acceden desde lugares no acondicionados para menores
– Cibercentros. 36%

Acceden con frecuencia a contenidos inconvenientes. 33% 

Tiene conductas de riesgo en los Chats y ha facilitado datos 
personales a desconocidos dirección, teléfono, etc.) 27%

Tiene cierto grado de adicción al juego a través de Internet. 23%

Acceden a Chats específicos de adultos. 18%

Tiempo excesivo de conexión (más de 10 horas semanales) 15%

Está en situación de riesgo de adicción a INTERNET. 11%

Ha acudido a una “citas a ciegas” con desconocidos a través 
de Internet: 14%

No comentó con otras personas su intención de quedar 
con un extraño. 50%

Se encontró con una persona distinta a la que esperaba. 64%

Se encontró con un adulto. 14%
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blo y han sido impartidas por profesionales de la
Asociación Protégeles.

A la hora de redactar esta memoria ya se han
celebrado las charlas previstas en más de doce
localidades de Navarra, si bien los datos se incor-
porarán en la Memoria correspondiente al año
2006.

4.1.8. PUBLICACIÓN NUEVAS UNIDADES DIDÁCTI-
CAS PARA ENSEÑANZA PRIMARIA

Siguiendo con la iniciativa realizada en años
anteriores en el 2005 se procedió a la edición de
nuevas unidades didácticas destinadas a la Cen-
tros de Enseñanza Primaria en concreto se produ-
jeron y distribuyeron los siguientes materiales:

CD con el contenido de
todos los materiales

Carpeta 
Unidades 5-6-7-8

Carpeta 
Unidades 9-10-11-12

Carpeta 
Unidades 13-14-15

Carpeta Unidades 16-17-18-19-20



4.2 MUJER

Nuestra institución desarrolla su función de
defensa de los derechos ciudadanos a través de
cuatro tipos de instrumentos: La Atención a las
Quejas, la Realización de Informes Especiales, las
Actividades de Mediación y Las Iniciativas de
Impulso de los Derechos Ciudadanos. A continua-
ción reflejaremos las actuaciones que a lo largo
del año 2005 hemos llevado a cabo en relación
con la atención a la Mujer mediante cada uno de
estos instrumentos.

4.2.1. ATENCIÓN A LAS QUEJAS INTERPUESTAS
POR MUJERES

A lo largo del año 2005, las mujeres han pre-
sentado un total de 182 quejas ante la institución.
Muchas de dichas quejas no tienen un perfil dife-
renciado sino que hacen referencia a materias tan
dispares como Hacienda o Urbanismo. Por el con-
trario otras quejas si que hacen referencia a pro-
blemas que afectan manera específica a la mujer
o de los que se responsabiliza especialmente las
mujeres por asumir una mayor carga en los cuida-
dos de la familia.
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Fichas diversas

Carpeta Unidades 21-22-23-24-25

Carpeta 
Unidades 26-27-28-29-30



Como puede apreciarse la primera área de
queja de las mujeres es la Sanidad y las causas
específicas que las motivan hacen referencia a la
Atención a la Salud Mental, los Tratamientos de
Infertilidad, la situación de las Listas de Espera,
en Consultas de Ginecología, etc y en las Revisio-
nes de cáncer de mama.

Las quejas relativas a urbanismo y vivienda
ocupan el segundo lugar sin que se detecte una
diferencia significativa por sexo.

Las quejas de Trabajo y Seguridad Social ocu-
pan el tercer lugar y están motivadas por Recono-
cimientos de derechos a prestación, Pensiones
Mínimas etc. y se relacionan en muchos casos
con una situación social reiteradamente denuncia-
da por esta Defensora. Nos estamos refiriendo a
la situación de muchas mujeres mayores que mal-
viven con una pensión de viudedad manifiesta-
mente insuficiente.

Las quejas en el área de Bienestar Social hacen
referencia nuevamente a las Pensiones asistencia-
les y a las deficiencias que detecta la mujer en su
condición de cuidadora principal, es decir quejas
por Atención domiciliaria, Atención sociosanitaria en
salud mental, Ayudas a la familia, etc.

La mujer nuevamente asume un papel protago-
nista a la hora de denunciar insuficiencias en el
ámbito educativo sobre todo las relativas a Alum-
nos con necesidades educativas especiales al
Ciclo Educativo de 0-3 años.

4.2.2. PRESENTACIÓN AL PARLAMENTO DEL
INFORME ESPECIAL DE PROSTITUCIÓN

El día 13 abril de 2005, la Defensora del Pue-
blo presentó ante la Comisión de Régimen Foral
del Parlamento el Informe Especial sobre los
“Derechos Humanos y la Prostitución en Navarra”.

La presentación del Informe tuvo un gran eco
en los medios de comunicación en primer término

por la propia naturaleza de la materia y en segun-
do lugar por la polémica a la que dio lugar en rela-
ción a la falta de control e inspección fiscal de los
locales de alterne.

En su intervención la Defensora del Pueblo jus-
tificó las razones que nos llevaron a priorizar la
actuación en esta materia.

“Al ser el ejercicio de la prostitución una activi-
dad clandestina, exenta de regulación, genera un
submundo propio que podríamos definir como
“alegal” que en muchas ocasiones ampara situa-
ciones de explotación de las personas que la
ejercen, y el menoscabo de sus derechos huma-
nos más elementales.

Por otra parte, el propio reproche social que
esta actividad genera,(con frecuencia no exento
de hipocresía), contribuye a que las afectadas no
se sientan socialmente legitimadas a reclamar
sus derechos como el resto de los ciudadanos
aún cuando sean sometidas a abusos de toda
índole. No es de extrañar, por tanto, que en dicho
contexto afloren las más degradantes situaciones
de indefensión y discriminación con frecuentes
atentados contra la libertad y malos tratos. Esta
situación adquiere especial gravedad en el caso
de menores y e inmigrantes en situación irregular.

Incluso en el limitado porcentaje de casos en
que es aceptada de forma realmente libre, la
prostitución no escapa a los condicionantes que
la convierten en una de las situaciones más
degradantes de la condición humana y de una
enorme vulnerabilidad para la defensa de sus
derechos.

La frivolización de esta realidad no disminuye
la gravedad de esa vulneración, por más que el
colectivo de personas que trabajan en la prostitu-
ción sexual constituya una minoría o por insensi-
ble que una parte de la sociedad pueda ser ante
casos evidentes de forzada segregación social.
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MATERIAS OBJETO DE QUEJA FORMULADAS POR MUJERES Nº de Quejas 

Sanidad 37
Urbanismo y Vivienda 29
Trabajo, Seguridad Social y Extranjeria 19
Bienestar Social 17
Educación 16
Justicia 14
Interior y Tráfico 9
Medio Ambiente 8
Otros 33
TOTAL 182



Una sociedad democrática y socialmente
avanzada no debe tolerar que su bienestar se
alcance a costa de las personas y en detrimento
de otros seres humanos, ni debe permitir que los
derechos básicos sean objeto de compraventa.

Si no lo hacen las Instituciones, dudo que
alguien mueva un dedo para garantizar los dere-
chos de estos ciudadanos y ciudadanas.

Cuando nos enfrentamos a un problema de
tan enorme complejidad socioeconómica y con
tal impacto en los derechos humanos, su aborda-
je no puede centrarse en la pasiva reacción a
improbables reclamaciones individuales ni debe
limitarse a una actuación caso a caso.

Son precisamente situaciones como ésta, en
las que coexisten indefensión y una limitada sensi-
bilidad social, las que más justifican la intervención
de oficio por parte de las Instituciones en general y
de la Defensora muy en particular. Así lo entendió
este Parlamento al otorgar a la Institución, a través
de su Ley reguladora, las competencias oportunas
para la actuación de oficio y la elaboración de
Informes Especiales como el presente”.

En su comparecencia ante el Parlamento, la
Defensora desgranó los distintos apartados del
Informe e hizo referencia a la dificultad de su abor-
daje:

“Es precisamente esta situación heterogénea la
que dificulta consensuar una estrategia global
única, razón por lo que hoy en día coexisten en el
ámbito internacional, de nuestro entorno más cer-
cano, sistemas prohibicionistas, reglamentistas y
abolicionistas, todos los cuales, a pesar de su
buena intención, presentan importantes inconve-
nientes que se reflejan en el Informe junto a una
amplia visión del tratamiento normativo de la prosti-
tución en los diferentes países de nuestro entorno.

La línea divisoria entre ambos campos es la
distinción entre «prostitución libre» y «prostitución
forzada».

Pero, con independencia del debate socioeco-
nómico o incluso ético sobre las causas que lle-
varon a la mujer a iniciarse en este campo, de lo
que no cabe duda es los graves efectos que la
misma acarrea: exclusión familiar y social, graves
problemas de salud física y psíquica, violencia,
drogadicción.

Resulta de especial gravedad el hecho de que
una vez se ha ingresado en el mundo de la prosti-
tución, la mujer, o el hombre, pierde casi totalmente
la libertad para poder escapar de él, ya que, en la
mayoría de los casos, los proxenetas y los dueños
de los clubs harán lo imposible por impedírselo;

les va en ello su negocio y disponen de una total
impunidad para coaccionar y controlar a la mujer.
El abandono de la prostitución se produce, fre-
cuentemente, solo después de haber agotado sus
fuerzas por enfermedad o porque ya no reporta
ningún beneficio económico al proxeneta”.

En opinión de la Defensora la dificultad de su
abordaje no justifica en modo alguno la pasividad
que demuestran las Administraciones:

“Una sociedad socialmente avanzada debe
tratar de prevenir y romper el círculo vicioso para
apoyar a quienes se encuentran enredados en las
redes de la marginación”.

Tras presentar las Conclusiones hizo especial
hincapié en las Recomendaciones contenidas en
el Informe Especial:

1. Realizar un estudio integral sobre la inciden-
cia real del problema de la prostitución en Navarra.

2. Elaboración de un Plan Específico de Aten-
ción a Personas Prostituidas.

3. Aumentar la investigación y denuncia de la
evasión fiscal y de los delitos relacionados, incre-
mentando las inspecciones fiscales a empresa-
rios, locales y proxenetas.

4. Estudiar en profundidad las necesidades
sanitarias del sector, extender e intensificar el Pro-
grama de Atención Socio-Sanitaria de Prostitución
de los CAM coordinando sus actuaciones sanita-
rias con las entidades sociales que trabajan en
este medio y aumentar la inspección y control
sanitario de los locales en los que se ejerce la
prostitución.

5. Para perseguir más eficazmente los delitos
cometidos en este sector mejorar la coordinación
entre los distintos cuerpos policiales.

6. Formar a funcionarios en temas específicos
de prostitución implicándolos en la prevención de
la violencia y malos tratos contra personas prosti-
tuidas.

7. Mejorar la información y el acceso a la justi-
cia de las personas prostituidas en el caso de que
deseen interponer una denuncia.

En su intervención la Defensora no eludió tam-
poco hacer referencia a la polémica pública produ-
cida por la referencia en el Informe a que “en el
terreno fiscal debemos acabar con el escenario de
permisividad legal en el que operan estos nego-
cios”, aspecto este que fue tachado de frívolo por
el titular del Departamento de Economía y Hacien-
da. Al respecto la Defensora manifestó:
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“En primer lugar aclararemos que los datos en
los que se basa el informe corresponden al año
2003 y por tanto no han podido tomar en conside-
ración las recientes e incipientes iniciativas del
Departamento de Hacienda, iniciativas que en
todo caso confiamos que no tengan carácter
anecdótico y realmente se correspondan con una
decidida política de persecución del fraude fiscal
en este sector.

Como el propio Consejero reconoce no fue
hasta el año 2004 cuando por primera vez su
Departamento incluyó, al parecer, entre sus objeti-
vos la intervención en los mal llamados “aloja-
mientos”.Y tan solo muy recientemente se ha reali-
zado una primera y hasta el momento única
denuncia por delito fiscal a un club de alterne.

Por otra parte, y tal como manifesté en escrito
personal al Consejero, ha de tomarse en conside-
ración que el Informe se centra principalmente en
la vulneración de los Derechos Humanos y no
pretendía ni podía ser exhaustivo en el análisis de
todos y cada uno de los factores y consecuencias
del problema. Si así lo creyera oportuno el Parla-
mento esta Defensora no tendría inconveniente
alguno en ampliar el contenido de este informe
especial con cuanta información adicional se dis-
ponga sobre la actividad inspectora en materia
laboral o fiscal”.

La intervención concluyó con un ruego:

“Es imprescindible que las Administraciones
Públicas en general y este Parlamento en particu-
lar se impliquen de manera más activa en la bús-
queda de soluciones a la problemática de la
prostitución”.

“En definitiva se trata atender las necesidades
sociales y sanitarias de las prostitutas, haciendo
respetar sus derechos como seres humanos
libres, y en paralelo de hacer la vida imposible en
Navarra, mediante la presión fiscal y policial, a
quienes se lucran explotando a ciudadanos en
situación de indefensión”.

No es posible dar soluciones individuales a
situaciones de vulnerabilidad colectivas. La gran
movilidad que se observa en este sector traspasa
los límites territoriales y hace necesaria una
acción concertada con comunidades autónomas
limítrofes.

Ante situaciones de indefensión como estas,
en las que es difícil que se presenten reclamacio-
nes individuales, es donde se hace imprescindi-
ble la actuación de oficio por parte de las Institu-
ciones y en especial de esta Defensora. Si no lo
hacen las instituciones, ¿quién lo hará?

Como es tradicional el Informe Especial los
“Derechos Humanos y la Prostitución en Navarra”
fue publicado por nuestra Institución y también fue
divulgado a través del Boletín Oficial del Parla-
mento Nº 72 de 30 de junio de 2005. Puede acce-
derse también al mismo a través de nuestra pági-
na web:

www.defensora-navarra.com/espanol/publicaciones.html

4.2.3. ACTIVIDADES DE IMPULSO DE LOS DERE-
CHOS DE LA MUJER

Como viene siendo tradicional, también en el
año 2005 la Defensora del Pueblo ha prestado
una atención prioritaria al impulso de los derechos
de la mujer, dando continuación a las iniciativas
de años anteriores, y sumando sus esfuerzos a
los de las restantes instituciones y organizaciones,
particularmente en el ámbito de la lucha contra la
violencia de género.

Toda valoración general de la situación actual
de los derechos de la mujer presenta sin duda un
importante bagaje de luces y sombras.

Son indudables los logros alcanzados por
nuestra sociedad en el reconocimiento formal de
los derechos de la mujer, en el acceso a la Educa-
ción y Cultura, o en el acceso a todo tipo de traba-
jos tradicionalmente vedados.

Se ha incrementado de manera notable la sen-
sibilización social frente a los malos tratos y han
aumentado los medios dispuestos para la asisten-
cia a las víctimas. Las recientes medidas legales
adoptadas frente a la violencia de género parecen
haber comenzado a dar sus frutos. Desde la apro-
bación de la Ley Integral contra la violencia de
género en España el número de mujeres asesina-
das ha bajado un 12%, las denuncias han aumen-
tado un 18% y el porcentaje de denuncias retira-
das ha bajado del 12% al 10%.

Estos avances son innegables pero, por su
papel garantista, la Defensora del Pueblo tiene la
obligación de exigir que se respeten los derechos
de todos y cada una de las ciudadanas y todavía
falta bastante para ello.

A pesar de los avances en el 2005 todavía en
España 62 mujeres murieron asesinadas, 3 de
ellas en Navarra. Queda mucho por hacer en
materia de prevención: Las campañas de concien-
ciación siguen siendo insuficientes, la cultura
dominante y posesiva sigue presente en muchas
capas de la sociedad y al modelo educativo de las
escuelas todavía le hace falta madurar para llegar
a alcanzar una auténtica coeducación.
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En Navarra hay que seguir reforzando los
medios para la asistencia a las víctimas y corregir
las importantes insuficiencias en materia de protec-
ción que todavía se detectan: La falta un Juzgado
específico de Violencia de Género, los escasos
medios con los que se cuenta en los juzgados
impiden lograr la agilidad y eficacia requerida y
constituyen por tanto una prioridad de intervención.

La frecuente retirada de denuncias por parte
de las mujeres maltratadas nos ha de hacer refle-
xionar ya que en determinados casos puede
representar una falta de confianza en el sistema
de protección y en cualquier caso nos debiera
obligar a establecer un sistema de seguimiento
social continuo de las familias en que se haya reti-
rado una denuncia por malos tratos.

Creemos así mismo que es necesario evaluar
la eficacia de los programas de atención a maltra-
tadotes para en su caso proceder a su extensión.

Por otra parte la conciliación entre la vida fami-
liar, personal y profesional es aún una asignatura
pendiente. La distribución de las tareas del hogar
sigue siendo muy desigual. La mujer se ha incorpo-
rado al mundo del trabajo remunerado, sin embargo
el hombre no ha aumentado su participación en el
ámbito privado. Ello conduce a que la mujer se vea
obligada a realizar una doble jornada laboral.

La discriminación en el mundo laboral persiste.
De media las mujeres tienen un salario entre un
15% y un 40% menor que el de los hombres, la
tasa de paro femenino es del 12% y casi duplica al
masculino. El 25% de las mujeres trabaja a tiempo
parcial mientras que este porcentaje alcanza solo
el 5% en el caso de los hombres.

El acceso a niveles superiores de responsabili-
dad es otro de los campos en los que la discrimi-
nación persiste. Las mujeres representan solo el
24% de los Altos Cargos del Gobierno, y el 32%
de los Parlamentarios Forales y solo hay una
mujer entre los Consejeros del Gobierno de Nava-
rra. En la empresa la situación es aún peor. En
Europa solo el 10% de los puestos de alta direc-
ción están ocupados por mujeres. En España es
tan solo 5%.

La presencia de la mujer en puesto de respon-
sabilidad es esencial. Mientras no tengan más
presencia en la toma de decisiones, la desigual-
dad seguirá existiendo en todos los ámbitos de
su vida.

La mujer sigue siendo la cuidadora de los
hijos, y esta sociedad continúa cargando funda-
mentalmente sobre los hombres de la mujer la

atención y cuidado de los familiares dependientes:
ancianos, enfermos mentales, discapacitados, etc.

Preocupa especialmente la doble discrimina-
ción que llega a padecer la mujer inmigrante en
nuestra Sociedad, sometida a los trabajos más
precarios y enfrentada a un dilema entre los valo-
res de su cultura de origen y los de la sociedad de
acogida. Las Administraciones Públicas deben
garantizar el acceso a la formación a todas las
inmigrantes para evitar que esta situación de dis-
criminación persista y deben velar por que se
garanticen, en todo caso, sus derechos constitu-
cionales que han de ser entendidos como valores
mínimos de consenso, y ello con independencia
de sus propios valores culturales.

Confiamos en que la reciente aprobación por el
Gobierno del Primer Plan de Igualdad de Oportu-
nidades entre Hombres y Mujeres contribuya a
mejorar la situación en esta importante responsa-
bilidad social y que no se quede en una mera
declaración de intenciones sino que realmente se
dote de los medios necesarios para lograr una
intervención social eficaz.

4.3. MAYOR

En relación a la defensa de los derechos de los
mayores las actuaciones realizadas han sido las
siguientes:

4.3.1. ATENCIÓN DE QUEJAS REFERENTES A
MAYORES

Si bien nuestro sistema de información no per-
mite cuantificar de forma optima las quejas atendi-
das referentes al colectivo de mayores si permite
detectar los ámbitos principales de problemas que
en concreto y por orden de frecuencia se refieren
a las siguientes materias:

• Reconocimiento de derecho a prestación.

• Pensiones mínimas.

• Pensiones asistenciales y de viudedad.

• Atención domiciliaria.

• Listas de espera en Sanidad.

• Atención médica.

• Condiciones de estancia en Residencias de
la Tercera Edad.

• Procesos de declaración de incapacidades.

Como ha quedado dicho evitaremos la reitera-
ción en el análisis de estas materias y referimos al
lector al Capítulo 5, denominado “Valoración gene-
ral de las materias objeto de queja durante el año
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2005 de este Informe Anual, y por ello nos limita-
remos a señalar que la situación económica que
padecen bastantes de nuestros mayores es radi-
calmente injusta y refleja sin duda una suerte de
discriminación socialmente aceptada, problemáti-
ca a la que nos referiremos más adelante en este
mismo capítulo.

Como viene siendo habitual un ámbito en el
que se constata la existencia de diversos proble-
mas es el de Bienestar Social, tanto en lo relativo
al acceso a plazas en Residencias como y sobre
todo a la insuficiencia de la Atención Domiciliaria.
Otro tanto ocurre con la atención sanitaria.

Como es bien conocido los mayores presentan
un elevado nivel de tolerancia y comprensión ante
las carencias del sistema público y una dificultad
añadida de accesibilidad, y no solo física, a la
hora de presentar quejas, razón que justifica su
consideración como colectivo vulnerable en el cual
la actuación de nuestra Institución debe ser espe-
cialmente proactiva.

4.3.2. PRESENTACIÓN AL PARLAMENTO DEL
INFORME ESPECIAL SOBRE “LA ATENCIÓN A LA
DEPENDENCIA DE LAS PERSONAS MAYORES EN
NAVARRA”

El día 19 abril de 2005 la Defensora del Pueblo
formalizó su presentación a la Comisión de Régi-
men Foral del Informe Especial sobre “La atención
a la dependencia de las personas mayores en
Navarra”.

La realización de este Informe, que supera las
400 páginas, resultó especialmente laboriosa y
para su elaboración se contó con la colaboración
del Departamento de Trabajo Social de la Univer-
sidad Pública de Navarra mediante un amplio tra-
bajo de investigación centrado en la situación
actual de la “Atención de las personas mayores en
Navarra” y que fue financiado por nuestra institu-
ción mediante el oportuno Convenio.

En su comparecencia la Defensora justificó la
oportunidad de la elaboración del citado Informe
Especial:

“A través de las quejas que llegan a la Institu-
ción, conocimos la penosa y compleja vía que la
persona mayor recorre desde que se siente inca-
pacitado hasta que logra algún tipo de apoyo
social en su propio hogar; el doloroso proceso
por el cual se ve obligado con demasiada fre-
cuencia a aceptar con resignación su ingreso en
una residencia; las grandes esperas para acce-
der a la misma y las consecuencias individuales,

familiares y también económicas que representa
ese ingreso incluso después de su fallecimiento.

Constatamos que la crisis de los cuidados
informales unida a la insuficiente ayuda domicilia-
ria impulsa a muchas familias a demandar indebi-
damente el ingreso en Residencias, en contra de
los deseos más íntimos de la mayoría de los
ancianos.

Comprobamos que en tanto siguen existiendo
importantes listas de espera para plazas de asis-
tidos, todavía hoy, un alto porcentaje de las plazas
de las residencias de titularidad pública están
ocupadas por ancianos válidos, si bien esta ten-
dencia parece estar modificándose.

Visitamos varias residencias y comprobamos
personalmente que su régimen de funcionamiento
dista todavía mucho del que sería deseable. En
algunas de ellas, incluso los ancianos sin limita-
ción física o psíquica alguna eran tratados como
menores de edad, con actitudes de sobreprotec-
ción que contribuyen a incrementar su dependen-
cia y restringen su libertad, debiendo atenerse a
rígidas normas no escritas amparadas en crite-
rios, no siempre justificados, de seguridad o con-
vivencia interna.

Nos llamó la atención que, mientras se asiste a
la expansión de las residencias privadas mercan-
tiles, que al parecer resultan rentables, se consta-
tan las grandes dificultades financieras por las
que atraviesan las residencias “sin ánimo de
lucro”hasta el punto de que, según nos manifesta-
ron, ello les impide afrontar las inversiones míni-
mas necesarias para adaptar sus instalaciones.
Ello nos llevó a analizar el tipo de relación que la
Administración Foral mantiene con cada una de
ellas y los criterios con que se ofrecen o deniegan
las subvenciones y las tarifas empleadas”.

En su valoración general de la atención a los
mayores dependientes en Navarra la Defensora
señaló que nos enfrentamos a una realidad llena
de luces y sombras:

“Si bien podemos afirmar que, en términos
comparativos, la situación de las personas mayo-
res en nuestra comunidad es mejor que la de
otras regiones españolas, este dato no nos permi-
te acallar que la atención a los mayores depen-
dientes en Navarra dista mucho de ser adecuada
y las prestaciones que el sistema ofrece están
aún lejos de los que se brindan en los países
socialmente avanzados.

Si queremos seguir avanzando, no debemos
permitir que nuestras ojos se acostumbren al
drama cotidiano que sufren muchos ancianos y
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sus familias.Y digo drama porque no merece otro
calificativo el sentimiento de fracaso personal y
social que tienen muchos ancianos cuando, por
unas u otras razones, se ven abocados a abando-
nar su hogar y sus referencias vitales para ingre-
sar en una residencia.

Lo mismo ocurre con muchas familias cuyos
ancianos requieren de continuos cuidados y que,
por unas u otras razones, se sienten incapaces de
poder prestar.

En torno a la dependencia se agolpan muchos
de los sentimientos más angustiosos que una
persona puede experimentar a lo largo de toda su
vida, tanto en el propio anciano como en sus fami-
liares. Una amalgama de sentimientos que van
desde la impotencia hasta la culpabilidad pasan-
do por la incomprensión.

Un significativo número de familias que se ven
en tal situación se siente defraudadas. Las presta-
ciones domiciliarias son muy limitadas, cuando no
ridículas, las listas de espera se hacen intermina-
bles, y el régimen de ayudas económicas es tan
complejo e insuficiente, y en ocasiones injusto,
que “a muchas familias les resulta difícil de creer
que eso sea todo lo que se les puede ofrecer”.

No debemos tranquilizar nuestras conciencias
diciendo que hacemos lo que podemos.“Simple-
mente; no es del todo cierto”.

Como no podía ser de otra manera la compa-
recencia se centró en gran medida en la necesi-
dad de articular un nuevo sistema de protección
de la dependencia:

“Las Administraciones Públicas deberán sin
duda adoptar importantes decisiones para garanti-
zar la atención a la dependencia mediante un siste-
ma que no puede continuar por más tiempo asen-
tado en un modelo de beneficencia pública de
carácter graciable. Por tanto, a medio y largo plazo,
es necesario desarrollar un nuevo sistema univer-
sal, equitativo y solidario, pero también un sistema
que garantice su viabilidad financiera futura”.

Pero en todo caso, aquí y ahora, la situación
de la dependencia de nuestros mayores no admite
demoras:

“En el ámbito competencial de servicios socia-
les se dispone de competencias plenas por lo
que no cabe argüir que nos encontramos a la
espera de que en el nivel superior se adopten las
decisiones oportunas sobre el modelo de futuro, y
que pudieran no llegar a materializarse”.

Por ello la Defensora consideró oportuno for-
mular diversas Recomendaciones para su aplica-

ción a corto y medio plazo y en el ámbito compe-
tencial de las Administraciones Públicas de Nava-
rra, que de forma muy resumida hacen referencia
a:

1.º Regular con rango de ley las políticas fora-
les sobre dependencia para que las prestaciones
sociales básicas constituyan derechos exigibles
por los ciudadanos y dejen de tener carácter
benéfico o graciable.

2.º Señalar la urgente necesidad de implemen-
tar un plan de prevención de la dependencia.

3.º Incrementar de forma sustancial la atención
domiciliaria, tanto social como sanitaria, como
máxima prioridad en la atención a la dependencia.

4.º Desarrollar nuevos sistemas de fomento,
inspección y evaluación de la calidad de los cen-
tros y servicios de atención a los mayores, que
incluyan una detallada regulación del régimen
sancionador y la potenciación de los sistemas de
inspección.

5.º Establecer procedimientos y sistemas que
garanticen respeto a los derechos de los mayores
dependientes como ciudadanos adultos y libres.

6.º Revisar y hacer transparente la política de
financiación y concertación de Residencias, para
garantizar la calidad y viabilidad de todos los cen-
tros.

7.º Incrementar la cuantía de las ayudas desti-
nadas a plazas asistidas a fin de reducir las contri-
buciones económicas que asumen a su cargo los
usuarios y sus familias.

8.º Desarrollar políticas activas de fomento de
empleo en el sector de la atención a la dependen-
cia.

La Defensora profundizó en cada una de las
Recomendaciones y, dado su carácter estratégico,
se detuvo en particular en los servicios domicilia-
rios sobre los que llegó a formular recomendacio-
nes específicas adicionales a las contenidas en el
propio Informe Especial, y que fueron las siguien-
tes:

a) Incrementar de forma sustancial los recur-
sos destinados a la atención domiciliaria a las per-
sonas mayores, tanto en el plano social como
sanitario, de tal forma que aspiremos a que los
servicios ofertados puedan al menos duplicarse, a
corto y medio plazo.

b) Corregir las deficiencias detectadas en los
criterios y baremos a aplicar en la concesión de
ayudas económicas para atención a domicilio
durante el año 2004.
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c) Regular la atención domiciliaria mediante
una Ley Foral, que, defina las prestaciones socia-
les mínimas o básicas que han de ser garantiza-
das en todos los municipios de Navarra, que revi-
se las actuales modalidades de prestación directa
y ayuda económica, establezca sistemas homogé-
neos de evaluación de la necesidad de cuidados,
los porcentajes máximos de aportación económi-
ca de los usuarios en función de niveles de renta,
así como los sistemas de control para garantizar
que la aportación económica realizada por las
Administraciones Públicas revierta realmente
sobre el anciano en forma de prestaciones direc-
tas, objetivas y de calidad contrastada.

d) Establecer mecanismos que garanticen la
coordinación de la atención domiciliaria entre los
Servicios Sociales de Base y los Equipos de Aten-
ción Primaria de forma que se asegure, mediante
la gestión conjunta de los casos, que todos y cada
uno de los ancianos dependientes existentes en la
zona cuenten con un Plan de Cuidados integral.
Para lograrlo deberán habilitarse nuevas fórmulas
de cooperación entre los Departamentos del
Gobierno de Navarra y las Entidades Locales.

Igualmente la Defensora destacó en su inter-
vención que el informe de la Universidad Pública
alude a varios hechos relativos a la financiación y
titularidad de las Residencias que cuando menos
resultan llamativos:

“El Instituto Navarro de Bienestar Social conce-
de mayores cuantías por plaza concertada a enti-
dades de carácter lucrativo que a entidades sin
ánimo de lucro, sin que se conozcan los criterios
objetivos sobre la calidad del servicio que sirvan
de base para fijar las cuantías de los conciertos.

El número de plazas concertadas de titulari-
dad municipal es muy inferior a su peso relativo
en el sector y ello a pesar de que las plazas resi-
denciales de titularidad municipal están más dis-
persas geográficamente y por su carácter público
debieran ser priorizadas de cara a su concerta-
ción según la normativa vigente.

Las residencias con carácter no lucrativo reci-
ben su financiación pública fundamentalmente a
través de la ayuda que perciben las personas
que residen en ellas. No debemos olvidar que a
diferencia de las ayudas, los conciertos se esta-
blecen con la entidad titular cada cierto período
de tiempo, asegurando así a la residencia los
ingresos para dicho plazo. Las ayudas favorecen
de forma más directa a los residentes y los con-
ciertos a las titulares del establecimiento.

La cantidad final que abonan los usuarios que
reciben financiación pública es distinta según la

modalidad por la cual se financia la plaza: si es
pública o concertada o si es a través de ayuda
por estancia en centro ajeno”.

“Este modelo de financiación o compra de
servicios no resulta equitativo ni para los usuarios
ni para los titulares de los establecimientos y
parece favorecer a la iniciativa privada de carác-
ter lucrativo sin que se haya demostrado además
una conexión directa y objetiva con el nivel de
calidad del servicio prestado”.

A la vista de estos hechos incontestables la
Defensora del Pueblo recomendó:

“Que se proceda a una completa redefinición
de los actuales sistemas de financiación de pla-
zas residenciales. Como posible fórmula se pro-
pone regular mediante una normativa específica
un sistema unificado de conciertos y o convenios
que garantice la equidad en las aportaciones de
los usuarios, que priorice a los centros públicos y
a las entidades sin ánimo de lucro y que incentive
financieramente la mejora de calidad a través de
estándares públicos y transparentes”.

Como es habitual la Defensora finalizó su inter-
vención con un ruego a los Srs. Parlamentarios:

“La atención social no puede continuar por
más tiempo teniendo carácter graciable.“El tiem-
po de la beneficencia pública ya ha pasado”. Está
en manos de este Parlamento, en definitiva en
manos de todos ustedes, alcanzar el consenso
que la sociedad demanda para que la atención a
la dependencia de nuestros mayores llegue a
constituir un derecho exigible”.

Como es tradicional el Informe Especial sobre
“La atención a la dependencia de los mayores en
Navarra” fue publicado por nuestra Institución en
edición doble en castellano y en euskera y tam-
bién fue divulgado en tres volúmenes del Boletín
Oficial del Parlamento Nº 94.1, 94.2 94.3 de 28 de
septiembre de 2005. Puede accederse también al
mismo a través de nuestra página web:

www.defensora-navarra.com/espanol/publicaciones.html

4.3.3. ACTIVIDADES DE IMPULSO DE LOS DERE-
CHOS DEL MAYOR. “LA CARTA DE DERECHOS DEL
MAYOR”

Como no podía ser de otra manera, el impulso
y defensa de los derechos de los mayores consti-
tuye también una de las prioridades de interven-
ción de la Defensora del Pueblo de Navarra.

A lo largo del año la Defensora ha tenido opor-
tunidad de participar en diversos encuentros con
colectivos y asociaciones de Mayores.
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También dichas reuniones ha sido de gran utili-
dad para darnos a conocer a los mayores que,
junto con los estudiantes, es uno colectivo que
menos conoce la Institución (Ver Capítulo 8.1
Conocimiento de la Institución por parte de la
población).

Estos encuentros nos han permitido captar una
vez más las principales preocupaciones del colec-
tivo, puestas de manifiesto en el proceso de elabo-
ración de la Carta de Derechos Ciudadanos, y lo
que es más importante nos ha permitido constatar
la situación de amargura y resignación con la que
se enfrentan a la pérdida de protagonismo familiar
y social que, cada día más, padecen los mayores.

En la Sociedad actual los mayores han ido per-
diendo protagonismo social y sus derechos no
siempre se respetan. No es nada infrecuente que
los mayores sean tratados como menores de edad
y pierdan incluso la libre elección de sus propias
opciones vitales y que los demás decidan por
ellos: el lugar en el que va a vivir, los muebles de
su habitación, etc. y a veces incluso el destino de
sus recursos económicos.

Las razones que han conducido a esta situa-
ción son sin duda diversas. Actualmente los valo-
res tradicionalmente asociados a la vejez se
minusvaloran, pero, no debemos olvidar que a lo
largo de la historia esto no siempre ha sido así, ya
que en el pasado los mayores tenían una enorme
influencia social.

En estos momentos sin embargo podemos afir-
mar con toda rotundidad que “La sociedad discri-
mina a los mayores”. Hoy en día aceptamos como
normal múltiples situaciones que no son más que
formas diversas de discriminación por edad, que
no se diferencian mucho de las formas de discri-
minación por sexo que hemos conocido en el
pasado.

Aceptamos como normal que los mayores
cuenten con menos recursos económicos, que se
les prohíba incluso realizar una actividad remune-
rada, que puedan ser excluidos de una póliza de
seguro, que en muchas ofertas de trabajo incluyan
cláusulas discriminatorias por edad (Abstenerse
mayores de 45 años) que a los mayores no se les
apliquen determinados tratamientos u operacio-
nes, argumentando que “A su edad no merece la
pena”, etc., etc.

A los mayores, como a todos, les preocupa
sentirse útiles y percibir que su opinión es tenida
en cuenta por la sociedad y no que se les aparca
y se les condena a la invisibilidad social.

Como colectivo, los propios mayores son los
primeros que deben cambiar su forma de pensar y
actuar, tanto a nivel individual (esforzarse por
mantenerse activo, no aceptando como normal
que se decida por ellos etc.) como a nivel colecti-
vo implicándose y participando más activamente
en la vida social.

Pero en este empeño los mayores necesitan el
apoyo de las Instituciones y de los colectivos
sociales más comprometidos. “No es lícito que los
mayores continúen siendo socialmente invisibles”.

Por eso desde nuestra Institución desde finales
del año 2005 venimos trabajando en el proyecto
de promover la elaboración de una “Carta de
Derechos del Mayor” y en impulsar una “Campaña
contra la discriminación por Edad” que se preten-
de desarrollar a lo largo del 2006.

Siguiendo la pauta marcada por otras organi-
zaciones la Institución de la Defensora ha elabora-
do una propuesta básica de Carta de los Dere-
chos del Mayor en Navarra, que permita recoger
todos aquellos aspectos que contribuyan a garan-
tizar para los mayores el efectivo cumplimiento de
sus derechos básicos, reconocidos a todas las
personas en la Constitución Española, así como
de los principios de la Declaración de los Dere-
chos Humanos para las Personas de Edad: Inde-
pendencia, Dignidad, Autorrealización, Asistencia,
Participación.

Pretendemos poner en marcha un proceso par-
ticipativo y descentralizado por las principales
localidades de Navarra para promover un consen-
so con las Asociaciones y Colectivos de Mayores.

Necesitamos conocer como se sienten los
mayores y como perciben que se respetan sus
derechos en la actualidad, y queremos saber a
que aspectos conceden más importancia y que
derechos aspiran a conseguir a medio plazo. Para
ello hemos diseñado una metodología de encues-
ta para recoger su opinión.

Creemos que los mayores se han ganado con
creces el derecho a no sentirse solos, el derecho
a sentirse útiles y a que se aprovechen sus capa-
cidades y experiencia, el derecho a sentirse auto-
suficientes y a contar con las ayudas precisas
para ello. Y creemos también que los mayores tie-
nen el derecho y la obligación de participar más
activamente en la vida social y política de la
comunidad de la que forman parte.

4.3.4. SEGUIMIENTO INFORME DE DEPENDENCIA.

Transcurrido menos de un año desde la presen-
tación del Informe Especial mostramos nuestra
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satisfacción porque todo indica que, a corto plazo,
va a ser una realidad nuestra Recomendación de
que la atención a la dependencia deje de tener
carácter benéfico y se transforme en un auténtico
derecho exigible. El alto grado de consenso social
detectado tras la presentación del Proyecto de Ley
de “Promoción de la autonomía personal y la aten-
ción a las situaciones de dependencia” y sobre todo
la razonable voluntad de cooperación demostrada
por las distintas Administraciones Públicas nos
hacen concebir buenas esperanzas al respecto.

Es indudable que habrán de superarse las difi-
cultades económicas y competenciales que sin
duda surgirán a lo largo del proceso pero no debe-
mos olvidar que la Sociedad ha acogido este pro-
yecto como un logro social incuestionable y nos
exigirá a todos que seamos capaces de llevarlo
adelante, eso sí, con todas las modificaciones que
sean precisas para lograr un alto grado de con-
senso.

No podemos decir lo mismo sobre las actua-
ciones realizadas hasta el momento en materia de
prevención de la dependencia, cuya urgente nece-
sidad reiteramos en nuestro Informe Especial. “Si
no queremos enfrentarnos a la situación a la que
se han visto abocados los países nórdicos no
podemos conformarnos con añadir años a la vida
sino que debemos preocuparnos de añadir vida a
los años”. Mejorar la calidad de vida de nuestros
mayores pasa por invertir en programas de pre-
vención y atención temprana a los factores sanita-
rios y sociales que llevan a la dependencia.

Hasta el momento no hemos apreciado cam-
bios significativos en la política de atención domi-
ciliaria, que consideramos debe incrementarse de
forma sustancial, ni se ha logrado establecer una
normativa de mínimos que garantice la equidad
territorial en la prestación de este servicio consi-
derado por el expertos como de máxima prioridad.
Siempre se destaca el hecho de que la atención
social domiciliaria es manifiestamente insuficiente
pero muchas veces se olvida que también la aten-
ción sanitaria a domicilio es muy mejorable. A este
respecto también queremos denunciar el hecho de
que sigan sin darse pasos significativos para
garantizar la coordinación sociosanitaria en el
ámbito primario entre los Centros de Salud y los
Servicios Sociales de Base. La carencia de pla-
nes, programas y protocolos de coordinación a
nivel primario impide la prevista gestión de casos
y la aplicación de Planes de Cuidados Personali-
zados y auténticamente integrales.

Continuamos a la espera del nuevo Plan
Gerontológico prometido por el Consejero de
Bienestar Social y confiamos que incorpore las

Recomendaciones formuladas en nuestro Informe
Anual y que hasta el momento no han recibido la
atención que consideramos merecen. Comprende-
mos las razones argumentadas por el Consejero
para aplazar su presentación, al parecer con la
intención de incorporar en el mismo las conse-
cuencias de la futura Ley de Dependencia, pero
consideramos que ello no es óbice para acometer
sin demora la revisión de la actual política de
financiación y concertación de Residencias, a fin
de garantizar la transparencia, calidad y viabilidad
de todos los centros.

4.4. SALUD MENTAL

4.4.1. QUEJAS EN MATERIA DE SALUD MENTAL

Las quejas en materia de Salud Mental son
cada día más frecuentes y se centran sobre todo
en la falta de recursos de internamiento de larga
duración para casos graves y en la carencia de
alternativas terapéuticas adecuadas para los tras-
tornos de personalidad. Son también relativamen-
te frecuentes las demandas de recursos de reha-
bil i tación, y comienzan a l legar con cier ta
regularidad quejas de ciudadanos que conviven
con vecinos que presentan importantes problemas
sociales y de comportamiento, situaciones que
con frecuencia esconden importantes problemas
de salud mental unida a desamparo o exclusión
social.

Por lo que hace referencia a la demanda
urgente de plazas residenciales de larga estancia
nos limitaremos a reproducir una queja tipo ya que
entendemos que nada refleja mejor la esquizofré-
nica situación en la que se encuentran los familia-
res de estos pacientes:

Expediente 05/37

Extracto de la queja:

En febrero de 2003, solicitaron a Bienestar
Social el ingreso de su madre en una residencia
donde pudiera ser tratada adecuadamente. Trans-
curridos dos años sigue en lista de espera, por-
que, tal y como les informan desde ese Departa-
mento no hay plaza en ninguna residencia.

Respuesta de la Administración:

“En relación con su escrito de 23 de febrero
de 2005, referente a la queja presentada por doña
____________________ (expediente 05/37/S), rela-
tivo a la situación de necesidad de una plaza
residencial asistida en Navarra para su madre
doña ____________________, que padece de
esquizofrenia paranoide crónica, tengo a bien
manifestarle lo siguiente: .
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1.° Con fecha 17 de febrero de 2003, se solici-
tó, desde el Centro de Salud Mental de Rocha-
pea, el ingreso de doña ____________________ en
un recurso de rehabilitación de larga estancia o,
en su defecto, en un recurso residencial. Tal y
como se acredita a través de diversos informes
médicos, doña ____________________ padece
esquizofrenia paranoide de carácter permanente
e irreversible.Tiene, por ello, reconocido un grado
de minusvalía del 66%, con efectos desde el 28
de febrero de 2002. Además, está incapacitada
por sentencia judicial firme de 4 de abril de 2003,
habiendo recaído el cargo de tutor en su hija,
doña Sonia Rubio Barrena.

2.° Estudiado el expediente correspondiente,
con fecha 28 de abril de 2003 se comunicó a la
interesada que, una vez valorada su solicitud, se
consideraba como recurso idóneo el ingreso en
una plaza residencial en la modalidad destinada
a personas con enfermedad mental.

Sin embargo, actualmente el Instituto Navarro
de Bienestar Social no dispone de plazas libres,
de carácter propio o concertado con las que
poder dar atención a las concretas necesidades
de esta persona, quedando ésta, por tanto, en lista
de espera, a fin de que, en el momento en que
exista una plaza, pueda ser atendida.

Como medida alternativa al ingreso en centros
propios, y dado el gran número de solicitudes
existentes, se ha previsto la posibilidad de conce-
der ayudas económicas para el ingreso en cen-
tros ajenos. Esta posibilidad, sin embargo, se
encuentra limitada por dos factores: el primero de
ellos es el relativo a que muchos de estos centros
se encuentran fuera de Navarra, con los proble-
mas familiares que este alejamiento implica; el
segundo es que la posibilidad de concesión de
estas ayudas está en función de las posibilidades
presupuestarias existentes”.

Como puede comprobarse en este caso, que
en modo alguno es excepcional, existen motivos
para una seria preocupación, pues en efecto los
datos que aporta el informe remitido por la Admi-
nistración coinciden con lo afirmado por la recla-
mante. La enferma se halla en lista de espera
desde hace dos años sin que en todo ese tiempo,
que ya es bastante considerable, la Administración
Foral haya buscado y encontrado alguna solución
razonable a los graves problemas denunciados.

Pero también es sumamente preocupante
conocer que esas listas de espera la forman “gran
número de solicitudes”, como dice el informe rubri-
cado por el propio Consejero de Bienestar Social,
que precisan una atención especializada en régi-

men de asistidos por graves problemas de enfer-
medad mental, y que, conociendo tales datos, la
Administración Pública responsable de los Servi-
cios Sociales no haya planteado, al menos, solu-
ciones parciales, incluso aunque fueran puramen-
te económicas, que pudieran paliar en parte la
situación de los enfermos y sus familias. Sin
embargo nos dice que no hay residencias suficien-
tes ni suficiente consignación presupuestaria a
tales efectos. Es decir reconoce palmariamente
que hay déficits de plazas residenciales, propias o
concertadas, para acoger a estos enfermos, y,
además, que no existen ayudas económicas sufi-
cientes para que las familias puedan arbitrar otras
soluciones.

La conclusión que deducimos de lo expuesto
en el informe es que estamos ante una dejación
de obligaciones por parte de la Administración
Foral respecto de la atención socio-sanitaria a los
ciudadanos afectados de graves enfermedades
mentales en estado crónico. Esa grave dejación
de obligaciones hace recaer sobre las familias las
atenciones que precisan los enfermos, cargando
sobre ellas la mayor parte de las responsabilida-
des y costes derivados, pues los servicios socia-
les creados precisamente para cubrir este tipo de
eventualidades resultan del todo insuficientes para
las necesidades que tienen los ciudadanos de la
Comunidad Foral.

Ciertamente la situación que se nos describe
en este caso no resulta nueva pues hemos trami-
tado en esta Institución quejas análogas a la plan-
teada, lo que motivó que estudiáramos esta temá-
tica de oficio, mediante un informe especial sobre
las condiciones de la atención socio-sanitaria que
desde la Comunidad Foral se presta a los enfer-
mos mentales y a sus familiares.

También son especialmente significativas las
quejas en relación a la falta de recursos, atención
y tratamiento por parte del Servicio Navarro de
Salud para los pacientes con trastorno de perso-
nalidad en las que se alega que la Sanidad Públi-
ca no oferta un tratamiento adecuado para este
tipo de pacientes y se reclama un seguimiento psi-
coterapéutico continuado o incluso la puesta en
marcha de una unidad especializada para dicho
tratamiento, tal y como ocurre con los enfermos
del Centro de la Seguridad Social de Zaragoza o
el centro privado de Málaga.

Consideran los quejosos que la oferta que
existe en la Salud pública se limita a visitas psi-
quiátricas cada dos o tres meses y a un tratamien-
to exclusivamente consistente en la administración
de fármacos, sin que, en ocasiones sea el mismo
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profesional sanitario el que atiende al enfermo,
con la consiguiente desorientación del mismo.

La respuesta facilitada por la Consejera de
Salud resulta manifiestamente insuficiente razón
por la que nos hemos visto obligados a reiterar la
petición de información.

4.4.2. SEGUIMIENTO DEL INFORME ESPECIAL DE
SALUD MENTAL

En marzo de 2004 la Defensora del Pueblo
presentó ante la Comisión de Régimen Foral el
Informe Especial sobre “La atención a la Salud
Mental en Navarra” que contenía diversas Reco-
mendaciones, todas ellas orientadas a relanzar la
reforma de la atención a la Salud Mental que en
los últimos años se había visto frenada. En dicho
informe se señalaba textualmente que:

• “Se ha procedido al cierre de los servicios
residenciales hospitalarios antes de la implanta-
ción plena de una red asistencial comunitaria
alternativa”.

• “Los estudios de carga familiar indican que un
peso considerable de la atención se trasvasa a las
familias sin una dotación de sistemas de apoyo
para este colectivo”.

• La crisis del sistema surge por una planifica-
ción insuficiente en el área de Salud y la carencia
de presupuestos para el área sociosanitaria.

El Informe Especial concluía formulando diver-
sas Recomendaciones.

Transcurridos dos años hemos evaluado el
grado de aplicación de dicha Recomendaciones y
consideramos que sin duda el mayor avance logra-
do en este tiempo hace referencia a la Recomen-
dación de “Constituir una red de servicios integra-
dos de Salud Mental que desarrolle el espacio
sociosanitario”. La aprobación e de la puesta en
marcha inicial del Programa de Atención a Perso-
nas con Trastorno Mental Grave por parte del
Departamento de Bienestar Social constituye sin
duda un hito importante y largamente demandado.

Acogemos también con satisfacción la inaugu-
ración de la nueva Unidad de Hospitalización Psi-
quiátrica Infanto-Juvenil del Hospital Virgen del
Camino.

El avance logrado en la integración laboral es
mínimo, por no decir nulo, pero cabe esperar una
mejora de la situación si se lleva a efecto, según lo
previsto por el Departamento de Bienestar Social,
la creación de los Equipos de Formación y Apoyo
Laboral contemplados en el Programa de Atención
a Personas con Trastorno Mental Grave.

En el Informe Especial de la Defensora se abo-
gaba por que se “Estableciera marcos de actua-
ción y colaboración estables entre los Departa-
mentos de Salud y Bienestar Social y las
organizaciones que actúan en la atención a los
enfermos mentales en Navarra”, sin embargo nos
preocupa el hecho de siguen sin mejorarse estas
relaciones y sin clarificarse el rol de las distintas
instancias.

No se ha llevado a cabo la elaboración de un
nuevo Plan Integral. Seguimos apostando, de
acuerdo con las recomendaciones de nuestro
Informe Especial, porque Navarra se dote un Plan
de Salud Mental Integral, que no debe fragmentar-
se y mucho menos dejarse a la exclusiva respon-
sabilidad del Departamento de Bienestar Social.

A pesar de las reiteradas demandas sigue sin
elaborarse el Protocolo de Internamiento Involun-
tario de las personas con trastornos mentales.
Desde la Institución seguimos insistiendo en la
responsabilidad que tiene Salud de dar una res-
puesta adecuada al grave problema de atención
en las crisis agudas que facilite la coordinación
entre jueces, policía, y la red de salud mental.

Analizaremos con mayor detalle la situación a
día de hoy en esta materia y las actuaciones lleva-
das a cabo.

4.4.2.1. Programa de Atención a Personas

con Trastorno Mental Grave y nuevos recursos

sociosanitarios 

En enero de 2005 el Gobierno de Navarra
aprobó el Programa de Atención a Personas con
Trastorno Mental Grave que contempla los
siguientes programas básicos de actuación:

• Diagnósticos y tratamiento de la enfermedad:
Por parte del Departamento de Salud a través de
su red de Salud Mental.

• Rehabilitación Psicosocial: Entendida como
aquel proceso cuyo objeto es ayudar a las perso-
nas con discapacidad por trastorno de enferme-
dad mental a reintegrarse en la comunidad y
mejorar su funcionamiento psicosocial en unas
condiciones lo más normalizadas e independien-
tes posibles (Rodríguez A. 1997).

• Rehabilitación Laboral: Proceso cuya meta es
ayudar a las personas con discapacidad psiquiátri-
ca en la adquisición, mantenimiento y desarrollo
de hábitos, habilidades y destrezas para su inte-
gración en el mundo laboral.

• Programa de Intervención Sociocomunitaria:
Programa de apoyo en la Comunidad a través de
equipos multiprofesionales que trabajan dentro de

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-1 / 13 de junio de 2006

75



su entorno familiar y social las habilidades deterio-
radas o perdidas a causa de la enfermedad de la
persona con T.M.G.

• Apoyo a las Familias: Este programa consiste
en facilitar información asesoramiento y apoyo
sobre habilidades y destrezas, para que los miem-
bros del entorno familiar aprendan como tratar a
su familiar con T.M.G. y mejorar la calidad de vida
de la propia familia.

• Alojamiento y Atención Residencial: Programa
alternativo a la permanencia en el domicilio fami-
liar. Cuando se carece del soporte adecuado, este
programa ofrece un amplio abanico de alternativas
de alojamiento, manutención, cuidados y supervi-
sión para evitar el riesgo de deterioro, marginación
y aislamiento de la persona con T.M.G.

• Protección y Defensa de sus Derechos: El
objetivo de este programa es asegurar y promover
la defensa y protección de los derechos tanto en
dispositivos de atención y tratamiento como en la
vida cotidiana.

El citado Programa contempla así mismo la
puesta en marcha de nuevos recursos y la amplia-
ción y reorganización de los recursos existentes:

• Recursos de nueva creación:

– Centros de Rehabil i tación Psicosocial
(C.R.P.S.) con dos programas diferenciados:

=> Programa de Centro de Día para las perso-
nas más afectadas.

=> Programa de Rehabilitación Psicosocial.
325 plazas en 5 centros.

– Equipos de Formación y Apoyo Laboral.

– 70 Plazas en 3 Centros Residenciales Comu-
nitarios (Residencia Hogar).

• Ampliación y reorganización de los recursos
existentes:

– Plazas en Residencias Asistidas (R.A.E.M.)

– 12 Plazas en 3 Pisos Tutelados (P.T.E.M.)

– Patronas subvencionadas.

– Otros recursos.

– 2 Equipos de Intervención Socio Comunitaria.

– Programa de Ocio y Tiempo Libre.

Por fin, a lo largo del 2005 hemos asistido, no
sin algún sobresalto, al inicio del proceso de pues-
ta en marcha progresiva de estos esperados nue-
vos recursos sociosanitarios.

En noviembre abrieron sus puertas cuatro
Centros de Rehabilitación Psicosocial, en las loca-
lidades de Pamplona, Tudela, Estella y Elizondo, y
con un total de 230 plazas y se han anunciado el
próximo comienzo de las obras de construcción
de centros residenciales.

La puesta en marcha de estos nuevos recursos
supone sin duda un gran avance si bien no ha esta-
do exenta de polémica, en particular por la externa-
lización, la dependencia de Bienestar Social y
sobre todo por el anuncio de que los pacientes iban
a tener que hacer frente al copago de determinados
servicios. A este respecto la Defensora del Pueblo
tramitó un expediente de queja cuyas conclusiones
resumimos a continuación:

Por lo que hace referencia a la externalización
de los recursos en el Informe se recoge:

“Consideramos que, en comparación con
otros dispositivos de rehabilitación de la red de
salud mental, la estructura organizativa elegida
para este importante servicio público es clara-
mente insuficiente para que pueda cumplir con
los niveles de calidad exigibles actualmente, los
recursos humanos de los centros de rehabilita-
ción psico-social son escasos en número y con
un perfil profesional por debajo de lo deseable,
debiendo fijarse además la obligación de cober-
tura de bajas y sustituciones para que la atención
se mantenga adecuadamente”.

En relación con la pretensión de aplicar el
copago se manifiesta lo siguiente:

“Desde esta Institución se ha mostrado espe-
cial atención y preocupación por el posible cobro
de tarifas para tratamientos de rehabilitación a
enfermos mentales, pudiendo suponer dicha
medida una barrera de acceso al servicio en un
colectivo en situación de especial vulnerabilidad”.

“Los Directores de Salud Mental de las 17
CCAA acordaron en las III Jornadas de abril de
2.003 que la rehabilitación en salud mental es un
tratamiento sanitario y una prestación universal, no
siendo razonable que se cobre a este colectivo
por el servicio de rehabilitación, cuando en el
informe del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les del 2003 se reconocía una gran vulnerabilidad
económica a las personas con enfermedad
grave, que mayoritariamente viven en hogares con
una media de renta inferior a los 600 euros, con
padres pensionistas o madres viudas mayores”.

Al solicitar información sobre esta cuestión, el
Departamento de Salud se limita a decir que el
tratamiento en los Centros de Rehabilitación Psi-
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cosocial será a coste cero, omitiendo hacer cual-
quier valoración sobre ello.

Sin embargo en la resolución 1/2005, de 28 de
febrero, por el que se modificaban tarifas, exencio-
nes y bonificaciones por la prestación de servicios
gestionados directa o indirectamente por el Institu-
to Navarro de Bienestar Social, se modificaba el
artículo 4 del Acuerdo de 18 de junio de 1997 de
la Junta de Gobierno de dicho organismo autóno-
mo, fijando la atención residencial para personas
con enfermedad mental en 1114,96 euros mensua-
les, y en el caso de la atención diurna, unos cos-
tes de 121,26 euros mensuales por transporte y
comedor para mayores de 18 años, y de 68,59
euros para menores de edad. Establece en el
punto 5, el abono de un 90% de la renta per cápita
mensual en el caso de atención residencial, y de
un 50% en pisos tutelados o funcionales.

Así pues, al inicio de la tramitación del presente
expediente, estaba previsto que el sistema de
copago se trasladara a las personas con enferme-
dad mental grave (TMG), Sin embargo, reciente-
mente la Junta de Gobierno del Instituto Navarro
de Bienestar Social, en Resolución 3/2005, de 12
de septiembre, por la que se modifica el artículo
4.2 del Acuerdo de 18 de junio de 1997, publicada
en el Boletín Oficial de Navarra de 5 de octubre de
2005, ha determinado que la tarifa de los CRPS
sea asimilada al criterio que viene observando en
los recursos de atención diurna para el resto de
colectivos de personas con discapacidad. De esta
forma, para la atención rehabilitadora se ha esta-
blecido una tarifa 0 y, únicamente en el caso de las
personas que acudan a la actividad de centro de
día, se ha establecido una tarifa para el servicio de
comedor de 63 ?/mes, aunque se garantizará que
ninguna persona se quede sin recibir el servicio
por no tener los recursos necesarios para ello.

A la vista de estos hechos la Resolución de la
Defensora concluye:

“Se rechaza por tanto finalmente el cobro de
tarifas por los Centros de Rehabilitación Psicoso-
cial, que eran inicialmente las fijadas en la resolu-
ción 1/2005 para recursos del sector de la tercera
edad y discapacidad, asumiendo las prestacio-
nes de rehabilitación y sociosanitarias para las
personas con TMG en su cartera de Servicios, en
desarrollo del artículo 20 de la Ley 16/2003, lo
mismo que asume los programas de Centro de
Día de la Clínica de Rehabilitación, incluyéndose
como prestación universal para las personas con
TMG, a fin de no vulnerar los derechos de las per-
sonas con EMG reconocidos en la Legislación:
artículos 9, 14, 43 y 49 de la Constitución, Ley

14/86 y Ley 16/2003, de Cohesión y Calidad del
Sistema Nacional de Salud”.

“Esta Institución no puede más que acoger
favorablemente ese cambio de criterio, pues en
otro caso se produciría una clara diferencia en las
posibilidades de acceso de personas con TMG,
según su situación socioeconómica y familiar, de
forma que el copago podría disuadir a afectados
que vivan solos o en pensiones, no garantizándo-
se la igualdad y la universalidad con estos meca-
nismos de pago”.

En cuanto a la responsabilidad del Departa-
mento de Salud en el funcionamiento de los pro-
gramas de Rehabilitación Psicosocial el Informe
de la Defensora contenía las siguientes reflexio-
nes y consideraciones:

“Esta Institución ya denunció el año 2003, en
su Informe Especial sobre la Atención a la Salud
Mental en Navarra, una crónica falta de entendi-
miento entre los Departamentos de Salud y Bien-
estar Social, paliada en parte desde la aproba-
ción del Plan Foral de Atención Socio Sanitario,
los problemas de coordinación que se detectan y
son traducidos en quejas reiteradas de ciudada-
nos. Los propios informes recibidos muestran esa
realidad pese a la aparición de dicho plan.

“Resulta necesario que se garantice la máxi-
ma implicación y responsabilidad del Departa-
mento de Salud, no pudiendo dejar que el plan se
fragmente o quede bajo la exclusiva responsabili-
dad del Departamento de Bienestar Social, sien-
do necesaria una coordinación transversal para la
búsqueda de la mejor calidad de vida posible
para las personas con enfermedad mental”.

La respuesta del Departamento de Salud, tras-
crita literalmente en los antecedentes de la pre-
sente resolución, es claramente insuficiente, no
concretando los aspectos precisos y sustanciales
que le planteamos, e incluso, contradiciendo
varios de los extremos que aborda Bienestar
Social en su informe.

Por su parte, el Departamento de Bienestar
Social, comenzando por dejar claro que los Cen-
tros de Rehabilitación Psicosocial se inscriben
dentro de los Servicios Sociales Especializados, y
su marco de desarrollo es la atención sociosanita-
ria, considera que la responsabilidad del recurso
es del Instituto Navarro de Bienestar Social, pero
en su desarrollo y ejecución se abre a la participa-
ción del Departamento de Salud en lo relacionado
con la atención a la persona usuaria y su segui-
miento.
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Y en este sentido el Departamento de Bienes-
tar Social informa literalmente:

“A fin de garantizar la debida coordinación
entre ambos Departamentos, se han establecido
los siguientes procedimientos de coordinación:

• Creación de una Comisión Directora del Pro-
grama de Trastorno Mental Grave en la que parti-
cipan ambos Departamentos.

• Creación de una Comisión Técnica del Pro-
grama de Trastorno Mental Grave en la que tam-
bién participan ambos Departamentos.

• Previsión en los pliegos de cláusulas técni-
cas que rigen el concierto de una comisión de
seguimiento del mismo, formada por dos perso-
nas del INBS, dos personas de Salud Mental y
dos personas de la entidad adjudicataria.

Otros procedimientos de coordinación en los
que se está trabajando con la Subdirección de
Salud Mental son los siguientes:

• Designación de un dispositivo de la Red de
Salud Mental como referente para coordinar
aspectos de carácter general (protocolos, instru-
mentos, procesos asistenciales, seguimiento y
evaluación de la puesta en marcha, mejoras a
aplicar).

• Implicación en el desarrollo del programa de
atención a cada persona de los profesionales de
la red de Salud Mental responsables del área
sanitaria (admisión/acogida, evaluación, elabora-
ción del plan de atención individualizada, segui-
miento durante el desarrollo de los programas,
alta de personas usuarias...”

A la vista de lo manifestado por ambos Depar-
tamentos la Institución del Defensora del Pueblo
se reafirma en su tesis y afirma:

“Como ya expuso esta Institución en el referi-
do informe, la integración de los servicios sanita-
rios dirigidos a la enfermedad mental con otros
servicios de naturaleza no sanitaria pero necesa-
rios para cubrir la deficiente adaptación a la vida
ordinaria de los enfermos mentales crónicos y
para apoyar a sus familias y cuidadores han de
integrar servicios sanitarios dirigidos al cuidado
de la enfermedad mental y prestados, bien desde
el mismo recurso, bien desde otros más genera-
les mediante estrategias de coordinación. Por otro
lado, un mismo usuario puede necesitar diversos
servicios (residenciales, de ocio, laborales, sanita-
rios,...), es decir un “paquete” de servicios socio-
sanitarios altamente individualizado, lo que com-
plica la estrategia de coordinación y obliga a

pensar en otros términos (gestión de casos, ges-
tión de recursos”).

“La diversificación de los servicios que los
enfermos mentales requieren y las carencias del
sistema vigente en nuestra Comunidad, no tanto
por dificultades sanitarias como por diferencia-
ción de los espacios de responsabilidad y crite-
rios económicos en el desarrollo de los progra-
mas de actuación, deben llevar de forma urgente
a la definición de un espacio de actuación claro,
unívoco, definiendo el marco de responsabilidad
pública y posible participación de la iniciativa pri-
vada –particular o asociada– en la atención a los
enfermos mentales, y definiendo la actuación a
desarrollar por los servicios sociales y por los ser-
vicios sanitarios, con delimitación de funciones y
establecimientos de órganos que han de decidir
sobre la adecuación de los recursos a la necesi-
dad individual de cada enfermo mental, atendien-
do a su estado de salud general, condiciones
socioeconómicas y entorno familiar”.

“Parece claro, en línea con lo indicado en el
informe emitido por el Departamento de Bienestar
Social, que la gestión conjunta de unos y otros
servicios lleva a una mayor satisfacción de los
ciudadanos, establece un marco de atención
coherente y da seguridad tanto al paciente como
a sus cuidadores y a los propios profesionales en
los que se asienta esa atención. Por ello, la princi-
pal conclusión a la que llegamos es que es preci-
so establecer mecanismos de coordinación de
aspectos de carácter general (protocolos, instru-
mentos, procesos asistenciales, seguimiento y
evaluación de la atención en los centros de reha-
bilitación, mejoras,...), que faciliten la relación ciu-
dadanos/administración y disminuyendo las situa-
ciones que generan frustración y tensión, y
permitiendo establecer una atención unidireccio-
nal de los pacientes”.

En consecuencia, procede efectuar RECO-
MENDACIÓN al Departamento de Salud para que
asuma de manera expresa la responsabilidad últi-
ma en el seguimiento técnico y en el control de
calidad de los Centros y Programas de Rehabili-
tación Psicosocial; y para que, en línea con lo
indicado en el informe emitido por el Departa-
mento de Bienestar Social, el Departamento de
Salud asuma la responsabilidad de desarrollar
los instrumentos y sistemas precisos para garanti-
zar la calidad y continuidad del proceso asisten-
cial de todos y cada uno de los pacientes atendi-
dos en los Centros y Programas de Rehabilitación
Psicosocial.
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4.4.2.2. Marco de colaboración entre el

Gobierno de Navarra y las organizaciones

sociales en el ámbito de Salud Mental

Nos preocupa sobre manera el actual distan-
ciamiento entre las autoridades y algunas de las
principales organizaciones sociales presentes en
el sector de la Salud Mental.

Resulta esencial que se defina de manera con-
sensuada el rol que se espera que juegue cada
uno de los actores principales en el ámbito de la
Salud Mental, para alcanzar entre todos los objeti-
vos estratégicos de un auténtico Plan Integral.

Es evidente que a las asociaciones han de
comprender y aceptar que les corresponderá jugar
un papel tanto más secundario cuanto más se
amplíe el campo de acción de la propia Adminis-
tración, pero que siempre les quedará un suficien-
te espacio propio de responsabilidad.

Pero también es esencial que los Gobernantes
comprendan el papel esencial que el movimiento
asociativo juega para la mejora continua de los
servicios públicos. Los ciudadanos actuales dese-
an y están capacitados para participar más activa-
mente en la toma de decisiones en asuntos que le
afectan de manera directa, y ello está acabando
de forma progresiva con el arraigado modelo de
relación paternalista entre administradores y admi-
nistrados.

¡Esta concepción implica un auténtico cambio
cultural! “Se hace necesario un nuevo modelo de
relación entre la Administración y el ciudadano”.

Los servidores públicos deben estar abiertos a
escuchar la voz del ciudadano, aunque a veces
les resulte molesta, para conocer sus necesidades
y expectativas reales. Deben por tanto incremen-
tarse los cauces de participación directa de la ciu-
dadanía apoyándose para ello en el movimiento
asociativo.

No debemos olvidar que en materia de salud
mental el primer objetivo es concienciar a la
Sociedad para que supere la discriminación que
padece el enfermo mental tratando de lograr su
plena aceptación e integración social. La labor que
en este campo juegan las Asociaciones de familia-
res y afectados es esencial e insustituible.

Como todos los ciudadanos, los enfermos
mentales graves tienen sus derechos y han de
poder exigirlos por si mismos o a través de sus
representantes legales.

También los familiares han de tener sus dere-
chos sobre todo cuando, como ocurre frecuente-
mente, asumen una función esencial como cuida-

dores del paciente. La formación y el apoyo psico-
lógico y social a las Familias no pueden ni deben
ser descuidados.

La propia situación clínica de los enfermos
mentales y en ocasiones su falta de conciencia de
enfermedad dificulta en gran medida que los pro-
pios afectados defiendan sus derechos y por ello
es más necesaria aún si cabe la existencia de
asociaciones en este ámbito. ¡Por eso son tan
necesarias! 

Por eso cada día se hace más urgente que la
Administración Pública establezca marcos estables
de colaboración con este tipo de organizaciones.

4.4.2.3. Responsabilidad del Departamento

de Salud en el diseño y liderazgo de la aten-

ción integral a la Salud Mental

Seguimos apostando, de acuerdo con las reco-
mendaciones de nuestro Informe Especial, porque
Navarra se dote un Plan de Salud Mental Integral,
que no debe fragmentarse ni mucho menos dejar-
se a la exclusiva responsabilidad del Departamen-
to de Bienestar Social.

El que todos, en los últimos años, hayamos
centrado las prioridades de la atención a los enfer-
mos mentales en los aspectos sociales, tantos
años olvidados, no debe hacer creer a las autori-
dades del Departamento de Salud que la atención
sanitaria que reciben los enfermos mentales gra-
ves no necesite también ser mejorada en muchos
aspectos.

Asimismo parece necesario crear un equipo
multidisciplinar para aquellos pacientes graves, sin
conciencia de enfermedad, que en cuanto salen
del hospital abandonan los tratamientos y vuelven
a recaer. La atención domiciliaria integral al este
colectivo resulta igualmente necesaria.

La problemática que plantean los pacientes
con trastornos de personalidad, los pacientes toxi-
cómanos con patología dual, etc., etc. constituyen
también importantes ámbitos de mejora.

Como ya se ha indicado, Salud tampoco debe
inhibirse de su responsabilidad de garantizar la
dirección técnica ni la continuidad de cuidados, ya
que por si solo el Plan acometido por Bienestar
Social no asegura la coordinación e integración de
los distintos dispositivos asistenciales.

Asimismo es imprescindible que se definan
con mucha más precisión los mecanismos de eva-
luación y control de calidad de los servicios tanto
públicos como privados concertados, sin olvidar
nunca que la “responsabilidad pública” es indele-
gable.
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4.4.2.4. Necesidad de un Protocolo de Inter-

namiento Involuntario.

En línea con las Recomendaciones del Informe
seguimos insistiendo en que desde Salud se dé
una respuesta adecuada al grave problema de
atención en las crisis agudas que facilite la coordi-
nación entre jueces, policía, y la red de salud
mental. Volvemos a insistir una vez más en la
necesidad de acometer sin más demora la realiza-
ción del Protocolo de Internamiento Involuntario.

A este respecto, y sin presuponer cual haya de
ser la solución idónea, no debemos olvidar que el
59% de los cuidadores/as consideran necesarios
servicios de apoyo en situaciones de crisis (Fun-
dación Bartolomé de Carranza). Los cuidadores
demanda asimismo la apertura de Centros de
Salud Mental para atención de urgencias por las
tardes y la formación de un equipo de intervención
comunitario para urgencias psiquiátricas.

No conviene olvidar tampoco a este respecto
las experiencias existentes en otras Comunidades
sobre Protocolo Internamientos (Alicante, etc) y el
importante debate habido con motivo de la Propo-
sición de Ley de modificación de la LEC (art.763
–añadir un apdo. 5º– para regular los tratamientos
ambulatorios no voluntarios de las personas con
trastornos psíquicos.

Las discusiones ponen de manifiesto que,
mientras los defensores de la propuesta conside-
ran perfectamente compatible la introducción de la
misma con la petición de mayores y mejores
recursos, los escépticos estiman que su plantea-
miento enmascara la infradotación de una red
asistencial comunitaria judicializando un tema que
eminentemente es sociosanitario.

Así mismo deben tomarse en consideración las
conclusiones del Estudio EUNOMIA “Evaluación
Europea del Uso de Medios Coercitivos en Psi-
quiatría y Armonización para una mejor práctica
clínica” en el que participan 12 países y que pre-
tende analizar la realidad práctica y legal del
empleo de medios y medidas coercitivas en el
medio psiquiátrico, describir comparativamente los
resultados hallados y conformar una Guía Euro-
pea que recoja las pautas de intervención, aplica-
ción y control de medios y medidas ha permitido
establecer determinados principios básicos de
actuación a observar en cualquier regulación:

• Principio de respeto a la dignidad personal y
a los derechos humanos.

• Principiode legalidad.

• Principio de necesidad.

• Principio de congruencia.

• Principio de intervención mínima.

• Principio de temporalidad y programación.

• Principio de idoneidad de medios.

• Principio de asistencia y cuidado: que ha de
estar presidida por la equiparación con los demás
enfermos.

• Principio de documentación de actuaciones.

• Principio de participación destinado a preser-
var y estimular la independencia personal del
paciente aprovechando momentos de competen-
cia del paciente.

• Principio de revisión y fiscalización.

4.4.3. INTERVENCIONES EN ACTOS DE IMPULSO
DE LOS DERECHOS DE LOS ENFERMOS MENTALES

La Defensora del Pueblo intervino en el Acto
de Clausura de las XIV Jornadas de ANASAPS
celebradas el día 6 de octubre. Asimismo uno de
nuestros Asesores presento una ponencia en la
Jornada celebrada el día 19 de mayo de 2005 y
dedicada monográficamente al tema de la “Inter-
vención en Crisis”.

4.5. DISCAPACIDADES FÍSICAS Y SENSO-
RIALES

Si bien la salud mental ocupa una buena parte
de la atención de nuestra institución otro tanto
ocurre con otras discapacidades físicas y senso-
riales a las que en el año 2005 se prestó una
atención significativa.

4.5.1. QUEJAS EN MATERIA DE DISCAPACIDAD

Como es habitual en colectivos en situación de
especial vulnerabilidad el número de quejas que se
presentan es todavía demasiado pequeño. Si las
consideramos de forma transversal hacen referen-
cia fundamentalmente a las siguientes materias:

• Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales.

• Accesibilidad y eliminación de barreras.

• Ayudas sociales.

• Transporte a centros sociales.

• Centros ocupacionales y especiales de
empleo.

La situación de los alumnos con necesidades
educativas especiales ocupa cada día más la aten-
ción de la Defensora. Los servicios complementa-
rios que son necesarios para atender debidamente
a esta clase de alumnos, han constituido un grupo
destacado de quejas en este año. Otro tanto ha
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ocurrido con la necesidad de armonizar los princi-
pios de integración e individualización lo que
requiere una mayor flexibilidad de la que viene
mostrando el Departamento de Educación en esta
materia. En cualquier caso consideramos que la
situación de la Educación Especial en Navarra
exige una importante revisión y por ello pretende-
mos ahondar en el tema a lo largo del año 2006.

Tal como comentaremos en el siguiente apar-
tado, la importancia de la eliminación de barreras
físicas y sensoriales nos llevó a acometer la ela-
boración de un Informe Especial en este campo a
fin de constatar el grado de cumplimiento de la
normativa vigente por parte de las distintas Admi-
nistraciones Pública.

Este año hemos analizado también la labor de
supervisión y control por parte de la Administra-
ción del funcionamiento de los sistemas de acce-
so a los Centros Ocupacionales o a los Centros
Especiales de Empleo. Al respecto hemos podido
constatar la carencia de los Equipos Multiprofesio-
nales previstos y hemos comprobado que la con-
currencia de funciones de control asignadas a dis-
t intos Depar tamentos contr ibuye a que en
ocasiones “los unos por los otros” no se asuman
las funciones atribuidas con la plenitud requerida.

También en el año 2005 se procedió a la aper-
tura de una queja de oficio en relación con la
situación de falta de liquidez por la que atraviesan
las asociaciones sin ánimo de lucro que desarro-
llan su labor en el campo de la discapacidad y que
achacan a la demora y cuantía de las subvencio-
nes públicas. El desencadenante de la actuación
de oficio fue la denuncia formulada en la prensa
local por el Comité de Representantes de Perso-
nas con Discapacidad de Navarra (Cormin), que
agrupa a la mayoría de asociaciones que trabajan
en este campo, y que denunciaba la reducción en
un 20% de las cuantías de las subvenciones con-
cedidas por el Gobierno de Navarra y la grave
demora en la concesión de subvenciones.

A este respecto la Defensora hizo pública su
preocupación por entender que en ningún
momento se puede poner en peligro el papel
esencial que juegan las citadas asociaciones que
vienen prestando servicios esenciales en la pro-
tección de los derechos de un importante colectivo
de ciudadanos en situación de especial indefen-
sión, servicios que con frecuencia palian las pro-
pias carencias de los servicios públicos.

La situación de inestabilidad financiera de las
asociaciones de voluntariado social en modo algu-
no puede considerarse coyuntural sino que a
nuestro entender refleja un problema estructural
que se viene repitiendo año tras año y por ello la

institución ha acometido la realización de un Infor-
me detallado que próximamente será hecho públi-
co y que pone en cuestión los actuales procedi-
mientos de concesión de subvenciones.

4.5.2. INFORME ESPECIAL DE ACCESIBILIDAD

Mediado el año 2005 se acometió la realiza-
ción de Un Informe Especial sobre “La accesibili-
dad física y sensorial a los centros y servicios de
uso público en Navarra” y cuya elaboración se
encuentra muy adelantada.

La Constitución Española entiende que para el
desarrollo de la libertad e igualdad, es necesario
el desarrollo de una política general de integración
e igualación de derechos de las personas con dis-
capacidad o disminuciones físicas y sensoriales,
dentro de lo cual se incluye la eliminación de obs-
táculos arquitectónicos y de cualquier otro tipo que
impidan el desarrollo y participación cotidiano de
este colectivo de ciudadanos.

La Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración
social de los minusválidos (LISMI), constituye una
de las principales referencias estatales en materia
de accesibilidad. En dicha normativa se regula por
primera vez en nuestro país la adaptación de los
entornos urbanos a las exigencias de accesibili-
dad atendiendo a las previsiones siguientes.

Así mismo en la Comunidad Foral la Ley Foral
4/1988, fundamentándose ya en el principio de
“diseño universal”, pretende facilitar la accesibili-
dad y utilización de los espacios libres de edifica-
ción, edificios nuevos y locales de uso público, así
como el transporte público de viajeros y determi-
nados medios de comunicación de dominio públi-
co o de las Administraciones Públicas y trata de
promover la supresión de barreras físicas o senso-
riales a fin de facilitar la integración de las perso-
nas afectadas por cualquier tipo de minusvalía
orgánica o circunstancial.

A pesar de que han transcurrido casi 20 años
desde su promulgación puede fácilmente consta-
tarse que su cumplimiento es bastante irregular y
por ello se consideró necesario evaluar su grado
de implantación en los distintos ámbitos de res-
ponsabilidad de las distintas Administraciones.

Objetivo del Informe.

El Objetivo General del Informe Especial inicia-
do, es evaluar como ejercen las distintas Adminis-
traciones de la Comunidad Foral su obligación de
evitar la creación de nuevas barreras físicas o
sensoriales y como se fomenta la supresión de las
barreras preexistentes a fin de favorecer el acceso
universal a los distintos espacios, centros y servi-
cios de utilización pública.
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Estudio Jurídico

El Informe Especial incluye un Estudio Jurídico
que ha sido realizado por la Facultad de Derecho
de la Universidad de Navarra en virtud del Conve-
nio suscrito con la Institución de La Defensora del
Pueblo.

El Estudio Jurídico hace referencia a la Norma-
tiva Internacional, la Normativa Estatal y la propia
de la Comunidad Foral de Navarra. Así mismo el
Estudio contiene un Análisis Comparativo detalla-
do de elementos de accesibilidad en edificios
públicos o de uso público en las regulaciones de
las distintas Comunidades Autónomas.

Cuestionario

Para la realización del Informe se consideró
oportuno recabar información de las propias Admi-
nistraciones, a cuyo efecto se diseñaron los Cues-
tionarios de Recogida de Información oportunos.

Una vez elaborados los Cuestionarios fueron
presentados a todas la Asociaciones de Navarra
relacionadas con la Discapacidad, a fin de incor-
porar cuantas sugerencias o aportaciones consi-
deraron pertinentes, garantizando con ello que los
Cuestionarios respondieran realmente al objetivo
previsto.

La Encuesta se dirigió preferentemente a anali-
zar el grado de avance producido en las siguien-
tes áreas:

• Accesibilidad y planeamiento. La Ley Foral
4/1988 establece que todo plan, norma u ordenan-
za urbanística deberán hacer referencia a la norma-
tiva de accesibilidad en espacios, edificios de uso
público, sean estos de titularidad pública o privada.

• Políticas activas de promoción de la accesibili-
dad. Según el Art. 13 las Administraciones Públicas
de Navarra dispondrán anualmente de partidas
presupuestarias para eliminar barreras en espa-
cios, edificios de uso público, y para incentivar la
eliminación de las mismas en el ámbito privado.

• Situación actual de accesibilidad en edificios
de titularidad municipal. La citada Ley establece la
obligación de las Administraciones Públicas de
Navarra de eliminar barreras en sus edificios de
uso público y recomienda que dispongan de un
Plan de Actuación para ello.

• Supervisión, control y seguimiento de obras
en edificios y locales de uso o concurrencia públi-
cos, bien sean de titularidad pública o privada.
Según el Art. 16. Los Ayuntamientos y Concejos
comprobarán la adecuación a la Ley 4/1988 de los
proyectos de nueva construcción de los edificios y
locales de uso o concurrencia públicos, ya sean
de titularidad pública o privada. El cumplimiento

de las previsiones de la citada Ley será exigible
para la concesión de las perceptivas licencias y
cédulas de habitabilidad.

• Itinerarios sin barreras. La Ley y los Decretos
de desarrollo establecen las condiciones que han
de cumplir los itinerarios peatonales para garanti-
zar la accesibilidad universal.

• Accesibilidad en viviendas de nueva planta.
En su Art. 2 de La ley 22/2003 establece ciertos
mínimos que han de cumplir los edificios de nueva
planta destinados a uso residencial y en el Art. 3
establece criterios de prioridad en la adjudicación
de solares o viviendas de promoción pública.

• Accesibilidad y servicios de transporte. Las
normativas citadas aluden a la necesidad de
fomentar que los servicios urbanos de transporte
de viajeros permitan la accesibilidad a las perso-
nas con movilidad reducida y específicamente el
Art. 1 de La ley 22/2003 establece el mínimo de
reserva de plazas de aparcamiento para personas
con movilidad reducida.

• Accesibilidad y barreras de comunicación
sensorial. En los apartados 5 y 6 del Art. 12 de la
Ley 4/1988 se hace referencia expresa a la elimi-
nación de barreras sensoriales en el acceso a los
servicios públicos.

El Cuestionario consta de un total de 36 Items
y ha sido cumplimentado por un total de 164 Ayun-
tamientos de Navarra y por todos los Departamen-
tos del Gobierno de Navarra.

El Informe Especial, que se encuentra en fase
de elaboración, será presentado al Parlamento
Foral en el primer semestre del año 2006 e incluye
los siguientes capítulos:

I. Razones que justifican la realización del
Informe Especial.

II. Objetivos y alcance del Informe.

III. La accesibilidad universal un objetivo de
equidad y justicia social.

IV. Informe jurídico.

V. Tablas de derecho comparado.

VI. Estudio de campo.

VII. Metodología aplicada.

VIII. Resultados del Estudio de campo.

IX. Accesibilidad a los centros y servicios del
Gobierno de Navarra.

X. Accesibilidad a los centros y servicios muni-
cipales.

XI. La opinión de las Asociaciones de discapa-
citados.
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4.6. POBREZA Y EXCLUSIÓN SOCIAL

Es infrecuente que los temas de pobreza y
exclusión social lleguen en queja a la Institución,
pero ello no justificaría en modo alguno su omi-
sión en el quehacer de la Defensora del Pueblo.

El interés por esta materia nos ha llevado a
participar en diversos foros en los que el tema ha
sido debatido y estamos a la espera de que el
Gobierno de Navarra presente su propia evalua-
ción de su Plan de Lucha contra la Exclusión
1998-2005. En efecto en el año 2005 finalizó el
período de vigencia de dicho Plan y confiamos en
que se realice una rigurosa evaluación del des-
arrollo del mismo para corregir las deficiencias
detectadas y denunciadas por la Red de Exclusión
Social y para que se realice a la mayor brevedad
posible un nuevo Plan que tome en consideración
los cambios experimentados en la realidad social,
en particular a los derivados del “boom” migrato-
rio, y que incluya unos mejores sistemas de con-
trol para garantizar la efectiva aplicación de la
medidas contempladas en el mismo.

4.6.1. LA DEFENSORA DEL PUEBLO Y LAS NUE-
VAS FORMAS DE POBREZA

Con motivo de la celebración de vigésimo ani-
versario de la puesta en marcha de la institución
del Síndic de Greuges de Cataluña la Defensora
del Pueblo presentó una ponencia titulada “Las
Nuevas Formas de Pobreza”

En su intervención la Defensora destacó que,
si bien a lo largo de la historia ha sido la pobreza
la que ha conducido a la exclusión social, “hoy en
día es más bien la exclusión social la que conduce
a la pobreza”:

“Personas con discapacidad psíquica y sin
soporte familiar, menores y adolescentes des-

adaptados, que sienten que realmente no le
importan a nadie y cuyos comportamientos socia-
les refuerzan su marginación en una espiral dia-
bólica de la que no se sienten capaces de esca-
par. Inmigrantes, mujeres víctimas de explotación,
toxicómanos, enfermos de SIDA, expresidiarios,
alcohólicos, y un largo etcétera de situaciones
que configuran un submundo oculto a nuestros
ojos, y que la mayoría de nosotros solo conoce-
mos a través de la literatura o el cine.

A todo ello se añaden también otro tipo de
situaciones que sin llegar a la extrema pobreza
son sin embargo mucho más frecuentes: Cabezas
de familia, parados de larga duración, que no inte-
resan al sistema por que son, raros, o torpes, o
indisciplinados, o simplemente por que cogen
muchas bajas o han superado los cuarenta. Muje-
res solas con cargas familiares que, en razón de
su sexo, se ven obligadas a aceptar trabajos pre-
carios y en condiciones retributivas discriminato-
rias. Viudas con pensiones de miseria, ancianos
en situación de dependencia o discapacitados
que carecen del soporte familiar y malviven de la
ayuda pública, etc”.

Así mismo resulta de interés resaltar aquí algu-
nas de las valoraciones que la Defensora del Pue-
blo realizó sobre la situación en Navarra en esta
materia:

“Es cierto que en términos comparativos la
situación en Navarra puede calificarse de satis-
factoria, pero no debemos olvidar lo qué nuestra
sociedad entiende por una situación satisfactoria.
Unos niveles muy reducidos de pobreza signifi-
can que en nuestra opulenta Navarra entre 10.000
y 40.000 personas viven en condiciones de
pobreza relativa. Personas con nombre y apelli-
dos a los que no estamos sabiendo garantizar los
derechos constitucionales.
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XII. Conclusiones.

XIII. Recomendaciones.

Baste un primer dato preliminar para constatar
que la situación de accesibilidad a centros de titu-
laridad municipal deja todavía mucho que desear.

BALANCE GLOBAL DE LA Nº de Habitantes

ACCESIBILIDAD DE LOS De menos De 2.000 De 5.000 Más de Total

LOCALES MUNICIPALES de 2.000 a 5.000 a 10.000 10.000 general

Positiva o suficiente. 22% 18% 50% 33% 23%

Regular o tolerable. 36% 61% 67% 41%

Negativa o deficiente. 39% 18% 33% 34%

(En blanco) 3% 3% 17% 3%

Total 100% 100% 100% 100% 100%
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Como Defensora del Pueblo valoro muy positi-
vamente el hecho de que en Navarra exista un
Plan Integral y reconozco como un logro que sus
indicadores sean publicados de forma periódica,
pero lamento que su ejecución no parezca estar
cumpliendo las expectativas previstas.

Como Defensora me preocupa que a pesar de
que el Plan cuenta con un adecuado diseño inte-
gral no se perciba que en su desarrollo se esté
logrando superar las tradicionales barreras
departamentales, de salud, educación, bienestar
social, etc. La previsión de acompañamiento
social personalizado, elemento clave del Plan, no
parece que haya llegado a generalizarse como
estaba previsto.

Me inquieta en particular el escaso desarrollo
de las acciones de prevención de la exclusión,
sobre las cuales esta Defensora ha venido insis-
tiendo reiteradamente y a los que hemos dedica-
do diversos Informes Especiales (enfermos men-
tales, mujeres víctimas de abusos, inmigrantes,
discapacitados, etc). Parecen aceptarse como
inevitables los factores que conducen a una
sociedad dual e insolidaria con las minorías mar-
ginales. La sociedad continúa generando perso-
nas excluidas y los servicios sociales tratando de
paliar parcialmente y a posteriori sus efectos.

Me intranquiliza la situación de los menores,
ya que la mayoría de las veces, la exclusión
empieza en los primeros años de vida. Me parece
especialmente preocupante que el sistema edu-
cativo no haya logrado reducir en mayor medida
los índices de fracaso escolar en determinados
ámbitos sociales. En coherencia con el moderno
concepto de pobreza, resulta evidente que la
prioridad máxima en el ámbito de la exclusión
social debe centrarse en garantizar que todos los
menores tengan acceso a una formación básica
que les habilite social y personalmente para
enfrentarse al mundo actual en condiciones igual-
dad real de oportunidades”.

En su Intervención la Defensora puso el acento
en la necesidad de humanizar y personalizar el
abordaje de los problemas de pobreza y exclusión
social:

“Cuando se abordan temas como el de la
Pobreza y la Exclusión Social una alternativa ten-
tadora es presentar un panorama desapasionado
y balanceado de los logros alcanzados por el
Estado del Bienestar y de las metas pendientes.

Así evaluado el resultado en Navarra podría califi-
carse con un “notable”. Esta opción de evaluación
técnica y desapasionada nos acarrearía, sin
duda, menos problemas con las Administraciones
Públicas, que entenderían nuestros juicios como
legítimos, ecuánimes.

Sin embargo un posicionamiento más acorde
con la misión encomendada a una institución
garantista de derechos, como la del Defensor del
Pueblo, ha de ser poner al descubierto cualquier
incumplimiento de derechos, y más aún si afecta
a un número significativo de ciudadanos. Debe-
mos recordar que los derechos son individuales y
han de ser garantizados a todos y cada uno de
los ciudadanos, y no podemos conformarnos con
mejorar las medias estadísticas.

Desgraciadamente los posicionamientos esta-
dísticos y asépticos son consecuencia del carác-
ter “graciable” y por tanto impreciso que se conti-
núa otorgando a demasiados derechos y
prestaciones sociales. Partimos de la premisa,
insolidaria, de que no estamos obligados a nada,
y tendemos por tanto a decir que “Hacemos
cuanto podemos”.

Sin embargo cuando se pone rostro a esos
ciudadanos y ciudadanas invisibles, que malviven
en nuestras ciudades, y que ni siquiera se sienten
legitimados para presentar una queja al Defensor
del Pueblo o que tan siquiera cuentan con las
habilidades sociales precisas para ello nos
damos cuenta de que cada una de estas perso-
nas sería merecedora de que promoviéramos una
queja de oficio en su nombre, a fin de restaurar
sus derechos constitucionales”.

4.6.2. TALLER DE EXCLUSIÓN SOCIAL

En el último trimestre del año se programó con
la colaboración de la Universidad Pública la reali-
zación de un Taller bajo el título de “La Exclusión
Social y el Sistema de Garantía de Mínimos con el
objetivo analizar el conjunto de “sistemas” de
garantía de ingresos mínimos en España y sobre
sus posibilidades de reforma con vistas a una
mayor equidad y coherencia global, y sobre todo
de cara a alcanzar la máxima eficacia en la lucha
contra la pobreza y la exclusión social.

Finalmente por razones de agenda el Taller
hubo de retrasarse y se llevó a cabo el día 9 de
febrero de 2006. Incluiremos sus conclusiones en
el Informe Anual del próximo año.
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5 VALORACIÓN GENERAL DE LAS MATE-

RIAS OBJETO DE QUEJA DURANTE EL AÑO

2005

5.1. ASPECTOS GENERALES

5.1.1. INTRODUCCIÓN

El balance del funcionamiento del quinto año
de nuestra Institución nos permite llevar a cabo
con mayor amplitud una mirada retrospectiva a la
labor realizada y a la forma de difundirla a través
nuestro Informe Anual.

Es por ello que, si cabe, todavía queremos
darle más relevancia a este instrumento de rela-
ción con el Parlamento de Navarra que constituye
el Informe Anual, el cual, más allá de convertirse
en el cumplimiento de una previsión contenida en
el art. 37 de la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del
Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de
Navarra, es sin duda un elemento destacado para
la valoración de la situación de protección de los
derechos en nuestra Comunidad Foral.

Así, tal y como contempla el artículo del men-
cionado texto legal se debe dar cuenta en este
informe del número y tipo de quejas presentadas,
del resultado de las investigaciones realizadas,
tanto de oficio como a instancia de parte, así
como de las advertencias, sugerencias, recordato-
rios y recomendaciones dirigidas a los órganos
que están sujetos a la supervisión de esta Institu-
ción. Además, caso de estimarse conveniente,
puede proponerse la modificación o derogación de
preceptos legales cuando ello garantice, en opi-
nión de la Institución, un mejor funcionamiento de
las Administraciones Públicas o, en su caso, el
dictado de nuevas normas, en lo que se ha dado
en llamar función promocional del Derecho.

Es preciso señalar que el Informe Anual no es
sólo una simple memoria de actividades, como ini-
cialmente cabría pensar. Al contrario, el mismo se
constituye en el principal instrumento para incidir
ante los poderes públicos en la mejor defensa de
los derechos de los ciudadanos y ciudadanas,
divulgando las resoluciones elaboradas por la Ins-
titución así como otro tipo de actividades desarro-
lladas en la misma línea. Los Ombudsman son
definidos como una magistratura de persuasión,
es por ello que necesitan reforzar y canalizar su
auctoritas a través de vías adecuadas, como lo
son los informes anuales y cuando se producen,
asimismo, a través de los informes especiales que
elaboran.

Por ello, venimos dando especial importancia
en todos nuestros informes anuales a este aparta-
do que bajo la rúbrica “Valoración General de las

materias objeto de queja” pretende ofrecer esa
visión general de la situación de las diferentes
Áreas en que estructuramos nuestra actividad
desde la óptica de las quejas que nos formulan los
ciudadanos y ciudadanas, y a través de las cua-
les, como ya hemos venido manifestando, se
materializa fundamentalmente la labor de supervi-
sión a que se refiere el art. 1.3 de nuestra Ley
Foral reguladora.

En este sentido, no cabe duda que las quejas
que se nos presentan constituyen un elemento
destacado y fundamental, no sólo en la percep-
ción que los ciudadanos y ciudadanas tienen del
funcionamiento de los diferentes servicios públicos
y de la propia Administración, sino que también
contribuyen a posibilitar la detección de aquellos
campos de la actividad de las administraciones
que mas deficiencias o carencias presentan en
sus relaciones con los ciudadanos y ciudadanas.

Por ello en este apartado pretendemos efec-
tuar una valoración de esta actividad desarrollada,
haciendo referencia a las cuestiones más destaca-
das que se nos han presentado y ofreciendo en
suma una visión lo mas descriptiva posible sobre
las mismas, que permita cuando menos una pri-
mera aproximación a los diferentes problemas que
se derivan de ellas. Este análisis, siguiendo la
línea marcada en anteriores informes, se realiza
de conformidad a las áreas o materias en las que
venimos estructurando o clasificando la actividad
supervisora relacionada con las quejas.

En este año 2005 además esta clasificación ha
sido objeto de una modificación que pretende des-
glosar de una manera algo más amplia el tipo de
quejas que se han venido formulando en cada una
de las área o materias que hemos venido utilizan-
do a lo largo de nuestros anteriores informes
anuales. No obstante, esta mayor concreción se
ha realizado sin querer llegar a una clasificación o
descripción demasiado exhaustiva que impidiera
por otra parte tener esa visión conjunta de la
materia que pretendemos ofrecer en este aparta-
do de nuestro informe.

Como ya venimos haciendo también en estos
informes, nos parece conveniente, al objeto de su
estudio y conocimiento más detallado por quién
tenga interés en examinar su contenido, dejar
constancia de forma amplia de las diferentes que-
jas más significativas que se nos han venido for-
mulando a lo largo del correspondiente año. A tal
fin, no sólo hacemos el oportuno reflejo de las
mismas en el índice que sigue a este apartado, y
que se ajusta a la clasificación antes mencionada,
sino que adjuntamos al presente informe en for-
mato CD y a texto completo estas quejas en las
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Comentario

En lo que se refiere a AGRICULTURA, nueva-
mente han vuelto a formularse quejas referidas al
desarrollo de los procesos de concentración par-

celaria. En ellas, y si bien el elemento común lo
viene constituyendo la discrepancia con la confi-
guración y/o características de las fincas de reem-
plazo que son adjudicadas a algunos de los titula-

res afectados por dichos procesos, también se
viene a plantear en ocasiones cuestiones relativas
a la propiedad de las fincas, en cuyo caso y con
carácter general corresponde a la jurisdicción civil
dirimir tales discrepancias.

El número más significativo de quejas ha teni-
do que ver, como ya viene ocurriendo en años
anteriores, con cuestiones relativas al aprovecha-

que, por parte de la Institución, se ha formulado a
las distintas administraciones afectadas algún tipo
de recomendación, recordatorio de deberes lega-
les y sugerencias, dando cuenta también en ellas
de la postura que finalmente adoptó la administra-
ción en relación con nuestras indicaciones.

Consideramos que el esfuerzo que supone el
amplio y extenso reflejo de estas quejas y también
de su análisis, constituye el mejor modo de que se
conozca no sólo la problemática que subyace en
cada uno de los casos, sino de igual manera los
términos en que se articula nuestra relación con
las distintas administraciones implicadas en las
quejas de que se trate. La solidez argumental de
nuestros posicionamientos y el rigor técnico de
nuestras resoluciones constituye una preocupa-
ción destacada en nuestras actuaciones desde el
comienzo del funcionamiento de esta Institución.
Así lo habrán podido constatar las distintas admi-
nistraciones con las que nos hemos relacionado
durante estos años, y queremos que la oportuni-
dad que nos brinda este informe anual sirva de
nuevo para dejar constancia de ello.

Venimos insistiendo en que la colaboración
que precisamos de las distintas Administraciones
Públicas para el cumplimiento de la función que
tenemos encomendada no sólo debe partir de la

consideración del papel destacado que ostenta
una institución garantista como la nuestra, sino
que tiene que verse acompañada de la verdadera
toma de conciencia de la posición del ciudadano o
ciudadana que se ha dirigido a nosotros formulan-
do una queja, el cual tiene derecho a obtener una
adecuada respuesta a sus planteamientos, tanto
por parte nuestra como por parte de la Administra-
ción a la que va referida la queja en cuestión.

En consecuencia, a continuación efectuamos
la exposición a que hacemos referencia dando
cuenta de las cuestiones más destacadas que nos
han sido planteadas en el ejercicio de nuestra
actividad supervisora.

Al comienzo de cada área reflejamos las mate-
rias a que han ido referidas las distintas quejas
que se han presentado a lo largo del año en cada
una de ellas, y al final incluimos una relación o
índice de las quejas más significativas relativas a
la misma área, las cuales pueden examinarse a
texto completo en el CD que se acompaña al pre-
sente informe.

5.1.2. AGRICULTURA, INDUSTRIA, COMERCIO Y
TURISMO

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Agricultura

Concentración parcelaria

Ayudas económica

Aprovechamientos comunales

Comercio

Arbitraje de consumo

Protección consumidor 
(etiquetados-garantías)

Industria Actividades extractivas



miento de bienes comunales en su más amplio
concepto. Los aprovechamientos que tienen que
ver con los pastos, en su doble aspecto de crite-
rios de configuración de los distintos lotes objeto
de adjudicación, así como de sus repercusiones
en la limpieza viaria como consecuencia de su
proximidad y tránsito por el casco urbano, y espe-
cialmente los relacionados con los terrenos o fin-
cas de cultivo comunales han constituido los
casos más frecuentes en esta materia.

Debe de hacerse mención igualmente a las
quejas que se nos han vuelto a efectuar y que tie-
nen que ver con los convenios transaccionales
que se vienen realizando por las entidades locales
de Navarra en relación con la recuperación de
determinados bienes comunales.

En ellos, las personas que nos formulan la
queja suelen centrar la misma en aspectos que
tienen que ver con la propiedad de los terrenos y
con los términos que se reflejan en el propio con-
venio que se les propone.

A este respecto hemos venido trasladando a
quienes nos formulan estas quejas que ha de
tenerse en cuenta en primer lugar la naturaleza
voluntaria de este tipo de convenios transacciona-
les y, en consecuencia, de todas y cada una de
las cláusulas en él contenidas, entre las que sue-
len incluirse las referidas a la superficie que se
asigna a los particulares y las parcelas en las que
dicha asignación serán efectivas.

No puede desconocerse que la finalidad de
este tipo de convenios, a la luz de lo establecido
en los artículos 30, 31 y 32 del Reglamento de
Bienes de las Entidades Locales de Navarra, no
es otra que la de buscar una solución precisamen-
te en los casos en que, por las especiales circuns-
tancias que concurren en los mismos, se conside-
ra conveniente y posible evitar los litigios o pleitos
que conllevarían el mantenimiento de la actual
situación. En suma las partes que ven afectados
sus derechos, entidades locales y particulares,
necesariamente deben de ceder en sus plantea-
mientos iniciales en aras de alcanzar una solu-
ción, si no plenamente satisfactoria, sí por lo
menos asumible por las mismas.

De lo contrario, tal y como venimos indicando a
las personas que nos formulan este tipo de que-
jas, la vía a la que cabe acudir para la reclama-
ción de estos derechos, si se pretende su recono-
cimiento íntegro, no será la del Convenio sino que
deberá ser la judicial, en concreto los tribunales
del orden civil, que son los competentes para dilu-
cidar este tipo de cuestiones relativas a la propie-
dad de fincas.

Por lo que respecta a COMERCIO Y CONSU-
MO las reclamaciones que efectúan determinados
ciudadanos que consideran vulnerados sus dere-

chos como consumidores vuelven a ser las que
centran este apartado.

En muchos de estos supuestos, cuando la
queja o reclamación se dirige directamente contra
la empresa o establecimiento concreto, se informa
al ciudadano de la posibilidad que le asiste de
acudir a las Oficinas Municipales de Información
al Consumidor así como sobre la posibilidad de
presentar reclamación ante la Junta Arbitral de
Consumo, poniendo en su conocimiento el proce-
dimiento de arbitraje en el caso de que la empresa
contra la que se presenta la reclamación se
encuentre adherida al referido sistema de media-
ción.

No obstante lo expuesto, si de los hechos
denunciados se apreciase una posible infracción
de las disposiciones vigentes en lo que respecta
al estatuto del consumidor y usuario, se les infor-
ma que tienen la posibilidad de interponer una
denuncia ante el servicio de Consumo del Gobier-
no de Navarra.

Y es en este aspecto, el de las distintas cues-
tiones que tienen que ver con las reclamaciones
que se efectúan ante los servicios de consumo del
Gobierno de Navarra, al discrepar con los servi-
cios prestados por algún establecimiento comer-
cial o industrial, las que normalmente se someten
a nuestro conocimiento.

Así, y con ocasión del análisis que efectuamos
de un supuesto en el que la queja versaba sobre
el período de garantía en una reparación efectua-
da por un Taller Mecánico de automóvil, pusimos
de manifiesto que, no sólo constituye una infrac-
ción en materia de consumo la negativa a la repa-
ración gratuita de un vehículo en período de
garantía, sino también el incumplimiento de las
obligaciones que la Ley impone de documentar o
justificar debidamente al consumidor cier tos
aspectos de los que dependerá el efectivo ejerci-
cio de los derechos que tiene legalmente recono-
cidos.

Por ello, y sin perjuicio del supuesto concreto
que se trataba, respecto al que consideramos
debía de volver a comprobarse los posibles incum-
plimientos de la normativa de aplicación, formula-
mos una recomendación de carácter general al
Departamento de Industria y Tecnología, Comer-
cio y Trabajo del Gobierno de Navarra para que,
en lo sucesivo se contemplase la posibilidad de
realizar una campaña informativa dirigida a todos
los talleres de reparación de automóviles de Nava-

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-2 / 13 de junio de 2006

5



B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-2 / 13 de junio de 2006

6

Comentario

En este apartado de BIENESTAR SOCIAL
queremos traer a colación parte del documento de
reflexión que esta Institución presentó ante el Par-
lamento de Navarra en el mes de abril de 2005 en
torno a una posible reforma de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra, en el que hacíamos referencia a que
la experiencia de estos más de veinticinco años

de vigencia del nuestra Constitución ha servido
para constatar las dificultades existentes para
dotar de una garantía plena a los derechos

sociales, que de su normatividad se pase a la
prescriptividad que permita alcanzar unos niveles
de garantía que se asemejen a los de los dere-
chos que podríamos denominar de libertad, que
se contienen básicamente en el Capítulo Segundo
del Título I del texto constitucional.

rra, que estuviera encaminada a informar a éstos

del contenido y alcance de sus obligaciones lega-

les en defensa de los derechos del consumidor.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

Agricultura y ganadería:

– Suciedad ocasionada en vía pública de

Genevilla por continuo tránsito de rebaños de

ganado.

– Solicitud de información en relación con el
deslinde de parcelas comunales en Murillo El
Fruto.

Comercio y Consumo:

Tramitación de denuncia ante el Servicio de
Consumo por actuación de taller de reparación de
vehículos.

5.1.3. BIENTESTAR SOCIAL

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Tercera Edad

Condiciones de estancia en residencias
de la tercera edad

Atención domiciliaria

Pensiones asistenciales (viudedad)

Ocio y tiempo libre

Menores y Adolescentes
Protección

Adopción internacional

Discapacidades

Atención sociosanitaria salud mental

Accesibilidad (eliminación de barreras,
etc.)

Transporte

Ayudas

Funcionamiento Centros Ocupacionales y
Especiales de empleo

Otros

Ayudas a la familia

Otras ayudas

Tutelaje



Decíamos que, cuando en estos momentos
nos encontramos con la referencia y existencia de
los denominados derechos de tercera generación,
que giran en torno al concepto de la solidaridad,
queda todavía mucho camino por recorrer en lo
que respecta al grado de efectividad y cumpli-
miento de los derechos sociales o también conoci-
dos como de segunda generación, y que se con-
cretan fundamentalmente en los pr incipios
rectores de la política social y económica a que se
refiere nuestra Constitución.

Ciertamente, de los poderes públicos depende
la efectividad de estos derechos y a ellos corres-
ponde adoptar las medidas que los hagan posi-
bles, por más que nos encontremos también con
un factor extrajurídico de decisiva importancia
para su eficacia real como es la existencia de las
estructuras y condiciones socio-económicas que
hagan posible su ejercicio.

Sin embargo, la dimensión prestacional de la
gran mayoría de estos derechos hace necesario
que la regulación legal de los mismos esté acom-
pañada inexcusablemente de las posibilidades de
su ejercicio real y efectivo. De lo contrario nos
encontraremos con un conjunto de normas progra-
máticas que supondrán una forma de incumpli-
miento de la obligación de legislar en un sentido
social, y que serían contrarias al mandato del artí-
culo 9.2 de la Constitución.

Como consecuencia de tales consideraciones,
llamábamos la atención de que cualquier posible
proceso de reforma en este sentido debía de ser-
vir para conseguir un mayor grado de vinculatorie-
dad de los poderes públicos, en este caso de
Navarra, a través de una mayor precisión en la
determinación de los objetivos a alcanzar y de los
instrumentos a utilizar para ello, caminando de
esta forma en la propia dirección que nos marca la
Constitución y avanzando en el significado real del
Estado Social que instituye, de manera que los
derechos sociales dejen de concebirse como
derechos teóricos y tiendan a convertirse en dere-
chos efectivos.

En esta dirección, y como primer aspecto des-
tacable debemos hacer referencia en primer lugar
a la Ley Orgánica 1/2005, de 20 de mayo que, tras
el referéndum celebrado el 20 de febrero de 2005,
autoriza la ratificación por España del Tratado por
el que se establece una Constitución Europea, fir-
mado en Roma el 29 de octubre de 2004, que
desde el punto de vista social incorpora la Carta
de Derechos Fundamentales (que había sido
aprobada en Niza en el año 2000) al Tratado
Constitucional, pasando así a ser jurídicamente
vinculante. La misma incluye un amplio catálogo

de derechos, todos ellos ya contemplados en
diversos Convenios e Instrumentos legislativos,
pero a los que se otorga rango constitucional.

También en esta misma línea, y retomando la
referencia que en nuestro anterior informe anual
hacíamos a la presentación por parte del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales del Libro Blanco
sobre la atención a las personas dependientes en
España, la aprobación por el Consejo de Ministros
el pasado 23 de diciembre de 2005 del Antepro-
yecto de Ley de Autonomía y Dependencia, cuya
remisión a las Cortes Generales para su aproba-
ción está próxima, constituye otro elemento desta-
cable en el avance hacia la efectividad de los
derechos de contenido social.

Se trata de una laguna de protección que afec-
ta a un importante grupo de personas que por sus
dificultades, enfermedades o trastornos, precisan
del apoyo de otras para realizar las actividades
más básicas de la vida cotidiana y que, por tanto,
afecta a su dignidad.

Finalmente, y en el ámbito de nuestra Comuni-
dad, otro hecho destacable lo constituye la apro-
bación en el mes de septiembre de 2005 por parte
del Departamento de Bienestar Social del Gobier-
no de Navarra, del Documento Base para una Ley
de Servicios Sociales en la Comunidad Foral de
Navarra, con el que se pretende iniciar el debate y
reflexión sobre los principios y contenidos que
debe contemplar la nueva Ley Foral de Servicios
Sociales que venga sustituir a la anterior Ley
sobre esta materia, que data de 1.983 y que,
obviamente pese a su carácter pionero en aquel
momento, requiere una actualización y acomoda-
ción a nuestro tiempo.

Todo ello, pero especialmente esta última ini-
ciativa a que hicimos referencia dado el ámbito
competencial establecido, debe constituir un punto
de inflexión en la verdadera y efectiva construc-
ción del sistema de derechos de los ciudadanos y
ciudadanas frente a las Administraciones foral y
municipales prestadoras de servicios sociales así
como de sus garantías. Ya no basta en esta mate-
ria autorizar o habilitar la creación de determina-
dos servicios o prestaciones, el esfuerzo que cabe
exigir a los poderes públicos en estos momentos
es el de fijar estándares concretos de prestacio-
nes, en cantidad y calidad, capaces de garantizar
un nivel mínimo de derechos sociales.

Estos años de funcionamiento atendiendo a
ciudadanos y a sus distintos problemas nos han
servido también para comprobar que sus quejas
tienen que ver en ocasiones más con problemas
de índole general y colectiva que con situaciones
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individuales a las que poder dar una solución con-
creta, por más que siempre hemos tratado de ocu-
parnos de una forma lo más personalizada e indi-
vidualizada posible de cada supuesto que se nos
ha planteado a fin de dar una respuesta lo más
satisfactoria posible a quién se dirigía a nosotros.

En lo referente a Bienestar Social esto resulta
todavía más evidente y en ocasiones cualquier
análisis de la problemática que subyace en algu-
nas de las quejas requiere una actuación de oficio
más amplia de la Institución, que venimos articu-
lando a través de los Informes Especiales o de
recomendaciones de carácter general aunque,
lógicamente, atribuyendo la correspondiente priori-
dad a aquellos temas que consideramos más
necesitados de atención, por más que todas estas
problemáticas son importantes.

El Informe Especial sobre la atención a la
dependencia de las personas mayores en Navarra
o las distintas actuaciones en relación a los dere-

chos de los menores constituyen un ejemplo de
esta dinámica.

En el año 2005 merece resaltarse, por lo que a
este último colectivo se refiere, la aprobación de la
Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de promo-
ción, atención y protección a la infancia y a la ado-
lescencia, respecto a la que, con carácter previo a
su aprobación, esta Institución trasladó su posición
al Parlamento de Navarra a los efectos de que se
tuvieran en cuenta algunos aspectos susceptibles
de mejora así como la necesidad de dotación de
recursos y de un rápido desarrollo reglamentario
de algunas de sus previsiones, para que se cuente
con los instrumentos precisos para lograr la trans-
formación real de las condiciones de vida de los
niños y adolescentes más desprotegidos.

Como consecuencia del importante papel que
viene a reconocer el art. 14 de dicho texto legal a
esta Institución en materia de defensa de los dere-
chos de la infancia y adolescencia, y continuando
con la labor que ya se viene desarrollando a lo
largo de estos años, especialmente centrada en
determinados aspectos relacionados con la aten-
ción y protección que desde las Administraciones
Públicas debe de prestarse a los menores, a lo
largo del año 2006 se tiene previsto elaborar un
Informe Especial sobre esta materia que pretende
analizar y evaluar el sistema de protección de
menores en el ámbito de nuestra Comunidad
Foral.

Continuando con el análisis de este apartado
de Bienestar Social y en relación con la tipología
de las quejas presentadas a lo largo del año 2005,
se viene de alguna forma a mantener similar tóni-

ca a la de años anteriores, constituyendo las más
destacadas las relacionadas con la Tercera Edad,
en concreto una vez más todo aquello que tiene
que ver con la atención domiciliaria y, especial-
mente, la situación de muchas de estas personas
con unos ingresos, fundamentalmente proveniente
de las pensiones mínimas del sistema, que resul-
tan claramente insuficientes.

En el ámbito de las discapacidades, de nuevo
las carencias existentes en materia de atención
sociosanitaria a las personas con enfermedad
mental han vuelto a ser objeto de queja, por más
que en esta materia ya se han comenzado a dar
algunos de los pasos previstos en el Programa de
Atención a Personas con Trastorno Mental Grave
aprobado en el año 2005, en especial la puesta en
funcionamiento de los denominados Centros de
Rehabilitación Psicosocial.

No obstante en esta materia, sigue siendo evi-
dente la insuficiencia de recursos residenciales
para algunos de estos enfermos así como la
potenciación y mejora de la necesaria coordina-
ción y seguimiento que en este ámbito debe de
efectuarse desde el campo sanitario.

Como cuestión novedosa en este año nos
hemos ocupado, con ocasión de una queja presen-
tada al respecto, no sólo sobre la problemática del
acceso a los Centros Ocupacionales o a los

Centros Especiales de Empleo por parte de per-
sonas con algún tipo de discapacidad, sino que
hemos analizado en relación a estos últimos la
labor de supervisión y control de los mismos,
especialmente en lo que se refiere a los aspectos
de su funcionamiento en los que resulta preceptiva
la intervención de los Equipos Multiprofesionales.

En esta materia, como ocurre también en
otras, la concurrencia de funciones asignadas a
distintos Departamentos u organismos dentro de
la Administración, en este caso al Departamento
de Industria y Tecnología, Comercio y Trabajo y al
Instituto Navarro de Bienestar Social, a veces con-
tribuye a que no se asuma con la plenitud que
requiere el ejercicio de las funciones que se tienen
atribuidas en una materia determinada. Así por
más que evidentemente las funciones de supervi-
sión y control de estos Centros Especiales de
Empleo corresponde al Departamento citado,
dado que constituyen fundamentalmente un medio
de integración del mayor número posible de perso-
nas con discapacidad al régimen normal de traba-
jo y que, además, cuentan con financiación públi-
ca a través de ayudas económicas, desde dicho
Departamento se nos venía a remitir al Instituto
Navarro de Bienestar Social al ser las Unidades
de Valoración del mismo las que se ocupan, en
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En esta área, en la que agrupamos estas tres
materias, un año más las quejas relacionadas con
el uso del vascuence en las Administraciones
Públicas de Navarra han sido las que han ocupa-
do especialmente nuestra atención como conse-
cuencia de las ocasiones en que los ciudadanos y
ciudadanas nos han planteado su discrepancia
con alguna actuación en este sentido.

No obstante, y por lo que se refiere al ámbito
del DEPORTE se debe hacer referencia igualmen-
te a la disconformidad que en alguna ocasión se
nos han planteado en relación a las condiciones de

utilización de instalaciones deportivas municipales,
y también en materia de CULTURA a cuestiones
relacionadas con determinadas intervenciones
arqueológicas desarrolladas fundamentalmente en
Pamplona.

En uno de estos casos nos ocupamos de ana-
lizar el retraso que se nos ponía de manifiesto en
la elaboración y finalización de la memoria
arqueológica resultante de la intervención llevada
a cabo en la Plaza del Castillo de Pamplona, a
raíz de las obras de construcción de un aparca-
miento subterráneo.

tanto y cuanto no se creen los Equipos Multiprofe-
sionales encargados de estos temas, del compo-
nente técnico de valoración relacionado con el
grado de capacidad de trabajo o de integración de
estas personas.

Para acabar este apartado referido al área de
Bienestar Social, hacer referencia por último a que
continúan llegando quejas relacionadas con el
tiempo y forma en que se desarrolla el proceso
que se sigue ante el Departamento de Bienestar
Social para la obtención del certificado de idonei-
dad necesario para optar a la adopción interna-

cional, así como sobre la actuación de las Entida-
des Colaboradoras en estos procesos (ECAI),

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

Discapacidad:

– Accesibilidad en edificios y espacios públicos
de Lerín.

– Insuficiencia de plazas para ingreso en Cen-
tros Ocupacionales.

– Solicitud de transporte adaptado y asistido
para acudir desde Cortes a la Residencia Carmen
Aldave de Pamplona.

– Supervisión del funcionamiento de los Cen-
tros Especiales de Empleo.

– Situación convivencial de varias personas
afectadas por supuesta enfermedad mental.

Tercera Edad:

– Suspensión de la prestación del Servicio de
Atención a Domicilio en Murillo el Cuende.

Otros:

– Bonificación cuotas de inscripción a familias
numerosas en Escuela Municipal de Danzas de
Tudela.

5.1.4. CULTURA, DEPORTE Y BILINGÜISMO

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Cultura

Conservación y protección 
patrimonio histórico

Utilización de instalaciones deportivas

Bilingüísmo

Rotulaciones dependencias y 
espacios públicos

Comunicaciones a los ciudadanos

Atención en dependencias 
(administrativas-sanitarias)

Perfiles lingüísticos plantillas



Tras interesarnos fundamentalmente por las
previsiones de finalización de dicha memoria y,
sobre todo, por la situación del Almacén de
Arqueología del Departamento de Cultura y Turis-
mo-Institución Príncipe de Viana, que venía impi-
diendo desde noviembre de 2004 hacer nuevas
entregas y la incidencia de esta circunstancia en
el normal desarrollo de los trabajos y depósito de
los materiales, se nos informó desde dicho Depar-
tamento de las medidas que se tenía previsto
adoptar para paliar dicha situación y poder dar
cabida al importante número de piezas provenien-
tes, no sólo de la intervención llevada a cabo en la
Plaza del Castillo de Pamplona, sino en otro tipo
de intervenciones que han dado lugar junto a ésta
a un volumen destacado de piezas y materiales.

En lo que se refiere a BILINGÜISMO, hacía-
mos referencia en nuestro anterior informe anual a
dos circunstancias concretas que consideramos
deben ser nuevamente mencionadas dada la
influencia que vienen teniendo en este tema.

De un lado, la aparente ausencia de unas pau-
tas o criterios homogéneos y definidos por parte
de la Administración en general a la hora de
actuar en esta materia en los diferentes supuestos
que se nos vienen planteando, centrados funda-
mentalmente en el ámbito de las relaciones de las
Administraciones Públicas con los ciudadanos,
especialmente en la zona mixta.

De otro, la existencia de un buen número de
pronunciamientos judiciales de diversa índole y
contenido, consecuencia del considerable número
de recursos interpuestos contra las diversas nor-
mas aprobadas para regular esta materia así
como contra actuaciones concretas de desarrollo
y ejecución de la misma, lo cual decíamos, y vol-
vemos a reiterar, no contribuye precisamente a
dotar de seguridad y cer tidumbre en estos
momentos a esta materia.

Tras hacer referencia a estas dos cuestiones, y
a las consecuencias que las mismas tienen en
nuestra labor de supervisión y análisis de las que-
jas que se nos presentan a este respecto, espe-
cialmente por lo que se refiere a los pronuncia-
mientos judiciales como consecuencia de lo
establecido en el art. 23.2 de nuestra Ley Foral
reguladora, destacábamos en nuestro anterior
informe anual la oportunidad que representaba en
este sentido la ponencia constituida en el Parla-
mento de Navarra para abordar en concreto esta
cuestión.

Lamentablemente, en el seno de la misma no
fue posible llegar a los acuerdos precisos que per-
mitieran efectuar de una forma consensuada las

correspondientes propuestas de actuación en una
materia que, en opinión de esta Institución, está
necesitada de tal consenso y, sobre todo, de
alcanzar un acuerdo claro sobre la forma de
actuar en este sentido por parte de las distintas
Administraciones Públicas de Navarra.

La reciente aprobación por el Parlamento de
Navarra el 2 de febrero de 2006 de una Resolu-
ción por la que se “insta al Gobierno de Navarra a
revisar el Decreto Foral 29/2003, de 10 de febrero,
sobre el uso del vascuence en las Administracio-
nes Públicas de Navarra, disponiendo una regula-
ción que constituya una plena y actual realización
de los preceptos de la Ley Foral del Vascuence”,
constituye de nuevo una destacada ocasión para
avanzar en la línea anteriormente comentada.

En la actualidad, transcurridos casi veinte años
desde la aprobación de la Ley Foral del Vascuen-
ce, la realidad sociolingüística de nuestra Comuni-
dad no es la misma que entonces. En este senti-
do, si tenemos en cuenta los datos que se
desprenden del Estudio sociolingüístico sobre el
vascuence en Navarra, realizado en el año 2003
por la Dirección General de Universidades y Políti-
ca Lingüística del Departamento de Educación del
Gobierno de Navarra, el número de personas que
entiende, habla, lee y escribe en vascuence bien
sea de forma correcta o con dificultades en la
zona mixta ya es superior al de la zona vascófona,
siendo dentro de la zona mixta más relevante esta
circunstancia en el caso de Pamplona al constituir
obviamente y con diferencia el municipio de mayor
población dentro de dicha zona.

En consecuencia, y en la línea anteriormente
apuntada y acordada por el Parlamento de Nava-
rra, se hace preciso una adecuación de las dife-
rentes disposiciones aplicables a dicha realidad
sociolingüística, que dote de la necesaria seguri-
dad jurídica a esta materia en términos de razona-
bil idad y equil ibr io de los derechos que se
encuentran en juego, tal y como por otra parte
proclama la propia Ley Foral del Vascuence entre
sus objetivos esenciales, al referirse expresamen-
te en su artículo 1 al de garantizar su uso con
arreglo a “principios de voluntariedad, gradualidad
y respeto” y “de acuerdo a la realidad sociolingüís-
tica de Navarra”.

Entrando a analizar algunas de las cuestiones
que han sido objeto de queja, y sin perjuicio de los
supuestos en que nos hemos interesado por
determinada situación o actuación en el caso del
Ayuntamiento de Pamplona, en relación a algunas
contestaciones dadas a los ciudadanos que
solicitaban expresamente que se les contestara en
euskera, que han sido finalmente corregidas,
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hemos analizado en este año el caso de la aten-
ción que se viene dispensando en las dependen-
cias de atención al público de la Hacienda Tribu-
taria de Navarra, así como la forma en que se
viene efectuando la señalización viaria en la zona
mixta que, según se nos expresaba en las quejas
recibidas, ignoraba o desconocía la toponimia ofi-
cial existente en la actualidad en Navarra.

Así, y como consecuencia del análisis que
efectuamos de ambas cuestiones se formuló en el
primer caso una recomendación al Departamento
de Economía y Hacienda para que, cuando se
trate de contestaciones por escrito que se remitan
a habitantes residentes en la zona mixta y vascó-
fona que previamente se hayan dirigido por escrito
en vascuence al mismo, se haga uso de los servi-
cios de traducción con que esa administración
cuenta para dar una contestación en formato bilin-
güe a estos ciudadanos y ciudadanas. De la
misma forma, instábamos a que se adoptasen,
previo estudio de las necesidades en esta mate-
ria, medidas para garantizar el derecho de los ciu-
dadanos a ser atendidos en castellano o euskera,
a su elección, en los servicios o dependencias
centrales de atención al público cuantitativamente
relevantes.

Por lo que se refiere al tema de la señaliza-

ción viaria, y tras analizar las disposiciones de
aplicación en el caso de las localidades que cuen-
tan con denominación oficial, además de en cas-
tellano, en vascuence, así como las distintas
actuaciones que se vienen llevando a cabo por el
propio Gobierno de Navarra en orden a la recupe-
ración y difusión de la toponimia existente en

Navarra, formulamos una recomendación al
Departamento de Obras Públicas, Transportes y
Comunicaciones para que, previas las actuacio-
nes que considerase precisas, y con ocasión de la
instalación o sustitución de la señalización viaria
en las diferentes carreteras de Navarra de la zona
mixta, el reflejo de estas localidades en dicha
señalización se realice con las dos denominacio-
nes oficiales con que cuentan las mismas, confor-
me a la toponimia oficial aprobada por el propio
Gobierno de Navarra.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

Deporte:

– Disconformidad con sanción impuesta por
utilización Complejo Deportivo Municipal de Peral-
ta y ausencia de contestación a alegaciones.

Bilingüismo:

– Rotulación interior de la ampliación del Hos-
pital García Orcoyen de Estella.

– Falta de contestación y de atención en vas-
cuence en la Hacienda Tributaria de Navarra.

– Forma en que se reflejan en la señalización
viaria de las carreteras de la zona mixta las locali-
dades con denominación oficial en castellano y
vascuence.

5.1.5. EDUCACIÓN

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Educación

Edificios escolares (seguridad, 
conservación y construcción)

Transporte escolar y comedor

Alumnos con necesidades 
educativas especiales

Acceso a centros (aplicación criterios)

Planificación educativa (adecuación a
demanda)

Funcionamiento centros (convivencia,
etc.)

Becas y ayudas

Ciclo 0-3 años



Comentario

Debe destacarse en este apartado que dedica-
mos a EDUCACIÓN que las quejas recibidas a lo
largo del año 2005 prácticamente han duplicado
las del año anterior.

Y si bien algunos de los temas ya tratados en
anteriores informes anuales, tales como el acceso
a los centros, la situación que se sigue dando de
concentración de alumnos inmigrantes en unos
determinados centros o las condiciones que pre-
sentan determinados centros escolares, han veni-
do constituyendo la tónica predominante en la
variada casuística que se nos ha presentado,
junto a estos se han formulado igualmente quejas
en relación a otros asuntos cuya significación ha
alcanzado un grado mayor de importancia que en
ejercicios anteriores.

Así, la atención a los alumnos con necesida-

des educativas especiales en relación a la serie
de servicios complementarios que son necesarios
para entender debidamente cubierto y satisfecho
el derecho a la educación, o desde la óptica de los
criterios de promoción para esta clase de alum-
nos, han constituido un grupo destacado de que-
jas en este año.

En este sentido, el acceso a este tipo de servi-
cios complementarios, tales como transporte
escolar y otra clase de apoyos, requiere el cumpli-
miento de las condiciones objetivas establecidas
en la actual normativa para la correcta atención y
escolarización de aquellos alumnos que, p. ej.,
residan alejados de los centros docentes que se
les haya asignado conforme a la ordenación edu-
cativa aprobada. No obstante las quejas que se
formulan en este sentido nos llevan a llamar la
atención sobre la necesidad de una gestión ade-
cuada de estos servicios y apoyos, de tal forma
que para estos alumnos los centros educativos no
sean percibidos como realidades ajenas y separa-
das de la propia Administración educativa y, a tra-
vés de los mismos, se posibilite y garantice el ade-
cuado acceso de estos alumnos a los distintos
ciclos educativos.

En línea con lo anterior, si bien referido a la
permanencia de una de estas alumnas en el ciclo
de Educación Infantil, tuvimos ocasión de analizar
la forma en que el Departamento de Educación
venía interpretando una supuesta prohibición legal
de permanencia, una vez cumplidos los siete años
de edad contenida en el Real Decreto 696/1995,
de 28 de abril, por el que se ordena la educación
de los alumnos con necesidades educativas espe-
ciales.

A este respecto llamamos la atención en que,
en desarrollo de los mandatos constitucionales
contenidos en los arts. 27, 14 y 49 de la Constitu-
ción, las diferentes Leyes Orgánicas en materia
educativa han optado decididamente por un
modelo de integración y normalización para la
escolarización de los alumnos con necesidades
educativas especiales, promoviendo, así, en lo
posible el acceso de estos alumnos a los distintos
ciclos educativos de acuerdo con los tramos de
edad que prevén al efecto las normas generales.

Ahora bien, destacábamos igualmente que este
principio de integración queda complementado o
matizado en dicha normativa por los de individuali-
zación y mayor flexibilización que permitieran satis-
facer adecuadamente las concretas necesidades
educativas que presenta cada alumno.

Como consecuencia de ello y con arreglo a
tales principios, entendíamos que la referencia
limitativa que se nos argumentaba, en ningún
caso podía ser considerada como una prohibición
rígida, absoluta y taxativa de permanencia en todo
caso en dicho ciclo a partir de una edad, acredita-
da la misma e independientemente de la valora-
ción de las peculiaridades de cada caso, de modo
que se excluyan los citados principios de indivi-
dualización y flexibilidad.

Así, y dado que la aplicación taxativa de una
inexistente prohibición legal se erigió en el caso
que analizamos en un límite infranqueable que
además llevó a rectificar la situación de escolari-
zación que se estimó en su día como idónea por
los expertos que habían informado sobre el parti-
cular, prescindiéndose, por tanto, de la valoración
individualizada que en el momento oportuno se
hizo, formulamos una recomendación al Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra
para que se mantuviera a esta alumna en la situa-
ción de escolarización aconsejada en los informes
elaborados al efecto y que, en lo sucesivo, se
tuvieran en cuenta para este tipo de casos las
anteriores consideraciones respecto a los princi-
pios de individualización y flexibilidad que deben
presidir las actuaciones en esta materia.

Junto a estos temas, otros relacionados con el
funcionamiento de los Centros Escolares, en
especial con ocasión de la adopción de medidas
de tipo disciplinario, pero también con la forma en
que se venían utilizando ciertos espacios de los
mismos, como ocurrió en el caso del C.P. Comar-
cal “Lorenzo Goicoa” y el C.P. Comarcal “Atargi” de
Villava tras su separación, han sido igualmente
objeto de análisis por nuestra parte.
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También, aspectos que están estrechamente
relacionados con la planificación educativa ante
las nuevas necesidades, y que tenían que ver con
la implantación de una línea del modelo “D” en el
Colegio Público San Miguel de Orcoyen, o con la
construcción de nuevas instalaciones y centros,
como ocurría en el caso del Colegio Público de
Educación Infantil y Primaria Patxi Larrainzar de
Pamplona, o con el traslado de alumnos de un
centro a otro, en el caso de algunos del Colegio
Público Arturo Kampion al Colegio Público García
Galdeano también de Pamplona, como conse-
cuencia de la necesaria acomodación de los
recursos humanos y materiales disponibles en
cada uno de ellos, han constituido otro apartado
importante de la actividad que se ha desarrollado
en esta materia durante este año, y que vuelve a
poner de relieve la importancia que tiene el impul-
so y establecimiento de una adecuada planifica-
ción de la oferta educativa que permita atender de
forma correcta y sin dilaciones las necesidades
que van surgiendo en esta materia, tanto en lo
que se refiere a remodelación como en la cons-
trucción de nuevas instalaciones o centros.

Por último, y como ya hemos comentado al
abordar el área Transversal del Menor, queremos
dejar constancia del conjunto de quejas que esta-
mos analizando en estos momentos en relación a
la actividad de supervisión que viene desarrollan-
do la Administración respecto a los distintos cen-

tros de Navarra que atienden a niños y niñas

menores de 3 años, especialmente en materias
que tienen que ver con las exigencias mínimas
que estos deben cumplir y el control que se viene
ejerciendo sobre las mismas durante el desarrollo
de la actividad por parte de estos centros.

En ellas se viene a poner de manifiesto de
alguna forma la actual situación de transitoriedad

normativa en que se encuentra especialmente
este tema ante la posible promulgación de una
nueva Ley Orgánica de Educación, y las conse-
cuencias que la ausencia de normas que regulen
la materia de forma unitaria pueden acarrear.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Criterios complementarios de admisión de
alumnos.

– Condiciones de diferentes elementos de la
Escuela Infantil de Huarte.

– Sanción disciplinaria impuesta a alumnos del
Instituto de Educación Secundaria de Zizur Mayor.

– Situación generada en Centro Escolar tras
condena penal firme a Profesor de Educación Físi-
ca por actos en el desempeño de sus funciones.

– Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales: diversidad curricular en el Modelo D.

– Insuficiencia de instalaciones en el Instituto
de Educación Secundaria Eunate.

– Procedimiento de recogida de datos para la
formación de fichero de alumnos con necesidades
educativas especiales.

– Demora en la construcción de las nuevas
instalaciones del Colegio Patxi Larrainzar en Pam-
plona.

– Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales: límite de edad en Educación Infantil.

5.1.6 FUNCIÓN PÚBLICA

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Función Pública

Movilidad y carrera administrativa

Ingreso y provisión de puestos

Derechos y deberes

Derechos pasivos y seguridad social

Regímenes especiales (laboral,
docente, sanitario)

Otros regímenes especiales 
(municipios, a.s.u.e., policías)



Comentario

De nuevo en el área de FUNCIÓN PÚBLICA,
dos grandes apartados vienen centrando nuestra
atención en relación con las quejas que se nos
han planteado a lo largo de este ejercicio.

De un lado, las formuladas por quienes han
participado en alguno de los procesos selectivos
de acceso a la función pública o, también, en pro-
cedimientos conducentes a la contratación tempo-
ral de personal o constitución de listas destinadas
a cubrir estas necesidades en las distintas admi-
nistraciones públicas.

De otro lado, aquéllas que nos remiten quienes
tienen ya la condición de funcionario o personal al
servicio de las administraciones públicas en mate-
rias que tienen que ver o están relacionadas con
el desempeño de sus puestos de trabajo, sistema
retributivo, carrera administrativa y movilidad, etc.

Así, en lo que se refiere a los procesos de

acceso a la función pública y las situaciones a
veces poco razonables que en ocasiones se pro-
ducen en los mismos, tuvimos ocasión de interve-
nir a raíz de la problemática surgida en unas opo-
siciones de Cuidador convocadas por el Gobierno
de Navarra, cuya segunda parte del temario fue
modificado tres meses después de la convocatoria
por la propia administración convocante, actuación
esta cuya impugnación originó que posteriormente
fuese declarada nula por Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Navarra, cuando ya sólo resta-
ba la fijación definitiva por el Tribunal calificador de
las puntuaciones finales del proceso.

Ante la intervención que se nos solicitaba por
parte de los aspirantes afectados por esta situa-
ción, trasladamos las oportunas consideraciones
al Depar tamento de Presidencia del propio
Gobierno de Navarra con el fin de avanzar en una
solución que tratase de paliar en alguna medida
los perjuicios que les había causado toda esta
actuación. A estos efectos se planteó por nuestra
parte, y el Departamento lo aceptó, la solución
indicada por estas personas en el sentido de
impulsar la convocatoria de las nuevas plazas de
cuidadores que habían aparecido recientemente
en las últimas ofertas públicas de empleo, y así
poder cuando menos concurrir a las mismas estas
personas afectadas, dado que era previsible que
el temario fuese bastante similar al de la oposición
anulada y que los esfuerzos de estudio realizados
para aprobar ésta no resultarían infructuosos.

De la misma manera, una situación peculiar se
presentó igualmente por quienes denunciaban el
retraso que se venía produciendo en su nombra-

miento como auxiliares administrativos del Gobier-
no de Navarra, tras la superación de las pruebas
convocadas por resolución 722/2002, de 16 de
abril, del Director-Gerente del Servicio Navarro de
Salud-Osasunbidea, y cuyos resultados definitivos
habían sido publicados hacía un año.

Esta situación, que finalmente fue corregida al
compatibilizarse en el tiempo ambos procedimien-
tos, afectaba a las expectativas de destino de
estas personas por cuanto este retraso les supo-
nía no poder presentarse a un inmediato concurso
de traslado que estaba previsto convocar para
cubrir puestos correspondientes a las ofertas de
empleo de 2003 y 2005, a los que, por el contrario
sí lo podrían hacer los aspirantes seleccionados
en la siguiente oposición a la suya, que ya esta-
ban nombrados.

De nuevo, tal y como ha sucedido en ejercicios
anteriores, la cuestión de la movilidad entre dis-
tintas administraciones nos ha vuelto a ser plante-
ada en la doble dirección o sentido de quién quie-
re acceder desde las administraciones públicas de
fuera de Navarra, como era el caso de un Agente
Medio-ambiental de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León que quería acceder a un puesto
similar en el Gobierno de Navarra, pero también
se suscita en sentido opuesto, es decir, desde una
administración de Navarra a otra del resto del
Estado.

Así ocurrió en el caso de un grupo de Médicos
Adjuntos Especialistas pertenecientes al Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea, que no habían
sido admitidos en el concurso de traslado convo-
cado en el marco de la Oferta Pública de Empleo
realizada por el extinto INSALUD en diciembre de
2001, al no ser personal estatutario.

Por lo que se refiere a alguna de las cuestio-
nes atinentes al régimen jurídico propiamente
dicho del personal que ya forma parte de la Admi-
nistración, además de alguna situación puntual
que se nos llegó a formular en relación con deter-
minadas reubicaciones en puestos de trabajo,
tuvimos ocasión de analizar, con ocasión de una
queja referida el régimen retributivo de un puesto
de trabajo, la situación que se produce en deter-
minados supuestos a la hora de diseñar las dife-
rentes estructuras organizativas de algunas sec-
ciones o negociados, que a veces conforman una
pirámide invertida y que, en el caso concreto que
se nos planteaba, tenía como consecuencia prác-
tica que una Jefatura de Negociado en el Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra
tuviera asignada una retribución inferior a la del
puesto de Asesor Docente perteneciente al propio
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Comentario

En materia de HACIENDA hay que diferenciar,
básicamente, dos tipos de casuística bien diferen-
te en el ámbito de las quejas que se nos han pre-
sentado, una que está relacionada con los
impuestos o gestión tributaria que corresponde a
la Hacienda Foral de Navarra y la otra que tiene
que ver con los impuestos y tributos de las entida-
des locales de Navarra.

En relación al primero de esos ámbitos, resultó
significativo el supuesto que se nos planteó por
una persona de 91 años a quién se le impuso una
sanción pecuniaria por incumplimientos en las
presentaciones de declaraciones del IVA, con la
consiguiente recaudación en vía ejecutiva seguida
por la Hacienda Foral.

Así, en el año 2000 se le impuso una multa de
1.150.000 pesetas (6.911,63 euros), por no aten-
der al requerimiento efectuado en el año anterior
en el que se le instaba a presentar determinadas
declaraciones del IVA. La cantidad adeudada a

Hacienda Foral por el IVA devengado durante los
periodos 1994 a 1998, ascendió a la suma de
17.235 pesetas (103,58 euros), cantidad que fue
debidamente abonada en el año 2000 por esta
persona, presentando las declaraciones que habí-
an quedado pendientes.

Sin embargo, en aplicación de lo establecido
en el artículo 4 de la Ley Foral 3/1994, se le san-
cionó automáticamente con multa de 50.000 pese-
tas por cada una de las declaraciones requeridas
y no presentadas en plazo, con lo que la cuantía
de la sanción alcanzó una cantidad desproporcio-
nada en relación a la derivada de las declaracio-
nes presentadas tardíamente. Ello agravado por el
embargo de la ayuda domiciliaria concedida por el
Gobierno de Navarra y cuyo destino era permitir la
contratación de una persona para atender sus
necesidades en las actividades básicas diarias.

Expuesta esta situación al Departamento de
Economía y Hacienda así como nuestra conside-
ración de lo desproporcionada e injusta de la san-
ción impuesta, el citado Departamento efectuó el

Negociado, por lo que indicamos al citado Depar-
tamento la necesidad de adecuar esta situación.

Por último, y como tema que sigue sin resolver-
se y sobre el que las personas afectadas insisten
en formular sus quejas para buscar una solución
al mismo, dejar constancia de la situación en que
se encuentran los jubilados del sistema de la
Seguridad Social que han efectuado determina-
das cotizaciones a los Montepíos existentes en
Navarra y que, por la ausencia de la correspon-
diente normativa que debe dictarse por la Adminis-
tración General del Estado, previas las oportunas
gestiones con el Gobierno de Navarra, no ven
reconocida por la Seguridad Social el tiempo de
cotización a dichos Montepíos.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Diferencia retributiva entre Jefe de Negocia-
do y Asesor Docente dependiente del mismo.

– Anulación judicial de desarrollo de la oposi-
ción para cuidador con destino al Gobierno de
Navarra y consecuencias para los participantes en
la misma.

– Dificultades de acceso a cursos superiores
de Formación Profesional para el acceso a pues-
tos de Personal de Guarderío.

5.1.7. HACIENDA

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Hacienda

Demora en resolución reclamaciones
tribunal económico administrativo foral

Tributos Gobierno de Navarra (IRPF,
IVA,...)

Tributos locales

Procedimiento (imposición, ordena-
ción, recaudación, apremio)

Información tributaria
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correspondiente estudio de la situación, determi-
nando la prescripción de la deuda y la devolución
de las cantidades embargadas con aplicación de
los intereses correspondientes en favor de esta
persona.

Si bien, en la actualidad y como consecuencia
de la aplicación de la Ley Foral General Tributaria
esta situación probablemente no se hubiera pro-
ducido en función al principio de proporcionalidad
que es aplicable al sistema tributario, es preciso
llamar la atención sobre este tipo de situaciones
en las que, como consecuencia de una deficiente
concreción del tipo infractor, al constituir una
infracción grave cualquier conducta consistente en
dejar de ingresar dentro de los plazos estableci-
dos la totalidad o parte de la deuda tributaria, nos
podemos encontrar con que la aplicación casi
automática del régimen sancionador, sin tener en
cuenta las circunstancias o grado de culpabilidad
que concurre en cada caso, puede dar lugar en
ocasiones a una evidente desproporción entre la
infracción cometida por el sujeto pasivo y la san-
ción impuesta.

En lo que se refiere al Impuesto sobre la

Renta de las Personas Físicas, junto a la casuís-
tica que en ocasiones ya se nos ha planteado en
relación al tratamiento dado a la compensación
por alimentos de aquellas personas sujetas a pro-
cesos de separación y/o divorcio, nos hemos ocu-
pado de analizar algún supuesto referido a las
deducciones previstas en este Impuesto por míni-
mo familiar (por ascendiente y por minusvalía) y
los efectos de la imputación de las mismas al
momento del devengo del impuesto que, en caso
de fallecimiento del ascendiente a cargo del sujeto
pasivo con anterioridad a dicha fecha, no se ve
beneficiado de dicha deducción, tal y como se nos
venía a exponer en alguno de los casos que en
este sentido hemos analizado.

A la vista de que este aspecto cabe conside-
rarlo especialmente mejorable, y con el fin de tra-
tar de conseguir su mayor acomodación al princi-
pio de capacidad económica de los sujetos
pasivos, hemos trasladado al Departamento de
Economía y Hacienda la conveniencia de que se
estudie y analice la oportunidad de adoptar medi-
das que tengan por objeto, fundamentalmente,
mejorar la tributación sobre este aspecto concreto,
en aras a posibilitar un mejor y equitativo trata-
miento fiscal de dichas circunstancias personales
y familiares de los contribuyentes afectados por
estas situaciones.

Por lo que se refiere al apar tado de los
impuestos de ámbito local, además de las que-
jas habituales en esta materia, centradas en las
subidas o incrementos que se producen de un año
a otro en algunos de ellos, en este año se han
repetido las que tienen que ver con la disconformi-
dad en las tarifas o tramos establecidos en el
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica o
de circulación, y han comenzado a ser frecuentes
las que, en relación a la Contribución Territorial,
cuestionan la forma en que los bienes de naturale-
za rústica o urbana figuran descritos en los Catas-
tros Municipales, existiendo en la mayoría de estas
ocasiones discrepancias en cuestiones referentes
a la propiedad, extensión y límites de las unidades
inmobiliarias a que se referían las quejas.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Fecha de devengo de la contribución urbana

5.1.8. INTERIOR

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Interior
Seguridad Ciudadana

Administración penitenciaria

Tráfico

Sanciones en materia de tráfico

Estacionamiento discapacitados

Canje permisos de conducir con 
terceros países



Comentario

De nuevo en este apartado de INTERIOR se
pone de relieve el mayor número de quejas rela-
cionadas con la tramitación de los expedientes

sancionadores que tienen que ver con tráfico,
si bien en este año han descendido significativa-
mente con respecto a las de años anteriores, de
tal forma que en este área se han reducido prácti-
camente hasta la mitad.

En la distinta casuística que se nos presenta
se viene a cuestionar este tipo de sanciones en
sus distintas fases o momentos, bien sea cuando
se formula la denuncia, bien con posterioridad con
ocasión de la respuesta a las alegaciones que se
formulan o, incluso, a las propuestas de indaga-
ción de determinados hechos que en ocasiones
efectúan las personas interesadas y que se
encuentran con respuestas tipo que obedecen a
modelos previamente establecidos, sin que la
Administración actuante lleve a cabo la más míni-
ma actuación individualizada en relación con el
expediente de que se trata.

Sobre esto ultimo, casos como el que nos tras-
ladó una ciudadana a la que se le había impuesto
una sanción por un Agente Municipal de Pamplo-
na que no había presenciado los hechos, resulta
ilustrativo en relación a este tipo de incidencias.

En este supuesto concreto la autora de la
queja, tras desplazar su coche del lugar en el que
estaba aparcado y golpear por descuido la puerta
de otro coche, no pudo proceder a colocar sus
datos personales para su identificación por parte
del propietario de este segundo vehículo ya que
un grupo de personas, al parecer amigos o fami-
liares del titular del vehículo siniestrado, se lo
impidieron como consecuencia de recriminarle de
forma airada la acción que habían contemplado.

No obstante, esta persona consiguió finalmen-
te, tras conversaciones con ellos, entregarles sus
datos personales con el fin de que se lo hicieran
llegar al titular del vehículo, tal y como se lo habí-
an propuesto. Además, al día siguiente dio cuenta
a su compañía de seguros de este siniestro para
que se hicieran cargo del mismo una vez recibie-
ran la correspondiente reclamación.

Como consecuencia de ello, a través de un
Agente Municipal, tras llamadas telefónicas y per-
sonación de la interesada en dependencias poli-
ciales, se le impuso una sanción “por estar impli-
cada en un accidente de circulación con resultado
de daños materiales y ausentarse del lugar sin
facilitar sus datos al perjudicado.”

Pese a los intentos de la denunciada por apor-
tar datos e incluso acudir con una representante
de su aseguradora, que ratificaba los pasos dados
y la versión expuesta, se desestimaron las alega-
ciones manifestando simple y literalmente que
todo ello ya fue aclarado con esta persona y la
representante de su aseguradora, sin que obser-
váramos en el expediente que solicitamos al Ayun-
tamiento una mínima actividad probatoria condu-
cente a desvirtuar lo manifestado por la persona
que nos presentó la queja, ni tan siquiera consta-
se algún tipo de gestión por parte del Agente
Municipal que efectuó el boletín de denuncia que
permitiera incriminar a la interesada, ante lo cual
instamos al Ayuntamiento de Pamplona la revoca-
ción de dicha sanción.

Al margen de la actividad propiamente sancio-
nadora de esta clase de procedimientos y estre-
chamente relacionado con ellos, aunque no de
forma exclusiva, continúan siendo frecuentes las
ocasiones en que las personas que se dirigen a
nosotros formulan sus quejas en relación a lo que
consideran comportamiento incorrecto o inade-

cuado de los Agentes de la Autoridad.

En relación con esta cuestión hemos venido
manifestando las dificultades que, en ocasiones, y
por las características de tiempo o lugar, se pre-
sentan para el inicio de algún tipo de expediente
que, normalmente, concluiría sin más contenido
que los criterios contradictorios del interesado y
de la Administración o de sus Agentes.

No obstante, consideramos que una Institución
garantista como la nuestra tiene la obligación de
plantear cualquier propuesta de mejora que contri-
buya a dotar de un mayor nivel de protección, si
cabe, a los derechos y libertades reconocidos a
los ciudadanos por nuestro ordenamiento jurídico.

En este sentido consideramos que la vía más
adecuada para abordar esta cuestión es la de
insistir en la realización de las oportunas investi-
gaciones internas o diligencias informativas de ofi-
cio, o a solicitud de cualquier interesado, bajo la
premisa de que la recepción de este tipo de que-
jas en ningún caso implica otorgar a éstas una
plena credibilidad, ni establecer una sospecha
permanente sobre la profesionalidad de los agen-
tes. Significa simplemente que los responsables
policiales llevan a cabo una imprescindible labor
preventiva, al tiempo que prestan atención a los
aspectos cualitativos de la labor policial.

Desde nuestro punto de vista, cualquier noticia
sobre una posible actuación policial irregular debe
ser investigada, con independencia del cauce por
el que los responsables policiales adquieren cono-
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cimiento de aquélla. Cuestión diferente es la referi-
da a las características de esa investigación inter-
na que, por supuesto, deberán ser proporcionadas
a la gravedad de la irregularidad denunciada.

Consideramos, en síntesis, que la necesaria
evaluación de la calidad del servicio policial
requiere por parte de los responsables una actitud
receptiva hacia las quejas de la ciudadanía. Ade-
más, resulta evidente que la mera toma en consi-
deración de dichas quejas tiene un deseable efec-
to preventivo.

Por todo lo anteriormente expuesto, se ha ini-
ciado a finales del presente año, y está previsto
que se concluya en el primer trimestre del siguien-
te, el estudio de la elaboración por parte de la Ins-
titución, de una recomendación de carácter gene-
ral dir igida a las distintas Administraciones
Públicas de Navarra con cuerpos policiales en
relación a esta cuestión, insistiendo en la necesi-
dad de que se mejoren los sistemas de control
frente a eventuales actuaciones irregulares de los
Agentes.

En otro grupo de quejas, de nuevo han vuelto a
suscitarse las que tienen que ver con las distintas
incidencias con que se encuentran las personas
minusválidas que solicitan la expedición o renova-
ción de las tarjetas de estacionamiento específi-
cas para ellas, bien sea como consecuencia de
los requisitos de acreditación de la situación que
padecen, bien sobre los distintos mecanismos de

información de las normas de utilización y facilida-
des de estacionamiento de dichas tarjetas.

Por último, y si bien este grupo de quejas han
venido siendo remitidas al Defensor del Pueblo
dado el ámbito competencial al que iban referidas,
han sido planteadas con cierta frecuencia las difi-
cultades con que se encuentran, no sólo las per-
sonas de nacionalidad extranjera, sino también
ciudadanos españoles, que desean efectuar ante
la Jefatura Provincial de Tráfico el correspondiente
canje o reconocimiento de permisos de circu-

lación expedidos por terceros países, especial-
mente en el caso de Argentina, con el que existe
un acuerdo formalizado en el año 2002 en este
sentido, ante las labores de comprobación que se
viene exigiendo realizar por parte de las autorida-
des de estos países con los que existe este tipo
de acuerdo o convenio y el retraso que las mis-
mas ocasionan en esta tramitación.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Sanción impuesta por parte de un Agente
que no contempló los hechos por ausentarse la
persona sancionada del lugar de accidente sin
dejar sus datos.

5.1.9. JUSTICIA

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Justicia

Dilación en procesos judiciales

Ejecución de sentencias

Adopción o establecimiento de
medidas

Actuación de colegios profesionales

Registros



Comentario

A las ya conocidas quejas que tienen que ver
con las actuaciones o decisiones que vienen
adoptando los diferentes Tribunales de Justicia y a
la labor que ante los mismos realizan los profesio-
nales que intervienen en los diferentes procesos
judiciales, fundamentalmente abogados, se ha
añadido en este ejercicio una casuística que ha
motivado un ligero incremento en el número de
quejas correspondiente a esta área.

Nos estamos refiriendo a las quejas que tienen
como causa los retrasos en la tramitación y reso-
lución de los diferentes expedientes que se

siguen en el Registro Civil.

En lo que respecta a Navarra, se nos planteó
el retraso en la tramitación de un expediente pre-
vio a la autorización de un matrimonio civil en
Pamplona para el que, tras la información sobre la
documentación que debía ser presentada se le
citaba a la persona interesada para siete meses
después con el fin de proceder a su entrega.

En este asunto, tras dirigirnos tanto al Presi-
dente del Tribunal Superior de Justicia de Navarra
así como al Consejero de Presidencia, Justicia e
Interior del propio Gobierno de Navarra interesán-
donos por la situación de dicho Registro, deben
reseñarse las medidas que en tal sentido se esta-
ban adoptando por ambos organismos.

En lo que se refiere al primero de los mismos
se nos daba traslado de las gestiones efectuadas
desde la Sala de Gobierno del citado Tribunal en
el sentido de solicitar la creación de un Registro
Civil exclusivo para Pamplona, interesar de la
Dirección General de Justicia del Gobierno de
Navarra como medida de refuerzo el nombramien-
to de dos funcionarios más para el Registro Civil y,
por último, la posible ampliación del horario por
las tardes, con personal del propio órgano, con
carácter voluntario y la correspondiente retribución
por prolongación de jornada.

Por lo que se refiere al Departamento de Presi-
dencia, Justicia e Interior, tras hacerse referencia
a la importante dotación de medios materiales y
personales asignados y el correspondiente estu-
dio organizativo sobre los problemas existentes,
se indicaba que desde el mes de octubre se habí-
an incorporado a la plantilla del Registro Civil,
además de un Secretario Judicial exclusivo, otros
dos trabajadores más de refuerzo, y se estaban
implantando unas acciones que determinaban en
ese momento que a las personas que, tras la
oportuna información, completaban la documenta-
ción necesaria de otros ámbitos, se les atendiera
en un plazo nunca superior a quince días, elimi-

nándolas de la lista de espera antes concertada,
la cual estaba previsto eliminar en no más de cua-
tro meses.

Lamentablemente esta respuesta en el ámbito
de Navarra no puede decirse que ocurra en igual
sentido en el Registro Civil Central, al cual iban
referidas una buena parte de las quejas que en
este sentido se han recibido y que, dado nuestro
ámbito competencial han sido remitidas al Defen-
sor del Pueblo.

Este Registro, concebido y regulado para pres-
tar servicio en un país primordialmente origen de
emigrantes, se ha visto totalmente desbordado en
cuanto a medios y posibilidades si tenemos en
cuenta el carácter de España en la actualidad
como país netamente receptor de inmigrantes y el
consiguiente incremento de solicitudes de nacio-
nalidad española, opciones de los hijos de los
nuevos españoles, matrimonios de éstos, adopcio-
nes internacionales, etc.

La modificación emprendida en este sentido
por la Ley 4/2005, de 18 de noviembre, que afecta
a las reglas de competencia que hasta entonces
han venido rigiendo para distribuir las funciones
tradicionales del Registro Civil Central y los Regis-
tros Civiles Municipales, con un mayor protagonis-
mo en este sentido por parte de estos últimos,
puede suponer en lo sucesivo una cierta correc-
ción en esta dinámica.

En lo que se refiere a las quejas sobre el fun-
cionamiento de la Administración de Justicia, y al
margen de aquéllas que se centraban en la dis-
conformidad con el contenido propiamente dicho
de las resoluciones judiciales, sobre las que
obviamente no es posible nuestra intervención ni
pronunciamiento, se ha formulado alguna otra
relacionada con la dilación que se venía produ-
ciendo en algún proceso.

Así, y si bien no se han detectado en general
retrasos o dilaciones indebidas, esta apreciación
puede resultar más comprensible desde el punto
de vista de quién formulaba la queja en los casos
en que se trata de algún proceso penal en el que
se ha acordado la prisión preventiva.

Destacar en este sentido la colaboración que
se viene prestando en esta materia desde la Pre-
sidencia del Tribunal Superior de Justicia de Nava-
rra, la cual, tras ponerle en conocimiento las que-
jas que en éste ámbito nos son presentadas,
facilita la correspondiente información a esta Insti-
tución una vez realizadas las oportunas gestiones
ante el órgano judicial capacitado para resolverlas.
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De nuevo, un año más, las quejas más nume-
rosas en materia de MEDIO AMBIENTE, que
alcanzan casi la mitad de las que nos han sido for-
muladas en esta área, son las relacionadas con
los ruidos y otras emisiones molestas procedentes
de actividades urbanas, con especial significación
a las de bares y locales de ocio similares.

A ellas, y como segundo grupo significativo,
hay que añadir aquéllas que tienen que ver con el
ejercicio del derecho de acceso a la información
en materia de medio ambiente.

Por lo que se refiere a la primera de ellas, la
reiteración de quejas en materia de contamina-

ción acústica a lo largo de estos años que, ade-
más, nos lleva en ocasiones a la reapertura de
expedientes que entendíamos solucionados a la
vista de lo que se nos indicaba o garantizaba
desde la Administración correspondiente, han lle-
vado a esta Institución a iniciar una investigación
de oficio que pretende concluir con la elaboración
de un Informe Especial sobre la actuación de las
Administraciones Públicas de la Comunidad Foral
frente a esta problemática.

En nuestros Informes Anuales de años anterio-
res hemos venido insistiendo en cómo se considera
cada vez más que las intromisiones sonoras, ade-
más de representar una vulneración del derecho a
disfrutar de un medio ambiente adecuado, constitu-
yen igualmente una nueva forma de invasión del

ámbito de la privacidad, que toda persona tiene
derecho a considerar como propio e inviolable.

Para un sector cada vez más importante y cre-
ciente de la población la contaminación acústica
representa uno de los factores más negativos para
la calidad de vida, sobre todo en las ciudades.
Esto se debe a los problemas que origina sobre la
salud, sobre el comportamiento y actividades de
las personas y por las consecuencia psicológicas
y sociales.

No obstante, seguimos percibiendo una inefi-
ciente intervención de las Administraciones com-
petentes en esta materia que responde, en sínte-
sis, a causas tales como la minusvaloración del
problema (“meras molestias” tolerables) sin darle
la trascendencia adecuada, o al “olvido” de sus
deberes legales, a veces contenidos en declara-
ciones generales, pero concretados en su alcance
y significación en reciente doctrina jurisprudencial.

Esta falta de actuación decidida por parte de la
Administración ha concluido con el planteamiento
de algunas de estas situaciones ante los Tribuna-
les de Justicia, que no han dudado en declarar
especialmente a las Administraciones Locales res-
ponsables de los daños morales por ruido causa-
dos a los ciudadanos ante la falta de adopción de
medidas provisionales, cuando los datos fácticos
obrantes en el procedimiento administrativo recla-
maban la intervención tuteladora del municipio
para impedir la continuidad de las inmisiones
sonoras lesivas, y sin embargo esa intervención
no se produjo.

5.1.10. MEDIO AMBIENTE

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Medio Ambiente

Acceso a información medioambiental

Contaminación acústica

Otras actividades clasificadas

Protección de la fauna

Protección de espacios naturales

Estaciones base de telefonía móvil

Participación en toma de decisiones
medioambientales

Caza y pesca



Si bien es a los Ayuntamientos a quienes les
corresponde la ejecución de toda la normativa
sobre ruidos emanada de las diversas Administra-
ciones (Estado-Comunidad Autónoma), pudiendo,
además, promulgar sus propias Ordenanzas, no
puede dejar de hacerse referencia igualmente a la
problemática que en determinadas zonas de
Navarra representa el tamaño y dimensión de
muchos de sus municipios, y la falta de medios
personales y técnicos en los mismos, que dificulta
las funciones de inspección y control de este tipo
de actividades.

El desarrollo de otra clase de actividades, tales
como establecimientos industriales, explotaciones
avícolas o ganaderas, etc., que no tienen que ver
exclusivamente con los problemas de contamina-
ción acústica, pero que sí generan otro tipo de
molestias, constituyen también otra fuente de que-
jas en aspectos tales como su debida regulariza-
ción y cumplimiento de las distintas condiciones o
medidas correctoras establecidas para su funcio-
namiento.

Debe tenerse en cuenta que en la mayor parte
de estas actividades, dada la normativa a la que
están sometidas, su control no termina con la con-
cesión de la correspondiente licencia o autoriza-
ción. Hacer efectivo el cumplimiento de esta nor-
mativa pasa no sólo por otorgar dicha
autorización, previa la tramitación del expediente
oportuno, sino también por la supervisión eficaz
del desarrollo de la actividad, velando por el man-
tenimiento de las medidas correctoras inicialmente
adoptadas y adecuando éstas a las modificacio-
nes que experimente la actividad (funciones de
inspección, ejecución subsidiaria de medidas a
costa del titular de la actividad, imposición de las
sanciones que correspondan, etc.).

Junto a este primer bloque de quejas a que
nos hemos referido, el siguiente grupo de quejas
importantes en esta área las constituyen, como
decíamos, las relacionadas con el ejercicio del

derecho de acceso a la información en materia

de medio ambiente.

Así, y con ocasión de una queja que tenía que
ver con la información que desde el Departamento
de Medio Ambiente del Gobierno de Navarra se
viene suministrando a través de su página web a
la población sobre concentraciones de ozono tro-
posférico en el aire, especialmente en la zona de
la Ribera, tuvimos ocasión de analizar el conteni-
do de la misma y si finalmente se adecuaba a las
exigencias contenidas la normativa encargada de
regular lo relativo al ozono en el aire ambiente.

Pese a que, a través de dicha página web se
venía facilitando los datos relativos a la superación
de determinados niveles de concentración (umbral
de información y umbral de alerta), junto con otra
información complementaria, comprobamos que
no se venía advir tiendo adecuadamente a la
población, especialmente a determinados sectores
de riesgo (niños, mayores y personas con enfer-
medades pulmonares) sobre los extremos que
contempla la citada normativa cuando se superen
o se vayan a superar los niveles de información y
alerta. Se señala así, que deberá suministrarse a
la población, a una escala suficientemente grande
y cuanto antes, la siguiente información mínima:
situación o área de las superaciones, tipo de
umbral superado, evolución prevista de la contami-
nación (mejora, estabilización o empeoramiento),
los grupos de mayor riesgo, descripción de los
síntomas más probables, precauciones recomen-
dadas para la población afectada; fuentes de infor-
mación adicional, etc.

En cuanto a la forma en que se debían de faci-
litar estas informaciones, y dada la exigencia de
que la misma sea clara y comprensible, garanti-
zando su accesibilidad general así como su difu-
sión a través de los medios más adecuados en
cada caso, consideramos que la vía de Internet a
que se nos hacía referencia no agotaba ni mucho
menos las posibilidades existentes en esta mate-
ria, es más podía considerarse insuficiente en los
casos de producirse ciertas situaciones de supe-
ración de algunos de estos niveles.

Los avances en este tipo de medidas conside-
ramos que, no sólo favorecen el respeto al princi-
pio de transparencia y la obligación de rendir
cuentas a los ciudadanos y ciudadanas, sino que
contribuye a sensibilizar a éstos respecto de los
problemas ambientales y su incidencia en la salud
humana, promoviendo su formación y educación
además de darles la posibilidad de expresar sus
preocupaciones e inquietudes, de modo que las
autoridades puedan tenerlas debidamente en
cuenta.

Por todo ello formulamos la correspondiente
recomendación al Depar tamento de Medio
Ambiente, que nos trasladó su receptividad a la
misma, con el fin de que se arbitrasen los meca-
nismos que garanticen adecuadamente la difusión
a la población de la información prescrita en la
normativa de aplicación, en cooperación con la
Administración Sanitaria, así como que se mejora-
se la información suministrada a través de la web
del propio Gobierno de Navarra, de modo que se
actualicen los umbrales publicados, con referencia
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a los contenidos en el nuevo Real Decreto
1796/2003.

Finalmente y en estrecha relación con la pro-
blemática que puede suscitarse ante la ausencia
de información de determinadas materias que tie-
nen que ver con el medio ambiente o, incluso, con
la salud de las personas, cabe referirse a un tema
que venimos abordando desde prácticamente los
inicios del funcionamiento de esta Institución y
que, hasta le fecha, en Navarra sigue sin regulari-
zarse ni abordarse en los términos que la propia
Comunidad Foral ha establecido.

Nos referimos a las quejas que tienen que ver
con la situación de determinadas estaciones

base de telefonía móvil cuya instalación viene
siendo cuestionada desde un doble ámbito, el de
la situación urbanística de las mismas, en algunos
casos en situación irregular, y el de los niveles de
inmisión de estas instalaciones que, en opinión de
quienes formulan las quejas en esta materia, tie-
nen serias afecciones a la salud de las personas.

Al igual que en la materia a que hemos hecho
referencia anteriormente, no cabe duda que una
ciudadanía mejor informada sobre el funciona-
miento de las radiofrecuencias y sus efectos redu-
ciría la inquietud sobre posibles riesgos asociados
a la telefonía móvil.

Sin embargo, y pese a que en Navarra se optó
por la aprobación de la Ley Foral 10/2002, de 6 de
mayo, para la ordenación de las estaciones base
de telefonía móvil, que pretendía desde el punto
de vista de la prevención regular este tipo de ins-
talaciones, nos encontramos casi cuatro años
después con que todavía no han sido aprobados
los Planes Territoriales de Infraestructuras, nece-
sarios para la autorización de estas instalaciones,
los cuales se encuentran en estos momentos en
fase de resolución de las alegaciones una vez
sometidos a información pública en los meses de
mayo y junio de 2005 por parte del Departamento
de Medio Ambiente.

Además, en la Ley Foral antes citada se con-
templaban otra serie de medidas cuya correcta
difusión e información contribuiría en la línea con
lo comentado anteriormente. Así se hacía referen-
cia a la revisión periódica de las instalaciones y al

control e inspección de los niveles de emisión de
las mismas, o a la investigación epidemiológica
que debe realizar el Instituto de Salud Pública de
Navarra en el ámbito de la Comunidad Foral de
Navarra, a fin de contar con los datos contrasta-
dos para poder establecer con mayor precisión
límites de exposición superiores o inferiores a lo
dispuesto en dicha Ley Foral, a la luz de la eviden-
cia científica a medio y largo plazo.

Por lo anteriormente expuesto, y a fin de cono-
cer el estado de este tipo de actuaciones hemos
iniciado una actuación de oficio en relación con
esta cuestión, estando a la espera de recibir la
información que hemos solicitado sobre estos
aspectos concretos.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Ruidos ocasionados por funcionamiento de
puertas de garaje en pasadizo de Villava.

– Funcionamiento sin licencia de estableci-
miento de hostelería en Barañáin.

– Condiciones del desarrollo de la actividad de
cría de patos en Zúñiga.

– Solicitud de acceso a información sobre par-
celas en Navarra con cultivos de variedades
Genéticamente Modificadas.

– Molestias y contaminación acústica ocasio-
nados por el funcionamiento de un bar en Peralta.

– Solicitud de información sobre censos de
rapaces rupícolas en Navarra.

– Solicitud de información sobre contaminación
lumínica en Pamplona.

– Actuación del Ayuntamiento de San Adrián
en relación a desarrollo de actividad de tanatorio
sin licencia de funcionamiento.

– Información que se suministra a la población
sobre los niveles de ozono troposférico en el aire.

– Situación de una estación base de telefonía
móvil en Berriozar.
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En este apartado continúan siendo frecuentes
las ocasiones en que los ciudadanos y ciudada-
nas formulan sus quejas como consecuencia del
funcionamiento de determinados servicios bási-
cos. En este grupo pueden incluirse aquéllas que
tienen que ver con las condiciones en que se
viene prestando el servicio de abastecimiento y
saneamiento, en concreto la forma en que se eje-
cutan determinadas acometidas en sus redes,
pero también otras referidas a deficiencias en el
alumbrado público o, por lo que respecta al servi-
cio de recogida de residuos, las molestias que en
ocasiones originan determinadas ubicaciones de
los contenedores destinados a esa finalidad.

Relacionado con el funcionamiento de este tipo
de servicios, especialmente los que tienen que ver
con el saneamiento y abastecimiento, así como
con la ejecución de determinadas obras públicas,
son frecuentes también las ocasiones en que se
presentan quejas ante la desatención, y a veces
incluso ausencia de respuesta, que las distintas
administraciones públicas, especialmente entida-
des locales, vienen haciendo patente en las distin-
tas reclamaciones que les formulan aquellos ciu-
dadanos que consideran han sufrido algún tipo de
daño como consecuencia del funcionamiento de
algunos de estos servicios.

Debe hacerse referencia en este sentido a que
el contenido de la responsabilidad patrimonial
recogido en el art. 106 de la Constitución y en la
propia Ley de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, va poco a poco incorporándose en estas

entidades, pese a que observamos en las quejas
que se nos formulan ciertas disfunciones en su
aplicación.

En este sentido es importante destacar la con-
sideración objetiva de esta responsabilidad así
como la importancia de la fase de instrucción de
estos expedientes, en los que se debe de cuidar
especialmente la práctica de la prueba y su valo-
ración.

Algunos de estos casos, en los que hemos
podido observar que interviene una compañía
aseguradora en la que las entidades locales des-
cargan toda la responsabilidad, nos ratifican en la
conveniencia de insistir en esta cuestión.

Además, y siguiendo especialmente la tónica
de los dos últimos años, el grupo de quejas más
significativas en esta área han vuelto a ser las
relacionadas con el sector de la telefonía. Y no
precisamente en relación a temas que sin duda
preocupan a los ciudadanos, como los que tienen
que ver con la telefonía móvil y sus incidencias
ante las bajas, cambio de compañías, etc., o con
los servicios de tarificación adicional, sino que la
mayoría de ellas van referidas a un aspecto tan
básico como es el de la prestación del servicio de
telefonía fija.

Obviamente estos problemas se dan en el
medio rural y traen causa generalmente en la tar-
danza que se produce en instalar el servicio tele-
fónico en un determinado domicilio o, incluso, en
el cambio del mismo cuando se produce una
modificación en la residencia del abonado.

5.1.11. OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS PÚBLICOS

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Obras Públicas

Ejecución infraestructuras

Conservación y mantenimiento

Procesos expropiación forzosa

Servicios Públicos

Prestación servicios mínimos obliga-
torios (agua, residuos,...)

Telecomunicaciones

Responsabilidad patrimonial funcio-
namiento servicios
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Estas quejas que, tras la realización de las
correspondientes gestiones ante Telefónica, com-
pañía que asume las obligaciones de servicio
público en esta materia, normalmente son remiti-
das al Defensor del Pueblo, tienen además un
denominador común que podríamos centrarlo en
las dificultades que los usuarios de estos servicios
encuentran para la obtención de información o rea-
lización de gestiones telefónicas, así como para la
presentación de sus reclamaciones, aspectos
estos que deben ser especialmente vigilados por la
Administración competente en materia de teleco-
municaciones por cuanto afectan de modo muy
directo al derecho de los consumidores.

Situaciones como las que frecuentemente se
producen de ausencia de oficinas abiertas al
público, falta de indicación de la dirección donde
se pueden presentar las reclamaciones escritas,
así como las instrucciones de que éstas se hagan
de forma telefónica, con la ausencia de constancia
que en ocasiones esto supone, llevan a que el
sector de la telefonía sea con diferencia el que
más reclamaciones recibe por parte de los consu-
midores y que esta tendencia además no haya
sido posible corregirla en los últimos años.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

Obras Públicas:

– Tramitación de expediente de responsabili-
dad patrimonial por accidente motivado por defi-
ciencias en carretera.

– Situación de vivienda tras ejecución de obras
de renovación de la travesía de Andosilla.

– No reintegro de gastos por parte del Concejo
de Aramendia de cantidades abonadas en su
nombre para ejecución de obras.

Servicios Públicos:

– Exigencia de responsabilidad patrimonial por
deficiencias en el funcionamiento de colector
municipal en Leitza.

– Información que se viene facilitando a miem-
bros concejantes en el Concejo de Arlegui.

– Deficiencias existentes en acceso a patio del
Colegio Público de Medillorri.

5.1.12. SANIDAD

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Sanidad

Listas de espera

Atención médica en general

Atención a la salud mental

Atención oncológica

Atención pediátrica

Tratamientos de infertilidad

Colectivos con necesidades espe-
ciales (esclerosis, celíacos, etc.)

Transporte sanitario

Prestaciones complementarias
(reintegro, etc.)

Prestación farmacéutica

Reclamaciones por atención sanitaria

Salud pública



Comentario

Como primera consideración que debe reali-
zarse al hacer referencia a las quejas relaciona-
das con este área en el ejercicio que estamos
analizando, debemos dejar constancia de que en
los cinco años de funcionamiento de la Institución
han pasado a constituir por primera vez el número
más elevado de entre las distintas áreas o mate-
rias en que estructuramos o clasificamos nuestra
actividad supervisora.

Sin embargo y pese a ello, y como segunda
consideración a realizar, que tendrá su tratamiento
específico en el apartado en el que valoramos la
colaboración recibida de las diferentes Administra-
ciones, podemos afirmar que la actividad desarro-
llada por el Departamento de Salud en relación a
estas quejas, pues frente al mismo iban dirigidas
la práctica totalidad de ellas, no puede decirse que
haya sido precisamente eficiente ni ejemplar a la
vista de las contestaciones tan escuetas e insufi-
cientes que, con carácter general, nos viene
dando a nuestras solicitudes de información y las
ocasiones en que hemos tenido que dirigirnos al
mismo reiterándole dichas solicitudes.

Por lo que se refiere a la casuística de las que-
jas, las relacionadas con la atención a la salud

mental han sido las más numerosas. En este sen-
tido, y si bien en el ámbito de la atención socio-
sanitaria hacíamos referencia a las carencias exis-
tentes, paliadas en parte por la reciente puesta en
funcionamiento de los denominados Centros de
Rehabilitación Psicosocial, en este caso las que-
jas estaban relacionadas con la falta de tratamien-
to y atención a las personas afectadas por una
enfermedad mental por parte del Servicio Navarro
de Salud.

Las quejas que en este sentido se han formu-
lado tenían que ver con la situación de enfermos
diagnosticados con trastorno de personalidad, res-
pecto a los que se venía reclamando por parte de
sus familiares un seguimiento psicoterapéutico
continuado, que entendían no se viene efectuan-
do, e incluso la solicitud de derivación a un centro
especializado para dicho tratamiento, tal y como
exponían que ocurre en el caso de estos enfermos
en otras Comunidades Autónomas.

Como hemos venido manifestando en nuestros
informes anuales a partir de la elaboración del
Informe Especial sobre la Atención a la Salud
Mental en Navarra, este tema sigue siendo uno de
los grandes retos pendientes del sistema sanitario,
no sólo en Navarra sino en España en su conjun-
to. A la insuficiente dotación de centros de media y
larga estancia para estos enfermos, deben sumar-

se la ausencia de unas adecuadas estructuras de
rehabilitación con programas definidos de actua-
ción, las dificultades existentes en la efectiva coor-
dinación de las diferentes redes y servicios y, por
último, la situación de las familias de estos enfer-
mos en las que recae gran parte de la carga asis-
tencial de los mismos. (Ver apartado 4.4.2 Segui-
miento del Informe Especial de Salud Mental).

Al igual que en años anteriores, si bien con un
ligero incremento con respecto a los mismos, las
quejas que se nos han formulado en relación con
los retrasos o la existencia de listas de espera

en determinadas especialidades han constituido
un grupo importante de las referidas a esta área.

Si dejamos al margen las que tienen que ver
con los tratamientos de infertilidad, que dadas sus
características dan pie a que se den tiempos de
espera que no son habituales en otras prestacio-
nes, aunque también estén necesitados del esta-
blecimiento de unos estándares de funcionamien-
to con referencia a estos tiempos, la problemática
que subyace en este tema se proyecta sobre un
conjunto de elementos como los sistemas de infor-
mación, la forma de gestión de estas listas, los cri-
terios de indicación y prioridad clínica, los tiempos
máximos de espera e información a la población,
que en todo caso deben ser tenidos en cuenta en
su conjunto para cualquier intento de abordar su
mejora.

En el caso de Navarra, el régimen jurídico de
las listas de espera quirúrgicas se contempla
específicamente en la Ley Foral 12/1999, de 6 de
abril, que establece un programa de evaluación y
actuación sobre las listas de espera quirúrgicas
programadas del Servicio Navarro de Salud-Osa-
sunbidea.

No obstante, dadas las quejas que se nos han
venido presentando en este sentido, y a la vista de
la falta en nuestra Comunidad Foral de una norma
similar que regule mínimamente las listas de
espera en el ámbito de las consultas de atención
especializada, por más que existan criterios de
priorización a la hora de que los médicos de aten-
ción primaria deriven enfermos a las distintas
especialidades médicas, formulamos una reco-
mendación al Departamento de Salud para que se
regule mediante norma los plazos máximos de
consulta médica especializada ordinaria a fin de
garantizar plazos de espera adecuados, y fijar las
consecuencias jurídicas que han de conllevar los
retrasos en la respuesta. El citado Departamento,
en su contestación, nos trasladó su opinión de
que esta medida no la consideraba suficiente para
garantizar la no existencia de demoras máximas y
que por ello se estaban estudiando otros instru-
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mentos para lograr la mejora en los plazos de
espera de los pacientes en la atención especiali-
zada.

Como situación que, por sus especiales con-
notaciones humanas, prestamos una especial
atención queremos hacer referencia a la queja
que una mujer nos formuló como consecuencia
del modo en que se vio afectada por cómo se está
prestando en Navarra el servicio de interrupción

voluntaria de embarazo, tras verse obligada a
practicar dicha interrupción al habérsele diagnosti-
cado una grave malformación fetal.

Por un lado cuestionamos que, frente a la
reclamación que la afectada formuló ante el Servi-
cio de Prestaciones y Conciertos del abono de
130 euros por gastos de viaje, dietas de acompa-
ñante y medicamentos expedidos en la Clínica a
la que acudió derivada desde Navarra, se le abo-
naran exclusivamente los gastos de viaje propios
por importe de 22,66 euros, y no así el resto pese
a tener que ingresar en dicho centro el día anterior
a la intervención, fijada para las 9 de la mañana, y
dársele el alta al día siguiente a las 20 horas, sin
haberle permitido que estuviera acompañada por
la noche ya que, según las normas internas del
centro, no se admitían terceras personas, lo que
motivó que su acompañante tuviera que alojarse
esa noche fuera del mismo.

Por otro lado, y dado que el motivo de la deri-
vación a un centro de fuera de Navarra estaba ori-
ginado, según se le exponía porque “existe obje-
ción de conciencia por parte de ginecólogos del
Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea” y que no
existe ninguna clínica privada en la Comunidad
Foral que realice este tipo de intervenciones, sien-
do preciso recurrir a otras comunidades, conside-
ramos que por parte del Departamento de Salud
se debían de tomar las medidas precisas para
controlar si en la actualidad persiste la situación
de objeción de conciencia de todo o parte del per-
sonal sanitario que debe intervenir en el proceso
de interrupción voluntaria de embarazo y para
que, en caso afirmativo, en los conciertos que se
establezcan se tratasen de mejorar estos aspec-
tos que tienen que ver con la presencia de acom-
pañantes a estos pacientes, dada la situación por
la que atraviesan, además de asumirse en estos
casos los gastos relacionados con el transporte y
dietas.

Frente a ello la contestación que recibimos del
citado Departamento se limitó a manifestar que en
Navarra se garantiza el derecho de las mujeres
navarras a la interrupción voluntaria del embarazo
en los supuestos legalmente establecidos y que,
en lo que respecta a dietas por desplazamiento,

hospedaje y manutención, se limitaba a aplicar el
Decreto Foral 212/2001, de 30 de julio.

Para finalizar esta área y como cuestión que
hemos analizado por primera vez, hacer referen-
cia a la queja que cuestionaba la regulación con-
tenida en el Decreto Foral 129/2003, de 26 de
mayo, sobre las guardias farmacéuticas, ante la
situación en que se encontraban las farmacias de
las localidades de Ezcároz, Ochagavía, Roncal e
Isaba, y que ocasionaba que cada oficina de far-
macia estuviese de guardia un día de cada dos.

Tras efectuar la correspondiente recomenda-
ción al Departamento de Salud para que se revi-
sasen los criterios establecidos en dicha normati-
va, se nos informó que se estaban realizando
reuniones con farmacéuticos y personal sanitario
afectado para aprobar protocolos de actuación en
situaciones de urgencia que permitiese rebajar el
número de guardias farmacéuticas en estas locali-
dades, sin que por ello se rebaje la dispensa de
medicamentos.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Exigencia de responsabilidad por no detec-
ción de quistes por parte de Servicio de Ginecolo-
gía del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea.

– Solicitud de plaza residencial para paciente
afectada por enfermedad mental.

– Retraso en la puesta en funcionamiento de
Unidad de Daño Cerebral y Medular creada
mediante Orden Foral 60/2003.

– Efectos del sistema de guardias de farmacia
en zonas de montaña.

– Solicitud de plaza residencial para joven con
trastorno de inestabilidad emocional de la perso-
nalidad.

– Atención prestada desde los Servicios de
Psiquiatría del Hospital Virgen del Camino a per-
sona que el día siguiente mata a una joven.

– Lista de espera en especialidad de Dietética.

– Demora en efectuar intervención quirúrgica.

– Puesta en funcionamiento de Centros de
rehabilitación Psicosocial para la atención a perso-
nas con trastorno mental grave.

– Tratamiento rehabilitador en Clínica Josefina
Arregui de Alsasua.

– Interrupción voluntaria de embarazo en
Navarra.
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Habitualmente en este apartado no suele ser
muy significativo el número de quejas presentadas
ya que, fundamentalmente, están vinculadas a
problemas en materia de Seguridad Social y en
virtud del ámbito competencial establecido repre-
sentan el mayor volumen de las que anualmente
son remitidas al Defensor del Pueblo.

Así, normalmente este tipo de quejas versan
sobre el reconocimiento de las distintas prestacio-
nes del sistema de la Seguridad Social, en con-
creto pensiones, respecto a las que es frecuente
el cuestionamiento que se nos hace en relación a
algunos de los requisitos o condiciones estableci-
dos para su reconocimiento, con especial inciden-
cia en el referido al de los años que son tenidos
en cuenta para el cálculo de la base reguladora
por parte de personas que durante su vida laboral
han efectuado cotizaciones más significativas que

las de los años previos a la solicitud de la corres-
pondiente pensión.

Si bien, como consecuencia de las propuestas
surgidas en el año 1995 del conocido como “Pacto
de Toledo” se ampliaron a 15 años el periodo míni-
mo a tener en cuenta para el cálculo de la base
reguladora, que anteriormente estaba fijado en
ocho años, en base al principio de contributividad,
como elemento básico para la preservación del
equilibrio financiero del sistema, debe tenerse en
cuenta, y así informamos a quienes nos formulan
estas quejas, que continúa pendiente la adopción
de las medidas oportunas que permitan estable-
cer la forma más idónea del cálculo de esta clase
de prestaciones y cuyo objetivo, en el marco de
las orientaciones de la recomendación novena del
citado Pacto de Toledo, es el de posibilitar que se
tengan en cuenta las bases acreditadas durante
toda la vida laboral.

– Disconformidad con atención médica dispen-

sada por servicio de neuropediatría.

– Lista de espera en consulta de Oftalmología.

– Necesidad de recurso residencial para perso-

na afectada de enfermedad mental.

– Demora en la realización de revisiones onco-
lógicas.

5.1.13. TRABAJO, SEGURIDAD SOCIAL Y EXTRAN-
JERÍA

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de éste área

Trabajo

Cursos ocupacionales para desem-
pleados

Percepción prestaciones desempleo

Comunicaciones Servicio Navarro
de Empleo

Siniestrabilidad laboral (seguridad
en el trabajo)

Ayudas al empleo

Seguridad Social

Pensiones mínimas

Reconocimiento de derecho a pres-
tación

Procesos de declaración de incapa-
cidades

Extranjería

Permisos de residencia y trabajo a
extranjeros

Visados Shengen



Igualmente en el ámbito de las pensiones con-
tinúan siendo frecuentes las quejas que recibimos
por parte de perceptores de pensiones mínimas
del sistema de la Seguridad Social o del SOVI
ante la insuficiencia de las mismas, pese a la leve
mejoría que se ha venido apreciando en este tema
como consecuencia del mayor porcentaje de
incremento que se ha apreciado en estos dos últi-
mos años y de la entrada en vigor de la Ley
9/2005, de 6 de junio, para compatibilizar las pen-
siones del SOVI con las pensiones de viudedad
del sistema de la Seguridad Social.

En relación a los incrementos antes menciona-
dos, se nos ha puesto de manifiesto por parte de
algunas viudas perceptoras de pensiones de viu-
dedad su disconformidad con las consecuencias y
aplicación que el Gobierno de Navarra está reali-
zando en base a lo establecido en la Ley Foral
1/2004, de 17 de febrero, por la que se da nueva
redacción al art. 67 bis de la Ley Foral 22/1998, de
30 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, que regula la deducción por
pensiones de viudedad.

Para comprender esta situación basta referirse
a uno de los casos en el que la persona en cues-
tión percibía en el año 2004 una pensión de viude-
dad de 415,81 euros al mes, que estaba comple-
mentada en base a la deducción prevista por la
Ley Foral citada en 53,20 euros mensuales por el
Gobierno de Navarra. Al producirse para el año
2005 un incremento de las pensiones mínimas del
Estado en torno a un 6,5%, su pensión en ese año
pasó a ser de 442,76 euros mensuales. Sin
embargo, y como consecuencia del tope máximo
establecido en el importe del complemento previs-
to en la Ley Foral 1/2004, referido al IPREM, que
anualmente no viene experimentando similar por-
centaje de incremento que el mencionado de las
pensiones mínimas, dicho complemento abonado
por el Gobierno de Navarra ha pasado a ser de
53,20 euros mensuales a 29,21 euros mensuales,
con lo que su percepción total ha pasado de los
469,01 euros mensuales en 2004 a los 471,97
euros de 2005, es decir, se ha incrementado en
2,96 euros de un año a otro.

Esta situación, que ha vuelto a repetirse en el
año 2006 ante el incremento que han experimen-
tado de nuevo las pensiones mínimas, ha llevado
a estas personas a dejarnos patente su disconfor-
midad con los efectos que realmente esta situa-
ción tiene en el efectivo incremento de sus pensio-
nes, disminuido por esta circunstancia, así como
la significativa reducción que en la práctica supo-
ne del esfuerzo económico que desde Navarra se

ha venido realizando en esta materia desde la
entrada en vigor de la Ley Foral citada.

Continuando con esta área, si bien en lo que
se refiere a extranjería, que ha experimentado un
importante incremento en el número de quejas,
debemos destacar en primer lugar la denuncia
que recibimos de una asociación de inmigrantes
en relación con los acontecimientos desarrollados
en el mes de octubre en la frontera entre Marrue-
cos y España, en los que se produjo la muerte de
cinco inmigrantes.

A la vista de la gravedad de la situación, y sin
perjuicio del ámbito competencial al que iba referi-
da la misma, se trasladó inmediatamente tanto al
Ministro de Asuntos Exteriores como al Defensor
del Pueblo dicha queja o denuncia junto a la pos-
tura de la Institución de que no parecía razonable,
cuando ya habían pasado varios días, que los
Gobiernos de España y Marruecos no hubieran ni
desmentido las preocupantes informaciones, ni
dado explicaciones razonables sobre los hechos
acaecidos, ni sobre las razones que llevaron a
trasladar a los inmigrantes a unos emplazamien-
tos tan inapropiados. A este respecto solicitába-
mos que se adoptaran con urgencia las medidas
oportunas para poner fin a tan denigrante situa-
ción, al considerar que el Gobierno Español y la
Unión Europea no pueden en ningún caso desen-
tenderse de la suerte de unos seres humanos a
los que se les cierra la puerta y abandona en una
situación de grave riesgo.

Similares consideraciones fueron asumidas por
los distintos Defensores del Pueblo tanto Autonó-
micos como el de España en el marco de las XX
Jornadas de Coordinación de Defensores del Pue-
blo al aprobarse en tal sentido una “Declaración a
favor del cumplimiento de los objetivos de erradi-
cación de la pobreza y de los derechos humanos
en el control de los flujos migratorios”.

También relacionado con esta materia de
extranjería debemos hacer referencia al importan-
te número de casos en los que las quejas van
referidas a la deficiente atención y retraso en los
distintos trámites de obtención de visados que se
viene produciendo en algunas Oficinas Consula-

res de España, que se ven afectadas por el
importante crecimiento que se ha experimentando
en los últimos años de las necesidades en esta
materia.

Si bien en este tema el ámbito competencial al
que iban referidas las mismas nos ha llevado a
que un buen número de ellas tengan que ser remi-
tidas al Defensor del Pueblo, se han realizado dis-
tintas gestiones de mediación con algunos de
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En esta área, que prácticamente ha mantenido
similar número de quejas que las del año anterior,
pese a que ha pasado a ser la segunda en impor-
tancia, debemos referirnos en primer lugar a
aquéllas quejas que fundamentalmente tienen que
ver con el urbanismo para, a continuación, anali-
zar algunas de las que se han recibido en materia
de vivienda que, como viene ocurriendo a lo largo
de estos años, constituyen una parte importante
de las que tratamos en este apartado por la espe-
cial preocupación que en todos los sentidos mani-
fiesta nuestra sociedad ante los problemas y difi-
cultades de acceso a una vivienda digna y
adecuada.

Por lo que se refiere a la ordenación o plane-

amiento urbanístico propiamente dicho, nos

encontramos en ocasiones con quejas en las que
sus autores nos hacen llegar su disconformidad
con las previsiones contenidas en dicho planea-
miento respecto a una determinada zona o sector,
a veces acompañada del desconocimiento que
han tenido precisamente de dichas previsiones
que normalmente les afecta de forma directa.

Nos encontramos en muchas ocasiones con
que la mera discrepancia con la ordenación pre-
vista no permite nuestra intervención en los térmi-
nos en que se nos solicita, por cuanto la Adminis-
tración actuante en estos casos dispone de unas
amplias posibilidades de actuación para tomar
este tipo de decisiones, dada la discrecionalidad
técnica que en esta materia le reconoce el ordena-
miento jurídico y que no permite sustituir el criterio
elegido por el órgano de representación compe-
tente por otro, salvo en los supuestos tasados en

estos Consulados con resultado satisfactorio, en
especial con el Consulado de España en Quito
(Ecuador) y con el Consulado de España en
Bogotá (Colombia), cuando en estas situaciones
se veían afectados menores, especialmente en el
caso de que estuvieran escolarizados en nuestro
país, y que como consecuencia del importante
cúmulo de trabajo que vienen soportando estas

oficinas, veían como su regreso a España se
retrasaba considerablemente, con los perjuicios
que esto ocasionaba en su desarrollo y adecuada
evolución escolar.

5.1.14. URBANISMO Y VIVIENDA

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Urbanismo

Configuración planeamiento

Ejecución del planeamiento

Régimen urbanístico del suelo

Intervención en la edificación, usos
y disciplina urbanística

Patrimonio publico del suelo

Vivienda

Dificultad de acceso a vivienda

Procesos de adjudicación de VPO

Deficiencias constructivas en VPO

Problemática VPO en alquiler régi-
men especial (convivencia, acceso,
etc.)

Aplicación nueva ley vivienda (LF
8/2004)

Ayudas VPO

Condiciones de habitabilidad



los que exista desviación de poder, arbitrariedad o
ausencia de toda justificación.

Pero también debe destacarse que en algunos
de estos casos nos encontramos con situaciones
que tiene que ver con la preocupación por lo que
podríamos denominar creación de un urbanismo

sostenible, al hilo de las modificaciones y revisio-
nes de planeamiento que se suelen impulsar en
los municipios a los efectos de crear polígonos
industriales o posibilitar el establecimiento de
algún tipo de empresa o actividad que, a veces,
no se realiza de forma ordenada o teniendo en
cuenta la proximidad del casco urbano y que, a la
postre origina a sus habitantes serias molestias,
no sólo por el ruido, sino también por la existencia
de vertidos, olores que normalmente provocan
estas actividades, tráfico pesado, etc..

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de las
amplias posibilidades de actuación a que hemos
hecho referencia, entendemos que sigue siendo
necesario insistir en que debe de articularse de
forma efectiva la previsión contenida en la propia
normativa urbanística, en el sentido de que, en la
formulación, tramitación y gestión del planeamien-
to urbanístico, las administraciones urbanísticas
competentes deben asegurar la participación de
los interesados y, en particular, los derechos de
iniciativa e información por parte de las entidades
representativas de los intereses que resulten afec-
tados y de los particulares.

El acceso a la información urbanística se nos
antoja por tanto elemento fundamental de la parti-
cipación ciudadana, por lo que la transparencia e
inmediatez de la documentación correspondiente
debe ser un objetivo esencial de los poderes
públicos para adoptar decisiones urbanísticas y
para eliminar eventuales desconfianzas de los ciu-
dadanos. El empleo y utilización de las distintas
posibilidades y medios (electrónicos, informáticos,
telemáticos, etc.) que nos ofrece la sociedad de la
información, puede contribuir en buena medida al
logro de estos objetivos.

Las situaciones relacionadas con la adopción
de medidas que tienen que ver con el ejercicio de
la disciplina urbanística continúan siendo otro
motivo de presentación de quejas como conse-
cuencia de que, en ocasiones, no se ejerce ade-
cuadamente por parte de las entidades locales las
competencias que el ordenamiento jurídico les
atribuye en esta materia. Además de volver a
insistir en la necesidad de que las entidades loca-
les efectúen con la debida celeridad y diligencia
las actuaciones precisas para comprobar la ade-
cuación a la legalidad y al planeamiento urbanísti-
co municipal de los usos del suelo y de los actos

de edificación, debe igualmente dejarse constan-
cia de la necesidad de que dichas actuaciones se
vean acompañadas de las medidas conducentes
a la efectiva restauración del orden urbanístico
infringido y a la reposición de los bienes afectados
al estado anterior así como, también, a sancionar
a los responsables de las infracciones.

Por lo que se refiere a la vivienda no cabe
duda que los problemas y dificultades existentes
para el acceso a la misma es una de las cuestio-
nes que de forma más patente preocupa a nuestra
sociedad. Esto es comprensible si tenemos en
cuenta que la satisfacción del derecho a la vivien-
da es un requisito para el desarrollo social, familiar
e individual del ciudadano o ciudadana y que un
gran sector de la población no puede alcanzar la
satisfacción de este derecho dados los precios
que se vienen dando en el mercado de la vivienda
libre.

De esta manera, la promoción de viviendas
protegidas se convierte prácticamente en la única
medida que puede contribuir de forma efectiva a
que este importante sector de la población pueda
acceder a una vivienda.

No obstante resulta necesario insistir en la
necesidad de que las distintas Administraciones
competentes agoten las posibilidades de actua-
ción a la hora de diseñar e implementar los instru-
mentos de intervención pública que en materia de
suelo y vivienda el ordenamiento jurídico pone a
su disposición y que, por el momento, no han con-
seguido contener el incremento de los precios de
las viviendas libres.

Por lo que se refiere a la promoción de vivien-
das de protección pública, debe hacerse mención
a las campañas de adjudicación a las que esta-
mos asistiendo últimamente en Navarra que,
cuando menos, están contribuyendo a dar una
solución parcial a esta cuestión, si bien se consta-
ta todavía su insuficiencia ante el importante
número de solicitudes, que sobrepasa con creces
la cantidad de viviendas ofertadas.

En este contexto hemos venido planteando
desde un principio la necesidad de que se fijen los
correspondientes criterios personales y económi-
cos para determinar los procesos de adjudicación
de esta clase de viviendas, que finalmente se con-
templó en la Ley Foral 8/2004, de 24 de junio, de
protección pública a la vivienda en Navarra al
establecer de forma obligatoria la aplicación del
oportuno baremo.

Los criterios establecidos en el mismo y su
correcta valoración constituyen una fuente conti-
núa de quejas en esta materia, algunas de las
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cuales han ido referidas también al requisito eco-
nómico de la justificación de unos ingresos míni-
mos para acceder a estas viviendas. Estas quejas,
que provienen de aquéllas personas que quedan
excluidas de este tipo de promociones al no dispo-
ner de unos ingresos mínimos, vienen a cuestio-
nar tal exigencia cuando, en principio, esta clase
de viviendas están reservadas para aquéllas per-
sonas con dificultades de acceso a una vivienda
digna. Esto resulta significativo especialmente en
el caso de las viviendas de protección oficial en
régimen de alquiler, para cuyo acceso las exigen-
cias de renta son significativamente inferiores.

La justificación que se viene dando a dicha exi-
gencia está en la necesidad de garantizar el pago
de las cantidades que tiene que ser abonadas
periódicamente, con lo que se garantiza la eficacia
y transparencia de las ayudas públicas.

Esto no obstante, debe de analizarse igual-
mente, por lo que a algunos de los casos plantea-
dos se refiere, las disfunciones que en ocasiones
se produce como consecuencia del desajuste
entre el momento concreto en el que se tienen en
cuenta los ingresos y el tiempo en que se lleva a
cabo el proceso de adjudicación o, incluso, en
otros casos el momento en que se firma el corres-
pondiente contrato de compraventa y especial-
mente de alquiler.

Esta circunstancia, que consideramos mejora-
ble en su actual configuración, va a cobrar todavía
más relevancia e importancia como consecuencia
de la exigencia contenida en el art. 19 del Decreto
Foral 4/2006, de 9 de enero, de tener que acredi-
tarse el cumplimiento del mínimo de ingresos

en cada uno de los dos últimos períodos impositi-
vos anteriores a la fecha de finalización de la
correspondiente convocatoria pública, y que ha
tenido sus primeras consecuencias en la campaña
llevada a cabo en los primeros meses del 2006.

En lo que se refiere a los criterios a tener en
cuenta a la hora de la adjudicación de esta clase
de viviendas, el del empadronamiento ininte-

rrumpido en Navarra ha sido el que más se ha
cuestionado en las distintas quejas formuladas
como consecuencia de la posición en que quedan
en estos procesos aquellos ciudadanos y ciudada-
nas de Navarra que por determinadas circunstan-
cias como trabajo, o especialmente estudios por lo
que de repercusión en los jóvenes tiene esta
medida, se vieron obligados a trasladarse durante
un período de tiempo no excesivamente largo
fuera de Navarra y tuvieron que empadronarse en
dicho lugar, interrumpiendo de esta forma su resi-
dencia anterior. Y ello sin obviar por otra parte las

consecuencias que esto tiene entre quienes han
llegado más recientemente a nuestra Comunidad.

En relación a las viviendas de protección

pública de alquiler, fundamentalmente de régi-
men especial, dejar constancia de los problemas
que se nos hacen llegar en relación a las inciden-
cias surgidas tanto en la propia relación contrac-
tual como en lo referido a las condiciones de utili-
zación y convivencia que se producen en estas
viviendas.

Dado el importante papel que este tipo de
viviendas tiene precisamente para los colectivos
afectados por situaciones de desempleo, empleo
precario e inestable, jóvenes en edad de emanci-
pación y hogares en general de bajos ingresos,
pues todos ellos encuentran especiales dificulta-
des para acceder a una vivienda, entendemos que
este tipo de situaciones no deben ser ajenas a las
distintas Administraciones Públicas con competen-
cia en la materia, por más que se incluyan en el
ámbito contractual entre arrendador y arrendata-
rio. Su análisis y tratamiento conjunto y desde un
punto de vista transversal, contribuirá en ocasio-
nes a arbitrar las soluciones y alternativas más
convenientes a estos casos en que se ven inmer-
sas personas con circunstancias especiales a
tener en cuenta.

Por último, en este apartado de vivienda, que-
remos hacer referencia a otro tipo de cuestiones
que hemos analizado, y de las que se deja la
debida constancia en el CD que acompaña a este
informe con las quejas más significativas, y en las
que se ha formulado algún tipo de recomendación
sobre los requisitos para la concesión de ayudas
directas, así como sobre la puesta en marcha del
censo o registro a que se hace referencia en el art
17 de la Ley Foral 8/2004 con la finalidad de hacer
públicos los datos en materia de promoción de
vivienda protegida, así como de informar a los ciu-
dadanos y ciudadanas interesadas en optar a las
mismas.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

Urbanismo:

– Ejecución de obras en edificio de Puente La
Reina sin ajustarse a la normativa urbanística
municipal.

– Estudio de detalle y configuración de alinea-
ciones en Elizondo.

– Retraso en aprobación de convenio urbanís-
tico para ejecución de servicios urbanísticos en
Murugarren.
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Comentario

Volvemos a hacer referencia en este apartado
a un grupo variado de quejas que no tienen enca-
je en las áreas o apartados anteriores. Además de
un grupo de ellas en las que carecíamos de com-
petencia para intervenir por ir referidas a actuacio-
nes de particulares o empresas privadas, los pro-
blemas existentes en algunas entidades locales o
en las relaciones de éstas con sus vecinos, han
vuelto a constituir nuevamente las más significati-
vas.

Junto a alguna queja que de nuevo tenía que
ver con las dificultades que determinada Asocia-
ción Vecinal encontraba para su inscripción en el

Registro Municipal de Asociaciones de su
Municipio, las quejas formuladas por los miembros
de las entidades locales, como consecuencia de
las dificultades e impedimentos que vienen encon-
trando para el ejercicio de su cargo al no poder
acceder a determinada información, han centrado
nuestro análisis más importante en esta materia.

En este caso nuestra intervención viene justifi-
cada por cuanto está en juego el conjunto de

derechos que poseen los Concejales en base a
la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local y en el R.O.F. aprobado
por Real Decreto 2568/1996, de 28 de noviembre,
los cuales se incorporan al status propio del cargo

de Concejal para el mejor ejercicio de sus funcio-
nes y, en su virtud, quedan protegidos por el dere-
cho fundamental a participar en los asuntos públi-
cos recogido en el art. 23.1 de la Constitución.

No obstante, somos conscientes a la vista de
la experiencia en este tipo de supuestos y algunas
de las cuestiones que se nos viene planteando,
que en ocasiones la intervención puntual en un
asunto concreto como estos que se nos pueda
exponer, no termina de solucionar una situación
que, probablemente, requiere una actuación más
global que la que específicamente se somete a
nuestro conocimiento, dados los antecedentes y
las situaciones que se hayan podido dar hasta ese
momento.

Es por ello que ante alguna de estas situacio-
nes que se nos han planteado, hemos considera-
do conveniente de cara a tratar de aportar una
solución más efectiva a la misma, plantear la posi-
bilidad de realizar una función mediadora por
nuestra parte. Este planteamiento, si bien ha obte-
nido resultados diversos, consideramos que debe
realizarse en todo caso, y así lo venimos manifes-
tando a quién se dirige a nosotros, bajo la premisa
de que cualquier actuación en este sentido debe
de realizarse con arreglo a parámetros de razona-
bilidad en cuanto a los medios de que se dispone
e incluso a la estructura administrativa de que se
trate, dado el pequeño tamaño de muchas de

– Deficiente trazado de vial o calle en San Mar-

tín de Unx.

– Condiciones de utilización de pasadizo junto

a parte trasera de viviendas en Noain por cons-

trucción de nuevo edificio.

Vivienda:

– Acceso a información y puesta en funciona-

miento del censo de viviendas protegidas.

– Falta de contestación a solicitud de descalifi-

cación de vivienda de protección oficial.

– Tramitación de solicitud de prórroga en la
subsidiación de intereses de préstamos para
adquirir vivienda de protección oficial.

– Denegación de subvención por adquisición
de vivienda de protección oficial.

Adjudicación mediante subasta de ocho sola-
res pertenecientes al Ayuntamiento de Pamplona
con destino a la edificación de viviendas.

5.1.15. OTROS DERECHOS CIUDADANOS

Principales materias sobre las que versan

las distintas quejas de esta área

Varios Funcionamiento de entidades locales

Otras materias sin clasificar

Impulso de Derechos
Obligación de responder

Participación ciudadana



estas entidades en Navarra que, obviamente, con-
diciona cualquier actuación en este sentido ante
las limitaciones de medios con que se encuentran.

Por último, y para concluir con este análisis de
las diferentes áreas en que estructuramos nuestra
actividad supervisora, hacemos referencia por pri-
mera vez a este nuevo apartado que hemos crea-
do en este año denominado impulso de derechos
y que surge como consecuencia y en estrecha
relación con la iniciativa adoptada por esta Institu-
ción denominada “Carta de los Derechos Ciuda-
danos de la Comunidad Foral de Navarra”.

Las aportaciones que en esa iniciativa efectua-
ron quienes participaron en la elaboración de las
propuestas a incorporar en la misma, estaban
centradas fundamentalmente en aspectos cualita-
tivos relacionados muy directamente con la puesta
en marcha por parte de las Administraciones
Públicas de Navarra de sistemas de calidad en la
atención a la ciudadanía y la simplificación de los
trámites administrativos.

Es por ello que hemos dado especial conside-
ración a esta nueva área en la que pretendemos
incluir y analizar aquellas actuaciones o quejas
que tengan que ver con materias tales como el
derecho a la información; acceso a centros y ofici-
nas; derecho a una atención adecuada; obligación
de responder (silencio administrativo); participa-
ción ciudadana; transparencia en administraciones
públicas; desarrollo de sistemas de garantía y
otras acciones de impulso de derechos.

El avance normativo que recientemente se ha
venido produciendo en Navarra en este sentido,
en referencia p. ej. al Título II de Derechos de los
Ciudadanos en sus relaciones con la Administra-
ción de la Comunidad Foral de Navarra, que se
contiene en la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciem-
bre; o al Decreto Foral 72/2005, de 9 de mayo, por
el que se regulan las Cartas de Servicios de la
Administración de la Comunidad Foral y de sus
Organismos Autónomos, y la más reciente Ley
Foral 21/2005, de 29 de diciembre, de evaluación
de las políticas públicas y de la calidad de los ser-
vicios públicos, debe de servir en esta línea para
la progresiva y efectiva adecuación de las distintas
estructuras de nuestras administraciones públicas
a las exigencias y retos que plantea la ciudadanía
en este sentido.

Pretendemos por tanto con esta nueva área,
dejar constancia de las distintas actuaciones de
las administraciones públicas de Navarra que se
sometan a nuestro conocimiento en materias
como las reflejadas, con la finalidad de contribuir
por nuestra parte a la adopción de las medidas

precisas para la mejora en aquellas cuestiones
que tengan que ver con los servicios de atención
al ciudadano, la potenciación de la accesibilidad y
receptividad de la administración, conseguir que
las políticas públicas sean transparentes y accesi-
bles para los ciudadanos, la implantación y, en su
caso, profundización en las Cartas de Servicios, a
través de las cuales las organizaciones públicas
declaran sus compromisos de calidad en la pres-
tación de los servicios y, por último, a que las
administraciones públicas hagan uso cada vez
más intenso de las tecnologías de la información y
las comunicaciones en sus procesos de gestión
interna, y en las formas de relacionarse con los
ciudadanos y ciudadanas.

Índice de quejas mas significativas de esta

área (Se contienen a texto completo en CD) 

– Solicitud de inscripción de Asociación Vecinal
en el Registro Municipal de Asociaciones en Ola-
zagutía.

– Paralización de procedimiento de deslinde
por parte del Ayuntamiento de Castejón.

– Solicitud de información de contribuyente en
relación a tasas e impuestos pendientes de pago.

5.2. RESOLUCIONES DESTACADAS

Transcribimos a continuación algunas de las
Resoluciones más destacadas realizadas a lo
largo del año y que han tenido una especial reper-
cusión pública.

En el CD que acompaña a esta publicación se
contienen las restantes resoluciones de interés.

5.2.1. DEMORA EN LA CONSTRUCCIÓN DE LAS
NUEVAS INSTALACIONES DEL COLEGIO PATXI
LARRAINZAR EN PAMPLONA

ANTECEDENTES

En esta ocasión (expte. 05/202/E) la actuación
llevada a cabo por la Institución tuvo su origen en
un escrito presentado por la Asociación de Padres
y Madres de dicho centro a través de cual solicita-
ba nuestra intervención como consecuencia de las
insuficientes las instalaciones del mismo para asu-
mir el número de alumnos que tiene asignados.

Nos denunciaban, así, que el edificio que
alberga los colegios Ave María y Patxi Larrainzar
no tenía capacidad para atender las necesidades
educativas de los alumnos que tenía atribuidos,
por lo que se producía una situación de masifica-
ción que impedía impartir una enseñanza en con-
diciones de calidad.
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Como representantes de la citada Asociación
nos exponían que el edificio estaba previsto inicial-
mente con capacidad para 2 líneas: una en mode-
lo A y otra en modelo D. Sin embargo, hace años
que la línea de euskera se desdobló lo que llevó a
instalar unos módulos prefabricados que, en un
principio, parece ser que estaban destinados a
albergar a los alumnos de Cardenal Ilundain,
mientras se realizaban las obras de remodelación
de este último centro.

Lo que era una solución provisional para Car-
denal Ilundain había devenido en una situación
estable, por el momento, para los niños y niñas
del Colegio Patxi Larrainzar, según nos explica-
ban.

Conforme han ido pasando los cursos se habí-
an ido ocupando las aulas que estaban destina-
das a otras finalidades: sala de música, aulas de
desdobles, de informática, agravándose la situa-
ción en el curso 2004/2005 con la incorporación
de 4 grupos más de 3 años del modelo D.

Nos informaban que el colegio daba cabida a
544 alumnos e incumple manifiestamente los
requisitos mínimos que para los centros escolares
de régimen general establece el Real Decreto
1537/2003.

Nos denunciaban que para el próximo curso
las condiciones iban a ser todavía peores ya que
se iba a producir el traslado de un grupo de alum-
nos del Colegio Patxi Larrainzar a otro centro pero
se iban a incorporar 4 grupos nuevos. La instala-
ción de los módulos prefabricados procedentes de
un colegio de Mendillorri que, según nos indica-
ban, no reunían ya unos requisitos exigibles de
habitabilidad y seguridad, sólo iban a servir para
acoger a los grupos nuevos pero no iban a solu-
cionar la falta de instalaciones que exige la nor-
mativa. Más aún la falta de espacio iba a ser más
evidente ya que en la misma superficie de patio
habrá 56 niños más, sumando un total de 600, sin
contar los que puedan provenir de las Ikastolas
privadas que también tienen excedentes.

Finalmente, nos manifiestaban que esta situa-
ción “de provisionalidad” que se les transmitió
desde el Departamento de Educación se prolon-
gaba desde hacía ya varios años y durará como
mínimo hasta el curso 2007/2008, dado que pare-
ce ser que este es el plazo previsto para la finali-
zación del nuevo centro. Con anterioridad, nos
transmitían, ya se habían incumplido otros com-
promisos temporales similares. Además, teniendo
en cuenta el crecimiento demográfico de la zona,
nos trasladaban el temor de que la denunciada
situación de provisionalidad se prolongase, puesto

que las previsiones realizadas para el nuevo cole-
gio podían no responder ya a las expectativas de
demanda en la zona.

Una vez examinada la queja y a fin de poder
determinar las posibilidades concretas de actua-
ción de esta Institución, nos dirigimos al Departa-
mento de Educación para informase sobre la
cuestión planteada en la queja, petición que hubo
que reiterarse hasta en dos ocasiones. Asimismo
mantuvimos entrevistas con miembros de la Aso-
ciación de Padres y Madres del Colegio, con la
Dirección del centro y representantes del Departa-
mento de Educación; y tras el detenido estudio de
la documentación por todos aportada, desde la
perspectiva de la normativa aplicable, y la visita
realizada al propio Colegio por parte de personal
de esta Institución, nos permitieron realizar las
siguientes consideraciones, en el ejercicio de las
funciones de supervisión de la actividad de la
administración en defensa de los derechos de los
ciudadanos que nos encomienda la Ley.

ANÁLISIS

Las diversas denuncias formuladas por los
autores de la queja se centraban, principalmente,
en las siguientes cuestiones fundamentales: en
primer término, en cuanto al nuevo colegio, el
incumplimiento sucesivo de los plazos de inicio de
las obras (último fijado en enero de 2005) y de las
previsiones de efectiva disponibilidad del mismo,
así como, la posible insuficiencia del centro pro-
yectado para responder ya a las expectativas de
demanda en la zona.

En segundo lugar, como consecuencia de lo
anterior, el prolongado período de tiempo de utili-
zación de los módulos prefabricados o “barraco-
nes” como también se les venía a denominar. Y
finalmente, la imposibilidad de utilizar al comienzo
del presente curso escolar una parte de la amplia-
ción realizada en los citados módulos este mes de
agosto (la última planta).

El Real Decreto 1537/2003, de 5 de diciembre,
que determina los requisitos mínimos de los cen-
tros escolares de régimen general, establece
expresamente que esta regulación tiene por objeto
“el establecimiento de los citados requisitos míni-
mos que garanticen la calidad en la impartición de
las enseñanzas de régimen general y permitan la
flexibilidad necesaria para adecuar la estructura y
organización de los centros a las necesidades
sociales.”

Nos parece importante subrayar esta idea, plas-
mada en la normativa, de que el establecimiento de
unos requisitos mínimos en los centros educativos
persigue garantizar una enseñanza en condiciones
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de calidad y permitir la necesaria flexibilidad para
adecuar la estructura y organización de los centros
a las necesidades actuales y futuras.

La valoración, por tanto, sobre la idoneidad de
las instalaciones de los centros docentes ha de
tener en cuenta no solo unos mínimos de espacio
por alumno sino que debe, también, hacer posible
la flexibilidad organizativa necesaria para el des-
arrollo del Proyecto Educativo y para hacer frente a
las nuevas necesidades que se vayan originando.

Desde esta perspectiva, las necesidades edu-
cativas de la zona, evidenciadas por la creciente
demanda en los últimos cursos, han puesto de
manifiesto la insuficiencia de las actuales instala-
ciones del edificio que alberga los Colegios Públi-
cos Patxi Larrainzar y Ave María para atender
adecuadamente al alumnado de ambos centros.
Esta necesidad fue detectada por el Departamen-
to de Educación adoptándose la decisión de crear
un nuevo centro.

Lamentablemente hasta el momento no se ha
logrado en algunas zonas que la planificación de
servicios públicos se desarrolle de forma paralela y
coordinada con los nuevos desarrollos urbanísticos.

Siendo conscientes de que las dificultades pre-
supuestarias han podido llevar al retraso sucesivo
del comienzo de las obras y, por tanto, de los pla-
zos de disponibilidad final efectiva del nuevo cole-
gio, no podemos dejar pasar por alto una cuestión:
los efectos del retraso no son los mismos cuando
hay ya alumnos alojados en módulos prefabricados
que cuando no se ha llegado a esta situación y
sólo se está incumpliendo una previsión.

Este tipo de construcciones, que según justifi-
ca el Departamento en su informe, se instalaron
en su día con cumplimiento de las exigencias con-
tenidas en la normativa básica, están previstas,
por su configuración y estructura, para situaciones
de carácter provisional, para determinados perío-
dos de tiempo. No nos parecen, por tanto, inadmi-
sibles mientras hubieran durado las obras del
nuevo colegio. Ahora bien, dada su menor solidez,
mayor posibilidad de deterioro, peores condiciones
de aislamiento térmico, acústico y de confort, sus
dimensiones más limitadas, su utilización no
debiera prolongarse más allá de lo estrictamente
necesario.

Resulta, en este sentido, difícil de aceptar, por
padres y profesores, el utilizar este tipo de instala-
ciones año tras año sin que hasta el momento se
hayan iniciado tan siquiera las obras del nuevo
centro. El comienzo de las obras haría sin duda
más llevaderas las actuales incomodidades al per-
cibirse de forma nítida su carácter transitorio.

Creemos que, por tanto, cuando se vayan a
adoptar este tipo de medidas provisionales es exi-
gible, simultáneamente, a la Administración el
compromiso, con dotación presupuestaria, del
plazo de inicio de las obras. Sólo así puede ase-
gurarse la mencionada transitoriedad y garantizar-
se el mantenimiento de las iniciales condiciones
idóneas de habitabilidad y seguridad.

Además, el período de tiempo, excesivamente
prolongado, de utilización de los llamados barraco-
nes, sin que todavía se haya comenzado la cons-
trucción del nuevo edificio, ha llevado incluso a que
sea necesaria la ampliación de los mismos. Así en
el mes de agosto, se acometió una reforma de la
planta primera, creando dos aulas más, y se amplió
una última planta, que por falta de licencia munici-
pal no pudo empezar a utilizarse al comienzo de
este curso, pero que, según nos informa el Depar-
tamento, en breve va a poder estar disponible.

Finalmente, por lo que respecta al nuevo cen-
tro, nos parece, también, importante un aspecto
que no debe olvidarse tampoco: la legislación
vigente compromete a las Administraciones Públi-
cas a actuar bajo los principios de participación y
proximidad en sus relaciones con los ciudadanos,
factores esenciales de una democracia avanzada.
Aún con las dificultades que puedan existir, enten-
demos que se debe insistir en la necesidad de
establecer cauces para que la opinión y expectati-
vas de padres y profesores sean tenidas en cuen-
ta en el diseño de los planes y proyectos que les
afectan tan directamente.

De acuerdo con todo lo anteriormente señala-
do, se consideró pertinente efectuar al Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra las
siguientes RECOMENDACIONES:

– Que se proceda a la inmediata y urgente
puesta en funcionamiento de la última planta de
módulos prefabricados, con todas las garantías
requeridas.

– Que se inicien las obras del nuevo colegio a
fin de garantizar que se cumpla el plazo compro-
metido de finalización de las obras para el curso
2007-2008.

– Que se adopten con antelación suficiente las
medidas oportunas para atender el previsible
incremento de la demanda en el siguiente curso
(2006/2007).

El Departamento de Educación remitió contes-
tación en la que nos señalaba que, en aceptación
de estas recomendaciones, se iba a proceder a la
inmediata puesta en funcionamiento de la última
planta de los módulos prefabricados, para que
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pueda ser utilizada por el centro durante este
curso 2005-2006; asimismo, que se iniciarían las
obras del nuevo colegio en el menor plazo posible,
a fin de garantizar su finalización para el curso
2007-2008; y finalmente, que ya se habían adopta-
do las medidas oportunas para atender el previsi-
ble incremento de la demanda para el curso 2006-
2007.

5.2.2. INFORMACIÓN QUE SE SUMINISTRA A LA
POBLACIÓN SOBRE LOS NIVELES DE OZONO TRO-
POSFÉRICO EN EL AIRE

ANTECEDENTES

En el escrito de queja (expte 05/220/M) se nos
hacía referencia a la información que el Departa-
mento de Medio Ambiente, Ordenación del Territo-
rio y Vivienda del Gobierno de Navarra suministra
a la población sobre concentraciones de ozono
troposférico en el aire, teniendo en cuenta las exi-
gencias contenidas en el Real Decreto 1796/2003,
de 26 de diciembre, relativo al ozono en el aire
ambiente.

En concreto, el motivo de la queja se centraba
en lo que se considera deficiente información faci-
litada por el Departamento al respecto, ya que se
proporcionan a través de la página web del
Gobierno de Navarra los datos relativos a la supe-
ración de determinados niveles de concentración
(umbral de información y umbral de alerta), junto
con otra información complementaria, pero no se
advierte adecuadamente a la población, especial-
mente a determinados sectores de riesgo (niños,
mayores y personas con enfermedades pulmona-
res) sobre los extremos que contempla el mencio-
nado Real Decreto. El apartado II del anexo II del
Real Decreto señala, así, que deberá suministrar-
se a la población, a una escala suficientemente
grande y cuanto antes, la siguiente información
mínima: situación o área de las superaciones, tipo
de umbral superado, evolución prevista de la con-
taminación (mejora, estabilización o empeora-
miento), los grupos de mayor riesgo, descripción
de los síntomas más probables, precauciones
recomendadas para la población afectada; fuentes
de información adicional...

El Departamento de Medio Ambiente contestó
a nuestra solicitud de información sobre la cues-
tión planteada manifestándonos literalmente lo
siguiente:

“(...) respecto a la falta de información por
parte de este Departamento a las poblaciones
afectadas por la superación de los índices de
ozono troposférico, cabe plantearse dos cuestio-
nes:

– En primer lugar, la forma en que se está faci-
litando la información.

– En segundo lugar, los contenidos de la infor-
mación.

Por lo que se refiere a la forma, el Departa-
mento se atiene estrictamente a lo que establece
el artículo 6º, apartado 4, epígrafe b) donde se
indica que la información “se difundirá por los
medios adecuados como pueden ser, entre otros
y en función de los casos, los medios audiovisua-
les, prensa o publicaciones, pantallas informativas
o servicios informáticos en red, como Internet.”

Por razones de mayor inmediatez y por cum-
plir lo que indica el apartado 3, epígrafe a) del
mismo artículo, en el sentido de actualizar la infor-
mación “al menos una vez al día,”el Departamento
ha optado por difundir la información por Internet
donde está a disposición de los medios que la
consideren de interés e incluso la ha puesto a
disposición de los Ayuntamientos, que como el de
Castejón informa con pantallas informativas.
Entendemos pues, que en cuanto a la forma de
difundir la información nos atenemos a lo que
establece el Real Decreto 1796/2003, de 26 de
diciembre.

En relación con los contenidos de la informa-
ción, está fuera de toda duda que la página web
del Gobierno de Navarra recogió los sobrepasa-
mientos de los días 13, 14 y 16 de julio, de ella
parte precisamente la información del denuncian-
te y ello ha podido ser contrastado por sus servi-
cios.

La queja parece centrarse en que no se cum-
plió lo previsto en el epígrafe 3) del apartado II del
Anexo II, en el sentido de información sobre el tipo
de población afectada, los efectos posibles sobre
la salud humana, las precauciones recomenda-
das, etc..., pues bien, entendemos que la queja no
tiene fundamento dado que cuando en el sistema
informático se genera una alerta de ozono, apare-
ce en la pantalla de la web (se adjunta fotocopia)
un campo de Recomendaciones, que al pinchar
conduce a recomendaciones en caso de alerta de
ozono (se adjunta fotocopia), donde se hace refe-
rencia a las recomendaciones que figuraban en el
Anejo 4 del Real Decreto 1494/1995, que estable-
ció los umbrales de protección para el contami-
nante de ozono (población afectada y precaucio-
nes).

Cabe añadir que en cuanto a la población
afectada y recomendaciones, estas coinciden con
las que el Departamento de Salud hizo reiterada-
mente aquellos días 13 al 16 de julio, con motivo
de la ola de calor, como es fácilmente comproba-
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ble y que, por tanto, fueron difundidas tanto desde
nuestro Departamento, a través de Internet, como
desde Salud a través de los medios.

En resumen, entendemos que tanto la forma
de facilitar la información como su contenido han
dado cumplimiento a las obligaciones derivadas
del Real Decreto 1796/2003.”

Las Recomendaciones citadas en el informe
del Departamento, que se realizan en la página
web del Gobierno de Navarra, se concretan en lo
siguiente: una breve explicación sobre el ozono
troposférico y sus efectos, así como, las preven-
ciones que debe adoptar la población o algunos
sectores de riesgo, según los casos, cuando se
superen concentraciones superiores a 180 μg/m3

y a 360 μg/m3.

ANÁLISIS

Comenzando por hacer referencia al modo en
que se regulan en la normativa de aplicación las
obligaciones de información que se imponen a la
Administración, para poder valorar si la suministra-
da por el Departamento de Medio Ambiente res-
ponde a estas exigencias, debe indicarse lo
siguiente:

Actualmente, el régimen jurídico relativo a la
contaminación atmosférica en el ámbito de la
Unión Europea ha sido establecido con carácter
general en la Directiva 96/62/CE del Consejo, de
27 de septiembre de 1996, sobre evaluación y
gestión del aire ambiente, que constituye un
marco regulador donde se integra su posterior
desarrollo, mediante la adopción de directivas
específicas sobre cada uno de los distintos conta-
minantes atmosféricos.

Así la Directiva 2002/3/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de
2002, relativa al ozono en el aire ambiente, que
derogó la anterior Directiva de 1992, estableció el
nuevo régimen comunitario sobre el ozono tro-
posférico presente en la baja atmósfera. La incor-
poración al Derecho interno de esta Directiva se
l levó a cabo mediante el  Real Decreto
1796/2003, de 26 de diciembre, relativo al ozono
en el aire ambiente.

En este Real Decreto se establecen los valores
objetivo, a medio y largo plazo, de concentracio-
nes de ozono, para proteger tanto la salud de las
personas como la vegetación. En el caso de la
salud de las personas el valor objetivo que deberá
alcanzarse a largo plazo es de 120 μg/m3. A
medio plazo, como muy tarde en el trienio que se
inicia en el año 2010, no deberá superarse este
nivel de concentración de 120 μg/m3 más de 25

días de cada año, calculado este valor examinan-
do promedios octohorarios diarios (Art. 3.1 Real
Decreto 1796/2003).

En el Real Decreto se regulan asimismo los
umbrales de información (180 μg/m3) y de alerta
(240 μg/m3), “con la finalidad de que las Adminis-
traciones Públicas competentes suministren la
correspondiente información a la población y a la
Administración sanitaria cuando se superen
dichos umbrales, o cuando se prevea que puedan
ser superados, sin perjuicio de la obligatoriedad
de poner de forma general a disposición del públi-
co información periódica sobre las concentracio-
nes de ozono en el aire ambiente...” (Exposición
de Motivos del Real Decreto 1796/2003).

Puede observarse que el Real Decreto al expo-
ner el modo en que se regulan los mencionados
umbrales de concentración explicita la finalidad
perseguida: que las Administraciones competentes
suministren cierta información a la población y a la
Administración sanitaria cuando se superen esos
niveles o se prevea que vayan a ser superados,
sin perjuicio de la obligación que les incumbe de
poner a disposición del público de forma general
información periódica sobre las concentraciones
de ozono en el aire ambiente.

El Real Decreto define el umbral de informa-
ción, que se fija en 180 μg/m3, como la “concen-
tración de ozono a partir de la cual una exposición
de breve duración supone un riesgo para la salud
humana de los grupos de población especialmen-
te de riesgo y las Administraciones competentes
deben suministrar una información actualizada.”
(Art. 2.K. Real Decreto 1796/2003).

El umbral de alerta, 240 μg/m3, hace referencia
a “una concentración de ozono a partir de la cual
una exposición de breve duración supone un ries-
go para la salud humana de la población en gene-
ral y las Administraciones competentes deben
tomar medidas inmediatas.”

El artículo 6º trata específicamente sobre los
umbrales de información y de alerta relativos al
ozono y la información que debe facilitarse al
público diciendo:

“1. Los umbrales de información y de alerta
relativos al ozono son los que figuran en el aparta-
do I del anexo II (180 μg/m3 y 240 μg/m3, respec-
tivamente).

2. Las Administraciones competentes adopta-
rán las medidas necesarias para suministrar a la
población y a la Administración sanitaria la infor-
mación señalada en el apartado II del anexo II,
cuando se superen o se prevea que se vayan a
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superar los umbrales de información y de alerta.
Las Administraciones locales, en su caso, informa-
rán a la Administración de la Comunidad autóno-
ma correspondiente.

3. Sin perjuicio de lo indicado en el apartado
anterior, las Administraciones competentes debe-
rán:

a) Garantizar que periódicamente esté dispo-
nible la información sobre las concentraciones de
ozono en el aire ambiente, que será actualizada al
menos una vez al día y, siempre que sea apropia-
do y viable, cada hora. Esta información incluirá, al
menos, todas las superaciones de los objetivos a
largo plazo para la protección de la salud huma-
na, así como de los umbrales de información y de
alerta, para el período de promedio correspon-
diente, y contendrá una breve evaluación relativa
a los efectos del ozono sobre la salud humana.

b) Elaborar informes globales anuales...

4. La información señalada en este artículo
será clara, comprensible y fácilmente accesible, y
deberá cumplir, además, los siguientes requisitos:

a) Estará disponible tanto para la población
como para la Administración sanitaria y para los
sectores interesados, tales como organizaciones
de defensa del medio ambiente, de consumidores
o de representación de los intereses de grupos
de riesgo.

b) Se difundirá por los medios adecuados
como pueden ser, entre otros y en función de los
casos, los medios audiovisuales, prensa o publi-
caciones, pantallas informativas o servicios infor-
máticos en red, como Internet.”

El artículo 6º impone a la Administración en su
apartado 3º, efectivamente, como indica el Depar-
tamento en su informe, la obligación de garantizar
que periódicamente esté a disposición del público
la información relativa a las concentraciones de
ozono, que será actualizada al menos una vez al
día y si es viable cada hora. Esta información
incluirá todas las superaciones de 120 μg/m3,180
μg/m3 y 240 μg/m3 y se complementará con una
breve evaluación de los efectos del ozono sobre la
salud humana.

Pero no es ésta la única obligación de informar
que resulta para la Administración del artículo 6º,
ya que con total claridad este apartado 3º, que
acabamos de mencionar, indica que este deber de
poner a disposición del público periódicamente
ciertos datos (los de las superaciones de los
umbrales de alarma, información y objetivo a largo
plazo, con una breve evaluación de los efectos del

ozono sobre la salud), se impone “sin perjuicio de
lo indicado en el apartado anterior”.

Ciertamente en el apartado anterior se esta-
blece que: “Las Administraciones competentes
adoptarán las medidas necesarias para suminis-
trar a la población y a la Administración sanitaria
la información señalada en el apartado II del
anexo II, cuando se superen o se prevea que se
vayan a superar los umbrales de información y de
alerta”.

El apartado II del Anexo II dice literalmente:
“Información mínima que se deberá facilitar a la
población cuando el umbral de información o de
alerta se supere, o cuando se prevea que se vaya
a superar:

Deberá facilitarse a la población, a una escala
suficientemente grande y cuanto antes, la siguien-
te información mínima:

1) Información sobre la superación o supera-
ciones observadas:

– Situación o área de las superaciones.

– Tipo de umbral superado (de información o
de alerta).

– Hora de inicio y duración de la superación.

– Concentración máxima de las medias hora-
ria y octohoraria.

2) Previsión para la siguiente tarde/día (s):

– Área geográfica en la que se espera la supe-
ración del umbral de información o alerta.

– Evolución prevista de la contaminación
(mejora, estabilización o empeoramiento).

3) Información sobre el tipo de población afec-
tado, los efectos posibles sobre la salud humana
y las precauciones recomendadas:

– Información sobre los grupos de riesgo de la
población.

– Descripción de los síntomas más probables.

– Precauciones recomendadas para la pobla-
ción afectada.

– Fuentes de información adicional.

4) Información sobre las medidas preventivas
para reducir la contaminación o la exposición a
ésta:

– Indicación de los principales sectores emi-
sores; medidas recomendadas para reducir las
emisiones.”
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Nos parece, por tanto, que el artículo 6º reco-
noce, de un lado, a los ciudadanos el derecho a
que se les suministre a escala suficientemente
amplia y cuanto antes, cuando se superen o se
vayan a superar los niveles de información y aler-
ta, toda la información existente sobre áreas geo-
gráficas o zonas a que afectan las superaciones,
evolución prevista de mejora, estabilización o
empeoramiento, grupos de población especial-
mente afectados, síntomas que pueden presentar-
se, precauciones que pueden tomarse...Todo ello
sin perjuicio del derecho que también les asiste de
acceder o consultar los datos detallados que
sobre concentraciones de ozono se actualicen
periódicamente.

En cuanto a la forma en que deben facilitarse
las informaciones, el último párrafo del art. 6º lo
indica expresamente, refiriéndose no sólo, como
no podía ser de otro modo, a la información perió-
dica que impone el apartado 3º, sino también a la
que debe suministrarse a la población en general
conforme a lo dispuesto en el apartado 2º( y que
abarca específicamente la contenida en el anexo
II, apartado II).

Se dice así que “la información señalada en
este artículo será clara, comprensible y fácilmente
accesible, y deberá cumplir, además, los siguien-
tes requisitos”:...Estos requisitos se concretan en
dos: su disponibilidad general y su difusión a tra-
vés de los medios más adecuados en cada caso.

La última de estas dos exigencias merece,
entendemos, especial consideración. Se estable-
ce, así, literalmente que: “la información señalada
en este artículo...se difundirá por los medios ade-
cuados como pueden ser, entre otros y en función
de los casos, los medios audiovisuales, prensa o
publicaciones, pantallas informativas o servicios
informáticos en red, como Internet.”

Parece razonable entender que la información
sobre concentraciones de ozono que debe actuali-
zarse una vez al día y si es posible cada hora se
facilite a través de internet, y que la que debe
suministrarse a la población a escala suficiente-
mente grande, advirtiendo a determinados secto-
res de riesgo (personas mayores...) sobre los sín-
tomas que pueden presentarse y las precauciones
que deben tomarse, se transmita por otros medios
de difusión más idóneos o aptos para llegar a una
generalidad de personas y no sólo a quienes
accedan puntualmente a la red (pantallas informa-
tivas, medios audiovisuales, publicaciones...).

Ya el anterior Real Decreto 1494/1995, que
también cita el Departamento en su informe como
punto de referencia de las recomendaciones que

pueden realizarse a la población, decía muy signi-
ficativamente: “cuando se superen los umbrales de
información o alerta...se difundirán en los medios
de comunicación, lo antes posible y a escala sufi-
cientemente amplia para que la población pueda
adoptar las necesarias medidas preventivas, la
siguiente información: fecha, hora y lugar de apari-
ción de concentraciones, tipos de umbrales supe-
rados, población afectada, precauciones que
deberá tomar la población afectada...”

El Real Decreto 1796/2003, que derogó el
anterior, es sin duda más exigente, no sólo con la
fijación cuantitativa de los umbrales, sino también
con las obligaciones de información que se impo-
nen a la Administración. Ahora se requiere a ésta
que en cuanto se produzcan ciertas superaciones
o se sepa que se vayan a producir se informe a la
población a escala suficientemente amplia (a tra-
vés de los medios de comunicación o por panta-
llas informativas) para que se puedan tomar las
necesarias medidas preventivas y además, sin
perjuicio de lo anterior, dice el Real Decreto, que
la Administración ponga a disposición del público
todos los datos sobre concentraciones obtenidos
en las estaciones de medición, periódicamente
actualizados, pudiendo utilizar para ello internet,
como bien dice el Departamento, por ser el medio
más idóneo para este tipo de información.

En la actualidad, cada vez es más frecuente en
algunos medios de comunicación que se faciliten
a la población junto a las previsiones meteorológi-
cas, otras previsiones de interés para su salud,
como los niveles de concentración de polen...

En el ámbito del Derecho Medioambiental, a
partir sobre todo del Convenio de Aarhus, se con-
sidera indiscutible que el reconocimiento del dere-
cho de toda persona a vivir en un medio ambiente
que permita garantizar su salud y bienestar presu-
pone necesariamente que los ciudadanos estén
en condiciones de hacer valer este derecho,
mediante el acceso a toda la información que obre
en poder de las Administraciones Públicas, con
algunas restricciones, y facilitando su participación
en la toma de decisiones medioambientales.

Todo ello no sólo favorece el respeto al princi-
pio de transparencia y de la obligación de rendir
cuentas, sino que contribuye a sensibilizar al
público respecto de los problemas ambientales y
su incidencia en la salud humana, promoviendo su
formación y educación ecológica y dándole la
posibilidad de expresar sus preocupaciones, de
modo que las autoridades puedan tenerlas debi-
damente en cuenta.
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Conforme a todo lo anteriormente expuesto, se
consideró pertinente efectuar al Departamento de
Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y
Vivienda del Gobierno de Navarra RECOMENDA-
CIÓN en el sentido de que, de acuerdo con lo exi-
gido en el Real Decreto 1796/2003, se arbitren los
mecanismos que garanticen adecuadamente la
difusión a la población de la información prescrita
en el apartado II, anexo II del Real Decreto, en
cooperación con la Administración Sanitaria, lo
que sin duda contribuirá a un mayor rigor en los
datos relativos a síntomas y prevenciones que se
transmitan; así como, que se mejore, además, la
información suministrada a través de la web, de
modo que se actualicen los umbrales publicados,
con referencia no a los contenidos en el anterior
Real Decreto 1494/1995, derogado, sino en el
nuevo Real Decreto 1796/2003.

El Consejero de Medio Ambiente, Ordenación
del Territorio y Vivienda, nos remitió contestación
en la que, aceptando el planteamiento efectuado
en dicha recomendación, nos exponía lo siguiente:

“Debo manifestarle que el Departamento quie-
re mejorar la información puesta a disposición del
público actuando en una doble dirección:

En primer lugar mediante una campaña de
información y comunicación en la Ribera de
Navarra, coordinada por el Centro de Recursos
Ambientales y en la que colaborarán la Universi-
dad y el Instituto de Salud Pública.

Se tratará mediante conferencias, artículos en
la prensa regional, entrevistas en radio y un folleto
divulgativo, de informar sobre distintos aspectos
relativos al ozono, tales como su formación, el
papel de las condiciones climatológicas, los
modelos de dispersión, efectos negativos y positi-
vos, empleo de bioindicadores para evaluar la
contaminación por ozono, redes de vigilancia,
estudios realizados, normativa, etc.

El objetivo de esta campaña a desarrollar en
primavera sería el mejorar la información al públi-
co sobre el tema, en orden a que pueda interpre-
tar después la información que se le facilite.

En segundo lugar, y ya de cara a la campaña
de verano, queremos utilizar un nuevo canal de
difusión de la información, en concreto el SMS a
través del info-local a los Ayuntamientos o directa-
mente a radios y Centros de Salud cuando se
alcancen los umbrales de información, comple-
mentando así la información ofrecida en internet.

Estas serían las mediadas que se pretenden
implementar de cara a mejorar la información al
público”.

5.2.3. PUESTA EN FUNCIONAMIENTO DE CEN-
TROS DE REHABILITACIÓN PSICOSOCIAL PARA LA
ATENCIÓN A PERSONAS CON TRASTORNO MENTAL
GRAVE

ANTECEDENTES

Tuvimos conocimiento en este caso (expte,
05/242/S) que el Departamento de Bienestar
Social iba a proceder a la adjudicación mediante
concurso público de la gestión de los Centros de
Rehabilitación Psicosocial para la atención a per-
sonas con trastorno mental grave, y siendo de
enorme interés este servicio y materia, motivo de
nuestra preocupación, de conformidad con lo dis-
puesto en nuestra ley reguladora se dirigió escrito
tanto al Departamento de Bienestar Social como
al de Salud para nos que informaran sobre los
siguientes extremos:

– El grado de participación y responsabilidad
del Departamento de Salud en el proyecto y en su
caso los sistemas y procedimientos de coordina-
ción establecidos hasta el momento y los que está
previsto establecer en el inmediato futuro.

– Opinión técnica sobre las posibles diferen-
cias existentes en su caso entre Rehabilitación
Psicosocial como prestación sanitaria y como
prestación social.

– Valoración del impacto previsible de la aplica-
ción de un régimen de tarifas en el acceso univer-
sal al servicio en condiciones de equidad.

Asimismo, en dicha fecha se solicitó igualmen-
te información al Departamento de Bienestar
Social, Deporte y Juventud interesándonos, ade-
más, de las siguientes cuestiones:

– Los objetivos asistenciales que se persiguen
con este tipo de recurso.

– El perfil asistencial de los nuevos centros de
rehabilitación psicosocial para enfermos mentales
clarificando: a) Los tipos de prestaciones y activi-
dades asistenciales previstas para el logro de los
citados objetivos asistenciales; y b) La dotación de
medios humanos y materiales con los que habrá
de contar cada centro y su cualificación técnica.

– El perfil de los usuarios que serán atendidos
y los requisitos y procedimientos de acceso a este
tipo de recurso específico.

– El régimen de tarifas previsto, y las razones
técnicas y jurídicas en las que se sustenta tal
decisión, con especial referencia a las posibles
diferencias existentes en su caso entre Rehabilita-
ción Psicosocial como prestación sanitaria y como
prestación social.
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Con fecha 11 de noviembre del pasado año tie-
nen entrada en esta Institución el Informe del
Departamento de Bienestar Social, que transcribi-
remos posteriormente en los diferentes apartados
en los que se ha considerado adecuado fragmen-
tar esta resolución debido a los múltiples aspectos
que se nos denuncian; y el de Salud, que literal-
mente dice lo siguiente:

“El Departamento de Salud mediante la parti-
cipación directa del Subdirector de Salud Mental,
el jefe de Programas y la Coordinadora del Plan
Socio-sanitario, ha intervenido en el grupo de tra-
bajo que ha elaborado el documento ‘Propuesta
de Atención a Personas con trastorno Mental
Grave’.

La Comisión Directora de dicho programa de
Atención está presidida a años alternos por el
Director General de Salud y el de Bienestar
Social, con nutrida representación del departa-
mento de Salud.

La Comisión Técnica (órgano asesor), está pre-
sidida por la Coordinadora del Plan Socio-Sanita-
rio, perteneciente al Departamento de Salud.

Por otra parte la derivación a los futuros cen-
tros de Rehabilitación Psicosocial será a pro-
puesta de los psiquiatras/psicólogos de los Cen-
tros de Salud Mental del Servicio Navarro de
Salud.

Por último, como ya es conocido, el tratamiento
en los Centros de Rehabilitación Psicosocial será
a coste cero”.

Nada indica el informe sobre la segunda parte
de nuestra petición, esto es, sobre cuales son las
diferencias existentes en su caso entre Rehabilita-
ción Psicosocial como prestación sanitaria y como
prestación social.

ANÁLISIS

La anterior información se solicitó a fin de posi-
bilitar una valoración sobre el concurso público
para la gestión de los Centros de Rehabilitación
Psicosocial de Pamplona, Tudela, Estella y Elizon-
do en general, y especialmente lo referente al
cobro de tarifas a los usuarios y otras cuestiones
básicas que pueden derivar en conflictos en la
puesta en marcha del Programa de Atención a
Personas con Trastorno Mental Grave en Navarra.

Recordaremos primeramente que nuestra opi-
nión general sobre la situación de la salud mental
en Navarra la expresamos claramente en el infor-
me especial que dirigimos al Parlamento Foral en
el año 2003 y que conocen las partes interesadas.
En tal informe formulamos las recomendaciones

que consideramos necesarias en su momento
para mejorar la atención a los enfermos, y es
voluntad de esta Institución hacer un seguimiento
de la evolución del servicio público de atención a
la enfermedad mental partiendo de la base del
informe.

Lo primero que hay que destacar es la comple-
jidad del mundo de los enfermos mentales y la
dificultad de dar respuesta a todos los problemas
que se han planteado, puesto que hay colectivos
que requieren una respuesta sociosanitaria muy
específica, casi personalizada. No es fácil hacer
una evaluación global sobre el sistema sociosani-
tario, porque la actuación sobre el enfermo no es
un acto único, sino que se descompone en
secuencias dentro de un proceso general en el
que intervienen diferentes agentes, y no todos
pertenecientes al sistema sanitario (terapeutas,
psicólogos, educadores sociales, trabajadores
sociales, etc), no distinguiéndose donde termina la
atención del sistema sanitario y dónde comienza
el de asistencia social que se realiza a través de
Bienestar Social. La atención del psiquiatra es una
parte del proceso de servicios múltiples que debe
recibir el paciente y también la familia como agen-
te activo del proceso. Por tanto, es muy difícil que
se parta de una distinción clara entre los derechos
vinculados a la salud y reconocidos como tales
por la Constitución y los “derechos sociales” que
no son reconocidos a efectos legales como tales.

Al igual que en anteriores recomendaciones
sobre esta materia, para comenzar señalaremos
que la Constitución Española de 1978 recoge en
el Capítulo III del Titulo I los principios rectores de
la política social y económica, en los que hace
especial mención al derecho a la protección de la
salud (artículo 43), por el cual compete a los
poderes públicos organizar y tutelar la salud públi-
ca a través de medidas preventivas y de las pres-
taciones y servicios necesarios. Del igual modo, el
artículo 49 impone a los poderes públicos la obli-
gación de realizar una política de previsión, trata-
miento, rehabilitación e integración de los dismi-
nuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que
están obligados a prestar la atención especializa-
da que requieran.

Estos derechos constitucionales cobran espe-
cial dimensión en casos como el planteado en el
presente expediente, relativo a la atención sanita-
ria de pacientes con enfermedad mental, por lo
que resulta de especial relevancia ofrecer un ade-
cuado tratamiento global: médico, psicológico,
rehabilitador y educativo, dirigido por profesionales
especializados debidamente coordinados entre sí
para garantizar una correcta y eficiente atención
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sanitaria, ya que sólo desde una perspectiva glo-
bal se puede garantizar su integración en el entor-
no social en el que vive el paciente afectado.

Por otro lado, el artículo 6 de la Ley general de
Sanidad de 1986 establece que “serán responsa-
bilidad de las administraciones públicas, entre
otras, promover la salud, la educación sanitaria,
garantizar la asistencia sanitaria en todos los
casos de pérdida de salud y promover las accio-
nes necesarias para la rehabilitación funcional y la
reinserción social”. Dentro de las actuaciones pro-
pias de las administraciones se recogen expresa-
mente la asistencia sanitaria especializada, los
programas de atención a grupos de población de
mayor riesgo y la promoción y la mejora de la
salud mental.

Se ha de tener en cuenta que la norma básica
sobre salud mental es el artículo 20 de la Ley
general de Sanidad, que se expresa en los
siguientes términos: “Sobre la base de la plena
integración de las actuaciones relativas a la salud
mental en el sistema sanitario general y de la total
equiparación del enfermo mental a las demás per-
sonas que requieran servicios sanitarios y socia-
les, las Administraciones Sanitarias competentes
adecuarán su actuación a los siguientes princi-
pios: (...) 3.– Se desarrollarán los servicios de
rehabilitación y reinserción social necesarios para
una adecuada atención integral de los problemas
del enfermo mental, buscando la adecuada coor-
dinación con los servicios sociales; 4.– Los servi-
cios de salud mental y de atención psiquiátrica del
sistema sanitario general cubrirán, en coordina-
ción con los servicios sociales, los aspectos de
prevención primaria y la atención a los problemas
psicosociales que acompañan a la pérdida de
salud general.

La Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración
Social de los Minusválidos, manifiesta en su artí-
culo 1º inspirarse en los derechos que el artículo
49 de la Constitución reconoce razón a la dignidad
que le es propia a las personas disminuidas en su
capacidades físicas, psíquicas (discapacidad inte-
lectual y/o enfermedad mental) o sensoriales para
su completa realización personal y su total integra-
ción social. Asimismo, reconoce en su artículo 3º
como obligación del estado la prevención, los cui-
dados médicos y psicológicos, la rehabilitación
adecuada, la educación, la orientación, la integra-
ción laboral, la garantía de unos derechos econó-
micos, jurídicos, sociales mínimos y la Seguridad
Social.

En la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igual-
dad de Oportunidades, no discriminación y accesi-
bilidad universal de las personas con discapaci-

dad, se contempla como principio inspirador la
reafirmación de los derechos universales de ciu-
dadanía, ya que hablar tanto de éstos es como de
políticas de bienestar, es hablar de la esencia
misma de la democracia, de la participación social
y del estado de derecho.

Conforme a los artículos 53, 54 y 58 de la Ley
orgánica de Reintegración y Amejoramiento Foral,
le corresponden a Navarra las facultades y com-
petencias sobre sanidad e higiene que ostentaba
en virtud de sus derechos históricos a la entrada
en vigor de la referida Ley, el desarrollo legislativo
y la ejecución de la legislación básica del estado
en materia de sanidad interior e higiene y seguri-
dad social, y la ejecución de la legislación del
estado en materia de establecimientos y produc-
tos farmacéuticos.

Dentro del ámbito de Navarra, la Ley Foral
10/1990, de 23 de noviembre, de Salud, en su
artículo 5 enumera los derechos de los ciudada-
nos de la Comunidad Foral, siendo de especial
importancia el derecho a “la cobertura sanitaria de
los regímenes de la Seguridad Social, así como a
la prestación sanitaria de la psiquiatría.(...) La
administración sanitaria de la Comunidad Foral
podrá establecer prestaciones complementarias
que serán efectivas previa programación expresa
y dotación presupuestaria específica y tendrán por
objeto la protección de grupos sociales con facto-
res de riesgo específicos, con especial referencia
a la salud laboral”. El artículo 15, relativo a la asis-
tencia sanitaria, declara que esta asistencia se
debe prestar de manera integrada a través de pro-
gramas médico-preventivos, curativos, rehabilita-
dores, de higiene y de educación.

En definitiva, el denominador común de la cita-
da normativa es la filosofía que emana del modelo
de atención debe ser la de respeto a la condición
de la persona con discapacidad en general, a su
consideración como ciudadano integrante de la
sociedad, y con unas potencialidades susceptibles
de ser desarrolladas con la debida asistencia téc-
nica basada entre otros principios, en los de res-
ponsabilidad pública, debiendo garantizar los
poderes públicos el derecho de las personas con
TMG a disfrutar de unos servicios y recursos de
atención que garanticen la justicia y la equidad; y
de coordinación y complementariedad, siendo
esencial la adecuada colaboración y complemen-
tariedad entre los distintos departamentos del
Gobierno de Navarra, y de ésta con las restantes
administraciones públicas, para atender las
demandas de estas personas y procurar su inte-
gración social, debiendo ser dicha coordinación
más intensa con la red de salud mental para ase-
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gurar una atención integral a las distintas necesi-
dades sanitarias y sociales de estas personas.

Tanto de los informes que nos han sido remiti-
dos, como de la documentación aportada por aso-
ciaciones interesadas, podemos destacar los
siguientes aspectos:

1.- Objetivos asistenciales que se persiguen

con este tipo de recurso:

El Decreto Foral 209/1991, de 23 de mayo, por
el que se desarrolla la Ley Foral 6/1990, de 13 de
noviembre, sobre el Régimen de Autorizaciones,
Infracciones y Sanciones, modificado por la orden
Foral 95/2005, de 30 de junio, define el centro de
rehabilitación psicosocial como centro de atención
diurna, destinado a personas con trastorno mental
grave que presentan deficiencias en sus funciones
psicológicas, limitaciones en la actividad y restric-
ciones en su participación en la comunidad, así
como en los hábitos y capacidades laborales.

El primordial objetivo de los centros debe ser el
de ofrecer programas individualizados de rehabili-
tación psicosocial que permitan a los usuarios
aprender a recuperar aquellas habilidades que
necesitan para desenvolverse autónoma y normal-
mente en comunidad, evitando su marginación, y
ofrecer apoyo para mejorar la calidad de vida del
conjunto familiar.

El propio Departamento de Bienestar Social,
Deporte y Juventud ha reconocido en su informe
que el objetivo general de estos centros es el de
ofrecer programas Individualizados de rehabilita-
ción psicosocial que permitan a los usuarios
aprender o recuperar aquellas habilidades que
necesitan para desenvolverse normalmente en la
comunidad y funcionar lo más activa y autónoma-
mente en su medio social. En concreto se preten-
de:

• Favorecer el mantenimiento de las personas
con trastorno mental grave en su entorno comuni-
tario, en las mejores condiciones de normaliza-
ción, integración y calidad de vida.

• Capacitar a las personas con trastorno men-
tal grave (T.M.G.) para su desenvolvimiento en la
comunidad de la forma más autónoma e indepen-
diente posible.

• Evitar la institucionalización y marginación de
las personas con trastorno mental grave que viven
en la comunidad.

• Ofrecer apoyo, información y asesoramiento
a las familias para que adquieran las habilidades y
destrezas necesarias que les ayuden en la convi-

vencia diaria mejorando la calidad de vida del con-
junto familiar.

Así pues, las principales áreas de intervención
serían: rehabilitación psicosocial, como proceso
cuyo objeto es ayudar a las personas con discapa-
cidad por trastorno mental a reintegrarse en la
comunidad y mejorar su funcionamiento psicoso-
cial en unas condiciones lo más normalizadas e
independientes posibles; formación y orientación
ocupacional-laboral, ayudar en la adquisición,
mantenimiento y desarrollo de hábitos y habilida-
des para la integración laboral; y apoyo comunita-
rio, para facilitar la integración; y apoyo a las fami-
lias, a fin de que las familias sepan como actuar
con su familiar enfermo.

2.- Tipos de prestaciones y actividades

asistenciales previstas para el logro de los

citados objetivos asistenciales:

A este respecto, el Departamento de Bienestar
informa que los servicios a prestar han de incluir
una atención integral permanente mediante el
diseño de un Plan de Atención Individualizado que
defina los objetivos de actuación y permita el
seguimiento y la evaluación de los mismos. Estos
servicios son los siguientes:

– Servicios hoteleros:

• Manutención: incluye la comida del mediodía
para las personas que acuden al programa de
Centro de Día, atendiendo a las necesidades
específicas de las personas usuarias.

• Limpieza: de los espacios generales 

– Servicio de acogida: su función es dar a
conocer el funcionamiento y los objetivos de tra-
bajo, así como integrar a la persona en la dinámi-
ca del centro acompañándola y motivándola
durante la etapa inicial de estancia.

– Servicio de atención personal básica y rea-
daptación en actividades de la vida diaria:

• Autocuidado.

• Higiene personal.

• Movilidad.

• Habilidades cotidianas.

– Servicio de Educación para la salud y psico-
educación: su finalidad es la potenciación de
recursos protectores ante la vulnerabilidad para
las recaídas por el incorrecto manejo de la medi-
cación.

• Información sobre la enfermedad 
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• Información sobre la medicación y su autoad-
ministración.

• Información sobre el manejo de recursos
sanitarios 

– Servicio de habilidades sociales: manteni-
miento y mejora de las capacidades y habilidades
psicosociales.

• Habilidades de conversación.

• Asertividad.

• Expresión-recepción de emociones. Petición
de ayuda.

– Programa de rehabilitación de déficits cogniti-
vos, referido principalmente al desarrollo de la
capacidad de atención y de la memoria:

• Mejorar las distintas clases de atención 

• Incremento de los intervalos de mantenimien-
to de atención.

• Fortalecimiento de la memoria.

– Programa de ocio y tiempo libre: su función
es enseñar a la persona a disfrutar de su ocio de
manera placentera, evitando .la apatía y el inmovi-
lismo.

• Adiestramiento en la búsqueda de recursos
de ocio.

• Recuperación de aficiones.

•Mejora de las relaciones sociales

3.- Dotación de medios humanos y materia-

les con los que habrá de contar cada centro y

su cualificación técnica:

Sobre este aspecto, el Departamento de Bien-
estar informa que la dotación de estos centros va
a ser la siguiente:

A) MEDIOS HUMANOS:

1) Pamplona

Personal FIJO Común CRPS CD Nº Horas anuales

Coordinación y Dirección 1 1.672
Psicólogo 0,5 836
Trabajador/a social 0,5 836
Auxiliar administrativo 1 1.672
Limpieza 0,5 815,5
Personal presencia 8 horas/día
Terapeuta ocupacional 1 1.816
Cuidadores 1 1.816
Formador laboral 1 1.816
Educador social 3 5.448

2) Estella

Personal FIJO Común CRPS CD Nº Horas anuales

Coordinación y Dirección 1 1.672
Psicólogo 0,5 836
Trabajador/a social 0,5 836
Auxiliar administrativo 1 1.672
Limpieza 0,5 815,5
Personal presencia 8 horas/día
Terapeuta ocupacional 1 1.816
Cuidadores 1 1.816
Formador laboral 1 1.816
Educador social 3 5.448
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B) MEDIOS MATERIALES:

1) Pamplona

El local donde se ha exigido que se desarrolle
el servicio debía estar situado en un entorno
comunitario normalizado y accesible, ofreciendo la
infraestructura y equipamientos necesarios para la
prestación de un servicio global a las personas a
las que va dirigida. Son exigencias mínimas:

• Superficie mínima 225 m2

• Ventilación, iluminación natural. Libre de
barreras arquitectónicas. Localización céntrica 

• Accesible con transporte público 

• Espacios destinados a despachos, salas de
rehabilitación y actividades, baños, comedor.

El equipamiento mínimo para la puesta en
marcha del C.R.P.S. con programa de Centro de
día es el siguiente:

• Cocina: electrodomésticos y menaje básicos.

• Comedor: 8 mesas de 4 comensales con sus
respectivas sillas.

• Salas de actividades: 65 de sillas, ordenado-
res, material de terapia ocupacional, mesa de acti-
vidades, 10 colchonetas, aparato de música,
material de psicomotricidad.

• 3 despachos: mesas, sillas, ordenadores,
armarios, mesa reuniones y archivadores.

2) Estella

El local donde se ha exigido que se desarrolle
el servicio debía estar situado en un entorno
comunitario normalizado y accesible, ofreciendo la 

infraestructura y equipamientos necesarios
para la prestación de un servicio 

global a las personas a las que va dirigida. Son
exigencias mínimas:

• Superficie mínima 225 m2

• Ventilación, iluminación natural 

• Libre de barreras arquitectónicas. Localiza-
ción céntrica 

• Accesible con transporte público 

3) Elizondo

Personal FIJO Común CRPS CD Nº Horas anuales

Coordinación y Dirección 1 1.672
Psicólogo
Trabajador/a social 0,5 836
Aux. administrativo 0,5 836
Limpieza 0,25 407,75
Personal presencia 8 horas/día
Terapeuta ocupacional 1 1.816
Cuidadores 1 1.816
Formador laboral
Educador social 2 3.632

4) Tudela

Personal FIJO Común CRPS CD Nº Horas anuales

Coordinación y Dirección 1 1.672
Psicólogo 0,5 836
Trabajador/a social 0,5 836
Auxiliar administrativo 1 1.672
Limpieza 0,5 815,5
Personal presencia 8 horas/día
Terapeuta ocupacional 1 1.816
Cuidadores 1 1.816
Formador laboral 1 1.816
Educador social 3 5.448



• Espacios destinados a despachos, salas de
rehabilitación y actividades, baños, comedor.

El equipamiento mínimo para la puesta en
marcha del C.R.P .S. con programa de Centro de
día es el siguiente:

• Cocina: electrodomésticos y menaje básicos.

• Comedor: 8 mesas de 4 comensales con sus
respectivas sillas.

• Salas de actividades: 65 de sillas, ordenado-
res, material de terapia ocupacional, mesa de acti-
vidades, 10 colchonetas, aparato de música,
material de psicomotricidad.

• 3 despachos: mesas, sillas, ordenadores,
armarios, mesa reuniones y archivadores.

3) Elizondo

El local donde se ha exigido que se desarrolle
el servicio debía estar situado en un entorno
comunitario normalizado y accesible, ofreciendo la
infraestructura y equipamientos necesarios para la
prestación de un servicio global a las personas a
las que va dirigida. Son exigencias mínimas:

• Superficie mínima 150 m2

• Ventilación, iluminación natural 

• Libre de barreras arquitectónicas. Localiza-
ción céntrica 

• Accesible con transporte público 

• Espacios destinados a despachos, salas de
rehabilitación y actividades, baños, comedor.

El equipamiento mínimo para la puesta en
marcha del C.R.P .S. con programa de Centro de
día es el siguiente:

• Cocina: electrodomésticos y menaje básicos.

• Comedor: 4 mesas de 4 comensales con sus
respectivas sillas.

• Salas de actividades: 35 sillas, ordenadores,
material de terapia ocupacional, mesa de activida-
des, 6 colchonetas, aparato de música, material
de psicomotricidad.

• 2 despachos: mesas, sillas, ordenadores,
armarios, mesa reuniones y archivadores.

4) Tudela

El local donde ha exigido que se desarrolle el
servicio debía estar situado en un entorno comu-
nitario normalizado y accesible, ofreciendo la
infraestructura y equipamientos necesarios para la
prestación de un servicio global a las personas a
las que va dirigida. Son exigencias mínimas:

• Superficie mínima 225 m2

• Ventilación, iluminación natural .Libre de
barreras arquitectónicas. Localización céntrica 

• Accesible con transporte público 

• Espacios destinados a despachos, salas de
rehabilitación y actividades, baños, comedor.

El equipamiento mínimo para la puesta en
marcha del C.R.P .S. con programa de Centro de
día es el siguiente:

• Cocina: electrodomésticos y menaje básicos.

• Comedor: 8 mesas de 4 comensales con sus
respectivas sillas.

• Salas de actividades: 65 de sillas, ordenado-
res, material de terapia ocupacional, mesa de acti-
vidades, 10 colchonetas, aparato de música,
material de psicomotricidad.

• 3 despachos: mesas, sillas, ordenadores,
armarios, mesa reuniones y archivadores.

Según el Departamento de Bienestar, “todas
estas exigencias han sido cumplidas por las enti-
dades que han resultado adjudicatarias de la ges-
tión del servicio; Avanvida S.L., para la gestión de
los CRPS de Pamplona, Tudela y Estella, y Hospi-
talarias para la gestión del CRPS de Elizondo.”

Sin embargo, analizados los anteriores datos, y
sin entrar en detalle en ello, consideramos que, en
comparación con otros dispositivos de rehabilita-
ción de la red de salud mental, la estructura orga-
nizativa elegida para este importante servicio
público es claramente insuficiente para que pueda
cumplir con los niveles de calidad exigibles actual-
mente, los recursos humanos de los centros de
rehabilitación psico-social son escasos en número
y con un perfil profesional por debajo de lo desea-
ble, debiendo fijarse además la obligación de
cobertura de bajas y sustituciones para que la
atención se mantenga adecuadamente.

4.- Perfil de los usuarios que serán atendi-

dos y los requisitos y procedimientos de acce-

so a este tipo de recurso específico:

Según informa el Departamento de Bienestar,
“Los Centros atenderán a personas afectadas de
trastorno mental grave de edades comprendidas
entre los 18 y los 65 años, entendiendo como
tales aquellas personas que sufren trastornos
mentales graves y crónicos que presentan dificul-
tades en su funcionamiento psicosocial autónomo
y en su integración social, y necesitan de rehabili-
tación y apoyo especifico para avanzar en su inte-
gración en la comunidad.
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Según la clasificación C.I.E.10 (Codificación
Internacional de Trastornos Mentales y del Com-
portamiento), se consideran de particular grave-
dad los siguientes: esquizofrenia (F20, F21, F22,
F23, F24, F25, F28, F29), algunos trastornos
bipolares y algunos trastornos depresivos graves
(F31, F32.3, F33.3), algunos trastornos obsesivos
compulsivos (F42) y trastornos de personalidad
(F60), por ser los que en mayor grado impiden el
desarrollo de las capacidades funcionales en rela-
ción a las áreas de la vida diaria y dificultan el
desarrollo de la autonomía.

No obstante, es necesario conjugar tres dimen-
siones a la hora de delimitar y caracterizar al
colectivo:

• Dimensión DIAGNÓSTICO: trastorno mental
grave, especialmente nucleado en torno a la psi-
cosis.

• Dimensión DISCAPACIDAD: deterioros y défi-
cit en el funcionamiento psicosocial, pérdida de
autonomía y aislamiento.

• Dimensión DURACIÓN: carácter crónico,
larga duración de la problemática psiquiátrica y
psicosocial.”

5.- Régimen de tarifas previsto y de las

razones técnicas y jurídicas en las que se sus-

tenta tal decisión, con especial referencia a las

posibles diferencias existentes en su caso

entre Rehabilitación Psicosocial como presta-

ción sanitaria y como prestación social:

Esta Institución, en su Informe sobre la Aten-
ción a la Salud mental en Navarra del 2003, ya
recalcaba la importancia de prestar una atención
integral y coordinada al colectivo de enfermos
mentales graves, posicionándose por ello en con-
tra del cobro de tarifas en los tratamientos en
rehabilitación en centros y tratamientos individuali-
zados con parte integrante del tratamiento de la
enfermedad mental grave.

La Asociación Navarra de Salud Psíquica
(ANASAPS) también ha considerado que la reha-
bilitación es un tratamiento sanitario y como tal,
debe ser gratuito.

La Ley Foral 14/1983, de 30 de marzo, de Ser-
vicios Sociales, dispone en su artículo 5.f) la obli-
gación de regular el régimen de tarifas, tanto del
sector público como del sector privado colabora-
dor. A su vez, la Ley Foral 20/1985, de 25 de octu-
bre, de Conciertos en materia de Servicios Socia-
les, establece que los concier tos deberán
contener el régimen de tarifas a abonar por los
usuarios de los servicios concertados.

Por otro lado, el artículo 8 del Decreto Foral
20/2004, de 9 de febrero, por el que se aprueban
los Estatutos del instituto Navarro de Bienestar
Social, establece que corresponde a la Junta de
Gobierno de este Organismo Autónomo, entre
otras atribuciones, aprobar el régimen de precios y
las tarifas para la utilización de centros y servicios
propios y concertados.

En la resolución 1/2005, de 28 de febrero, por
la que se modificaban tarifas, exenciones y bonifi-
caciones por la prestación de servicios gestiona-
dos directa o indirectamente por el Instituto Nava-
rro de Bienestar Social, se modificaba el artículo 4
del Acuerdo de 18 de junio de 1997 de la Junta de
Gobierno de dicho organismo autónomo, fijando la
atención residencial para personas con enferme-
dad mental en 1114,96 euros mensuales, y en el
caso de la atención diurna, unos costes de 121,26
euros mensuales por transporte y comedor para
mayores de 18 años, y de 68,59 euros para meno-
res de edad. Establece en el punto 5, el abono de
un 90% de la renta per cápita mensual en el caso
de atención residencial, y de un 50% en pisos
tutelados o funcionales.

Así pues, al inicio de la tramitación del presen-
te expediente, estaba previsto que el sistema de
copago se trasladara a las personas con enferme-
dad mental grave (TMG), cuya extrema pobreza y
marginación social están recogidas en todos los
informes hechos en Navarra y en el Estado, no
siendo admisible que personas con TMG paguen
por su tratamiento de rehabilitación ni que sus
familias soporten más carga económica de la que
ya tienen, profundizando todavía más en la discri-
minación y marginación que sufre este colectivo
social.

Sin embargo, recientemente, la Junta de
Gobierno del Instituto Navarro de Bienestar Social,
en Resolución 3/2005, de 12 de septiembre, por la
que se modifica el artículo 4.2 del Acuerdo de 18
de junio de 1997, publicada en el Boletín Oficial de
Navarra de 5 de octubre de 2005, ha determinado
que la tarifa de los CRPS sea asimilada al criterio
que viene observando en los recursos de atención
diurna para el resto de colectivos de personas con
discapacidad. De esta forma, para la atención
rehabilitadora se ha establecido una tarifa 0 y, úni-
camente en el caso de las personas que acudan a
la actividad de centro de día, se ha establecido
una tarifa para el servicio de comedor de 63
€/mes, aunque se garantizará que ninguna perso-
na se quede sin recibir el servicio por no tener los
recursos necesarios para ello.

Desde esta Institución se ha mostrado especial
atención y preocupación por el posible cobro de
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tarifas para tratamientos de rehabilitación a enfer-
mos mentales, pudiendo suponer dicha medida
una barrera de acceso al servicio en un colectivo
en situación de especial vulnerabilidad, siendo por
ello un motivo más para pedir que se garantice la
máxima implicación y responsabilidad del Depar-
tamento de Salud, no pudiendo dejar que el plan
se fragmente o quede bajo la exclusiva responsa-
bilidad del Departamento de Bienestar Social,
siendo necesaria una coordinación transversal
para la búsqueda de la mejor calidad de vida posi-
ble para las personas con enfermedad mental.

6.- Valoración del impacto previsible de la

aplicación de un régimen de tarifas en el acce-

so universal al servicio en condiciones de

equidad.

Los Directores de Salud Mental de las 17
CCAA acordaron en las III Jornadas de abril de
2.003 que la rehabilitación en salud mental es un
tratamiento sanitario y una prestación universal,
no siendo razonable que se cobre a este colectivo
por el servicio de rehabilitación, cuando en el
informe del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les del 2003 se reconocía una gran vulnerabilidad
económica a las personas con enfermedad grave,
que mayoritariamente viven en hogares con una
media de renta inferior a los 600 euros, con
padres pensionistas o madres viudas mayores.

La Asociación ANASAPS nos hizo saber su
desacuerdo con una aportación de la renta per
capita mensual al igual que en la tercera edad,
como fija la Resolución 1/2005, dado que las per-
sonas con trastornos mentales graves los pade-
cen desde la adolescencia o primera juventud, no
son ancianos con escasos gastos y vida social,
siendo superiores los gastos personales en este
colectivo que en el resto de discapacidades psí-
quicas, no teniendo sentido que se paguen por el
Estado unas pensiones a afectados y familiares, y
que luego las CCAA se apropien de parte de
dichos recursos para el tratamiento de la enferme-
dad.

Al solicitar información sobre esta cuestión, el
Departamento de Salud se limita a decir que el
tratamiento en los Centros de Rehabilitación Psi-
cosocial será a coste cero, omitiendo hacer cual-
quier valoración sobre ello.

Por su parte, el Departamento de Bienestar
Social es más concreto al expresar que “como se
ha señalado en la respuesta anterior la atención
rehabilitadora que se presta en estos centros es
gratuita, y por tanto no existe freno alguno al acce-
so de los usuarios en condiciones de igualdad.

En cuanto a la tarifa establecida para el servi-
cio de comedor, entendemos que la cuantía de la
misma ha sido ajustada en grado máximo a fin de
que la misma no suponga un obstáculo para el
acceso a la misma de cuantos ciudadanos pudie-
ran precisarlo y, como ya he señalado, se garanti-
zará que ninguna persona se quede sin recibir el
servicio por no tener los recursos necesarios para
ello”.

Se rechaza por tanto finalmente el cobro de
tarifas por los Centros de Rehabilitación Psicoso-
cial, que eran inicialmente las fijadas en la resolu-
ción 1/2005 para recursos del sector de la tercera
edad y discapacidad, asumiendo las prestaciones
de rehabilitación y sociosanitarias para las perso-
nas con TMG en su cartera de Servicios, en des-
arrollo del artículo 20 de la Ley 16/2003, lo mismo
que asume los programas de Centro de Día de la
Clínica de Rehabilitación, incluyéndose como
prestación universal para las personas con TMG,
a fin de no vulnerar los derechos de las personas
con EMG reconocidos en la Legislación: artículos
9, 14, 43 y 49 de la Constitución, Ley 14/86 y Ley
16/2003, de Cohesión y Calidad del Sistema
Nacional de Salud.

Esta Institución no puede más que acoger
favorablemente ese cambio de criterio, pues en
otro caso se produciría una clara diferencia en las
posibilidades de acceso de personas con TMG,
según su situación socioeconómica y familiar, de
forma que el copago podría disuadir a afectados
que vivan solos o en pensiones, no garantizándo-
se la igualdad y la universalidad con estos meca-
nismos de pago.

7.- Acerca del grado de participación y res-

ponsabilidad del Departamento de Salud en el

proyecto y, en su caso, los sistemas y procedi-

mientos de coordinación establecidos hasta el

momento y los que está previsto establecer en

el inmediato futuro:

Esta Institución ya denunció el año 2003, en su
Informe Especial sobre la Atención a la Salud
Mental en Navarra, una crónica falta de entendi-
miento entre los Departamentos de Salud y Bien-
estar Social, paliada en parte desde la aprobación
del Plan Foral de Atención Socio sanitario, los pro-
blemas de coordinación que se detectan y son tra-
ducidos en quejas reiteradas de ciudadanos. Los
propios informes recibidos muestran esa realidad
pese a la aparición de dicho plan.

La respuesta del Departamento de Salud,
transcrita literalmente en los antecedentes de la
presente resolución, es claramente insuficiente, no
concretando los aspectos precisos y sustanciales

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-2 / 13 de junio de 2006

48



que le planteamos, e incluso, contradiciendo
varios de los extremos que aborda Bienestar
Social en su informe. La falta de respuesta a esta
petición es consecuencia de una completa ausen-
cia de conclusiones y de delimitación de respon-
sabilidades, lo cual ocasiona un grave quebranto a
la credibilidad del sistema y, por ende, afecta muy
seriamente a la calidad del servicio sanitario.

Por su parte, el Departamento de Bienestar
Social, comenzando por dejar claro que los Cen-
tros de Rehabilitación Psicosocial se inscriben
dentro de los Servicios Sociales Especializados, y
su marco de desarrollo es la atención sociosanita-
ria, considera que la responsabilidad del recurso
es del Instituto Navarro de Bienestar Social, pero
en su desarrollo y ejecución se abre a la participa-
ción del Departamento de Salud en lo relacionado
con la atención a la persona usuaria y su segui-
miento.

Y en este sentido informa literalmente:

“A fin de garantizar la debida coordinación
entre ambos Departamentos, se han establecido
los siguientes procedimientos de coordinación:

• Creación de una Comisión Directora del Pro-
grama de Trastorno Mental Grave en la que parti-
cipan ambos Departamentos.

• Creación de una Comisión Técnica del Pro-
grama de Trastorno Mental Grave en la que tam-
bién participan ambos Departamentos.

• Previsión en los pliegos de cláusulas técnicas
que rigen el concierto de una comisión de segui-
miento del mismo, formada por dos personas del
INBS, dos personas de Salud Mental y dos perso-
nas de la entidad adjudicataria.

Otros procedimientos de coordinación en los
que se está trabajando con la Subdirección de
Salud Mental son los siguientes:

• Designación de un dispositivo de la Red de
Salud Mental como referente para coordinar
aspectos de carácter general (protocolos, instru-
mentos, procesos asistenciales, seguimiento y
evaluación de la puesta en marcha, mejoras a
aplicar. ..) 

• Implicación en el desarrollo del programa de
atención a cada persona de los profesionales de
la red de Salud Mental responsables del área
sanitaria (admisión/acogida, evaluación, elabora-
ción del plan de atención individualizada, segui-
miento durante el desarrollo de los programas, alta
de personas usuarias...).”.

Así pues, el nuevo programa del Gobierno
busca crear una red de servicios sociales para

favorecer la rehabilitación psicosocial, contando
por supuesto también con Salud, resultando por
ello preciso coordinar el ámbito sociosanitario,
aumentar la participación de todos los sectores y
evitar posibles monopolios, definir mejor el modelo
organizativo, extremar los sistemas de control,
nombrar un director técnico del Plan que se res-
ponsabilice de la coordinación y coherencia de
todo el sistema social y sanitario, consensuar los
enfoques rehabilitadores y los instrumentos de
evaluación.

Sin embargo, los afectados, nos han explicado
reiteradamente en sus quejas que el sistema pare-
ce funcionar mediante compartimentos estancos,
sin que haya coordinación ni menos aún dirección
del tratamiento, sino que la iniciativa la han llevado
ellos mismos, habiendo tenido que insistir repeti-
das veces, con tenacidad, para que la atención
fuera la adecuada. En definitiva, sus afirmaciones
coinciden plenamente con las conclusiones que
constan en el informe especial “La Atención a la
Salud Mental en Navarra” que realizó esta Institu-
ción en marzo de 2003, que se dirigió al Parla-
mento Foral, y cuyo contenido conoce el Departa-
mento de Salud del Gobierno de Navarra, ya que
se lo aportamos en su día.

El referido informe contiene 9 recomendacio-
nes que se plantean para mejorar el sistema
socio-sanitario para la adecuada atención a la
enfermedad mental, uno de cuyos aspectos más
esenciales era la elaboración de un Plan Integral
de Salud Mental en Navarra, que definiese el
marco de responsabilidades de las Administracio-
nes Públicas, la debida coordinación entre entida-
des, profesionales y organismos prestatarios de
los servicios públicos necesarios en esta materia,
así como la forma de financiación. El tratamiento
integral supone tanto el puramente clínico, especí-
fico en los momentos en que la enfermedad se
encuentra en fase aguda, como el tratamiento
necesario, tras superarse ese momento, que
debería conllevar concretas medidas que permitie-
ran la integración socio-laboral de los afectados,
todo ello sin perjuicio de otros aspectos que se
ponen de relieve en nuestro informe, en el que
además señalábamos las deficiencias del sistema,
siendo precisamente la primera de ellas la ausen-
cia de dirección del tratamiento psiquiátrico y
psico-social completo, dado que las distintas ins-
tancias y profesionales intervinientes en la cura
del paciente están descoordinados.

Como ya expuso esta Institución en el referido
informe, la integración de los servicios sanitarios
dirigidos a la enfermedad mental con otros servi-
cios de naturaleza no sanitaria –excluidos de las
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prestaciones sanitarias reconocidas por el RD
63/1995– pero necesarios para cubrir la deficiente
adaptación a la vida ordinaria de los enfermos
mentales crónicos y para apoyar a sus familias y
cuidadores, similares a los que se detallan en el
Decreto Foral 209/1991, de 23 de mayo, sobre
autorizaciones, infracciones y sanciones en mate-
ria de servicio sociales para otras discapacidades
(servicios ocupacionales, ocupacionales, de ocio y
tiempo libre...), han de integrar servicios sanitarios
dirigidos al cuidado de la enfermedad mental y
prestados, bien desde el mismo recurso, bien
desde otros más generales mediante estrategias
de coordinación. Por otro lado, un mismo usuario
puede necesitar diversos servicios (residenciales,
de ocio, laborales, sanitarios,...), es decir un
“paquete” de servicios sociosanitarios altamente
individualizado, lo que complica la estrategia de
coordinación y obliga a pensar en otros términos
(gestión de casos, gestión de recursos).

Pese a la claridad y actualización del marco
normativo, el actual sistema de atención a los
enfermos mentales es valorado en líneas genera-
les por los ciudadanos como deficitario en recur-
sos, deficiente en cuanto a la organización de la
red sanitaria responsable de atender este colecti-
vo, y que está dando lugar a un esquema de asis-
tencia no deseable desde la necesidad de los
pacientes, las competencias de la Administración
foral, el papel de las asociaciones de enfermos y
cuidadores y la carga asumible por las familias.
Concretamente, la Asociación Navarra para la
Salud Mental (ANASAPS) ha puesto también en
conocimiento de esta Institución la falta de un pro-
yecto uniforme con un modelo de servicio a ejecu-
tar, considerando imprescindible que Salud Mental
dirija el proceso terapéutico y rehabilitador, así
como la falta de definición de un sistema de eva-
luación aplicable a todos los centros, con un
modelo organizado de coordinación que no está
definido y que temen dependerá de la voluntarie-
dad de cada profesional, dado que –como confir-
ma el departamento de Salud en su informe– la
derivación a los futuros centros de Rehabilitación
Psicosocial será a propuesta de los
psiquiatras/psicólogos de los Centros de Salud
Mental del Servicio Navarro de Salud. Tampoco
aprecian indicadores fiables de calidad como el
número de ingresos en unidades de hospitaliza-
ción, recaídas clínicas o carga familiar. Descono-
cemos, por otra parte, si se han implantado proto-
colos de actuación para que los funcionarios
puedan desplegar sus labores con garantías,
paliando en parte la débil coordinación, pero,
según informa ANASAPS, son inexistentes.

La crisis del sistema surge por una planificación
insuficiente en el área de salud y la carencia de
presupuestos para el área sociosanitaria (bienestar
social), y la pregunta es si ha de alcanzarse a tra-
vés del Instituto Navarro de Bienestar Social o del
denominado Coordinador Sociosanitario. Deben
ajustarse pautas de control y seguimiento por parte
de la Administración, sin que aparezca claro a
quién corresponde o, al menos, quien ejecuta ese
control, y quién debe asumir la responsabilidad
ante eventuales negligencias, deficiencias, riesgos
o problemas. La razón de la descoordinación no
deriva de la falta de referencias teóricas sobre el
modelo, sino por la determinación de los criterios
económicos, el modelo de gestión económico, de
recursos y responsabilidades desarrollado por la
Administración, lo que pone en cuestión la capaci-
dad de atención a los enfermos mentales.

La valoración que, sin mayor análisis, se puede
hacer desde una óptica que coincide con la que
expresan las asociaciones, es la evidente debili-
dad organizativa de este importante servicio públi-
co, debilidad que implica, si no una total inexisten-
cia de coordinación, si al menos indefinición de la
misma. Precisamente, una de las características
de una administración pública moderna debe ser,
además de la simplificación de trámites, la clari-
dad en la responsabilidad de la gestión de cara a
los ciudadanos. Cuando estos padecen enferme-
dades psíquicas o físicas que dificultan su vida
habitual, ese esfuerzo se convierte en obligación,
aún en el caso de que la atención, por complejida-
des en los tratamientos, requiera intervenciones
desde diferentes ángulos de esa administración.
Pero los ciudadanos, y menos aún los aquejados
de una enfermedad como la de los trastornos psi-
quiátricos, no deben sufrir en su relación con la
administración las dificultades de ésta para esta-
blecer la mejor coordinación, la claridad compe-
tencial y la responsabilidad que le corresponda a
cada una de las áreas intervinientes.

La diversificación de los servicios que los
enfermos mentales requieren y las carencias del
sistema vigente en nuestra Comunidad, no tanto
por dificultades sanitarias como por diferenciación
de los espacios de responsabilidad y criterios eco-
nómicos en el desarrollo de los programas de
actuación, deben llevar de forma urgente a la defi-
nición de un espacio de actuación claro, unívoco,
definiendo el marco de responsabilidad pública y
posible participación de la iniciativa privada –parti-
cular o asociada– en la atención a los enfermos
mentales, y definiendo la actuación a desarrollar
por los servicios sociales y por los servicios sani-
tarios, con delimitación de funciones y estableci-
mientos de órganos que han de decidir sobre la
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adecuación de los recursos a la necesidad indivi-
dual de cada enfermo mental, atendiendo a su
estado de salud general, condiciones socioeconó-
micas y entorno familiar.

Por tanto, si tales centros se inscriben dentro
de los Servicios Sociales especializados, y su
marco de desarrollo es la atención sociosanitaria,
como reconoce el propio Departamento de Bien-
estar en su informe, el sistema sanitario navarro
tiene por tanto una clara responsabilidad en este
tema, haciéndose necesario trabajar en estrecha
colaboración y coordinación con la red de Salud
mental y la red de Servicios Sociales de Atención
Primaria, dado que todas las actuaciones dirigidas
a la atención a la persona con discapacidad por
enfermedad mental deberán perseguir una finali-
dad preventiva, a fin de mitigar en lo posible el
deterioro físico y mental, desarrollando todas las
actuaciones necesarias tanto a nivel sanitario
como social; asistencia integral, aplicando los tra-
tamientos en los diferentes diagnósticos, dispo-
niendo de los medios materiales y personales
adecuados y de una organización con programas
suficientes para que la persona con discapacidad
sea tratada con dignidad y respeto, resolviendo en
todo momento las necesidades asistenciales que
precise; y rehabilitación, destinada a restituir la
autonomía de la persona con discapacidad, cola-
borando en el mantenimiento de sus capacidades
física y psíquica, evitando nuevos deterioros.

Parece claro, en línea con lo indicado en el
informe emitido por el Departamento de Bienestar
Social, que la gestión conjunta de unos y otros
servicios lleva a una mayor satisfacción de los ciu-
dadanos, establece un marco de atención cohe-
rente y da seguridad tanto al paciente como a sus
cuidadores y a los propios profesionales en los
que se asienta esa atención. Por ello, la principal
conclusión a la que llegamos es que es preciso
establecer mecanismos de coordinación de
aspectos de carácter general (protocolos, instru-
mentos, procesos asistenciales, seguimiento y
evaluación de la atención en los centros de reha-
bilitación, mejoras,...), que faciliten la relación ciu-
dadanos/administración y disminuyendo las situa-
ciones que generan frustración y tensión, y
permitiendo establecer una atención unidireccio-
nal de los pacientes.

En consecuencia, procedió efectuar RECO-
MENDACIÓN al Departamento de Salud para que
asuma de manera expresa la responsabilidad últi-
ma en el seguimiento técnico y en el control de
calidad de los Centros y Programas de Rehabilita-
ción Psicosocial; y para que, en línea con lo indi-
cado en el informe emitido por el Departamento

de Bienestar Social, el Departamento de Salud
asuma la responsabilidad de desarrollar los instru-
mentos y sistemas precisos para garantizar la cali-
dad y continuidad del proceso asistencial de todos
y cada uno de los pacientes atendidos en los Cen-
tros y Programas de Rehabilitación Psicosocial.

Los Departamentos de Salud y de Bienestar
Social, Deporte y Juventud, del Gobierno de
Navarra, remiten escrito en contestación a la reco-
mendación efectuada con el siguiente tenor literal:

“En relación con su escrito de fecha 23 de
enero de 2006, en el que realiza una recomenda-
ción al Departamento de Salud para que asuma
de manera expresa la responsabilidad última en el
seguimiento técnico y en el control de calidad de
los Centros y Programas de Rehabilitación Psico-
social y para garantizar la calidad y continuidad
del proceso asistencial de todos y cada uno de los
pacientes de esos centros y programas, tenemos
a bien manifestarle lo siguiente:

Tal y como los Departamentos de Salud y
Bienestar Social, Deporte y Juventud han manifes-
tado reiteradamente, los Centros de Rehabilitación
Psicosocial (en adelante CRPS) son centros per-
tenecientes a los servicios sociales especializados
que atienden a personas con trastornos mentales
graves que, una vez finalizado su tratamiento de
salud mental, presentan limitaciones para el
manejo y desenvolvimiento en las diferentes áreas
de la vida personal y social (autocuidado, autono-
mía en actividades de la vida diaria, dificultades
para afrontar las demandas del ambiente, aisla-
miento social, deterioro cognitivo, déficit de funcio-
namiento, capacidad y habilidades laborales, difi-
cultades para afrontar las exigencias del empleo
etc); es decir, que presentan limitaciones en su
funcionamiento psicosocial que dificultan su inte-
gración social y su integración en la comunidad.
Por todo ello, los programas y servicios que estas
personas necesitan son servicios de rehabilitación
psicosocial que les ayuden a restablecer o adquirir
las capacidades y/o habilidades necesarias que
desarrollen la autonomía e independencia necesa-
rias para vivir en sociedad.

De esta forma se pone de manifiesto el papel
que debe jugar la atención psicosocial en el
soporte, apoyo e integración social de las perso-
nas con trastornos mentales graves, y por tanto la
importancia de estos recursos sociales en la aten-
ción e integración de este colectivo, ayudándoles
a recuperar su autonomía y así mantenerse en la
comunidad evitando las recaídas y crisis.

Este proceso, que entra dentro del ámbito de
actuación de los servicios sociales, no sería en
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cambio posible sin la intervención del Departa-
mento de Salud, que a través de la Red de Salud
Mental realiza el diagnóstico de la enfermedad
mental, el seguimiento psiquiátrico, la prevención
de crisis y el control de las mismas, la estabiliza-
ción y reajuste de su situación psicopatológica y,
una vez conseguido esto, la derivación de las per-
sonas afectadas a los CRPS. Los programas de
intervención individual los realizan conjuntamente
los profesionales del CRPS y los profesionales de
referencia del Centro de Salud Mental correspon-
diente, consistentes en el seguimiento de los mis-
mos, así como en su evaluación y modificación
cuando la situación de la persona así lo requiera.
Todo este proceso se lleva a cabo de forma coor-
dinada mediante protocolos de intervención con-
junta que han sido elaborados por ambos Depar-
tamentos.

En consecuencia, no podemos compartir en
absoluto la opinión de que no existe coordinación
de ambos Departamento en la atención integral a
las persona con trastorno mental grave, ni que los
mismos funcionen como departamentos estancos.
Las actuaciones han sido y son en todo momento
coordinadas, como lo demuestra, no sólo la elabo-
ración del programa de atención realizado de
forma conjunta, sino también su puesta en marcha
y seguimiento posterior.

Tal y como ya se señalaba en los informes que
le fueron remitidos en su día por ambos Departa-
mentos, se establecieron una serie de procedi-
mientos de coordinación, los cuales volvemos a
reiterar ahora:

– Creación de una Comisión Directora del Pro-
grama, en la que participan ambos Departamen-
tos Y que es presidida en años alternos por un
representante de cada uno de ellos que, además,
tiene entre sus miembros a representantes de
ANASAPS y del Foro de Salud Mental.

– Creación de una Comisión Técnica del Pro-
grama en la que también participan ambos Depar-
tamentos.

– Previsión, en los pliegos de cláusulas técni-
cas que rigen el concierto, de una comisión de
seguimiento de los mismos que está formada por
técnicos de ambos Departamentos Y por repre-
sentantes de la entidad adjudicataria.

– Designación de un dispositivo de la Red de
Salud Mental como referente para coordinar
aspectos de carácter general (protocolos, instru-
mentos, procesos asistenciales...).

– Implicación en el desarrollo del programa de
atención a cada persona de los profesionales de

la Red de Salud Mental responsables del área
sanitaria.

Fue esta coordinación plasmada en el Progra-
ma la que llevó a tomar la decisión de crear los
centros de rehabilitación psicosocial, configurados
como una red básica que aglutina distintos progra-
mas de atención impulsados desde los servicios
sociales y cuyo único objetivo es la integración en
la comunidad de la persona con trastorno mental
grave, como ciudadano que forma parte de la
misma, y que servirá de apoyo y complemento al
proceso de rehabilitación psiquiátrica, objetivo que
no puede técnicamente entenderse como de
carácter sanitario sino como de carácter social.

Actualmente, en cumplimiento del mandato de
la Comisión Directora, la Comisión Técnica de este
Programa está trabajando en la elaboración de
indicadores que evalúen, tanto cuantitativa como
cualitativamente, los resultados de la puesta en
marcha de estos recursos Y analicen, atendiendo
a los resultados que este tipo de atención tenga
en las personas atendidas, la necesidad de modifi-
cación de los mismos.

Con respecto al resto de cuestiones recogidas
en su escrito de 23 de febrero de 2006 antes cita-
do, referidas a los perfiles profesionales elegidos
para una buena atención psicosocial, debemos
señalarle que para diseñar estos perfiles se han
visitado y mantenido reuniones de trabajo con res-
ponsables de otras Comunidades Autónomas con
experiencia en el desarrollo de estos programas.
Por tanto, las plantillas de los CRPS, a la vista de
las experiencias habidas en otras Comunidades
Autónomas, son adecuadas desde el punto de
vista técnico a los objetivos que persiguen.

Por último, es necesario señalarle también
que, en cumplimiento de un acuerdo de la Comi-
sión Directora se ha acordado nombrar un coordi-
nador del Programa, que pertenecerá a la plantilla
del Instituto Navarro de Bienestar Social, que es el
responsable de la puesta en marcha de estos cen-
tros. El Director Gerente del Instituto Navarro de
Bienestar Social será quien proponga en la próxi-
ma Comisión Directora el nombramiento del
mismo.

Por tanto, y en base a todo lo anteriormente
expuesto, no consideramos posible aceptar la
recomendación realizada en su escrito, ya que
entendemos que la solución técnica adoptada es
la adecuada a los objetivos perseguidos y que los
procedimientos y programas previstos están per-
fectamente coordinados entre ambos Departa-
mentos.”
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Al considerar ambos Departamentos en su res-
puesta que la atención psicosocial entra dentro
del ámbito de actuación de los servicios sociales,
dado que los Centros de Rehabilitación Psicoso-
cial son centros pertenecientes a los servicios
sociales especializados, y si bien se considera
necesaria la intervención del Departamento de
Salud, que a través de la Red de Salud Mental
realiza el diagnóstico y seguimiento de la enfer-
medad mental, no se comparte en absoluto la opi-
nión de que no existe coordinación de ambos
Departamentos en la atención integral a las perso-
nas con trastorno mental grave, ni que los mismos
funcionen como departamentos estancos, puesto
que, además de que este proceso se lleva a cabo
de forma coordinada mediante protocolos de inter-
vención conjunta, se nombrará un coordinador-
responsable del Programa, perteneciente a la
plantilla del Instituto Navarro de Bienestar Social,
junto con las Comisiones Directora y Técnica del
Programa como instrumentos de coordinación.

Del contenido del escrito se deduce que no es
atendida por el contrario nuestra recomendación
en el sentido de que el Departamento de Salud
asumiera de manera expresa la responsabilidad
última en el seguimiento técnico y en el control de
calidad de los Centros y Programas de Rehabilita-
ción Psicosocial.

Esta Institución ya evidenció en el año 2003,
en su Informe Especial sobre la Atención a la
Salud Mental en Navarra, una crónica falta de
entendimiento entre los Departamentos de Salud
y Bienestar Social, paliada en parte desde la apro-
bación del Plan Foral de Atención Socio sanitario,
siendo los problemas de coordinación que se
detectan traducidos en quejas reiteradas de ciuda-
danos. Será por ello preciso esperar al futuro para
comprobar si los mecanismos de coordinación y
control que en este caso se han programado
resultan eficaces para garantizar la calidad y conti-
nuidad del proceso asistencial de todos y cada
uno de los pacientes atendidos en los Centros y
Programas de Rehabilitación Psicosocial.

Por todo ello, al no aceptarse materialmente
nuestra recomendación, procedemos a reflejar
esta circunstancia en el presente informe anual.

5.2.4. ADJUDICACIÓN MEDIANTE SUBASTA DE
OCHO SOLARES PERTENECIENTES AL AYUNTA-
MIENTO DE PAMPLONA CON DESTINO A LA EDIFICA-
CIÓN DE VIVIENDAS

ANTECEDENTES

En este caso, y a través de una actuación de
oficio por parte de la Institución (expte. 05/237/U)

tuvimos conocimiento de que el Ayuntamiento de
Pamplona pretendía enajenar mediante subasta
ocho solares municipales sitos en los barrios de
Buztintxuri, Rochapea y San Jorge, para la cons-
trucción de 258 viviendas. Al parecer se habían
adjudicado provisionalmente a cuatro empresas
por un importe total de 45,6 millones de euros, lo
que supone que solo el coste de repercusión del
suelo por cada vivienda va a ascender entre
178.804 y 218.216 euros, según los solares adju-
dicados.

La noticia hacía referencia a que se ha proce-
dido a la venta de dichos solares por ser imposible
su edificación para vivienda protegida, dadas sus
características y por provenir de cesiones urbanís-
ticas, aunque seguidamente se indica que los
ingresos de la subasta se destinarán para finan-
ciar la construcción de 900 viviendas protegidas
que el Ayuntamiento pretende promover.

En relación con el tema informábamos al Ayun-
tamiento de que en las XVIII Jornadas de Coordi-
nación de los Defensores del Pueblo se propuso,
como criterio general, que los llamados “Patrimo-
nios Municipales del Suelo”, que en Navarra están
regulados en los artículos 223 a 229 de la Ley
Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación
del Territorio y Urbanismo, se destinen de forma
prioritaria a la promoción de vivienda protegida,
sin desviaciones a otros fines que aunque puedan
considerarse de interés público pueden financiarse
por otras vías. Por ello se propuso que se elimina-
ra el sistema de pública subasta para su enajena-
ción, pues no parece compatible con el destino
propio de este suelo.

Entendimos los Defensores del Pueblo que el
problema de hacer efectivo el derecho a la vivien-
da no se puede resolver sino con una decidida
actuación por parte de todas las Administraciones
Públicas implicadas, pero en especial, por los pro-
pios Ayuntamientos mediante la correcta gestión
de sus patrimonios públicos del suelo. Nuestra pre-
ocupación está firmemente fundada y obedece a
razones objetivas que no necesitan demostración
por ser de general conocimiento que la construc-
ción de viviendas protegidas se ha mermado en
esta última década de forma muy grave, sin que
los poderes públicos hayan reaccionado con medi-
das eficaces. Esta situación imposibilita el ejercicio
del derecho constitucional a la vivienda a una
parte muy importante de la población, lo cual exige
a las Administraciones actuar decididamente.

Por ello solicitamos al Ayuntamiento de Pam-
plona para que, de conformidad con lo establecido
en la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del Defensor
del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra, nos
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informase sobre los planes que había aprobado el
Ayuntamiento para potenciar la edificación de
V.P.O., y, más en concreto, sobre la información de
los medios de comunicación referida a la cons-
trucción de 900 viviendas, así como sobre las
razones de no utilizar los ocho solares para pro-
mover V.P.O. y haber procedido a su enajenación.
También nos interesábamos sobre el contenido
del acuerdo que había debido de adoptar el Ayun-
tamiento sobre el destino de los ingresos obteni-
dos de la subasta de esos solares a que hemos
hecho referencia.

Pues bien, desde la Gerencia de Urbanismo de
ese Ayuntamiento, el Adjunto a su Gerente, nos
remitió la correspondiente contestación en res-
puesta a nuestra solicitud en la que, en primer
lugar, se analizaba la naturaleza de los bienes en
cuestión ya que, en función de ello, su régimen
jurídico será diferente.

Concluye a este respecto su naturaleza patri-
monial por cuanto, además de contar con cargas
urbanísticas y argumentarse tal naturaleza en
anterior informe jurídico, no consta acuerdo plena-
rio alguno de su adscripción al patrimonio público
del suelo.

Respecto a su destino a viviendas de protec-
ción pública, se hace referencia a las cargas de
urbanización soportadas por dichos solares, que
hacen inviable tal destino como consecuencia de
los porcentajes de repercusión del suelo en el pre-
cio final de este tipo de viviendas previstos en la
legislación foral sobre esta materia.

A partir de ahí, y dada la distinta regulación
que en uno u otro caso cabe aplicar, se hace refe-
rencia al destino de los ingresos obtenidos de la
enajenación de esta clase de bienes que, confor-
me al apartado 4 del artículo 132 de la Ley Foral
6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local
de Navarra, no podrán financiar gastos corrientes,
indicándose a renglón seguido las diferentes inver-
siones a que está previsto destinar tales ingresos.

Finaliza la explicación a estas cuestiones,
mencionando el principio de quebranto patrimonial
de la Administración, que pudiendo ingresar el
precio de mercado dentro de los límites permitidos
por la legislación, deba ingresar una cantidad
menor. Se dice en este sentido que “el desarrollo
de la ciudad precisa de una cuantía de fondos
para afrontarlos que pasa por la obtención del
dinerario a que ascienden que legítima y legal-
mente puede ser realizado a través de la subasta
de bienes patrimoniales”.

ANÁLISIS

A este respecto, y tras un análisis detenido de
cuanto se nos transmite en dicho informe, algunas
precisiones o reflexiones cabría realizar en rela-
ción al mismo.

En primer lugar, la afirmación final a que se ha
hecho referencia anteriormente respecto al princi-
pio de quebranto patrimonial de la Administración,
condiciona cualquier otra consideración que se
quiera efectuar al respecto, por cuanto ello no
viene a suponer sino la opción clara y evidente
por una solución y práctica generalizada en el
ámbito municipal en el sentido de acudir a la venta
al alza de los bienes, fundamentalmente a través
de subasta, para financiar, en mayor o menor
medida, según los Ayuntamientos, las haciendas
locales.

Y siendo legítima esta opción desde el punto
de vista del amplio margen de actuación que
ostentan los Ayuntamientos para poder adoptar
sus decisiones en esta materia, siempre dentro
del respeto a la legalidad vigente, también resulta
legítima la intervención de Instituciones garantis-
tas como las de los Defensores del Pueblo para
instar a las distintas Administraciones Públicas, en
el ámbito de sus competencias, a desarrollar las
actuaciones precisas en orden a establecer las
condiciones necesarias para garantizar que los
ciudadanos y ciudadanas puedan disfrutar de una
vivienda digna y adecuada.

Es en este contexto en el que se produce el
pronunciamiento de los distintos Defensores del
Pueblo en las XVIII Jornadas de Coordinación, y
en el que se realizan distintas propuestas de
actuación dirigidas a los poderes públicos a los
efectos de promover y facilitar el acceso a la
vivienda.

Como segunda consideración a efectuar, y por
lo que se refiere al análisis que se realiza del
ordenamiento jurídico a efectos de determinar la
naturaleza jurídica de los bienes en cuestión y, en
consecuencia, el régimen jurídico al que se verán
sometidos, no cabe sino afirmar que precisamente
dicho ordenamiento jurídico arbitra y contiene
mecanismos más que suficientes para, en función
a cual sea la prioridad establecida en cada caso o
la finalidad perseguida con cada actuación, optar
por un régimen jurídico u otro.

Basta para ello hacerse referencia a la posibili-
dad establecida en el art. 224.2 de la Ley Foral
35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del
Territorio y Urbanismo, de que los Ayuntamientos,
mediante el correspondiente acuerdo plenario,
incorporen en su respectivo patrimonio público del
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suelo los bienes patrimoniales clasificados por el
planteamiento urbanístico como suelo urbano o
urbanizable, tal y como se menciona precisamente
en la respuesta municipal.

En este sentido, una de las conclusiones a las
que se hacían referencia en las Jornadas de Coor-
dinación antes citadas por parte de los Defenso-
res del Pueblo era la de que se consideraba nece-
sar io que todos los bienes inmuebles de
naturaleza patrimonial pertenecientes a todas las
Administraciones Públicas y a las Entidades de
Derecho Público vinculadas o dependientes a las
mismas que sean clasificados por el planeamiento
urbanístico como suelo urbano o urbanizable, inte-
gren los Patrimonios Públicos del Suelo.

A partir de ahí, las posibilidades siguen siendo
diversas a la hora de proceder a la enajenación de
dichos bienes. Y es aquí donde, como manifestá-
bamos en nuestra anterior comunicación, los
Defensores del Pueblo proponíamos que se elimi-
nara el sistema de pública subasta para su enaje-
nación, pues no parece compatible con el destino
propio de este suelo, por más que la normativa
que resulta de aplicación lo permita (art. 228.2
LOFTU).

Las consecuencias derivadas de la utilización
de este sistema, cuyos precios de enajenación
acaban convirtiéndose en “referente” para el mer-
cado libre, y de ello se cuenta con alguna expe-
riencia en ese Ayuntamiento, han llevado a con-
cluir que la finalidad institucional de estos
patrimonios resulta incompatible con las técnicas
tradicionales de enajenación de bienes por parte
de la Administración, y en concreto con el sistema
de subasta.

Lo cierto es que el problema de la vivienda se
vincula a la escasez de suelo. Hablar del problema
de la vivienda es hablar de la falta de suelo apto
para edificar, de la carestía de los solares, del
mercado del suelo... No es este, indudablemente,
el único obstáculo que encuentra hacer efectivo el
derecho que reconoce el art. 47 de la Constitu-
ción, pero sí probablemente el mas importante.

Y es por ello por lo que los poderes públicos
deben de garantizar en sus distintas actuaciones
la efectividad del principio a través del cual el
suelo debe de estar al servicio del derecho a la
vivienda accesible, que, además de estar recono-
cido como principio rector de la legislación positi-
va, la práctica judicial y la actuación de los pode-
res públicos, se haya incorporado a nuestro
derecho positivo a través del art. 5, f) de la Ley
Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación
del Territorio y Urbanismo, que define como un fin

concreto y sectorial propio de la ordenación urba-
na, el de adoptar medidas tendentes a facilitar el
acceso a la vivienda, a fin de satisfacer la necesi-
dad de una vivienda digna y de fácil adquisición.

En esta línea, como decíamos antes, las posi-
bilidades que el ordenamiento jurídico contempla
permiten soluciones distintas a la finalmente adop-
tada por el Ayuntamiento, tal y como se ha men-
cionado anteriormente.

Además, por lo que se refiere a la utilización de
la subasta, como modalidad contemplada en el
art. 228.2 de la LFOTU, no debe olvidarse que
dicho precepto permite otro tipo de soluciones,
como p. ej. la de su apdo. c), que prevé la cesión a
entes instrumentales o a otras Administraciones
Públicas incluso a título gratuito.

No obstante, y si no se opta por esa vía, frente
al efecto alcista de los precios que ocasiona la
subasta, es evidente que la selección del adqui-
rente se puede fundamentar en criterios que no
sean estrictamente económicos. Para ello se
puede acudir a un procedimiento muy diferente al
tradicional, ofreciendo los terrenos a un precio
determinado y tomando en consideración otro tipo
de circunstancias, como la ejecución de las vivien-
das con unos precios de venta determinados más
económicos, grado y calidad de terminación de los
edificios, provisión de servicios, etc.

En conclusión, consideramos que existen
variadas posibilidades de actuación a este respec-
to que permiten y aconsejan en este caso reiterar
el pronunciamiento efectuado por los Defensores
del Pueblo en el sentido de rechazar el sistema de
pública subasta para efectuar este tipo de enaje-
naciones.

Somos conscientes, no obstante, de que con
ello no va a solucionarse a corto plazo el persis-
tente problema que existe de dificultad de acceso
a la vivienda, pero sin duda una adecuada línea
de actuación en este sentido, acompañada de
otras serie de medidas complementarias y conse-
cuentes, entre las que cabe destacar las que se
nos citan en el informe municipal sobre iniciativas
para la construcción de viviendas protegidas en
Pamplona y para fomentar el alquiler de viviendas
no ocupadas de propiedad municipal, contribuirán
en definitiva a paliar sucesivamente este problema
que ocupa un lugar preferente en las aspiraciones
de los ciudadanos y a cuya resolución deben
encaminarse de forma preferente las distintas
acciones de los poderes públicos.

De lo contrario, la distintas iniciativas municipa-
les a que se nos hace referencia, difícilmente van
a alcanzar el grado de efectividad deseado a la
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hora de minimizar este problema si, junto a su
efectiva implantación, se ven acompañadas de
otras que, precisamente, interfieren en sus objeti-
vos o producen efectos contrarios a los mismos.

Por todo lo anteriormente expuesto, considera-
mos que resultaba necesario insistir ante ese
Ayuntamiento en relación a la recomendación
efectuada por los Defensores del Pueblo y espe-
cialmente por lo que se refiere a la problemática
suscitada en este caso, se consideró pertinente
efectuar una RECOMENDACIÓN para que, en lo
sucesivo, y en la línea con lo manifestado anterior-
mente, el Ayuntamiento de Pamplona no acuda al
sistema de pública subasta para le enajenación de
esta clase de terrenos de titularidad municipal que
sean clasificados por el planeamiento urbanístico
como suelo urbano o urbanizable.

A la fecha de cierre del presente informe esta-
mos pendientes de recibir la correspondiente con-
testación del Ayuntamiento de Pamplona a la reco-
mendación efectuada.

5.3. VALORACIÓN DE LA RESPUESTA DE
LAS ADMINISTRACIONES A LAS SOLICITUDES
DE INFORMACIÓN Y A LAS RESOLUCIONES
DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO 

5.3.1. RESPUESTA A LAS SOLICITUDES DE INFOR-
MACIÓN Y A LAS RESOLUCIONES FORMULADAS

Constantemente venimos insistiendo en todas
aquéllas ocasiones que se nos presentan, en que
la actividad que venimos desarrollando en relación
a las quejas que nos formulan los ciudadanos y
ciudadanas, no es posible ejercerla con la rapidez
y celeridad que en ocasiones las distintas situacio-
nes lo requieren, si no contamos con la colabora-
ción de las administraciones públicas cuyas actua-
ciones son sometidas a nuestra consideración.

En estos cinco primeros años de funciona-
miento de la Institución hemos podido apreciar
que la Institución de la Defensora del Pueblo de
Navarra ha pasado a ser considerada y percibida
como un elemento más de las relaciones que se
vienen manteniendo por los distintos organismos y
entidades públicas de nuestra Comunidad Foral.

No obstante lo anterior, la experiencia adquiri-
da en esa relación, especialmente en lo que se
refiere a la tramitación de las diferentes quejas
que se nos presentan, nos permite afirmar que la
misma es manifiestamente mejorable.

Y ello desde un doble punto de vista. Por un
lado en lo que se refiere a la debida respuesta a
nuestras solicitudes de información, con la más
amplia posible justificación y explicación de la

actuación de la administración que se vea afecta-
da, que nos permita contar con la información y
elementos de juicio necesarios para poder des-
arrollar correctamente nuestra labor.

Por otro lado, también en lo que se refiere a la
remisión de dicha información en los plazos indi-
cados, ya que en determinadas situaciones, la tar-
danza en responder a las solicitudes de informa-
ción que cursamos puede restar eficacia a
nuestras posibilidades de actuación en el caso
concreto que analizamos.

Junto a estas dos importantes premisas, debe
hacerse referencia igualmente a las respuestas o
forma en que vienen a justificar las distintas Admi-
nistraciones sus distintas posturas en relación con
las recomendaciones, recordatorios de deberes
legales o sugerencias que les formulamos, espe-
cialmente cuando no se aceptan las mismas.

A estos efectos, la debida colaboración con
esta Institución por parte de las distintas Adminis-
traciones Públicas de Navarra en estas cuestiones
a que estamos haciendo referencia, además de
resultar fundamental de cara al desempeño de
nuestra labor, se nos antoja como una obligación
derivada de la propia naturaleza de la Institución
como comisionada del Parlamento de Navarra,
representante de la soberanía popular.

Lo contrario no sólo viene a representar indi-
rectamente una desconsideración también al pro-
pio Parlamento de Navarra, por la especial legiti-
mación y misión que del mismo deriva a esta
Institución, sino que supone igualmente una des-
consideración hacia los ciudadanos que, haciendo
uso de los mecanismos previstos en el Estado de
Derecho, han acudido a una Institución garantista
como ésta para la defensa de sus derechos. Y ello
sin obviar el menoscabo que este tipo de actitudes
representa en la transparencia que debe presidir
las actuaciones de los poderes públicos así como
en la exigencia de dar cuenta de las mismas a los
ciudadanos y ciudadanas, que son sus verdaderos
destinatarios y quienes justifican en última instan-
cia su existencia.

Queremos en esta parte del informe por tanto
llamar la atención sobre este aspecto y sobre la
necesidad de mejorar la colaboración que veni-
mos recibiendo de las distintas Administraciones
Públicas. Baste como dato significativo señalar
que en el año 2005 hemos tenido que reiterar en
una primera ocasión nuestra solicitud de informa-
ción a diferentes organismo y entidades en un
total de 136 casos, los cuales al final se han tradu-
cido en que hayamos tenido que reiterar en una
segunda ocasión un total de 33 de estos casos,
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que finalmente se han traducido en los 19 que se
relacionan más adelante, en los cuales hemos
efectuado una advertencia expresa de la actitud
entorpecedora con la labor de investigación de
esta Institución de la respectiva administración.

Estos datos resultan significativos de cara a
comprender la incidencia que tienen en el retraso
con el que nos vemos obligados en ocasiones a
dar respuesta a las quejas que se nos formulan y,
en definitiva, a comunicar a sus autores el resulta-
do de nuestras actuaciones.

Por más que nuestra Ley Foral reguladora con-
templa medidas como el reflejo en el Informe
Anual de estas circunstancias, con menciones a
las administraciones y autoridades implicadas, lo
cual ya venimos realizando en nuestros diferentes
informes, quizás sería el momento de reflexionar
sobre el establecimiento de otro tipo de garantías
y/o mecanismos que contribuyeran de una mane-
ra efectiva a que estas actitudes de falta de cola-
boración y desconsideración hacia una Institución
garantista como la nuestra no pasen a convertirse
en práctica habitual de las administraciones con
las que nos relacionamos.

En este sentido, alguna referencia ya se con-
tiene en este informe, como es el caso del Depar-
tamento de Salud del Gobierno de Navarra, que
en este año ha sido el que más alto índice de que-
jas de todos los Departamentos ha representado.
Sin embargo, esta circunstancia no podemos decir
que se haya visto acompañada de un especial
interés por parte del citado Departamento en dar
cumplida respuesta a nuestras solicitudes de infor-
mación en relación a dichas quejas si tenemos en
cuenta que se le ha tenido que reiterar en 31 oca-
siones nuestra inicial solicitud de información
sobre las quejas respecto a las que nos hemos
interesado, constituyendo una constante en las
relaciones con el mismo. Pero es que además, de
las ocho recomendaciones y una sugerencia efec-
tuadas al mismo, sólo dos recomendaciones han
sido aceptadas.

Si esta actitud va acompañada de contestacio-
nes generalmente escuetas e insuficientes a nues-
tras solicitudes de información o, incluso, a las pro-
pias recomendaciones, como por ejemplo alguna en
que se nos indica literalmente en relación a listas de
espera que “cuando la demanda supera la capaci-
dad de respuesta, el Servicio Navarro de Salud,
adopta los medios necesarios para solucionar dicha
situación”, ciertamente la quiebra en el reconoci-
miento de la Institución pasa a ser evidente.

También nos hemos encontrado que a esta
situación, en ocasiones, puede contribuir igual-

mente el desconocimiento de nuestras posibilida-
des de actuación e intervención como nos ha ocu-
rrido en algún supuesto con el Ayuntamiento de
Pamplona, concretamente con su Área de Protec-
ción Ciudadana.

Así, en algunas de las contestaciones que reci-
bimos de la misma en asuntos que tienen que ver
con expedientes sancionadores en materia de trá-
fico, se limitan a reflejar que el asunto esta plante-
ado en el Tribunal Administrativo de Navarra y que
una vez que el citado Tribunal dicte la resolución
correspondiente se actuará en consecuencia por
parte de ese Ayuntamiento. En otras, en contesta-
ción a alguna recomendación por nuestra parte en
el sentido de que se deje sin efecto o se anule la
sanción impuesta, se nos viene a manifestar que
esto sólo es posible a través de los recursos admi-
nistrativos.

En estas ocasiones nos vemos obligados a
recordar la validez que otorga el ordenamiento
jurídico a los distintos Ombudsman o Comisiona-
dos Parlamentarios, dentro de su ámbito compe-
tencial, para ejercer un efectivo control de legali-
dad, tanto constitucional como ordinaria, sobre la
actuación de la Administración. Así, según se des-
prende de la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, por la
que se crea y regula esta Institución en nuestra
Comunidad Foral, las funciones asignadas a la
misma se orientan al control de la Administración
en defensa del derecho de los ciudadanos a ser
bien administrados y en garantía del principio de
legalidad al que está sometida en sus actuacio-
nes.

Esta labor de control resulta en cualquier caso
complementaria y no excluyente con la posibilidad
de que disponen los ciudadanos de acudir al Tri-
bunal Administrativo de Navarra, órgano peculiar
de nuestro régimen foral. Además, y cómo otra vía
más de que disponen los ciudadanos y ciudada-
nas para la defensa de sus derechos, están los
Tribunales de Justicia que sí que constituyen una
vía alternativa a la nuestra o viceversa, tal y como
por otra parte lo viene a confirmar lo establecido
en el art. 23.2 de nuestra Ley Foral reguladora,
que establece las pautas de actuación de la Insti-
tución cuando un asunto ha sido sometido a cono-
cimiento de dichos Tribunales.

Sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse en
cuenta, tal y como ya hemos tenido ocasión de
manifestar en cuantas ocasiones se nos ha plan-
teado, que cuando desde esta Institución se for-
mula algún tipo de indicación o recomendación a
la Administración sobre una cuestión concreta,
planteándole la necesidad de realizar cualquier
tipo de actuación, obviamente no nos corresponde
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determinar la forma en que dicha Administración
debe de llevar a cabo tal actuación.

En estos casos, debe de ser la propia Adminis-
tración la que, dentro de los cauces formales esta-
blecidos en nuestro ordenamiento jurídico, que
dicho sea de paso, no se agotan con la estimación
de los recursos interpuestos por los ciudadanos, y
optando por el que considere más adecuado, lleve
a cabo las iniciativas oportunas que concluyan en
su caso con la solución que desde esta Institución
se haya podido plantear.

Tras este breve comentario, que ha pretendido
aportar un punto de reflexión a lo que considera-
mos debe ser el adecuado marco de colaboración
con las distintas administraciones con las que nos
relacionamos, se pasa a continuación a reflejar

como en anteriores ocasiones junto con las distin-
tas recomendaciones, recordatorios de deberes
legales y sugerencias aceptadas, no aceptadas y
pendientes de contestación, la relación de las enti-
dades u organismos a los que hemos tenido que
advertir sobre la actitud entorpecedora en que
estaban incurriendo respecto al ejercicio de las
funciones de la Institución, al no responder a
nuestras solicitudes de información o a las resolu-
ciones (recomendaciones, recordatorios, sugeren-
cias) que formulábamos en los correspondientes
expedientes de queja, una vez analizado deteni-
damente el asunto de que se tratase, después de
habernos dirigido hasta en tres ocasiones solici-
tando su respuesta a la autoridad responsable del
organismo o Administración.

Estos casos han sido:

GOBIERNO DE NAVARRA:

Departamento de Salud Expte. 04/392/S sobre retraso en
entrega resultados scanner practicado
en Hospital Virgen del Camino de
Pamplona.

Departamento de Educación Expte. 05/82/E sobre criterios com-
plementarios de admisión de alumnos
en Centros Escolares.

Dpto. de Cultura y Turismo- Expte. 03/291/C sobre rotulación 
Institución Príncipe de Viana Baluarte y folletos, programas.

Departamento de M. Ambiente Expte. 04/111/M sobre condiciones 
Ordenación del Territorio y de celebración de la denominada
Vivienda “Fiesta del Gallo” en Elizondo.

ADMINISTRACIÓN LOCAL:

Ayuntamiento de Tudela Expte. 02/354/M sobre molestias oca-
sionadas por funcionamiento de puer-
ta de garaje de viviendas.

Ayuntamiento de Villava Expte. 03/183/M sobre molestias oca-
sionadas por funcionamiento de puer-
tas metálicas en pasadizo.

Expte. 04/397/H sobre deficiente infor-
mación en relación a plusvalía municipal
y expediente de apremio.

Ayuntamiento de Leitza Expte. 04/263/O sobre reclamación
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5.3.2. RELACIÓN DE RESOLUCIONES ACEPTA-

DAS, RECHAZADAS Y PENDIENTES DE CONTESTA-

CIÓN

RESOLUCIONES ACEPTADAS

GOBIERNO DE NAVARRA:

• Departamento de Bienestar Social, Deporte y
Juventud

Expte. 04/393/B sobre insuficiencia de plazas
en centros ocupacionales. (-Recomendación-)

Expte. 05/37/S sobre solicitud de plaza resi-
dencial para paciente afectada por enfermedad
mental. (-Recomendación-)

• Departamento de Salud

Expte. 05/115/S sobre efectos del sistema de
guardias de farmacia en zonas de montaña. (-
Recomendación-)

Expte. 05/240/S sobre demora en efectuar
intervención quirúrgica.

(-Recomendación-)

daños por incorrecto funcionamiento
de colectores municipales.

Ayuntamiento de Romanzado Expte. 04/267/A sobre destino ingre-
sos aprovechamiento coto de caza.

Ayuntamiento de Puente la Reina/Gares Expte. 04/271/U sobre ejecución de
obras de un edificio sin ajustarse a
licencia municipal.

Ayuntamiento de Baztán Expte. 02/325/U sobre contenido y
alineaciones de Estudio de Detalle.

Ayuntamiento de Corella Expte. 04/411/M sobre molestias oca-
sionadas por funcionamiento local de
asociación juvenil.

Ayuntamiento de Andosilla Expte. 05/54/O sobre consecuen-
cias ejecución obras renovación tra-
vesía en viviendas de la misma.

Ayuntamiento de San Martín Expte. 05/91/U sobre condiciones de 
-de Unx trazado de vial o calle en la localidad

Ayuntamiento del Valle de Ollo Expte. 05/96/V sobre solicitud de
información de contribuyente.

Ayuntamiento de Lumbier Expte. 05/116/O sobre deficiencias en
servicio de alumbrado público.

Ayuntamiento de Murchante Expte. 05/129/M sobre molestias oca-
sionadas por funcionamiento local de
reunión de jóvenes.

Ayuntamiento de Berriozar Expte. 05/251/M sobre condiciones
funcionamiento estación base de tele-
fonía móvil.

Concejo de Arlegui Expte. 05/93/O sobre información
que se viene facilitando a Concejante.



• Departamento de Educación

Expte. 05/23/E sobre sanción disciplinaria
impuesta a alumnos del Instituto de Educación
Secundaria de Zizur Mayor. (-Sugerencia-)

Expte. 05/59/E sobre situación generada en
Centro Escolar tras condena penal firme a Profe-
sor de Educación Física por actos en el desempe-
ño de sus funciones. (-Recomendación-)

Expte. 05/172/E sobre insuficiencia de instala-
ciones en el Instituto de Educación Secundaria
Eunate. (-Recordatorio de Deberes Legales-)

Expte. 05/202/E sobre demora en la construc-
ción de las nuevas instalaciones del Colegio Patxi
Larrainzar en Pamplona. (-Recomendación-)

Expte. 05/305/E sobre alumnos con necesida-
des educativas especiales: límite de edad en Edu-
cación Infantil. (-Recomendación-)

• Departamento de Medio Ambiente, Ordena-
ción del Territorio y Vivienda

Expte. 04/304/M sobre solicitud de acceso a
información sobre parcelas en Navarra con culti-
vos de variedades Genéticamente Modificadas. (-
Recomendación y Recordatorio de Deberes Lega-
les).

Expte. 05/33/M sobre solicitud de información
sobre censos de rapaces rupícolas en Navarra. (-
Recordatorio de Deberes Legales-)

Expte. 05/80/U sobre acceso a información y
puesta en funcionamiento del censo de viviendas
protegidas. (-Recomendación-).

Expte. 05/118/U sobre falta de contestación a
solicitud de descalificación de vivienda de protec-
ción oficial. (-Recordatorio de Deberes Legales-).

Expte. 05/128/U sobre tramitación de solicitud
de prórroga en la subsidiación de intereses de
préstamos para adquirir vivienda de protección ofi-
cial. (-Recomendación-).

Expte. 05/204/U sobre denegación de subven-
ción por adquisición de vivienda de protección ofi-
cial. (-Recomendación-).

• Departamento de Presidencia, Justicia e Inte-
rior

Expte. 05/30/F sobre solución a consecuencias
para participantes de la anulación judicial de des-
arrollo de la oposición para cuidador con destino
al Gobierno de Navarra. (-Sugerencia-)

ADMINISTRACIÓN LOCAL:

• Ayuntamiento de Pamplona

Expte. 05/94/M sobre solicitud de información
de la contaminación lumínica en Pamplona. (-
Recordatorio de Deberes Legales-)

Expte. 05/125/O sobre deficiencias existentes
en acceso a patio del Colegio Público de Medillo-
rri. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de Olazagutía/Olazti

Expte. 04/380/V sobre solicitud de inscripción
de Asociación Vecinal en el Registro Municipal de
Asociaciones. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de Castejón

Expte. 04/394/V sobre paralización de procedi-
miento de deslinde. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de Lerín

Expte. 04/213/B sobre accesibilidad en edifi-
cios y espacios públicos de Lerín. (-Recordatorio
de Deberes Legales-)

• Ayuntamiento de Peralta

Expte. 04/381/M sobre molestias y contamina-
ción acústica ocasionados por el funcionamiento
de un bar en Peralta. (-Recordatorio de Deberes
Legales-)

Expte. 04/412/C sobre sanción impuesta por
utilización Complejo Deportivo Municipal de Peral-
ta y falta de contestación a alegaciones. (-Reco-
mendación-)

• Ayuntamiento de Huarte

Expte. 04/367/E sobre Condiciones de diferen-
tes elementos de la Escuela Infantil de Huarte. (-
Recomendación-)

• Ayuntamiento de San Martín de Unx

Expte. 05/91/U sobre deficiente trazado de vial
o calle en San Martín de Unx. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de Noain

Expte. 05/203/U sobre condiciones de utiliza-
ción de pasadizo junto a parte trasera de vivien-
das por construcción de nuevo edificio. (-Sugeren-
cia-)

• Concejo de Murugarren

Expte. 05/67/U sobre retraso en aprobación de
convenio urbanístico para ejecución de servicios
urbanísticos. (-Recomendación-)

RESOLUCIONES NO ACEPTADAS

GOBIERNO DE NAVARRA:

• Departamento de Bienestar Social, Deporte y
Juventud
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Expte. 05/60/B sobre solicitud de transporte
adaptado y asistido para acudir desde Cortes a la
Residencia Carmen Aldave de Pamplona. (-Reco-
mendación-)

Expte. 05/162/B sobre situación convivencial
de varias personas afectadas por supuesta enfer-
medad mental. (-Recomendación-)

• Departamento de Salud

Expte. 05/21/S sobre exigencia de responsabi-
lidad por no detección de quistes por parte de Ser-
vicio de Ginecología del Servicio Navarro de
Salud-Osasunbidea. (-Recomendación-)

Expte. 05/43/S sobre retraso en la puesta en
funcionamiento de Unidad de Daño Cerebral y
Medular creada mediante Orden Foral 60/2003. (-
Recomendación-)

Expte. 05/107/C sobre rotulación interior de la
ampliación del Hospital García Orcoyen de Estella.
(-Sugerencia-)

Expte. 05/142/S sobre solicitud de plaza resi-
dencial para joven con trastorno de inestabilidad
emocional de la personalidad. (-Recomendación-)

Expte. 05/171/S sobre atención prestada desde
los Servicios de Psiquiatría del Hospital Virgen del
Camino a persona que el día siguiente mata a una
joven. (-Recomendación-)

Expte. 05/217/S sobre lista de espera en espe-
cialidad de Dietética. (-Recomendación-)

Expte. 05/248/S sobre interrupción voluntaria
de embarazo en Navarra. (-Recomendación-)

• Departamento de Educación

Expte. 04/414/F sobre diferencia retributiva
entre Jefe de Negociado y Asesor Docente depen-
diente del mismo. (-Recomendación-)

Expte. 05/71/E sobre situación alumno con
necesidades educativas especiales: diversidad
curricular en el Modelo D. (-Recomendación-)

Expte. 05/82/E sobre criterios complementarios
de admisión de alumnos. (-Recomendación-)

Expte. 05/137/F sobre dificultades de acceso a
cursos superiores de Formación Profesional para
el acceso a puestos de Personal de Guarderío. (-
Recomendación-)

• Departamento de Industria y Tecnología,
Comercio, Turismo y Trabajo

Expte. 05/145/A sobre tramitación de denuncia
ante el Servicio de Consumo por actuación de
taller de reparación de vehículo. (-Recomenda-
ción-)

OTROS ORGANISMOS:

• Mancomunidad de Servicios Sociales Zona
Olite

Expte 05/161/B sobre suspensión de la presta-
ción del Servicio de Atención a Domicilio en Muri-
llo El Cuende. (-Recomendación-)

ADMINISTRACIÓN LOCAL:

• Ayuntamiento de Genevilla

Expte. 05/76/A sobre suciedad ocasionada en
vía pública por continuo transito de rebaños de
ganado (-Recordatorio de Deberes Legales-)

• Ayuntamiento de Andosilla

Expte. 05/54/O sobre situación de vivienda tras
ejecución de obras de renovación de la travesía
de Andosilla. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento del Valle de Ollo

Expte. 05/96/V sobre solicitud de información
de contribuyente en relación a tasas e impuestos
pendientes de pago. (-Recordatorio de Deberes
Legales-)

RESOLUCIONES PENDIENTES DE CONTESTAR

GOBIERNO DE NAVARRA:

• Departamento de Bienestar Social, Deporte y
Juventud

Expte. 05/242/S sobre puesta en funciona-
miento de Centros de rehabilitación Psicosocial
para la atención a personas con trastorno mental
grave. (-Recomendación-)

Expte. 05/318/S sobre necesidad de recurso
residencial para persona afectada de enfermedad
mental (-Recomendación-)

• Departamento de Salud

Expte. 05/242/S sobre puesta en funciona-
miento de Centros de rehabilitación Psicosocial
para la atención a personas con trastorno mental
grave. (-Recomendación-)

Expte. 05/246/S sobre tratamiento rehabilitador
en Clínica Josefina Arregui de Alsasua. (-Reco-
mendación-)

Expte. 05/258/S sobre atención médica dispen-
sada por servicio de neuropediatría. (-Recomen-
dación-)

Expte. 05/300/S sobre lista de espera en con-
sulta de Oftalmología.

(-Recomendación-)
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Expte. 05/347/S sobre demora en la realización
de revisiones oncológicas (-Recomendación-)

• Departamento de Educación

Expte. 05/195/E sobre procedimiento de recogi-
da de datos para la formación de fichero de alum-
nos con necesidades educativas especiales. (-
Recomendación-)

• Departamento de Medio Ambiente, Ordena-
ción del Territorio y Vivienda

Expte. 05/220/M sobre información que se
suministra a la población sobre los niveles de
ozono troposférico en el aire.

(-Recomendación-).

• Departamento de Economía y Hacienda

Expte. 05/168/C sobre falta de contestación y
atención en vascuence en la Hacienda Tributaria
de Navarra. (-Recomendación-)

• Departamento de Obras Públicas, Transpor-
tes y Comunicaciones

Expte. 05/234/C sobre forma en que se reflejan
en la señalización viaria de las carreteras de la
zona mixta las localidades con denominación ofi-
cial en castellano y vascuence. (-Recomendación-)

• Departamento de Industria y Tecnología,
Comercio, Turismo y Trabajo

Expte. 05/73/B sobre supervisión del funciona-
miento de los Centros Especiales de Empleo. (-
Recomendación-)

ADMINISTRACIÓN LOCAL:

• Ayuntamiento de Pamplona

Expte 05/160/I sobre sanción impuesta por
parte de un Agente que no contempló los hechos
como consecuencia de marcharse del lugar de
accidente sin dejar sus datos. (-Recomendación-)

Expte 05/239/U sobre adjudicación mediante
subasta de ocho solares pertenecientes al Ayunta-
miento de Pamplona con destino a la edificación
de viviendas. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de Murillo El Fruto

Expte. 05/179/A sobre solicitud de información
en relación con deslinde de parcelas comunales.
(-Sugerencia-)

• Ayuntamiento de Tudela

Expte. 05/322/B sobre bonificación cuotas de
inscripción a familias numerosas en Escuela Muni-
cipal de Danzas de Tudela. (-Recomendación-)

• Ayuntamiento de San Adrián

Expte. 05/184/M sobre actuación del Ayunta-
miento de San Adrián en relación a desarrollo de
actividad de tanatorio sin licencia de funciona-
miento. (-Recordatorio de Deberes Legales-)

• Ayuntamiento de Berriozar

Expte. 05/251/M sobre situación de una esta-
ción base de telefonía móvil en Berriozar. (-Reco-
mendación-)

• Ayuntamiento de Baztán

Expte. 04/325/U sobre Estudio de Detalle y
configuración de alineaciones en Elizondo. (-Reco-
mendación-)

• Concejo de Arlegui

Expte. 05/93/O sobre información que se viene
facilitando a miembros concejantes en el Concejo
de Arlegui. (-Recordatorio de Deberes Legales-)

6 VALORACIÓN ESTADÍSTICA

6.1. ESTADÍSTICA DE QUEJAS AÑO 2005

Si observamos en primer lugar la primera tabla
en la que se resume la gestión de las quejas
durante el año 2005, se aprecia como dato signifi-
cativo que el número de quejas con respecto al
año anterior se mantiene al ser prácticamente
igual, 415 frente a las 416 del año 2004. De la
misma forma, si añadimos las quejas que, una vez
finalizadas, vuelven a reabrirse (12) como conse-
cuencia de alguna actuación posterior que acon-
seja interesarse por el supuesto de que se trate, o
de las que hemos finalizado en este año 2005
correspondientes al año 2004 que, a 31 de
diciembre de dicho año, estaban todavía pendien-
tes de finalizar (81), nos arroja la cifra total de 508
quejas gestionadas durante 2005, número sensi-
blemente inferior al de 2004 que fue de 564.

Esto último ha sido consecuencia fundamental-
mente de la reducción del número de quejas (81)
que quedaron pendientes de resolver a 31 de
diciembre de 2004 que, no obstante en años ante-
riores fueron más numerosas y que, al finalizar el
año 2005 han vuelto a situarse en parámetros
bastante similares a los de años inmediatamente
anteriores, en concreto esta cifra alcanza las 133
quejas pendientes de resolver o de cierre a 31 de
diciembre de 2005.

Como dato significativo puede reseñarse que,
en estos cinco años de funcionamiento de la Insti-
tución, el número de quejas que se han presenta-
do ascienden ya a la cifra de 1.849.

En cuanto a las quejas presentadas en el año
2005, si observamos las áreas a las que van refe-
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ridas, según la estructuración que venimos reali-
zando de las mismas, se puede apreciar que el
mayor número de quejas (53), que representa un
12,77% han sido las que tienen que ver con Sani-
dad. Le siguen las que se han formulado en Urba-
nismo y Vivienda (52), lo que representa un
12,53%, que tras el incremento producido en el
año 2004 se ha mantenido en igual número que
dicho año como consecuencia, entre otras, de las
que se han formulado en relación a temas de
vivienda.

Después, el número de quejas más significati-
vas las constituyen las referidas a Educación con
un total de 44, lo que representa un 10,60%,
seguidas de las presentadas en materia de Traba-
jo y Seguridad Social con 36, es decir un 8,67%,
Medio Ambiente con 33, que supone un 7,95% del
total de quejas presentadas en el año 2004 y final-
mente Interior y Bienestar Social con 31 (7,47%) y
30 (7,23%) respectivamente.

Esta tónica, si apreciamos el cuadro en el que
se refleja la evolución de quejas por año/área,
salvo por lo que se refiere a la aparición entre las
mismas de Trabajo y Seguridad Social y de Medio
Ambiente, se sigue manteniendo respecto a las
restantes, ya que dichas áreas, si bien con distinto
orden, son las que vienen registrando el número
más importante de quejas a lo largo de estos
años.

Continuando con el análisis de las quejas pre-
sentadas en el año 2005, el mayor número de
ellas, un total de 182, que representan el 43,86%,
se formularon contra actuaciones de la Administra-
ción Autonómica, de ellas 181 frente a los distintos
Departamentos del Gobierno de Navarra. De igual
manera, un total de 112, lo que representa el
26,99% iban dirigidas contra actuaciones de Enti-
dades Locales de Navarra, de las que 38 corres-
pondían al Ayuntamiento de Pamplona. Por último,
121 de las quejas presentadas, es decir un
29,15%, lo eran en relación a actuaciones de otros
organismos y entidades en los que se incluyen la
Administración Estatal (64), Judicial (10), entes
privados (14), otros (14) y sin determinar (19).

El Departamento contra el que en más ocasio-
nes se han dirigido las quejas ha vuelto a ser el
de Salud, tal y como ocurrió en 2004, si bien este
año con 12 quejas más, que elevan las mismas a
49, lo que equivale al 26,92% de las quejas formu-
ladas frente al Gobierno de Navarra, seguido del
Departamento de Educación, con 45 quejas, es
decir el 24,73%, así como el Departamento de
Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y
Vivienda con 29, o lo que es lo mismo el 15,93%
de las referidas al Gobierno de Navarra.

En el ámbito de las entidades locales de Nava-
rra, el Ayuntamiento de Pamplona, con 38 quejas,
lo que representa el 33,93% de las formuladas
contra dichas entidades, es el que, lógicamente,
genera un mayor número de quejas.

No obstante el reflejo que realizamos de las
quejas relacionadas con unas determinadas áreas
u organismos, es importante insistir en las lógicas
matizaciones a la percepción que puede extraerse
de que su número y reiteración guardan relación
con la existencia o no de negligencias, abusos, o
actuaciones no respetuosas con la legalidad. Más
allá de las distintas ocasiones en que se dirigen
las quejas contra una determinada administración,
lo realmente importante es el número de quejas
en las se estima la razón del reclamante al consi-
derar que esa administración o entidad había
actuado incorrectamente. También la forma en que
la mismas se comporta ante las solicitudes de
información que efectuamos o la resoluciones que
le formulamos resulta, incluso, más importante en
ocasiones que el número de quejas que puedan
formularse contra la misma.

En cuanto a la procedencia de las quejas, las
provenientes de Pamplona, representan de forma
permanente el supuesto más frecuente, un total
de 189, seguidas de las 32 que nos han sido diri-
gidas desde Tudela. Como indicador del grado de
aceptación y funcionamiento del sistema estable-
cido en el Convenio-Marco de colaboración con la
Federación Navarra de Municipios y Concejos, de
remisión directa de quejas en impresos prefran-
queados existentes en los Ayuntamientos adheri-
dos al mismo, podemos destacar el dato de que, a
través de esta fórmula, se nos han remitido 19
quejas, número que coincide con el del año ante-
rior.

En el cuadro que se incluye sobre tramos de
población de Navarra, se puede comprobar como
el tramo de los municipios de población mayor de
100.000 habitantes, por referirse a Pamplona,
constituye el origen más importante de las quejas,
seguido de las que provienen de los municipios
situados entre los 2.000 y 10.000 habitantes, tóni-
ca ésta que se sigue repitiendo en los dos últimos
años.

En lo que se refiere a la persona autora de las
quejas, por primera vez han sido más numerosas
las formuladas por mujeres, en 183 ocasiones que
representa un 44,10%, frente a las que lo hicieron
hombres, en 180 ocasiones que representa un
43,37%. Las quejas colectivas, es decir formula-
das por un conjunto de personas, fueron un total
de 44, es decir el 10,60%.
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Como apartado final de este comentario sobre
la estadística que se refleja a continuación en las
diferentes tablas y gráficos que se acompañan,
pasamos a valorar las respuestas que hemos
obtenido de la Administración a las distintas reso-
luciones formuladas.

Durante el año 2005 se han formulado un total
de 65 resoluciones (recomendaciones, recordato-
rios de deberes legales o sugerencias, según el
caso), frente a las 70 del año 2004, las 91 que se
efectuaron en el 2003, las 48 del 2002, o las 24
del año 2001.

Del total de 65 resoluciones formuladas, se
encuentran pendientes de contestar 19 de ellas, y
se han aceptado un total de 29, siendo rechaza-
das 17. Ello supone que nuestras resoluciones han
sido aceptadas en un porcentaje aproximado del
64%, y que, pese a que puede elevarse si tene-
mos en cuenta las 19 que se encuentran pendien-
tes de obtener respuesta, y se encuentra algo por
encima al porcentaje del año 2004, que fue del
60%, es sensiblemente inferior al alcanzado en
los años anteriores bastante por encima del 70%.

Esta circunstancia debe ponderarse, no obs-
tante, con el dato de que, si tenemos en cuenta
las ocasiones en que, como consecuencia de la
intervención de la Institución, la Administración
acepta la pretensión del ciudadano o arbitra algún
tipo de solución al problema planteado sin necesi-
dad de que, desde la Institución se formule resolu-
ción alguna, el porcentaje de aceptación por parte
de la Administración se elevaría hasta el 87% de
los casos aproximadamente.

Esto último ha ocurrido en un total de 83 oca-
siones que, junto a las 29 resoluciones que han
sido aceptadas, representan un total de 112 casos
en que la Administración ha aceptado la preten-
sión del autor de la queja, de un total de 148 que-
jas en las que, por nuestra parte, se ha considera-
do que éste tenía razón en sus planteamientos.

A fin de situar en sus justos términos los datos
y porcentajes antes citados, y retomando de nuevo
la tabla o gráfico que contiene el resumen de ges-
tión de quejas durante el año 2005, bien sean
referidas a las de ese año o a las de años anterio-

res, debe de tenerse en cuenta que, del total de
quejas tramitadas durante dicho año, que ascien-
den a 508, han sido admitidas a trámite 332, lo
que supone el 65,35% de los casos, no siendo
admitidas a trámite, con la debida explicación e
información al ciudadano sobre las causas y posi-
bilidades de actuación, en 130 casos, lo que
representa el 25,59%, siendo remitidas al Defen-
sor del Pueblo o Defensores autonómicos, en fun-
ción del ámbito competencial sobre el que versaba
la queja, en 46 ocasiones, es decir el 9,05% de
los casos.

Interesa además destacar, por lo que se refiere
a las 332 quejas admitidas a trámite, que, de ellas,
como apuntábamos con anterioridad, en 148 oca-
siones, o lo que es lo mismo en el 29,13% del total
de las 508 quejas gestionadas en el año 2005, se
ha estimado por parte de la Institución la razón del
reclamante, desestimándose en 51 ocasiones, el
10,03% del total de los casos, una vez efectuado
el correspondiente estudio de los datos aportados
por el autor de la queja y la información recibida
de la Administración con ocasión de la tramitación
del expediente de queja por parte de la Institución.
De esta forma, sumando los 51 casos en que se
desestima la razón del reclamante en las quejas
admitidas a trámite y en las 130 que no son admi-
tidas a trámite, nos encontramos que se encuen-
tran en esta situación un total de 181 quejas,
suponiendo un porcentaje del 35,62%% sobre el
total de quejas gestionadas.

Lógicamente estas cifras deben de interpretar-
se teniendo en cuenta, además, las 133 quejas
que se encuentran pendientes de cierre, que
representan el 26,18%% del total de las gestiona-
das en el año 2004 y que, una vez finalizadas,
determinaran en cual de los supuestos menciona-
dos deben de incluirse.

Para más detalle de los datos anteriormente
comentados así como para conocer los motivos
de la no estimación de la reclamación o de la no
admisión a trámite de las quejas formuladas,
reproducimos a continuación las tablas y gráficos
explicativos de la actividad de la Institución en el
año 2005 en materia de quejas.
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AÑO 2005
RESUMEN DE GESTIÓN DE QUEJAS

Año en Años TOTAL

curso anteriores

ABIERTAS 415 93 508

Admitidas a trámite 256 76 332

Se estima razón del reclamante 90 58 148

Administración Acepta 64 48 112
Administración acepta pretensión 17 14 31
Administración acepta resolución 17 11 28
Acepta recordatorio sobre silencio 1 0 1
En vías de solución 29 23 52

Administración No acepta 9 8 17
No acepta resolución Artículo 34 9 8 17

Resolución Pendiente Respuesta 17 2 19
Resolución Pendiente Respuesta 17 2 19

Se desestima reclamación tras tramitación 36 15 51
No existe irregularidad 34 15 49
Jurídico-Privada 1 0 1
Sub-Iudice 1 0 1

Pendientes de cierre 130 3 133
Pendientes de cierre a 31-12-2005 130 3 133

No Admitidas a trámite 116 14 130

Por Causas subjetivas 15 5 20
Anónima 1 0 1
No completa datos 2 5 7
Desiste 7 0 7
No ratifica 3 0 3
Sin interés legítimo 1 0 1

Causas objetivas con asesoramiento al interesado 101 9 110
No existe irregularidad 41 2 43
Jurídico-Privada 11 1 12
Sin competencia 8 3 11
Sub-Iudice 10 0 10
Sin pretensión 4 1 5
Sin recurrir a la Admon. 13 0 13
Finalizada, tema tratado 14 2 16

43 3 46

Remitidas a otros comisionados 43 3 46

Remitidas a otros Defensores 1 0 1
Remitidas al Defensor del Pueblo 42 3 45
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DEFENSORA DEL PUEBLO DE NAVARRA
AÑO 2005. Distribución por Áreas/Materias

TOTALES

A. AGRICULTURA, INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO 12
Agricultura 8
Comercio 3
Industria 1

B. BIENESTAR SOCIAL 30
Tercera Edad 14
Menores y adolescentes 5
Discapacidades 7
Otros 4

C. CULTURA, DEPORT, JUVENTUD Y BILINGÜISMO 11
Cultura 1
Deporte 1
Bilingüismo 9

E. EDUCACIÓN 44

F. FUNCION PUBLICA 26

H. HACIENDA 19

I. TRÁFICO E INTERIOR 31
Interior 11
Tráfico 20

J. JUSTICIA 21

M. MEDIO AMBIENTE 33

O. OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS 25
Obras Públicas 6
Servicios Públicos 19

S. SANIDAD 53

T. TRABAJO, SEGURIDAD SOCIAL Y EXTRANJERÍA 37
Trabajo 7
Seguridad Social 15
Extranjería 15

U. URBANISMO Y VIVIENDA 52
Urbanismo 27
Vivienda 25

V. VARIOS 18

D. IMPULSO DE DERECHOS 3

SUMA TOTAL 415



B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-2 / 13 de junio de 2006

67

Q
U

E
J
A

S
 I

N
IC

IA
D

A
S

 E
N

 E
L

 A
Ñ

O
 2

0
0
5

D
IS

T
R

IB
U

C
IÓ

N
 P

O
R

 Á
R

E
A

S

Á
re

a
s
 d

e
 a

c
tu

a
c
ió

n
T
o

ta
le

s
O

fi
c
io

I.
d

e
 P

a
rt

e
E

n
 t

rá
m

it
e

C
o

n
c
lu

id
a
s

N
o

 a
d

m
it

id
a
s

R
e
m

it
id

a
s
a
 o

tr
o

s
 D

e
fe

n
s
o

re
s

A
G

R
IC

U
LT

U
R

A
, 

IN
D

U
S

T
R

IA
, 

C
O

M
E

R
C

IO
 Y

 T
U

R
IS

M
O

12
0

12
6

5
1

0
B

IE
N

E
S

TA
R

 S
O

C
IA

L
28

2
30

10
10

9
1

C
U

LT
U

R
A

, 
D

E
P

O
R

T
E

, 
JU

V
E

N
T

U
D

 Y
 B

IL
IN

G
U

IS
M

O
11

0
11

4
4

3
0

E
D

U
C

A
C

IÓ
N

 
43

1
44

15
22

6
1

F
U

N
C

IO
N

 P
U

B
LI

C
A

27
0

27
7

7
9

4
H

A
C

IE
N

D
A

19
0

19
4

4
9

2
IN

T
E

R
IO

R
 Y

 T
R

Á
F

IC
O

31
0

31
9

8
6

8
JU

S
T

IC
IA

21
0

21
1

3
10

7
M

E
D

IO
 A

M
B

IE
N

T
E

33
0

33
24

5
4

0
O

B
A

S
 P

U
B

LI
C

A
S

 Y
 S

E
R

V
IC

IO
S

25
0

25
6

11
3

5
S

A
N

ID
A

D
53

0
53

22
16

15
0

T
R

A
B

A
JO

, 
S

E
G

U
R

ID
A

D
 S

O
C

IA
L 

Y
 E

X
T

R
A

N
JE

R
ÍA

36
0

36
1

6
15

14
U

R
B

A
N

IS
M

O
 Y

 V
IV

IE
N

D
A

50
2

52
17

21
13

1
V

A
R

IO
S

17
1

18
4

2
12

0
IM

P
U

LS
O

 D
E

 D
E

R
E

C
H

O
S

3
0

3
0

2
1

0

TO
TA

LE
S

40
9

6
41

5
13

0
12

6
11

6
43

Q
U

E
J
A

S
 A

Ñ
O

S
 A

N
T

E
R

IO
R

E
S

D
IS

T
R

IB
U

C
IÓ

N
 P

O
R

 Á
R

E
A

S

Á
re

a
s
 d

e
 a

c
tu

a
c
ió

n
A

b
ie

rt
a
s

R
e
a
b

ie
rt

a
s

T
o

ta
le

s
E

n
 t

rá
m

it
e

C
o

n
c
lu

id
a
s

N
o

 a
d

m
it

id
a
s

R
e
m

it
id

a
s
a
 o

tr
o

s
 D

e
fe

n
s
o

re
s

A
G

R
IC

U
LT

U
R

A
, 

IN
D

U
S

T
R

IA
, 

C
O

M
E

R
C

IO
 Y

 T
U

R
IS

M
O

1
0

1
0

1
0

0
B

IE
N

E
S

TA
R

 S
O

C
IA

L
6

1
7

0
5

2
0

C
U

LT
U

R
A

, 
D

E
P

O
R

T
E

, 
JU

V
E

N
T

U
D

 Y
 B

IL
IN

G
U

IS
M

O
3

1
4

0
4

0
0

E
D

U
C

A
C

IÓ
N

 
5

0
5

0
5

0
0

F
U

N
C

IO
N

 P
U

B
LI

C
A

3
2

5
1

3
1

0
H

A
C

IE
N

D
A

5
0

5
0

5
0

0
IN

T
E

R
IO

R
 Y

 T
R

Á
F

IC
O

7
0

7
0

1
4

2
M

E
D

IO
 A

M
B

IE
N

T
E

13
5

18
1

16
1

0
O

B
A

S
 P

U
B

LI
C

A
S

 Y
 S

E
R

V
IC

IO
S

9
2

11
0

9
1

1
S

A
N

ID
A

D
10

0
10

0
10

0
0

U
R

B
A

N
IS

M
O

 Y
 V

IV
IE

N
D

A
13

1
14

1
10

3
0

V
A

R
IO

S
6

0
6

0
4

2
0

TO
TA

LE
S

81
12

93
3

73
14

3



B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-2 / 13 de junio de 2006

68

AÑO 2005

DISTRIBUCIÓN MENSUAL DE QUEJAS

Meses Quejas Porcentaje

Enero 26 6,27%
Febrero 30 7,23%
Marzo 30 7,23%
Abril 52 12,53%
Mayo 32 7,71%
Junio 38 9,16%
Julio 19 4,58%
Agosto 20 4,82%
Septiembre 40 9,64%
Octubre 37 8,92%
Noviembre 58 13,98%
Diciembre 33 7,95%

TOTAL 415 100,00

AÑO 2005

DISTRIBUCIÓN QUEJAS SEGÚN AUTOR

Sujeto-Sexo Quejas Porcentaje

Hombre 180 43,37%
Mujer 182 43,86%
Colectiva 45 10,84%
Oficio 4 0,96%
Sin Determinar 3 0,72%
Anónima 1 0,24

TOTAL 415 99,76%

AÑO 2005

REGISTRO GENERAL

Registro Documentos

ENTRADA 1.369

QUEJAS 415

SALIDA 2.608
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ADMINISTRACIÓN AFECTADA EN LA QUEJA

Nº QUEJAS PORCENTAJE

AUTONÓMICA 182 43,86%

LOCAL 112 26,99%

ESTATAL 64 15,42%

JUDICIAL 10 2,41%

ENTE PRIVADO 14 3,37%

OTROS 14 3,37%

SIN ESPECIFICAR 19 4,58%

TOTAL 415 100,00%

QUEJAS REFERIDAS AL GOBIERNO DE NAVARRA,

POR DEPARTAMENTOS

Dpto. Agricultura, Ganadería y Alimentación 1 0,55%

Dpto. Bienestar Social, Deporte y Juventud 19 10,50%

Dpto. Economìa y Hacienda 10 5,52%

Dpto. Cultura y Turismo-Institución Príncipe de Viana 2 1,10%

Dpto. Educación 45 24,86%

Dpto. Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y Trabajo 10 5,52%

Dpto. Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones 4 2,21%

Dpto. Medio Ambiente, Ordenacion del Territorio y Vivienda 29 16,02%

Dpto. Presidencia, Justicia e Interior 12 6,63%

Dpto. Salud 49 27,07%
TOTAL 181 100,00%
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QUEJAS REFERIDAS A ENTIDADES LOCALES DE NAVARRA

AYUNTAMIENTOS TOTALES

ANDOSILLA 1
ANSOÁIN 1
ARTAJONA 1
BARAÑÁIN 2
BEIRE 1
BERIÁIN 1
BERRIOPLANO 1
BERRIOZAR 2
BURGUI 1
BURLADA-BURLATA 3
CARCASTILLO 1
CASCANTE 1
CENDEA DE CIZUR 1
ZIZUR MAYOR-ZIZUR NAGUSIA 1
CORELLA 2
DESOJO 1
ESTELLA 1
ESTERIBAR 1
ESCAROZ 1
GENEVILLA 1
GOIZUETA 1
LEITZA 2
LESAKA 1
LODOSA 1
LUMBIER 1
MARCILLA 1
MENDIGORRÍA 1
MILAGRO 1
MURCHANTE 2
MURILLO DEL FRUTO 3
NOÁIN 1
OLITE 2
OLLO 1
PAMPLONA 38
PUENTE LA REINA-GARES 2
PUEYO 1
SAN ADRIÁN 2
SAN MARTÍN DE UNX 2
TAFALLA 4
TUDELA 3
VILLAFRANCA 1
VILLATUERTA 1
VILLAVA-ATARRABIA 1
ZABALZA 1
ZÚÑIGA 2

TOTAL AYUNTAMIENTOS 101

CONCEJOS

CONCEJO DE ARLEGUI 1
CONCEJO DE ARAMENDIA 1
CONCEJO DE MURUGARREN 1
CONCEJO DE RIEZU 1

TOTAL CONCEJOS 4

MANCOMUNIDADES

MANCOMUNIDAD COMARCA DE PAMPLONA 3
MANCOMUNIDAD DE RESIDUOS SÓLIDOS 1
MANCOMUNIDAD DE MONTEJURRA 1
MANCOMUNIDAD S.S.B. DE OLITE 1
MANCOMUNIDAD DE MAIRAGA 1

TOTAL MANCOMUNIDADES 7
TOTAL 112
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AÑO 2005

PROCEDENCIA DE LAS QUEJAS POR LOCALIDADES DE NAVARRA 

LOCALIDAD QUEJAS FIRMANTES % QUEJAS

ABLITAS 1 3 0,25%
ANDOSILLA 2 2 0,51%
ANSOÁIN 4 4 1,02%
AÑÉZCAR 1 1 0,25%
AOIZ/AGOITZ 1 0 0,25%
ARANTZA 1 1 0,25%
ARBEIZA 1 1 0,25%
ARBONIÉS 1 1 0,25%
ARLEGUI 1 1 0,25%
ARRAITZ-ORKIN 1 1 0,25%
ARRE 1 1 0,25%
ARTAJONA 1 1 0,25%
ARTAZU 1 1 0,25%
ASTRÁIN 1 1 0,25%
AUZA 2 2 0,51%
AYEGUI 2 2 0,51%
BARAÑÁIN 11 27 2,80%
BEÁSOAIN-EGUÍLLOR 1 1 0,25%
BEIRE 1 1 0,25%
BERA 1 1 0,25%
BERBINZANA 1 1 0,25%
BERIÁIN 1 1 0,25%
BERROETA 1 1 0,25%
BERRIOZAR 5 5 1,27%
BIURRUN 1 1 0,25%
BURLADA/BURLATA 22 22 5,60%
CADREITA 1 1 0,25%
CARCASTILLO 1 0 0,25%
CASTANTE 1 1 0,25%
CASTEJÓN 2 1 0,51%
CINTRUÉNIGO 5 5 1,27%
CIZUR MENOR 1 1 0,25%
CORELLA 2 2 0,51%
CORTES 2 1 0,51%
DICASTILLO 1 1 0,25%
ELIZONDO 2 2 0,51%
ESNOTZ 1 1 0,25%
ESPARZA DE GALAR 1 1 0,25%
ESTELLA 7 7 1,78%
ETXALAR 1 1 0,25%
ETXARREN 1 1 0,25%
ETXARRI-ARANATZ 1 1 0,25%
ETXAURI 1 2 0,25%
ETXEBERRI 1 1 0,25%
EZCÁROZ 1 1 0,25%
FALCES 1 1 0,25%
FUNES 2 2 0,51%
GENEVILLA 1 1 0,25%
GOIZUETA 1 1 0,25%
GORRAIZ 3 3 0,76%
GORRITI 1 1 0,25%
IRAGI 1 1 0,25%
IRAIZOTZ 1 1 0,25%
IRURITA 1 0 0,25%
LEGASA 1 1 0,25%
LEITZA 1 1 0,25%
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LESAKA 2 2 0,51%
LODOSA 5 5 1,27%
LUMBIER 1 1 0,25%
MARCILLA 2 3 0,51%
MENDAVIA 1 1 0,25%
MURCHANTE 1 1 0,25%
MURILLO DEL FRUTO 1 1 0,25%
MUTILVA BAJA 2 2 0,51%
NOÁIN 2 2 0,51%
OLAZAGUTIA/OLAZTI 1 1 0,25%
OLITE 3 4 0,76%
ORCOYEN 2 2 0,51%
ORORBIA 1 1 0,25%
PAMPLONA 189 199 48,09%
PERALTA 1 1 0,25%
PUENTE LA REINA/GARES 4 7 1,02%
PUEYO 1 1 0,25%
RIEZU 1 1 0,25%
SALDISE 1 1 0,25%
SAN ADRIÁN 1 1 0,25%
SAN MARTÍN DE UNX 1 1 0,25%
SANGÜESA 2 3 0,51%
SANTACARA 1 1 0,25%
TAFALLA 7 7 1,78%
TUDELA 32 106 8,14%
UNDIANO 1 2 0,25%
URROZ VILLA 1 1 0,25%
VALTIERRA 1 1 0,25%
VIANA 1 1 0,25%
VILLAVA 1 1 0,25%
ZIZUR MAYOR 7 7 1,78%
ZÚÑIGA 2 2 0,51%

TOTAL PROVINCIAL 393 498 100,00%

AÑO 2004

PROCEDENCIA QUEJAS NAVARRA SEGÚN HABITANTES

TIPO DE MUNICIPIO Nº QUEJAS PORCENTAJE

Menor de 2.000 habitantes 48 12,21%

Entre 2.001 y 10.000 60 15,27%

Entre 10.001 y 20.000 44 11,20%

Entre 20.001 y 50.000 43 10,94%

Más de 100.001 habitantes 189 48,09%

Sin determinar 9 2,29%

TOTALES 393 100,00%
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AÑO 2005

QUEJAS 2004. PROCEDENCIA DE OTRAS PROVINCIAS

POBLACIÓN QUEJAS FIRMANTES % QUEJAS

Amurrio 1 1
Total Álava 1 1 4,76%

Barcelona 1 1
Sabadell 1 1
Santa Perpetua de Mogoda 2 2
Total Barcelona 4 4 19,05%

Elgoibar 1 1
San Sebastián/Donostia 5 6
Tolosa 1 2
Total Guipúzcoa 7 9 33,33%

Alfaro 1 1
Logroño 2 2
Total La Rioja 3 3 14,29%

Madrid 1 1
Total Madrid 1 1 4,76%

Salceda de Caselas 1 1
Total Pontevedra 1 1 4,76%

Salamanca 1 1
Total Salamanca 1 1 4,76%

La Puebla de Hijar 1 1
Total Teruel 1 1 4,76%

Zaragoza 2 2
Total Zaragoza 2 2 9,52%

TOTAL NACIONAL 21
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CUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES 

DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO DE NAVARRA

RECOMENDACIONES

Efectuadas: 50
Aceptadas: 19
Rechazadas: 15
Pendientes contestación: 16

CUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES 

DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO DE NAVARRA

RECORDATORIO DEBERES LEGALES

Efectuados: 10
Aceptadas: 7
Rechazadas: 1
Pendientes contestación: 2
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6.2. EVOLUCIÓN DE QUEJAS 2001-2005

Como ya hemos apuntado a lo largo de este
informe, éste representa el quinto en el funciona-
miento de la Institución de la Defensora del Pue-
blo de Navarra desde su creación e inicio de la
actividad en los primeros días de marzo del año
2001.

Hemos tenido por tanto la oportunidad de
hacer balance de cinco años completos de activi-
dad de la Institución, y a través de nuestros Infor-
mes Anuales se puede obtener una visión fidedig-
na de las distintas actuaciones desarrolladas a lo
largo de este tiempo.

Por eso nos ha parecido importante recoger en
este apartado una serie de datos significativos de
la actividad referida en concreto a las quejas for-
muladas por los ciudadanos y ciudadanas, que
tomando como base los datos reflejados en el
informe anual correspondiente a cada año, nos
permita obtener una visión conjunta de los cinco
años a los que estamos haciendo referencia.

Por lo que se refiere al total de quejas gestio-
nadas cada año y las que finalmente no son admi-
tidas a trámite, en estos cinco años en 132 ocasio-
nes no han sido admitidas las correspondientes
quejas por causas subjetivas, es decir referidas a
la persona autora de la queja, bien por que era
anónima, no se aportaba dirección/domicilio
donde poder contactar, o los datos facilitados eran
incompletos, etc.

De otra parte de las 480 ocasiones en las que
en estos cinco años no fueron admitidas a trámite
las quejas por causas objetivas y se efectuó el
oportuno asesoramiento a la persona autora de la
misma, un número de estas quejas, aproximada-
mente 261 no fueron presentadas de forma ade-
cuada a las características previstas por la Ley
Foral reguladora de la Institución sobre aquellos
casos en los que ésta puede actuar; asuntos entre
particulares o relación jurídico-privada, encontrar-
se el tema sub-iudice, carecer de competencia, no
haberse dirigido previamente a la administración
respectiva, etc. Finalmente en 189 ocasiones no
se apreció irregularidad alguna en la actuación de

CUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES 

DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO DE NAVARRA

SUGERENCIAS

Efectuadas: 5
Aceptadas: 3
Rechazadas: 1
Pendientes contestación: 1
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la administración afectada y en 30 ocasiones, al
haberse tratado ya el tema objeto de queja, infor-
mamos a sus autores sobre el pronunciamiento de
la Institución al respecto y las distintas actuacio-
nes llevadas a cabo sobre el asunto.

En cuanto a los datos agrupados de los que ha
sido la secuencia de estos años en cuanto al uso
de la Institución por los ciudadanos y ciudadanas
en el capítulo de quejas, se pretende aportar una
visión numérica que nos viene a ofrecer una radio-
grafía más exacta de cómo ha variado la realidad
sobre la previsión inicial en cuanto al espacio de
actuación de la Institución y, sobre todo, cómo se
ha ido configurando una serie de “áreas de queja”
con mayor protagonismo y consistencia en el tiem-
po. Es decir, la plasmación del uso numérico de la
Institución, el nivel de “producción” que desde cier-
tos ámbitos se plantea respecto a esta Institución.

Así y conforme a las distintas áreas a las que
van referidas las quejas, se puede apreciar que
del total de 1849 quejas presentadas a lo largo de
estos cinco años, aparece en primer lugar el área
de Interior, como consecuencia de la especial
importancia de la misma en los primeros años de

funcionamiento dado el importante número de
quejas presentadas que tenían que ver con proce-
dimientos sancionadores en materia de tráfico.

Hecha esa salvedad en los siguientes lugares
se sitúan las áreas que de forma permanente vie-
nen figurando en los primeros lugares todos estos
años, aunque en ocasiones en orden distinto, y
que son las que más directamente se encuentran
relacionadas con lo que viene a constituir la activi-
dad prestacional de la Administración, en concreto
Urbanismo y Vivienda por la especial significación
del tema de la vivienda, Sanidad, Bienestar
Social, Educación y Obras Públicas y Servicios,
todas las cuales se encuentran por encima del
umbral de las 130 quejas.

Estos datos guardan relación lógicamente con
las resoluciones (recomendaciones, sugerencias o
recordatorios de deberes legales) que se han
efectuado desde la Institución durante estos cinco
años, un total de 298, que han alcanzado un
mayor número en el área de Urbanismo y Vivienda
(39), seguida de Sanidad (41), Bienestar Social
(33), Educación (28) y Cultura, Deporte y Bilin-
güismo (28).
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CUADRO DE QUEJAS PRESENTADAS POR ÁREA. TOTAL
AÑOS 2001/2005

(A fecha 31 de diciembre de 2005)

ÁREA TOTAL 

Interior 257
Urbanismo y Vivienda 205
Sanidad 165
Bienestar Social 147
Función Pública 139
Educación 136
Obras Públicas Y Servicios 130
Trabajo y Seguridad Social 126
Varios 110
Cultura, Deporte, Juventud y BilingüIsmo 97
Justicia 94
Hacienda 89
Medio Ambiente 88
Agricultura, Industria, Comercio y Turismo 63
Impulso Derechos 3

TOTAL 1849
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EVOLUCIÓN DE LAS QUEJAS POR MESES DESDE LA PUESTA 
EN FUNCIONAMIENTO DE LA INSTITUCIÓN

2001 2002 2003 2004 2005

Enero 1 52 26 42 26
Febrero 0 38 22 42 30
Marzo 0 49 14 37 30
Abril 76 28 22 31 52
Mayo 45 39 26 42 32
Junio 31 38 31 49 38
Julio 11 22 17 28 19
Agosto 11 23 9 27 20
Septiembre 23 19 27 26 41
Octubre 39 25 33 37 37
Noviembre 34 31 47 27 58
Diciembre 18 33 29 28 33
TOTAL 289 397 303 416 416

EVOLUCIÓN DE LAS QUEJAS POR MESES Y AÑOS
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Durante el año 2005, un total de 488 personas
fueron atendidas por la Oficina de Información,
produciéndose durante los meses de octubre y
noviembre el mayor número de atenciones con 53
y 54 respectivamente. La actividad se ve muy con-
dicionada por los periodos vacacionales pero
como puede apreciarse en su conjunto la activi-
dad de la Oficina va creciendo lenta pero constan-
temente. Esta tendencia creciente se ha visto con-
firmada también en los primeros meses del 2006 y
entendemos que el mismo puede estar condicio-
nado por el incremento de las actividades de
divulgación y por la mayor presencia en medios de

la propia Defensora. (Ver Capítulo 8 “Actividades
de divulgación y difusión”) 

Medio escogido para realizar las consultas

La vía de acceso más utilizada por los ciuda-
danos a la hora de acceder a la Oficina de Infor-
mación ha sido el contacto telefónico, con un 55,9
% de las consultas realizadas, es decir 273, frente
a un 42,4 %, un total de 207 que se realizaron de
forma presencial visitando nuestras oficinas. Del
resto de atenciones, un 1,02 %, lo que representa
5 ocasiones, fue a través de correo postal y un 0,6
%, y tan solo en 3 ocasiones, se realizaron a tra-
vés de correo electrónico.

7 LA RELACIÓN DIRECTA CON LOS CIUDA-

DANOS

La relación directa con los ciudadanos se esta-
blece fundamentalmente a través de la Oficina de
Información que se creó hace dos años y por
tanto todavía se halla en fase de expansión.

Por otra parte la propia Defensora del Pueblo
atiende de manera directa a los ciudadanos y
colectivos que así lo demandan para poderle
transmitir de manera directa su problemática.

7.1. LA OFICINA DE INFORMACIÓN

A lo largo del año 2005 la Oficina de Informa-
ción, ha continuado desarrollando el plan de mejo-
ra de los sistemas de información y consulta per-
sonalizada con los ciudadanos y ciudadanas que

han venido solicitando nuestros servicios. Enmar-
cada en las actuaciones previstas en el Plan de
Calidad, durante el último trimestre del año se
constituyó un grupo de trabajo formado por perso-
nal de la Institución con el fin de avanzar y efec-
tuar propuestas relacionadas con la mejora de la
atención al ciudadano, con el objetivo de incre-
mentar la accesibilidad de los ciudadanos y ciuda-
danas a la Institución, especialmente en lo que se
refiere a la Oficina de Información y una de cuyas
primeras consecuencias es la posibilidad de ofre-
cer un resumen estadístico precisamente de las
atenciones llevadas a cabo desde la misma.

La valoración de la calidad alcanzada por la
Oficina de Información es muy alta tal como se
podrá comprobar en el Capítulo 11 de “Evaluación
y Mejora de la Calidad”.
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Como puede verse el contacto a través de
Internet o Correo Electrónico es excepcional y por
ello nuestra Institución se ha planteado desarrollar
una campaña de divulgación de la dirección de
correo que se dirigirá principalmente al colectivo
de adultos jóvenes.

Contenido de las consultas y atenciones

El contenido de estas consultas, gira en torno
a cuestiones y temáticas muy similares a las que
se plantean en los escritos de queja. No obstante
algunas de ellas se diferencian de estos últimos
en que no pretenden la intervención inmediata de
la Defensora del Pueblo de Navarra, sino más
bien una información previa sobre las posibilida-
des o no de intervención de esta Institución en la
solución del problema objeto de consulta.

Una vez que el ciudadano ha planteado su pro-
blema se le informa sobre las posibilidades de
actuación al respecto de la Institución, a efectos
de poder o no analizar el caso planteado. En
aquellos en las que la Institución ostenta compe-
tencias para ello y puede intervenir, indicamos la
forma de hacerlo y en caso necesario colabora-
mos con la persona interesada en la redacción del
escrito de queja.

Por el contrario, si esta Institución no resulta
competente por razón de la materia, se facilita
toda la información de que disponemos o se le
remite a la persona en cuestión a la instancia que
se considera puede ayudarle a solucionar el pro-
blema.

Resultados de las consultas

El principal objetivo de las consultas o entrevis-
tas realizadas en este sentido con quién ha acudi-
do a nuestras oficinas o se ha interesado telefóni-
camente o por correo, es conocer si la Defensora
del Pueblo de Navarra puede o no ayudarles a
encontrar una solución a su problema. Una vez
facilitada por nuestra parte la información al ciuda-
dano, es él propio ciudadano el que elige la forma
en que finalmente va a actuar al respecto. Así, de
las 488 atenciones realizadas, en un 27,6 % de los
casos, es decir en 135 manifestaron su intención
de remitir escrito de queja a la Institución en un
momento posterior, en un 11,6% de los casos, es
decir 57, fue necesario realizar algún tipo de ges-
tión aclaratoria con otras entidades públicas, para
poder orientar e informar adecuadamente a los
consultantes. En un 2,4%, o lo que es los mismo
en 12 ocasiones, no se nos facilitaban los datos o
elementos necesarios para poder informar correc-
tamente, y por último, un 53% de las entrevistas,
262 casos, finalizaron sin que la persona que
efectuaba la consulta manifestara su intención de
presentar o no escrito de queja. En algunos casos
porque la información que se les facilitó se refería
a la imposibilidad de que la Defensora del Pueblo
de Navarra entrase a investigar determinados
casos (asuntos de carácter jurídico-privado, o que
ya habían sido planteados en vía judicial, etc...),
en otros porque no habían acudido previamente al
Organismo Público competente para resolver su
problema.
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7.2. ENTREVISTAS PERSONALES CON LA
DEFENSORA DEL PUEBLO

Como viene siendo tradicional la Defensora del
Pueblo se entrevista personalmente con aquellos
ciudadanos que los solicitan y en concreto a lo
largo del 2005 concedió un total de 64 entrevistas:
51 de ellas se llevaron a cabo en la propia sede
de la Institución, en Pamplona, mientras que las
13 restantes tuvieron lugar en el Centro Cívico de
la Rúa de Tudela.

Así mismo la Defensora mantuvo diversos
encuentros con Asociaciones y Colectivos Ciuda-
danos relacionados fundamentalmente con Que-
jas tales como la Asamblea de Ayuntamientos por
Escuelas Infantiles 0/3 años; Gurasoak; Amnistía
Internacional; IPES; SOS Racismo; APYMA Cole-
gio Cardenal Ilundain: APYMA Patxi Larrainzar;
ONCE; Behatokia Observatorio de Derechos Lin-
güísticos; ANASAPS; Médicos del Mundo; Foro
Salud Mental; CORMIN; Mugarik Gabe; ASORNA-
Eunate.

Por otra parte y con motivo de las actividades
de mediación e impulso la Defensora se reunión
con diversos Responsables Públicos, de los Gru-
pos Parlamentarios, del Gobierno de Navarra, de
la Federación de Municipios, de la Asociación de
la Prensa, de la Asociación de Directores de Insti-
tutos, Consejo del a Juventud, con distintos res-
ponsables de las Universidades (Universidades de
Navarra y Universidad Pública de Navarra), etc.

08 ACTIVIDADES DE DIVULGACIÓN Y DIFU-

SIÓN

La Institución de la Defensora del Pueblo es
todavía joven y precisa por tanto continuar refor-
zando las actividades de divulgación orientadas a
dar a conocer a la población sus funciones y lími-
tes, en definitiva para que los ciudadanos hagan
un uso adecuado de este nuevo servicio público.

Como podremos comprobar en el apartado
siguiente la institución es bastante conocida pero
sus funciones no lo son tanto.

Por otra par te y como se deduce de las
encuestas realizadas a quienes hacen uso del
servicio, al 50,9% de ellos tras hacer uso de la
Institución han ampliado la idea previa que previa-
mente tenían sobre las posibilidades de actuación
de la Defensora del Pueblo de Navarra, en tanto
que tan solo a un 12,7% les ha ocurrido lo contra-
rio ya que han sido conscientes de que las posibi-
lidades de intervención son menores de lo que
esperaban (Ver apartado 11.6). Ello nos hace pen-
sar que un mejor conocimiento de la Institución
por parte de la población supone una mejora de
las posibilidades de defensa de sus derechos.

Por otro lado la labor divulgativa que ha de rea-
lizar la Defensora del Pueblo ha de reforzar las ini-
ciativas de impulso de los derechos ciudadanos
dando a conocer a los ciudadanos los derechos
que les asisten y contribuyendo a eliminar los obs-
táculos culturales y socioeconómicos que dificul-
tan que los colectivos más vulnerables y desfavo-



recidos accedan en pie de igualdad a los mecanis-
mos que el sistema democrático ha puesto a su
servicio para la defensa de sus derechos.

8.1. CONOCIMIENTO DE LA INSTITUCIÓN
POR PARTE DE LA POBLACIÓN

Recientemente la empresa CIES realizó una
encuesta telefónica dirigida a la población general
de Navarra, sobre una muestra de 1.200 personas
mayores de 16 años, y que tenía por objeto anali-
zar el grado de conocimiento de diversas institu-
ciones dependientes del Parlamento de Navarra,
entre las que se incluyó a la Institución de la
Defensora del Pueblo.

Los resultados de dicha encuesta mostraron
los siguientes resultados:

¿HA OÍDO HABLAR DE LA INSTITUCIÓN DE LA DEFENSORA DEL

PUEBLO DE NAVARRA?

¿Ha oído hablar de Total 

la Institución? Navarra

Sí 91%
No 9%
Total 100%

El 91% de la población manifiesta haber oído
hablar de la Institución de la Defensora del Pueblo
de Navarra, porcentaje que podemos considerar
muy elevado teniendo en cuenta que nuestra
organización tiene tan solo cinco años de vida.

Hombre Mujer 16-25 26-35 36-55 56-65 >65

90% 92% 76% 93% 97% 91% 90%

Por edad y sexo el grado de conocimiento es
homogéneo salvo en el caso del colectivo de
menores de 25 años que son los que menos han
oído hablar de la Institución, con un 76%.

Pamplona Tierra Ribera Navarra

y Comarca Estella Alta Tudela Media Montaña

Oriental

92% 92% 91% 89% 89% 89%

Por Comarcas y por tamaño poblacional las
variaciones no resultan significativas, aunque
parece que el conocimiento es ligeramente inferior
en las poblaciones de menor tamaño.

Pamplona >10.000 5.001- 1.001 < 1.000

10.000 -5.000

93% 92% 91% 88% 88%

Por profesiones son los Estudiantes quienes
menos han oído hablar de la institución.

Trab En Trab Trab

Ajena Paro Propia Jubilado Hogar Estudiante

94% 94% 93% 91% 90% 74%

¿CONOCE LAS FUNCIONES DE LA INSTITUCIÓN?

¿Conoce las funciones de Total 

la Institución? Navarra

Sí 63%
Algo 22%
Nada 6%
No conoce 9%
Total 100%

Aunque la población ha oído hablar de la Insti-
tución de forma generalizada, no ocurre lo mismo
con el conocimiento sobre sus funciones, que es
bastante desigual.

El 63% de los ciudadanos encuestados mani-
fiesta conocer sus funciones. Un 22% dice saber
algo al respecto, mientras que el 15% restante no
conoce la Institución o no sabe nada de sus fun-
ciones.

Navarra Pamplona

Tierra Media Ribera y 

Montaña Estella Oriental Alta Tudela Comarca

50% 64% 66% 47% 66% 67%

Por Comarcas constatamos que el desconoci-
miento sobre las funciones de la Institución es
mayor en la Montaña y en la Ribera Alta y en las
poblaciones de menor tamaño, donde contestan
que “Sí” las conocen tan solo el 50% y el 47% res-
pectivamente.

Pamplona >10.000 5.001- 1.001 < 1.000

10.000 -5.000

70% 68% 64% 55% 49%

El grado de conocimiento de las funciones es
ligeramente superior en el caso de los hombres, y
en las edades medias de la vida (72% de “Sí”).
Constatamos nuevamente que el colectivo de
menores de 25 años es el que menos conoce la
Institución (38% de “Sí”).

Hombre Mujer 16-25 26-35 36-55 56-65 >65

64% 61% 38% 65% 72% 75% 56%
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Las amas de casa (57% de “Sí”) y los Estu-
diantes (36% de “Sí”) son quienes menos conocen
las funciones de la Institución.

Trab Trab En Trab

Propia Ajena Paro Jubilado Hogar Estudiante

71% 68% 67% 64% 57% 36%

8.2. PRESENCIA EN MEDIOS DE COMUNI-
CACIÓN

Con su presencia habitual en los Medios de
Comunicación la Defensora del Pueblo trata de
dar a conocer la institución y sobre todo de hacer
comprensible su función.

En el año 2005 la Defensora ha realizado 21
Notas de prensa, 7 Ruedas de Prensa, 9 interven-
ciones en Radio y 3 entrevistas en televisión.

La Ruedas de prensa hicieron referencia a la
presentación del Plan Estratégico 2005/2007, del
Informe Especial de Prostitución, del Informe
Especial de la Tercera Edad, de la campaña de
“Protección al Menor en Internet” y del Taller de
Educación para la Convivencia, y del Convenio
con los Ayuntamientos participantes en el Plan
Local de Derechos Ciudadanos.

Las intervenciones radiofónicas tuvieron lugar
en la Cadena SER, Radio Universidad de Navarra,
COPE Navarra, RNE y Onda Cero, en tanto que
las entrevistas en televisión fueron concedidas a
Canal 6 Navarra, ETB, y Popular Televisión.

En el último trimestre del 2005, y por primera
vez desde la puesta en funcionamiento de la Insti-
tución, se ha iniciado una nueva línea de colabo-
ración con los medios locales ya que la Defensora
del Pueblo participa de forma regular y con perio-
dicidad mensual en dos espacios radiofónicos, en
Onda Cero y en COPE-Navarra. Ambos espacios
radiofónicos de aproximadamente media hora de
duración tienen una estructura similar y en ellos
se abordan:

• Conocimiento general de la Institución: ¿Para
qué sirve la Institución?, ¿a qué tipos de tareas se
dedica?, ¿se reciben muchas quejas?, ¿Frente a
qué organismos se puede presentar quejas?,
¿Qué hay que hacer para presentar una queja?,
¿Las Administraciones hacen caso a las recomen-

daciones de la Defensora?, ¿Cómo perciben los
ciudadanos la Institución?, ¿Cuáles son los tipos
de quejas más frecuentes que se reciben?

• Temas de actualidad relacionados con los
derechos ciudadanos. Día contra la violencia de
género, aprobación de la Ley del Menor, denuncia
pública por los barracones del colegio Patxi
Larrainzar, denuncia de ANASAPS por el anuncio
del copago en los nuevos centros de Rehabilita-
ción Psicosocial, inmigrantes subsaharianos, etc.

• Un tema central de carácter divulgativo: Pro-
tección del menor en internet, Derechos en mate-
ria de viviendas, etc.

• Ejemplos de los tipos de quejas más frecuen-
tes y recientes.

• Divulgación del Teléfono gratuito 900– 702 -
900

Resulta de agradecer la colaboración desinte-
resada de ambas empresas radiofónicas y aunque
solo han transcurrido unos pocos meses desde la
puesta en marcha de esta iniciativa parece cons-
tatarse que la misma tiene un indudable impacto.

8.3. CAMPAÑA “ACTÚA”

A fin de reforzar la campaña realizada en años
precedentes para dar a conocer el teléfono gratui-
to 900– 702 -900 de la Institución se puso en mar-
cha una Campaña Publicitaria, bajo el eslogan de
“Actúa” y que estuvo basada en un diseño gráfico
original cedido de manera desinteresada por la
prestigiosa firma KUKUSUMUXU.

La campaña con una duración temporal de tres
meses, y con un coste total de algo más de 21.000
€ consistió básicamente en la:

• Edición de 4000 ejemplares de un Folleto
informativo general de la Institución. (1000 de ellos
en euskera)

• Edición de 1500 carteles (500 de ellos en
euskera)

• Publicación de un total de 30 anuncios en la
prensa local prolongados en un período de tres
meses.

• Emisión en la Televisión de un faldón móvil
con un total de 190 emisiones.

• Emisión de un total de 295 Cuñas de Radio.

Faldón para Prensa
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Fotograma de cierre del anuncio
emitido en televisión para la

Campaña “Actúa”.

Cartel Campaña
“Actúa”

Folleto 
desplegado

(Interior)

Folleto 
desplegado

(Exterior)
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8.4. NUEVA PÁGINA WEB ACCESIBLE

Las personas con diferentes tipos de discapa-
cidad pueden experimentar dificultades para utili-
zar las páginas Web debido a una combinación de
barreras. En la mayoría de los casos estas barre-
ras significan que los colectivos de discapacita-
dos, ya de por si discriminados, no puedan apro-
vechar las enormes posibil idades de
comunicación que les puede brindar la Red en el
acceso a programas educativos, información rela-
cionada con el empleo, información sobre activida-
des o programas cívicos, acceso a la información
general de la Web, etc.

Los problemas más habituales de accesibilidad
a los sitios Web incluyen:

• Imágenes sin texto alternativo.

• Ausencia de texto alternativo para los puntos
sensibles de los mapas de imagen.

• Uso incorrecto de los elementos estructurales
en las páginas.

• Sonidos no subtitulados o las imágenes no
descritas.

• Ausencia de información alternativa para los
usuarios que no pueden acceder a los marcos
(“frames”) o a los programas incrustados
(“scripts”).

• Tablas difíciles de interpretar cuando se alinean.

• Sitios con un contraste de colores pobre.

Por todo lo dicho la normativa vigente exige a
las Administraciones Públicas adaptar sus Páginas
Web para cumplir los estándares de accesibilidad
antes del 31 de diciembre del 2005. La institución
del Defensora del Pueblo no podía ser ajena a esta
obligación y por ello procedió a la contratación de
una empresa externa para la adaptación de su
página Web a dichos requerimientos técnicos.



La adaptación de la página Web ha supuesto
también un cambio en su imagen visual.

Un ligero retraso en la fecha prevista de
implantación ha hecho que no haya estado opera-
tiva a 31 de diciembre, pero finalmente ha sido
puesta en marcha en el primer trimestre del 2006.

http://www.defensora-navarra.com

8.5. MASTER DERECHOS HUMANOS UNI-
VERSIDAD DE ALCALÁ

En el mes de noviembre la Defensora del Pue-
blo de Navarra participó como ponente invitada en
el II Master sobre Protección de Derechos Huma-
nos que viene organizando la Universidad de Alca-
lá, dentro del Curso de Especialización en Dere-
cho Internacional y Europeo de los Derechos
Humanos, en colaboración con el Defensor del
Pueblo, el Instituto Nacional de Administración
Pública y la Oficina de Derechos Humanos del
Ministerio de Asuntos Exteriores.

El contenido de la ponencia, que estaba cen-
trado en “La presentación de quejas antes los
Defensores del Pueblo Regionales”, estuvo dividi-
do en una primera parte teórica, a la que siguió
una segunda más práctica relacionada con la
casuística de las quejas presentadas ante la Insti-
tución, finalizando con un coloquio con los asis-
tentes a la jornada, en el que se produjo un inter-
cambio de opiniones y preguntas sobre algunos
de los aspectos objeto de la exposición anterior.

Por lo que hace referencia a la parte más teóri-
ca de la exposición, esta se estructuró básicamen-
te en tres apartados que guardan una especial
relación con la propia configuración de la Institu-
ción y con su actuación en el ámbito de su activi-
dad supervisora a través de las quejas que formu-
lan los ciudadanos y ciudadanas:

a) Previsión normativa sobre su existencia y
breve referencia al proceso de creación en Nava-
rra de la figura del Defensor del Pueblo, cita a la
Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, y alguna de sus
peculiaridades.

• Creación de la figura en Navarra y figuras afi-
nes en otras Comunidades

• Algunas peculiaridades de la Ley Foral
4/2000, de 3 de julio, especialmente por los que
se refiere a las previsiones de supervisión de:

– Los servicios gestionados por terceros o a
actividades de organismos o entidades que
actuando en un servicio público están sometidas a
algún tipo de control o tutela por la Administración.

– Las entidades locales de Navarra como con-
secuencia de las competencias históricas recono-
cidas a la Comunidad Foral en materia de régimen
municipal.

b) Referencia a los diferentes principios que
vienen inspirando la tramitación de las quejas ante
nuestras Instituciones, con análisis de sus distin-
tas fases y consideraciones a tener en cuenta en
cada una de ellas.

• Fases

– Iniciación

– Investigación

– Finalización o resolución 

• Sumariedad e informalidad de la investiga-
ción y actuación de los Defensores del Pueblo

– La existencia de un plazo para recibir la con-
testación de la Administración.

– Momento de iniciación de la actuación inves-
tigadora de la Administración.

– Tramitación de la petición de información.
Interlocución con la Administración.

• La obligación de colaboración de la Adminis-
tración

• Importancia de la motivación en las posicio-
nes

• Resoluciones

– Recomendación

– Sugerencia

– Advertencia

– Recordatorio de deberes legales

• Breve referencia a la función mediadora como
característica destacada de la actuación que lle-
van a cabo los ombudsman.

c) Reflexiones en torno al procedimiento de tra-
mitación de quejas como cauce de las relaciones
de los Defensores del Pueblo con la Administra-
ción.

• Consideraciones sobre si el procedimiento de
tramitación de la queja es un verdadero procedi-
miento

• Análisis de los principios inspiradores del pro-
cedimiento administrativo como referencia para
extraer los principios que informan el procedimien-
to de tramitación de un expediente de queja o
actuación de oficio

– Principio de contradicción
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– Principio de economía procesal

– Principio in dubio pro actione

– Principio de oficialidad

– Principio de exigencia de legitimación

– Principio de imparcialidad

– Principio de transparencia contra principio de
confidencialidad. La obligación de reserva de los
Defensores del Pueblo. Situaciones que pueden
presentarse:

=> Solicitud del promotor de la queja de acce-
der al propio expediente.

=> Pretensión de la Administración de conocer
el nombre del reclamante o el contenido de la
queja.

=> Acceso a la información o documentos del
Defensor del Pueblo de comisiones parlamenta-
rias, grupos parlamentarios o parlamentarios indi-
viduales.

=> Acceso a la información o documentos del
Defensor del Pueblo de comisiones parlamenta-
rias, grupos parlamentarios o parlamentarios indi-
viduales.

– El principio de gratuidad del procedimiento

• Otros ámbitos de relación con la Administra-
ción 

Tras esta primera parte, en la que la tramita-
ción de las quejas tuvo un especial tratamiento,
seguidamente la exposición se centró más en
otras actividades igualmente desarrolladas por la
Institución y que son reflejo de la dimensión pro-
activa o de impulso de derechos, consustancial a
cualquier Institución garantista.

d) Referencias a actuación proactiva de la Ins-
titución y breve cita a iniciativas llevadas a cabo
en este sentido (Informes especiales, Impulso de
Derechos, Contactos con Asociaciones y Ayunta-
mientos, etc.).

• Línea de actuación en las diferentes iniciati-
vas que aborda la Institución a la vista de la expe-
riencia de funcionamiento

– Proactividad

– Calidad y transparencia

• Referencia a diversas actuaciones e iniciati-
vas llevadas a cabo en este sentido

– Informes anuales al Parlamento de Navarra

– Informes Especiales al Parlamento de Navarra

– Otras actuaciones impulsoras de derechos
(Iniciativas y actuaciones de oficio, Campañas,
Convenios con Ayuntamientos, Asociaciones cola-
boradoras, etc.)

– Publicaciones

• Líneas estratégicas de la Institución para los
años 2005 / 2007 (Plan Trienal)

– Expectativa y respuesta en la actuación de la
Institución

– Crecer y actuar

– En cuanto a la defensa de los derechos de
los ciudadanos/as y su desarrollo e impulso

– En cuanto a la eficacia de la Institución de la
Defensora del Pueblo

=> Las relaciones con los ciudadanos

=> Las relaciones con las Administraciones
Públicas de Navarra

Como se ha expuesto anteriormente, tras esta
primera parte teórica, la segunda parte tuvo como
eje central la distintas casuística de las quejas for-
muladas ante la Institución, con una breve referen-
cia a las estadísticas más significativas, y un análi-
sis de algunas de las recomendaciones,
recordatorios de deberes legales o sugerencias
formuladas en materias o áreas fundamentalmen-
te referidas a actividades prestacionales de la
Administración (Bienestar Social, Educación, etc.).

Por último, el coloquio con los participantes sir-
vió para aclarar algunos de los aspectos comenta-
dos en la exposición.

8.6. OTRAS CHARLAS Y CONFERENCIAS
PÚBLICAS DE LA DEFENSORA

A lo largo del año la Defensora ha impartido
Charlas y Conferencias Públicas sobre diversos
temas y en distintos foros.

• Reformas Estatutarias. Baeza (Jaén). 5/6 de
mayo. Jornadas Extraordinarias de Coordinación
de Defensores del Pueblo.

• Informe de Dependencia y Derechos de los
Mayores. Tudela. 26 mayo. Asoc. Jubilados y Pen-
sionistas “La Ribera”.

• Informe de Dependencia y Derechos de los
Mayores. Tercera Edad. Tudela. 31 mayo. Charla
con “Aulas Tercera Edad” sobre IE Tercera Edad.

• Derechos de los pacientes. Pamplona. 1 de
junio. Hotel Iruña Park Presentación libro “Con voz
propia” de Marga Iraburu. Pamplona.
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• Informe de Dependencia y Derechos de los
Mayores. Lekunberri. 24 de junio. Asociación de
Jubilados sobre IE. Tercera Edad.

• Transparencia y control de la Gestión Pública.
San Lorenzo del Escorial. 27 de julio. Cursos de
Verano de la Universidad Complutense.

• Nuevas formas de Pobreza y Exclusión Bar-
celona. Junio Jornadas XX Aniversario de la Ley
del Síndic de Greuges de Catalunya.

• Informe de Dependencia y Derechos de los
Mayores. Arguedas. 30 de noviembre. Asociación
de Jubilados.

• Clausura XIV Jornadas de ANASAPS. Pam-
plona. 6 de octubre.

• Master Derechos Humanos Universidad de
Alcalá Alcalá de Henares. 24 de noviembre.

• Fracaso escolar. Tudela. 25 de noviembre.
APYMA IES Benjamín Tudela.

• La regulación legal de figura del Defensor del
Pueblo. Oviedo. 14 de septiembre. Junta General
(Parlamento) del Principado de Asturias.

• Estrategias de Incorporación de Valores y
Derechos en la Educación Secundaria. Pamplona.
17 de junio. Universidad Pública de Navarra.

• Estrategia de Implicación Social en Educa-
ción por la Convivencia. 22 de noviembre. Univer-
sidad Pública de Navarra.

• Protección del Menor en Internet. 20 de
diciembre. Hotel Iruña Park.

• La violencia escolar y familiar. Alicante. 17/19
de octubre. XX Jornadas de Coordinación de
Defensores del Pueblo de España.

• Violencia de Género. 22 de noviembre Burla-
da. Semana de la Violencia de Género.

En virtud de su cargo la Defensora ha asistido
también a un gran número de Actos Institucionales
que no consideramos preciso detallar.
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El objetivo de los talleres previos es analizar en
profundidad un tema en particular hasta lograr
alcanzar un consenso esencial y unas recomen-
daciones generales que no solo sirven para actuar
con una sola voz frente a las distintas Administra-
ciones Públicas sino que además nos permite
crea un bagaje de principios y criterios comunes
que son de gran utilidad para el desarrollo poste-
rior de la labor de cada una de las instituciones 

En el programa que se seleccionaron las
temas más candentes que tienen como protago-
nista al menor. Además de los citados temas en
las propias Jornadas se dedicó una atención pre-
ferente al problema de la violencia en la que se ve
implicados los menores y jóvenes bien como suje-

to pasivo o en ocasiones también como sujeto
activo.

TEMÁTICAS ABORDADAS EN LAS JORNA-
DAS.

• “Los menores y las nuevas realidades tecno-
lógicas y mediáticas”. Presentación de las Conclu-
siones del Taller.

• “Administración de justicia y menores”. Presen-
tación de las Conclusiones del Taller.

• “Nuevos retos para la salud de los jóvenes”.
Presentación de las Conclusiones del Taller.

• “Contenidos delictivos y contenidos nocivos
en Internet” que tuvo como ponentes a don Juan

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-3 / 13 de junio de 2006

4

9 ACTIVIDADES DE COLABORACIÓN INSTI-

TUCIONAL

Las actividades de colaboración institucional
constituyen una seña de identidad de la Defenso-
ra del Pueblo. Ello ha sido así muy especialmente
a lo largo del año 2005 en el que se han incre-
mentado las actividades conjuntas con las institu-
ciones afines , se ha mantenido la colaboración
con las dos principales Universidades de nuestra
Comunidad, y se ha continuado con la labor de
coordinación con los entes locales de Navarra,
Asociaciones, etc.

9.1. JORNADAS DE COORDINACIÓN DE
DEFENSORES AUTONÓMICOS. “LAS ADMINIS-
TRACIONES ANTE LOS PROBLEMAS DE LA
INFANCIA Y LA JUVENTUD”

Un año más las XX Jornadas de Coordinación
de los Defensores del Pueblo Autonómicos con el
Defensor del Pueblo de España, celebradas en
Alicante los días 17 a 19 de octubre de 2005, sir-
vieron de foro de encuentro entre los titulares y

adjuntos y al personal asesor de las distintas de
las instituciones 

Por primera vez, unas Jornadas de Coordina-
ción se dedicaron monográficamente a tratar los
problemas que atenazan a un colectivo en particu-
lar, el de los niños y jóvenes, colectivo especial-
mente vulnerable y por tanto, objeto de atención
preferente por parte de los Defensores.

La inauguración de las Jornadas corrió a cargo
del Honorable Sr. D. Victor Campos Guinot, Vice-
presidente del Consell de la Generalitat Valencia-
na y el acto de clausura fue presidido por el Molt
Excellent Sr. D. Julio de España Moya, Presidente
de las Cortes Valencianas 

Previamente, y como ya es tradicional, los
temas estrella fueron objeto de Talleres de Debate
y Consenso que tuvieron lugar meses antes de la
celebración de las Jornadas y fueron organizadas
por las Instituciones Defensor del Pueblo de Anda-
lucía, del Diputado del Común de Canarias y del
Justicia de Aragón y se desarrollaron en sus res-
pectivas sedes.

Título del Taller
Institución

Responsable
Localidad

“Los menores frente a las
nuevas realidades tecnológi-
cas y mediáticas”

Defensor del Pueblo de
Andalucía

Sevilla

“Nuevos retos para la salud
de los jóvenes”

Justicia de Aragón Zaragoza

“La Administración de
Justicia y los Menores”

Diputado del Común de
Canarias

Santa Cruz de Tenerife



Salom Clotet, Comandante del Grupo de delitos
telemáticos de la Guardia Civil y a don Guillermo
Cánovas Gaillemin, Presidente de la asociación
PROTÉGELES 

• “Violencia escolar y familiar”, que tuvo como
ponentes al Síndic de Greuges de Catalunya, al
Ararteko del País Vasco y a la Defensora del Pue-
blo de Navarra.

• “El sistema de protección de menores y la
prevención de la violencia”, contó con la participa-
ción como ponentes del Valedor do Pobo y a la
Defensora del Pueblo de Castilla-La Mancha.

• “Tribus urbanas y violencia” que tuvo como
ponentes al Defensor del Pueblo de España y al
Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana

• “Juventud y violencia de género” que contó
con la ponencia presentada por Doña Mª José
Díaz-Aguado Jalón Catedrática de Psicología de
la Educación Universidad Complutense de Madrid

La participación de la institución de la Defenso-
ra del Pueblo de Navarra fue como siempre muy
activa en la formulación de propuestas a los distin-
tos talleres que mayoritariamente fueron acogidas
en los conclusiones respectivas. A lo largo de las
Jornadas la Defensora del Pueblo intervino con la
ponencia titulada “La violencia escolar y familiar”.
Esta ponencia y el debate posterior a la misma
dieron lugar con posterioridad a la iniciativa de
“Implicación Social en Educación por la Conviven-
cia” a la que ya hemos hecho alusión en el aparta-
do 4.1.6. de este Informe Anual y que por tanto evi-
tamos reiterar.

Presentamos a continuación las principales
conclusiones generales de la Jornadas y de los
tres talleres mencionados:

9.1.1. CONCLUSIONES GENERALES SOBRE LA
RESPUESTA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
ANTE DIFERENTES FENÓMENOS Y PROBLEMAS
QUE AFECTAN A LA INFANCIA Y LA JUVENTUD

Los Defensores y Defensoras del Pueblo,
como instituciones que tienen asignada la defensa
de los derechos de todas las personas, muestran
una especial dedicación hacia aquellos sectores
de la sociedad que por su vulnerabilidad requieren
una singular protección. En este contexto, estas
instituciones vienen desarrollando como objetivo
prioritario en sus actuaciones la defensa de los
derechos de la infancia y la adolescencia.

Nos encontramos ante una realidad cambiante
que afecta a este sector de la población que, en
algunos casos, está generando preocupación

social y que exige una adecuada respuesta de
toda la sociedad. Nuestros jóvenes viven situacio-
nes a veces difíciles, derivadas de una sociedad
en cambio, de nuevos contextos educativos
(sociedad globalizada, de la comunicación, en
red), con nuevas oportunidades y riesgos. Se trata
de una realidad compleja que debe explicarse
como tal y que requiere la implicación de todos (la
escuela, la familia, la cultura, los medios de comu-
nicación, los poderes públicos, etc.).

Ante esta situación, los Defensores y Defenso-
ras del Pueblo reunidos en Alicante en las XX Jor-
nadas de Coordinación, han considerado necesa-
rio abordar en estas Jornadas una reflexión y
valoración de esta realidad que posibilite un pro-
nunciamiento de estas instituciones que contribu-
ya a aportar algunos elementos que ayuden a
lograr una mayor garantía de los derechos que
afectan a la infancia y a la juventud.

En este sentido, los Comisionados, MANIFES-
TAMOS que:

• Los niños, niñas y adolescentes tienen dere-
cho a vivir en una sociedad que les ayude a des-
arrollarse como personas en un entorno de convi-
vencia, a contar con personas adultas que les
acompañen en su desarrollo, que les enseñen a
comprender que forman parte de una comunidad
y, en consecuencia, a respetar normas y límites de
convivencia. · La aparición de situaciones conflicti-
vas que tienen a los niños, niñas y adolescentes
como protagonistas y que concitan la preocupa-
ción de la sociedad, no debe hacernos olvidar que
la infancia y adolescencia forma parte de una rea-
lidad social que todos compartimos y de la que
somos corresponsables.

• Solo la participación de los niños, niñas y
adolescentes en la gestión de su propia vida y en
los ámbitos de convivencia familiar, escolar y
social, podrá garantizar esa implicación directa
que se requiere para su adecuado desarrollo. La
mejor manera de proteger a la infancia y la ado-
lescencia es dotarla de recursos para gestionar
adecuadamente los riesgos y la complejidad de la
sociedad en la que han de vivir.

• Para que el sistema de protección ofrezca a
los menores a los que atiende soluciones adecua-
das y oportunas a su situación personal, debería
organizar sus actuaciones e intervención de
manera ágil, individualizada, objetiva y flexible.

Como respuesta a estas necesidades, plantea-
mos las siguientes PROPUESTAS:

1. Que se evalúe y analice si los servicios
públicos destinados a la atención de la infancia y
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adolescencia están dando una respuesta adecua-
da a sus nuevas necesidades. En este sentido,
resulta de especial importancia revisar en profun-
didad los sistemas de protección y reforma y valo-
rar sus logros y dificultades, así como la respuesta
que están dando a determinados sectores socia-
les en situaciones especialmente vulnerables.

2. Que con independencia de las distintas posi-
ciones que puedan adoptarse respecto de la
actual reforma de la Ley Penal del Menor, cual-
quier propuesta de mejora debe basarse en una
evaluación y ponderación del actual marco norma-
tivo, de los medios actuales puestos a su disposi-
ción y de la eficacia de las medidas para lograr
que los adolescentes se hagan responsables de
sus conductas.

3. Que ante las distintas manifestaciones de
violencia es imprescindible que las administracio-
nes públicas, en los distintos niveles y sistemas,
impulsen planes de coordinación de sus actuacio-
nes y programas en relación con la prevención y
atención de este fenómeno social en los diferentes
ámbitos en los que se produzcan. En este sentido,
llamamos especialmente la atención sobre el pro-
blema de la violencia de género en el ámbito juve-
nil, que se manifiesta en proporciones similares a
como lo hace en el mundo de adultos.

4. Que desde los poderes públicos se fomen-
ten las potencialidades que presentan las nuevas
tecnologías, como herramienta formativa, educati-
va y de ocio para los menores. Que se establezca
una regulación que elimine los riesgos derivados
de los contenidos ilícitos, nocivos y peligrosos que
presentan, y que se propicie la educación de los
menores en un uso responsable y seguro de las
mismas.

5. Que las administraciones den prioridad a los
planes de convivencia en los centros educativos y
difundan las buenas prácticas que ya existen,
poniendo una especial atención en los aspectos
organizativos, de distribución del alumnado y de
implicación de los núcleos familiares en la activi-
dad educativa.

6. Que ante los fenómenos grupales de los
adolescentes y jóvenes denominados tribus urba-
nas, debe diferenciarse lo que son manifestaciones
propias de su forma de ser y de su necesidad de
pertenencia a un determinado colectivo, de aque-
llas otras que suponen una ruptura de la conviven-
cia social y que requieren la adopción de medidas
adecuadas y efectivas. Las administraciones,
especialmente las locales, han de desarrollar un
sistema de trabajo educativo y social de calle, en el

propio medio, que permitan conocer la realidad y
actuar cuando aparezcan las dificultades.

7. Que los diferentes agentes sociales (la
comunidad, la escuela, la familia, los medios de
comunicación...) den una respuesta integral, cohe-
rente y no contradictoria respecto a los consumos
tempranos y perjudiciales de sustancias tóxicas y
estupefacientes, de alcohol, así como de tabaco,
que deben ser considerados como un problema
de salud pública.

Declaración suscrita en Alicante, a 19 de octu-
bre de 2005 por todos los Defensores del Pueblo.

9.1.2. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DEL
TALLER SOBRE “NUEVOS RETOS PARA LA SALUD
DE LOS JÓVENES”

En el Taller celebrado en Zaragoza y organiza-
do por la institución del Justicia de Aragón y al que
asistieron representantes de todas las Institucio-
nes de Defensores Autonómicos y del Defensor
del Pueblo de las Cortes Generales se alcanzaron
las siguientes Conclusiones y Propuestas:

1. Con carácter general

Teniendo en cuenta que son varios los factores
que pueden incidir en el problema, es imprescindi-
ble la existencia de planes de ámbito territorial
limitado, actualizados de manera permanente y
dirigidos a los diversos colectivos de jóvenes y
adolescentes.

Es obvio que las drogodependencias y otras
adicciones son un problema de salud pública. Por
ello es necesario recurrir a todas las técnicas e
instrumentos que se vienen utilizando en salud
comunitaria y, por supuesto, se debe buscar una
implicación muy activa de la comunidad en todas
las fases del proceso.

No parece haber duda en que los ámbitos a
los que tienen que llegar esas líneas de actuación
son varios: la comunidad, la escuela, la familia,
zonas de riesgo, espacios de ocio, y también el
asistencial, donde junto con las actuaciones de
promoción se han de consolidar y completar unos
recursos que se muestra insuficientes.

2. Competencias e intervención integral

Deben definirse con precisión las competen-
cias de las distintas administraciones públicas que
están llamadas a intervenir en la materia, pues
sólo desde la exigencia de responsabilidad en el
cumplimiento de esas competencias se puede
abordar la problemática inherente. Precisar asimis-
mo las medidas de coordinación necesarias entre
las distintas administraciones públicas para con-
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seguir la atención integral al problema desde las
distintas ópticas y vertientes, dado el carácter
transversal de la cuestión.

Ha de realizarse un tratamiento conjunto de
Planes contra el consumo perjudicial de sustan-
cias adictivas, incluyendo drogas, alcohol, tabaco,
etc, pues, en definitiva, el consumo de esas sus-
tancias tiene similares características.

3. Planificación

Definir normativamente los aspectos básicos
de los Planes sobre drogodependencias. Así,

• Sistematizar y homogeneizar los estudios
que deben hacerse sobre la materia así como las
medidas que se deban adoptar para alcanzar
soluciones, garantizando de esta forma el segui-
miento regular del problema, el conocimiento de
su evolución y la eficacia real de los planes y
actuaciones que desde la Administración se llevan
a cabo.

• Definir los objetivos de calidad (reducción de
daños asociados, retraso de edad en el inicio del
consumo, disminución del mismo, generación de
conciencia social, resultados de alternativas de
ocio, etc) y los modos de evaluación continua, no
limitándose a ejecutar múltiples iniciativas sin
valoración alguna sobre su utilidad. Este aspecto
es la gran asignatura pendiente de la Administra-
ción.

• Dotar los planes de la suficiente financiación.
Siendo evidente que buena parte de los progra-
mas contra los usos de la droga son desarrollados
por los Ayuntamientos pero con financiación de las
CCAA, procede revisar las fórmulas de financia-
ción de tales actuaciones para que se asegure su
ejecución real.

En definitiva, profundizar en la consideración
de los Planes de Drogas como un instrumento de
impulso, programación y evaluación de un conjun-
to integrado de servicios, programas y medidas
que actúen de forma intensiva y coordinada, con
el objetivo común de controlar la oferta y reducir la
demanda.

4. Prevención

Deberían intensificarse todas las estrategias de
intervención, principalmente de prevención y con-
trol –como ya se viene haciendo por ejemplo en el
consumo de tabaco–, con el objetivo de crear un
clima social favorable a la adquisición de hábitos
de consumo saludables, de tal suerte que, sin
caer en la estigmatización, el consumo de drogas,
legales e ilegales, sea percibido por la población
como un factor perjudicial para la salud que debe

rechazarse y no como un valor aceptado social-
mente.

Para ello sugerimos canalizar las actuaciones
de prevención a través de los sistemas normaliza-
dos (educación, sanidad, servicios sociales, cultu-
ra, deportes, medios de comunicación, etc.), de
forma que puedan mantenerse en el tiempo y lle-
gar a un mayor número de personas.

a. Familia

Apoyo a las familias como reconocimiento del
hecho indiscutible de que la mejor prevención se
produce en el ámbito familiar. El ordenamiento
jurídico y las administraciones públicas deben
prestar mayor apoyo a los progenitores para que
puedan conciliar la vida laboral con la familiar,
para que tengan recursos y asesoramiento sufi-
cientes y puedan educar a sus hijos. Hasta la
fecha las medidas establecidas al efecto resultan
sumamente insuficientes.

No hay que olvidar que los padres son los prin-
cipales responsables de la educación y comporta-
miento de sus hijos, lo cual obliga a que siempre
que se produzca un conflicto en que intervengan
menores o una situación de riesgo derivada del
consumo de sustancias, se debe dar inmediata
participación a los progenitores para que asuman
su papel, con independencia de que los hechos
ocurran en un ámbito público o privado, en la vía
pública o en un centro escolar.

b. Escuela

La educación en el consumo alimentario y de
sustancias adictivas se debe incluir en los planes
de estudio de la ESO, FP y bachillerato, al ser
absolutamente necesario dotar a los jóvenes de
conocimientos que les permitan desarrollar com-
portamientos saludables. Dicha inclusión debe
reconocerse expresamente (educación para la
salud) en el conjunto del curriculo, de manera
transversal en todas las materias implicadas y en
el plan de acción tutorial, de manera que se
imparta con regularidad junto los demás conteni-
dos del currículo.

c. Comunidad

Se debe profundizar en la prevención en el
ámbito comunitario para lograr la implicación de
todos los agentes e Instituciones afectados, tanto
públicos como privados. En este aspecto las admi-
nistraciones públicas tienen que contar con profe-
sionales relacionados con la educación y la inter-
vención social especializados para actuar
eficazmente en este ámbito y promover alternati-
vas de ocio con los niños y jóvenes.
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Las administraciones públicas deben exigir a
las empresas y medios de comunicación social
que establezcan códigos de autorregulación y
cumplan de manera activa la normativa vigente en
materia de publicidad.

d. Ocio

Si bien los programas de prevención dirigidos a
los jóvenes en el ámbito del ocio y el tiempo libre
han registrado un aumento muy notable de su
cobertura en los últimos años, aún no son total-
mente accesibles al conjunto de este colectivo.

Se recomienda el cumplimiento efectivo de la
normativa publicitaria sobre bebidas alcohólicas y
tabaco. Algunas medidas concretas pueden dirigir-
se hacia la creación a nivel local de mesas por la
prevención del consumo abusivo de alcohol en la
que participen hosteleros, distribuidores de bebi-
das, medios de comunicación y representantes
municipales.

Se promoverá la coordinación entre las admi-
nistraciones públicas y las empresas de hostelería
para garantizar que no se dispensen a los meno-
res productos adictivos, lo que supondrá incre-
mentar las medidas de inspección de estableci-
mientos y espectáculos públicos, la formación de
los empleados para que colaboren en la preven-
ción y eviten la distribución fácil de sustancias así
como una firme aplicación del régimen sanciona-
dor en caso de vulneración de la ley.

También sugerimos que la Administración estu-
die la incidencia de la regulación horaria de los
establecimientos de hostelería en el consumo
abusivo de todo tipo de sustancias perjudiciales.

5. Atención integral

Conviene resaltar de nuevo la importancia de
la información y sensibilización para el reconoci-
miento de los problemas que conlleva el abuso a
las drogas (principalmente las de mayor consumo:
alcohol y cánnabis), a la vez que se normaliza la
imagen social de los drogodependientes y de los
servicios de atención.

Por todo ello, sugerimos la adopción de estra-
tegias de información dirigidas tanto a la población
general como a los grupos donde se concentran
los mayores consumos, respecto a los síntomas o
criterios indicativos de la existencia de un proble-
ma de abuso o dependencia a las drogas, enfati-
zando su posible solución y la mejora sustancial
del pronóstico cuanto más temprana es la inter-
vención; también en relación a los principales con-
tenidos de las diferentes modalidades terapéuticas
con las que se abordan este tipo de problemas,

destacando que los centros de tratamiento atien-
den todo tipo de dependencia a las drogas.

En este sentido, debería avanzarse en la inte-
gración de los servicios y programas existentes en
los sistemas normalizados de salud y servicios
sociales, de tal forma que los ciudadanos perciban
que la atención que reciben es una prestación
más de dichos sistemas y que tienen reconocidos
por la legislación vigente los mismos derechos y
deberes que el resto de usuarios, garantizándose
en todo momento su asistencia inmediata, sin que
deba ser la familia la que busque los servicios
más apropiados. Asimismo, deberían flexibilizarse
las diferentes estrategias terapéuticas de forma
que puedan atender a los chicos y chicas adoles-
centes, garantizándose la detección precoz y el
apoyo terapéutico a sus familias.

Régimen sancionador

Desde nuestro punto de vista, los mayores
daños son los efectos sanitarios y sociales que el
uso y abuso de alcohol produce en nuestros jóve-
nes en los tiempos y espacios de ocio. Resulta
obvio que un objetivo debe ser el retraso en la
edad de inicio en el consumo, ya que ello puede
ayudar a que los consumidores se encuentren
menos vulnerables e indefensos ante la oferta del
alcohol y de otras sustancias. Así, en este ámbito
sugerimos a las distintas administraciones las
siguientes actuaciones:

• Con el fin de reducir la disponibilidad del
tabaco así como el consumo indebido y abusivo
de bebidas alcohólicas en el entorno social, lograr
que todos los municipios aprueben una Ordenan-
za reguladora de esta materia.

• Debe garantizarse el cumplimiento del régi-
men sancionador de las infracciones por distribu-
ción y venta de alcohol y tabaco a menores y
garantizar el cumplimiento efectivo de las normas
que prohíben el consumo de tabaco, alcohol y
otras drogas en diferentes espacios y centros de
uso público, intensificando los mecanismos de ins-
pección y sancionadores.

• Facilitar a todos los establecimientos donde
se vendan bebidas alcohólicas y/o tabaco los car-
teles de advertencia de las limitaciones a dicha
actividad.

En cualquier caso, estamos convencidos que
es un problema que afecta a todas las administra-
ciones y a todos.
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9.1.3. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DEL
TALLER SOBRE “LOS MENORES FRENTE A LA NUE-
VAS REALIDADES TECNOLÓGICAS Y MEDIÁTICAS”

En el Taller celebrado en Sevilla y organizado
por la Institución del Defensor del Pueblo de Anda-
lucía y al que asistieron representantes de todas
las Instituciones de Defensores Autonómicos y del
Defensor del Pueblo de las Cortes Generales se
alcanzaron las siguientes Propuestas:

1. Propuestas en materia de Internet.

• Que desde los poderes públicos se incentive
la elaboración de contenidos que resulten adecua-
dos para la formación y educación de los menores
y para el ocio creativo de los mismos y se fomente
la agrupación de este tipo de contenidos en porta-
les temáticos de fácil acceso para los menores.

• Que desde los poderes públicos, y utilizando
los medios de comunicación, se realicen campa-
ñas de información y concienciación de la ciuda-
danía orientadas a promover un uso informado,
seguro y responsable de Internet por parte de los
menores.

• Que que se incluyan en los planes de estudio
contenidos didácticos específicos destinados a
formar a los menores en un uso informado, res-
ponsable y seguro de Internet.

• Que que se realice un estudio de los delitos
contra los derechos de los menores que se come-
ten utilizando Internet, con el fin de adecuar la
regulación penal vigente a las nuevas modalida-
des delictivas propiciadas por esta herramienta
tecnológica, incluyendo la tipificación de aquellos
contenidos que supongan la inducción a la comi-
sión de delitos contra los derechos de los menores
o la apología de los mismos.

• Que se establezcan canales efectivos de pre-
sentación y derivación de denuncias sobre conte-
nidos ilícitos o delictivos en internet, se difunda la
existencia de estos canales entre la ciudadanía y
se facilite el acceso y la utilización de los mismos
por los ciudadanos.

• Que se promueva la creación de mecanismos
internacionales de cooperación destinados a la
armonización de las legislaciones penales y la
persecución de los contenidos ilícitos o delictivos
en Internet que atenten contra los derechos de los
menores.

• Que se refuercen de inmediato los medios
personales y materiales puestos a disposición de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
para la detección y persecución de los delitos con-
tra los derechos de los menores cometidos a tra-

vés de Internet o utilizando esta herramienta tec-
nológica.

• Que desde los poderes públicos se promueva
la elaboración a nivel europeo e internacional de
una regulación orientada a establecer una ade-
cuada catalogación y etiquetado de los contenidos
de Internet que se estimen inadecuados o perjudi-
ciales para los menores, de forma que se posibilite
su identificación por medio de los programas de
filtrado y selección de contenidos.

• Que desde los poderes públicos se promue-
van acuerdos de autorregulación con los provee-
dores de servicios en Internet a fin de que los mis-
mos requieran de sus clientes la adopción de
sistemas de catalogación y etiquetado de conteni-
dos inadecuados o perjudiciales para los menores
y se responsabilicen del cumplimiento de las nor-
mas que en este sentido se puedan aprobar.

• Que desde los poderes públicos se incentive
la elaboración de programas de filtrado para la
limitación del acceso de menores a contenidos
inadecuados o perjudiciales que resulten eficaces
y sean de fácil utilización.

• Que desde los poderes públicos se promueva
la elaboración de una reglamentación que obligue
a los proveedores de servicios de acceso a Inter-
net a facilitar a sus clientes programas de filtrado
de contenidos que resulten eficaces y sean de
fácil utilización.

• Que desde los poderes públicos se realicen
campañas orientadas a concienciar a las familias
acerca de la necesidad de instalar programas de
filtrado de contenidos en aquellos ordenadores
que utilicen los menores para acceder a Internet.

• Que se regule el acceso de menores a Inter-
net en dependencias públicas o en locales priva-
dos, estableciendo la obligatoriedad de que los
mismos únicamente puedan utilizar ordenadores
con programas activados de filtrado de conteni-
dos.

• Que se regule la obligación de los titulares de
dependencias públicas o locales privados que per-
mitan el acceso de menores a Internet de facilitar
a los mismos información sobre las reglas básicas
para un uso seguro y responsable de esta herra-
mienta tecnológica.

• Que desde los poderes públicos se promueva
la creación de organismos independientes de
ámbito estatal y autonómico destinados al estudio,
la supervisión y el control de las nuevas tecnologí-
as de la información y el conocimiento, con capa-
cidad para presentar propuestas para la regula-
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ción de dichas tecnologías y para sancionar los
incumplimientos de las normas que las regulan.

2. Propuesta en materia de medios de

comunicación. televisión.

• Que desde los poderes públicos se incentive
la elaboración de contenidos televisivos específi-
camente destinados a los menores y en los que la
calidad, la trasmisión de valores adecuados y el
sentido didáctico se compaginen con el carácter
lúdico y la necesidad de resultar atractivos para
sus destinatarios.

• Que se regule la obligación de las empresas
televisivas de destinar un tiempo mínimo de su
programación a la emisión de contenidos específi-
cos destinados al público menor de edad.

• Que en las normas que regulan los medios
de comunicación audiovisual se incluyan disposi-
ciones destinadas a proteger a los menores frente
a la presencia de contenidos inadecuados o perju-
diciales en los espacios dirigidos específicamente
a los mismos.

• Que se extienda a las CC.AA. el Acuerdo
Nacional sobre regulación del horario infantil y
protección de menores y se amplíe el mismo para
que incluya a las televisiones locales y a los nue-
vos formatos televisivos (televisiones de pago, ser-
vicios en línea o interactivos, etc.).

• Que se cree un Consejo Audiovisual del Esta-
do y Consejos Audiovisuales en las CC.AA., como
órganos independientes dotados de una potestad
sancionadora eficaz.

• Que se realicen campañas formativas y de
concienciación, dirigidas a las familias y los meno-
res, y orientadas a fomentar un uso responsable y
adecuado de la televisión.

• Que se incluyan en los planes de estudios
contenidos didácticos destinados a la formación
de los alumnos en un uso responsable, crítico e
informado del medio televisivo.

• Que se incluyan en las legislaciones sectoria-
les destinadas a regular los medios de comunica-
ción y en las legislaciones de protección de meno-
res normas destinadas a la protección de los
menores frente a los contenidos inadecuados o
peligrosos para su formación o desarrollo perso-
nal.

• Que por los poderes públicos se fomente el
desarrollo de sistemas técnicos de filtrado y limita-
ción de los contenidos televisivos que faciliten el
ejercicio por las familias del denominado “control
parental” y se difunda el conocimiento y uso de
dichos sistemas por las familias.

• Que se exija el cumplimiento de las normas
sobre limitación y control de emisiones publicita-
rias en horarios infantiles o en programas destina-
dos a menores incluidas en el Acuerdo Nacional
sobre regulación del horario infantil y protección
de menores y se extienda dicho acuerdo al resto
de televisiones de ámbito territorial no nacional y a
los nuevos formatos televisivos.

• Que se fomente la existencia de Códigos de
Autorregulación que impidan la emisión de publici-
dad en medios audiovisuales que fomente el con-
sumo por menores de productos alimenticios poco
saludables o que propicien malos hábitos alimenti-
cios y extender dichos Códigos a todos los ámbi-
tos territoriales del Estado que cuenten con
medios de comunicación audiovisuales propios.

3. Propuestas en materia de videojuegos y

juegos de ordenador

• Que por los poderes públicos se incentive la
elaboración de videojuegos y juegos de ordenador
destinados a los menores con contenidos formati-
vos o educativos y se fomente su utilización por los
centros docentes como herramienta pedagógica.

• Que la Comisión de Seguimiento del Código
de Autorregulación incremente sus funciones de
control y supervisión, particularmente en relación
a las recomendaciones por edad.

• Que se profundice en la adopción de criterios
comunes para conseguir una concurrencia en la
clasificación de los contenidos de los distintos
soportes de software interactivo.

• Que se promueva la adopción de acuerdos
con los proveedores de información en Internet
para la clasificación de contenidos en materia de
videojuegos on line y con las empresas de telefo-
nía móvil para la clasificación de juegos para
móviles.

• Que se apruebe una regulación que impida la
distribución y venta de productos de ocio interacti-
vo que no cuenten con una adecuada clasificación
de contenidos y estén debidamente etiquetados
con recomendaciones por edades, estableciendo
sanciones para quienes incumplan estas normas.

• Que se apruebe una regulación que establez-
ca la prohibición de la venta y adquisición por
menores de productos de software para ocio inter-
activo en función de las edades recomendadas en
el etiquetado de los mismos y sancione los incum-
plimientos de dicha prohibición.

• Que se apruebe una regulación que determi-
ne las condiciones para la exhibición y publicidad
de productos de software para ocio interactivo con
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el objetivo de impedir que los menores tengan
acceso a contenidos que no sean recomendables
para su edad y establezca sanciones para quie-
nes incumplan estas normas.

• Que por los poderes públicos se realicen
campañas de concienciación dirigidas a las fami-
lias para conseguir que las mismas se responsabi-
licen de que los menores hagan un uso adecuado
y seguro de los productos de ocio interactivo.

• Que por los poderes públicos se fomente la
educación y formación de los menores en un uso
responsable y seguro de los productos de ocio
interactivo.

9.1.4. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DEL
TALLER SOBRE “LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
Y LOS MENORES”

En el Taller celebrado en Santa Cruz de Teneri-
fe y organizado por la institución del Diputado del
Común de Canarias y al que asistieron represen-
tantes de todas las Instituciones de Defensores
Autonómicos y del Defensor del Pueblo de las
Cortes Generales se alcanzaron las siguientes
Propuestas:

Partiendo del interés superior del menor, como
principio inspirador de todas las actuaciones, tanto
administrativas como judiciales, relacionadas con
los menores, la relación de éstos con la Adminis-
tración de Justicia, a juicio de los comisionados
parlamentarios, debe estar basada en su carácter
distinto y diferenciado de la Justicia de adultos y
exige la especialización de todos los operadores
intervinientes.

1. Los menores infractores

La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, regu-
ladora de la responsabilidad penal de los meno-
res, y el Reglamento aprobado en desarrollo de la
misma, ofrecen un adecuado marco jurídico de
actuación respecto a los menores infractores,
habida cuenta la orientación educativa de las
medidas que prevé y la amplia gama de medidas
alternativas al internamiento.

La agilidad que exige la Jurisdicción penal de
menores precisa una adecuada provisión tanto en
cuanto a infraestructuras y medios materiales
necesarios para su aplicación, como en cuanto a
personal, cuestión especialmente pendiente en
determinadas comunidades autónomas con un
creciente número de jóvenes infractores.

Las dilaciones que se producen como conse-
cuencia de la carencia de medios ocasionan una
serie de efectos negativos: inseguridad jurídica y

ciudadana, quiebra de la finalidad educativa de la
medida que se imponga e incremento de los inter-
namientos cautelares. Ante esta situación se pro-
pone:

• Una adecuada dotación de las plantillas de
los Juzgados y Fiscalías de Menores

• Evitar la tardanza que se produce en cubrir
las vacantes que se producen por enfermedad o
traslado.

• Agilizar la tramitación mediante la implanta-
ción de los juicios rápidos en el ámbito de la Justi-
cia de menores para aquellos casos de infraccio-
nes leves o situaciones menos complejas,
manteniendo los principios inspiradores de la
LRPM.

• Adecuar la ubicación de los Juzgados y Fis-
calías de Menores, así como de las dependencias
destinadas a detención, de forma que se garantice
la privacidad y atención a los menores.

Dada la especial relevancia del equipo técnico,
tanto en su misión de asesoramiento a jueces y
fiscales, como en las funciones de mediación
entre el menor y la víctima o perjudicado, resulta
necesario:

• Una adecuada dotación de las plantillas,
siendo deseable la existencia de un equipo técni-
co completo por Fiscal integrado por un psicólogo,
un trabajador social y un educador.

• Integrar en los equipos un profesional con
preparación específica en materia de mediación.

• Estabilidad del personal, al constituir una figu-
ra de referencia en la intervención con el menor.

• Potenciar la posibilidad de mediación (conci-
liación-reparación), restringiendo al máximo la
intervención penal.

Las competencias encomendadas a las comu-
nidades autónomas en materia de ejecución de
medidas exige de las administraciones autonómi-
cas, tras la reciente entrada en vigor del Regla-
mento de la Ley Orgánica 5/2000, actualizar y
adecuar a las directrices ahora en vigor, las dispo-
siciones dictadas a nivel autonómico en ejecución
de dichas competencias.

Dada la existencia, en la mayoría de las comu-
nidades autónomas, de distintos departamentos
administrativos relacionados con la Justicia de
menores, y aún siendo deseable, en aquellas
comunidades donde no exista, la creación de un
organismo específico que aglutine dichas compe-
tencias, resulta imprescindible:
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• Arbitrar mecanismos de coordinación entre
los distintos departamentos relacionados con la
reforma de menores, facilitando la consecución de
criterios y objetivos compartidos.

• Mayor coordinación entre el ámbito de protec-
ción y el ámbito de reforma, entre otras vías, a tra-
vés del traslado del expediente del menor sujeto a
protección.

En atención a la insuficiencia de recursos
detectada para atender las previsiones de la
LRPM en cuanto a la ejecución de las medidas
acordadas, corresponde a las comunidades autó-
nomas:

• Un adecuado esfuerzo inversor que permita
la correcta puesta en funcionamiento y la dotación
de medios suficientes para el desarrollo efectivo
de todas y cada una de las medidas que la norma
prevé.

• Adecuada dotación de personal técnico por
parte de la Administración competente en materia
de ejecución de medidas, de forma que se respeten
las ratios (menores/profesional) recomendables.

• Potenciar los medios y recursos abiertos,
siendo deseable restringir al máximo las medidas
privativas de libertad y durante el tiempo mínimo
necesario.

• Dotar a los recursos en medio abierto de
equipos especializados y suficientes recursos ope-
rativos para su efectividad.

• Suscribir convenios entre entidades públicas
para la efectividad de la medida de prestaciones
en beneficio de la comunidad.

• Potenciar asimismo los recursos en el propio
territorio, involucrando a los servicios sociales de
los ayuntamientos.

• Actuación en paralelo de los servicios socia-
les del Ayuntamiento, coordinando la atención a
las familias con la ejecución de las medidas en
medio abierto.

Dadas las diversas disfunciones detectadas en
la gestión de los centros de cumplimiento de
medidas, se hace preciso:

• Una adecuada dotación de infraestructuras y
medios personales y materiales que contribuyan a
solucionar el problema de hacinamiento que afec-
ta a determinados centros de cumplimiento.

• Conseguir la efectiva individualización de la
medida acordada respecto a cada joven infractor.

• Adecuada comunicación con la red de inter-
vención en el ámbito de protección.

• Desarrollar la colaboración entre la entidad
pública competente en materia de reforma y los
organismos públicos encargados de la gestión
educativa y sanitaria, a través de pactos entre
administraciones, para garantizar el derecho de
los menores a una atención sanitaria adecuada y
a la formación educativa o profesional.

• Prestar especial atención a la escolarización
de los menores, en colaboración con el educador
de base en el exterior.

• Plena accesibilidad de los chicos y chicas a
los programas de integración laboral.

• En materia de comunicaciones, visitas y sali-
das al exterior, establecer protocolos con criterios
uniformes, vinculantes para todos los centros de
cumplimiento, adaptados al nuevo Reglamento de
la LRPM.

• En cuanto a las funciones de vigilancia y
seguridad en el interior de los centros, éstas se
deben realizar por los propios trabajadores del
centro.

• Limitar los medios de contención a los previs-
tos y en los casos establecidos reglamentariamen-
te, evitando la prisionarización de los centros.

• Formación especializada y continua de los
profesionales de los centros de cumplimiento,
regulando adecuadamente el estatuto jurídico que
corresponde a los mismos.

• Reducir en todo lo posible la movilidad del
personal, ante la necesidad de referentes estables
para los menores.

• Control efectivo de la gestión de los centros,
por parte de la Administración autonómica compe-
tente, a través de criterios uniformes.

• Facilitar a los distintos comisionados parla-
mentarios autonómicos el acceso a los registros
del centro, así como a los expedientes personales
de los menores.

En aquellos casos en los que se acuerde el
internamiento terapéutico, la Administración debe
ejercer su responsabilidad en orden a proveer los
medios adecuados para la atención o intervención
terapéutica necesaria:

• Mediante una intervención personalizada, a
través de centros y profesionales especializados.

• Siempre que ello fuera posible, resultaría más
apropiado el internamiento en centros normaliza-
dos con un proyecto educativo adecuado al pro-
blema de salud mental o dependencia que afecte
al menor.
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En el caso de menores extranjeros no acompa-
ñados:

• Revisar la efectividad y potenciar los instru-
mentos de la red de intervención en el ámbito de
protección.

• Abordar una más ágil colaboración entre la
Administración autonómica y la Administración
central, a través de las Delegaciones del Gobier-
no, para gestionar de manera activa la documen-
tación de estos menores.

Sobre la estructura de los centros:

• Evitar la prisionarización, alejándose de la
estética penitenciaria.

• Resultan recomendables los centros de
pequeñas dimensiones, a fin de que el tratamiento
pueda ser de carácter individual.

• Evitar que los centros semiabiertos se con-
viertan en centros cerrados.

• Dotar a los centros de una infraestructura que
permita la adecuada división en módulos y garan-
tice la separación por edades.

• Dotar a los centros preferentemente de habi-
taciones individuales.

En cuanto a la ubicación de los centros:

• La Administración autonómica, competente
en esta materia, debe facilitar el derecho del
menor internado a que éste se produzca en el
centro más cercano a su domicilio, de acuerdo
con el régimen de internamiento, evitando así el
desarraigo familiar y facilitando el contacto del
menor con el educador de su zona, el cual deberá
efectuar el seguimiento del menor una vez cumpli-
da la medida.

• Suscribir, en su caso, con el Ministerio de
Justicia los correspondientes convenios para la
ejecución de las medidas acordadas por el Juzga-
do Central de Menores de la Audiencia Nacional.

• Ubicación de los centros en zonas urbanas.

En cuanto al tratamiento de los menores que
cumplen medidas judiciales por parte de los
medios de comunicación, y dada la imagen sesga-
da que en ocasiones se ofrece sobre la aplicación
práctica de la LRPM y su eficacia, se propone:

• La elaboración de un dossier o protocolo de
comunicación.

• El acceso de los medios de comunicación a
los centros.

• La progresiva especialización de los profesio-
nales de la comunicación en aquellas cuestiones

relacionadas con la protección y reforma de meno-
res.

• Ofrecer una imagen normalizada de la infan-
cia a la sociedad.

2. Los menores víctimas

La intervención de los menores en un procedi-
miento judicial, bien en su calidad de víctimas de
un delito, o en el caso de hijos de matrimonios
que se encuentran en proceso de separación o
divorcio, nunca debe suponer un daño añadido
para el menor. A este respecto es necesario:

• Reducir al máximo la posible intervención de
los menores en el procedimiento judicial.

• Tender a minimizar dicha intervención, en el
caso de que sea precisa, haciendo compatibles
los dos principios en juego: el principio de contra-
dicción y el derecho del menor.

• Sería recomendable que el Ministerio Fiscal
instase, en defensa del interés superior del menor,
la ejecución de las previsiones que, sobre la con-
frontación visual con el agresor y práctica de care-
os, recoge la Ley de Enjuiciamiento Criminal tras
su modificación por Ley Orgánica 14/1999, de 9
de junio.

• Establecer protocolos interinstitucionales,
para todos los profesionales intervinientes, sobre
la protección de los menores en el proceso penal.

• En el caso de procedimientos matrimoniales,
los menores deben ser oídos a través de los
medios adecuados a su situación y circunstancias,
evitando los informes periciales de parte.

• En estos mismos procedimientos, cuando
existan causas penales pendientes que afecten a
los menores, se deben abordar con urgencia las
medidas de protección que, de acuerdo con la
normativa vigente, resulten necesarias respecto a
los mismos.

• En todo caso, se deberá establecer una prio-
ridad absoluta en la tramitación y resolución de los
expedientes judiciales en los que resulten implica-
dos menores, priorizando, asimismo, la dotación
de medios suficientes para el cumplimiento de los
plazos establecidos.

9.2. JORNADAS EXTRAORDINARIAS SOBRE
“REFORMAS ESTATUTARIAS, DERECHOS
SOCIALES Y DEFENSORES DEL PUEBLO
AUTONÓMICOS”

Los días 5 y 6 de mayo se celebraron en la
localidad de Baeza unas Jornadas Extraordinarias
de Coordinación sobre “Reformas Estatutarias,
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Derechos Sociales y Defensores del Pueblo Auto-
nómicos”

Como antecedente de las mismas es preciso
recordar que en el marco del reunión ordinaria de
coordinación celebrada en Sevilla el 28 de enero
de 2005 se celebró en el Parlamento Andaluz una
sesión de trabajo en la cual cada uno de los titula-
res dio cuenta de la situación en la que se encon-
traba el proceso de Reforma Estatutaria en su
Comunidad Respectiva. A la vista de la trascen-
dencia del tema y de la heterogénea situación
descrita se consideró pertinente la convocatoria
de la Jornada Extraordinaria de Coordinación.

Estas Jornadas, organizadas por la institución
del Defensor del Pueblo Andaluz, sirvieron para
contrastar las visiones de los distintos Defensores
Autonómicos y de diversos expertos en Derecho
Constitucional y se centraron en dos grandes líne-
as:

• La figura de los Defensores del Pueblo Auto-
nómico en el marco de las Reformas Estatutarias 

• La Reforma Estatutaria como vía para afian-
zar las garantías de los derechos sociales.

Como consecuencia de las diferentes interven-
ciones que se produjeron, tanto en la reunión de
Sevilla como la Jornada de Baeza, por parte de
los representantes de las distintas Instituciones
asistentes, se constató una primera evidencia y es
que el proceso y/o debate que se está llevando a
cabo en cada Comunidad Autónoma en relación a
la reforma del respectivo Estatuto de Autonomía
es muy diferente y heterogéneo.

Así, frente a Comunidades donde el Defensor
del Pueblo Autonómico había sido requerido for-
malmente por el Parlamento correspondiente a
exponer su opinión (casos de Andalucía, Valencia
y Cataluña), nos encontramos con que el resto, no
sólo no había sido emplazado en tal sentido sino
que, en algunos casos, en la propia Comunidad
Autónoma ni siquiera se había puesto en funcio-
namiento mecanismo alguno (tipo Ponencia o
Comisión Parlamentaria) que aborde el estudio de
una posible reforma de su Estatuto.

Ante esta variada situación, no obstante, la
mayoría de los Defensores presentes que no habí-
an tenido todavía una participación en el proceso
manifestaron su intención de hacer llegar la opi-
nión de la Institución a su Parlamento respectivo.

Varias Instituciones presentaron propuestas
concretas en relación con la posible reforma de
sus respectivos Estatutos de Autonomía.

En cuanto al contenido de dichas propuestas, y
tomando como base la efectuada por el Defensor
del Pueblo Andaluz, por ser la primera, cronológi-
camente hablando, que fue enviada, planteaba
básicamente la inclusión de un Título Primero en
su Estatuto de Autonomía bajo la denominación
“De los derechos, libertades y deberes de la ciu-
dadanía andaluza”, así como un capítulo referente
a los “Derechos de la ciudadanía en sus relacio-
nes con la Administración de la Comunidad Autó-
noma”, finalizando su propuesta con la introduc-
ción de dos apartados entre los objetivos básicos
contenidos en el propio art. 12.3 del Estatuto para
dar cabida a la cooperación con otros pueblos y al
acceso de todos los ciudadanos y ciudadanas a
las nuevas tecnologías de la información y comu-
nicación.

Por lo que se refiere al Título propuesto, se
viene a efectuar una verdadera formulación esta-
tutaria de los Derechos Sociales, tratando de con-
seguir un mayor grado de vinculación de los pode-
res públicos autonómicos, a través de una mayor
precisión en la determinación de los objetivos a
alcanzar y de los instrumentos a utilizar para ello.
Éste Título contiene igualmente un artículo dedica-
do a la figura del Defensor del Pueblo como
garantía institucional para la protección y defensa
de los derechos de la ciudadanía, en el que se
recogen las características básicas de esta figura.

En una línea muy semejante a la anterior, el
Síndic de Greuges de la Comunidad Valenciana
propuso la inclusión en su Estatuto de un Título
Primero denominado “De los derechos, libertades
y deberes de la ciudadanía valenciana” con un
contenido bastante similar al propuesto por el
Defensor del Pueblo Andaluz y en el que se con-
tiene igualmente un artículo dedicado a la figura
del Síndic de Greuges, recogiendo las característi-
cas esenciales del mismo.

La efectuada por el Valedor do Pobo, a diferen-
cia de las anteriores, se centra exclusivamente en
mejorar la redacción del artículo del Estatuto refe-
rido a la figura del propio Valedor.

En el caso del Síndic de Greuges de Cataluña,
la propuesta incluye así mismo un Título dedicado
a derechos y aspectos relativos a la reubicación
institucional de la figura del Defensor del Pueblo
Autonómico la redefinición de sus relaciones con
el Parlamento y, como más relevante, la modifica-
ción sustancial de su ámbito competencial, ya que
propone la supervisión por parte de los Defenso-
res Autonómicos de la Administración Local y de la
Autonómica con carácter exclusivo y permitir la
posibilidad de dirigirse a la Administración periféri-
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ca del Estado en cada Comunidad solicitando
información.

Por su parte, el Procurador del Común de Cas-
tilla y León centro su propuesta en la posibilidad
de la reforma estatutaria y de las leyes autonómi-
cas de nuestras Instituciones a efectos de contem-
plar la facultad de supervisión de los Defensores
Autonómicos de la actuación de los entes locales.

Por su parte el Ararteko, mostró su preocupa-
ción por la situación que se puede plantear en su
Comunidad de salir adelante la propuesta de crea-
ción de un Observatorio de Derechos Humanos,
que vendría a invadir claramente las competen-
cias y funciones que actualmente tiene su Institu-
ción y mostró su total acuerdo con que, cuando
menos, este proceso de reforma estatutaria debía
de servir como mínimo para reflejar en el Estatuto
un artículo dedicado a cada Institución autonómi-
ca, en el que se perfilaran las características bási-
cas de la misma, de tal forma que no quedara su
posible modificación en manos del legislador ordi-
nario, y coincidió, igualmente, con el planteamien-
to del Defensor del Pueblo Andaluz sobre la con-
veniencia de introducir un título dedicado a los
derechos sociales.

Por lo que se refiere a la aportación realizada
por la Defensora del Pueblo de Navarra cabe
remitirse al documento que se entregó durante el

desarrollo de la propia jornada y que fue la base
del Informe Propuesta a la Ponencia de Autogo-
bierno sobre la reforma de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra en materias relacionadas con el ámbi-
to competencial de la Defensora del Pueblo de
Navarra que desarrollamos ampliamente en el
Capítulo 10.2 del presente Informe anual.

9.3. PUBLICACIÓN DE LA REVISTA “DERE-
CHOS CIUDADANOS”

A lo largo del año 2005 se procedió a la elabo-
ración, edición y publicación de la Revista “Dere-
chos Ciudadanos” como órgano de expresión de
los Defensores del Pueblo Autonómico.

Esta aspiración largamente anhelada vio final-
mente su luz a finales de año tras un laborioso pro-
ceso en el cual la colaboración de la Institución de
la Defensora del Pueblo de Navarra fue decisiva.

El Número Cero de la Revista se ha dedicado
con carácter monográfico al tema de la Inmigra-
ción.

La presentación pública de la Revista y de
ámbito nacional tuvo lugar finalmente en la ciudad
de Toledo el día 3 de febrero de 2006.



9.4. OTRAS ACTIVIDADES EN COORDINA-
CIÓN DE LOS DEFENSORES AUTONÓMICOS

El año 2005 ha supuesto un relanzamiento de
las actividades conjuntas y de coordinación entre
los Defensores Autonómicos y de estos con el
Defensor del Pueblo de España. Además de las ya
comentadas Jornadas de Coordinación de Alican-
te y Baeza a lo largo del año se celebraron diver-
sas Reuniones Ordinarias de Coordinación, reali-
zaron una declaración conjunta en materia de
pobreza e inmigración, y mantuvieron una reunión
con el Presidente del Gobierno de España.

9.4.1. REUNIONES ORDINARIAS DE COORDINA-
CIÓN DE DEFENSORES AUTONÓMICOS Y ACTOS
INSTITUCIONALES RELACIONADOS

El año 2005 se celebraron cuatro reuniones de
coordinación en lugar de las dos reuniones habi-
tuales de años anteriores.

Las reuniones tuvieron lugar en las fechas y
localidades siguientes:

• Sevilla. Día 28 de enero.

• Barcelona. Día 7 de Junio.

• Alicante. Día 19 de octubre.

• León. Día 12 de diciembre.

Los temas más importantes abordados en
dichas reuniones fueron los siguientes:

• Publicación de la Revista “Derechos Ciudada-
nos” como órgano de expresión de los Defensores
del Pueblo Autonómico.

– Se decidió dedicar el Número Cero de la
Revista, con carácter monográfico, al tema de la
Inmigración y se decidió realizar una presentación
pública de la Revista, de ámbito nacional, en la
ciudad de Toledo, en la segunda quincena del mes
de enero de 2006.

• Organización, tema y metodología de las XXI
Jornadas de Coordinación.

– Los Defensores acordaron que las siguientes
Jornadas se celebren los 16 y 17 de octubre de
2006 en la ciudad de León, que su organización
correrá a cargo de la Oficina del Procurador de
Castilla y León y que en las mismas se abordará
el tema monográfico, de “El impacto social y
medio ambiental de la actividad urbanística”.

• Asamblea de la Federación Iberoamericana
de Ombudsman FIO, celebrada en Paraguay.

• Premio Ciudadanía.

– Participación de los Defensores del Pueblo
Autonómicos en el Jurado del Premio Ciudadanía,
en colaboración con el Observatorio de la Calidad
de los servicios Públicos y el Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas.

En razón de su cargo la Defensora estuvo pre-
sente en diversos actos de especial relevancia y
emotividad para la familia de Defensores del Pue-
blo tales como:

• Acto de Toma de Posesión de don Javier
Amoedo como nuevo Procurador del Común.
Valladolid. Castillo de Fuensaldaña. 2 de noviem-
bre.

• Acto de Toma de Posesión de don Enrique
Múgica Herzog, reelegido para un segundo man-
dato como Defensor del Pueblo de España.
Madrid. 30 de junio. Congreso de los Diputados.

• Actos XX conmemorativos del XX Aniversario
Ley Diputado del Común de Canarias. Canarias.
25/27 febrero.

• Actos y Jornadas conmemorativas del XX
Aniversario de la Ley del Síndic de Greuges de
Catalunya. Barcelona. 10 enero, 07/08 junio y
29/30 de septiembre.

9.4.2. DECLARACIÓN CONJUNTA DE LOS DEFEN-
SORES DEL PUEBLO EN MATERIA DE DERECHOS
HUMANOS EN EL CONTROL DE LOS FLUJOS MIGRA-
TORIOS

Con motivo de la celebración del Día Interna-
cional por la Erradicación de la Pobreza, el 17 de
octubre, y en relación con los dramáticos sucesos
que ocurridos en Ceuta y Melilla los Defensores y
Defensoras del Pueblo reunidos en Alicante en
sus XX Jornadas de Coordinación, DECLARA-
MOS:

1. Nuestra reafirmación en la consecución de
los objetivos que se persiguen con la celebración
de este día, con el fin de promover una mayor
conciencia de la necesidad de suprimir la pobreza
y alcanzar los objetivos del desarrollo del milenio
de las Naciones Unidas, de forma que antes de
2015 se disminuya a la mitad el número de perso-
nas que viven en la pobreza, y se erradique la
pobreza extrema y el hambre en el mundo.

2. Los movimientos de población son un fenó-
meno inherente a la convivencia humana que han
existido en todas las épocas de la humanidad.
Persiguen alcanzar unas condiciones de vida dig-
nas, y a menudo son consecuencia de la violen-
cia, persecución, situaciones de injusticia, pobreza
y hambre que sufren muchas personas en el
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mundo. Especialmente preocupante e inmoral nos
resulta la situación de pobreza del África Subsa-
hariana, que ha llegado a ser insostenible desde
parámetros de equilibrio, equidad y justicia mun-
dial. Así, los dramáticos sucesos que están ocu-
rriendo en Ceuta, Melilla y Marruecos tienen tam-
bién su explicación en dicha situación.

3. Los Estados de la Unión Europea están obli-
gados al cumplimiento de sus obligaciones inter-
nacionales en materia de derechos humanos, que
se derivan de la ratificación de Convenios como el
de Ginebra sobre el Estatuto del Refugiado, la
Convención Europea de Derechos Humanos o el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales. Las migraciones y la pobreza en el
mundo, y las injustas consecuencias que tienen
para tantos millones de personas, ponen en cues-
tión los avances que se han logrado desde que la
Asamblea de las Naciones Unidas proclamara en
1948 la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos.

4. El ejercicio de las competencias que tienen
los Estados y la Unión Europea en materia de
gestión y control de flujos migratorios debe ser
respetuoso con los anteriores compromisos inter-
nacionales en materia de derechos humanos.

5. Asimismo, los Estados han de tener en
cuenta la protección de los derechos humanos al
aplicar medidas de expulsión y devolución de per-
sonas en situación irregular, evitando riesgos de
persecución y de tratos degradantes e inhumanos
que puedan producirse como consecuencia de la
aplicación automática de dichas medidas. Las
expulsiones y devoluciones deben respetar un
procedimiento justo que garantice la dignidad de
las personas. Es esencial una asistencia letrada
adecuada con una información exhaustiva de los
derechos que asisten a los inmigrantes, así como
el derecho a solicitar asilo.

6. Los acuerdos de readmisión que se hagan
con otros países deben garantizar el cumplimiento
estricto de los estándares internacionales de res-
peto a los derechos humanos. Para ello son nece-
sarios también acuerdos de cooperación y des-
arrollo con dichos países, en nuestro caso en
especial con Marruecos, que garanticen su pro-
greso social y económico. Asimismo, los acuerdos
de readmisión de inmigrantes que se encuentren
en situación de irregularidad deberían incorporar
acuerdos de cooperación y desarrollo con los paí-
ses con los que se suscriban. Se trata de cumplir
los objetivos de desarrollo del milenio de las
Naciones Unidas, y de esa manera evitar la nece-
sidad de desplazamientos masivos de las perso-

nas. Mientras tanto, es imprescindible que se res-
peten los compromisos internacionales de garan-
tía de los derechos humanos y que se avance en
la puesta en marcha de mecanismos de control
para su eficacia, con el fin de evitar tragedias
humanitarias como las ocurridas durante estas
últimas semanas en Marruecos.

En Alicante, a 17 de octubre de 2005.

Esta Declaración ha sido aprobada por las
siguientes instituciones: Ararteko, Defensor del
Pueblo Andaluz, Defensora del Pueblo de Castilla-
la Mancha, Defensora del Pueblo de Navarra,
Defensor del Pueblo, Diputado del Común de
Canarias, Justicia de Aragón, Síndic de Greuges
de Catalunya, Síndic de Greuges de la Comunitat
Valenciana y Valedor do Pobo.

9.4.3. ENTREVISTA DE LOS DEFENSORES AUTO-
NÓMICOS CON EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE
ESPAÑA

Por primera vez el día 24 de mayo del 2005, en
Madrid, el Presidente del Gobierno de España,
José Luis Rodríguez Zapatero, recibió a todos los
Defensores del Pueblo autonómicos en el Palacio
de la Moncloa. Como cabía esperar a dicho
encuentro asistió también la Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral.

La reunión permitió trasladar al Presidente las
iniciativas actuales de los Defensores del Pueblo
Autonómicos en relación con los procesos de
Reforma Estatutaria a que se ha hecho referencia
en el Capítulo 9.2 e insistirle en la necesidad de
establecer sistemas de garantía efectiva de los
derechos sociales a distintos niveles, de forma
que pasen a ser exigibles por los ciudadanos.

Así mismo la reunión permitió constatar la
coincidencia de las partes en la necesidad de
priorizar las actuaciones en materias de atención
a la dependencia, en protección de menores, en
inmigración, así como en políticas de igualdad de
la mujer, con especial atención a la violencia de
género.

Varios de los Defensores del Pueblo resaltaron
la conveniencia de que el proceso de elaboración
del marco normativo frente a la dependencia se
realice con el máximo consenso con las Comuni-
dades Autónomas, dado que van a ser los respon-
sables finales de su gestión”.

Los Defensores trasladado así mismo al Presi-
dente su preocupación por la insuficiente respues-
ta de las Administraciones Públicas ante los nue-
vos fenómenos y problemas que afectan a la
infancia y juventud y se comprometieron a trasla-
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darle las conclusiones de la Jornadas Monográfi-
cas sobre Menores que se celebraría en Alicante
los días 17 a 19 de octubre de 2005.

En su encuentro los Defensores calificaron el
proceso de regularización de inmigrantes como
positivo, en líneas generales, pero coincidieron
también en la gran tarea que aún resta por realizar
hasta lograr la auténtica inserción social de los
inmigrantes regularizados.

9.5. PARTICIPACIÓN EN LA ASAMBLEA DE
LA FEDERACIÓN IBEROAMERICANA DE
OMBUDSMAN (FIO) 

Del día 14 al 17 de noviembre del 2005 la
Defensora del Pueblo participó como representan-
te de los Defensores del Pueblo Autonómicos dE
España en el X Congreso y Asamblea de la Fede-
ración Iberoamericana de Ombudsman (FIO) cele-
brada en la ciudad de la Asunción, Paraguay.

EL congreso centró su interés principalmente
en los sistemas protección de los Derechos del
Niño en España y en los distintos países de Ibero-
américa y se presentó el III Informe Regional de la
FIO sobre la situación de la infancia en Iberoamé-
rica.

En el marco de la Asamblea se presentó el tra-
dicional Informe de Gestión de la Institución
correspondiente al período 2003-2005, se debatió
la situación de los Derechos Humanos en Iberoa-
mérica y se procedió a la elección del nuevo Con-
sejo Rector para el período 2005– 2007 y de su
nuevo presidente, cargo para el cual resultó elegi-
do don Enrique Múgica Herzog, Defensor del Pue-
blo de España.

Se procedió así mismo a aprobar la Declara-
ción de Asunción que incluye diversas solicitudes
y exhortaciones generales; entre otras las siguien-
tes:

• El desarrollo de garantías de independencia
para las instituciones nacionales dedicadas a la
promoción y defensa de los derechos humanos.

• La promoción y defensa de los derechos del
Niño.

• Adopción de medidas urgentes para la rendi-
ción de cuentas y la lucha contra la corrupción.

• La lucha contra la explotación laboral y
sexual de la infancia y la lucha contra el VIH/SIDA.

La Declaración incluye otras recomendaciones
específicas dirigidas a distintos Estados y Gobier-
nos países. Algunas de ellas son tan relevantes
como las siguientes:

• Aquellas que les instan a adoptar medidas
urgentes para proteger la integridad física y moral
de determinados Ombudsman en el Salvador o
Guatemala.

• Otras específicas dirigidas a países en lucha
contra el narcotráfico, la defensa de los pueblos
indígenas, la lucha contra las asimetrías sociales,
o a favor de la reconciliación nacional.

La participación de los Defensores del Pueblo
Europeos en estos actos supone un fuerte espal-
darazo y refuerzo moral al trabajo que vienen des-
arrollando las incipientes instituciones de
Ombudsman en Iberoamérica que desarrollan su
labor en un contexto sociopolítico muy complejo
cuando no peligroso.

9.6. COMPARECENCIA DE LA DEFENSORA
EN LA JUNTA GENERAL (PARLAMENTO) DEL
PRINCIPADO DE ASTURIAS

El 14 de septiembre de 2005 la Defensora del
Pueblo de Navarra intervino, invitada por la Junta
General del Principado de Asturias, en una sesión
de trabajo con la Comisión Parlamentaria encar-
gada de estudiar el Proyecto de Ley del Procura-
dor General del Principado de Asturias, con el
objetivo de profundizar en los distintos apartados
y previsiones contenidos en dicho Proyecto que
permitiera, de cara a su aprobación, introducir las
modificaciones y mejoras precisas para una mejor
configuración y funcionamiento de la nueva Institu-
ción a crear en dicha Comunidad.

La Defensora del Pueblo de Navarra, al igual
que otros Defensores del Pueblo Autonómicos,
también invitados para exponer su opinión al res-
pecto, tras agradecer especialmente la invitación,
por lo que de reconocimiento y consolidación para
una Institución como la nuestra representa si se
tiene en cuenta su corta andadura, hizo especial
referencia a unas palabras pronunciadas por ella
misma en su toma de posesión en las que venía a
manifestar que la creación de estas Instituciones
representa “ un ejercicio de valentía democrática
que honra a todos porque lleva consigo el fortale-
cimiento del entramado institucional de la respecti-
va Comunidad y es una prueba de confianza en la
eficacia de nuestro propio autogobierno”.

En su intervención, y tras una breve introduc-
ción respecto a las dificultades iniciales existentes
en el funcionamiento de cualquier Institución de
esta naturaleza y la importancia de que cuente
con el apoyo del Parlamento del que es Alto Comi-
sionado, la Defensora se detuvo en analizar algu-
nas de las características esenciales que deben
presidir esta importante figura:
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• En primer lugar, el reconocimiento legal a su
amplia autonomía organizativa y de funcionamien-
to. Ello supone que en materias tales como presu-
puestos, personal, contratación, organización
interna, confección de programa de trabajo y ela-
boración de informes, la capacidad de decisión
recaiga en el titular de la Institución.

• En segundo lugar el establecimiento de
mayorías reforzadas para la elección de su titular.
La función de defensa de los derechos y liberta-
des atribuida a los ombudsman, junto con los
medios señalados para ello, le colocan en una
situación lo suficientemente distante como para
que pueda convertirse en un instrumento de la
mayoría parlamentaria ordinaria.

• Como tercera característica esencial, el esta-
blecimiento de un régimen especial de incompati-
bilidades que debe de ser mas riguroso en la per-
sona de su titular y, en su caso, del adjunto, pero
que debe de extenderse, si bien debidamente
adaptado, al resto del personal asesor dada la
importancia de la labor a desempeñar en los dife-
rentes trabajos que han acometerse desde la Insti-
tución.

• En cuarto lugar El rigor técnico y calidad de
sus trabajos y actuaciones. Si esta exigencia
resulta obvia para cualquier organización que se
precie, mucho más se requiere de una Institución
garantista de las características de la que nos
ocupa, sin facultades vinculantes, y cuya fuerza se
basa en la capacidad de convicción y persuasión
que despliegue ante las Administraciones que
supervisa.

Hechos estos cuatro apuntes básicos en cuan-
to a la configuración de la figura del ombudsman
en los que, básicamente coinciden todos cuantos
la han estudiado, la Defensora aportó su visión
personal sobre algún otro aspecto relevante para
el adecuado cumplimiento de los objetivos asigna-
dos a la Institución, especialmente en lo que con-
sidera los dos ejes fundamentales sobre los que
pivota su actuación y que vienen reflejados en los
Planes Estratégicos elaborados para el período
2001-2004 y para el período 2005-2007:

• De un lado dotar a la Institución de un perfil
asentado en uno de los pilares básicos de nuestro
trabajo denominado como “INSTITUCIÓN PRO-
ACTIVA”, en que además de atender y recibir las
quejas y consultas que le son formuladas por los
ciudadanos, ( primer pilar básico) actúa con una
importante dosis de iniciativa propia y anticipa-
ción, abierta a todos aquellos aspectos o situacio-
nes sociales que afectan a los ciudadanos con
carácter individual o colectivo y cuya resolución

dependa de un mejor o un nuevo modo de funcio-
namiento de las Administraciones Públicas.

• De otro, el de la decidida apuesta por la cali-
dad y transparencia en el funcionamiento interno
de nuestras Instituciones, en el más amplio senti-
do de la palabra, lo cual no es sino una conse-
cuencia de la constante preocupación por ser
cada vez más útiles y eficaces y de asumir cada
vez un mayor compromiso de servicio a la socie-
dad y de credibilidad ante la misma.

Por lo que se refiere a cuestiones de compe-
tencia y funcionamiento, la Defensora analizó
algunos de los aspectos destacados de la Ley
Foral reguladora de la Institución, con especial
referencia a la supervisión que se contempla de la
actividad de las Entidades Locales de Navarra,
materia ésta en la que se detuvo en la especial
configuración de nuestra Comunidad Foral y en
las peculiaridades que en materia de régimen
municipal Navarra ha venido presentando a lo
largo de la historia.

Por último, especial atención ocupó el análisis
de la función mediadora de nuestras Instituciones,
y cuya finalidad no es otra que tratar de conciliar
los diversos intereses contrapuestos en un ámbito
determinado de la actuación administrativa.

Tras destacar que es una de las notas distinti-
vas del Ombudsman, tal y como la doctrina ha
puesto de manifiesto en reiteradas ocasiones,
señaló que, a través de ella, los Defensores del
Pueblo se convierten en mediadores o intermedia-
rios entre los poderes públicos y los ciudadanos,
propiciando el acercamiento y comunicación entre
ambos para la resolución de conflictos. Debe
tenerse en cuenta que la mediación está presente
en la actuación de casi todos los Defensores, en
cuyas respectivas normativas se hace referencia a
la posibilidad de proponer fórmulas de conciliación
o de acuerdo que faciliten una resolución positiva
y rápida a las quejas. En otros casos, pese a no
contener referencias expresas a estas fórmulas de
conciliación, se contienen otro tipo de previsiones
que pueden dar cabida de la misma forma a este
tipo de actuaciones.

En todo caso, las razones por las que se ha
venido considerando como una función propia de
los Ombudsman han estado referidas de forma
mayoritaria al prestigio de la Institución, a que
constituye un mecanismo altamente flexible y,
finalmente, a su origen, basado en la colaboración
institucional y no confrontación con las administra-
ciones públicas con las que se relaciona.
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9.7. CONVENIO DE COLABORACIÓN CON
LA UNIVERSIDAD PÚBLICA DE NAVARRA PARA
LA CELEBRACIÓN DE TALLERES DE DEBATE
SOBRE DERECHOS SOCIALES

El 17 de diciembre de 2001, la Universidad
Pública de Navarra y la Defensora del Pueblo de
Navarra formalizaron un Acuerdo Marco de Cola-
boración, en el que se preveía la colaboración
para la realización conjunta de congresos, semi-
narios, jornadas, reuniones y otras actividades
que tengan como objeto esencial la promoción y
defensa de los derechos fundamentales y liberta-
des públicas, que se materializarán a través de
Convenios Específicos.

En línea con lo previsto en el Acuerdo Marco
ambas instituciones consideraron oportuno pro-
gramar para el año 2005 la organización y cele-
bración conjunta de tres Talleres sobre Derechos
Ciudadanos dirigidos a la promoción y defensa de
los derechos ciudadanos, así como el registro, y
difusión interna y externa de los contenidos o
resultados de los mismos. Bajo el título común de
“Taller de Derechos Ciudadanos”, pretendían servir
de foro de reflexión para una serie de participan-
tes vinculados profesionalmente o personalmente
a los temas elegidos para cada ocasión.

Tanto la selección y planificación de la temática
a abordar en cada Taller como la aprobación de su
calendario y la selección de participantes se reali-
zaron de forma conjunta por un Comité de Segui-
miento del Convenio.Los temas elegidos fueron
los siguientes:

• Educación en Valores.

• Educación para la Convivencia.

• Pobreza y Exclusión Social.

Esta propuesta se formalizó a través de un
Convenio de Colaboración suscrito el 23 de febre-
ro de 2005 entre los titulares de ambas Institucio-
nes: Mª Jesús Aranda Lasheras, Defensora del
Pueblo de Navarra. D. Pedro Burillo López, Rector
Mgfco. de la Universidad Pública de Navarra.

Estos encuentros pretendían abordar de mane-
ra coral, a través de una participación diversa,
aquellos temas que, aún no siendo objeto de infor-
mes especiales o actuaciones de oficio de la Insti-
tución, merecieran un análisis desde la perspecti-
va del impulso de los derechos humanos en un
ámbito determinado o para un colectivo de pobla-
ción específica.

El objetivo fundamental era abrir y mantener
de forma conjunta un foro de debate, centrado
sobre aspectos de especial relevancia social, y
que permitiera establecer una vía conjunta de

Comunicación a la sociedad de ambas institucio-
nes a través de un incremento de la presencia
pública de las mismas en el ámbito del Derecho.

Cada una de las Instituciones firmantes se
comprometió a realizar las funciones que se indi-
can a continuación, y a realizar las aportaciones
siguientes:

Por parte de la Universidad Pública de Navarra:

• Convocar a los participantes en dichos Talleres

• Coordinar el desarrollo de los talleres

• Transcribir y traducir las sesiones de trabajo

• Aportar el espacio y los medios técnicos para
la realización de cada Taller

• Aprobar y desarrollar el Plan de Comunica-
ción interna y externa que se considere oportuna
del contenido y conclusiones de cada Taller.

Por parte de la Defensora del Pueblo:

• Aportar todos los aspectos referentes a la
imagen corporativa de cada Taller

• Asumir la edición y distribución de la publica-
ción de “Cuadernos sobre cada Taller”, que conten-
drán los aspectos más relevantes, y, en su caso, la
transcripción de lo debates y los resultados, o, en
su caso, conclusiones más significativas del Taller
respectivo.

• Asumir los gastos derivados de la asistencia
de los diversos participantes.

• Aportará 4.000 €; para la financiación de las
actividades y funciones que asume la Universidad
Pública de Navarra para la realización y desarrollo
de los tres Talleres objeto del presente 

Los Talleres de Educación en Valores y Educa-
ción para la Convivencia tuvieron lugar los días
17/06/05 y 22/11/05 y dieron lugar a importantes ini-
ciativas de impulso que por su importancia han sido
recogidas de manera específica en el Capítulo 4.1.

Por su parte el Taller de Pobreza y Exclusión
Social se celebró finalmente el 9 de febrero de
2006 y por tanto sus conclusiones se recogerán
en el Informe Anual correspondiente a dicho año.

9.8. CONVENIOS CON ENTES LOCALES

Siguiendo la tónica establecida en años ante-
riores a lo largo del 2005 se formalizaron 13 nue-
vos Convenios de Colaboración con Entidades
Locales de Navarra, que se sumaron a los previa-
mente suscritos hasta alcanzar la cifra de 94. La
relación completa de lo municipios que han suscri-
to dicho convenio hasta el presente es la siguiente:

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-3 / 13 de junio de 2006

20



2003

Municipios

Ablitas 

Aibar 

Alsasua/Altsasu 

Ansoáin 

Arguedas 

Arróniz 

Artajona 

Azagra 

Barañáin 

Bera/Vera De Bidasoa 

Berriozar

Buñuel 

Burgui/Burgi 

Burlada/Burlata

Cadreita 

Castejón 

Cintruénigo 

Corella 

Cortes 

Baztán (Elizondo) 

Estella/Lizarra

Falces 

Garde 

Huarte

Irurtzun

Isaba/Izaba 

Lecumberri/Lekunberri 

Leiza/Leitza 

Lesaca/Lesaka 

Lodosa 

Los Arcos

Marcilla 

Mendavia

Monteagudo 

Ochagavía 

Olite 

Puente La Reina/Gares 

Roncal

Sada 

Sangüesa/Zangoza 

Santesteban/Doneztebe 

Tafalla 

Tudela 

Urzainqui/Urzainki

Uztarroz/Uztarroze 

Viana 

Vidangoz/Bidankoze 

Villava/Atarrabia 

Yesa 

Zizur Mayor/Zizur Nagusia

Otras entidades

Junta del Valle del Roncal

2004

Municipios

Allo

Andosilla

Arantza

Cabanillas

Caparroso

Cascante

Dicastillo

Etxalar

Etxarri-Aranaz

Fitero

Igantzi

Lumbier

Murchante

Murillo el Cuende

Navascues

Oteiza

Ribaforada

San Adrián

Valtierra

Otras entidades

Mancomunidad de Montejurra

2005

Municipios

Aoiz

Arizala (Yerri)

Beriain

Berrioplano

Larraga

Lerín

Miranda de Arga

Olazagutía

Orkoien

Valle de Egüés

Valle de Esteribar

Valle de Olza

Villafranca
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CONVENIOS FIRMADOS HASTA FINALES DE 2005

Bera/Vera de Bidasoa

Baztán (Elizondo)
Santesteban/Doneztebe

Lesaca/Lesaka

Leiza/Leitza

Lecumberri/Lekunberri

Etxarri-
Aranaz

Alsasua/Altsasu

Irurtzun

Berriozar

Barañain Valle de Egüés

Villava/Atarrabia
Huarte

Navascués

Dicastillo Artajona

Tafalla

Olite

Allo

Falces

MarcillaSan Adrián

Azagra

Cadreita
Valtierra

ArguedasCastejón

Corella

Cintruénigo
Fitero

Cascante Ribaforada

Monteagudo
Buñuel

Cortes

Ablitas

Tudela

CabanillasMurchante

Viana

Mendavia
Lodosa

Andosilla

Caparroso

Arróniz
Los Arcos

Lumbier
Yesa

Aibar

Oteiza

Sada

Ochagavía
Uztarroz/Uztarroze

Isaba/Izaba
Urzainqui/Urzainki

Roncal
Vidangoz/Bidankoze

Garde

Burgui/Burgi

Sangüesa/Zangoza

Estella/Lizarra Puente la Reina/Gares

Murillo el Cuende

Burlada/Burlata

Zizur Mayor/Zizur Nagusia

Ansoain

Igantzi
Etxalar

Arantza

Olazagutía/Olazti

Arizala

Beriain
Valle de Olza

Berrioplano

Larraga

Lerín
Miranda de Arga

Villafranca

Orcoyen/Orkoien

Valle de Esteribar

Aoiz



10 LA PRESENCIA EN EL PARLAMENTO DE

NAVARRA

La institución del Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra fue creada por el
Parlamento Foral y tiene la condición de Alto
Comisionado de la misma para la defensa y mejo-
ra del nivel de protección de los derechos y liber-
tades amparados por la Constitución y la Ley
Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del
Régimen Foral de Navarra.

La Defensora del Pueblo no está sujeta a man-
dato imperativo alguno, desempeña sus funciones
con plena autonomía y según su criterio y no
puede recibir instrucciones de ninguna autoridad.

La Defensora del Pueblo da cuenta anualmen-
te al Parlamento de Navarra de la gestión realiza-
da mediante el denominado Informe Anual que
presenta al mismo en el periodo ordinario de
sesiones. Cuando la importancia o gravedad de
determinadas materias lo aconsejen puede pre-
sentar también Informes Especiales, extraordina-
rios o monográficos. En concreto en el año 2005 la
Defensora compareció en tres ocasiones en el
Parlamento para presentar los siguientes infor-
mes:

• Informe Anual 2004.

• Informe Prostitución.

• Informe de Tercera Edad.

Tanto el Informes Anual como los extraordina-
rios o monográficos, que son siempre públicos,
son además publicados en el “Boletín Oficial del
Parlamento de Navarra”.

Así mismo, en este capítulo debemos hacer
mención a dos importantes iniciativas promovidas
por la Defensora del Pueblo y que han tenido
como destinatario al Parlamento Foral y que hací-
an referencia a los siguientes temas:

• Informe Propuesta realizado por la Defensora
del Pueblo a la Ponencia de Autogobierno sobre la
reforma de la Ley Orgánica de Reintegración y
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra en
materias relacionadas con el ámbito competencial
de la Defensora del Pueblo de Navarra.

• Informe Propuesta realizado por la Defensora
del Pueblo con motivo de la tramitación de la Ley
de Protección del Menor.

Por otra parte el año 2005 dos decisiones
adoptadas por el Parlamento Foral han tenido una
extraordinaria importancia para el devenir de la
Institución debido a la relevancia de las modifica-

ciones legales y reglamentarias aprobadas y que
afecta a las siguientes materias:

• Promulgación de la Ley Foral 3/2005 que
modifica el sistema de elección del Defensor del
Pueblo de la Comunidad Foral.

• Aprobación del Reglamento de Régimen de
Organización y Funcionamiento de la Institución.

En los apartados siguientes abordaremos cada
una de estas materias.

10.1. PRESENTACIÓN DE INFORMES A LA
COMISIÓN DE RÉGIMEN FORAL

Como se ha señalado, un resumen de cada
uno de los Informes es expuesto oralmente por la
Defensora del Pueblo ante el Parlamento.

Desde la creación de la Institución la presenta-
ción tanto del Informe Anual como de los Informes
Especiales se viene realizando ante la Comisión
de Régimen Foral. Sin embargo a partir del año
2006, y debido a la reciente aprobación del Regla-
mento de Régimen de Organización y Funciona-
miento de la Institución, la Defensora del Pueblo
expondrá un resumen del informe anual ante el
Pleno del Parlamento, concretándose de esta
manera, sin contradecirlas, la previsiones conteni-
das en este sentido en el art. 36.1 de la Ley Foral
4/2000, de 3 de julio, y recogiendo de esta forma
la práctica generalizada que se sigue en Institucio-
nes afines.

10.1.1. PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL
2004

Como hemos comentado el 21 de junio, la
Defensora presentó ante la Comisión de Régimen
Foral el Informe Anual correspondiente al año
2004.

En su comparecencia además, lógicamente,
de presentar los hechos más relevantes del año la
Defensora aprovecho la oportunidad para dar
cuenta de las líneas maestras del nuevo Plan
Estratégico 2005/07 que hace referencia tanto a
las áreas prioritarias como a las principales áreas
de mejora de la propia Institución y trasladó a sus
Señorías sus principales preocupaciones en parti-
cular las relativas a la educación y protección de
los menores, la prevención de la violencia, la
lucha contra las distintas formas marginalidad y
exclusión social, la integración social de los inmi-
grantes, y sobre todo y ante todo de la urgente
necesidad de articular un nuevo sistema de pro-
tección frente a la dependencia mediante la ade-
cuada atención sociosanitaria a los mayores,
enfermos mentales, discapacitados, etc.
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La Defensora manifestó también su preocupa-
ción por el descontrol de los derechos de los ciu-
dadanos frente a la proliferación de “empresas o
sociedades públicas” que eluden el régimen jurídi-
co público. A este respecto abogó por priorizar la
modernización y desburocratización de todos los
servicios de titularidad pública pero sin eludir en
ningún caso aquellos procedimientos que sean
esenciales para garantizar los principios de una
buena administración pública y el respeto de los
derechos ciudadanos y recordó que en ningún
caso puede olvidarse que la responsabilidad públi-
ca es indelegable, con independencia del régimen
jurídico aplicable.

10.1.2. PRESENTACIÓN DEL INFORME ESPECIAL
SOBRE LOS “DERECHOS HUMANOS Y LA PROSTI-
TUCIÓN EN NAVARRA”

El día 13 abril de 2005, la Defensora del Pue-
blo presentó ante la Comisión de Régimen Foral
del Parlamento el Informe Especial sobre los
“Derechos Humanos y la Prostitución en Navarra”

La presentación del Informe tuvo un gran eco
en los medios de comunicación en primer término
por la propia naturaleza de la materia y en segun-
do lugar por la polémica a la que dio lugar en rela-
ción a la falta de control e inspección fiscal de los
locales de alterne.

En su intervención la Defensora del Pueblo jus-
tificó las razones que le llevaron a priorizar la
actuación en esta materia y desgranó las principa-
les recomendaciones al respecto.

Aunque el Informe fue presentado al Parla-
mento en el año 2005, el mismo fue elaborado en
el año 2004 y por ello ya se recogía en el Informe
Anual correspondiente a dicho año. En cualquier
caso hemos creído más oportuno hacer una refe-
rencia a este Informe en el Capitulo 4.1 “Defensa
Transversal de los Derechos de la Mujer” y por ello
evitamos reiterarlo aquí.

El Informe fue también publicado en el Boletín
Oficial del Parlamento Nº 72 de 30 de junio de
2005 y puede accederse al mismo a través de
nuestra página Web:

www.defensora-navarra.com/espanol/publica-
ciones.html .

10.1.3. PRESENTACIÓN DE INFORME ESPECIAL
SOBRE “LA ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA DE LAS
PERSONAS MAYORES EN NAVARRA”

El día 19 abril de 2005 la Defensora del Pueblo
formalizó su presentación a la Comisión de Régi-
men Foral del Informe Especial sobre “La atención

a la dependencia de las personas mayores en
Navarra”

Como ocurre con el Informe anterior también
en este caso se ha optado por hacer referencia
más detallada a este tema en el Capitulo 4.3
“Defensa Transversal de los Derechos del Mayor”
y por ello evitamos reiterarlo aquí.

El Informe Especial fue publicado en tres volú-
menes del Boletín Oficial del Parlamento Nº 94.1,
94.2 94.3 de 28 de septiembre de 2005.y puede
accederse también al mismo a través de nuestra
página Web:

www.defensora-navarra.com/espanol/publica-
ciones.html .

10.2. INFORME PROPUESTA A LA PONEN-
CIA DE AUTOGOBIERNO SOBRE LA REFORMA
DE LA LEY ORGÁNICA DE REINTEGRACIÓN Y
AMEJORAMIENTO DEL RÉGIMEN FORAL DE
NAVARRA EN MATERIAS RELACIONADAS CON
EL ÁMBITO COMPETENCIAL DE LA DEFENSO-
RA DEL PUEBLO DE NAVARRA

En el seno de diferentes Parlamentos Autonó-
micos, se han constituido ponencias o grupos de
trabajo encargados de estudiar aspectos suscepti-
bles de modificación en sus respectivos Estatutos
de Autonomía, que en algunos casos han solici-
tando la interlocución de expertos, asociaciones,
etc, para determinadas materias.

Los Defensores del Pueblo Autonómicos tam-
poco se han mantenido al margen de esta iniciati-
va y han formulado propuestas, que en el caso de
Andalucía, Cataluña y la Comunidad Valenciana,
han sido expuestas en sede parlamentaria, a peti-
ción de sus propios Parlamentos.

El 28 de enero de 2005 las propuestas en esta
materia de los distintos Defensores fueron puestas
en común en el marco de una Reunión de Coordi-
nación celebrada en Sevilla y que tuvieron su
colofón en la Jornadas de Coordinación Extraordi-
narias que se celebraron en Baeza los días 5 y 6
de mayo bajo el título “Reformas Estatutarias,
Derechos Sociales y Defensores del Pueblo Auto-
nómicos” (Ver apartado Capítulo 9.2 )

En este contexto, la Institución creyó oportuno
someter a la consideración de la Ponencia consti-
tuida en el seno del Parlamento de Navarra deter-
minadas propuestas que a nuestro juicio permitirí-
an profundizar en el cumplimiento de los fines que
esta Institución tiene encomendados; en línea con
las formuladas por los restantes Defensores.
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Lógicamente la oportunidad de incorporar este
tipo de modificaciones a la Ley Orgánica 10/1982,
de Reintegración y Amejoramiento del Régimen
Foral de Navarra, dependerá sobre todo y en pri-
mer termino de que se juzgue o no oportuna la
revisión más o menos amplia del propio texto
legislativo.

Las propuestas formuladas que fueron entre-
gadas en el mes de abril al Presidente del Parla-
mento de Navarra, al Presidente del Gobierno de
Navarra así como a los Portavoces de los distintos
Grupos Parlamentarios en el Parlamento de Nava-
rra, pueden resumirse en dos aspectos esencia-
les:

• La oportunidad de hacer referencia expresa
en nuestra Ley Fundamental a la extensión de los
derechos y libertades que las instituciones forales
se comprometen a garantizar a los ciudadanos y
ciudadanas navarros. Esta actuación se orientaría
a complementar, con la profundidad que se consi-
dere oportuna, las genéricas disposiciones conte-
nidas en el texto Constitucional, en particular en lo
referente a los denominados Derechos Sociales.

• La conveniencia de reflejar en dicho texto
legal la propia figura del Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra, siendo deseable
que abarque al menos su ámbito competencial.

Debe hacerse hincapié en que la profundidad
con la que se aborden cada uno de los temas
puede ser discutible y vendrá sin duda condiciona-
da por la visión global del propio proceso de refor-
ma estatutaria.

En todo caso, por si se presentan condiciones
objetivas de oportunidad, se consideró convenien-
te aportar un borrador de texto articulado con el
único objetivo de hacer más visible el tipo de refor-
mas que a nuestro juicio se considerarían desea-
bles.

Finalmente, junto a dicho texto articulado, del
cual dejamos constancia seguidamente, se acom-
pañó un documento técnico justificativo de las pro-
puestas formuladas que contiene las reflexiones
efectuadas por nuestra Institución en el marco de
las Jornadas antes citadas y del que se reproduce
igualmente su contenido.

10.2.1. PROPUESTA DE TEXTO ARTICULADO 

En concreto el Texto Articulado propuesto fue
el siguiente:

DE LOS DERECHOS, LIBERTADES Y DEBERES DE
LOS CIUDADANOS Y CIUDADANAS DE NAVARRA

Artículo -

1.– Los ciudadanos y ciudadanas de Navarra
son titulares de los derechos, libertades y debe-
res reconocidos en la Constitución Europea, en la
Constitución Española y en la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra, así como en los Tratados y Convenios
Internacionales y, en particular, los que se recono-
cen en la Declaración Universal de los Derechos
Humanos.

2.– Corresponde a los poderes públicos de la
Comunidad Foral de Navarra, en el ámbito de su
territorio, garantizar y tutelar su adecuado ejerci-
cio.

Artículo -

La Comunidad Foral de Navarra, con el fin de
garantizar el pleno ejercicio de los derechos de
contenido social reconocidos a los ciudadanos y
ciudadanas, impulsará y adoptará las políticas y
medidas necesarias para alcanzar los siguientes
objetivos básicos:

1.– La mejora de las condiciones de vida y tra-
bajo, propiciando el acceso al empleo en condi-
ciones de igualdad, así como de dignidad y cali-
dad del mismo.

2.– La protección efectiva del derecho a la
salud mediante la adecuada promoción, preven-
ción y atención sanitaria de calidad durante todas
las etapas de la vida de las personas.

3.– El acceso a una educación y formación
profesional permanentes de calidad en todas las
fases del desarrollo personal para facilitar la for-
mación plena e integradora de las personas.

4.-El acceso a una vivienda digna, impulsando
y fomentando la adopción de las medidas ade-
cuadas para asegurar su efectivo disfrute.

5.– La protección, ante situaciones de necesi-
dad, a través de un conjunto de prestaciones y
servicios, que atenderán especialmente las situa-
ciones de dependencia.

6.– La protección social, económica y jurídica
de la familia así como de las demás modalidades
convivenciales, fomentando la conciliación de la
vida laboral y familiar.

7.– El acceso a la cultura, y la conservación y
protección de los bienes que integran el patrimo-
nio histórico, cultural y artístico de Navarra.

8.– La protección de los recursos naturales y
el medio ambiente así como la mejora de su cali-
dad, conforme a los principios de prevención y
desarrollo sostenible.
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9.– La defensa y protección efectiva de los
consumidores y usuarios.

10– El acceso y participación de la sociedad
en los avances de la investigación científica así
como en el desarrollo tecnológico.

Artículo -

La Comunidad Foral de Navarra, con el fin de
superar las situaciones de desigualdad y discri-
minación de las personas y grupos sociales que
puedan derivarse de sus circunstancias persona-
les o sociales, promoverá, entre otras, las políticas
destinadas a garantizar:

1.– La igualdad de derechos entre hombres y
mujeres en todos los ámbitos, impulsando la
adopción de las medidas necesarias para erradi-
car la violencia de género.

2.– La atención y protección integral de los
menores, garantizando los cuidados necesarios
para su bienestar, atendiendo siempre al interés
superior del menor.

3.– La autonomía y el acceso a unas condicio-
nes de vida dignas de las personas mayores y la
mejora de su bienestar.

4.– La igualdad de oportunidades y la normali-
zación e integración social de las personas con
discapacidad así como su participación en la
vida de la comunidad.

5.– La integración de los colectivos desfavore-
cidos y, en particular, las personas inmigrantes así
como las minorías étnicas, culturales, religiosas o
de otra índole.

6.– La prevención de aquellas situaciones que
determinen o impliquen riesgo de exclusión, su
atención y el fomento de las políticas de inclusión
e integración de las personas o grupos que las
padezcan.

Artículo -

1.– La Comunidad Foral de Navarra, con el fin
de asegurar a todos los ciudadanos y ciudada-
nas unas condiciones mínimas de dignidad y
calidad de vida, garantizará unos servicios y pres-
taciones básicas, a través de los correspondien-
tes sistemas públicos de protección social, en el
ejercicio de los derechos a la salud, a la educa-
ción, a la vivienda y a los servicios sociales. Igual-
mente garantizará el acceso a unos recursos y
prestaciones mínimas, o a los complementos
necesarios, al objeto de cubrir las necesidades
básicas de subsistencia.

2.– Una ley regulará la Carta de los Derechos
Sociales de los ciudadanos y ciudadanas de

Navarra, en la cual se determinará el catálogo de
prestaciones y servicios que se garantizan en
relación con los derechos de contenido social
comprendidos en el presente Título, debiéndose
asegurar a estos efectos la suficiencia financiera
y la eficacia de las actuaciones a llevar a cabo.

Artículo -

1.– El Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra es el Alto Comisionado del Par-
lamento de Navarra, designado por éste para la
defensa y mejora del nivel de protección de los
derechos y libertades amparados por la Constitu-
ción y la presente Ley Orgánica.

2.– En el ejercicio de su función primordial,
tendente a salvaguardar a los ciudadanos y ciu-
dadanas frente a los posibles abusos y negligen-
cias de la Administración, podrá, entre otras
actuaciones, supervisar la actividad de las Admi-
nistraciones Públicas de Navarra y de sus orga-
nismos y entidades dependientes, de conformi-
dad a como lo establezca su Ley Foral
reguladora, debiendo dar cuenta de ello al Parla-
mento de Navarra a través de informes anuales
así como de informes extraordinarios.

3.– Igualmente, en el cumplimiento de su
misión, podrá dirigirse a las autoridades, institu-
ciones y organismos del resto de Administracio-
nes Públicas con sede en Navarra.

4.– El Defensor del Pueblo de La Comunidad
Foral de Navarra ejercerá sus funciones con inde-
pendencia y autonomía, siéndole de aplicación el
sistema de garantías establecido en la legislación
vigente y, en concreto, las correspondientes a los
miembros del Parlamento de Navarra de acuerdo
con la presente Ley Orgánica.

10.2.2. REFLEXIONES DESDE LA INSTITUCIÓN
DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO DE NAVARRA EN
TORNO A UNA POSIBLE REFORMA DE LA “LEY
ORGÁNICA DE REINTEGRACIÓN Y AMEJORAMIENTO
DEL RÉGIMEN FORAL DE NAVARRA”

Como ha quedado dicho la propuesta de Texto
Articulado se acompañó de un Informe en el que
se contenían una serie de Reflexiones desde la
institución de la Defensora del Pueblo de Navarra
en torno a una posible reforma de la “Ley Orgáni-
ca de Reintegración y Amejoramiento del Régimen
Foral de Navarra” que han sido fruto del trabajo de
la Institución y que fueron compartidas con los
restantes Defensores del Pueblo Autonómicas en
el marco de las Jornadas celebradas en Sevilla y
Baeza (Ver Capítulo 9.2 Jornadas Extraordinarias
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sobre “Reformas Estatutarias, Derechos Sociales
y Defensores del Pueblo Autonómicos”)

El Informe aportado fue el siguiente:

1.– Introducción.

Estamos asistiendo en los últimos meses en
nuestro país a diferentes planteamientos de refor-
ma del actual texto constitucional y, correlativa-
mente, de los diferentes Estatutos de Autonomía,
centrados básicamente en algunos de los elemen-
tos del modelo de organización territorial del Esta-
do y su incidencia en las distintas Comunidades
Autónomas en las que éste se ha estructurado
como consecuencia de las previsiones contenidas
en el Título VIII de nuestra Constitución de 1.978.

La importancia de este debate ha llevado a
que, en el seno de diferentes Parlamentos autonó-
micos, se hayan constituido ponencias o grupos
de trabajo encargados de estudiar y analizar
aquellos aspectos susceptibles de modificación o
reforma en sus respectivos Estatutos de Autono-
mía, solicitando para ello la interlocución de un
importante número de responsables públicos,
expertos, asociaciones, etc., a quienes se les ha
solicitado su opinión en determinadas materias.

Navarra no ha representado una excepción a
esta iniciativa y, en este sentido, en el seno del
Parlamento de Navarra se ha constituido igualmen-
te una ponencia encargada de llevar a cabo este
tipo de trabajos, centrados en el análisis y estudio
de una posible reforma de la Ley Orgánica
10/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Ame-
joramiento del Régimen Foral de Navarra, norma
institucional básica de nuestra Comunidad que,
además de cumplir similares funciones que los
Estatutos de Autonomía, viene a recoger y actuali-
zar como su nombre índica, un Régimen Foral pro-
pio, el de Navarra, que la Constitución en su Dis-
posición Adicional Primera ampara y respeta.

Los diferentes Defensores del Pueblo Autonó-
micos tampoco se han mantenido al margen de
esta iniciativa y, como consecuencia de ello, han
venido trabajando en este sentido con el fin de
poder efectuar una propuesta a sus respectivos
Parlamentos, dirigida, fundamentalmente, a pro-
fundizar en aquellos aspectos que, en su conside-
ración, tendrían mayor incidencia en la mejora y
avance en el cumplimiento de los fines que tienen
encomendados.

Las propuestas que en tal sentido han elabora-
do los distintos Defensores, algunas de las cuales
han sido ya expuestas en sede parlamentaria,
caso del Defensor del Pueblo Andaluz o del Síndic
de Greuges de la Comunidad Valenciana, o están

a punto de serlo, caso del Sindic de Greuges de
Cataluña, fueron presentadas y dadas a conocer
en la Jornada que celebraron en Sevilla el pasado
28 de enero bajo el título “El ámbito competencial
de los Defensores Autonómicos ante las reformas
de los Estatutos de Autonomía y el reconocimiento
de los derechos sociales”.

En este contexto, y por si se presentara en
Navarra esta oportunidad de reforma, se recoge a
continuación la propuesta que contiene las refle-
xiones efectuadas en dicha Jornada por nuestra
Institución, relativamente joven en el devenir del
Régimen Foral de nuestra Comunidad así como
en el panorama del resto de Defensores del Pue-
blo Autonómicos, si tenemos en cuenta que fue
creada en el año 2000 y puesta en funcionamiento
un año después, pero que, sin embargo, cuenta
con tan destacada misión, en términos de su pro-
pia Ley Foral reguladora, como es la defensa y
mejora del nivel de protección de los derechos y
libertades amparados por la Constitución y la pro-
pia Ley Orgánica de Reintegración y Amejora-
miento del Régimen Foral de Navarra.

Estas reflexiones, surgidas desde la propia res-
ponsabilidad que en el ejercicio de tan importante
labor se atribuye a la figura del Defensor del Pue-
blo de la Comunidad Foral de Navarra, giran nece-
saria y fundamentalmente, en consonancia con la
propia configuración de la Institución, en torno a
dos aspectos concretos.

En primer lugar, teniendo en cuenta lo que
constituye su objetivo básico de eficaz garantía de
los derechos y libertades de los ciudadanos y ciu-
dadanas, sin olvidar la no menos importante
dimensión de su impulso y promoción, con la pro-
puesta de inclusión de una obligada referencia a
los mismos tendente a una mayor profundización
en su extensión y garantía de su ejercicio.

En segundo lugar, planteando la conveniencia
de reflejar igualmente en dicho texto legal la figura
del Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de
Navarra así como la forma en puede resultar más
adecuada esa referencia.

No obstante, existe por último un tercer aspec-
to que, pese a no constituir materia propiamente
dicha de una posible reforma de la Ley Orgánica
de Reintegración y Amejoramiento, no debe dejar
de abordarse con el fin de aportar igualmente
algunas reflexiones en orden a una posible revi-
sión de la actual articulación o configuración de
las relaciones entre el Defensor del Pueblo y las
diferentes figuras afines de las Comunidades Autó-
nomas a la vista de la experiencia adquirida en los
años de coexistencia de estas Instituciones.
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Previamente a tratar estos puntos, resulta obli-
gado hacer una referencia y un merecido recono-
cimiento a lo que en estos más de veinte años ha
representado la Ley Orgánica de Reintegración y
Amejoramiento en la puesta al día de nuestro
Régimen Foral, democratización de nuestras tradi-
cionales Instituciones, así como en la efectiva
asunción por parte de Navarra de las competen-
cias y facultades compatibles con la unidad consti-
tucional -verdadero límite y referencia habitual en
las relaciones de Navarra con el Estado-.

Tampoco debe de olvidarse lo que esta norma
ha supuesto en el avance y consecución de logros
en el ámbito de los derechos y libertades recono-
cidos a los ciudadanos y ciudadanas dentro del
marco constitucional instaurado a partir de 1978,
que han permitido a Navarra alcanzar unas signifi-
cativas cotas de desarrollo y bienestar, sin que por
ello, no obstante, debamos caer en la autocompla-
cencia y dejemos de avanzar en la necesaria con-
secución de un más amplio grado de extensión y
efectividad de los mismos.

En este sentido, y de ello son fiel reflejo los
informes anuales y especiales que venimos reali-
zando, nuestra corta experiencia nos ha permitido
apreciar cómo, en muchos casos, los ciudadanos
y ciudadanas se dirigen a nosotros solicitando que
por parte de las distintas administraciones se lle-
ven a cabo aquellas actuaciones que efectivamen-
te materialicen o den alcance a esta clase de
derechos, especialmente los de contenido social,
y si bien en ocasiones no dejan de constituir situa-
ciones individuales que se plantean con toda su
crudeza, en muchos casos vienen a representar la
punta de un iceberg no delatado que los Defenso-
res del Pueblo, en el ejercicio de las funciones que
tenemos encomendadas, estamos obligados a
evidenciar y destapar, exigiendo, además, una
debida atención por parte de las Administraciones
competentes.

Por tanto, en esta importante tarea en que se
enmarca este análisis y partiendo de un reconoci-
miento previo a la actual situación y a que cual-
quier planteamiento de reforma debe, por tanto,
surgir desde la base del actual marco normativo
recogido en la Constitución y Amejoramiento, no
debe de olvidarse el necesario avance que toda-
vía hay que realizar en esta materia, que contribu-
ya a dar satisfacción a amplios sectores de nues-
tra sociedad a los cuales la efectividad de los
principios y derechos reconocidos fundamental-
mente en el texto constitucional todavía no ha lle-
gado con la plenitud necesaria.

2.– Profundización en la extensión y garan-

tía del ejercicio de los derechos y libertades

fundamentales.

De todos es conocida la distinta conceptuación
que de los derechos y libertades fundamentales
se contiene en el Título I de nuestra Constitución
en función de sus distintos niveles o grado de pro-
tección.

De un lado nos encontramos con los recogidos
en el Capítulo Segundo, los que en opinión de
muchos sólo cabe considerar como verdaderos
derechos, de los cuales se predica la posibilidad
de invocarlos de forma directa e inmediata ante
los Jueces y Tribunales además de actuar como
verdadero límite para la actuación del legislador.

De otro, los principios rectores de la política
social y económica contenidos en el Capítulo Ter-
cero, verdadero bloque de carácter programático,
que hace referencia a una serie de derechos que,
si bien carecen de una eficacia inmediata como
ocurre con los del Capítulo precedente, informan
la legislación positiva, la práctica judicial y la
actuación de los poderes públicos. No obstante,
su exigencia viene a quedar condicionada a lo que
se disponga en las leyes que los desarrollen.

Estos últimos, que podríamos decir carecen de
una protección o garantía constitucional en los tér-
minos del art. 53, pese a que constituyen normas
jurídicas cuyos destinatarios son los poderes
públicos, se presentan por tanto como auténticas
expectativas de derechos, cuya efectividad y exi-
gencia la propia Constitución remite a un proceso
normativo posterior.

Por otra parte, si tenemos en cuenta las mate-
rias a las que van referidos, podemos afirmar que,
básicamente, afectan al aspecto social o asisten-
cial del Estado social y democrático de Derecho
instaurado por nuestra Constitución en su art. 1.1.
Estado Social al que el constituyente asignó como
objetivos esenciales identificadores de su misma
forma histórica, el establecimiento de una socie-
dad democrática avanzada y el logro de la igual-
dad sustancial de todos los ciudadanos y ciudada-
nas.

No obstante, la experiencia de estos más de
veinticinco años de vigencia del texto constitucio-
nal, ha servido para constatar las dificultades exis-
tentes para dotar de una garantía plena a los
derechos sociales. La referencia a la normatividad
de la Constitución no es suficiente; el problema
consiste en pasar de la normatividad a la prescrip-
tividad para alcanzar una garantía que se asemeje
a la de los derechos que podríamos denominar de
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libertad, que se contienen básicamente en el
Capítulo Segundo del Título I.

Cuando en estos momentos nos estamos
encontrando ya con la referencia y existencia de
los denominados derechos de tercera generación,
que giran en torno al concepto de la solidaridad,
queda todavía mucho camino por recorrer en lo
que respecta al grado de efectividad y cumplimien-
to de los derechos sociales o también conocidos
como de segunda generación, y que se concretan
fundamentalmente en los ya citados principios rec-
tores de la política social y económica.

Ciertamente, de los poderes públicos depende
la efectividad de estos derechos y a ellos corres-
ponde adoptar las medidas que los hagan posi-
bles, por más que nos encontremos también con
un factor extrajurídico de decisiva importancia
para su eficacia real como es la existencia de las
estructuras y condiciones socio-económicas que
hagan posible su ejercicio.

Ello no es sino consecuencia de la dimensión
prestacional de la gran mayoría de estos derechos
que hace necesario que la regulación legal de los
mismos esté acompañada inexcusablemente de
las posibilidades de su ejercicio real y efectivo. De
lo contrario nos encontraríamos, de nuevo, con
otra clase de normas programáticas que supondrí-
an una forma de incumplimiento de la obligación
de legislar en un sentido social, y serían contra-
rias al mandato del artículo 9.2 de la Constitución.

En este orden de cosas, consideramos que
este posible proceso de reforma al que se ha
apuntado al principio, debe de servir para conse-
guir un mayor grado de vinculatoriedad de los
poderes públicos, en este caso de Navarra, a tra-
vés de una mayor precisión en la determinación
de los objetivos a alcanzar y de los instrumentos a
utilizar para ello, caminando de esta forma en la
propia dirección que nos marca la Constitución y
avanzando en el significado real del Estado Social
que instituye, de manera que los derechos socia-
les dejen de concebirse como derechos teóricos y
tiendan a convertirse en derechos efectivos.

Es por ello que una referencia en este sentido
en nuestra Ley Orgánica de Reintegración y Ame-
joramiento puede reforzar y comprometer más la
actuación de los poderes públicos de Navarra en
orden a su consecución. Máxime si tenemos en
cuenta el rango y destacado papel que viene a
desempeñar dicha norma en el vigente ordena-
miento jurídico de nuestra Comunidad.

De otra parte, si observamos el contenido del
actual texto de la citada Ley Orgánica, a diferencia
de lo que podemos encontrar en algunos de los

Estatutos de Autonomía, p. ej. Andalucía (art. 12),
Extremadura (art. 6), Castilla-León (art. 8), Astu-
rias (art. 9) Castilla-La Mancha (art. 4), no existe
siquiera en él norma programática alguna con
referencia a objetivos básicos en esta materia,
garantizándose, eso sí, en la escueta redacción
de su art. 6, que los navarros tendrán los mismos
derechos, libertades y deberes fundamentales que
los demás españoles.

Se alcanzaría, por tanto, con la introducción de
un apartado o referencia de esta naturaleza un
doble objetivo. Por un lado el ya manifestado de
dotar de una mayor proyección y vinculatoriedad a
esta clase de derechos que facilite su efectivo dis-
frute por los ciudadanos y ciudadanas y, por otro,
se vendría a cubrir una inicial ausencia de estas
importantes referencias en el actual texto del Ame-
joramiento.

No puede tampoco desconocerse en esta
materia la existencia en el texto de la Constitución
Europea, en estos momentos en fase de ratifica-
ción y entrada en vigor, de una amplia relación
(arts. II-61 a II-114) de derechos de marcado
carácter social -los contenidos en la Carta de
Derechos Fundamentales– cuyo reconocimiento y
desarrollo deberán impulsar los diferentes Estados
miembros de la Unión Europea.

En el amplio elenco de derechos u objetivos de
contenido social a que puede hacerse referencia;
la promoción del pleno empleo y calidad del traba-
jo; la justicia social; el desarrollo sostenible; un
nivel elevado de protección social; la igualdad
entre hombres y mujeres; los derechos del menor;
un nivel elevado de sanidad pública; unos servi-
cios sociales y unos servicios de interés general
eficaces y de alta calidad, etc., ha venido constitu-
yendo objetivo destacado en la actuación de esta
Institución desde sus comienzos, la especial aten-
ción en la defensa de los derechos de aquellos
colectivos más vulnerables y, por tanto, especial-
mente necesitados de protección: las mujeres, los
mayores, los menores, las personas extranjeras y
las personas con discapacidad, sea esta física o
psíquica.

Pero junto a ellos, no podemos dejar pasar la
oportunidad de incluir una necesaria referencia a
la situación en que se encuentran todavía muchas
personas, carentes de los recursos que les garan-
ticen unos mínimos de dignidad en sus condicio-
nes de vida y que se ven abocadas a desenvolver-
se por debajo incluso de los umbrales de la
pobreza.

Una de las características del Estado de Bien-
estar es la “responsabilidad en el mantenimiento
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de un nivel mínimo de vida, entendido como un
derecho social, es decir, no como caridad pública
para una minoría, sino como un problema de res-
ponsabilidad colectiva hacia todos los ciudadanos
de una comunidad moderna y democrática”.

Por ello, se hace necesario el decidido com-
promiso de los poderes públicos en tratar de atajar
este tipo de situaciones, garantizando las presta-
ciones materiales que permitan cubrir las necesi-
dades básicas vitales de las personas que se
encuentran en estas difíciles circunstancias.

Por último, en esta labor de concretar la refe-
rencia a algunos de los derechos de contenido
social en nuestro Amejoramiento, no puede tam-
poco desconocerse la evolución en los últimos
años de algunos de los grupos sociales anterior-
mente señalados -en concreto de la población
inmigrante-. En primer lugar, por la importancia
numérica y su repercusión social, cultural y econó-
mica -por este orden-; en segundo lugar, por la
consideración sobre la defensa de sus derechos a
que todos estamos obligados.

A todos los ciudadanos, pero especialmente a
estos colectivos a que hemos hecho referencia -
mujeres, mayores, menores, personas extranjeras
y personas con discapacidad o dependientes-,
deben de ir encaminados los esfuerzos para que
la igualdad tantas veces proclamada en nuestro
actual texto constitucional no sea puramente for-
mal, adoptándose las medidas necesarias para
conseguir que la misma se materialice real y efec-
tivamente. Dar una respuesta convincente a todos
ellos constituye nuestra obligación y compromiso.

Como consecuencia de todo lo anteriormente
expuesto parece conveniente plantear la inclusión
en el actual texto de la Ley Orgánica de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Nava-
rra de un nuevo Título dedicado a estos derechos
que, a través de una serie de normas de carácter
programático, contribuya a garantizar un mayor
disfrute efectivo de los mismos.

En concreto, la redacción que se propone, ade-
más de reconocer a los ciudadanos y ciudadanas
de Navarra los derechos, libertades y deberes
contenidos en la Constitución, Amejoramiento y
Tratados y Convenios Internacionales, aborda
igualmente la referencia a una serie de derechos
de contenido social cuyo pleno ejercicio deben de
ser garantizados por la Comunidad Foral de Nava-
rra mediante la promoción de las políticas y adop-
ción de las medidas necesarias. En esta misma
línea, dichas políticas y medidas deberán tender a
superar aquellas situaciones de desigualdad y dis-
criminación en que puedan verse involucradas las

personas y grupos sociales, derivadas especial-
mente de sus circunstancias personales o socia-
les, así como a garantizar unos servicios y presta-
ciones básicas que aseguren a todos los
ciudadanos y ciudadanas unas condiciones míni-
mas de dignidad y calidad de vida.

Por último, se plantea también la inclusión de
un artículo específico, cuya justificación se detalla
a continuación, dedicado al Defensor del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra, como figura
específica y singular creada, precisamente, para
la defensa y mejora del nivel de protección de los
derechos y libertades reconocidos, y amparados
por la Constitución y el propio Amejoramiento.

3.– Referencia a la figura del Defensor del

Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra en la

Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento.

Navarra, con la creación a través de la Ley
Foral 4/2000, de 3 de julio, de la figura del Defen-
sor del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra,
y su posterior puesta en funcionamiento un año
después, se incorporó al grupo de Comunidades
que cuentan con similares Instituciones de defen-
sa y protección de los derechos y libertades en su
respectivo ámbito territorial.

Así lo habían hecho anteriormente con diferen-
tes denominaciones, tras la aprobación de sus
correspondientes leyes autonómicas, las Comuni-
dades Autónomas de Andalucía (Defensor del
Pueblo Andaluz), Cataluña (Sindic de Greuges),
Galicia (Valedor do Pobo), Aragón (Justicia de
Aragón), Canarias (Diputado del Común), País
Vasco (Ararteko), Valeciana (Sindic de Greuges),
Castilla y León (Procurador del Común) y la más
reciente Castilla-La Mancha (Defensor del Pueblo
de Castilla-La Mancha).

De todas las anteriormente mencionadas, sólo
en el caso de Castilla-La Mancha no existe en la
actualidad una referencia expresa a esta figura en
su Estatuto de Autonomía. Originariamente tampo-
co la existía en el caso de Castilla-León, si bien
con ocasión de la reforma llevada a cabo del
mismo a través de la Ley Orgánica 4/1999, de 8
de enero, se vino a cubrir ese vacío.

Por otra parte, nos encontramos también con
el caso de otras Comunidades que, pese a que en
sus Estatutos de Autonomía contemplan similar
figura, sin embargo no cuentan todavía con la
correspondiente Ley de creación y regulación
(Cantabria, La Rioja y Extremadura), dándose
incluso el supuesto de la Comunidad de Baleares
que, contando con dicha Ley desde el año 1.993,
no ha procedido todavía a la puesta en funciona-
miento de dicha Institución.
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En el contexto del principio dispositivo como
base de la articulación de la estructura territorial
del Estado, la propia Constitución ha venido a
posibilitar que la determinación de la estructura
institucional de cada Comunidad Autónoma
corresponda a su respectivo Estatuto, medio que,
como hemos visto, ha sido utilizado por la gran
mayoría de ellas para incorporar al ordenamiento
de sus Comunidades la figura del Defensor del
Pueblo.

Sin embargo esta posibilidad no cabe sólo limi-
tarla a la norma estatutaria, ya que las distintas
Comunidades Autónomas han asumido las com-
petencias para la organización de sus institucio-
nes de autogobierno. Es por ello que se ha reco-
nocido que el legislador autonómico, en ejercicio
precisamente de la competencia de autoorganiza-
ción institucional, tiene capacidad para crear esta
figura en el ordenamiento de su Comunidad Autó-
noma, máxime dada su configuración de comisio-
nado parlamentario, lo que implica que es en sí
derivación de la existencia del Parlamento y, por
tanto, no es necesaria una reforma del Estatuto de
Autonomía para su introducción.

En el caso de Navarra, en el que no existe
referencia alguna en la Ley Orgánica de Reinte-
gración y Amejoramiento a la figura del Defensor
del Pueblo, su creación a través de la Ley Foral
4/2000, de 3 de julio ha sido posible, además, en
virtud del ejercicio de la competencia histórica
reconocida a nuestra Comunidad Foral en el art.
49.1,a) de la Ley Orgánica 13/1982, de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Nava-
rra para la “regulación de la composición, atribu-
ciones, organización, funcionamiento y régimen
jurídico de las Instituciones Forales, ...”.

Pese a la validez de la fórmula descrita, la oca-
sión que puede presentarse de una hipotética
reforma de la Ley Orgánica de Reintegración y
Amejoramiento, unida a la experiencia y consoli-
dación adquirida en estos años de funcionamiento
de estas Instituciones, hace posible que pueda
efectuarse una adecuada referencia en dicho texto
a la figura del Defensor del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra que, además de contribuir a
estabilizar y reforzar su presencia en el entramado
institucional de nuestra Comunidad, mejore su
funcionalidad así como las garantías para el cum-
plimiento de los fines que tiene encomendados.

En el artículo que se propone incluir se reflejan
las características fundamentales propias de la
Institución, tomando como referencia, precisamen-
te, algunas de las contenidas en la propia Ley
Foral 4/2000 por la que se crea la misma, respe-
tando de esta forma la voluntad del legislador a la

hora de configurarla. La naturaleza y sus funcio-
nes, así como la independencia en su actuación
junto con las condiciones que garantizan dicha
independencia, constituyen las líneas básicas de
la redacción propuesta.

En lo que se refiere a sus características esen-
ciales, se ha obviado, a diferencia de lo que ocurre
en las propuestas efectuadas por otros Defenso-
res del Pueblo Autonómicos, cualquier referencia
específica a la mayoría necesaria para la elección
del titular de la Institución.

Y ello como consecuencia de la reciente inicia-
tiva aprobada en sede parlamentaria sobre esta
cuestión (Ley Foral 3/2005, de 7 de marzo), por lo
que, en este aspecto, habrá de estarse a lo esta-
blecido en la misma.

Interesa destacar en relación con estas cues-
tiones que, la conveniencia de reflejar las caracte-
rísticas básicas del Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra en la Ley Orgánica
de Reintegración y Amejoramiento tiene, además,
la virtualidad de que las mismas sólo podrán
modificarse por la vía de la reforma de dicha Ley
Orgánica, lo que viene a significar de igual modo
la exigencia de un amplio consenso sobre esta
materia entre las diferentes fuerzas políticas con
representación en el Parlamento de Navarra,
dotando de esta forma de una mayor estabilidad al
marco institucional a que nos estamos refiriendo.

En lo que se refiere a su ámbito de actuación,
especialmente a través de su actividad superviso-
ra, en la propuesta, además de incluirse también
entre sus funciones más relevantes la de hacer
frente a los casos que podríamos denominar de
mala administración, es decir aquellos en que los
poderes públicos puedan incurrir en posibles abu-
sos o negligencias al no obrar de conformidad con
las normas o principios a los que deben atenerse
obligatoriamente, se siguen las pautas contenidas
en el art. 1.3 de la Ley Foral 4/2000 en lo que se
refiere al tipo de Administración o entidades que
podrá supervisar para el cumplimiento de sus
fines, optándose en la propuesta que se efectúa
por una referencia genérica a las Administraciones
Públicas de Navarra y a sus organismos y entida-
des dependientes.

Respecto a ello merece destacarse la inclusión
que con esta propuesta se plantea de las Entida-
des Locales de Navarra, al igual que lo viene a
hacer expresamente la Ley Foral antes citada, a la
luz fundamentalmente de los pronunciamientos
del Tribunal Constitucional en relación a esta
cuestión.
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Debe tenerse en cuenta a estos efectos que,
en materia de régimen municipal o local, el art. 46
de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejora-
miento, en su apartado 1,a) atribuye a Navarra las
facultades y competencias históricas que venía
ostentando al amparo de lo establecido fundamen-
talmente en la Ley Paccionada de 16 de agosto de
1841 y en el Real Decreto-ley paccionado de 4 de
noviembre de 1.925.

Dichos textos atribuían a la entonces Diputa-
ción importantes facultades que le permitían
supervisar la práctica totalidad de la vida adminis-
trativa de los municipios, además de efectuar un
verdadero control de legalidad de la actuación de
los mismos.

Un exponente claro de este régimen lo consti-
tuyó el Reglamento de Administración Municipal
de Navarra de 3 de febrero de 1928, calificado por
algunos como un auténtico tratado del régimen
municipal de Navarra y que derivó del Real Decre-
to Ley de 4 de noviembre de 1925.

En este Reglamento se contenían una impor-
tante serie de medidas de fiscalización, interven-
ción y tutela de la Diputación sobre las Entidades
Locales de Navarra. Su texto, pese a ir perdiendo
contenido en diversas materias como consecuen-
cia de la aprobación de normativa posterior que
venía a sustituirlo, permaneció en vigor hasta la
aprobación de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio,
de Administración Local de Navarra, destacándo-
se como una de sus más significativas modifica-
ciones la que tuvo lugar con ocasión de la aproba-
ción de la Ley Foral 2/1986, de 17 de abril,
reguladora del control por el Gobierno de Navarra
de la legalidad y del interés general de las actua-
ciones de las Entidades Locales de Navarra.

A través de esta última norma se pretendía,
fundamentalmente, dar efectividad al principio de
autonomía municipal consagrado en la Constitu-
ción, eliminando una serie de tutelas previas para
determinadas actuaciones de dichas entidades,
configurando el recurso de alzada ante el Tribunal
Administrativo de Navarra -órgano propio y pecu-
liar de nuestro régimen local– como un recurso de
carácter potestativo, y adecuando, por otra parte,
a dicho principio de autonomía el control de legali-
dad y del interés general que atribuye a la Diputa-
ción Foral o Gobierno de Navarra el mismo art. 46
de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejora-
miento en su apartado 2.

El respeto al ejercicio de estas competencias
históricas que nuestro texto constitucional contem-
pla en su Disposición Adicional Primera, párrafo
primero, posteriormente plasmado como hemos

visto en el citado art. 46 del Amejoramiento y en
las propias leyes estatales reguladoras del régi-
men local (Ley de Bases y Ley de Haciendas
Locales), sustentan y legitiman por tanto este tipo
de previsiones, la contenida en el art. 1.3,b) de la
Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, y en el propio texto
que ahora se propone, en el sentido de incluir a
las Entidades Locales de Navarra en el ámbito de
supervisión del Defensor del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra en el ejercicio de las compe-
tencias que éste tiene atribuidas.

En la línea de lo anteriormente expuesto, y de
forma acertada, estamos asistiendo a una cierta
tendencia a adoptar también esta misma medida
en otras Comunidades en base a diferentes argu-
mentos y consideraciones, como es el caso de la
última reforma llevada a cabo en Canarias en rela-
ción con la figura del Diputado del Común o los
diferentes planteamientos que en este sentido se
están realizando precisamente en el presente con-
texto de una posible reforma de los Estatutos de
Autonomía.

Finalmente, en este apartado dedicado a la
figura del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra, el reconocimiento de una posibi-
lidad que ya se viene realizando en la práctica,
solicitando determinada colaboración en algunos
aspectos al resto de Administraciones presentes
en Navarra, con el debido respeto al ámbito com-
petencial establecido en cada caso, y el conve-
niente reflejo en un instrumento normativo de la
naturaleza del Amejoramiento de las garantías
establecidas en el ejercicio del cargo, constituyen
las dos últimas cuestiones a las que se hace refe-
rencia en el texto del artículo propuesto referido a
la figura del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra.

4.– Necesidad de una nueva articulación de

las relaciones entre el Defensor de Pueblo y

los Defensores del Pueblo Autonómicos.

Sin pretender desde nuestra Institución atri-
buirnos ningún papel preponderante o de protago-
nismo en esta cuestión, máxime si tenemos en
cuenta nuestra corta andadura en relación con la
experiencia y consolidación adquirida por otras
Instituciones afines en distintas Comunidades
Autónomas, si que, en cambio, como consecuen-
cia de la práctica observada y del análisis conjun-
to que en ocasiones se ha tenido oportunidad de
efectuar sobre esta cuestión, estamos en disposi-
ción de aportar una visión crítica a la actual situa-
ción, que, como mínimo, podríamos calificarla
como disfuncional y muy mejorable.
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Desde esta perspectiva, no pretendemos sino
contribuir con nuestro pequeño grano de arena, a
modo de reflexión, a posibilitar la necesaria supe-
ración de la actual configuración de estas relacio-
nes, tratando con ello de alcanzar la solución que,
en definitiva, y eso es lo verdaderamente impor-
tante, garantice el mejor cumplimiento de la misión
que a todas estas Instituciones se atribuye de
defensa y protección de los derechos y libertades
de los ciudadanos y ciudadanas.

La efemérides del transcurso de los más de
veinticinco años de vigencia de nuestro texto
Constitucional, además de dar oportunidad a la
reflexión y revisión de algunos de los conceptos
acuñados en aquel momento, ha servido también
para constatar que el impulso descentralizador
que se ha venido materializando en este tiempo
ha confinado en los poderes autonómicos una
gran parte de los derechos que afectan al entorno
vital de los individuos, especialmente y por lo que
a nuestras Instituciones más nos ocupa, aquellos
de contenido social.

De esta forma las competencias del Estado en
determinadas materias necesariamente han debi-
do articularse con las competencias previstas en
los Estatutos de Autonomía de algunas Comunida-
des Autónomas respecto a actuaciones sectoriales
como la vivienda, la educación, la sanidad, los
servicios sociales, etc.

En este contexto, parece estar justificado no
sólo la configuración plural de la Institución del
Defensor del Pueblo sino, además, que la misma
se adapte a las características del Estado autonó-
mico, es decir, a la existencia de una diversidad de
estructuras administrativas de carácter territorial
insertadas en las estructuras políticas de las dife-
rentes Comunidades Autónomas.

Sin embargo, la existencia inicial de una deter-
minada normativa en este aspecto en referencia a
la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo, que tuvo
que ser debidamente complementada de inmedia-
to para tratar de abordar con una cierta razonabili-
dad la coexistencia de estas Instituciones, unido
probablemente a la ausencia en aquellos momen-
tos de una perspectiva histórica de la que actual-
mente sí disponemos, ha dificultado de alguna
forma una evolución en esta materia más acorde y
ajustada al nuevo modelo de organización territo-
rial surgido de nuestro texto constitucional.

En definitiva, la constitución del Estado de las
autonomías y la previsión de crear una institución
similar por los diferentes Estatutos de Autonomía
en el momento de aprobarse la Ley Orgánica del
Defensor del Pueblo, así como la posibilidad,

como de hecho ha ocurrido, del surgimiento y pos-
terior incremento de la existencia de estas figuras,
sigue imponiendo la búsqueda de soluciones tanto
respecto de la delimitación de competencias como
de fórmulas de cooperación entre las distintas ins-
tituciones que articulen un sistema coherente y
eficaz de defensa de los derechos de los ciudada-
nos y ciudadanas.

Llegados a este punto no parece necesario
volver a reiterar las distintas posiciones contra-
puestas que al respecto se han producido en este
tema, fundamentalmente sobre la interpretación
del contenido del art. 54 de la Constitución, así
como, posteriormente, de la concreción de sus
previsiones en el texto de la vigente Ley Orgánica
del Defensor del Pueblo, ni siquiera parece opor-
tuno que nos extendamos en los argumentos por
los que podamos decantarnos en un sentido u
otro en esta discusión. Son ya bastante conocidos 

Por el contrario, desde la visión y posición de
estas instituciones, sí que estamos en condiciones
de poder aportar una perspectiva a esta cuestión
que sin duda nos atreveríamos a calificar como
más enriquecedora y, probablemente, más certera
y aproximada a la realidad, por cuanto nuestras
aportaciones y apreciaciones surgen precisamen-
te de la experiencia adquirida en el funcionamien-
to de nuestras respectivas Instituciones, algunas
durante un importante número de años.

En este sentido, debe de hacerse referencia
destacada, por su dilata experiencia en una de
ellas, al contenido de lo manifestado por D. Enric
Barlett i Castellá en su trabajo publicado sobre el
Sindic de Greuges, y más concretamente en el
apartado dedicado a las relaciones con el Defen-
sor del Pueblo en el que, no solamente efectúa un
preciso diagnóstico con una exhaustiva y detalla-
da narración de la práctica observada en los años
que ha permanecido en la citada Institución,
aspecto éste, el práctico, a veces ignorado por
construcciones más dogmáticas o teóricas, sino
que también apunta en dicho trabajo una serie de
propuestas de cara a la posible redistribución del
ejercicio de las respectivas competencias concu-
rrentes del Defensor del Pueblo y los Defensores
del Pueblo autonómicos.

A este respecto resultan evidentes, por la cer-
teza de algunos de ellos, los argumentos y razo-
namientos que se vienen dando en relación a las
disfuncionalidades de la actual situación.

Como que la auctoritas de nuestras institucio-
nes puede verse seriamente afectada por las
interferencias del Defensor del Pueblo en su ámbi-
to de intervención, lo que podría ser interpretado
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como minusvaloración o desautorización de su
actuación, tanto por parte de las administraciones
a supervisar, como de los ciudadanos cuyos dere-
chos le corresponde proteger, pero que es igual-
mente necesaria para el propio Defensor del Pue-
blo, cuya auctoritas se verá igualmente afectada
por aquellas disfuncionalidades e interferencias,
especialmente frente a los ciudadanos y las admi-
nistraciones objeto de supervisión en el ámbito de
la Comunidad Autónoma que disponga de esta
figura y en la que la misma tenga una gran legiti-
mación.

O la falta de lógica y de sentido a que el
Defensor del Pueblo, Comisionado de las Cortes
Generales, extienda sus competencias más allá
del ámbito de competencia de estas, como conse-
cuencia fundamentalmente del engranaje existen-
te entre la supervisión del Comisionado con el
control político del Parlamento, que aconseja que
en aquellas Comunidades en las que existe esta
figura sea con ocasión de la presentación de su
informe cuando, en su caso, la Cámara autonómi-
ca correspondiente pueda llevar a cabo una actua-
ción política en relación con el Gobierno autonó-
mico que dirige la Administración afectada

Lo anteriormente expuesto, unido a los princi-
pios o conceptos de mas nuevo cuño exigidos en
la actuación de los poderes públicos, como los de
eficacia, descentralización, cercanía, inmediatez,
agilidad, flexibilidad, proximidad al ciudadano,
racionalidad burocrática, alguno de ellos proclama-
dos en el propio texto constitucional, o el más
reciente de subsidiaridad, introducido por el dere-
cho comunitario como principio que persigue preci-
samente buscar la máxima eficacia y proporcionali-
dad en la elección del nivel de decisión más eficaz
y conveniente, no puede llevar sino a la conclusión,
mediante una interpretación en clave sistemática y
conforme al art. 2 de la Constitución, de que el
constituyente, regulando minimamente la figura del
Defensor del Pueblo, dejó abiertas todas las posibi-
lidades de desarrollo posterior de la misma
mediante su correspondiente ley orgánica.

Desde esta perspectiva, no se debe descono-
cer tampoco, por lo que se refiere a la garantía
frente a una eventual vulneración de los derechos
constitucionales, que se ha pretendido predicar
sólo y en exclusiva de la figura del Defensor del
Pueblo, que los Defensores del Pueblo autonómi-
cos también habrán de conocer y aplicar la Cons-
titución y, en consecuencia, también dirigen su
actividad a defender los derechos constitucionales
de los ciudadanos y ciudadanas.

Todo ello nos lleva a reflexionar sobre si el
mantenimiento de una figura de Defensor del Pue-

blo con competencias generales y concurrentes
con las de los Defensores del Pueblo autonómi-
cos, e inafectables por la existencia de éstos,
resulta sostenible, o si no cabría articular la rela-
ción entre el Defensor del Pueblo y los Defensores
del Pueblo autonómicos, allí donde existan, en
torno a un principio de competencia e, incluso, a
un sistema de ombudsman sobre el territorio. Si el
Defensor del Pueblo es un órgano auxiliar de las
Cortes Generales, o los Defensores autonómicos
de sus respectivos Parlamentos autonómicos, si
su función de control es auxiliar de las funciones
principales de esos órganos, quizás deberían
tener el mismo punto de conexión con las compe-
tencias de las asambleas de quienes son comisio-
nados y del territorio en el que ejercen su misión.

Como consecuencia de que la Ley Orgánica
3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo,
vino a representar una ocasión perdida en este
sentido, probablemente como se ha expuesto al
principio, a raíz de la ausencia en aquellos
momentos de una perspectiva histórica como la
que actualmente disponemos, y de que la poste-
rior Ley 36/1985, de 6 de noviembre, por la que se
regulan estas relaciones, tampoco ha servido para
la resolución de los problemas planteados, cual-
quier posible solución a esta cuestión que esta-
mos analizando pasa de forma prioritaria, siguien-
do en este caso las reflexiones que al respecto
formula Enric Barlett en el trabajo antes citado, por
la necesaria modificación de dicho marco normati-
vo, especialmente la ley orgánica citada en su art.
12, o, en su caso, si esa vía finalmente no consi-
gue articularse, por una adecuada redistribución
del ejercicio de las competencias concurrentes uti-
lizando necesariamente la figura del convenio de
colaboración.

Respecto a la primera de las propuestas, per-
seguiría, a través de la reforma citada, que el
Defensor del Pueblo dejara de ejercer las compe-
tencias actualmente atribuidas de supervisión de la
actividad de la Administración autonómica y de la
local en aquellas Comunidades en las que exista
esta figura, dejando a salvo su legitimación de
impulso jurisdiccional ante el Tribunal Constitucio-
nal, con lo que se atendería de esta forma al repar-
to de competencias que la Constitución establece
entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Con esta fórmula se vendría a recuperar bási-
camente las previsiones que se contenían al res-
pecto en la proposición de ley que dio origen a la
Ley orgánica del Defensor del Pueblo que, poste-
riormente, en los trámites parlamentarios sufrió
importantes modificaciones en esta cuestión hasta
llegar a la redacción actualmente vigente.
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Considerando esta solución como la más acer-
tada y eficaz, o la más contundente como también
ha sido calificada, sin embargo, caso de no llevar-
se finalmente a cabo, no debería de desecharse la
posibilidad de articular una parecida redistribución
de estas competencias, si bien a través del marco
del convenio de colaboración, y utilizando para
ello la figura de la delegación de competencias a
favor de los Defensores autonómicos, para lo cual
se hace preciso previamente la supresión del art.
24 Reglamento de Organización y Funcionamiento
del Defensor del Pueblo que prohíbe expresamen-
te esta posibilidad.

A través de este instrumento del convenio
cabría, incluso, articular una posible colaboración
en lo que se refiere a la actuación de la Adminis-
tración periférica del Estado en las distintas
Comunidades en las que existe Defensor del Pue-
blo autonómico.

En cualquier caso, estos planteamientos como
cualquier otro que en similar sentido puedan reali-
zarse, no pretenden sino superar la situación
actual de esta cuestión aprovechando de la forma
más eficiente posible la existencia de diversas Ins-
tituciones de Defensores del Pueblo, sus recursos
e, incluso, las sinergias que reportan el trabajo en
común.

Finalmente, y con la intención de tratar de
efectuar una última aportación a la búsqueda de
soluciones en este tema, parece oportuno también
hacer referencia, porque como se comprobará
esta situación de disfuncionalidad no resulta sólo
predicable y exclusiva del funcionamiento de las
diferentes figuras de defensores del pueblo, a las
medidas que se han ido adoptando en este senti-
do en el ámbito de las relaciones del Tribunal de
Cuentas con los diferentes Órganos de Control
Externo existentes en las distintas Comunidades.

Y en este aspecto, con la regulación contenida
en el art. 18 de la propia Ley Orgánica de Reinte-
gración y Amejoramiento de una Institución de la
tradición secular y arraigo como la Cámara de
Comptos de Navarra, se puede afirmar que, desde
nuestra Comunidad, se ha contribuido siquiera a
aportar una mayor dosis de racionalidad al esque-
ma de funcionamiento de las relaciones entre el
Tribunal de Cuentas y los órganos de control
externo autonómicos.

De entrada debe decirse que en el proceso de
negociación de la Ley Orgánica de Reintegración
y Amejoramiento, éste tema, el de Cámara de
Comptos, fue sin duda una de los más polémicos
y el que más tiempo de atención necesitó por
parte de las respectivas Comisiones negociadoras

del Estado y Navarra a la hora de elaborar el texto
del Amejoramiento.

Sobre este tema, estando de acuerdo ambas
comisiones en atribuir la función de enjuiciamiento
de la responsabilidad contable o función jurisdic-
cional al Tribunal de Cuentas, sin embargo las dis-
crepancias surgían como consecuencia del reco-
nocimiento exclusivo a la Cámara de Comptos de
la fiscalización de las cuentas del Sector Público
Foral, postura ésta defendida lógicamente por los
representantes navarros.

Esta discrepancia entre ambas comisiones fue
superada con una fórmula de compromiso, plas-
mada en el párrafo tercero del art. 18 de la Ley
Orgánica de Reintegración y Amejoramiento, de
conformidad a la cual, la Cámara de Comptos, sin
perjuicio de sus competencias fiscalizadoras
“remitirá sus actuaciones al Tribunal de Cuentas.
El dictamen del Tribunal de Cuentas será enviado
con su respectivo expediente al Parlamento de
Navarra para que éste, en su caso, adopte las
medidas que procedan”.

A través de esta fórmula, se salvaguardaba de
una parte la posición del Tribunal de Cuentas
como órgano fiscalizador del Estado así como del
sector público, mediante la remisión que la Cáma-
ra de Comptos debe efectuarle de sus actuacio-
nes y de la posibilidad que se da al Tribunal de
emitir un dictamen sobre aquéllas.

De otra parte, quedaba salvaguardada igual-
mente la competencia de la Cámara de Comptos
para fiscalizar las cuentas y la gestión económica
del sector público foral, pues con esta solución
finalmente adoptada el Tribunal de Cuentas puede
emitir un dictamen sobre las actuaciones remitidas
por aquella pero no entrar directamente a fiscali-
zar el sector público foral. Además el dictamen
que el Tribunal de Cuentas puede elaborar, que en
todos estos años hay que decir que no se ha pro-
ducido en ninguna ocasión, será enviado al Parla-
mento de Navarra, correspondiendo a éste, en
exclusiva, la competencia para adoptar las medi-
das que considere pertinentes.

Esta fórmula, plasmada como se ha dicho en
el art. 18 de nuestra Ley Orgánica de Reintegra-
ción y Amejoramiento, tras ser calificada de forma
mayoritaria como válida y aceptable, ha sido en
parte recogida posteriormente por la Ley 7/1988,
de 5 de abril de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas en su art. 29.2, dentro del Capítulo II
dedicado a las relaciones con los Órganos de con-
trol externo de las Comunidades Autónomas.

En definitiva, éste último apunte, así como lo
que se ha venido exponiendo con anterioridad
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sobre la actual configuración de las relaciones del
Defensor del Pueblo y los Defensores del Pueblo
autonómicos, no nos llevan sino a la conclusión de
que se hace necesario articular una serie de
medidas tendentes a establecer una redistribución
eficiente y una colaboración eficaz en el ejercicio
de sus respectivas competencias.

El marco de reflexión que se ha abierto para
efectuar determinadas reformas en las normas
institucionales más relevantes debería de servir
igualmente para mejorar en aquellos aspectos de
nuestras relaciones con el Defensor del Pueblo
que, con la perspectiva que ahora disponemos, se
puede afirmar que no han sido debidamente abor-
dados ni solucionados adecuadamente por la nor-
mativa con que contamos en esta materia.

Con esta intención y con el objetivo de cumplir
de la forma más eficiente posible la importante
tarea de defensa de los derechos de los ciudada-
nos y ciudadanas se ha realizado este apunte o
reflexión sobre esta última cuestión que, desde su
modestia pero a la vez pleno convencimiento en
su contenido, es de esperar que sirva para alcan-
zar la mejor solución posible en este importante
aspecto del funcionamiento de nuestras Institucio-
nes.

10.3. INFORME PROPUESTA LEY DE PRO-
TECCIÓN DEL MENOR

Desde su puesta en marcha la Institución de la
Defensora ha prestado una especial atención a la
protección a los menores y por ello ya en el año
2004 recomendó la elaboración de una Ley Foral
de Atención al Menor, y formuló propuestas con-
cretas de sus líneas básicas.

Finalmente, el año 2005 el Gobierno remitió al
Parlamento de Navarra el definitivo Proyecto de
Ley Foral.

Dada la trascendencia del Proyecto de Ley la
Defensora consideró oportuno manifestar la posi-
ción de la institución al respecto y realizó gestio-
nes para lograr el máximo grado de consenso en
la aprobación del Proyecto de Ley de Protección
del Menor que en esos momentos se encontraba
en fase de tramitación, razón por la cual remitió un
escrito al Excmo. Sr. D. Rafael Gurrea Induráin,
Presidente del Parlamento de Navarra en el que
solicitó su intervención directa para que se realiza-
ra un último esfuerzo para tratar de acercar las
posturas de los distintos Grupos Parlamentarios a
fin de lograr la mejor Ley del Menor posible.
Hemos incluido un mayor detalle de esta iniciativa,
que evitamos reiterar aquí, en el Capítulo 4.1.4
“Defensa Transversal de los Derechos del Niño”

10.4. MODIFICACIÓN DE LA LEY FORAL DEL
DEFENSOR DEL PUEBLO

Como ya hemos señalado el año 2005 trajo
consigo la aprobación de una modificación del
Artículo 2º de la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio,
reguladora de la figura del Defensor del Pueblo de
la Comunidad Foral, modificación que entende-
mos sustancial ya que afecta al procedimiento de
elección de su titular.

Hasta el presente la citada Ley exigía para su
nombramiento una mayoría de tres quintas partes
de los miembros del Parlamento en tanto que tras
la modificación introducida por la nueva Ley Foral
3/2005, de 7 de marzo se exigirá tan solo la mayo-
ría absoluta en la primera votación. En caso de
precisarse una segunda votación bastará con la
mayoría simple, caso de existir un único candida-
to, o el mayor número de votos de haber dos can-
didatos. En el Anexo I puede verse el citado texto
legal al completo.

10.5. APROBACIÓN DEL REGLAMENTO DE
RÉGIMEN DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONA-
MIENTO

En sesión celebrada por la Mesa del Parla-
mento de Navarra el 21 de noviembre de 2005, y
a propuesta de la propia Institución, se procedió a
la aprobación del Reglamento de Organización y
Funcionamiento del Defensor/Defensora del Pue-
blo de la Comunidad Foral de Navarra, que apare-
ció publicado en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra nº 128, de 5 de diciembre de 2005, así
como en el Boletín Oficial de Navarra nº 153, de
23 de diciembre de 2005. Se acompaña texto
completo del mismo en Anexo II del presente Infor-
me Anual.

De esta forma se ha procedido a dar cumpli-
miento a lo previsto en la Disposición Adicional
Primera de la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del
Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de
Navarra, que establece que la Mesa del Parla-
mento de Navarra, a propuesta del
Defensor/Defensora del Pueblo de Navarra, apro-
bará el Reglamento de Organización y Funciona-
miento de esta Institución.

Tras los primeros años de funcionamiento de la
Institución, y adquirido el conocimiento necesario
para poder determinar la organización mínima
necesaria para un adecuado desarrollo de las fun-
ciones encomendadas a la misma en su Ley Foral
reguladora, se estaba ya en condiciones de propo-
ner un Reglamento de Organización y Funciona-
miento que permitiera, una vez establecida una
inicial estructura organizativa y funcional, acomo-

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-3 / 13 de junio de 2006

36



dar la misma a las características que en cada
momento considere más adecuadas el titular de la
Institución sin tener que acudir para cualquier
pequeño ajuste que se quiera realizar a la modifi-
cación del citado Reglamento.

En el modelo sometido a la aprobación de la
Mesa del Parlamento de Navarra, y finalmente
aprobado, se contiene en primer lugar un capítulo
con referencia a unas Disposiciones Generales,
en las que se recogen los aspectos más destaca-
dos de la configuración de la figura del Defensor
en su ley Foral reguladora, un capítulo dedicado a
desarrollar sus funciones y competencias, preci-
sando en esta materia las previsiones de la Ley
Foral 4/2000, y, seguidamente, en lo que se refiere
a su estructura, se reflejan determinados capítulos
que versan sobre el Adjunto, la Junta de Coordina-
ción y Régimen Interno, procedimiento de tramita-
ción de las quejas, personal al servicio de la Insti-
tución y, por último, régimen económico de la
misma.

Entre las cuestiones que pueden resultar más
novedosas con respecto a las previsiones que se
contienen en su Ley Foral reguladora, se puede
comenzar haciendo referencia a lo que se dispone
en el art. 8 del texto de Reglamento en el sentido
de que el Defensor/Defensora expondrá un resu-
men del informe anual ante el Pleno del Parla-
mento, concretándose de esta manera, sin contra-
decirlas, la previsiones contenidas en este sentido
en el art. 36.1 de la Ley Foral 4/2000, de 3 de
julio, y recogiendo de esta forma la práctica gene-
ralizada que se sigue en Instituciones afines.

Continuando con algunas de las novedades
contenidas en el mismo, cabe citar la previsión de
que exista una Junta de Coordinación y Régimen
Interno, al igual que ocurre en Instituciones simila-
res, que se configura como un órgano de consulta
y asesoramiento al Defensor/Defensora del Pue-
blo de Navarra, y del que forman parte las perso-
nas que ocupan los cargos más significativos den-
tro de la Institución, tal y como se refleja en el
articulado adjunto.

En lo que se refiere al procedimiento de trami-
tación de las quejas o actuaciones de oficio que
se pueden desarrollar, se concretan algunos
aspectos ya previstos en el texto legal citado,
haciéndose especial referencia a la forma que
revestirán las resoluciones del Defensor/Defenso-
ra del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra,
con indicación de las diferencias entre una y otra.

En este apartado merece destacarse la posibi-
lidad contemplada de proponer formulas de conci-
liación o acuerdo que faciliten una resolución posi-

tiva y rápida de las quejas, o la de poder desem-
peñar funciones de mediación al respecto, labores
éstas plenamente integradas en el ámbito de
actuación de los Defensores del Pueblo como Ins-
tituciones independientes y de prestigio cuyo tra-
bajo se basa esencialmente en la colaboración
institucional.

En los dos últimos apartados, se ocupa de
regular la materia referida al personal y al régimen
económico, no aportando novedad alguna este últi-
mo aspecto por cuanto se remite al mismo régimen
que resulta aplicable al Parlamento de Navarra.

Es en materia de personal donde se recoge
una novedad respecto a la selección y nombra-
miento del personal de plantilla o funcionario de la
Institución. De conformidad con la Ley Foral
4/2000, el personal de plantilla o funcionario del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra será personal de plantilla de las
Cortes o Parlamento de Navarra, correspondiéndo-
le al Defensor/Defensora su asignación de destino.

En el marco de estas previsiones, se contiene
en el texto del Reglamento una delegación por
parte del Parlamento de Navarra para que los pro-
cesos de selección y nombramiento de este per-
sonal de plantilla o funcionarios al servicio de la
Institución se efectúen por par te del
Defensor/Defensora del Pueblo de Navarra,
debiendo dar cuenta, no obstante, de ello al Parla-
mento, dado el carácter delegado de estas funcio-
nes y la coordinación que debe existir al respecto.

También debe tenerse presente que los
medios materiales (presupuesto) y personales
(plantilla) necesarios en cada momento deben de
ser planteados por el Defensor/Defensora al Par-
lamento de Navarra con ocasión de la remisión del
proyecto de presupuestos de la Institución para
cada año. En lo que se refiere a la plantilla se
establece así que deberá acompañar a dicho pro-
yecto de presupuesto la comprensiva de todo el
personal a su servicio para, posteriormente,
someterla a la aprobación de la Mesa del Parla-
mento de Navarra junto con la plantilla del perso-
nal del mismo.

11 EVALUACIÓN Y MEJORA DE LA CALIDAD

En el año 2003 se dieron los primeros pasos
en la elaboración de un Plan de Calidad específi-
co para la Institución de la Defensora del Pueblo.
Siguiendo las conclusiones de dicho plan, y con el
fin de mejorar nuestros servicios, el presente año
se han llevado a cabo las siguientes actuaciones:
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En una reunión del Comité de Calidad de la
Oficina celebrada en febrero se aprobaron los tra-
bajos realizados en el segundo trimestre del año
2004 por los dos Grupos de Mejora de:

• “Tramitación de Expedientes de Queja”

• “Atención al Ciudadano”

Igualmente se aprobaron los siguientes docu-
mentos:

• Relación Puestos de Trabajo.

• Formularios de tramitación de permisos, tra-
bajos, etc.

• Manual de Acogida (Versión Provisional).

• Ficha recepción y atención.

En dicho Comité se decidió así mismo conti-
nuar trabajando en los diferentes procesos que se
llevan a cabo en la Oficina y se planteó abordar
las siguientes áreas:

• Creación de un Inventario de Servicios y ela-
boración de la Carta de Servicios de la Institución.

• Rediseño y mejora del Cuestionario de Eva-
luación.

• Establecimiento de sistema de quejas y suge-
rencias.

• Identificación de los sectores que componen
los entornos y la sociedad.

Posteriormente el Comité de Dirección adoptó
la decisión de posponer la “Identificación de los
sectores..” y en su lugar decidió acometer nuevos
campos de acción:

• Reforzar el Grupo de Atención al Ciudadano
para elaborar nuevas propuestas de mejora

• Mejora de la Comunicación Interna

11.1. PROPUESTAS DEL GRUPO DE MEJORA
DE LA ATENCIÓN AL CIUDADANO 

Durante el último trimestre del 2005, se creó
un Grupo de Mejora en la Atención al Ciudadano
con el objetivo de mejorar la calidad de la atención
por nosotros prestada, y de incrementar la accesi-
bilidad de los ciudadanos a la Institución. Algunas
de las conclusiones y medidas propuestas por
dicho grupo ya se están llevando a cabo y otras se
han comenzado a implantar en el año 2006.

Propuestas formuladas por el Grupo de

Mejora

• Puerta abierta con sonido al entrar.

• Horario y festivos en la entrada. = en la Web.

• Cenicero en la entrada.

• Contestador automático.

– Mensaje de horario, gratuito, etc.

– Posibilitar dejar Nombre y teléfono para que
le devolvamos la llamada.

– Sistema de desvío de llamadas según Dpto.

• Señalización Oficina de Atención Directa.

• Atención inmediata. (Si ocupados llamar a
Asesor)

• Identificación del personal. (En la mesa)

• Cambiar nombre “Oficina de Atención Directa
al Ciudadano”

• Atención en euskera.

• Mejorar el Folleto General.

– Obligatoriedad de firma

– Qué documentación aportar

– Quejas por e-mail

– No cuando ha pasado más de un año.

– Teléfono gratuito, etc.

• Procedimiento de solicitud de entrevista con
la Defensora.

– Individuales. Canalizar como queja y a través
del Asesor

– Colectivas. Canalizar a través de J. de Gabi-
nete

• Establecer criterios homogéneo de acepta-
ción de quejas:

– Sin firma.

– Por e-mail.

– Si se aporta fotocopia del DNI

• Comunicación de las entrevistas con la
Defensora

– Previstas para sacar el Expediente

– Ya realizadas para anotación como actividad.
¿Quién registra?

• Mejorar formato de los escritos.

– Letra más grande, más interlineado, pagina-
do, etc.

11.2. CARTA DE SERVICIOS

Se ha comenzado a elaborar la Carta de Servi-
cios de la Institución, que establecerá los niveles
de calidad y agilidad a los que se compromete la
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La evolución mes a mes de estos indicadores
a lo largo del año nos muestra una cierta estabili-
dad con oscilaciones en cuanto al tiempo medio
total de tramitación pero se observa un incremento
de los tiempos parciales de (Admisión a Trámite y

Realización del Informe Final) que no llega ser
preocupante pero que conviene vigilar y que obe-
dece al notable incremento de quejas entradas en
el último trimestre del año.
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Institución con cada usuario: Plazos máximos de
respuesta, atención personalizada, etc. Este obje-
tivo está previsto que pueda cumplirse en el
segundo semestre del 2006

11.3. MANUAL DE ACOGIDA DEL BECARIO

Se ha elaborado la versión definitiva del
Manual de Acogida del Becario para ser entrega-
do al nuevo personal que se incorpora a la Institu-
ción. En dicho documento además de indicarse
cuales son las funciones y procedimientos de la
Institución, se contempla el organigrama del per-
sonal, y el manual de la aplicación informática.

11.4. MEJORA DE LA COMUNICACIÓN
INTERNA

A finales del año 2005 se ha creado un siste-
ma de interno de noticias, para el personal de la
Oficina. A través de este sistema, se permite el
diálogo virtual entre los trabajadores de la Institu-
ción y el equipo directivo, pudiendo plantear cuan-
tas opiniones y sugerencias consideren oportunas
a los mismos.

El sistema de Noticias internas está configura-
do como un sistema de Intranet y concebido
desde la óptica del conocimiento compartido, en la
cual todos son receptores y emisores de informa-
ción y por tanto todos pueden publicar libremente
los eventos que consideran de interés y en su
caso los documentos que consideran oportuno
compartir.

Asimismo, este sistema se convierte en un ins-
trumento eficaz, para comunicar los objetivos de la
Institución a corto y largo plazo y que se comple-
mentan con reuniones trimestrales de Objetivos.

11.5. CONTROL DE TIEMPOS

Como puede apreciarse en la tabla adjunta se
ha producido una mejora sensible de los Tiempos
Medios de Tramitación de las quejas cerradas en
el año 2005, con respecto a las cerradas en el
2004. En concreto el tiempo medio desde el Inicio
hasta el fin del Expediente fue de 77,3 días y se ha
reducido en un 31% con respecto al año anterior.

% Var

TIEMPO TRAMITACIÓN 2004 2005 05/04

Desde INICIO hasta ACUSE de recibo al Ciudadano 7,7 3,3 -57%

Desde INICIO hasta ADMISIÓN a Trámite de la Queja 21,6 21,6 0%
Desde que se recibe INFORME de Administración hasta el FIN 41,9 18,3 -56%

Desde INICIO hasta FIN de la Queja 112,5 77,3 -31%



11.6. EVALUACIÓN DE LA UTILIDAD Y SATIS-
FACCIÓN CON LA INSTITUCIÓN

Tal como estaba previsto, y con el objetivo de
evaluar la satisfacción de los ciudadanos en rela-
ción con los servicios que se reciben por parte de
la Institución, se rediseñaron los cuestionarios que
cumplimentan tanto las personas que han sido
atendidas por la Oficina de Información, como
aquellas que han presentado una queja.

Para ello se realizan dos tipos de encuestas
anónimas:

• Encuesta a los ciudadanos que acuden per-
sonalmente a la Oficina de Información.

• Encuesta a los ciudadanos que han formali-
zado una Queja frente a la Administración.

Encuesta a ciudadanos atendidos en la Ofi-

cina de Información

Esta encuesta se realiza mediante un cuestio-
nario que se entrega en mano y de manera siste-
mática a todos los ciudadanos, una vez que han
sido atendidos en la Oficina de Información, Se
les pide que reflejen con total sinceridad su opi-
nión sobre la calidad del servicio ofrecido.

Para garantizar la intimidad y el anonimato se ha
habilitado un espacio específico y un buzón en el
cual depositar la encuesta una vez cumplimentada.

La Oficina de Información tiene como funcio-
nes el dar respuesta a cuantas cuestiones y
dudas plantee el ciudadano, informarle sobre sus
derechos, sobre las posibilidades de intervención
de la Institución y si fuera necesario ayudarle
incluso a redactar su queja.

Encuesta a los ciudadanos que han formali-

zado una Queja frente a la Administración.

De igual manera se realiza una encuesta de
satisfacción a todos los ciudadanos que han pre-
sentado a la Defensora del Pueblo una Queja fren-
te a cualquier Administración.

En este caso la encuesta se remite por correo
a los ciudadanos una vez que ya ha concluido el
expediente de la Queja, es decir una vez que la
Oficina de la Defensora ha adoptado la Resolu-
ción pertinente sobre el caso, e incluso una vez
que ya ha trasladado al interesado si la Adminis-
tración ha aceptado la citada resolución de la
Defensora.

Para una mejor comprensión de los resultados
de satisfacción, es necesario conocer que la insti-
tución de la Defensora puede adoptar distintos
tipos de Resoluciones ante una Queja. Puede con-
siderar que la queja está o no fundamentada, y en

el caso de que lo esté, puede realizar una Reco-
mendación o un Recordatorio de Deberes Legales
a la Administración.

Así mismo es preciso recordar a este respecto
que legalmente la Resoluciones de los Defensores
del Pueblo no son vinculantes y por tanto pueden o
no ser aceptadas por la Administración implicada.

¿Cómo ha conocido la Institución de la

Defensora del Pueblo de Navarra?

Casi la mitad (48%) de los ciudadanos que han
acudido a la Institución la han conocido a través
de los medios de comunicación, y un 17% adicio-
nal a través de familiares o conocidos.

MEDIO POR EL QUE NOS HA CONOCIDO

Por los medios de comunicación 
(prensa, radio, televisión...) 48,0%
A través de familiares o conocidos 17,3%
Por consejo de alguna Administración 7,8%
Ya tenía experiencia de otros contactos 5,6%
Otros medios 21,2%
Total General… 100,0%

¿Considera útil la información facilitada

desde la Oficina de Información de la Defenso-

ra del Pueblo de Navarra? 

El 96,4 % de las personas atendidas en Oficina
de Información de la Defensora del Pueblo de
Navarra consideran que la información facilitada
les ha sido útil o muy útil.

UTILIDAD DE L AINFORMACIÓN Oficina de 

Información

1. Muy útil 50,9%
2. Útil 45,4%
3. Poco útil. __
4. Muy poco útil __

(en blanco) 3,6%
Total General… 100,0%

Después de ser atendido en la Oficina de

Información, ¿ha variado la idea que tenía de

las posibilidades de actuación de la Defensora

del Pueblo de Navarra?

La mitad (50,9%) de quienes han acudido a la
Oficina de Información han ampliado la idea previa
que tenían sobre las posibilidades de actuación de
la Defensora del Pueblo de Navarra en tanto que a
un 12,7% les ha ocurrido lo contrario ya que han
sido conscientes de que las posibilidades de inter-
vención son menores de lo que esperaban.
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POSIBILIDADES DE INTERVENCIÓN Oficina de

Información

Ha ampliado la idea que tenía 50,9%
Ha limitado la idea que tenía 12,7%
Ya conocía sus funciones 14,6%
Desconocía sus funciones 18,2%
(en blanco) 3,6%
Total General… 100,0%

¿Cómo valora el trato personal, el interés

demostrado y las gestiones realizadas desde la

Oficina de la Defensora del Pueblo de Navarra?

El 79,8% de las personas que han tramitado
una queja ante la Defensora del Pueblo conside-
ran el trato personal y el interés demostrado por la
oficina de la Defensora del Pueblo como “Bueno o
Muy Bueno” este porcentaje alcanza el 100% en el
caso de las personas que han acudido personal-
mente a la Oficina de Información.

Oficina de Queja

TRATO RECIBIDO Información finalizada

1. Muy buena 81,8% 50,4%
2. Buena 18,2% 29,4%
3. Regular 9,2%
4. Mala 6,1%
5. Muy mala 3,8%

(en blanco) 1,5%
Total General… 100,0% 100,0%

¿Considera que ha sido informado de

manera clara y comprensible?

El 80,2% de las personas que han tramitado
una queja ante la Defensora del Pueblo califican la
información facilitada por la oficina de la Defenso-
ra del Pueblo como “Clara o Muy Clara” este por-
centaje alcanza el 98,2% en el caso de las perso-
nas que han acudido personalmente a la Oficina
de Información.

Oficina de Queja

INFORMACIÓN FACILITADA Información finalizada

1. Muy clara 70,9% 38,2%
2. Clara 27,3% 42,0%
3. Comprensible 1,8% 6,1%
4. Poco clara 9,2%
5. Nada clara 3,1%

(en blanco) 1,5%
Total General… 100,0% 100,0%

¿Cómo valora el tiempo transcurrido desde

que se presentó la queja hasta la finalización

del proceso?

El 56,5% de los ciudadanos consideran “Razo-
nable” el tiempo de tramitación de su expediente

de queja. Un 25,2% lo consideran “Corto o Muy
corto”, en tanto que en un 16,8% lo entienden
“Largo o Muy largo”

TIEMPO TRAMITACIÓN Queja finalizada

1. Muy largo 6,9%
2. Largo 9,9%
3. Razonable 56,5%
4. Corto 18,3%
5. Muy corto 6,9%

(en blanco) 1,5%
Total General… 100,0%

¿Cómo valoraría del cero al diez globalmen-

te la intervención de la Institución en relación a

su problema? 

Se pidió a los ciudadanos que puntuaran del 0
al 10 la Valoración Global que les merecía la inter-
vención de la Institución, y el resultado obtenido
ha sido el siguiente:

VALORACIÓN GLOBAL Oficina de Queja

(De 0 a 10) Información finalizada

1. Muy clara 8,2 6,8

Como puede comprenderse fácilmente la pun-
tuación global de los Quejosos está muy condicio-
nada por el hecho de que en la Resolución Final
se dé o no la razón a sus pretensiones. Tal como
refleja la siguiente tabla, quienes han visto que la
Administración ha acabado por darles la razón,
gracias a la intervención del Defensora, puntúan
muy alto a la Institución (8,5 puntos). Todo lo con-
trario ocurre, (4,9 puntos), con quienes ven que su
queja no es admitida por incumplimiento de deter-
minados requisitos legales o bien por que los ser-
vicios jurídicos de la Institución aprecian una
ausencia evidente de irregularidad por parte de la
Administración. Otras situaciones reciben una
puntuación intermedia.

VALORACIÓN GLOBAL SEGÚN Queja

RESOLUCIÓN FINAL DE LA QUEJA finalizada

La Admón. ha aceptado la pretensión del 
reclamante tras la intervención de la Defensora. 8,5
La Administración manifiesta a la Defensora 
que la Queja se encuentra en vías de solución. 6,8
Tras investigar la Queja la Defensora entiende 
que no hay irregularidad o la Administración 
no lo admite. 5,5
La Defensora no admitidas a Trámite la Queja 
por que no ve irregularidad o porque no se 
cumplen requisitos legales 4,9
Total general 6,8
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En el ejercicio 2005 el grado de ejecución pre-
supuestaria de las operaciones corrientes (Capítu-
lo I a V del estado de gastos) supone el 87,89 %;

en tanto que la ejecución de las operaciones de
capital asciende al 27,96 %.
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A este respecto es necesario conocer que la
Ley establece que el Defensor del Pueblo de
Navarra no puede intervenir en asuntos entre par-
ticulares, ni en quejas planteadas autoridad admi-
nistrativa, en asuntos de su competencia ni en
aquellas que se encuentren en vía judicial. Tampo-
co puede admitir quejas que no vengan debida-
mente identificadas.

¿Considera que la intervención de la Defen-

sora del Pueblo de Navarra ha sido finalmente

útil para resolver su problema? 

En un 59,5% de los casos los ciudadanos
manifiestan que la intervención ha sido finalmente
“Bastante útil o Muy Útil” para resolver su proble-
ma. En tanto que un 33,9% consideran que ha
sido “Poco o muy poco útil”

UTILIDAD DE LA INTERVENCIÓN Queja finalizada

Muy o bastante útil 61,3%
Poco o muy poco útil 33,9%

¿Recomendaría a otras personas acudir a la

Defensora del Pueblo de Navarra?

Un 75,6% de las personas que han presentado
una Queja recomendarían a otras personas acudir
a la Defensora del Pueblo de Navarra en tanto que
un 21,4% no lo harían.

En el caso de quienes han acudido a la Oficina
de Información el 98,2% recomendarían a otras
personas utilizar este servicio.

Oficina de Queja

RECOMENDARÍA A OTROS Información finalizada

1. Sí 98,2% 75,6%
2. No 21,4%

(en blanco) 1,8% 3,1%
Total General… 100,0% 100,0%

12 INFORMACIÓN ECONÓMICA

12.1 LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO
2005

MEMORIA EXPLICATIVA DE LA EJECUCIÓN
DE LOS PRESUPUESTOS DEL EJERCICIO 2005

De la liquidación de los Presupuestos del
Defensor del Pueblo de Navarra correspondiente
al ejercicio 2005, señalamos:

1. Los créditos iniciales para el 2005 se elevan
a 977.590,00 euros que junto con las modificacio-
nes presupuestarias ( incorporaciones de rema-
nentes de créditos del ejercicio 2004) por valor de
26.513,25 se obtiene un presupuesto definitivo o
consolidado de 1.004.103,25 euros.

La incorporación de remanentes de crédito
está destinada a la financiación de los gastos
corrientes de ejercicio en un 21,64% y a la adqui-
sición de mobiliario y ventanas en un 73,42%.

2. El presupuesto de gastos (obligaciones reco-
nocidas netas) asciende a 810.861,71 euros, lo
que supone un grado de cumplimiento del
80,75%.

3. El presupuesto de ingresos (derechos reco-
nocidos netos) se eleva a 980.943,17 euros, con
un grado de realización del 97,69 %.

4. La liquidación del presupuesto depara un
superávit de financiación de 196.594,71 euros .

Los gastos realizados durante el ejercicio
2005, se clasifican con arreglo a la siguiente
estructura presupuestaria, en euros:

Tipo Créditos Obligaciones

Operación Definitivos Reconocidas % EJECUCIÓN

Operaciones Corrientes 884.572,53 777.436,39 87,89%

Operaciones de Capital 119.530,72 33.425,32 27,96%

TOTALES 1.004.103,25 810.861,71 80,75%



En el ejercicio 2005 el porcentaje de créditos
comprometidos de las operaciones corrientes
(Capítulo I a V del estado de gastos) supone el
99,99 %; alcanzando este porcentaje el 100% en
el caso de las operaciones de capital.

A continuación analizamos el estado de ejecu-
ción presupuestaria por capítulos económicos:

A) ESTADO DE GASTOS

CAPITULO I. GASTOS DE PERSONAL.

El presupuesto consolidado asciende a
528.955,63 euros, es decir, el 65,23 % del estado
de gastos. Las obligaciones reconocidas se elevan
a 528.955,63 euros. El grado de cumplimiento o
de ejecución presupuestaria supone un 100% con
respecto al presupuesto consolidado.

CAPITULO II. GASTOS EN BIENES
CORRIENTES Y SERVICIOS.

La dotación presupuestaria de estos gastos
asciende a 333.039,75 euros y representa el
33,17 % del Presupuesto de gastos.

El porcentaje de ejecución se sitúa en el 68,43
%. El porcentaje que representa los créditos com-
prometidos del capitulo 2 durante el ejercicio 2005
sobre el presupuesto consolidado de dicho capítu-
lo, asciende al 99,97%

Dentro de este capítulo se engloban gastos
necesarios para el funcionamiento de la institución
como por ejemplo, material de oficina, comunica-
ciones, trabajos realizados por otras empresas,
gastos diversos etc.

CAPITULO IV. TRANSFERENCIAS CORRIEN-
TES.

Los créditos definitivos ascienden a 22.577,15
euros; es decir, el 2,25 % del Presupuesto de gas-
tos. El grado de realización se cifra en un 91,14 %,
motivado en su mayor parte por las asignaciones
a alumnos en prácticas según convenio de cola-
boración con la Escuela de Práctica Jurídica de la
Universidad de Navarra y con la Fundación Uni-
versidad Sociedad de la UPNA.

CAPITULO VI. INVERSIONES REALES.

Con un presupuesto consolidado en 54.820,58
euros, este capítulo representa el 5,46 % del Pre-
supuesto de gastos.

El porcentaje de ejecución se cifra en un 60,97
% . Los créditos a incorporar en el presupuesto de
2006 correspondientes este capítulo ascienden a
21.395,26 euros. El porcentaje que representa los
créditos comprometidos del capitulo 6 durante el
ejercicio 2005 sobre el presupuesto consolidado
de dicho capítulo, asciende al 100%

Los créditos de este capítulo se han destinado,
en su mayor parte, a la adecuación de la oficinas
de la Institución, la adquisición de diverso mobilia-
rio , equipos para proceso de información y libros.

CAPITULO VII. TRANSFERENCIAS DE CAPI-
TAL.

A la vista del estado de ejecución presupuesta-
ria, una vez finalizado el ejercicio, así como del
acuerdo suscrito con el Departamento de Adminis-
tración Local para la ejecución de obras de clima-
tización de la sede de ambos organismos, que
requiere la dotación presupuestaria complementa-
ria suficiente para hacer frente al coste de ejecu-
ción de las obras previstas para el año 2006, esti-
madas en 116.769 euros, fue necesario realizar
transferencias de los remanentes del presupuesto
de 2005 para que, junto con las previsiones con-
templadas en el presupuesto del ejercicio econó-
mico de 2006 (42.000 euros), se pueda hacer
frente al coste de las obras.

Previamente fue preciso crear en el propio pre-
supuesto del ejercicio 2005 la partida 7000 deno-
minada “ Transferencias de capital”, destinataria de
dichas transferencias, cuyo importe consolidado
ha sido de 64.710,14 euros. El 100% de este
importe ha sido incorporado al presupuesto 2006.

B) INGRESOS.

Los ingresos del Defensor del Pueblo (como se
observa en los cuadros de liquidación del presu-
puesto) proceden fundamentalmente, de las trans-
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Tipo Créditos Créditos

Operación Definitivos (1) Comprometidos (2) (1)/(2)

Operaciones Corrientes 884.572,53 884.459,71 99,99%

Operaciones de Capital 119.530,72 119.530,72 100,00%

TOTALES 1.004.103,25 1.003.990,43 99,99%



ferencias recibidas de la Hacienda Foral, que
representan el 98,89 % del total de los ingresos
realizados en el ejercicio.

Se ha comprobado que el estado de ejecución
del Presupuesto del Defensor del Pueblo y las
operaciones extrapresupuestarias contabilizadas
durante el ejercicio 2005, reflejan la totalidad de la
actividad realizada.
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LIQUIDACIÓN PRESUPUESTO GASTOS
Ejercicio 2005

PREVISIONES PREVISIONES OBLIGACIONES

INICIALES DEFINITIVAS RECONOCIDAS NETAS

Capítulo: 1 GASTOS DE PERSONAL 581.990,00 528.955,63 528.955,63
Capítulo: 2 GASTOS EN BIENES CORRIENTES Y SERVICIOS 330.000,00 333.039,75 227.903,61
Capítulo: 4 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 24.000,00 22.577,15 20.577,15
Capítulo: 6 INVERSIONES REALES 35.500,00 54.820,58 33.425,32
Capítulo: 7 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 0,00 64.710,14 0,00
Capitulo : 8 ACTIVOS FINANCIEROS 6.000,00 0,00 0,00
Capitulo : 9 PASIVOS FINANCIEROS 100,00 0,00 0,00
TOTAL GENERAL 977.590,00 1.004.103,25 810.861,71

LIQUIDACIÓN PRESUPUESTO INGRESOS
Ejercicio 2005
Capítulo Descripción PREVISIONES PREVISIONES DERECHOS

INICIALES DEFINITIVAS RECONOCIDOS NETOS

3 TASAS Y OTROS INGRESOS 100,00 100,00 1.229,43
4 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 935.740,00 935.740,00 935.742,00
5 INGRESOS PATRIMONIALES 150,00 150,00 21,36
7 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 39.002,00 39.002,00 39.000,00
8 ACTIVOS FINANCIEROS 2.498,00 29.011,25 4.950,38
9 PASIVOS FINANCIEROS 100,00 100,00 0,00

TOTAL ACUMULADO 977.590,00 1.004.103,25 980.943,17

DETALLE DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 
Ejercicio 2005

Capítulo 1
GASTOS DE PERSONAL Iniciales Definitivos Obligaciones 

Reconocidas netas

RETRIBUCIONES DEFENSOR DEL PUEBLO 68.980,00 69.676,59 69.676,59
RETRIBUCIONES PERSONAL EVENTUAL 229.043,00 229.377,59 229.377,59
RETRIBUCIONES FUNCIONARIOS 113.764,00 114.190,39 114.190,39
RETRIBUCIONES PERSONAL CONTRATADO 39.229,00 37.346,32 37.346,32
SEGURIDAD SOCIAL A CARGO DE LA EMPRESA 110.738,00 78.364,74 78.364,74
FONDO CAPITULO 1 20.236,00 0,00 0,00
Total capítulo 1 581.990,00 528.955,63 528.955,63

Capítulo 2 
GASTOS EN BIENES CORRIENTES Y SERVICIOS Iniciales Definitivos Obligaciones

Reconocidas netas

HILO MUSICAL 500,00 470,42 470,42
REP. MANTEN.CONSER.EDIFICIOS Y OTRAS CONSTRUCCIONES 14.000,00 32.641,22 29.829,65
REP. MANT.CONS. MAQUINARIA E INSTALACIONES 3.500,00 4.172,50 3.705,94
REP. Y CONSERVACION EQUIPOS PROCESO INFORMACIÓN 6.000,00 6.400,00 6.245,83
REP. Y CONSERV. OTRO INMOVILIZADO 750,00 750,00 750,51
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MATERIAL DE OFICINA NO INVENTARIABLE 18.000,00 10.200,00 16.343,07
MATERIAL REPONIBLES EQUIPOS OFICINA 1.500,00 1.500,00 253,25
PRENSA, REVISTAS Y PUBLICACIONES 4.700,00 4.700,00 3.841,21
COMUNICACIONES TELEFÓNICAS 12.000,00 11.324,50 11.324,50
COMUNICACIONES POSTALES Y TELEGRÁFICAS 4.900,00 4.900,00 8.301,21
PRIMAS DE SEGURO 5.000,00 5.000,00 4.442,36
DEFENSORA 4.000,00 1.942,85 1.925,45
ATENCIONES PROTOCOLARIAS Y REPRESENTATIVAS 6.600,00 5.518,84 2.037,34
VIAJES OFICIALES DEFENSORA 9.200,00 9.180,92 9.180,92
ACTIVIDADES GENERALES Y DE DIFUSION 36.800,00 39.549,79 9.209,32
ORGANIZACION REUNIONES Y CONFERENCIAS 44.100,00 43.509,79 7.568,51
GASTOS EDICION LIBROS Y OTRAS PUBLICACIONES 35.000,00 37.987,00 24.337,71
AGENCIAS DE INFORMACION 500,00 500,00 0,00
SERVICIOS DE LIMPIEZA Y ASEO 13.600,00 13.600,00 11.837,40

CURSOS DE FORMACIÓN 3.000,00 1.600,00 0,00
TRABAJOS TRADUCCIÓN EUSKERA BOPN 30.000,00 25.440,24 16.409,38
OTROS TRABAJOS REALIZADOS 50.100,00 50.100,00 40.146,12
SUMINISTROS 10.000,00 10.000,00 7.207,77
REPUESTOS 500,00 500,00 522,02
MATERIAL PARA LIMPIEZA Y ASEO 1.000,00 1.000,00 1.275,09
VESTUARIO 750,00 750,00 0,00
OTROS GASTOS CORRIENTES 1.500,00 1.500,00 2.436,95
DIETAS Y GASTOS VIAJE PERSONAL SERVICIO 11.000,00 6.801,68 6.578,08
DIETAS Y GASTOS PROVISION PUESTOS DE TRABAJO 1.500,00 1.500,00 1.723,60
Total capítulo 2 330.000,00 333.039,75 227.903,61

Capítulo 4 
TRANSFERENCIAS CORRIENTES Iniciales Definitivos Obligaciones

Reconocidas netas

INDEMNIZACIONES Y GASTOS A PARTICULARES 1.000,00 0,00 0,00
CONVENIOS CON OTRAS INSTITUCIONES 22.500,00 22.577,15 20.577,15
TRANSFERENCIAS A INSTITUCIONES SIN ANIMO DE LUCRO 500,00 0,00 0,00
Total capítulo 4 24.000,00 22.577,15 22.577,15

Capítulo 6 
INVERSIONES REALES Iniciales Definitivos Obligaciones

Reconocidas netas

EDIFICIOS 7.500,00 15.395,51 9.834,69
MAQUINARIA E INSTALACIONES 2.000,00 2.000,00 0,00
MUEBLES DE OFICINA 7.500,00 18.925,07 14.425,07
EQUIPOS PROCESO INFORMACION 12.000,00 12.000,00 2.867,01
ADQUISICION DE LIBROS Y OTRAS PUBLICACIONES 6.500,00 6.500,00 6.298,55
Total capítulo 6 35.500,00 54.820,58 33.425,32

Capítulo 7 
TRANSFERENCIAS DE CAPITAL Iniciales Definitivos Obligaciones 

Reconocidas netas

TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 0,00 64.710,14 0,00
Total capítulo 7 0,00 64.710,14 0,00

Capítulo 8 
ACTIVOS FINANCIEROS Iniciales Definitivos Obligaciones 

Reconocidas netas

PRESTAMOS DE VIVIENDA 3.000,00 0,00 0,00
ANTICIPOS DE SUELDO 3.000,00 0,00 0,00
Total capítulo 8 6.000,00 0,00 0,00

Capítulo 9 
PASIVOS FINANCIEROS Iniciales Definitivos Obligaciones 

Reconocidas netas

DEVOLUCIÓN FIANZAS Y DEPÓSITOS 100,00 0,00 0,00
Total capítulo 9 100,00 0,00 0,00

TOTAL GENERAL 977.590,00 1.004.103,25 810.861,71



12.2 INFORME DE LA CÁMARA DE COMP-
TOS DE NAVARRA

Cuenta general del Defensor del Pueblo (Ejer-
cicio de 2005)

Abril de 2006

ÍNDICE

I. Objetivo y alcance

II. Opinión

II. 1. En relación con la ejecución del presu-
puesto para el 2005

II. 2. En relación con la situación patrimonial

II. 3. Legalidad

III. Estados financieros

III. 1. Liquidación del presupuesto del Defensor
del Pueblo del ejercicio de 2005

III. 2. Balance de situación a 31de diciembre de
2005

III. 3. Cuenta de Resultados y Distribución de
resultados

I. Objetivo y alcance

De acuerdo con la Ley Foral 19/1984, de 20 de
diciembre, reguladora de la Cámara de Comptos
de Navarra, se ha incluido en el Programa de
Actuación de 2006 el informe de fiscalización del
Defensor del Pueblo, ejercicio 2005.

Con la realización de este trabajo se persiguen
los siguientes objetivos:

• Objetivo 1. Contrastar que la ejecución del
Presupuesto de gastos e ingresos del Defensor
del Pueblo refleja adecuadamente el conjunto de
operaciones realizadas en el ejercicio de 2005.

• Objetivo 2. El reflejo de la situación patrimo-
nial a 31 de diciembre de 2005.

• Objetivo 3. Verificar el cumplimiento del princi-
pio de legalidad aplicable a la actividad objeto de
fiscalización.

Como metodología, se han aplicado, para cada
uno de los objetivos anteriores, los procedimientos
y programas de auditoría habitualmente utilizados
por esta Cámara de Comptos, recogidos en su

Guía de Auditoría y desarrollados dentro de las
Normas y principios de Auditoría del Sector Públi-
co aprobados por la Comisión de Coordinación de
los Órganos Públicos de Control Externo de Espa-
ña.

El trabajo de campo se ha efectuado en el mes
de marzo de 2006 por un equipo integrado por un
técnico de auditoría y un auditor, contando con la
colaboración de los servicios jurídicos, informáti-
cos y administrativos de la Cámara de Comptos.

Agradecemos la colaboración prestada por el
personal del Defensor del Pueblo, lo que ha facili-
tado la realización del presente trabajo.

II. Opinión

Hemos analizado, dentro del marco de la fisca-
lización realizada, el estado de liquidación del pre-
supuesto del Defensor del Pueblo correspondiente
al ejercicio 2005, elaborado bajo su responsabili-
dad y que se recoge en el apartado III del presen-
te Informe.

Como resultado de la revisión efectuada, se
desprende la siguiente opinión:

II.1. En relación con la ejecución del presu-
puesto para el 2005

El estado de liquidación del presupuesto para
2005 refleja adecuadamente la actividad realizada
en dicho ejercicio.

II.2. En relación con la situación patrimonial

El Balance de situación refleja de una manera
razonable la situación financiera y patrimonial a 31
de diciembre de 2005.

II.3. Legalidad

La actividad económico-financiera del Defen-
sor del Pueblo se desarrolla, en general, de acuer-
do con el principio de legalidad.

Informe que se emite a propuesta del auditor
D. Jesús Muruzabal Lerga, responsable de la reali-
zación de este trabajo, una vez cumplimentados
los trámites previstos por la normativa vigente.

Pamplona, 24 de abril de 2006

El Presidente,

Luis Muñoz Garde
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III.2. Balance de situación a 31 de diciembre de 2005  

 
 ACTIVO    

Cta. Concepto 2005 2004 Variación 05/04 

 INMOVILIZADO 251.779,82 222.644,88 29.134,94 

 INMOVILIZADO MATERIAL 243.360,24 211.434,92 31.925,32 
202 Edificios y otras construcciones  40.791,27 30.956,58 9.834,69 
203 Maquinaria, instalaciones, utillaje  38.487,17 38.487,17 0,00 
205 Mobiliario y enseres 76.258,97 61.833,90 14.425,07 
206 Equipos proceso información  69.438,67 68.071,66 1.367,01 
208 Otro inmovilizado material  18.384,16 12.085,61 6.298,55 

 INMOVILIZADO INMATERIAL 8.419,58 8.419,58 0,00 
215 Aplicaciones informáticas  8.419,58 8.419,58 0,00 

 INMOVILIZADO FINANCIERO 0,00 2.790,38 -2.790,38 
254 Préstamos a L/P concedidos 0,00 2.790,38 -2.790,38 

 DEUDORES (OTROS DEUDORES NO PPTARIOS.) 0,00 2.160,00 -2.160,00 

561 Anticipos y préstamos a corto  0,00 2.160,00 -2.160,00 

 CUENTAS FINANCIERAS 253.217,56 89.502,01 163.715,55 

570 Caja 234,99 297,40 -62,41 
571 Bancos e Instituciones de crédito  252.982,57 89.204,61 163.777,96 

 TOTAL ACTIVO 504.997,38 314.306,89 190.690,49 

     

 PASIVO    

Cta. Concepto 2005 2004 Variación 05/04 

 PATRIMONIO Y RESERVAS 444.908,54 251.318,13 193.590,41 

100 Patrimonio 251.779,82 224.804,88 26.974,94 

1291 Fondos ret. ptes. de incorpor. (Rdos. ptes. aplic. posi-
ti )

193.128,72 26.513,25 166.615,47 

 DEUDAS A CORTO PLAZO 60.088,84 62.988,76 -2.899,92 

400 ACREEDORES OBLIGACIONES RECON. PRPTO. CORRIENTE 22.565,14 24.030,48 -1.465,34 

401 Acreedores obligaciones recon. ejercicios cerrados  0,00 0,00 0,00 

 DEUDAS CON ENTIDADES PÚBLICAS 37.523,70 38.958,28 -1.434,58 

4750 Hacienda pública acreedora por IRPF  25.105,80 0,00 25.105,80 

4751 Hacienda pública acreedora por derechos pasivos  473,48 0,00 473,48 

4759 Hacienda pública Foral por devolución de créditos  3.465,99 30.867,27 -27.401,28 

477 Seguridad Social acreedora 8.478,43 8.091,01 387,42 

 FIANZAS Y DEPÓSITOS RECIBIDOS 0,00 0,00 0,00 

520 Fianzas a corto plazo 0,00 0,00 0,00 

 TOTAL PASIVO 504.997,38 314.306,89 190.690,49 
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Distribución del Resultado del Ejercicio 2005  
Concepto 

RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL (1) 
(+) Incorporaciones de crédito (2)  

(-) Aumentos de Patrimonio (3)  

Inversiones: 33.425,32 

Variación neta de activos y pasi vos financieros: -4.950,38 

RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL AJUSTADO (4) 
(-) Fondos Retenidos pendientes de incorporar al 2006  
FONDOS A REINTEGRAR A LA HACIENDA PÚBLICA 

(1) Resultados corrientes del ejercicio, diferencia  entre gastos e ingresos que van a dicha cuenta.  
(2) Incorporaciones de crédito al 2005 financiadas con Remanente de crédito.  
(3) Aumentos en patrimonio procedentes del importe de inversiones del ejercicio y variaciones netas de act i-
vos y pasivos financieros. 
(4) Es el denominado “superávit de financiación del ejercicio” del Estado de Liquidación del Presupuesto.  

III. 3. Cuenta de resultados y distribución de resultados

Cuenta de Resultados corrientes del Ejercicio 2005 (en Euros)

Gastos 2005 2004

Gastos de personal 541.699,67 531.471,72
Trabajos, suministros y servicios exteriores 215.159,57 292.838,75
Transferencias corrientes 20.577,15 26.909,37
Rstdos. corrtes. del ejercicio (Beneficio corriente) 198.556,40 56.021,54

Total 975.992,79 907.241,38

Ingresos 2005 2004

Intereses 21,36 23,87
Transferencias de capital 39.000,00 51.230,00
Transferencias corrientes 935.742,00 855.381,00
Otros ingresos excepcionales 0,41
Otros ingresos 1.229,43 606,10

Total 975.992,79 907.241,38



12.3 PRESUPUESTO DE 2006

El artículo 43 de la Ley Foral 4/2000, de 3 de
julio, del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra, por lo que se refiere al presu-
puesto de la Institución, contempla la elaboración
cada año de un Proyecto o propuesta de Presu-
puesto por parte de su titular, que se tramitará de
acuerdo con las normas que regulan el proyecto
de Presupuesto del Parlamento.

A tal fin, desde la propia Institución se ha ela-
borado el correspondiente Proyecto de Presupues-
to para el ejercicio 2006, que asciende, tanto en
gastos como ingresos, a un total de 1.047.367.–
euros.

El documento elaborado pretende servir de
pauta de funcionamiento en el sexto ejercicio pre-
supuestario al que se enfrenta la Institución y ha
sido elaborado en base al análisis, fundamental-
mente, del desarrollo del pasado ejercicio así
como a las previsiones contenidas en el documen-
to de trabajo “Plan Trienal 2005-2007”.

Como líneas generales del mismo cabe rese-
ñar:

– Se incluyen las previsiones para hacer

frente a la inversión necesaria de adecuación

de la climatización del edificio que alberga la

sede de la Institución.

Una vez afrontado el crecimiento inicial, tanto
en medios personales, medios materiales y acon-
dicionamiento de las dependencias que viene ocu-
pando la Institución, se recoge en el Proyecto de
Presupuesto del 2006 un incremento de gasto del
4,31% con respecto al Presupuesto consolidado
de 2005, motivado por la previsión que se incluye
en el Capítulo VI “Inversiones Reales” de
42.000.000 euros para hacer frente a las obras de
adecuación de la climatización del edificio que
alberga la sede de la Institución, al haberlo acor-
dado así el Gobierno de Navarra como propietario
del mismo, en concreto a través del Departamento
de Administración Local.

Dicha cantidad pretende hacer frente a la parte
correspondiente de dicha inversión que tiene que
sufragar esta Institución al ocupar 2 plantas del
edificio y representa por el momento una consig-
nación inicial dado que la totalidad de las obras
está previsto que se acometan a lo largo de suce-
sivas anualidades, según ha propuesto el citado
Departamento.

En este sentido, si excluyéramos dicho importe
del Proyecto de Presupuestos que ahora se pre-
senta, se continuaría con similar dinámica a la del
presupuesto de este año 2005 en el que no se

produjo incremento alguno de gasto con respecto
al presupuesto consolidado del año 2004.

– Se mantiene el mismo número de perso-

nas que prestan servicio en la Institución.

Siguiendo por tanto en la misma línea que el
anterior proyecto, el que ahora se presenta contie-
ne las correspondientes previsiones en el Capítulo
I, relativo al personal, y pretende consolidar los
gastos referidos fundamentalmente al Capítulo II.
Ambos capítulos apenas sufren un ligero aumento
con respecto al presupuesto del ejercicio anterior,
derivados del incremento previsto con carácter
general para las retribuciones del personal, así
como del normal incremento de precios en los
diferentes servicios, suministros y prestaciones
por parte de proveedores.

En lo que se refiere al Capítulo I, Gastos de
Personal, no se produce incremento alguno de
efectivos ni del coste de dicho personal más allá
del aumento de los salarios previsto para el año
2006, manteniéndose por tanto para el próximo
ejercicio el mismo número de personas que
actualmente prestan sus servicios en la Institu-
ción.

– Se mantienen en términos constantes los

diferentes capítulos de gastos corrientes.

Entrando en el Capítulo II, Gastos en Bienes
Corrientes y Servicios, se prevé una consolidación
de aquellos gastos necesarios para el funciona-
miento de la Institución, que durante el año 2006
tendrá que volver a hacer frente a un mayor volu-
men de gasto en aspectos relacionados con el
mantenimiento del edificio -gastos de comunidad-,
dadas las diferentes actuaciones llevadas a cabo
por el Departamento de Administración Local del
Gobierno de Navarra –propietario del edificio– y la
incidencia que tiene en el reparto de gastos entre
la comunidad de vecinos existente.

De las partidas de este Capítulo II la consigna-
ción realizada dentro de las partidas: 2265 “Gas-
tos Diversos”, 2266 “Actividades generales y de
difusión”, 2266 “Organización reuniones y confe-
rencias” y, por último, 2267 “Gastos edición libros
y otras publicaciones”, reflejan al igual que en el
ejercicio anterior las cantidades destinadas a
hacer frente a las actividades propias de la Institu-
ción que tienen una mayor proyección exterior,
entre las que las previsiones respecto a los dife-
rentes gastos de representación se mantienen con
las mismas cantidades previstas para el ejercicio
2005, es decir sin incremento.

En lo que se refiere a las partidas 2271 “Servi-
cios de limpieza y aseo” y 2279 “Otros trabajos
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realizados”, se prevén las cantidades para hacer
frente a los diferentes servicios que ya se tienen
contratados, tales como limpieza, asesoramiento y
planificación generales, traducciones ordinarias y
asistencia informática, entre otros.

– Ingresos.

Por lo que respecta a los Ingresos, destacan
las Transferencias para gasto corriente y gasto de
capital provenientes de Gobierno de Navarra, así
como la previsión del reintegro de las cuotas del
préstamo concedido a personal de la Institución.

– Plantilla Orgánica.

Finalmente, en lo que respecta a personal, ya
se ha hecho mención a que no se produce incre-
mento alguno de efectivos con respecto al número

de personas que actualmente prestan sus servi-
cios en la Institución. Sin embargo, a efectos de la
configuración de la Plantilla Orgánica de la Institu-
ción, cuya propuesta se viene acompañando habi-
tualmente a los distintos proyectos de presupuesto
para su conocimiento, se incluye en la misma el
puesto de Técnico Superior (Rama Jurídica) que
ha venido figurando interrumpidamente en los Pre-
supuestos de la Institución desde el año 2002
hasta el año 2005, si bien bajo el epígrafe de per-
sonal contratado.

En resumen, se plantea un proyecto o pro-
puesta de presupuesto adecuado a las necesida-
des de la Institución en el marco de las previsio-
nes contenidas en el Plan Trienal de la misma
para los años 2005-2007.
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PRESUPUESTO DE GASTOS 2006 POR CAPÍTULOS

CONCEPTO PROYECTO 2003 % TOTAL

CAPÍTULO I.- GASTOS DE PERSONAL 603.314 57,60%

CAPÍTULO II.- GASTOS EN BIENES CTES. Y SERV. 345.920 33,03%

CAPÍTULO IV.- TRANSFERENCIAS CORRIENTES 27.333 2,61%

CAPÍTULO VI.- INVERSIONES REALES 64.700 6,18%

CAPÍTULO VIII.- ACTIVOS FINANCIEROS 6.000 0,57%

CAPÍTULO IX.- PASIVOS FINANCIEROS 100 0,01%

TOTALES 1.047.367 100,00%



CLAVE ECONÓMICA DENOMINACIÓN TOTAL TOTAL TOTAL TOTAL 

C.C. Cap. Art. Conc. Part. PARTIDA CONCEPTO ARTÍCULO CAPÍTULO

1000 1 GASTOS DE PERSONAL 603.314

10 ALTOS CARGOS 71.116
100 Retribuciones Altos Cargos 71.116

1000 Retribuciones Defensora 71.116

11 PERSONAL EVENTUAL 237.112
110 Retribuciones Personal Eventual 237.112

1100 Retribuciones Personal Eventual 237.112

12 FUNCIONARIOS 123.274
120 Retribuciones Funcionarios 123.274

1230 Retribuciones totales funcionarios 123.274

13 PERSONAL CONTRATADO 42.219
131 Personal contratado temporal 42.219

1310 Retrib. Personal contratado temporal 42.219

16 CUOTAS, PRESTAC.Y GTOS. SOCIAL. 129.594
160 Cuotas sociales 129.594

1600 Seguridad Social 112.508
1604 Fondo Capítulo I 17.086

1000 2 GASTOS BIENES CORRIENT. Y SERVIC. 345.920

20 ARRENDAMIENTOS 515
203 Arrendamiento maquinaria e instal. 515

2032 Hilo musical 515

21 REPARACIÓN Y CONSERVACIÓN 27.105
212 Repar.y conserv.edificios y otr. constr. 15.500

2120 Repar.conserv. y mantenimiento edificios 15.500
213 Repar. y conserv.maq., instal. y utillaje 3.605

2130 Repar. y cons. Maquin. Instal. y utillaje 3.605
216 Repar. y cons. Equipos procesos inf. 7.000

2160 Repar. y cons. Equipos proces. Informac. 7.000
219 Repar. y conserv. Otro inmov. material 1.000

2190 Repar. y conserv. Otro inmov. material 1.000

22 MATERIAL, SUMINISTROS Y OTROS 305.800
220 Material de oficina 24.450

2200 Material oficina no inventariable u ordin. 18.000
2201 Material reponibles equipos de oficina 1.600
2202 Prensa, revistas y publicac. periódicas 4.850

222 Comunicaciones 19.360
2220 Comunicaciones telefónicas 12.360
2221 Comunicaciones postales y telegráficas 7.000

224 Primas de seguro 8.000
2243 Primas de seguro 8.000

226 Gastos diversos 121.850
2262 Defensora 4.000
2263 Atenciones sociales y protocolo 6.600
2264 Viajes oficiales Defensora 9.200
2265 Actividades generales y de difusión 35.000
2266 Org. reuniones y conferencias 30.000
2267 Gastos edic. libros y otras publicaciones 36.050
2268 Agencias de información 1.000
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DETALLE DE PRESUPUESTO DE GASTOS 2006
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CLAVE ECONÓMICA DENOMINACIÓN TOTAL TOTAL TOTAL TOTAL 

C.C. Cap. Art. Conc. Part. PARTIDA CONCEPTO ARTÍCULO CAPÍTULO

227 Trabajos realizados por otr. empresas 117.930
2271 Servicios de limpieza y aseo 14.000
2272 Cursos de formación 3.000
2278 Trabajos traducción al euskera para BOP 31.000
2279 Otros trabajos realizados 69.930

228 Suministros auxiliares 14.210
2280 Suministros 10.000
2282 Repuestos 515
2284 Material para limpieza y aseo 1.400
2285 Vestuario 750
2287 Otros Gastos 1.545

24 OTRAS INDEMNIZACIONES 12.500
240 Indemnizaciones a Personal Servicios 12.500

2401 Dietas y gastos viaje personal servicios 11.000
2402 Dietas y gastos provisión ptos. Trabajo 1.500

1000 4 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 27.333

48 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 27.333
481 Indemnizac. y Gastos a Particulares 1.000

4810 Indemnizac. y Gastos a Particulares 1.000

482 Convenios con otras Instituciones 25.833
4820 Convenios con otras Instituciones 25.833

483 Transferencia a Instituciones 500
4830 Transf .a Instituciones sin ánimo lucro 500

1000 6 INVERSIONES REALES 64.700

60 PROYECTOS DE INVERSIÓN NUEVA 64.700
602 Edificios y otras construcciones 1.000

6020 Edificios 1.000
603 Maquinaria, instalaciones y utillaje 43.000

6031 Instalaciones y maquinaria 1.000
6032 Climatización Sede (Edificio Gob. Nav.) 42.000

605 Mobiliario y Enseres 2.000
6050 Muebles de Oficina 2.000

606 Equipos proceso información 12.000
6060 Equipos proceso de información 12.000

608 Otro inmovilizado material 6.700
6083 Adquisición de libros y otras publicac. 6.700

1000 8 ACTIVOS FINANCIEROS 6.000

82 CONCESIÓN DE PRÉSTAMOS 6.000
822 Prést. y antic.conc.medio y largo plazo 6.000

8224 Préstamos vivienda 3.000
8225 Anticipos de sueldo 3.000

1000 9 PASIVOS FINANCIEROS 100

93 DEVOLUCIÓN 100
930 Devolución fianzas 100

9300 Fianzas y Depósitos Recibidos 100

TOTAL PRESUPUESTO DE GASTOS 1.047.367 1.047.367 1.047.367 1.047.367
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CLAVE ECONÓMICA DENOMINACIÓN TOTAL-SUB TOTAL TOTAL TOTAL 

C.C. Cap. Art. Conc. Subc. CONCEPTO CONCEPTO ARTÍCULO CAPÍTULO

1000 3 TASAS Y OTROS INGRESOS 100

39 OTROS INGRESOS 100
399 Otros ingresos 100

3990 Otros ingresos 100

1000 4 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 976.317

40 TRANSF. CTES. DEL GOBIERNO 
DE NAVARRA 976.317

400 Trans. Corrientes del Gobierno de 
Navarra 976.317

4000 Cap. Gasto (1+2+4)- Cap ing. (3+5) 976.317

1000 5 INGRESOS PATRIMONIALES 150

52 INTERESES DE DEPÓS. Y APLAZA. 150
520 Intereses de depósitos y aplazamientos 150

5200 Intereses de depósitos 150

PRESUPUESTO DE INGRESOS  2006 POR CAPÍTULOS

CONCEPTO PROYECTO 2005 %TOTAL

CAPÍTULO III.- TASAS Y OTROS INGRESOS 100 0,01%

CAPÍTULO IV.- TRANSFERENCIAS CORRIENTES 976.317 93,22%

CAPÍTULO V.- INGRESOS PATRIMONIALES 150 0,01%

CAPÍTULO VII.- TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 68.202 6,51%

CAPÍTULO VIII.- ACTIVOS FINANCIEROS 2.498 0,24%

CAPÍTULO IX.- PASIVOS FINANCIEROS 100 0,01%

TOTALES 1.047.367 100%

DETALLE DE PRESUPUESTO DE INGRESOS 2006
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CLAVE ECONÓMICA DENOMINACIÓN TOTAL-SUB TOTAL TOTAL TOTAL 

C.C. Cap. Art. Conc. Subc. CONCEPTO CONCEPTO ARTÍCULO CAPÍTULO

1000 7 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 68.202

70 TRANSF.CAPIT.DEL GOBIERNO 
DE NAVARRA 68.202

700 Transf. De capital del Gobierno 
de Navarra 68.202

7000 Cap. Gasto (6+8+9)- cap. Ing. (8+9) 68.202

1000 8 ACTIVOS FINANCIEROS 2.498

82 REINTEGROS DE PRÉSTAMOS 
CONCEDIDOS 2.398

821 Reint. Prést.concedidos a medio y 
largo plazo 2.398

8214 Reintegro capital préstamos de vivienda 670
8215 Reintegro anticipos de sueldo 1728

87 REMANENTE DE TESORERÍA 100
870 Remanente de tesorería 100

8700 Remanente de tesorería 100

1000 9 PASIVOS FINANCIEROS 100

93 DEPÓSITOS Y FIANZAS RECIBIDOS 100
931 Fianzas y depósitos recibidos 100

9310 Fianzas y depósitos recibidos 100

TOTAL PRESUPUESTO DE INGRESOS 1.047.367 1.047.367 1.047.367 1.047.367
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Los puestos que se encontraban pendientes
de cubrir por personal fijo en el año 2005 era el de
Técnico de Gestión Administrativa y Ujier, que se
encontraban ocupados desde el 1 de julio de 2003
con personal contratado interinamente hasta su
provisión definitiva.

No obstante, el 23 de diciembre el Tribunal
Calificador de la oposición para la provisión de un
puesto de trabajo de Técnico de Gestión Adminis-
trativa con destino a la Oficina de la Defensora del
Pueblo de Navarra, una vez finalizados los ejerci-
cios de dicha oposición, efectuó la correspondien-
te propuesta de nombramiento para ocupar dicho
puesto a favor de D. Jorge Balduz Gil, por ser el
aspirante con mayor puntuación obtenida, y cuya
incorporación está previsto que se realice en el
primer trimestre del 2006.

13.2. RELACIÓN DE PERSONAS QUE PRES-
TAN SERVICIO EN LA OFICINA DE LA DEFEN-
SORA DEL PUEBLO A 31 DE DICIEMBRE DE
2005

En cuanto a esta relación personal, y dado que
va referida al 31 de diciembre de 2005, en la
misma figura como Técnico de Gestión Administra-
tiva Dª. Nieves Sáinz de Vicuña, a la espera de que
tome posesión de esta plaza D. Jorge Balduz Gil.

De la misma forma aparece Dª. Inés Monreal
Azcárate como Técnico Superior, puesto que no
está contemplado en la Plantilla Orgánica del año
2005 y que ha venido siendo desempeñándo
como consecuencia de contrato suscrito para
atender las necesidades del servicio. Este puesto
ha quedado finalmente consolidado en la Plantilla
Orgánica de la Institución para el año 2006 apro-
bada por la Mesa del Parlamento de Navarra en
su sesión del 23 de enero de 2006.

13 INFORMACIÓN DE PERSONAL

13.1. PLANTILLA ORGÁNICA DE LA OFICINA
DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO PARA EL
AÑO 2005

La Plantilla Orgánica del año 2005 de la Ofici-
na de la Defensora del Pueblo de Navarra viene
manteniendo la configuración de años anteriores,
compuesta por 4 Asesores y un puesto en la
Secretaría de la propia Defensora, todos ellos de

libre designación, siendo los puestos reservados a
funcionarios los de un Técnico de Gestión Admi-
nistrativa, dos Administrativos y un Ujier.

La Plantilla Orgánica correspondiente al año
2005 fue aprobada mediante Acuerdo de la Mesa
del Parlamento de Navarra en sesión celebrada el
día 24 de enero de 2005 y publicada en el Boletín
Oficial del Parlamento de Navarra número 4 de 26
de enero de 2005.

PUESTO DE TRABAJO RÉGIMEN LIBRE INCOMPATI- PUESTO COMPLEMENTO
NÚMERO JURÍDICO NIVEL DESIGNACIÓN BILIDAD TRABAJO NIVEL

Asesor Responsable Área 2 C - X - - -

Asesor Técnico 2 C - X - - -

Secretaría del Defensor del Pueblo 1 G - X - - -

Técnico de Gestión Administrativa 1 F B - 35 24 -

Administrativo 2 F C - - 36,68 12

Ujier 1 F D - - 27 15

F: Funcionario
C: Cargo Eventual de la Oficina del Defensor del Pueblo - Libre Designación
G: Eventual de Gabinete - Libre designación
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14 PLANIFICACIÓN Y OBJETIVOS 2006

Desde su puesta en marcha en el año 2001
son muchos los frentes de trabajo y algunos los
logros alcanzados por esta joven Institución pero
también son relevantes nuestras áreas de mejora.
Bastantes ciudadanos, en especial los más desfa-
vorecidos, ni siquiera la conocen y muchos otros
no saben que pueden esperar de ella. Se hace
necesario por tanto extender nuestra red social
para captar más y mejor las demandas de los ciu-
dadanos y mejorar nuestra eficacia y nuestros pro-
cedimientos para garantizar mejor los derechos
ciudadanos.

Bajo el lema “Crecer y actuar”, el Plan Trienal
que venimos desarrollado contempla diversas
acciones orientadas a incrementar la accesibilidad
real a la Institución, en particular a los más desfa-
vorecidos.

También en el orden interno el Plan Trienal
establece un conjunto de actuaciones dirigidas a
incrementar la eficacia de la Institución y a des-
arrollar el Plan de Calidad para mejorar la satisfac-
ción de los ciudadanos apoyándonos para ello en
la máxima implicación de todos quienes formamos
parte de la misma.

La realización de Informes Especiales e inter-
venciones de oficio es otra de las líneas de actua-
ción esenciales en una organización que se auto-
define como proactiva, que no permanece a la
espera sino que trata de anticiparse e indagar en
las situaciones de especial indefensión social que
afectan a colectivos cuya situación les limita inclu-

so para formular quejas. Tal es el caso de los
menores, de los discapacitados, de los mayores
dependientes, etc.

En especial queremos destacar que la impor-
tancia que concedemos a la Protección del Menor
es máxima ya que entendemos que en la socie-
dad actual “el derecho del menor a entorno social
educativo y seguro no se están respetando” y es
responsabilidad de todos modificar esta situación.
Por ello centraremos gran parte de los objetivos
del año 2006 en este colectivo. Tenemos que tras-
ladar a la sociedad nuestra preocupación por el
impacto que tienen sobre los menores determina-
dos contenidos de los medios de comunicación,
alertar por la inhibición de demasiados padres en
el proceso educativo de sus hijos, mostrar nuestra
inquietud por la situación actual de la convivencia
y por el incremento de la violencia y el uso de dro-
gas en edades cada día más tempranas etc. Que-
remos insistir en que corresponde a las Adminis-
traciones Públicas establecer las políticas e
impulsar las acciones pertinentes para prevenir los
riesgos que afectan a nuestros menores y en últi-
ma instancia es también a ellas a quienes compe-
te dotar los recursos sociales para garantizar la
protección del menor cuando el soporte familiar
falla. Lamentablemente cada día recibimos más
informaciones sobre la insuficiencia de medios y
sistemas de control en esta materia, insuficiencia
que habremos de contrastar con el oportuno Infor-
me Especial.

El impulso y divulgación de los derechos ciuda-
danos constituye igualmente una de las líneas

Asesores Responsables de Área
Enrique Mateo Sanz
Luis Gabilondo Pujol

Asesores Técnicos
Gloria Arancón Largo
Julián Manteca Pérez

Secretaría del Defensor del Pueblo Luis Fernández Paredes

Técnico Superior Inés Monreal Azcárate

Técnico de Gestión Administrativa Nieves Sáinz de Vicuña Gil

Administrativos
Celina Echeverría Uhalte
Mar Laínez Gil

Ujier Javier Larraya Reta

RELACIÓN DE PERSONAS QUE PRESTAN SERVICIO EN LA INSTITUCIÓN



estratégica de la Institución. Entendemos que
debemos jugar un papel activo en esta materia
promoviendo o apoyando iniciativas que ayuden a
sensibilizar a la Sociedad, y en su caso a las pro-
pias Administraciones Públicas, para que se incor-
poren los valores culturales que preceden y sirven
de sustento al efectivo desarrollo de derechos ciu-
dadanos emergentes. Por ello y en colaboración
con diversos Colectivos Sociales pretendemos
impulsar iniciativas en pro de la convivencia y
frente a cualquier forma de discriminación.

Desarrollaremos cuantas acciones sean perti-
nentes para el fomento de los valores democráti-
cos y de manera específica impulsaremos la ela-
boración de Códigos de Buena Conducta, Cartas
de Derechos y todo tipo de iniciativas que favorez-
can la transparencia y la responsabilidad pública.
En esta línea iniciamos también un nuevo camino
en la Institución al desarrollar nuevos instrumentos
de evaluación e incorporar de manera progresiva
actividades de auditoría externa en estas mate-
rias.

14.1. MISIÓN, VISIÓN Y VALORES DE LA
ORGANIZACIÓN

Una organización nunca debe olvidar la razón
de su existencia y ha de realizar una autocrítica
permanente sobre el grado en el que está cum-
pliendo la “Misión” para la cual fue creada.

Necesita así mismo conocer el rumbo. Señalar
el horizonte al que aspira y que se refleja en la
“Visión” a medio y largo plazo de la organización.

Como complemento esencial de la travesía se
precisa explicitar el conjunto de “Valores” compar-
tidos que han de constituir la cultura de la organi-
zación.

MISIÓN

“La defensa y mejora del nivel de protección de
los derechos y libertades de los ciudadanos/as, su
salvaguarda frente a los posibles abusos y negli-
gencias de la Administración, así como el impulso
de iniciativas que permitan canalizar las deman-
das de nuevos derechos emergentes”.

VISIÓN

• Institución cercana para la formulación de
quejas frente a las Administraciones por vulnera-
ción de derechos ciudadanos

• Institución accesible para todos los ciudada-
nos incluidos los colectivos más desfavorecidos.

• Institución con sensibilidad social y actitud
proactiva que se anticipa y adentra en la raíz de
los problemas.

• Institución que progresivamente incorpora
actividades de auditoría externa del funcionamien-
to de los servicios públicos.

• Institución independiente y con credibilidad,
cuyos dictámenes sirven de referencia a la opinión
pública y son tomados en consideración, la mayo-
ría de las veces, por las Administraciones Públi-
cas.

VALORES

• Orientación a satisfacer lo máximo posible las
expectativas del ciudadano.

• Sensibilidad para dar respuesta a necesida-
des implícitas del ciudadano.

• Sensibilidad para detectar problemas genera-
les y generar en su caso quejas de oficio.

• Máximo rigor en la confidencialidad.

• Preocupación permanente por los “resulta-
dos” de utilidad y eficiencia de nuestra organiza-
ción.

• Promoción de los valores democráticos y de
convivencia en nuestra sociedad.

• Apuesta decidida por la transparencia y res-
ponsabilidad pública.

• Impulso de iniciativas que supongan un avan-
ce en el desarrollo de nuevos derechos emergen-
tes.

• Implicación de todos para detectar y comuni-
car oportunidades de mejora y para aprender de
los errores.

14.2. LÍNEAS ESTRATÉGICAS.

Para el desarrollo del modelo de organización
al que aspiramos hemos creído oportuno impulsar
las siguientes Líneas Estratégicas:

• Política de Calidad orientada a la mejora con-
tinúa de los resultados en la atención al ciudada-
no, centrados principalmente en los siguientes
objetivos:

– Incrementar la accesibilidad de los ciudada-
nos a la Institución, favoreciendo la presentación
de Quejas.

– Incrementar (medir) la satisfacción y la utili-
dad para el ciudadano.

=> Incrementar el % de Quejas de Oficio.

=> Reducir el % de quejas no aceptadas.

=> Incrementar el % de quejas en las que la
Administración acepta nuestras propuestas.
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=> Mejorar la agilidad en la tramitación de las
Quejas.

– Mejorar la satisfacción del personal y la
comunicación interna en la Institución.

– Mejorar la gestión de los procesos adminis-
trativos.

• Centrar los Informes Especiales y las Quejas
de Oficio en colectivos especialmente vulnerables
y en servicios públicos prioritarios:

- Protección de Menores.

- Atención a los Mayores.

- Discapacitados Físicos.

- Discapacitados Psíquicos.

- Abusos y violencia.

- Discriminación por género, raza o religión.

- Conciliación de la vida familiar y social.

- Pobreza y exclusión social.

- Integración social de inmigrantes.

- Acceso y libertad de elección de centro educati-
vo (incluido modelo lingüístico, etc).

- Convivencia en centros escolares.

- Educación infantil.

- Confidencialidad y protección de datos.

- Reinserción Social.

- Protección medioambiental. (Derecho de infor-
mación, Protección frente a la contaminación
acústica y otras actividades molestas, etc.)

- Derecho de acceso a la vivienda.

- Garantía de acceso a las prestaciones sanita-
rias. (Lista de espera, etc) 

• Desarrollar iniciativas para sensibilizar a la
Sociedad y en su caso a las propias Administra-
ciones Públicas en el impulso de los Derechos
Ciudadanos y de la Transparencia Pública.

– Iniciativas en pro de la convivencia, con
especial atención a la educación para la conviven-
cia de niños y adolescentes.

– Promoción de los valores democráticos en
nuestra sociedad.

– Impulso de Códigos de Buena Conducta,
Cartas de Derechos y de Servicios y todo tipo de
iniciativas que favorezca la transparencia y la res-
ponsabilidad pública.

– Iniciativas de sensibilización social frente a la
discriminación y en apoyo de los derechos de
determinados colectivos: Mujeres, Ancianos, Inmi-
grantes, etc.

– Impulso de iniciativas que supongan un
avance en el desarrollo de nuevos derechos emer-
gentes.

– Divulgación al ciudadano, a través de diver-
sos medios, de sus derechos en materias de
especial relevancia.

• Impulsar la cooperación con las Asociaciones
para incrementar la detección de problemas.

– Favorecer al máximo el diálogo e intercambio
de información permanente con todo tipo de aso-
ciaciones y colectivos Sociales.

– Solicitar la colaboración y recabar la opinión
de los colectivos sociales para la realización de
informes.

• Cooperación con las Administraciones Públi-
cas para mejorar la eficacia y la utilidad para el
ciudadano de los procedimientos de control y
resolución de las quejas.

– Mejorar el conocimiento y la comprensión de
la misión y de los límites de la Institución por parte
de los responsables de las Administraciones Públi-
cas.

– Mejorar y agilizar los procedimientos de
transmisión de información y resolución de quejas.

– Favorecer el dialogo entre las partes a fin de
mejorar el % de quejas en las que la Administra-
ción acepta nuestras propuestas.

– Garantizar el pleno respeto a la independen-
cia y ámbito competencial de cada una de las par-
tes.

• Desarrollar una Política de Comunicación e
Imagen institucional para divulgar la existencia de
la Institución y mejorar el conocimiento de sus fun-
ciones por parte de toda la población.

– Incrementar (medir) el conocimiento y mejo-
rar la imagen que de la Institución tienen los ciu-
dadanos.

– Establecer canales de comunicación fluidos
con los distintos Medios de Comunicación.

• Realizar un seguimiento del efectivo cumpli-
miento de nuestras recomendaciones.

– Desarrollar un sistema de información que
permita el análisis permanente del grado de cum-
plimientos de las recomendaciones formuladas
por nuestra Institución.

14.3. OBJETIVOS 2006

A lo largo del 2006 se pretende desarrollar un
conjunto de acciones y objetivos, coherentes con

B.O. del Parlamento de Navarra / VI Legislatura Núm. 58-3 / 13 de junio de 2006

59



las líneas estratégicas establecidas en el Plan
Trienal.

A la hora de elaborar los Objetivos del 2006 se
ha tomado en consideración el hecho de que el
mandato de la actual titular de la Institución finali-
za en el mes de febrero del 2007. Por dicha razón
los objetivos que se han formulado han sido calcu-
lados de tal manera que se prevé que su ejecu-
ción se prolongue hasta mediados del año 2007,
garantizando con ello la plena continuidad y nor-
malidad institucional.

Los Objetivos 2006 que se pretenden alcanzar
son los siguientes:

1º MEJORA DE CALIDAD DE LA ATENCIÓN A LAS
QUEJAS.

Como no podía ser de otra manera, la mejora
de la calidad de la atención al ciudadano es nues-
tro primero y principal objetivo. Gracias a la labor
realizada a lo largo del 2005 por el Grupo de
Mejora de Atención al Ciudadano se dispone de
un conjunto detallado de propuestas de mejora
que una vez que han sido aprobadas se preten-
den poner en marcha a lo largo del 2006.

• Puesta en marcha de medidas de mejora
para la atención inicial en las dependencias de la
Institución:

– Mejoras en el acceso a la Sede de la Institu-
ción.

– Mejoras en señalización e identificación.

=> Señalización y cambio de denominación de
la Oficina de Atención Directa Información.

=> Adecuación de la información sobre horario
y festivos en los rótulos de entrada y en la página
Web.

=> Identificación del personal.

– Compromiso para garantizar la atención
inmediata y sin esperas.

– Facilitar la atención en euskera siempre que
ello sea posible.

• Reducción de los tiempos de tramitación de
las quejas, que aspiramos a reducir al menos en
un 10 %.

• Normalización de procedimientos:

– Establecer criterios homogéneos de acepta-
ción de quejas.

– Mejorar y normalizar el formato de los escri-
tos.

– Organización y comunicación de entrevistas
con la Defensora.

• Incremento de la accesibilidad a la institución.

– Mejora en el sistema de comunicación telefó-
nica: Contestador automático, con mensaje de
horario, gratuito, etc. y con posibilidad de dejar el
nombre y el número teléfono para que le devolva-
mos la llamada.

– Potenciar el acceso de consultas a la Institu-
ción mediante las nuevas tecnologías: Consultas
por correo electrónico, mensajería, Voz IP, Video
conferencia, etc.

– Puesta en marcha de una experiencia piloto
de “Oficina virtual” en coordinación con al Univer-
sidad Pública de Navarra

• Incrementar el número e inspecciones “in
situ” de los Asesores y las visitas de la propia
Defensora a los centros y servicios relacionados
con las Quejas de los ciudadanos.

• Mejora de los sistemas de información y
registro

– Puesta en marcha de un nuevo sistema de
información para el Seguimiento de Expedientes
Especiales.

– Registro homogéneo de quejas escritos, ver-
bales y por Internet

– Registro del resumen de la queja.

• Elaboración de la Carta de Servicios de la
Institución, en la que se regulen los compromisos
de calidad ante el ciudadano.

• Evaluación de la satisfacción de los ciudada-
nos y de su percepción de utilidad.

– Realización sistemática de una Encuesta
anónima de Satisfacción, a todas las personas
atendidas en la Oficina de Información.

– Realización sistemática de una Encuesta
anónima de Satisfacción, a todas las personas
que han presentado una Queja. Se realizará por
carta una vez finalizado el expediente.

– Diseño de una Encuesta Telefónica a los ciu-
dadanos sobre el conocimiento e imagen de la
Institución.

2º INFORMES ESPECIALES

Como ha quedado dicho, la limitación de recur-
sos técnicos con que contamos nos obliga a priori-
zar las materias de las que podemos realizar un
evaluación exhaustiva, y por ello centraremos los
Informes Especiales y las Quejas de Oficio en los
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colectivos especialmente vulnerables y en deter-
minados problemas que suscitan gran número de
quejas.

Asimismo hemos considerado oportuno iniciar
en el año 2006 una nueva serie de pequeños
Informes de Oficio en materias que aún siendo
prioritarias no precisan un gran labor de campo, lo
que nos permitirá ampliar el número de materias
analizadas.

Por otra parte iniciamos también una nueva
serie dirigida a impulsar el desarrollo progresivo
de nuevos Sistemas de Garantía en la protección
de determinados derechos.

En concreto para el año 2006 pretendemos
abordar los siguientes Informes:

Informe Especial de Accesibilidad.

A lo largo del primer trimestre se pretende con-
cluir el Informe Especial sobre “Accesibilidad a los
Edificios, Instalaciones y Servicios de Uso Publi-
co” iniciado en el 2.005 y que analiza el cumpli-
miento por parte de las distintas Administraciones
Públicas de la normativa vigente en materia de
accesibilidad y barreras arquitectónicas en el
acceso a los servicios y centros públicos.

Informe Especial de Ruidos

El Informe Especial sobre Ruidos pretende
evaluar si es adecuada la vigilancia y control que
las distintas Administraciones de la Comunidad
Foral ejercen sobre las actividades susceptibles
de causar molestias por ruido. Los Objetivos
Específicos que persigue el Informe son:

• Evaluar si las distintas Administraciones
Públicas realizan las actividades necesarias de
vigilancia y control de las actividades susceptibles
de causar molestias por ruido y si disponen de los
medios técnicos precisos para ello.

• Evaluar si las distintas Administraciones
Públicas utilizan adecuadamente los instrumentos
normativos actuales de los que disponen para exi-
gir el cumplimiento de los deberes legales cuando
se constatan debidamente situaciones lesivas.

• Analizar la suficiencia y adecuación de la nor-
mativa general actual y de las ordenanzas especí-
ficas de cada municipio.

Informe Especial de Protección del Menor

El Informe Especial sobre Protección del
Menor pretende evaluar como se garantiza la pro-
tección pública de los menores que padecen
situaciones de desamparo. En concreto los objeti-
vos específicos del Informe son:

• Evaluar si las Administraciones Públicas de
Navarra realizan de forma adecuada las activida-
des necesarias para la prevención y detección
precoz de las situaciones de desamparo.

• Evaluar la actividad desarrolla por las Admi-
nistraciones Públicas de Navarra a lo largo del
procedimiento de protección.

• Evaluar la actividad desarrollada por las
Administraciones Públicas de Navarra en la aten-
ción a menores con medidas judiciales penales.

• Realizar una aproximación a las situaciones
de Adopción Internacional y de Menores extranje-
ros no acompañados.

Informe de oficio sobre el Derecho de Acce-

so a la Información Medioambiental.

Cada día los ciudadanos reclaman con mayor
insistencia el derecho a acceder a toda la informa-
ción medioambiental de que dispongan las Admi-
nistraciones Públicas, las cuales frecuentemente
la deniegan, lo que origina reiteradas quejas ante
esta Institución. El Informe pretende por tanto ana-
lizar las distintas situaciones jurídicas que el tema
plantea y establecer la Recomendaciones oportu-
nas, impulsando con ello la transparencia pública
y el respeto de los derechos ciudadanos.

Informe de oficio sobre Radiaciones y Tele-

fonía Móvil

El Informe pretende revisar la situación actual
en que se encuentra el tema de las Radiaciones y
la Telefonía Móvil en Navarra y el grado de cumpli-
miento de las Recomendaciones formuladas por
nuestra Institución.

Informe sobre Sistemas de Garantía en la

Protección de los Derechos en Materia de

Salud

Con este informe pretendemos iniciar un nuevo
camino en el impulso de Sistemas de Garantía de
los Derechos. En este tipo de informe se pretende
reflexionar sobre el grado de concreción con el
que están regulados los distintos derechos, su
nivel de exigibilidad para el ciudadano, y la exis-
tencia o no de sistemas efectivos para garantizar
su pleno ejercicio y en su caso reflexionar sobre
las compensaciones a que hubiera lugar. En con-
creto a lo largo del 2006 abordaremos la situación
relativa a las garantías en materia de derechos de
salud.

3º IMPULSO Y DIVULGACIÓN DE DERECHOS CIU-
DADANOS.

Como ha quedado dicho una de las líneas
estratégicas de la Institución es el impulso y divul-
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gación de derechos ciudadanos para sensibilizar a
la Sociedad y a las Administraciones Públicas del
efectivo desarrollo de nuevos valores y derechos
ciudadanos. A lo largo del 2006, y en colaboración
con diversos Colectivos Sociales, pretendemos
impulsar las siguientes iniciativas:

Iniciativas en Educación en la Convivencia.

Esta iniciativa pretende dar respuesta a la pre-
ocupación social existente por el incremento de la
violencia juvenil, frente a la cual todos los expertos
coinciden en oponer un proyecto educativo inte-
gral, para el cual los expertos recomiendan una
actuación coordinada por parte de las distintas
instituciones a fin de crear el clima social preciso
para que la Sociedad en su conjunto asuma su
responsabilidad educativa. Los profesores necesi-
tan sentirse legitimados y apoyados social y
moralmente. Padres, profesores y medios de
comunicación han de emitir mensajes coherentes.

Consciente de esa necesidad, a finales del
2005, la Defensora del Pueblo puso en marcha
una iniciativa conjunta para trata de implicar a
toda la sociedad en un Proyecto Social de Educa-
ción para la Convivencia en la que participaron el
Consejero de Educación, el Presidente del Parla-
mento, los presidentes de la Federación de Muni-
cipios, de la Asociación de la Prensa, de las Aso-
ciaciones de Padres y Madres, de los Directores
de Instituto, la Universidad Pública del Consejo
Escolar y del Consejo de la Juventud, desarrollar
una iniciativa 

La iniciativa pretende lograr que todos los
agentes sociales se comprometan a desarrollar
acciones simultáneas en pro del citado objetivo y
por ello se dio traslado de la misma a los distintos
Grupos Parlamentarios y Medios de Comunica-
ción cuya colaboración en el proyecto se conside-
ra necesaria.

A lo largo del 2006 pretendemos dar continui-
dad a este proyecto y para ello profundizaremos
en los siguientes aspectos:

• Elaboración de una Declaración Institucional
en pro de la implicación social en la Educación
Convivencia.

• Convocar una reunión de Seguimiento para
evaluar la evolución del proceso.

• Organizar un Taller de Debate entre Profeso-
res y Medios de Comunicación.

• Impulsar la realización de un Seminario dirigi-
do a Ayuntamientos para lograr que promuevan
acciones en pro de la Educación para la Convi-
vencia.

Iniciativas por los Derechos del Mayor.

En nuestra sociedad los mayores han ido per-
diendo protagonismo social y sus derechos no
siempre son respetados. No es infrecuente que los
ancianos sean tratados como menores de edad,
aunque no tengan ninguna limitación psíquica, y
que los demás decidan por ellos.

Consideramos que no es lícito que los mayores
sean socialmente invisibles y que la sociedad les
discrimine. Aceptamos como normal múltiples
situaciones que no son más que formas diversas
de discriminación por edad, que no se diferencian
mucho de las formas de discriminación por sexo
que hemos conocido en el pasado.

Los propios mayores son los primeros que
deben cambiar su forma de pensar y actuar y
reclamar el papel que les corresponde en la socie-
dad, pero en este empeño necesitan el apoyo de
las Instituciones y de los colectivos sociales más
comprometidos. Por eso desde nuestra Institución
tenemos el proyecto de promover las siguientes
iniciativas:

• Elaborar Car ta de Derechos del Mayor
mediante el consenso con las Asociaciones y
Colectivos de Mayores. Se pretende que la Carta
recoja y desarrolle los derechos básicos, reconoci-
dos a los mayores en la Declaración de la ONU de
los Derechos Humanos para las Personas de
Edad (Independencia, Dignidad, Autorrealización,
Asistencia, Participación). Para su realización
seguiremos el camino marcado por otras organi-
zaciones y promoveremos un proceso participativo
y descentralizado por las principales localidades
de Navarra.

• Realizar una encuesta para conocer cómo se
sienten los mayores. Con ayuda de las Asociacio-
nes y Colectivos de Mayores pretendemos cono-
cer como se sienten que percepción tienen por el
modo en que la sociedad respeta sus derechos.
Queremos saber a que aspectos conceden más
importancia y que derechos aspiran a conseguir a
medio plazo.

• Organizar un Taller sobre la Discriminación
por Edad en el que participen expertos en la
materia junto a los representantes de los mayores.

• Impulsar una Campaña en los Medios para
sensibilizar a la población sobre el problema de la
Discriminación por Edad.

Iniciativas por la Transparencia Pública.

La normativa vigente no solo exige de las
Administraciones públicas eficacia, eficiencia y
sometimiento pleno al Derecho, sino que les obli-
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ga a servir con objetividad a los intereses genera-
les y actuar de conformidad con los principios de
transparencia y participación.

Los principios normativos de carácter general
son bienintencionados y correctamente orientados
pero en este tema, quizá más que en ningún otro,
ya es hora de pasar de las palabras a los hechos.
Como sucede con frecuencia, su aplicación depen-
de de que dichos valores penetren realmente en el
entramado social y administrativo hasta producir el
cambio cultural necesario. En definitiva, es la con-
ciencia colectiva la que finalmente exige o no su
efectivo desarrollo y puesta en marcha, y en este
campo en los últimos tiempos se está produciendo
un cambio social de enorme trascendencia.

Debemos ser conscientes de que el incremen-
to del nivel cultural de la sociedad, y sobre todo la
globalización en el acceso a la información, está
acabando de forma definitiva con el arraigado
modelo de relación paternalista entre administra-
dores y administrados. El ciudadano actual, mejor
formado, desea participar más activamente en la
toma de decisiones en asuntos que le afectan de
manera directa, y sobre todo exige un mayor acce-
so a la información

Esta concepción implica un auténtico cambio
cultural. Se hace necesario impulsar un “nuevo
modelo de relación con el ciudadano”, y promover
una concepción más democrática del ejercicio del
poder en todas las esferas de la sociedad.

Es preciso superar el temor, presente todavía
en la mayoría de los cargos públicos, de que la
transparencia les hace más vulnerable a la crítica,
en lugar de entender que es precisamente la
transparencia la que legitima su ejercicio del
poder y es también la que mejores resultados
rinde a medio plazo.

Los servidores públicos deben estar abiertos a
escuchar la voz del ciudadano para conocer sus
necesidades y expectativas reales, incluidas las
de los colectivos minoritarios, para lo cual es pre-
ciso establecer cauces de participación directa de
la ciudadanía como los existentes en los países
socialmente más avanzados.

Un sistema administrativo transparente no
puede asentarse únicamente en una regulación
legal, dirigida fundamentalmente a prevenir los
abusos y los conflictos de intereses, sino que
debe tratar, además, de incorporar principios y
herramientas para promover la transparencia en la
toma de decisiones, favorecer el libre acceso a la
información pública, y la rendición pública de
cuentas.

El desarrollo de códigos de buena conducta
administrativa, cartas de derechos y cartas de ser-
vicios, el refuerzo de sus sistemas de autoevalua-
ción y control interno y la apuesta decidida por
mecanismos de auditoría externa auténticamente
independientes son igualmente mecanismos a
potenciar en esta línea.

Los objetivos previstos, en esta materia, para
este año son los siguientes:

• Elaboración de un Informe propuesta de ini-
ciativas para el impulso y mejora de la estrategia
de Transparencia Pública.

• Organización de un Taller sobre Transparen-
cia pública en el que participen expertos en la
materia junto a los representantes de las institu-
ciones.

Plan Local de Derechos Ciudadanos.

El año 2001 el Parlamento Europeo aprobó el
“Código Europeo de Buena Conducta Administrati-
va” y encomendó al Defensor del Pueblo Europeo
la evaluación de su grado de cumplimiento y el
impulso de iniciativas para que sus valores y prin-
cipios sean incorporados por las distintas Adminis-
traciones Públicas, mandato que por extensión
compromete a todo el colectivo de Defensores del
Pueblo.

En línea con dicha iniciativa ya en el año 2003
la institución de la Defensora del Pueblo de Nava-
rra puso en marcha un proceso, en el que partici-
paron más de 300 asociaciones, y que culminó en
la elaboración de una Carta de los Derechos Ciu-
dadanos de la Comunidad Foral de Navarra.

Tras la realización de la Carta de Derechos, la
Defensora del Pueblo lanzó el reto a las Adminis-
traciones Públicas de Navarra para que desarrolla-
ran sus propias Cartas de Derechos y Cartas de
Servicios con compromisos concretos de calidad.
Esta iniciativa ya ha comenzado a dar sus frutos
ya que varias Administraciones de Navarra han
comenzado a aprobar sus Cartas de Derechos o
regular el procedimiento de elaboración de las
Cartas de Servicios.

El Plan Local de Derechos Ciudadanos que
ahora abordamos pretende “impulsar que los
Ayuntamientos incorporen una estrategia de mejo-
ra continua de los derechos ciudadanos, inspirada
en el Código Europeo de Buena Conducta Admi-
nistrativa”

El método propuesto es el del “ciclo de mejora
continua” consistente en evaluar la situación
actual para detectar áreas de mejora, priorizarlas
y planificar acciones de mejora en materia de
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derechos ciudadanos impulsando con ello la for-
mulación de compromisos públicos de calidad y
transparencia en los servicios públicos.

La evaluación inicial corre a cargo de la oficina
de la Defensora e incluye la realización de una
encuesta telefónica anónima a una muestra de
alrededor de 400 ciudadanos de cada uno de los
municipios participantes, así como la realización
de una encuesta a representantes de todas las
Asociaciones y Colectivos ciudadanos existentes
en cada localidad.

Para garantizar la efectividad del proceso se
formaliza un Convenio de Colaboración con cada
uno de los Ayuntamientos que voluntariamente
participan en la iniciativa logrando con ello que se
comprometan a dar continuidad al proceso de
mejora continua.

Los objetivos previstos, en esta materia, para
este año son los siguientes:

• Formalizar el oportuno Convenio con los
Ayuntamientos de más de 10.000 habitantes.
Hasta el momento ya se ha formalizado el conve-
nio con los Ayuntamientos de Tudela, Estella, Bur-
lada y Zizur Mayor.

• Finalizar en el presente año los Informes de
Evaluación al menos de seis de los Municipios.

• Organización de unas Jornadas de Cartas de
Servicios dirigidas a Ayuntamientos y en los que
participen expertos en la materia junto a los repre-
sentantes de las instituciones.

Divulgación Derechos al Ciudadano.

En coherencia con nuestra estrategia de impul-
so de los derechos ciudadanos, pretendemos ini-
ciar también en este año una nueva serie de publi-
caciones dirigidas a informar a los ciudadanos de
aquellos derechos que entendemos básicos y que
sin embargo nos son suficientemente conocidos
por la población.

Las citadas publicaciones tendrán carácter
divulgativo y a lo largo del año pretendemos reali-
zar al menos las siguientes:

• Folleto: Derechos generales del ciudadano
ante las Administraciones Públicas.

• Folleto: Derechos en el acceso a los servicios
de salud.

Otras Iniciativas de Impulso de Derechos:

• Organización de un Taller sobre Pobreza y
Exclusión Social.

Este Taller será organizado en el marco del
Convenio suscrito entre la institución de la Defen-

sora del Pueblo y la Universidad Pública de Nava-
rra para el desarrollo de talleres sobre Derechos
Sociales

El objetivo no es otro que el de promover el
debate sobre el desarrollo actual de los políticas
de lucha contra la Pobreza y Exclusión Social, pro-
blemática especialmente sensible a la que todos
tendemos a dar la espalda.

• Realización de una campaña de charlas en
los colegios sobre “Protección del menor en Inter-
net”.

Esta campaña está dirigida a sensibilizar a
padres y madres de la necesidad de proteger a los
niños frente a los contenidos inadecuados de
Internet y va a consistir en la realización de una
serie de charlas divulgativas en diversos centros
escolares de Navarra sobre “Protección del menor
en Internet”.

Las charlas irán dirigidas tanto a padres como
a alumnos de 1º y 2º de la ESO de los principales
Institutos e Ikastolas de Navarra, que participarán
voluntariamente en la campaña.

La Campaña Divulgativa es continuación de la
iniciada a finales de diciembre, y promovida por
Defensora del Pueblo de Navarra en colaboración
con la Asociación Protégeles.

4º INFORME ANUAL.

Una de las consecuencias de la reciente apro-
bación, por la Mesa del Parlamento, de nuestro
Reglamento de Régimen Interior es el hecho de
que el Informe Anual de la Institución será presen-
tado al Pleno del Parlamento y no solo a a la
Comisión de Régimen Foral. Este hecho de gran
trascendencia para nuestra organización realza
aún más la importancia y la repercusión pública
del citado Informe.

Aprovechando esta circunstancia pretendemos
que el informe incorpore nuevos elementos de
valor añadido, en relación a Recomendaciones
generales por Áreas y Colectivos más vulnerables,
y un seguimiento de las recomendaciones realiza-
das en los Informes Especiales previos.

5º COMUNICACIÓN INTERNA

Incluso en organizaciones de tan reducido
tamaño como la nuestra la mejora de comunica-
ción interna es un objetivo esencial de la política
general de calidad. Es por ello que en los últimos
meses hemos dedicado especial atención a la
materia y pretendemos implantar nuevos sistemas
de información interna bajo la premisa del conoci-
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miento compartido. Los objetivos propuestos para
el año son por tanto los siguientes:

• Desarrollo del Sistema de Comunicación
Interna.

– Intranet de Noticias.

– Buzón de sugerencias.

– Etc.

• Mejora del sistema e incremento de la perio-
dicidad de las reuniones internas y de seguimiento
de Objetivos.

6º COMUNICACIÓN EXTERNA

La oficina de la Defensora del Pueblo es y
debe ser ante todo una institución cercana al ciu-
dadano para la cual es imprescindible lograr que
la conozcan y la valoren como propia.

Dado que la Institución se creó hace tan solo
cinco años, la Comunicación Externa sigue siendo
esencial para darla a conocer a la población a fin
de garantizar que todos los ciudadanos estén en
condiciones de acceder a ella en condiciones
efectivas de igualdad, sin barreras sociales o cul-
turales.

Según los datos de que disponemos, aunque la
población ha oído hablar de la institución de forma
bastante generalizada no ocurre lo mismo con el
conocimiento sobre sus funciones, que es bastante
desigual. El desconocimiento es mayor en la mon-
taña y en la ribera alta y en las poblaciones de
menor tamaño. Constatamos asimismo que el
colectivo estudiantes y en general los menores de
25 años, los mayores y las amas de casa no cono-
cen la Institución de manera suficiente.

No disponemos de datos de conocimiento por
factores socioeconómicos pero es fácil imaginar
que los colectivos sociales más desfavorecidos lo
son también en este aspecto. Ello nos lleva a pen-
sar que siguen siendo necesarios esfuerzos
suplementarios de acercamiento a dichos colecti-
vos.

Nos proponemos así mismo concluir la puesta
en marcha de la nueva página Web que de cum-
plimiento a la normativa vigente en materia de
accesibilidad universal, y que permita aprovechar
las nuevas tecnologías para hacer más accesible
la Institución, sobre todo e los jóvenes.

En razón de lo expuesto los objetivos previstos
en materia de Comunicación para el año 2006 son
los siguientes:

• Edición de un nuevo Folleto de Información
General sobre la Institución.

• Incrementar el número de reuniones con aso-
ciaciones y colectivos ciudadanos.

• Consolidación de la Revista de los Defenso-
res autonómicos.

• Edición de dos números anuales del Boletín
de Derechos Ciudadanos.

• Presencia en medios de comunicación.

• Culminar la puesta en marcha de la nueva
página WEB del Institución.

– Nuevo Diseño Accesible de la Web.

– Publicitar el acceso a través de Internet y e-
mail y videoconferencia.

– Actualización semiautomática de datos.

7º MEJORA DE LA ORGANIZACIÓN Y GES-
TIÓN ADMNISTRATIVA

En materia de organización se pretende conso-
lidar los procedimientos de gestión administrativa
para mejorar la eficacia y eficiencia.

Los objetivos internos que se persiguen son:

• Reorganización procedimientos Oficina de
Información.

• Distribución de Tareas Administrativas.

• Estadísticas. Cuadro de Mandos Integral.

• Ordenación de la Biblioteca.

• Mejora del control y seguimiento presupues-
tario.

• Mejora de los procesos de edición de publica-
ciones.

15 ANEXOS

ANEXO 1

LEY FORAL 3/2005, DE 7 DE MARZO, DE MODIFICA-
CIÓN DE LA LEY FORAL 2/1985, DE 4 DE MARZO, DE

CREACIÓN Y REGULACIÓN DEL CONSEJO ASESOR DE

RADIOTELEVISIÓN ESPAÑOLA EN NAVARRA, DE LA LEY

FORAL 4/2000, DE 3 DE JULIO, DEL DEFENSOR DEL

PUEBLO DE LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA Y DE LA

LEY FORAL 18/2001, DE 5 DE JULIO, POR LA QUE SE

REGULA LA ACTIVIDAD AUDIOVISUAL EN NAVARRA Y SE

CREA EL CONSEJO AUDIOVISUAL DE NAVARRA.

Las dificultades existentes para lograr mayorí-
as parlamentarias de gran amplitud, capaces de
alcanzar los porcentajes que en ciertas ocasiones
se exigen para la elección o designación por parte
del Parlamento de Navarra de miembros o titula-
res de órganos creados por la propia Cámara y
dependientes de la misma, así como para mante-
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ner dicha mayoría durante el período en que se
desempeñan los respectivos cargos por parte de
los elegidos o designados, impone revisar dichas
mayorías, al igual que otros eventuales requisitos
concurrentes con las mismas, para que la situa-
ción o coyuntura política existente en cada
momento no haga imposible la citada elección o
designación.

Por un lado, el Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra, cuya Ley Foral regu-
ladora (Ley Foral 4/2000, de 3 de julio) lo define
en su artículo 1 como alto comisionado del Parla-
mento de Navarra. En segundo lugar, el Consejo
Audiovisual de Navarra, creado por la Ley Foral
18/2001, de 5 de julio, como órgano independiente
elegido por el Parlamento de Navarra, según su
exposición de motivos. Y por último, el Consejo
Asesor de Radiotelevisión Española en Navarra,
creado por Ley Foral 2/1985, de 4 de marzo.

En el caso del Defensor del Pueblo de la
Comunidad Foral, el artículo 2 de su Ley Foral
reguladora exige para su nombramiento una
mayoría de tres quintas partes de los miembros
del Parlamento, mayoría muy superior a la exigida
para el nombramiento del Presidente de la Cáma-
ra de Comptos.

Otro tanto cabe señalar del Consejo Audiovi-
sual de Navarra, respecto al cual dispone el artí-
culo 23.1 de su Ley Foral reguladora que cinco de
sus siete miembros serán elegidos por el Parla-
mento de Navarra por mayoría de dos tercios de
sus miembros, esto es, por una mayoría todavía
más cualificada que la exigida para el nombra-
miento del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral.

Actualmente, se establece en el Consejo Ase-
sor de Radiotelevisión Española en Navarra una
composición de un máximo de once miembros,
que deberá reflejar la proporcionalidad del reparto
de escaños de todos y cada uno de los Grupos
Parlamentarios en el Pleno del Parlamento de
Navarra, que a su vez deberán tener al menos un
miembro cada uno en dicho Consejo Asesor, lo
que, dada la configuración actual del Parlamento
tras las elecciones de 2003, es prácticamente
imposible de cumplir.

Por todo ello, se propone aprobar una Ley
Foral de modificación de las tres Leyes Forales
citadas, en los siguientes términos:

Artículo uno. Modificación de la Ley Foral
2/1985, de 4 de marzo, de creación y regulación
del Consejo Asesor de Radiotelevisión Española
en Navarra.

Los apartados 1 y 4 del artículo 4 de la Ley
Foral 2/1985, de 4 de marzo, de creación y regula-
ción del Consejo Asesor de Radiotelevisión Espa-
ñola en Navarra, quedarán redactados con el
siguiente contenido:

1. El Consejo Asesor estará integrado por el
mismo número de miembros y en la misma pro-
porción que las Comisiones Ordinarias del Parla-
mento de Navarra. Dichos miembros serán nom-
brados por el Presidente del Gobierno de Navarra
a propuesta de los Grupos Parlamentarios.

4. Si se produjera alguna vacante, ésta se
cubrirá mediante nombramiento por el Presidente
del Gobierno de Navarra a propuesta del mismo
Grupo Parlamentario que hubiera propuesto al
miembro cesante, siempre en el plazo máximo del
mes siguiente a la declaración de vacante.

Artículo dos. Modificación de la Ley Foral
4/2000, de 3 de julio. del Defensor del Pueblo de
la Comunidad Foral de Navarra.

El artículo 2 de la Ley Foral 4/2000, de 3 de
julio, del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra, quedará redactado con el
siguiente contenido:

Artículo 2.

1. El Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra será elegido por el Parlamento
de Navarra para un período de seis años y se diri-
girá al mismo a través de su Presidente.

2. La Comisión de Régimen Foral del Parla-
mento de Navarra, será la encargada de relacio-
narse con el Defensor del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra e informar al Pleno en
cuantas ocasiones sea necesario.

3. Para la elección del Defensor del Pueblo de
la Comunidad Foral de Navarra por el Pleno del
Parlamento, se exigirá la mayoría absoluta en la
primera votación. Para el caso de que ningún
candidato alcanzara dicha mayoría, se procederá
a una segunda votación en la que serán candida-
tos los dos que anteriormente hubieran obtenido
mayor número de votos. La elección se resolverá
a favor del candidato que obtuviere mayor núme-
ro de votos. En el supuesto de que sólo hubiese
un único candidato, en segunda votación se
resolverá por mayoría simple.

4. Conseguida la mayoría señalada en el apar-
tado anterior, el candidato quedará designado
Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de
Navarra.

Artículo tres. Modificación de la Ley Foral
18/2001, de 5 de julio, por la que se regula la acti-
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vidad audiovisual en Navarra y se crea el Consejo
Audiovisual de Navarra.

La letra a del apartado 1 del artículo 23 de la
Ley Foral 18/2001, de 5 de julio, por la que se
regula la actividad audiovisual en Navarra y se
crea el Consejo Audiovisual de Navarra, quedará
redactada con el siguiente contenido:

Cinco miembros serán elegidos por el Parla-
mento de Navarra.A tales efectos los Grupos Par-
lamentarios podrán presentar hasta un máximo de
cinco candidatos entre personas de relevantes
méritos profesionales en los sectores audiovisual,
cultural, universitario y asociativo, que reflejen la
pluralidad ideológica presente en la sociedad
Navarra, si bien cada Parlamentario Foral podrá
votar como máximo a tres de ellas, siendo elegi-
das las personas que mayor número de votos
obtengan. En las renovaciones parciales cada
Parlamentario Foral podrá votar como máximo a
una persona candidata, siendo elegidas las per-
sonas que mayor número de votos obtengan.

Disposición deorgatoria única. Derogación nor-
mativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se
opongan a lo dispuesto en la presente Ley Foral.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley Foral entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de
Navarra.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artí-
culo 22 de la Ley Orgánica de Reintegración y
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra,
promulgo, en nombre de S.M. el Rey, esta Ley
Foral, ordeno su inmediata publicación en el Bole-
tín Oficial de Navarra y su remisión al Boletín Ofi-
cial del Estado y mando a los ciudadanos y a las
autoridades que la cumplan y la hagan cumplir.

Pamplona, 7 de marzo de 2005.

El Presidente del Gobierno de Navarra, 

Miguel Sanz Sesma.

ANEXO 2

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

DEL DEFENSOR/DEFENSORA DEL PUEBLO DE LA COMU-
NIDAD FORAL DE NAVARRA

I

Disposiciones generales

Artículo 1. 1. El Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra es el alto comi-
sionado del Parlamento de Navarra, designado

por éste para la defensa y mejora del nivel de pro-
tección de los derechos y libertades amparados
por la Constitución y la Ley Orgánica de Reinte-
gración y Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra, y cuenta como función primordial la de
salvaguardar a los ciudadanos y ciudadanas fren-
te a posibles abusos y negligencias de la Adminis-
tración.

2. Para el cumplimiento de la misión que tiene
encomendada, ejercerá las funciones que le atri-
buye su ley reguladora, contando para ello con los
medios personales y materiales necesarios, de
acuerdo con las partidas presupuestarias destina-
das al efecto en su Presupuesto.

3. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra no estará sujeto a
mandato imperativo alguno. No recibirá instruccio-
nes de ninguna autoridad, y desempeñará sus
funciones con autonomía y según su criterio.

Artículo 2. 1. El Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra gozará de las
prerrogativas y garantías necesarias para el cum-
plimiento de su función de acuerdo con lo que
establezca la legislación vigente.

2. El Parlamento de Navarra expedirá un docu-
mento oficial en el que se acreditará la personali-
dad y cargo del Defensor/Defensora.

Artículo 3. El Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra únicamente es
responsable de su gestión ante el Parlamento de
Navarra.

Artículo 4. 1. La elección del Defensor/Defenso-
ra del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
se realizará de acuerdo con lo dispuesto en su
propia Ley reguladora y en el Reglamento del Par-
lamento de Navarra, en su caso. La misma ley
establece las causas y circunstancias por las que
se produce su cese.

2. El nombramiento del Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra, si
fuese funcionario público, implicará su pase a la
situación servicios especiales en tanto se encuen-
tre desempeñando el cargo.

Artículo 5. 1. Las funciones rectoras y adminis-
trativas de la Institución del Defensor/Defensora
del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
corresponden a su titular.

2. Para el ejercicio de sus funciones el Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra podrá estar asistido por una Junta de
Coordinación y Régimen Interior.
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Artículo 6. 1. El Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra tendrá el trata-
miento que corresponda a su categoría institucio-
nal.

2. En cuanto a la participación y orden de pre-
cedencia en los actos oficiales, se estará a lo que
disponga la normativa de aplicación en la Comuni-
dad Foral de Navarra.

II

Del Defensor/Defensora del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra

Artículo 7. 1. Además de las competencias que
le confiere la Ley por la que se regula, correspon-
de al Defensor/Defensora del Pueblo de la Comu-
nidad Foral:

a) Representar a la Institución.

b) Mantener relación directa con los ciudada-
nos que se dirijan a la Institución a formular que-
jas o consultas.

c) Mantener las relaciones directas con los
poderes públicos, los órganos de la Administración
y los titulares de los órganos de análoga naturale-
za de ámbito autonómico, nacional y supranacio-
nal.

d) Presentar al Parlamento de Navarra los
informes anuales y extraordinarios que prevé la
ley.

e) Nombrar y cesar al Adjunto/Adjunta, una vez
otorgada por la Comisión de Régimen Foral del
Parlamento de Navarra la previa conformidad pre-
vista en su Ley reguladora.

f) Respecto al personal de la Institución:

1. Proponer la plantilla del personal, de confor-
midad con las consignaciones presupuestarias
que a tal fin apruebe el Parlamento de Navarra.

2. Nombrar y cesar a los asesores, al resto de
personal eventual al servicio de la Institución, así
como nombrar a los funcionarios al servicio de la
misma, en este último caso por delegación de la
Mesa del Parlamento de Navarra por lo que debe-
rá dar cuenta de ello a la misma.

3. Nombrar y cesar al Secretario General.

4. Ejercer la jefatura de personal y la potestad
disciplinaria.

g) Convocar y fijar el orden del día de las reu-
niones de la Junta de Coordinación y dirigir sus
deliberaciones.

h) Aprobar las instrucciones de orden interno
para la mejor ordenación de los servicios de la
Institución.

i) Supervisar el funcionamiento de la Institu-
ción.

j) Dirigir la tramitación, comprobación e investi-
gación de las quejas formuladas y de las actuacio-
nes que se inicien de oficio.

k) Decidir sobre la admisión o inadmisión a trá-
mite de las quejas y sobre la resolución última de
las investigaciones.

l) Decidir sobre las actuaciones de oficio y
sobre los informes extraordinarios a realizar,
pudiendo encomendar en cada caso la ejecución
de los mismos al personal adecuado, en función
de la materia, de la especialidad o de otras cir-
cunstancias que concurran.

m) Divulgar la naturaleza del trabajo de la insti-
tución, sus investigaciones e informes.

n) Proponer anualmente al Parlamento de
Navarra el anteproyecto de presupuesto de su Ofi-
cina y presentar la liquidación del presupuesto
anual.

o) Fijar las directrices para la ejecución de su
presupuesto, conforme a la legislación presupues-
taria aplicable.

p) Ejercer las facultades de órgano de contra-
tación.

q) Autorizar y disponer los gastos, así como
ordenar los pagos, en los casos en los que no se
haya delegado expresamente en otros órganos
conforme a lo dispuesto en el presente reglamen-
to.

r) Cualesquiera otras que no vengan expresa-
mente atribuidas a otro órgano.

2. Para desarrollar su labor podrá estar auxilia-
do por un Gabinete que dependerá directamente
del Defensor/Defensora del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra, quién determinará igual-
mente las funciones del mismo.

Artículo 8. 1. El Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra presentará
anualmente, ante el Parlamento de Navarra, un
informe ordinario comprensivo de sus actuaciones
y gestión, en los términos y plazos previstos en su
Ley reguladora, el cual será sometido previamente
a la Comisión de Régimen Foral.

El Defensor/Defensora del Pueblo de la Comu-
nidad Foral de Navarra expondrá oralmente un
resumen de este Informe ante el Pleno del Parla-
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mento, pudiendo a continuación intervenir los gru-
pos parlamentarios para fijar su postura.

2. Los informes monográficos o extraordinarios,
que pueda presentar el Defensor/Defensora del
Pueblo, se tramitarán ante la Comisión de Régi-
men Foral.

3. Cuando el Defensor/Defensora quiera dar
cuenta al Parlamento de Navarra de sus activida-
des con relación a un período determinado o a un
tema concreto, lo solicitará al mismo y su conoci-
miento corresponderá a la Comisión de Régimen
Foral, a la Junta de Portavoces o a la Mesa de la
Cámara, según determine ésta.

III

Del Adjunto/Adjunta al Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra

Artículo 9. Corresponde al Adjunto/Adjunta del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra las siguientes competencias:

a) Auxiliar al Defensor/Defensora del Pueblo de
la Comunidad Foral de Navarra en el trabajo de la
Institución.

b) Ejercer las funciones del Defensor/Defenso-
ra del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
en los casos de imposibilidad física o ausencia
temporal.

c) Supervisar la tramitación y desarrollo de las
funciones de investigación que para la resolución
de las quejas o expedientes le encomiende el
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra.

d) Colaborar en la elaboración del informe
anual así como en la de los informes extraordina-
rios que se presenten al Parlamento de Navarra.

e) Proponer al Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra las determina-
ciones que correspondan en aquellos asuntos que
le hayan sido encomendados por éste.

f) Participar como miembro en las sesiones de
la Junta de Coordinación y, en ausencia del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra, presidir las mismas.

g) Aquellas que el Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra le enco-
miende conforme a la ley y el presente reglamen-
to.

Artículo 10. 1. El Defensor/Defensora del Pue-
blo de la Comunidad Foral de Navarra nombrará y
separará a su Adjunto/Adjunta, previa conformidad

del Parlamento de Navarra, de acuerdo con lo
establecido en su ley reguladora.

2. El Adjunto/Adjunta tomará posesión de su
cargo ante el Presidente del Parlamento de Nava-
rra y el Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra, prestando juramento
o promesa de respetar el régimen foral de Nava-
rra, acatar la Constitución Española y las leyes,
así como de desempeñar fielmente su función.

3. El Adjunto/Adjunta es directamente respon-
sable de su gestión ante el Defensor/Defensora
del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra,
siéndole de aplicación las mismas prerrogativas y
garantías que éste en el cumplimiento de sus fun-
ciones.

4. El Adjunto/Adjunta, además de por las cau-
sas establecidas en la ley reguladora, cesará
automáticamente en el momento de la toma de
posesión de un nuevo Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra nom-
brado por el Parlamento.

IV

De la Coordinación y Régimen Interno

Artículo 11. 1. La Junta de Coordinación y Régi-
men Interno es el órgano de consulta y asesora-
miento al Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra para el ejercicio de
sus funciones y para la organización, administra-
ción y régimen interno.

2. La Junta de Coordinación y Régimen Interno
estará compuesta por el Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad de Navarra, que la presi-
de, y los asesores responsables de Área, sin per-
juicio de las previsiones contenidas en el presente
Reglamento para el caso de existencia de otros
cargos.

3. A las sesiones de la Junta de Coordinación
podrán asistir, a efectos de información y previa
convocatoria expresa del Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra, los
asesores, así como cualquier persona que aquél
considere oportuno.

Artículo 12. 1. La Junta de Coordinación se reu-
nirá, al menos, una vez al mes y además siempre
que el Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra estime conveniente
convocarla.

2. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra fijará en el orden del
día, a propuesta de cualquiera de los miembros
de la Junta, las materias objeto de deliberación.
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3. Se hará constar en acta el contenido de las
sesiones, con reflejo expreso de los acuerdos
tomados.

4. Los miembros de la Junta de Coordinación y
Régimen Interno, así como el resto de personas
que asistan a la misma, guardarán secreto del
contenido de las deliberaciones.

Artículo 13. Son funciones de la Junta de Coor-
dinación y Régimen Interno:

a) Informar las cuestiones que afecten a la
determinación de la plantilla, así como al nombra-
miento y cese del personal eventual al servicio de
la Institución, cuando proceda.

b) Conocer e informar sobre la posibilidad de
interposición de recurso de inconstitucionalidad,
instando esta interposición del Defensor del Pue-
blo de las Cortes Generales.

c) Conocer e informar sobre cuantos asuntos
correspondan a la elaboración del proyecto de
presupuesto de la Institución y de su ejecución,
así como de la liquidación del mismo, antes de su
remisión al Parlamento de Navarra.

d) Informar sobre las propuestas de obras, ser-
vicios y suministros, así como sobre las bases de
contratación de los mismos.

e) Cooperar con el Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra en la
labor de coordinación de la actividad de las distin-
tas áreas y en la mejor ordenación de los servi-
cios.

f) Conocer e informar sobre el informe anual o
los informes extraordinarios o especiales que se
eleven al Parlamento de Navarra.

g) Informar y asesorar sobre el proyecto de
reforma del presente reglamento.

h) Deliberar sobre los convenios a suscribir
con otras entidades o instituciones.

i) Asesorar al Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra sobre cuantas
cuestiones éste considere oportuno someter a su
consideración.

V

Del funcionamiento

Artículo 14. 1. En el ejercicio de sus competen-
cias, así como en la tramitación e investigación de
las quejas, el funcionamiento del Defensor/Defen-
sora del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
se ajustará a lo establecido en su ley reguladora y
en este reglamento.

2. La presentación de una queja ante el Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra, así como su posterior admisión, si
procediera, no suspenderá, en ningún caso, los
plazos previstos en las leyes para recurrir, tanto en
la vía administrativa como en la jurisdiccional. De
igual manera, no suspenderá la ejecución de la
resolución o acto afectado por la queja.

Artículo 15. 1. La presentación de las quejas
ante el Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá hacerse por
cualquier medio que permita acreditar la identidad
del interesado o persona que la presenta y sin
más requisitos que los previstos en la ley regula-
dora de la Institución.

2. Del mismo modo, tanto si se trata de quejas
presentadas a instancia de parte como de expe-
dientes de oficio, la tramitación será sustancial-
mente idéntica, sin perjuicio de las particularida-
des propias que la naturaleza de la actuación
requiera.

Artículo 16. 1. La admisión o inadmisión, ins-
trucción y resolución de las quejas se realizará de
acuerdo con la ley que regula la figura del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra y con plena independencia de criterio.

2. Las actuaciones del Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra se des-
arrollarán de acuerdo con los principios de suma-
riedad y sin cauce procedimental reglado, salvo lo
dispuesto al respecto en su ley reguladora.

Artículo 17. 1. Las solicitudes de información
que se dirijan a las Administraciones Públicas
expresarán de forma clara y sucinta los extremos
a que debe circunscribirse la contestación.

2. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá solicitar de las
Administraciones Públicas la remisión de copias
de los expedientes y documentos relacionados
con los asuntos objeto de la investigación.

Artículo 18. 1. A los efectos del artículo 17 de
su ley reguladora, el Defensor/Defensora del Pue-
blo da la Comunidad Foral de Navarra así como el
personal acreditado de la Institución, podrán reali-
zar cuantas actuaciones consideren necesarias
ante las autoridades y los funcionarios para el
conocimiento y esclarecimiento de los asuntos
objeto de investigación.

2. En el ejercicio de dicha tarea tendrán acceso
a los expedientes y documentos de las Administra-
ciones Públicas relacionadas con el objeto de la
investigación, pudiendo igualmente obtener copias
y certificados de los mismos.
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3. En cualquier caso, las actuaciones e investi-
gaciones que realice el Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra o el
personal dependiente del mismo se producirán
dentro de la más estricta reserva, sin perjuicio de
las consideraciones que aquél, en el marco de la
legalidad, considere oportuno incluir en los infor-
mes al Parlamento de Navarra.

Artículo 19. 1. Únicamente el Defensor/Defen-
sora del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
tendrá conocimiento de los documentos clasifica-
dos oficialmente como secretos o reservados.

2. Tales documentos serán debidamente custo-
diados bajo la directa responsabilidad del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra.

3. En ningún caso podrá hacerse referencia al
contenido de los documentos secretos en los
informes del Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra o en respuesta a la
persona que hubiere presentado la queja o solici-
tado su intervención.

4. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra ordenará lo que pro-
ceda en orden a la clasificación “reservada” para
los documentos de orden interno.

5. En sus informes al Parlamento de Navarra,
la referencia a documentos calificados oficialmen-
te como secretos o reservados será prudentemen-
te apreciada por el Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra.

Ar tículo 20. 1. Las resoluciones del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra revestirán la forma prevista en su
ley reguladora, según los casos. En concreto:

a) Recomendación es la forma de resolución
mediante la que se manifiesta a la Administración
o autoridad competente la conveniencia de efec-
tuar determinadas actuaciones para poner fin a un
defecto o irregularidad.

b) Recordatorio de deberes legales es la forma
de resolución a través de la que se recuerda a la
Administración la obligación de ajustarse a un
determinado precepto legal o disposición adminis-
trativa de carácter general.

c) Sugerencia es la forma de resolución dirigi-
da a la Administración o autoridad competente en
la que se indica la conveniencia de iniciar o corre-
gir algún determinado tipo de actuación en el
marco de las funciones legalmente encomenda-
das a la Institución.

d) Las advertencias son la forma de resolución
a través de la que se comunica a la Administra-
ción, autoridad o funcionario, la necesidad de
modificar un determinado comportamiento pertur-
bador de las facultades de investigación que
ostenta la Institución, haciéndole saber las medi-
das correctoras que pueden adoptarse en contra
de quien persiste en dicha actitud.

2. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra, en el marco de la
legislación vigente, podrá proponer igualmente al
departamento, organismo o entidad afectados, fór-
mulas de conciliación o de acuerdo que faciliten
una resolución positiva y rápida de las quejas.

3. En especial, el Defensor/Defensora del Pue-
blo de la Comunidad Foral de Navarra podrá des-
empeñar funciones de mediación cuando así le
sea solicitado y las partes afectadas muestren su
conformidad con dicha intervención así como con
los términos de la misma.

4. De la misma forma, el Defensor/Defensora
del Pueblo de Navarra podrá dirigir a la adminis-
tración pública supervisada los informes que esti-
me convenientes acerca de su funcionamiento.

Artículo 21. 1. En el ejercicio de sus propias
competencias, el Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra coordinará sus
funciones con el Defensor del Pueblo de las Cor-
tes Generales del Estado e instituciones análogas
de otras Comunidades Autónomas en los términos
previstos en el Título V de la Ley por la que se rige
la Institución.

2. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá suscribir los
convenios y acuerdos que estime convenientes en
orden a la colaboración con las instituciones aná-
logas de ámbito supraestatal, estatal o autonómi-
co, en los términos previstos, en su caso, en las
Leyes.

VI

Del personal

Artículo 22. El personal al servicio del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra está constituido, de acuerdo con lo
establecido en su propia ley foral, por los respon-
sables de área, asesores técnicos y personal de
confianza, así como por personal de plantilla del
Parlamento de Navarra adscrito al servicio del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral, quien asignará el destino del mismo en la
Institución.
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Artículo 23. 1. El personal al servicio del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
que desempeñe puestos de trabajo considerados
de asesoramiento o de confianza será nombrado y
cesado libremente por el Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral. En todo caso cesa-
rá automáticamente cuando tome posesión el
nuevo titular de la Institución. Su régimen será el
establecido para el personal eventual en el Estatu-
to del Personal del Parlamento de Navarra.

2. El régimen del personal de plantilla al servi-
cio del Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra será el establecido
en el Estatuto del Personal del Parlamento de
Navarra, sin perjuicio de la dependencia orgánica
y funcional del Defensor/Defensora del Pueblo de
la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 24. 1. La propuesta de plantilla com-
prensiva de todo el personal a su servicio, inclui-
dos asesores y personal de confianza, con las
características y sistema de provisión de cada
puesto de trabajo, se acompañará por el Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra al anteproyecto de presupuestos que
eleve a la aprobación de la Junta de Portavoces
del Parlamento de Navarra.

Asimismo, elevará dicha propuesta de plantilla
de la Oficina de la Institución a la Mesa del Parla-
mento para su aprobación, junto con la plantilla
del personal del Parlamento de Navarra.

2. La selección y provisión de los puestos de
trabajo correspondientes al personal de plantilla al
servicio del Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra se realizará por éste,
por delegación de la Mesa del Parlamento de
Navarra y dando cuenta de ello a la misma, a tra-
vés de los procedimientos establecidos a tal fin en
el Estatuto de Personal del Parlamento de Navarra
y de conformidad con las previsiones contenidas
en la correspondiente plantilla de personal.

Artículo 25. 1. El Defensor/Defensora del Pue-
blo de la Comunidad Foral podrá designar libre-
mente un Secretario General.

2. El Secretario General, además de formar
parte de la Junta de Coordinación, podrá desem-
peñar la labor propia de asesor y ejercerá las fun-
ciones que se determinen por el Defensor/Defen-
sora del Pueblo de la Comunidad Foral de
Navarra.

Artículo 26. 1. El régimen de prestación de ser-
vicios para los asesores y personal de confianza
será de plena dedicación a la Institución.

El personal de plantilla tendrá la dedicación
que resulte de la plantilla orgánica y de la regula-
ción de la jornada de trabajo que establezca la
Institución.

2. La condición de Asesor/Asesora del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra será incompatible con todo mandato
representativo, con todo cargo político o el ejerci-
cio de funciones directivas en un partido político,
sindicato, asociación o fundación, y con empleo al
servicio de los mismos, así como con el ejercicio
de cualquier otra actividad profesional, liberal,
mercantil o laboral. Sólo podrá compatibilizarse,
en su caso, con la docencia previa autorización
expresa y libre del Defensor/Defensora del Pueblo
de la Comunidad Foral de Navarra y en las condi-
ciones que para ello establece la legislación sobre
incompatibilidades.

3. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá contratar con
profesionales ajenos a la Institución informes y
estudios específicos por precio alzado, sin que
ello implique ninguna relación de tipo laboral, fun-
cionarial o eventual con la Institución ni con el Par-
lamento de Navarra.

4. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá celebrar
acuerdos o convenios de colaboración o prácticas
con cuantos organismos públicos y privados esti-
me oportuno, así como otorgar becas para la reali-
zación de actividades que estime de interés, todo
ello dentro de sus límites presupuestarios y en las
mismas condiciones que se establecen en el apar-
tado anterior.

Artículo 27. Toda persona al servicio del Defen-
sor/Defensora del Pueblo de la Comunidad Foral
de Navarra está sujeta a la obligación de guardar
estricta reserva en relación a los asuntos que ante
el mismo se tramiten. El incumplimiento de esta
obligación será sancionado de acuerdo con lo dis-
puesto en el presente Reglamento.

Artículo 28. 1. El personal de plantilla al servi-
cio del Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra será sancionado por
la comisión de faltas disciplinarias de acuerdo con
lo dispuesto en el Capítulo VIII del Estatuto del
Personal del Parlamento de Navarra, con arreglo
al procedimiento establecido en el mismo.

2. Corresponderá al Defensor/Defensora del
Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra la impo-
sición de sanciones por faltas leves, así como la
incoación del expediente, el nombramiento de ins-
tructor y la imposición de sanciones por faltas gra-
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ves y muy graves, salvo en los casos previstos en
el apartado siguiente.

3. Si la sanción disciplinaria correspondiente
fuese la separación del servicio, sólo podrá ser
impuesta por el órgano parlamentario que el Esta-
tuto del Personal del Parlamento declare compe-
tente. No obstante, en estos casos corresponderá
al Defensor/Defensora del Pueblo de la Comuni-
dad Foral de Navarra la incoación, ordenación e
impulsión del expediente, así como la propuesta
de sanción.

4. Las resoluciones sancionadoras que dicte el
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra en el ejercicio de las competen-
cias que le son asignadas en materia de régimen
disciplinario pondrán fin a la vía administrativa.
Serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, de acuerdo con la normativa regu-
ladora de dicha jurisdicción.

VII

Régimen económico

Artículo 29. 1. El avance de Anteproyecto de
Presupuestos será elaborado por los servicios de
la Institución que lo someterán a la aprobación del
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra.

2. El Anteproyecto de Presupuestos será apro-
bado por el Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra, quién lo elevará a
través del Presidente del Parlamento a la Junta de
Portavoces para la aprobación del Proyecto de
Presupuestos.

3. El Defensor/Defensora del Pueblo de la
Comunidad Foral de Navarra podrá solicitar com-
parecer ante la Junta de Portavoces, antes de que
ésta decida sobre su anteproyecto de presupues-
tos, para informar de los criterios seguidos en su
elaboración.

4. La dotación económica del Defensor/Defen-
sora del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra
constituirá una partida del Presupuesto del Parla-
mento de Navarra. No obstante, a los efectos de
su integración en los Presupuestos Generales de
Navarra, se procederá a su clasificación por capí-
tulos económicos -transferencias corrientes y
transferencias de capital-.

Artículo 30. 1. El régimen de contabilidad, inter-
vención, autorización de gastos, contratación y
adquisición de bienes y derechos aplicable al
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra será el mismo que el establecido
para el Parlamento de Navarra.

2. Las competencias para autorizar los gastos y
ordenar los pagos derivados de la ejecución de su
presupuesto corresponden al Defensor/Defensora
del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra.

3. De la misma manera le corresponde efec-
tuar las transferencias de créditos entre conceptos
presupuestarios, para lo cual será de aplicación
las normas que rijan en el Parlamento de Navarra.

Artículo 31. 1. En el presupuesto se incluirá una
partida destinada a sufragar los gastos de particu-
lares que, sin ser los reclamantes o autores de la
queja, hayan sido convocados por el
Defensor/Defensora del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra, de conformidad con lo previsto
en el artículo 45 de su ley reguladora.

2. A tales efectos se abonarán los gastos de
desplazamiento debidamente justificados así
como los derivados por la pérdida de horas labo-
rales cuando ello sea necesario.

Artículo 32. 1. El Defensor/Defensora del Pue-
blo de la Comunidad Foral de Navarra, sin perjui-
cio de la inclusión del correspondiente detalle en
su Informe Anual, remitirá anualmente la liquida-
ción de su presupuesto, a través del Presidente
del Parlamento, a la Junta de Portavoces para su
aprobación.

2. Asimismo dará cuenta de la liquidación del
presupuesto o estado de ejecución del mismo
cuando sea requerido para ello por el órgano com-
petente del Parlamento de Navarra.

Disposición final

El presente Reglamento se publicará en el
“Boletín Oficial del Parlamento de Navarra” así
como en el “Boletín Oficial de Navarra” y entrará
en vigor al día siguiente de su publicación en
aquél.

ANEXO 3

ÍNDICE DE LAS QUEJAS MÁS SIGNIFICATI-
VAS

(Se contienen a texto completo en CD que se
acompaña)

1. AGRICULTURA, INDUSTRIA, COMERCIO Y
TURISMO

AGRICULTURA Y GANADERÍA

– Suciedad ocasionada en vía pública de
Genevilla por continuo tránsito de rebaños de
ganado

– Solicitud de información en relación con el
deslinde de parcelas comunales en Murillo El
Fruto
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COMERCIO Y CONSUMO

– Tramitación de denuncia ante el Servicio de
Consumo por actuación de taller de reparación de
vehículos

2. BIENESTAR SOCIAL

DISCAPACIDAD

– Accesibilidad en edificios y espacios públicos
de Lerín

– Insuficiencia de plazas para ingreso en Cen-
tros Ocupacionales

– Solicitud de transporte adaptado y asistido
para acudir desde Cortes a la Residencia Carmen
Aldave de Pamplona

– Supervisión del funcionamiento de los Cen-
tros Especiales de Empleo

– Situación convivencial de varias personas
afectadas por supuesta enfermedad mental

TERCERA EDAD

– Suspensión de la prestación del Servicio de
Atención a Domicilio en Murillo el Cuende

OTROS

– Bonificación cuotas de inscripción a familias
numerosas en Escuela Municipal de Danzas de
Tudela

3. CULTURA, DEPORTE Y BILINGÜISMO

DEPORTE

– Disconformidad con sanción impuesta por
utilización Complejo Deportivo Municipal de Peral-
ta y ausencia de contestación a alegaciones

BILINGÜISMO

– Rotulación interior de la ampliación del Hos-
pital García Orcoyen de Estella

– Falta de contestación y de atención en vas-
cuence en la Hacienda Tributaria de Navarra

– Forma en que se reflejan en la señalización
viaria de las carreteras de la zona mixta las locali-
dades con denominación oficial en castellano y
vascuence

4. EDUCACIÓN

– Criterios complementarios de admisión de
alumnos

– Condiciones de diferentes elementos de la
Escuela Infantil de Huarte.

– Sanción disciplinaria impuesta a alumnos del
Instituto de Educación Secundaria de Zizur Mayor

– Situación generada en Centro Escolar tras
condena penal firme a Profesor de Educación Físi-
ca por actos en el desempeño de sus funciones

– Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales: diversidad curricular en el Modelo D

– Insuficiencia de instalaciones en el Instituto
de Educación Secundaria Eunate

– Procedimiento de recogida de datos para la
formación de fichero de alumnos con necesidades
educativas especiales.

– Demora en la construcción de las nuevas
instalaciones del Colegio Patxi Larrainzar en Pam-
plona

– Alumnos con necesidades educativas espe-
ciales: límite de edad en Educación Infantil

5. FUNCIÓN PÚBLICA

– Diferencia retributiva entre Jefe de Negocia-
do y Asesor Docente dependiente del mismo

– Anulación judicial de desarrollo de la oposi-
ción para cuidador con destino al Gobierno de
Navarra y consecuencias para los participantes en
la misma

– Dificultades de acceso a cursos superiores
de Formación Profesional para el acceso a pues-
tos de Personal de Guarderío

6. HACIENDA

– Fecha de devengo de la contribución urbana

7. INTERIOR

TRÁFICO

– Sanción impuesta por parte de un Agente
que no contempló los hechos por ausentarse la
persona sancionada del lugar de accidente sin
dejar sus datos

8. MEDIO AMBIENTE

– Ruidos ocasionados por funcionamiento de
puertas de garaje en pasadizo de Villava

– Funcionamiento sin licencia de estableci-
miento de hostelería en Barañain

– Condiciones del desarrollo de la actividad de
cría de patos en Zúñiga

– Solicitud de acceso a información sobre par-
celas en Navarra con cultivos de variedades
Genéticamente Modificadas.

– Molestias y contaminación acústica ocasio-
nados por el funcionamiento de un bar en Peralta
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– Solicitud de información sobre censos de
rapaces rupícolas en Navarra.

– Solicitud de información sobre contaminación
lumínica en Pamplona

– Actuación del Ayuntamiento de San Adrián
en relación a desarrollo de actividad de tanatorio
sin licencia de funcionamiento

– Información que se suministra a la población
sobre los niveles de ozono troposférico en el aire

– Situación de una estación base de telefonía
móvil en Berriozar.

9. OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS PÚBLI-
COS

OBRAS PÚBLICAS

– Tramitación de expediente de responsabili-
dad patrimonial por accidente motivado por defi-
ciencias en carretera

– Situación de vivienda tras ejecución de obras
de renovación de la travesía de Andosilla.

– No reintegro de gastos por parte del Concejo
de Aramendia de cantidades abonadas en su
nombre para ejecución de obras

SERVICIOS PÚBLICOS

– Exigencia de responsabilidad patrimonial por
deficiencias en el funcionamiento de colector
municipal en Leitza.

– Información que se viene facilitando a miem-
bros concejantes en el Concejo de Arlegui

– Deficiencias existentes en acceso a patio del
Colegio Público de Medillorri

10. SANIDAD

– Exigencia de responsabilidad por no detec-
ción de quistes por parte de Servicio de Ginecolo-
gía del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea

– Solicitud de plaza residencial para paciente
afectada por enfermedad mental

– Retraso en la puesta en funcionamiento de
Unidad de Daño Cerebral y Medular creada
mediante Orden Foral 60/2003 

– Efectos del sistema de guardias de farmacia
en zonas de montaña 

– Solicitud de plaza residencial para joven con
trastorno de inestabilidad emocional de la perso-
nalidad

– Atención prestada desde los Servicios de
Psiquiatría del Hospital Virgen del Camino a per-
sona que el día siguiente mata a una joven

– Lista de espera en especialidad de Dietética

– Demora en efectuar intervención quirúrgica

– Puesta en funcionamiento de Centros de
Rehabilitación Psicosocial para la atención a per-
sonas con trastorno mental grave

– Tratamiento rehabilitador en Clínica Josefina
Arregui de Alsasua

– Interrupción voluntaria de embarazo en
Navarra

– Disconformidad con atención médica dispen-
sada por servicio de neuropediatría

– Lista de espera en consulta de Oftalmología

– Necesidad de recurso residencial para perso-
na afectada de enfermedad mental 

– Demora en la realización de revisiones onco-
lógicas

11. URBANISMO Y VIVIENDA

URBANISMO

– Ejecución de obras en edificio de Puente La
Reina sin ajustarse a la normativa urbanística
municipal

– Estudio de detalle y configuración de alinea-
ciones en Elizondo

– Retraso en aprobación de convenio urbanís-
tico para ejecución de servicios urbanísticos en
Murugarren

– Deficiente trazado de vial o calle en San Mar-
tín de Unx

– Condiciones de utilización de pasadizo junto
a parte trasera de viviendas en Noain por cons-
trucción de nuevo edificio

VIVIENDA

– Acceso a información y puesta en funciona-
miento del censo de viviendas protegidas

– Falta de contestación a solicitud de descalifi-
cación de vivienda de protección oficial

– Tramitación de solicitud de prórroga en la
subsidiación de intereses de préstamos para
adquirir vivienda de protección oficial

– Denegación de subvención por adquisición
de vivienda de protección oficial

– Adjudicación mediante subasta de ocho sola-
res pertenecientes al Ayuntamiento de Pamplona
con destino a la edificación de viviendas
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12. VARIOS

– Solicitud de inscripción de Asociación Vecinal
en el Registro Municipal de Asociaciones en Ola-
zagutía

– Paralización de procedimiento de deslinde
por parte del Ayuntamiento de Castejón

– Solicitud de información de contribuyente en
relación a tasas e impuestos pendientes de pago
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